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3983 Consignada ya con la eslenslon necesaria la doctrina re- 
lativa á los diversos modos por los cuales se contraen las oLligariohes, 
vamos ahora á ver cómo se estinguen. Varios son los modos por los 
cuales esto se verifica, á saber: 

1. ° Por la paga ó solución , y por la consignación. 

2. ° Por la cesión de bienes y acciones. 

3 . ® Por la compensación. 

4. ® Por la remisión. 

5 . ® Por la confusión ó reunión de los derechos de deudor y 
acreedor. 

6. ° Por el mutuo disenso. 

7. ® Por la destrucción y por el robo. 

8. ® Por la novación. 

5. ° Por la nulidad y por la rescisión. 

10. Por el juramento decisorio. 

11. Por la condición resolutoria. 

1 2. Por la prescripción. 

1 3 . Por la sentencia de los árbitros, 

i4 Poc la transacción. 

8984 Trataremos pues con l.n debida separación de cada uno 
de los modos pbr los cuales hemos dicho que se estinguen l.i.s obliga- 
ciones. 

SECCION í. 

De la paga ó solución, 

3984 Paga ó solución es la prestación de lo que se ha de dar , ó la 

ejecución de lo que se ha de hacer. Ilahiamos en primer lugar de la 

paga ó solución , porque es el modo mas general de cstinguirse las 
obligaciones. Al definir la palabra paga^ si bien no hemos tomado li- 
teralmente lo que de ella dice la ley i, tit. i 4 , Part.- 5 , hemos toma- 
do no obstante la idea en dicha ley contenida, porque la creemos esac- 
ta. Hé aquí lo que dice sobre el punto que nos ocupa la ley á que nos 
hemos referido. "Paga tanto quiere decir como pagamiento que es fe- 
cho á aquel que debe rescebir alguna cosa , de manera que finque 
pagado della ó de lo quel dcblen dar' ó facer.” 

TOMO V. I 
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3985 Consignado ya que es lo que se entiende por p<iga, veamos 
cuáles son los requisitos que para su validez deben acompañarla. La 
paga para que produzca eí efecto de estinguir la obligación debe ser 
total y esacta : esto es, debe pagarse toda la cantidad adeudada, cum- 
pliendo, al hacer el pago, todos los requisitos que se hayan espresado 
en el contrato, y los que la ley y la costumbre determinen: 110 ha- 
ciéndose así, el acreedor no está obligado á recibirla. 

3986 Pero si el deudor no pudiese euinplir csactamente aquello á 
que está obligado , bien porque no pudiese dar la misma cosa que 
debiera, bien porque no ia pudiese dar del mismo modo que tenia que 
darla; en estos casos debe pagar la cosa que el juez por su prudente 
arbitrio determine, y en la forma que disponga: mas siempre indem- 
nizando al acreedor de los danos y perjuicios que se Je hayan origi- 
nado por la falta del csacto cumplimiento en el pago de lo que se le 
debía: asi lo determina la ley 3 , tit. Part. 5 . 

3987 misma ley también ordena, que no solo es válida la pa- 
ga que hace el tenedor, si que también lo es la que en su noinbre ha- 
ce otro cualquiera, ya sea que el deudor lo sepa ó no , y aunque lo 
-contradiga. 

8988 Perorada uno de estos tres diversos modos de pagar produce 
á favor del que paga una acción diversa ; pues si el pago se hace con el 
beneplácito del deudor, el pagador tiene la acción de mandato; si el pago 
se lia hecho ignorándolo el deudor, goza el pagador de la acción de ad- 
ministr.acion voluntaria: últimamente, si el pago ha sido hecho contra 
la voluntad del deudor, no puede el pagador gozar mas beneficio que el 
de la cesión de la acción que correspondía al primer acreedor : cesión 
conocida en el derecho bajo la denominación de carta de lasto ^ y es la 
escritura en que el acreedor r.onbe.sa que ha cobrado y cede á favor del 
pagador el derecho que contra el deudor correspondía ai cedente antes 
de haberse verificado el pago. 

3989 Í\espcclo al pago hecho ignorándolo ó contradicléndolo el 
■deudor, creen algunos autores que en ciertos casos debe oirse al acree- 
dor: por ejemplo, cuando la deuda fuese por las pensiones de un censo, 
y el pago se hiciera por evitar al deudor las penas del comiso. Nosotros 
no podemos convenir con esta opinión, porque estamos íntimamente 
persuailidos de que el acreedor solo tiene derecho á que se le pague to- 
tal y esaclameute lo que se le debe, y cuando esto se verifique no !iene 
por que quejarse; asi, continuando con el ejemplo que hemos puesto, 
una vez que al censualista se le paguen sus pensiones, nada tiene que 
pedir, antes por el contrario debe estar contento y no dar lugar á que 
por falta del pago de aquellas llegue el caso de imponer la pena del ro- 
rtiho^ pena que solo puede ser permitida como un medio de que el cen- 
vsualista no quede hurlado en punto al cobro de las pensiones que deba 
recibir; pena en fin que no se podría imponer con justicia cuando las 
pensiones se pagasen , fuese cualquiera el qnc las pagara. 

^ 99 ^ Otro délos requisitos necesarios para que la paga sea válida es 
que se haga á persona habd para la enúransa. Por esto si el acccdor fuese 
menor de veinte y cinco apios, y recibiese del deudor lo que éste ledc- 
lera, no quedarla estingaida la obligación, porque no se habia pagado 
a persona hábil para la cobranza, pues el menor no lo es, según ordena 
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la ley 4» ‘1“'^ dispone, que para que el dwdor se 

libre de lo que debe al menor, le ba de pagar á este 6 á su guardador 
con otorgamienlQ ó mandamienlo del jaez competente; porque si se 
hiciese el pago de otro modo y el menor malgastase ó perdiese lo reci- 
bido, el deudor no se librarla de la obligación . 

Sggi También ecsige la ley^ espresada que intervenga el otorga- 
miento 6 mandamiento del juez cuando se haya de pagar al loco, al 
mentecato, y al pródigo que tuviesen curador, 

3992 Cuando se debe á muger casada, el pago se ha de hacer á su 
marido. (Ley 55 de Toro: ii, tit. 1 , lib. 10, Novls. l\ecop.) 

3993 Cuando se debe á hijo de familia, el pago se ha de hacer á su. 
padre en lo relativo al péculio profecticio , y al hijo en lo que perte- 
nece á los peculios castrense , cuasi-castrense y adventicio. También es 
válido el pago hecho al apoderado general, ó al que lo es especial para 
la cobranza de la cantidad que recibe. (Ley 5 , tit. i 4 , Parí. 5 .) 

3994 El orden indispensable en la sociedad se alteraría con fre- 
cuencia si á cada cual le fuera permitido apremiar por sí mismo á su 
deudor; y por esto la ley i 4 , tit. i 4 , Part. 5 , dispone con sama jus- 
ticia , que ''llanamente et sin braveza ninguna, deben los ornes de- 
smandar unos á otros las debdas que Ies debieren, et por poder nin 
«por riqueza que baya aquel á quien deben el debdo, non debe el por 
«sí sin mandado del juez del logar apremiar nin prendar al debdor 
«porque pague el debdo/’ Sabia disposición la que acabamos de tras- 
ladar literalmente de la ley de Parí, citada. 

SggS Pero esta misma ley, á continuación de lo que de ella hemos 
copiado, establece una escepcion inadmisible de todo punto, ano ser 
que quisiéramos que la sociedad se hallara continuamente espuesta á 
riñas que la dañarían considerablemente; la ley espresada, como por 
via de escepcion de su primera parte,^dice "fueras ende si cuando la 
debda fue fecha otorgó et fizo pleito sobre sí el que la debie, quel otro 
oviese poder de prendarle et de apremiarle por sí mesmo sin manda- 
do del judgador.» En esta segunda pariese consigna una escepcion co- 
mo ya lo hemos dicho inadmisible, porque si no, ¿cuáles serian las 
consecuencias de pernútir que los acreedores pudieran por sí mismos, 
cuando asi lo hubiesen pactado, apremiar á sus deudores? Funestas sin 
duda, pues que ese pacto tan perjudicial seria sumamente frecuente, 
y frecuentes también las disensiones entre acreedores y deudores, los 
cuales en sus disputas podrían llegar á causarse daños inmensos, y has- 
ta llcgarian quizá al homicidio; por esto, pues, no titubeamos en aíir- 
inar que hoy ningún acreedor podría por sí mismo apremiar á su deu- 
dor para que le pagase, aunque asi se hubiese pactado; y por consi- 
guiente no puede estar an observancia la parte de la ley de Part. que 
con el punto presente tiene relación; ni lo está en efecto, antes por el 
contrario ha sufrido variación, ¡gaalrnentc que tantas otras disposi- 
ciones de ese celebre código, las cuales no se observan actualmente. 

^99^ Una vez hecho el pago en su totalidad, con esactilud y á 
persona hábil para cobrar, produce desde luego el efecto de estinguir 
la obligación principal y las accesorias contraídas para la seguridad 
de aquella. El deudor puede serlo por diferentes deudas, y pagar una ' 
cantidad que no alcauce para la satisfacción de todas ellas, ó que quizá 
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solo basic para satisfacer alguna; en ambos casos tiene c < eu( or e 
derecho de elegir la deuda á que quiera que se ap jque (. 
no haciendo esta elección, adquiere el acreedor el derec ^ ^ ^ J ^ 7 

quedará irrevocable si el deudor no la impugna en e naoniei o jue c 
acreedor se la haga saber. Cuando ni el deudor m e acreedor han de- 
signado la deuda á que se haya de aplicar la cantidad pagada , dehe- 
rá repartirse entre todas la/ deudas , si estas son ízales en calidad; 
pero no habiendo esta igualdad, !a aplicación dclic haceisc a la in.is 

gravosa, ya lo sea porque lleve consigo la imposición e una pena para 

1 1 •r ..I \ nnrune devengue intereses, o por 

el caso de no verificarse el pago, porque t 

otra cu.alquier causa análoga. (Cej 14? Pait. j.) 

S£CCI0?Í IL 


De la coTisigaacwn. 


3q97 Algunas veces acontece que el acreedor rehúsa admitir el pago 
de la deuda; y como de esto podria seguirse perjuicio al deudor, ha deter- 
minado la ley 8, lit. i4, £art. 5, que consignando aquel lo que debe, 
quede libre de responsabilidad; y si ia cantidad consignada se pierde 
sin culpa dcl deudor después de hecha la consignación, el daño perte- 
nezca solamente al acreedor, pues que él tiene la culpa de la perdida, 
por no haber querido recibir la caalldad consignada cuando se la 
querian pagar. 

3qg8 Hemos dicho que el deudor se liberta de responsabilidad 
consignando lo que debe; pero no obstante, a fin de fijar bien el senti- 
do de la palabra consignación, daremos de ella la definición que me- 
jor nos lia parecido: asi pue.s, consignación es el depósito que el deudor 
hace do la cantidad que adeuda, cuando el acreedor se niega á ' re- 
cibirla. 


^999 consignación puede hacerse de dos modos, .según lo <jue 
dispone la ley 8, tít. i4 Parí. 5, á saber: ofreciendo el deudor lo que 
debe al acreedor á preseiiria de hombres buenos, en lugar y tiempo 
oportuno, ó liaclendo la misma oferta ante el juez competente, y ve- 
rificando el depósito en seguida con aprobación de aquel. De los dos 
modos espresados el último es el que se practica. 

4ooo Pero para que la consignación produzca el efecto de estin- 
guir la Obligación del deudor, es preciso: 

Que se haga de la totalidad de la deuda. 

2. ' Que tanto en la persona que hace la consignación cuanto en 

aquella para la cual se destina la cantidad consignada, haya capacidad: 
para pagar en la primera, y para cobrar en la segunda. 

3. *^ Oue la consignación se haga en el lugar en que según el con- 
genio se hahia de verificar el pago; ó no habiéndose determinado nada 

acerca de este punto, en el lugar que determíne la ley ó la cos- 
tumbre. ^ j ■ 

/o 'Y' i'U' 

-+• ummamente es necesario que haya vencido el plazo, y que 

laya \cn icailo la conrllcíon en el ca.so que la hubiere. 
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SECCION í. 

De ¿a cesión de bienes. 

4 001 jS^spKcada con la estension necesaria la doctrina relativa al 
primer modo de eslinguirse las obligaciones, esto es, la paga y consig- 
nación, entramos ya en el segundo, que según ya dejamos dicho es la 
cesión de bienes y acciones. 

4002 Antes de todo nos parece oportuno y aun necesario definir 
las palabras que han de ser, digámoslo asi, el eje sobre que gire la doc- 
trina de la presente sección y déla Inmediata: las palabras pues á que 
nos referimos son cesión de bienes 7 acciones. La cesión de bienes y ac- 
ciones es un contrato en virtud del que uno ó varioi trasfieren á otro 
ú otros los bienes, créditos, derechos y acciones que le pertenecen. Espli- 
cado ya qué es lo que ha de entenderse por cesión de bienes y accio- 
nes, no se podrá incurrir en el error de confundir la cesión con la re- 
nuncia, pues esta no es otra cosa que la condonación de ciertos dere- 
chos , y para que tonga efecto basta la voluntad deliberada del re- 
nunciante: en la cesión por el contrario, ademas de la traslación de- 
liberada del cedente, es necesario el beneplácito de los cesionarios; 
y cuando este falta, es indispensable que la cesión sea conforme á las 
leyes. Tampoco debe confundirse la cesión con la delegación , pues 
que esta es la sustitución de un nuevo deudor, que con el beneplácito 
del acreedor queda sustituido en lugar de aquel que debía antes de ve- 
rificarse la sustitución. 

4003 También debemos advertir que hemos usado de la palabra 
acciones ademas de la de bienes, porque á pesar de que aquella se suele 
comprender en esta , nos ba parecido necesario distinguirlas en la 
presente ocasión para mayor claridad. 

4004 Vamos pues á tratar separadamente la cesión de l)ienes de la 
de acciones, ocupándonos en primer lugar de la cesión de bienes. Doce 
son las leyes que se hallan en el titulo i5 de la Partida 5, relativas á la 
cesión de bienes; procuraremos pues presentar aquí lomas importante 
que sebre el punto que nos ocupa se halle en las leyes espresadas, y 
ademas consignaremos lo que la naturaleza del asunto ecsige. 

4005 La cesión que de sus bienes baga el deudor, ha de ser total, y 
adeiiias la ha de hacer cuando se halle en la imposibilidad de pagar sus 
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(leudas. Dicha cesión, ó es aceptada voluntariamente por lo.s acreedo- 
res, en cuyo caso se llama volunlaria y produce solamente los efectos 
estipulados por el contrato de cesión celebrado entre los acreedores y 
el deudor ; b es un beneficio concedido por la ley al deudor desgraciado 
V de buena fé, al que en vírlud de las dos circunstancias espresadas se 
permite hacer con conocimiento del juez competente abandono de todos 
sus bienes á sus acreedores, con el fm de que estos no aumenten la 
desgracia de aquel molestándole para que les pague sus deudas, y en 
este caso la cesión se llama yíu//V7í(/. La resron voluntaria reúne venta- 
jas que no pueden hallarse en la ¡ndlciaí- pues en aquella, como que es 
un verdadero contrato entre los acreedores y el deudor, pueden estipu- 
lar aquellos y este lo que mas les convenga, tanto re.speclo de la estin- 
cion tol-il ó parcial de las deudas, cuanto accira de la adjudicación (> 
coagenacion de los bienes del cedeníc: pero es de ad'crln que (.uando 
jun*’varios los acreedores, para que tenga efecto la cesión, es nece.sario 
el unánime consentimiento de todos ellos, ptie.s al que disienta solo se 
le puede obligar por la via judicial, y en los casos prescritos por la ley, 
para que pierda el todo ó parle de sus dere< hos. 

400G Uno de los objetos que principalmente podía fener ante.s do 
ahora el que hacia cesión de sus bienes era el libertarse de la prísion á 
que estaba sujeto el que no quería pagar ni desamparar sus bienes; 
pero en la actualidad apenas hay quien no c.ste' úsenlo de prisión por 
lleudas cioiles-. y aun puede decirse, que si las leyes no han concedido á 
los deudores una absoluta libertad sobre este punto, la pra'cíica la ha 
concedido; en efecto, á pesar (b; las escepeloncs con.signadas, tanto en 
las leyes de Partida cuanto en las recopiladas, nadie sufre en el día 
pri.sion por sus deudas civiles. 

4o(> 7 LI beneficio de la cesión de bienes, como que tiene su origen 
en una protección justa v prudente que las leye.s conceden á los deudo- 
res, no puede renunciar.se ó mas bien es nula la renuncia que de él 
se baga, porque es indudabhg que .si á tales renuncias se diera valor, 
inutilizarían el benéfico objeto que la ley se propuso al conceder el be- 
neficio de la cesión, y de ello se seguirían considerables perjuicios, tan- 
to al deudor como á las personas que con el tuvieran identificada .su 
suerte. 

4oo8 Pero la ley ipic ha 'concedido á los deudores dicho beneficio, 
(i, tit. i 5 . Part. 5 ), quiere que entreguen todos sus bienes, sin mas 
escepcion que la del vestido de su uso , cuando son personas que no 
gozan ticl beneficio llamado de ('ompetcncia , del cual aunque no bajo 
el nombre (jue le bemo.s dado, liabla la ley espresada. 

4 ooq Mas los autores, y la práctica conforme con sus opiniones, 
han mitigado algún tanto la rigidez de la ley de Partida, esceptuando 
de la cesión uc bienes aquellos que sirven para el ejercicio de Ja pro- 
fesión, arle ú oficio dcl deudor, liándose para ello en la filantrópica 
lazon de que privado el deudor hasta de los bienes que acabamos de 
l efeilr , no podría procurarse su subsistencia , y mucho menos adqui- 
1*^ Pa*^**^ bienes para completar el pago de sus deudas; pero en la ac- 
ua j ad la escepcion sobre cslc punto no e.stará limitada al vestido 

auii^ c.sceplúa la ley de Partida que hemos citado, ni 

os lenes que sirven al deucíor para el ejercicio de su profesión, 
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arte ú oficio» sino á todos los que se hallan esceptuados de traba ó eje- 
cución, a saber: las cosas sagradas y destinadas al cul to divino, los ani- 
males y aperos de labranza , los sembrados y barbechos, los granos 
no entrojados, los libros de los abogados y estudiantes , los instrumen- 
tos de los artistas y artesanos para el uso de sus profesiones y oficios, 
íbs caballos, armas y sueldos de los militares, las casas , muías, caba- 
llos y armas que usaren los nobles, los vestidos, camas y demas cosas 
necesarias para el uso diario , las yeguas destinadas para lá cria de 
caballos de casta , y las naves que vengan de fuera de! país , sobre ca- 
da una de las cuales se tratará en el jnieió ejecutivo. 

4oio Cuando el deuibir se ve obligado á'hacer cesión de sus b^e^- 
nes por una calamidad ó desgracia inevitable, tiene el beneficio de que 
aunque después mejóre su fortuna, no se le podrá obligar á cubrir 
el resto de sus deudas con íá entrega de cuanto haya adquirido, sino 
solo ron la parte que no necesite para vivir scg,an su estado ( ley 3, 
tit. i5. Parí. 5) : la misma ley espresa que la cesión de bienes no 
evita al fiádór la responsabilidad que hubiere contraido. 

4óii El beneficio que según hemos dicho compete al que pnr 
una calamidad ó desgracia- inevitable se ha visto- obligado á hacer ce- 
sión de sus bienes, se. llama por los juristas benefició de competencia. 

4ói2 Gózase también del espresado beneficio de competencia, ya 
por razón del parentesco y relaciones que ecsisten entre el deudor y 
el acreedor, ya por razón del estado def deudor, y finalmenlc por 
razón déla liberalidad de aquel á quien se concede. 

4o 1 3 Por razón de parentesco y relaciones gozan derbencficio de 
competencia: 

iP Los ascendientes respecto de sus descendientes, y estos respec- 
to de aquellos. 

2 . ® TjOs berraanos entre sív 

3. ® Los sóciós. 

4 ®. Los cónyujes. 

5. '^ IjOS suegros. 

6. ® Los patronos respecto de los esclavos á quienes concedieron la 
libertad. iLey 3a , tit. ii , Part. 4 " ley 4 ? ti^. 4- ley i3 -, tit. lo: 
ley I . tit. i5 , Part. 5. V 

4o T 4 Por razón de su estado gozan del bencfiició de conipelenci;i 
los litulós, los militares, los demas empleados públicos v los clérigos, 
á quiénes suele dejarse una parte-de .sus rentas 6 sueldos para su ma- 
nutención , destinándose el resto á ta satisfacción dé la deuda hasta 
que queda enteramente esllnguida. (Ley 23, tit. 6, Part. i , y la prác- 
tica de los tribunales.) Por razón de su liberalidad gozan del benefi- 
cio dé competencia el' donador respecto del donatario, y generalmen- 
te cualquiera que se vea reconvenido á consecuencia de un acto de pu- 
ra generosidad. (Ley 4» tit. 4 , y ley i , tit. i5 , Parí. 5.) 

4bi5 La cesión judiciál no confiere al acreedor la propiedad de 
los bienes del deudor , sino solo el derecho de percibir los frutos que 
los bienes cedidos produzcan, basta que verificada judicialmente la ena— 
genación de estos se estingan en parte ó en todo las deudas. ( Ley i, 
tit. i5, Part. 5.) 

4oi6 El juez no puede dejar de admitir la cesión jadieial , ni les 
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acreedores pueden tampoco reluisarla, á no ser que la liaga alguno á 
quien las leyes se la prohíben , como á los siguientes : 

1. *^ A los arrendadores de rentas reales y sus fiadores (Ley 9, lí- 
talo 3 a , lib, ii,lNov. Fcecop. ) 

2. ^ Al que en fraude de sus acreedores dilapidó , enagenó li ocul- 
to sus bienes en todo ó en parle , á no ser que diere fianzas de vol- 
verlos á su anterior estado. (Ley 4 -, tit. ih, Part. 5 .) 

. 3 .*^ A los alzados. (Leyes i y 2 , tit. 82 , lib. ii , Nov. Rccop.) 

4.° A los deudores por deudas procedentes de delito ó cuasi-deli- 
to, en cuanto á la multa ó pena pecuniaria que por el se les impon- 
ga. ( Ley 8 , tit. 3 ?., lib. 1 1 , Nov. Rccop. ) 

4017 La cesión judicial, ademas dcl beneficio de competencia 
que como consecuencia de aquella puede reclamar el deudor . produce 
los efectos siguientes: 

1. ° Mientras se ventila el jálelo de cesión no puede ser ejecutado 
ni reconvenido judicialmente el deudor por ninguno de sus acreedorc.s. 

2. ^ Ln virtud de la cesión se forma im juicio universa!, al cual 
tienen que acudir lodos los acreedores; y deben acumularse todos los 
autos principiados por cualesquiera jaeces antes ó después de la for- 
mación del juicio de cesión. 

3 . '^ Por el juicio de cesión no se causa decima, ni el juez puede 
ecsijirla de los bienes del deudor. 

4. ” Rematados los bienes y pasado el termino, se debe admitir la 
puja de mejor postor. (Leyes 3 y 4 , tit. Parí. 5 .) 

SECCION lí. 

la cesión de acciones. 

4t>»8 Con.signada ya la doctrina relativa á la cesión c/c ///¿ncí, ocu- 
pe'monos ahora de la cesión de acciones. 

40 1 9 La cesión de acciones es la traslación de un derecho, verifi- 
cada á favor de un tercero, ó mas bien un contrato por el cual uno 
trasAere a otro el crédito, derecho ó acción que le pertenece contra un 
tercero. 

4020 Aunque en la presente sección consideramos la resion de ac- 
ciones como un medio de estingnlr una obligación, puede no obstante 
verificarse también por venta, por donación 6 legado, por dote y por 
otros diversos conceptos. 

4o 2 1 La cesión puede ser no solo de las acciones reales, sino fam- 
bicn de las pcrsonale.s, y de las que proceden de hurto ú otro delito, y 
aun de los derechos cuya adquisición pende de que se verifique algu- 
na condición. 

4022 Mas hay acciones y derechos personalismos , los cuales no 
pueden cederse, como por ejemplo : el derecho de usufructo, el derecho 
de aprovechaniienlo de los pastos comunales, el derecho de retracto 
jHoceuonie de con.sanguiiildad, ni aun el de comunión cuando el cesio- 
naiio no es socio ó compañero. El derecho preferente que para admi- 
nistrar los bienes de un ausente pertenece á su consanguíneo. Los 
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derechos que tiene el dueño del dominio directo, á no áer que se ceda 
también esté. El derecho que compete al dueño de una casa para des- 
auciar á su inquilino por tener aquel necesidad de habitarla. El dere- 
cho de sociedad, á no ser que los consocios consientan. El derecho de 
acusar por delito privado, el de revocar la donación por ingratitud y 
algunos otros de la naturaleza de los que quedan espresados. 

4 o 23 ^ Debemos advertir sobre el punto que nos ocupa, que como 
los créditos y acciones son derechos inherentes á la persona del acreedor, 
no pueden trasferírse si se atiende al sentido estricto de la palabra 
traslación; pero sin embargo, como la cesión de los cre'ditos y acciones 
lleva consigo la del derecho ó la facultad de hacerlos efectivos tanto 
estrajudicial , como judicialmente , es claro que el resultado de la es- 
presada facultad es una verdadera traslación, ó si se quiere cuasi-tra.s- 
laclon; bien que el que se la llame de este 6 del otro modo nos pa- 
rece indiferente, siempre que se penetre bien la naturaleza y efectos de 
la cesión de acciones, 

4024 Una vez hecha la cesión, no puede ya revocarla el cedente 
cuando, como en el caso que es objeto de la presente sección , la cesión 
se hace por causa onerosa. 

4 oa 5 El derecho que el cesionario adquiere sobre las acciones ó 
los créditos cedidos pende hasta cierto punto de la notificación que de- 
be hacerse al deudor para que le conste la cesión : por esto el deudor 
puede antes de que se le notifique la cesión, pagar válidamente al ce- 
denle su acreedor, sin que en este caso tenga el cesionario acción mas 
que contra el cedente. 

4026 Asimismo los acreedores del cedente pueden antes déla no- 
tiGcacion embargar la deuda cedida y hacer.se pagar con ella, no que-' 
dando recurso al cesionario sino contra el cedente. 

4027 Y por último, si el cedente después de haber traspasado su 
crédito á uno, llene la mala fe' de traspasarlo á otro que sea para la 
notificación mas diligente que el primero, será este postergado á aquel, 
y solo le quedará salvo el recurso contra el cedente. 

4028 La cesión de un cre'dilo comprende las cosas accesorias al 
mismo, cuales son la fianza , la hipoteca y el privilegio, pues lo ac- 
cesorio sigue siempre á lo principal. 

4029 En las cesiones onerosas ó remuneratorias queda obligado 
el cedente á responder de la certeza y pertenencia del erc'dito, aun- 
que nada se haya contratado sobre este punto. 

4 0 3 0 Pero la responsabilidad del cedente no se estiende hasta la 
solvencia del deudor, á no ser que asi lo hubiera prometido. 

4 0 3 1 La promesa hecha sobre este punto solo se estiende á la 
solvencia del deudor en la época de la cesión, mas no para una e'po- 
ca futura, á no ser que asi se haya estipulado espresamente. 

4 0 32 Pero aunque el cedente haya prometido la solvencia del 
deudor para todo tiempo , quedará libre de su obligación si el cesio- 
nario fuese negligente para la ecsaccion de la deuda. 

4 0 33 Como la cesión de acciones es un contrato, es claro que 
para que sea válido se necesita que las personas que en e'l interven- 
gan sean hábiles para contratar. Sobre el punto que nos ocupa puede 
suscitarse una cuestión, en nuestro concepto de alguna íjoporiancia, 

T03I0 V. a 
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como no pueden menos de serlo todas las cuestiones que versan soljre 
la trasmisión, ya de los bienes, tomada esta palabra en su sentido 
menos lato , ya en fin sobre la trasmisión de créditos, derechos ó ac- 
ciones. 

4o34 TjA cuestión a que nos referirnos es la siguiente: ¿puede 
hacerse la cesión de acciones á uno que sea mas poderoso qq,e el ce- 
dente ? Los autores que han llegada á nuestras manos están en este 
punto por una negativa absoluta ; pero, sea dicho sin pretensiones 
ofensivas ni orgullosas, creemos que al consignar esa opinión los va- 
rios furistas que’ la consignan, no se han detenido á ecsarninar con 
las luces de la razón y de la (rlosofia la ley de Partida, en que su opi- 
nión está basada; en una palabra, un ciego espíritu de obediencia á 
las le\eírdel código de D. Alfonso e! Sabio, no la sana crítica, ha sido 
la que diera el ser á semejante opinión. La ley i6, tlt. 8, Part. 3, en- 
tre otras cosas, dispone que si uno enagenare el derecho que tuviere 
contra otro á persona que fuese mas poderosa que el enagenante , sea 
cualquiera la causa porque la enagenacioo se haya verificado, es nula, 
y el deudor queda libre de su obligación. 

4035 lié aquí la ley que ha servido de base á la opinión que va- 
mos á impugnar , porque aunque ella puede tener algún apoyo en la 
lev de Partida que hemos citado, no obst.ánie, hoy ese apoyo es tan 
efímero, que de nada puede .servir, porque la ley de Partida, por lo 
que toca á la presente cuestión, debe sufrir la suerte de tantas otras 
Jeyes de esc código, cuya completa observancia no se ha verificado ni 
en las épocas que han precedido ni en ia actual ; pues que en él se 
hallan leyes para cuya publicación presidió muchas veces un error ó 
una sutileza; porque en él se hallan finalmente leyes, que si bien pu- 
dieron ser fundadas en razón para los siglos que pasaron , son inapli- 
cables en la actualidad. En efecto,' tal puede decirse de ha ley i6, títu- 
lo 8 , Part. 3, en lo que tiene relación con el punto que nos ocupa. 

4036 Para la comprobación de nuestro aserto ecsaminemos cuál fué 
la razón que sobre este punto presidió á la formación de !a ley. 

4o36 En vano inlentarlamos conocer la justicia ó injusticia de 
cada una de las partes de la ley espresada, si no nos remontáramos á 
indagar su origen ecsaminando la naturaleza , las costumbres y la.s ne- 
cesidades de la época en que se dio. Esto supuesto, volvamos ía vista á 
los tiempos en que se formó el código Alfonsino : la historia de ellos 
nos ofrece á cada paso inju.sticias, abusos y violencias. Depositada la 
vara de la justicia en mano^delos magnates y rÍ£os homes, cajos mons- 
truosos privilegios casi anulaban el poder délos reye.s , solo servia para 
sujetar arbitrariamente á la.s personas, y adjudicar las propiedades á 
quien mas podba. 

4o3y Los jueces de las villas y pueblos sentenciaban arbltr.aria- 
mente y sin conocimiento de las leyes. Convencidos los reyes de Casti- 
lla de que semejantes desórdcne.s desunían á los miembros de la socie- 
dad . persuadidos también de que el reino no podía prosperar en seme- 
jante estado, trataron de cortar las injusticias y violencias de los po- 
derosos, precaviendo su escesivo engrandecimiento. He' aquí por qué 'se 
prohibió á los vecinos y miembros de las municipalidades dar, vender, 
ceder , ó en alguna otra manera enagenar sus heredades y bienes raí- 
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ces á \o$ rwos hornos Y «lomiciliados en los términos de los 

concejos; prohibiciones consignadas en los fueros de Plasencia, Bena-* 
vente, Zamora, Toledo &c. Y aun todas esas disposiciones y otras ma- 
chas á ellas análogas no eran saficientes para contener ef desenfreno 
y altanería de los grandes. 

4.o38, Aplicados estos datos históricos á la disposición déla lev, co- 
noceremos su política y su conveniencia en la época que la vid nacer; 
pero en la actualidad, ¿no se administra la justicia igualmente al po- 
deroso que al que no lo es? ¿Tienen por ventura los poderosos algún 
privilegio que los haga, para litigar, de mejor condición que á otro cual- 
quiera? Be ningún modo; pues bien, esta sola contestación encierra ya 
la solución de la cuestión que nos ocupa, y por lo mismo no dudaremos 
en afirmar que en ia actualidad la cesión de acciones ^ igualmente que 
la de los bienes, puede hacerse á persona que sea mas rica , mas poderosa 
que el cedente. 

4o3q Si quisiéramos ampliar mas el raciocinio sobre la cuestión 
que nos ocupa, aun hay gran copia de razones que esponer en apoyo 
de nuestYa opinión, porque en verdad ni el respeto que generalmente 
debe tenerse á las leyes, ni el daño que podría seguirse de abogar por 
su inobservajucia , ni otros argumentos de esta naturaleza, son capa- 
ces de prestar su apoyo á una disposición legal que debe su origen á 
circunstancias que han caducado; disposición legal que se halla con- 
tenida en un código que nunca ha sido observado totalmente, antes 
por el contrario se le considera como supletorio; disposición legal , en 
fin, cuya observancia ocasionaría daños; cuya inobservancia los evita. 
Por otra parle, también es digno de atención que con posierioridad á 
esa ley se han publicado otras varias, cuya letra, igualmente que su 
espíritu, aboga por ia mas completa libertad acerca de ia trasmisión 
de la propiedad, de cualquier genero que ella sea, 

4o4-o Queda pues sentado y demostrado, en nue.stro concepto, que 
la cesión de acciones puede hacerse á uno que sea mas poderoso que 
el cedente. 
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Ite la coni|>«itsae2oii* 


SECCION I. 


De la compensacioTu 


^Tratada ya con la estension que nos ha parecido necesa- 
ria la cesión de bienes y acciones, que es, como ya antes lo hemos di- 
cho , el segundo modo de eslinguirse las obligaciones ; pasemos ahora 
al tercero , que, según el orden propuesto, es la compensación. 

404.2 Antes de todo nos parece indispensable fijar el significado 
de esta palabra. Por compensación se entiende el descuento reciproco 
de deudas f créditos , i>eríficado por el ministerio de la ley entre dos per^ 
sonas que simultáneamtnte se deben cantidades ó cosas de un mismo 
género. 

4 0 43 La ley 20, tit. i 4 , Part, 5 , trata de esta especie de paga, 
llamada compensación-, por la ley citada y de ella hemos tomado parle 
de la anterior definición , que en nuestro concepto reúne los caracte- 
res principales de la compensación. 

4044 Algunos autores al tratar de la compensación como medio 
de estinguir las obligaciones , lo hacen con demasiado laconismo , y 
luego se ocupan de ella estensamente , unos en el juicio civil ordinario, 
como los señores conde de la Cañada y Tapia , y otros en el juicio eje- 
cutivo, como los señores Pebrero y Gutiérrez ; pero nosotros creemos 
mas oportuno tratar ahora latamente de la compensación : y asi des- 
pués en el tratado de procedimientos solo nos tendremos que ocupar 
de ella muy ligeramente , pudiéndonos referir á la presente sección, 
Cn la que estará reunido con alguna estension lo principal que se ne- 
cesite saber acerca de la compensación considerada como parte de un 
tratado de derecho civil. 

4045 Múevemos á adoptar este orden la consideración de que si 
en un tratado de procedimientos se debe evitar todo lo posible el con- 
signar doctrinas que no sean de pura tramitación, por el contrario en 
un tratado de derecho civil , tomada esta palabra en sentido estricto, 
debe reunirse todo lo que versa sobre la determinación y arreglo de 
los intereses de los ciudadanos entre sí; por esta razón pues nos 
parece indispensable ocuparnos estensamente de la compensación, y asi 
lo vamos a hacer. 

4 0 46 Utilidad déla compensación'. La compensación, considerada 
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como medio de estinguir !as obligaciones, es de suma utilidad á las 
personas cayos créditos y deudas se compensan, pues cada una de 
aquellas sale mas beneficiada compensando que pagando lo que debe 
y demandando luego el pa^o de lo "que se la debe. 

4o4y Cada una de las deudas compensadas sirve de pago ala otr.i, 
y desde que ambas coecsisten , si son iguales, quedan estinguidas del 
lodo , y si desiguales, se estinguc la mayor en la porción á que la me- 
nor alcanza. 

4048 Por esto se dice, con muebo fundamento , que la compen- 
sación produce sus efectos por el mini.slerio de la ley, y antes de opo- 
nerse en juicio desde el momento en que dos individuos llegan á te- 
ner cada uno entre sí simultáneamente el doble carácter de deudor y 
acreedor. 

4049 No obstante , para qtie la compensación reciba su comple- 
mento, será indudablemente necesario que el deudor demandado la 
alegue , pues que de otro modo el juez no podría hacer que se llevase 
á efecto en el juicio ; pero esto no impide el que ya antes de alegarla 
en juicio se hubiese verificado por el ministerio de la ley si se ha- 
blan reunido los requisitos que la misma determina, en cuyo caso el 
juez, no ejerciendo su encargo, no tiene que hacer mas que declarar la 
ecslstencla de un hecho verificado independienlemcnte de su mandato, 
y aun de su voluntad , siempre que las cantidades li objetos compen- 
sados hayan reunido las calidades necesarias para que la compensa- 
ción se verifique. 

4050 Por esto pues vamos ahora á tratar de las condiciones nece^ 
sacias para la validez de la compensación. 

4051 Kiiipero debemos advertir antes de todo, que de las varias 
divisiones que de la compensación hacen los autores, ninguna nos pa- 
rece Importante como no sea la que debe hacerse para distinguir la 
compensación judicial de la eslrajudieial , según que se verifica en juicio 
ó fuera de él: las demas divisiones en compensación relativa, propia, 
impropia &c. &c. , nos parecen innecesarias después de la que hemos 
con.signado. 

4o5a Volvamos pues al punto indicado. 

SECCION II. 

De las condiciones necesarias para la validez de la compensación. 

4053 Para que la compensación pueda verificarse legalmenle, es 
necesario que reúna las condiciones que á continuación se espresan : 

1. ^ Que los objetos que se han de compensar sean dinero ó cosas 
funglbles de una misma especie y calidad, 

2. ^ Que cuando la compensación sea de deudas, estas sean líquidas. 

3. ^ Que sean ecsigibles. 

4-* Que haya en el que pide y en aquel contra quien se pide la 
compensación, simultaneidad del doble carácter de deudor y acreedor, 

4054 Vamos pues á hablar separadamente y con la suficiente la- 
titud de cada una de las condiciones espresadas. 

4055 Condición. Que los objetos que se han de compensar sean 
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dinero ótosas fungíblcs de ana misma especie y calidad. Como la com- 
pensación es una especie Aepaga {una manera de pagamiento ^ según es- 
presa la ley 20 , tit. i4-, Parí. 5), de aquí procede que para que lá 
compensación pueda hacerse , es necesario que los olqetos que hayan 
de compensarse puedan servir el uno en lugar del otro, esto es, que 
los objetos que se hayan de compensar sean fungibles. (Ley 21 , lit. i4, 
Part. 5.) 

4056 Asi no podrá compensarse un caballo con un buey , ni una 
arroba de garbanzos con una de judías, pues ninguna de estas cosas 
representa á la otra, ó mas bien ninguna de estas cosas es de la espe- 
cie y calidad de la otra: por el contrario, dos caballos de una misma 
clase podrían compensarse , asi como se podrían compensar dos bueyes 
de igual clase, &c. &c. ' 

4 0 57 Los autores, fundados en ana ley roman.i (ley i5,§. de 
compens.'), opinan que puede haber compensación entre dos deudas de 
cantidad determinada, ó entre dos cosas de una misma especie cuyo 
pago se haya de veriíicar en diversos logares, previa la indemnización 
del daño, si le hubiere: asi, por ejemplo, si yo tuviera que entregar á 
Pedro cien fanegas de trigo en Madrid, y cuando llegara el caso de te- 
ner que verificar el pago, fuera yo acreedor de Pedro por otras cien 
fanegas de trigo que él me hubiera de entregar en Araiijaez, podría 
pedir la compensación de estas con aquellas, previa la indemnización 
del daño que á Pedro pudiera seguírsele por recibir en Aranjuez y no 
en Madrid sos cien fanegas de trigo; nuestra Opinión sobre este punto 
es que en compensaciones del género de la que acabamos de ospresar 
debe procederse con mucho pulso para admitirlas, y que para que 
puedan ó no verificarse, debe tener la principal parte el prudente arbi- 
trio de los jueces, fundado, no en disposiciones del derecho romano que 
ninguna fuerza tienen entre nosotros como disposiciones legales, sino 
en el eesámen detenido de las circunstancias ■ que concurren en los ob- 
jetos que se hayan de compensar; eesámen que verificado con un buen 
juicio y con imparcialidad, no podrá menos de ser las mas veces jus- 
to; y no rechazamos que para ilustrar su opinión returra el juez al 
derecho romano, siempre qae sus disposiciones sean consideradas no 
como preceptos jurídicos, .sino como inácsimas que debemos seguir en 
cuanto sean conformes con lo que dictan la razón y la justicia ; final- 
mente, debe tenerse presente que para que la compensación pueda ve- 
rificarse es necesario que las cosas que se hayan de compensar no so- 
lo sean de una misma especie , sino también de una misma ca- 
lidatL 

4o58 Las cosas determinadas no se compensan con las indetermi- 
nadas, ni estas con aquellas, aunque sean de la misma especie, pero sí 
pueden compensarse las indeterminadas entre .sí, lo mismo que se pue- 
den compensar las delerminada.s (ley 21 , tít. i4, Part. 5 : que liabla 
de la compensación de un caballo indeterminado con otro también in- 
determinado, y admite su compensación, al mismo tiempo que no ad- 
mite la compensación de un siervo, ó de ana viña ó huerta determina- 
da, con una cosa indeterminada, como alguna cuantía de trigo.) 

4009 También puede tener lugar la compensación de cosas in- 
muebles siempre que haya entre ellas identidad: v. g. una parte ali- 
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cuota de un campo por otra también' alícuota del mismo campo. 

4 060 Igualmente puede verificarse la compensación en las obliga- 
ciones de hacer, siempre que los hechos que se han de compensar sean, 
absolutamente de la misma naturaleza. 

4 0 6 1 2.® Condición. Hemos dicho que la segunda circunstancia 
que se ecsije para que la compensación pueda verificarse, es la de que, 
siendo deudas las que se h.iyan de compensar, sean ambas líquidas. Llá- 
mase líquida la deuda cuya ecsislencia y cantidad son ciertas. Por eso 
no puede verificarse la compensación entre deuda litigiosa ó indetermi- 
nada. (Ley 2 0, tlt. Part. 5 .) 

4062 3 .® Condición. La tercera condición necesaria para que la 
compensación pueda verificarse, es, según ya antes lo hemos dicho, que 
siendo deudas las que se hayan de compensar, .sean las dos ecsigibles, 
esto es, que puedan desde luego pedirse judicialmente: de lo dicho se infie- 
re 1.^ que no puede compensarse una deuda cuyo plazo no lia vencido. 

4 0 63 Sobre este punto han e.síablecido los autores una escepcion 
que en la actualidad es inadmisible; á saber, la de que puede hacerse 
la compensación de una deuda cuyo plazo no ha vencido á causa de que 
el juez lo haya concedido por gracia: pero nosotros creemos, como ya 
lo hemos indicado, que tal escepcion es inadmisible en la actualidad, asi 
como lo es también la posibilidad de que el jaez conceda plazo ningu- 
no á los deudores, pues por Real decreto de 21 de marzo de 1824? es- 
tá mandado que no se de' curso á ninguna solicitad sobre concesión de 
plazo ó moratorias para retardar ó suspender el pago de deuda». 

4064 espresada disposición, fundada en principios de justicia, 
ha hecho caducar la facultad que antes tenían los tribunales para con- 
ceder plazos ó moratorias, á fin de que los deudores se pudieran tomar 
mas tiempo para el pago de sus deudas. Presentase también sobre este 
punto la cuestión de si podrá oponerse la compensación al deudor á 
quien los acreedores han concedido espera: nos parece que no, y fun- 
damos ime.stra opiiilon en que otorgada la espera en virtud de un con- 
trato, y fundada las mas veces no tanto en el ínteres del deudor, cuanto 
en el de los acreedores, pues que las ma.s mas veces conceden espera 
los acreedores por sacar mejor partido de sus créditos, se veriata estos 
burlados en su objeto y eludido el contrato en virtud del cual la es- 
pera fue concedida, si el deudor en vez de cobrar lo que uno ó mas de 
sus acreedores le hubieran de dar durante el plazo de la espera, tu- 
viese que sufrir la compensación; el deudor se vería imposibilitado de 
cumplir sus obligaciones en los plazos convenidos, y resultaría entre 
los diversos acreedores una diferencia injusta y contraria al objeto de 
las esperas. 

4 0 65 Resultado es también de la tercera condición, indispensable 
en la compensación, que esta no puede verificarse entre deudas cuya 
ecsistencia pende de una condición suspensiva. 

4 ob 6 Tampoco puede verificarse con una deuda procedente de 
juego ó de cualquier otra causa inmoral y prohibida por las leyes. l\i 
es capaz de compensación la deuda á cuyo pago solo estamos obligados 
nal lira! menie, porque el cumpUniiento de estas obligaciones no es ec- 
sigible legal mente. 

4067 Tampoco puede compensarse la deuda prescrita ; bien que 



DE LA COMPENSACION- «7 

si se hulnesen reunulo, aunque liublese sido por un solo día, todas 
las condiciones necesarias para la compensación, se habría yerificado 
esta por el ministerio de la ley, y podría oponerla perpetuamente el 
deudor que fuere demandado, 

4.068 Tampoco puede compensarse la renta vitalicia, pues que no 
es estimable en una cantidad determinada. 

4069 Es asimismo inadmisible la compensación en los censos en 
razón de que el censualista no puede obligar al censatario á que le 
pague el c.ipital en virtud del cual el censo se ecsige; si bien el censa- 
tario puede proponer al censualista la redención del censo, mediante 
la cantidad que este deba a aquel, y en este caso la compensación ten- 
drá efecto, y cesará el curso de los intereses del cre'dito y el de los ré- 
ditos del censo: innecesario es advertir que los réditos ó pensiones de- 
vengadas por un censo son compensables , pues reúnen la circunstan- 
cia de ser cantidad ecsigible. 

4070 4 '^ condición. Hemos dicho que la cuarta condición para 
que la compensación pueda verificarse es la de que haya en el que pide y 
en aquel contra quien se pide Ixi compensación ^ simull aneídad del doble 
carácter de deudor y acreedor', de aqui se deduce que puede un tercero 
pagar una deuda mia aun contra la voluntad de mi acreedor; pero 
ese tercero no podrá sin el consentimiento del espresado mi acreedor, 
hacer valer el crédito que contra él tenga para estinguir mi obli- 
gación. 

4071 La ley 24, til. i 4 , Part. 5 , fundada en una razón análoga 
á la que sirve de base al principio que dejamos consignado, establece 
que (da dehda que el per sonero (lo mismo podrá decirse del administra- 
dor ó mandatario) devíese á aquel á quien face la demanda en nombre 
de oír/, non la podrie desquitar en nombre de aquel cuyo personero es., 
en manera de compensación sin placer del mismo. 

Ninguna esplicacion necesita la anterior disposición legal, cu- 
ya justicia es tanta como fácil de comprender. 

4072 De la misma se deduce también que no podemos oponer á un 
tutor acreedor nuestro la compensación de lo que nos debe su pupilo, 
no solo porque el tutor y pupilo tienen en este caso distinta per.^onali- 
dad, sliio porque también puede suceder que aquel no tenga bienes 
ningunos pertenecientes á éste, 

4078 Siendo nosotros acreedores del tutor y deudores del pupilo, 
cuando aquel en nombre de éste nos reconvenga, no podremos rechazar 
su demanda oponiéndole el crédito que tenemos contr.a él; pues si tal 
se pudiese hacer, se opondria la compensación al menor, que es nuestro 
acreedor, y no al tutor, que es nuestro deudor. 

4074 Por la misma razón , reconvenido el tutor por lo que nos de- 
biese, no podría oponer la compensación del crédito que el menor tu- 
viese contra nosotros, aunque aquel es el que debe cobrarlo: lo que sí 
podrá hacer será recurrir al juez á fin de que le autorice para retener 
de su deuda la cantidad necesaria para satisfacer el crédito de su 
pupila. 

4075 La ley 26, til. i 4 , Part. 5 , ordena que los que deben mara^ 
vedis al rey ó á algunt concejo non los pueden descontar por manera de 
compensación. 

TOMO V. 
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4076 Cuatrí) son los casos do quo habla la ley espresada: el pri- 
mero aquel en que al mismo lienipo que debemos al hslado el pago de 
las contribuciones necesarias para el sosten de las necesidades públi- 
cas, el Estado nos debe á nosotros alguna cantidad, pues en este caso 
la compensación no puede vei ibcarse ; de fácil coiiiprension es cierta- 
niciilc el caso que liemos espresado , pues son infinitas las personas 
acreedoras del Estado por carias caiilidades, y sin embargo no pueblen 
oponer la compensación: y no puede menos de ser asi, pues que de lo 
contrario el Estado se veria con suma Irecuencia privado aun de los au- 
sillos mas indispensables. 

4077 El segundo caso de que habla la ley anterior es aquel en 
que seanios deudores al E.stado d al coivnn de al^unt concejo^ pues en 
este caso, según ordena la ley, «niagÜÉT el rey ó el común de aquel logar 
nos deban otro debdo, non puede ser fecho desqullamicnto del uno por 
c! otro.» 

4078 El caso tercero de que la ley habla, y en el que también 
prolíilic la compensación, es aquel en Cjue «los liomes han de pagar por- 
tadgos por las cosas que iievan de unos logares á otros.” 

4079 Uílimanienle , el cuarto caso á que la ley se rcfiíTC es aquel 
en que uno es instituido heredero bajo la condición de que después de 
sus dias pase la herencia á la cánuara dcl rey (esto es, al Estado] b al 
común ele algún concejo; b cuando recibe uno en depósito dinero ú 
otra cosa para entregarlo á la camara dcl rey o al común, aunque el 
rey o' c¡ conmu nos hubiesen de pagar alguna deuda, no puede des- 
quitar.se lo uno parlo otro, esto os, no puede haber compensación. 

4o3o De otro caso en que la conniensacion no puede verificarse 
hablan los autores al tratar el punto que ahora nos ocupa, fundados 
sin duda en la analogía que pue<¡e tener con los anteriores, y es á 
saber: que no puede compensarse lo que nos deba un administrador ó 
te.sorero de rentas con los Impue.stosó contribuciones que nosotros lo 
hayamos de pagar por razón de su oficio, asi como tampoco podría el 
compensar lo que no.s delúera con lo que nosotros debiéramos al Estado 
y Imbie'raiTiüS de pagara aquel por razón de su oficio: doctrina racio- 
nal y justa, como’ fácilmente se ¡uiede conocer, aunijue no la preste 
ninguna íuerza, sino en tanto que .sea conforme con la justicia, la ley 
penúllirna , Cod. de coiupcvs.^ con que los juristas quieren robustecer la 
espresada opinión. 

4 081 Consiílcrado el heredero como sucesor en todos los derechos 
Y obligaciones del testador, es claro que sí nosotros sonios deudores de 
Pedro, heredero de Francisco, que era nuestro deudor, podie oponerá 
Pedro la compensación de lo que Francisco me debe , porque es opo- 
nerla realinenle al deudor responsable de pagar al tiempo que yo re- 
clamo la compensación. 

4082 Pero sin embargo, esLa compensación solo podrá tener efecto 

en razón de la porclon horeditaria, asi como en un caso inverso, Pedro 
solo podría oponerme la compensación del crédito del difunto en razón 
de la parte de herencia que le ítíc.a.se. TjO.s dos casos ú'úmo.s esíáit loin- 
bien apoyado.s en la legislación romana. fLcy úlí., Cod. de contrario 
jud. tuL) ^ ^ 

4 o 8 ó Cuando la aceptación de la herencia se ha vcriíjcado á Lene- 
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ficio de inventario, solo puede verificarse la compensación en la parte 
que el heredero haya de satisfacer. 

4084 El principio de que para que la compensación pueda verifi- 

carse es necesario que tanto en el que la pide cuanto en aquel contra 
quien la pide haya simultaneidad del doble carácter de deudor y acree- 
dor^ no impide que el fiador reconvenido pueda oponer la compensa- 
ción por lo que este debiere á aquel por quien fio, así como también 
podría oponerla por lo que debiesen al mismo: asi lo ordena en su 
primera parle la ley a4 j tlt. 5 . 

4 0 85 Ademas que el fiador puede (en virtud de la ley i 5 , tit. 12,. 
Part. 5) oponer al acreedor todas las escepciones que no son pura- 
mente personales deí deudor; esto es , todas aquellas que no resultan 
de la condición ó cualidad del principal obligado , sino que recaen 
precisamente sobre la deuda , y se llaman por lo tanto escepciones 
reales. 

4086 En el caso á que alude la ley anterior, aun cuando la com- 
pensación no haya podido verificarse por el ministerio de la ley al 
tiempo de presentar la demanda el acreedor contra el fiador, por<^ue 
en ese tiempo no reunieran ambas deudas todas las condiciones nece- 
sari.as , reunie'ndolas el crédito del deudor, á cuya favor fue otorgada 
la fianza , puede el fiador oponer la compensación a la demanda diri- 
gida contra el, y desde este momento cesara el curso de los intereses. 

4087 El deudor principal no puede oponer la compensación de 
lo que el acreedor debe al fiador , pues el deudor principal está obli- 
gado por sí mismo, y no puede disponer de un crédito que pertenece 
á su fiador , á no ser que éste ceda el crédito espresado. 

4 0 88 El fiador no puede invocar la compensación de lo que el 
acreedor debe al confiador ó compañero en la lianza. 

4<>89 Pero si este confiador, viéndose demandado por el acreedor, le 
ha opuesto con fruto la compensación de su crédito , se considera es- 
ta compensación como pago real y efectivo , y la deuda queda cstln- 
gtilda , no solo con respecto á él mismo , sino también con respecto á 
los confiadores y al deudor principal, salvo el recurso del confiador con- 
tra sus compañeros y el deudor. 

4ogo Tampoco el deudor solidario ó mancomunado puede opo- 
ner la compensación de lo que el acreedor debe á su codeudor , por- 
que en realidad debe por sí mismo la cantidad que se le pide, y no 
puede oponer las escepciones que son personales á sus codeudores. 

4ogi Mas si el acreedor acudiese al codeudor á quien él mismo 
debía, y este le opusiese y le fuese admitida la compensación , que- 
daria esíinguida la deuda con respecto á todos, cual si hubiera sido 
pagada; y si después los otros fuesen reconvenidos por el acreedor, 
podrían oponer la estincion ds la deuda, verificada por la compensación 
que opuso el que tenia derecho para ello. 

4og2 En cuanto á los créditos de una .sociedad contra el acree- 
dor particular de uno de los socios, ó á ia.s deudas de la sociedad á 
favor del deudor personal de uno de sus individuos, parece claro que 
no deben admitirse en compensación. Una sociedad es una persona 
moral , diferente de la persona natural de cada uno de los socios indi- 
vidualmente considerados: no pueden pues compensarse los créditos 
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(le la sociedad con las deudas que cada socio lia contraído por su cuen- 
ta particular y no por la de la sociedad, y vice-versa. 

4og:i T.as'lcves :>2 y 2,3 dcl tit. 4 , Parí. 5 , tratan de varios ca- 
sos en que la compensación puede tener lugar entre los compañeros 
<i sór/os^ y refieren los siguientes: 

1. ® Cuando uno de los socios pidiere la satisfacción del perjui- 
cio que otro hubiera causado por su culpa ó descuido en las cosas de 
la sociedad, y el demandado probare que el demandante hizo también 
perjuicio en ellas por igual causa , se compensara un daño con otro 
eti proporción de su cantidad. 

2 . ® Cuando un socio hubiere por una parte causado daño á la 
compañía v por otra la bubiera producido un beneficio, si el daño 
so verificó no por dolo sino por culpa, se compensará el daño con el 
beneíicio. 

3. ® Cuando un socio hahiera causado á la compañía un daño por 
dolo, puede compensarse el daño esprosado por el que cause también 
por dolo su consocio. 

4- ' También se admite la compensación de daños provenientes 
de cui[).a por parte de un socio y de dolo por parle de otro , siempre 
que el daño se h.aya «tusado en cosa diveisa- pero no se admite si 
el daño se causó en una misma cosa, pues en este caso el socio que 
causó el daño por culpa puede repetir contra el que lo causó por dolo, 
sin que este pueda oponer la compensación. ( Ley 23 , tit. i4 , Par- 
tida ) 

4og4 El deudor que aceptó pura y simplemente la cesión que el 
acreedor hizo de sus derechos á un tercero, no puede ya oponer al 
cesionario la compensación que antes de la aceptación pudo haber 
opuesto a! cedente. 

400 ^ Si el deudor no aceptó la cesión (juc le fue notificada, pue- 
de oponer al cesionario la compensación de cuanto ic debia el cedente 
antes de dicha notificación, porque no pudo ser despojado, medíanle 
nn acto en que no tuvo parte , de las ventajas de la compensación que 
se verifico por derecho , y á que no renunció espresa ni tácitamente. 

4ogfi El deudor puede oponer también al cesionario la com- 
pensación de !o que este le debiere; y del mismo modo el cesionario 
que fuere deudor de su deudor cedente, podrá compensar esta deuda 
con el rrediio adquirido por virtud de la cesión. 

4oq7 Puede oponer la compensación el deudor por si mismo ó 
por a(;oderado. Mas si liabicndo sido emplazado para pagar la deu- 
da , no pudiese comparecer y se presentare á responder por el un hi- 
jo suyo , un pariente ó algún estrauo , podrá cualquiera de esfos opo- 
ner la cmripensacion de lo que el demandante debiere al demandado, 
dando fiador de que este lo aprobará y dará por bien liecbn, pues 
f’rdquicra tiene facultad de responder por otro y defenderle, aun sin 
poderes, afianzando que el demandado ó reo dará por firme lo hecho 
y pagará lo que fuere juzgado. (Ley 20 , tit. i4 j Part. 5.) 

4og8 Hemos hablado latamente de un gran número de casos en 
que la compensación puede tener efecto: conocemos que aun podrían 
Tnencionarse otros varios; pero no los mencionamos , porque esta- 
mos persuadidos de que nada importante haríamos en ello,, pues 
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para el perfecto conocimiento c!e la presente doctrina , mas 
qae muchos casos particulares , deben tenerse en cuenta los principios 
generales de aquella , deducidos unos de las varias disposiciones le- 
gales que rigen en el asunto, otros de los buenos principios que de- 
ben servir de guia en la materia de contratos, tanto en lo que toca á 
la manera de formarlos , como á la manera de disolverlos. Por esto 
pues vamos á ocuparnos ya de varios^casos en que la compensación no^ 
puede admitirse. 

SECCION m. 

De las deudas que no pueden compensarse. 

4 ® 9 q Tja regla general en materia de compensaciones es que pue- 
den compensarse las deudas procedentes de diversas causas , siempre 
que reúnan los requisitos prevenidos por las leyes : asi , por efemplo, 
no .«era obstáculo para que la compensación se verifique el que uno 
se^eudor por arrendamiento y acreedor por venta , y vlce-versa; ni 
fai*oco sirve de obstáculo á la ^compensación el que uno sea de ma- 
yor ó menor edad. 

4ioo Pero la espresada regla general sufre las cscepciunes si- 
guientes : 

Cuando se trata de la demanda de restitución de un deposito, 
.sea voluntario ó necesario; pues el depositario y sus herederos están 
obligados á restituir al dueño y los suyos las r.osa.s depositadas cuan- 
do les fueren pedidas , y no pueden retenerlas por vía de prenda ó 
compensación de alguna deuda pendiente á su favor , ni aun de los 
gastos hechos en ellas, que liabrán de demandar después de restitui- 
das. (Leyes 5 y lo , tit. 3 ; y ley 27 , tlt. i4 , Part 5. ) 

2 . ® Tampoco se admite la compensación cuando se trata de la de- 
manda de restitución de una cosa dada en comodato, pues e! comoda- 
tario y sos herederos deben restituirla dcl mismo modo al dueño y 
los .suyos, concluido el uso ú objeto para que se prestó, sin poder icie- 
nerla por via de prenda ó compensación de deuda, á menos que esta 
dimane de gastos hechos en beneficio de la misma cosa después del 
pre'stamo ó comodato. (Ley 9 , lit. 2 , Part. 5.) Es muy eslraño que la 
ley conceda al comodatario la facultad de retener la cosa prestada 
por raxon de los gastos hechos en ella , y que niegue igual facultad al 
depositario. Mas justa parecería una disposición contraria , que otor- 
gase dicha facultad al depositario y la negase al comodatario , por- 
que el primero hace un servicio y el segando lo recibe. 

3. ^ Tampoco es admisible la compensación cuando.se trata de la 
demanda de restitución de una cosa de que el dueño ha sido inju.sta- 
menle despojado. El despojante no puede dispensarse de la restitu- 
ción de la cosa que ha tomado por su propia autoridad, oponiendo 
que el que la reclama debe otra igual ó de la misma especie. 

4-^ Es inadmisible también la compensación en la demanda de 
alimentos: asi el demandado, por los que está obligado á dar, no puede 
oponer al acreedor alimentista la compensación de lo que este íc de- 
biere. Mas bien pueden compensarse los alimentos de tiempos pasa- 
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dos, pues que su demanda no tiene ya por causa la necesidad de la 
subsistcurla dcl alimentista. 

5 . ^ Es asimismo inadmisible la compensación cuando uno es con- 
denado á pagar á otro alguna cantidad por razón de fuerza ó agravio 
que le liabierc liecho. (Ley 37 , lit. ? Part. 5 .) 

4^01 El ofensor eu este caso tiene que pagar al ofendido la pena 
pecuniaria ó los danos y perjuicios, salvo su derecho para repetir des- 
pués el pago de lo que este le debiere. 

4102 En el derccbo romano se pudo siempre oponer la com- 
pensación á la acción de lo juzgado, cualquiera que fuese por otra 
parte la causa <lc la condenación , por la razón sencillísima de que pa- 
gar por via de compensación es cumplir efoctivanienle la sentencia : y 
en verdad, una vez pronunciada lo condenación civil ó criminalmente 
en una cantidad fija de dinero por danos y perjuicios ó por via de 
pena pecuniaria, no se presenta razón alguna que pueda oponerse á 
que esta sentencia se cumpla y ejecute como cualquiera otra , por via 
de compensación , pues ésta so reputa como paga, porque es iudirerente 
pagar en dinero ó en recibos lo (¡uc se puede ecsigir. 

4 10 3 Si bien puede haber lugar á la compensación en los íelitos 
por lo que hace al Interes de los particulares, no sucede asi con res- 
pecto á la pena en que se incurre por las leyes y en desagravio de la 
justicia, pues con perjuicio de esta no se admite compensación, Los 
que delinquen múUiamciile unos contra otros, deben ser igualmente 
castigados. 

6. ^ Tampoco puede tener lugar la compensación en perjuicio de 
los derecbo.s adquiridos por un tercero. Asi es que el que siendo deu- 
dor de una persona, viene luego a ser su acreedor, después del embargo 
de la deuda hecho por un tercero, no podrá oponer la compensación 
en perjuicio del que obtuvo el embargo, 

4104 I^íeiicionados ya varios casos en que la compensación no 
puede verificarse , y habiendo cesaminado va en la sección anterior 
con la latitud suficiente un gran número de casos en que la compen- 
sación puede hacerse, vamos ahora á entrar en el eesámen de los efec- 
tos que la compensación produce cuando se hace con arreglo á las 
leyes. 


SECGIOIS' IV. 


De los efectos de la compensación. 


4 io 5 Cuando .sehan cumplido loda.s las condiciones ó reunido to- 
das las circunslancias que según la.s leyes deben acompañar á la com- 
pensación , estingue de derecho l.as deud.as como las cstingue el pago 
real y efectivo, pues que aquella, .según la ley, es una manera de paga- 
¡nenio. 

4ioG También estingue por igual razón los privilegios, las bipo- 
tecas, las prendas y el curso de intereses de las dos deudas hasta la 
concurrencia de sus cantidades respectivas, y libra en igual proporción 
a los fiadores. 


V 4107 


Cuando una 


de las partos tiene contra sí varias deudas, de- 
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Len seguirse para su compensación las mismas reglas que para la im- 
putación fiel pago establece la ley lo, til. Part. 5 ; es decir, que la 
compensación debe suponerse aplicada á la deuda vencida que fuese 
onerosa por razón de pena, interés, hipoteca ú otro gravamen , y si 
fuesen iguales, á todas en proporción ó á prorata de su importe. 

4 10 8 Una vez hecha y aplicada la compensación, nó pueden ya 
las parles aplicar ó dirigir sus efeclos á otra deuda en perjuicio de los 
interesados en la satisfacción de la que quedó cstlngiilda, asi como tam- 
poco Ies es permitido variar en perjuicio de tercero una imputación de 
pago que hizo la ley por no haberla hecho las partes mismas. 

4109 Asi es también que el que paga una deuda que estaba eslin- 
gaida de derecho por medio de la compensación , no puede ya en el 
cobro de su crédito prevalerse en perjuicio de tercero de los privile- 
gios, hipotecas y fianzas con que lo tenia asegurado, porque esto seria 
privar á un tercero de derechos que á consecuencia de la compensa- 
ción hahíá’ legítimamente adquirido, Pablo, por ejemplo, me debía una 
cantidad de 4 í>oo reales bajo hipoteca, y á Pedro otra de 8000 reales 
sin hipoteca: supongamos que Pablo adquirió posteriormente un cré- 
dito de 6000 reales á cargo mío; en este caso claro es que el crédito 
que yo tenia contra él quedaba eslinguido por medio de la compensa- 
eion , y que por consiguiente cesaba mi hipoteca; mas si por negli- 
gencia hubiese yo dejado de oponer á Pablo esta compensación, y le 
hubiere pagado mi deuda de 6000 reales, cuando qui-siera demandarle 
los 4ooo reales qne me debía, no podría ya ejercer en perjuicio de 
Pedro el derecho de hipoteca que antes tuviese. Tal es el rigor de los 
principios del derecho; pero si el que pagase la deuda ignoraba laecsis- 
lencia del crédito que debía compensarla, por provenir éste, v. gr., de 
un testamento de que no tuviese noticia al tiempo del pago, dicta la 
equidad que se consideren subsistentes las hipotecas, fianzas y privi- 
legios. 

/¡.lio Hemos concluido el estenso tratado de la compensación con- 
siderada como medio de estinguir las obligaciones: hemos visto los va- 
rios casos en que aquella puede verificarse; hemos enumerado también 
otros en que es inadmisible, y últimamente hemos ecsaminado los efec- 
tos que la compensación produce cuando se ha hecho con arreglo á las 
leyes; en cada uno de estos tres puntos hemos seguido, salvas algunas 
pequeñas variaciones, el orden adoptado por el señor Escrlcbe en su 
Diccionario razonado de Ijcgisladon y Jurisprudencia al tratar de la 
presente materia , de la cual se ocupa con bastante estension; y habién- 
dole hallado mas eesaclo que otros autores, hemos tomado de él una 
buena parte de este tratado, en el cual le hemos seguido algunas veces 
literalmente. Ahora vamos pues á entrar en el ec.sámen del cuarto modo 
de estinguirse las obligaciones; esto es, vamos á ocuparnos de la re- 
misión. 
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He la reminioii » «onfiiatou y iMíwrtaar «Ife eaili^ 

y;uli*se las oblltsacloitcs* 


SEGCrONI. 

Dé la remisión. 

4-1 1 1 Vamos á tratar de la remisión considerada como medio de 
eslinguir las obligaciones: y, es el cuarto modo de estinguirlas ^ según 
el orden propuesto en el presente titulo. 

4ii2 La ley i, tit. Part 5, se ocupa de la remisión^ denomi- 
nada quitamiento , y la define diciendo <tqae quitamiento es cuando fa- 
cen pleito al debdor de nunca demandarle lo que el debie , et le qui- 
tan el debdo aquellos que lo pueden facer.» Algo inecsacta nos parece 
la definición que acabamos de' consignar , pues ella como tantas otras 
de las que en las Partidas se encuentran á cada paso, no reúne lo¿ re- 
quisitos esenciales en toda definición: por eso determinaremos nosotros 
del mejor modo posible qué es lo que debe entenderse por remisión. 
Por remisión pues deberá entenderse la condonación espresa ó tácita que 
el acreedor hace deliberadamente á su deudor de lo que este debe á aquel. 

4* *3 De la definición que dejamos consignada se deduce que la 
remisión puede hacerse de dos modos, espresa ó tácitamente: dedúcese 
también que debe hacerse deliberadamente. La remisión será espresa 
cuando se verifique con palabras terminantes; será tácita cuando se 
deduzca de hechos que la llevan consigo, porque asi lo determina la 
parte ley. 

4114 La ley citada al principio de la presente sección (ley i, ti- 
tulo i4, Part. 5) trata de la remisión espresa, y asi- se dédiice de la 
de dicha ley que arriba hemos trascrito. 

4115 De la remisión tácita trata la ley g, tit. i4, Part, 5, qué 
enumerando algunos de los modos de estínguirse las obligaciones, 
espresa como uno de ellos cuando el acreedor entrega el va& al deu- 
dor ó lo rompe de propósito: he aqui las palabras de la ley ciiádá: 
vEsq mesmo serie (va hablando de algunos modos de eslinguirse las 
obligaciones) si un home diese á otro la carta que hoviese - sobré el de 
flebdo quel debiese, ó la rompiese á sabiendas con entencion de quitar 
le el debdo, que también serie quito por ende como si lo ho\?iese pagado. 
Pero esta misma ley en su segunda parte limita lo que dice en la pri*- 
mera, y espresa que si el acreedor pudiere probar con honores 

nos que dio la carta en depósito al deudor y no con voluntaid dé re^ 
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loilirle la deuda, o si se la hurtaron ó si se la robaron b se la rom- 
pieron contra su voluntad , entonces le quedaría salvo su derecho 
contra el deudor. 

4 n 6 Por esta segunda parte de la ley 9, tit. i 4 , Part. 5 , se ve 
con cuánta razón, en la definición que de la remisión hemos dado, ma- 
nifestamos que esta debía ser deliberada, pues en efecto asi lo dispone 
la ley de Partida citada; y no podía tampoco ser de otro modo, por- 
que la voluntad dehe ser indiidahlemcnle la base principal de no ac- 
to que lleva consigo el desprendimiento , la condonación de ciertos 
intereses. 

4-1 17 La ley 4 -o, tit. i 3 , Part. 5 , tr.ala de los modos de estlnguír- 
se la prenda , pero no insertarnos aqni su doctrina porque no nos 
parece propia de este lugar. 

4ii8 Ni tampoco hablamos de la accptilaclon simple yaqullia- 
na , porque nuestras leyes no admiten ni la una ni la otra. 

4*19 Para que la remisión sea válida es necesario que la haga 
persona que tenga facultad de contratar: por consiguiente no valdrá 
la remisión hecha por los menores, látuos, pródigos, &c. &c. 

SECCION II. 

De la confusión. 

4 120 Ya hemos hablado de la remisión con la brevedad que la na- 
turaleza del .asunto nos permitía; ahora vamos á tratar del quinto modo 
de estinguirse las obligaciones, el cual, según el o'rden propuesto, es la 
confusión ó reunión de los derechos de acreedor v obliíraciones de tíeu- 

_ -'O 

dor : ya de estas últimas palabras podrá deducirse cuál ha de ser la de- 
finición que demos de la conjusion , conocida también bajo la de- 
laominacioii de consolidación: por confusión ó consolidación entendemos 
la reunión de los derechos de, acreedor y de las obligaciones de deudor en 
una misma persona y acerca de una misma cosa. 

4121 La confusión puede verificarse por sucesión universal ó par- 
ticular, corno cuando es uno instituido heredero de su acreedor on el 
todo de los bienes, ó en una parte de ellos: también puede verificarse 
por legado. 

4122 Cuando la confusión c» consolidación se verifica en el deudor 
principal, estinguc la obligación de los fiadores, pues ja obligación de 
estos no puede subsislir cuando la principal so ba estinguldo: por el 
contrario, si sucediendo el deudor al fiador se reuniesen en aquel am- 
bas ol->ligac¡oncs , ó sucediendo el fiador al acr-eedor se reuniesen en 
aquel las obligaciones del primero y los derechos del segundo, no se 
cslinguiria la obligación principal ni en el uno ni en el otro caso. 

rj-iaS Si uno de varios deudores solidarios se hace aereeilor, osla 
confusión solo aproveclia á los co-deudores en proporción de la p.arle 
que á aquel correspondía en la deuda .solidaria. 

4124 En la accplaciüu de herencia hecha á beneficio de inventario 
no tiene lut'ar la confusión, núes cu este caso si los bienes iiercdiiarios 
no fuesen suficientes para pagar las deudas del difunto, y los legados si 
los hubiere, el iastiluido heredero puede hacer valer sus derechos co- 
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mo acreedor déla herencia, independientemente dé la qaaUdad 
redero; así, si tnviese derecho preferente, como acreedor hipotecarípi, 4 . 
por derecho dé dominio, etc., podra hacer valer su privilegio. , i 

4 i 25 Creemos que lá sencillez del punto qüe nos ocupa no eesige 
que se pongan ejemplos para aclarar aun mas la. Doctrina que dejamos 
espuesta, ni tampoco creemos que dehamos darle mas estension; por 
esto pues vamos á ocuparnos del sesto modo de eslinguirse |as obli- 
gaciones, 

SECCION III. 

X>el mutuo disenso. 

1 

4^126 Como eñ los contratos consensúales se distinguen la perfec- ^ 
don y la consumación de los mismos, suele acontecer que un contrato 
se perfeccione y no se consume; y efectivamente, así lo reconoce una 
ley del Fuero Real (la 2.“, tit 3 , lib. 10), que espresando cómo desr 
pues que el comprador ó el vendedor tomare señal no se puede des^ 
facer la vendida^ establece una sola escepcion, y es la de que puede des- 
hacerse aquella por avenencia de ambas las partes', pero según ya lo 
hemos dicho, la disolución por mutuo disenso solo tiene lugar antes 
de consumado el contrato, porque si no, mas que disolución de la pri- 
mitiva obligación, serla la celebración de otra nueva. 

4.127 Asi lo reconoce también el comentador de las leyes del Fue- 
ro Real en el comentario que hace de la que hemos citado. 

4128 Igualmente debemos advertir que son diferentes la disolu- 
ción de una obligación por mutuo disenso, y la que se verifica por 
condición resolutoria, de la cual nos ocuparemos después. 

4i 2^ Vamos ahora á pasar al séptimo modo de eslinguirse las 
obligaciones. 

SECCION IV. 

De la destrucción de la cosa. 

4 1 3 0 Hemos considerado la destrucción 6 estincion de una cosa 
como uno de los modos, el se'ptimo, de eslinguirse las obligaciones; va- 
mos pues á ocuparnos de él. 

4 1 3 1 Tres son las leyes de Partida que con el asunto presente tie- 
nen relación; á saber: la leyg, tit i4, la ley 18, tit ii, y la ley 10, 
tit. iP de la Part. 5 , las dos primeras como reglas,- la última como es- 
cepclon. 

4 1 32 La ley 9, tit i 4 , Part. 5 , espresa terminantemente, que 

cuando sin culpa ni engaño del deudor perece la cosa debida , si esta 
es cierta y determinada, se pierde para el acreedor, y queda Ubre el 
deudor de ella. • 

4133 La ley 18, tit. ii, Parí. 5 , hablando de uno de los modos 
de estinguirse la obligación de entregar una cosa prometida, espresa 
como tal la muerte de la cosa debida si esta es cierta y perece sin culp^ 
del deudor , en cuyo caso este queda libre de su obligación. 

4^34 Para que el deudor se libre por la destrucción de la cosa, es 
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preciso que acontezca sin culpa ni engaño de su parle, pues naediainlo 
cualquiera de las dos cosas,la obligación no se eslingue, (Leyes citadas 9 , 
íit. i4; y 18 , tit. iijPart. 5.) 

4135 La ley 10 , tit. iP de la Part. 5, trata del mutuo ó presta rno^ 
y como este se verifica en las cosas fungibles, establece la ley espre- 
sada, que la pe'rdida de las cosas fungibles es para el deudor de ellas. 

4136 Así pues la presente doctrina está reducida á lo siguieole; 
cuando una cosa cierta y determinada perece sin culpa ni dolo del 
deudor, queda este libre de la obligación. Si la cosa es de las fungibles, 
b si aunque sea determinada pereció por culpa ó dolo de! deudor, la 
obligación subsiste y el deudor tiene que pagar en el primer caso la 
porción ó cantidad de las cosas tomadas á préstamo, y en el segundo la 
estimación de la cosa que pereció. 

4 -i 37 La sencillez de la presente materia no ecsije que digamos 
mas sobre ella; así pues pasaremos á tratar del octavo modo de cs- 
linguirse las obligaciones, á saber: del robo. 

SECCION V. 

Del robo. 

4-1 38 El robo, considerado como medio de estínguir las obligacio- 
nes, está íntimamente enlazado con la doctrina de la sección anterior, 
porque á pesar de que las leyes 9 , tít. i4 y 18 , tit. 11 , Part. 5, no ha- 
cen mención de él, para considerarle cual debieran corno uno de los 
medios de e.slingu!r las obligaciones, no obstante cuando sin culpa 
ni engaño del deudor fuere robada una cosa cierta y determinada que- 
daría Ubre el deudor de ella, pues la palabra perder que usa la ley 9 , 
título i4 Part 5, igualmente que la palabra morir de que se vale la 
ley 18 , tit. II, Part. 5, comprenden el caso de ser robada la cosa; ade- 
mas que á no ser asi parecería injusto librarse uno de la obliga- 
ción de pagar la cosa que se perdiese ó muriese, y no librarse de pagar 
la que hubiese sido robada; y por otra parle nos confirma mas en 
nuestra opinión el ver que ninguna duda se ha ocurrido sobre este 
punto á varios autores que de éí se ocupan , y dan por cosa corrien- 
te la doctrina que hemos espresado. 

SECCION VI. 

De la noi>acion. 

4r3q La nOí>acion , reputada en la ley i 5, tit. i4, Part. 5 , como 
uno de los medios por los cuales las obligaciones se estingnen , aunque 
no está definida en la espresada le^ (que para designarla la denomina 
renovamlento), está esplicada por varios ejemplos deque al efecto usa la 
ley de que traíamos; y abtenor de ellos daremos nosotros la definición 
de la novación, diciendo que es una especie de contrato., en virtud del 
cual se modifica una obligación preecsistente , ó se destruye sustituyéndo- 
la otra nueoa. 

4*4° La novación, pues, como no puede menos de conocerse por 
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la definición qne de ella heinos dado, 6 consiste en h modifícaciOH de 
una Obligación preecsis^nte, 6 en su destrucción, s«stituyébdo!a en este^ 
último caso con otra nueva; así que puede decirse con raZon , que en 
todo rigor no siempre la novación lleva consigo la destrucción de una 
obligación ; pero no obstante la comprendemos entre los modos de es- 
tinguirse las obligaciones, porque asi lo hace la citada ley de Partida, y 
de igual manera es considerada por los juristas, 

414.Í Empero al definir ia novación no hemos podido seguir á nin- 
guno de los varios autores que hemos visto, porque ninguno de ellos 
la define bien en nuestro concepto , ni nos detendremos tampoco á im- 
pugnarlos sobre este asunto , porque creemos que la mejor impugna- 
ción estará en haber definido con la esactitud posible lo que nos hemos 
propuesto definir: ¡ojalá hayamos acertado! 

414.a Modifícase una obligación cuando se sustituye uno en vez de 
otro deudor, ó uno en vez de otro acreedor , ó se suprimen ó crean 
fianzas, ó se ecsigen ó perdonan usuras, quedando siempre ecsistente 
la deuda principal. 

4143 La subrogación de un nuevo deudor solo puede hacerse con 
el beneplácito del acreedor. (Ley citada i 5 , tit. 14, Parí. •'>.) 

4 1 44 La subrogación de un nuevo acreedor puede hacerse sin el 
consentimiento del deudor. 

4145 Se destruye una obligación en virtud de la novación cuan- 
do se varía la forma de una obligación preecsislerite, y se la sustituye 
con otra nueva: por ejemplo , cuando lo que uno debe por precio de 
venta se obliga á pagarlo por préstamo. 

4146 Regla general: se verifica la modificación de una obligación 
por medio de la novación, siempre que quedándolo principal de la obli- 
gación preecsistente se modifica en alguna de sus partes. Por ejemplo, 
cuando se muda la persona del deudor ó del acreedor, cuando se su- 
primen 6 se aumentan usuras , cuando se crean ó se suprimen fian- 
zas. (Ley citada i 5 , tit. i 4 , Part. 5 .) 

4 i 4-7 Se verifica la destrucción de una obligación cuando en'lugar 
de la que antes ecsistia se crea otra nueva: como en el ejemplo que ya 
hemos puesto de cuando lo que uno debe por precio de venta se obli- 
ga á pagarlo por préstamo. (Ley citada.) 

4 148 Debemos advertir sobre este punto que hemos establecido 
la precedente distinción entre la modificación y la de.struccion de las 
obligaciones, ateniéndonos para establecerla mas bien que á la letra de 
la ley citada i 5 , tit. i 4 , Part. 5 , á su espíritu; y al de la lev 16 tí- 
tulo 20, lib. 3 , Fuero Real. 

4149 Algunos autores opinan que hay destrucción de obligación 

en los casos qne nosotros hemos dicho que solo hay modificación- 
consignada queda nuestra doctrina, júzguenla nuestros lectores previo 
el mas escrupuloso eesámen de las dos leyes que hemos citado la i5 
título i 4 , Part. 5 , y la 16, tit, 20, lib. 3 , Fuero Real. * ’ 

4150 Réstanos hacer mención de la ley i8, lít 14, Part. 5 que 

habla del caso en que un menor de catorce años se obliga sin el* con- 
sentimiento de su tutor á pagar deuda de otro: en este caso si bien 
queda estinguida la primera obligación, el menor no está obleado á 
pagar si no quisiere. ^ 
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4 1 5 1 Debemos a Jv crtir también: i.^Quc la novación no se presume, 
pues para que tenga lugar, debe decirse espresameote en la obligación 
segunda que la primera queda sin efecto. Mientras no se haga esta 
declaración, subsisten ambas obligaciones ; y no liabiendo subrogación 
de deudor, se entenderán repetidas en la nueva obligación las hipote- 
cas, fianzas y demás gravámenes de la antigua; pero habiéndola, que- 
dan obligados solidariaiuenle ambos deudores. (Ley I , tít. i4, Par- 
tida 5.) 

a.® Que aunque el deudor subrogado viniere á pobreza tal que no pu- 
diere pagar la obligación que tomó sobre sí, no podrá el acreedor pedir 
contra cl primer deudor. 

3. *^ Que si la primera obligación es pura y la nueva se celebra ba- 
jo de condición, solo habrá novación si se cumple la condición, pues si 
c.sta no se cumpliere quedará subsistente la obligación primera y sin 
efecto la segunda. 

4. ® Que por el contrario, si la primera obligación es condicional y 
la segunda pura, solo habrá novación en cl caso de que se cumpla la 
condición, pues de otro modo no tendrá efecto ninguna de las obliga- 
ciones; á no ser que se esprese en la nueva que se ha de cumplir aun- 
que no se verifique la condición de la primera. 

4152 No hacemos mención de una malamente llamada novación 
necesaria^ la cual se dice que tiene efecto en juicio por la contesta- 
ción á la demanda , pues el efecto que la contestación á la demanda 
produce ni modifica ni destruye la ohligacion sobre que se litiga: 
adcma.s que cualquier cosa que sobre esta especie de novación liubiera 
de decirse tendría su lugar en el tratado de procedimientos. 

Pasta ya de novación, y pasemos á tratar del décimo modo de 
cstinguirsc las obligaciones. 

SECCION Vil. 


De la nulidad y rescisión. 

41 53 Hemos dicho que la nulidad y la rescisión eran uno de los 
modos (el décimo) por ios cuales las obligaciones se esíinguen: poco es 
en verdad lo que sobre este punto tenemos que hablar, pues bastarán 
nuestro propósito decir, que cuando las obligaciones procedan de con- 
tratos que sean nulos, como lo son por cjcinplo los celebrados contra 
las leyes y buenas costuinl>rcs, ó cuando procedan de contratos que 
puedan rescindirse, co?no por ejemplo los celebrados por un menor 
.sin el consentimiento de su tutor, quedan aquellas sin efecto luego 
que por cl juez competente se hace la declaración de liaber habido la 
nulidad que se reclama, ó de ser procedente 1.a rescisión que se pide. 

4 1 o Ija cnumC'i ación de los tramites que lian ile seguirse para 
que cl juez haga cualquiera declaración de rescisión o dc'nulidad no 
.son objeto del presente tratado, sino de el de procedimientcs. 
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SECCION VIH. 


Del juramento decisorio. . . . , 

4 . 1 55 También el jaramcnlo decisorio es uno de los medios ( el 
iindccimo) por los cuales se eslinguen las obligaciones; porque en efecto, 
según dice una ley de Partida, ( g.”, tlt i4, Part. 5), cuando un orne 
demandase á otro alguna debda quel disJese qucl debie., et negase el otro 
debdo dedendo que non le debie nada si el que demanda la debda le da 
ia jura de su voluntad, et el otro la rescibe et jura que nal debe lo quel 
demanda, es quito del debdo, tan bien como si lo hádese pagado, ó fuese 
ende quito por sentencia del judgadov, 

4i56 He aquí el juramento decisorio consignado en el código de 
don Alfonso’ el Sabio, como uno de los medios' de estinguir las obliga- 
ciones; ni podian las leyes del siglo XIII dejar de admitirlo bajo e.sc 
coocepio, cuando la religiosidad de la época daba al juramento decisorio 
una importancia considerable. En efecto : el título 11 de la Part. ó trata 
de las furas que las partes deben facer en los pleitos después que son co^ 
me.nz.ados por demanda ¿por respuesta. En ese título se considera el ju- 
ramento como nno de los mas importantes medios de prneba, se habla 
de él eslensainente, dícese lo que es, de cuántas maneras , quién lo 
puede dar ó tomar &c. ¡Ojalá que los hombres al jurar tuvieran el 
suficiente temor al Dios cuyo nombre han de invocar en sus juramen- 
tos! ¡ Cuántas menos injusticias, cuántas menos usurpaciones hal'.'ia! 
Pero desgraciadamente en ia actualidad apenas se usa el juramento de^ 
cisorio, porque la convicción que imituaiiiente tienen los hombres de 
que la religiosidad del juramento se estima por la generalidad en muy 
poco, hace que si alguna vez $c pide en juicio que jure el contrario , es 
con la reserva de otra prueba. 


SECCION IX. 


De la condición resolutoria. 


4.157 Hemos cminclado la condición resolutoria como uno de los 
medios (el duodécimo) por los cuales se estinguen las obligaciones; pues 
cu efecto muchas veces los que contratan ponen condiciones tales,' que 
si se verifican, producen la resolución del contrato celebrado, y éstas 
son las que llamamos condiciones resolutorias. 

4i58 Claro es, como no podemos menos de suponer , que cuan- 
do los hombres contratan lo hacen fiormaliaente : al poner una condi- 
ción resolutoria su intención no es la de suspender la ejecución de lo 
contratado , sino solo la de que el que algo recibiese con la obligación 
de cumplir alguna cosa, cuyo cumplimiento no se verificó, devuelva lo 
recibido; porque de este modo quedará el que entregó menos perjudi- 
cado que quedaría si al no cumplimiento de lo que él deseaba se uniese 
la pérdida de lo que hubiera entregado. 

4i5g Pueden establecerse generalmente todas las condiciones re- 
solutorias que á los coaírayentes plazca , siempre que s€an conformes 
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con las leyes ; pero a<lemas de las que penden dcl arbitrio de los con- 
trayentes hay otras que se sobreentienden por la ley ; tales son las que 
por^ella se sobreentienden en los contratos bilaterales, en los cuales 
cada parte se reputa obligada bajo la condición resolutoria de que la 
contraria cumpla lo pactado. 


SECCION X. 

De la prescripción. 

4160 A pesar de que algunos autores al tratar de los modos de cs- 
linguirse las obligaciones no enumeran entre ellos la prescripción, nos- 
otros la consideramos como uno de los medios (el décimo tercero), por 
los cuales las obligaciones se estinguen, porque si es indudable que por 
medio de la prescripción puede perecer el derecho de reclamar un cré- 
dito, y efectivamente así se verifica, también lo es que cuando el de- 
recho de reclamar un crédito ha perecido, se ha estinguido la obliga- 
eion legal de pagarlo. 

4161 El doble carácter que la prescripción tiene hace que deba 
considerársela bajo el doble concepto de medio de adquirir bienes, de- 
rechos ó acciones , y medio de perderlos : bajo el primer concepto nos 
hemos ocupado de la prescripción desde el número 778 al yqa. (Lib. 2, 
lit. 2.) Bajo el segando vamos ahora á ocuparnos de ella con la bre- 
vedad posible. 

4162 La ley 5 , tit. 8, libro 1 1, Novis. Becop. (63 de Toro) ordena 
que eldereckodeejeciitar por oldigacionpersonal se prescriba por diez ano s\ 
Y la acción personal, y la ejecutoria dada sobre ella se prescriba por vein- 
te años, Y no menos-, pero donde en la obligación hay hipoteca, ó donde la 
obligación es mista, personal y real, la deuda se prescriba por treinta 
años, Y no menos-, lo cual se guarde sin embargo de la ley del rey don 
Alonso XI nuestro progenitor, que puso, que la acción personal se pres- 
cribiese por diez añas. 

4 1 63 Los diez años por los que prescribe el derecho de ejecutar por 
obligación personal, empiezan á contarse, en el derecho ejecutivo que 
nace con la acción, desde el tiempo dcl nacimiento de aquel; en los casos 
en que el derecho de ejecutar sobreviene y se une á la acción, como por 
ejemplo en el conocimiento reconocido ante juez competente y en la con- 
fesión que el demandado hace en juicio antes ó después de la contesta- 
ción, los espresados diez años se empezarán á contar desde el dia en 
que el reconocimiento 6 la confesión .se verifiquen. 

4164 Largos comentarios han hecho los intérpretes sobre la se- 
gunda parte de nuestro último número; pero nosotros no creemos que 
haya necesidad de .seguirles en sus difusas peroraciones , ni tampoco 
nos parece necesario apoyar la aserción que dejamos con.signada con la 
buena y cslensa doctrina que el señor Llamas y Molina refiere, al tra- 
tar en sus comentarios á la ley 63 de Toro el punto en cuestión, pun- 
to que creemos sumamente sencillo. 

4*65 En efecto: el derecho de ejecutar no puede empezar Á pres- 
cribir antes de ecsistir, y tal sucedería, si en vez de contarse los años 
para la prescripción desde el dia en que el reconocimiento ó la confe- 
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slon se verificará, se empezasen á eotitar desde .él monAcntD cn que ec— 
sistiese la acción, á que luego se une el doréthu de ejecuiar: así pues^ 
nos parece indudable que el tiempo por que se prescribe el derecho de 
ejecutar por obligación personal en los casos en que el citado derecho 
sobreviene y sé une á lá acción, debe empezar á contarse desde el mo- 
mento en qne sobreviene, y no antes. 

4 i 6 b Varias razones podrian alegarse en apoyo de nuestro dictá- 
luen; pero no nos detendremos á esponerlas, porque nos parece safi- 
ciente la alegada. La ley 63 de Toro ( 5 , tit. 8, Hb. 1 1, INovís. llécop.) 
que hemos citado, es derogatoria de la ley a,- tit. 9 del Ordenamiento 
de Alcalá; y ésta lo era á su vez de la ley 22, tft. 29, Part. 3 . 

4*67 Pero ann hay en la Novísima Recopilación otras leyes que 
determina n el tiempo* por que se prescriben ciertas acciones: vamos á 
esponer su doctrina. - 

Prescribense por tres años las acciones siguientes; 

1. ® La que tienen para cobrar sus servicios 6 salarios los que ha- 
yan servido á otros, 

2. “ La que compele á boticarios, joyeros y otros oficíale."? mecá- 
nicos, y á los especieros,- confiteros y otras personas que tienen tien- 
das de comestibles, por razón de lo que hubieren fiado de sus tien- 
das unos y otros. (Leyes 10 y ii , til. ii , lib. 10, Nov. Recop.) 

4 iG 8 En los casos que refieren las dos e.sprcsadas leyes corre la 
prescripción del modo siguiente : contra los sirvienlés desde cl diá en 
que hubieren sido despedidos por sus amos, y contra los demas desde 
el dia en que fiaron sus ge'neros; perO es de advertir, que la prescrip- 
ción en estos casos se Interrumpe por Cualquiera petición que se bagá 
de lo debido, bien judicial, bien eslrajudicial mente. 

3 . ^ Prescríbese igualmente por tres años la acción que tienen los 
letrados, procuradores y solicitadores para pedir sus iionorarios. 
(Ley 9 del lítalo y libro citados.) 

4169 Es de advertir, que en este último caso, como en los ante- 
riores, la prescripción se interrumpe cuando se- pídela deuda. 

4170 No creemos que debamos detenernos ya mas sobre este pun- 
to, pues aunque es muy esteiisa la materia de prescripciones , aquí 
no nos incumbe ocuparnos de ella mas que en cuanto piiedc conside- 
rarse como un medio por el cual se eslinguen ciertas obligaciones ; y 
bajo este concepto hemos dicho lomas importante que necesita decirse. 

4 * 7 * Así pues , vamos á= ocuparnos de la- sentencia de los árbi- 
tros , que es el décimo quinto modo por el cu.al se eslinguen las obli- 
gaciones. 


SECCION XI. 

De los compromisos ■ 

4172 Compromiso es un convenio en "^que los litigantes dan facultad 
á una ó mas personas para qüe decidan sus controversias y pretensiones. 

4173 Todos los que pueden contratar y parecer en juicio pue- 
den también comprometer sus pleitos, negocios é interesc.s; mas no seP 
compelidos á hacerlo en los juet^cs que conocen de ello.s, aunque sean 
Toaxo V. 5 
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dudosos y uauy intrincados : y por el contrario; las personas ú quienes 
e.st*í prohibido tratar y presentarse en juicio, se hallan asimismo liu— 
posibilitadas de hacer compromisos. 

4.174 Así pues, cl menor de 1.4 anos que tiene curador, si com- 
promele sin autoridad de este y despnes no quiere cumplir la senten- 
cia arbitraria, aunque de fiadores y se imponga pena, no está obligado 
á pagar la una ni á pasar por la otra; pero si es mayor de ellos , pa- 
sará por la sentencia, ó en su defecto satisfará la pena, sino es que 
pruebe haber bahido dolo ó sido engañado gravemente. (Ley 17, títu- 
lo I , lili. 5 , Novís. llecop.) 

4*75 Regularmente hablando, se pueden comprometer en árbitros 
y arbilradores todos los negocios civiles y criminales; aunque estos solo 
en cuanto al daiíoó interes del agraciado, y no en cuanto á la pena. Tam- 
poco puede comprometerse la causa matrimonial. (Ley 24, tit. 4 t 
tula 3 .) 

4176 Puede hacerse el compromiso antes de poner la demanda,.© 

c.slando pcndienle cl pleito ante los jueces superiores ó inferiores, ha- 
biendo ó no sentencia, y aunque este pasada en autoridad de cosa jua- 
gada .sabiéndolo los interesados. (Ley 4 j ii,lNovís. Recop») 

Mas por el tompromiso y división no es visto remitir los litigantes el 
derecho de sustitución que les compele. 

4177 Las personas á quienes los litigantes confian la decisión de 
sus contiendas y pretensiones se llaman árbitros de derecho d arhitra- 
dores. 

4173 Los primeros deben determinar el negocio con arreglo á las 
leyes, dando la justicia al que la tenga según lo alegado y probado, 
del mismo modo que si fuesen jueces ordinarios, haciendo que los li- 
tigantes principien ó prosigan el pleito ante ellos, y oyendo y recibien- 
do las pruebas, razones y defensas que hicieren; y los segundos que son 
unos amigos comunes d unos amigables componedores, tienen facultad 
para oir las razones de los interesados, avenirlos y componerlos, se- 
gún les parezca, sin ob.survar el orden judicial ni tener obligación de 
arreglarse á derecho, de suerte que aunque falte e.ste requisito será 
válido el juicio no interviniendo dolo , porque si interviene debe en- 
mendarse por hombres buenos que elija el juez de aquel lugar. (Ley a 3 , 
tit. 4 , Parí. 3 .) 

4179 Puede ser árbitro y arbltrador el menor de 25 años, sabien- 
do los litigantes que no los tiene. (Ley 3 , til. i, lib. ii, Novís. Re- 
copilación.) 

4 180 La iimger puede ser arbitradora; pero si cst.á casada, necesi- 
ta para ello la licencia de su marido, aunque algunos afirman que pue- 
de serlo sin ella. 

4 * 3 1 K1 clérigo puede también ser árbitro y arbitrador, mas el 
mudo, .sordo, ciego , íátuo y religioso no pueden ser arbitros ni jue- 
ces ordinarios. (Leyes 4 y 1 Tvecop.) 

4 * 3 a En el contrario puede comprometerse la causa ó negocio co- 
mo arbitrador, y valdrá lo que resuelva, procediendo con moderación, 
pues de otro modo no hay ob'igaciou de pasar por su sentencia , y 
se ha de enmendar por el albedrío de buen varón ; es decir , según 
una ley de Partida (regla 3 x, tit. 34 , Part, 7) por el juez ordinario; 
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pero no se puede comprometer como árbitro, porque no debe ser juez 
en su misma causa. (Ley 4) Part. 3.) 

4183 Lo mismo se puede hacer en el juez ordinario ante quien 
se hubiere principiado, mas no en los alcaldes ni oidores después de co- 
menzado el pleito ante ellos ; aunque en el delegado se puede compro- 
meter, no solo como arbitrador, sino también como árbitro. (Le- 
yes a4, tit. 4i Part. 3 ; 5, tit. ii, lib. 5, Novís. l\ecop-, y 4> lih 35, 
lib. II, Novis- lAecop.) 

4184 No deben ser apremiados los referidos jueces á aceptar el 
encargo de tales; pero después de aceptado los puede compeler el or- 
dinario á la decisión del negocio; y estando discordes, tienen facultad 
para elegir tercero no nombrándole las partes, y valdrá lo que dos 
resuelvan (leyes 26 al fin y 29, tit. 4, Part. 3), á cuya elección pue- 
de compelerlos el mismo juez á instancia de ellos, no de otra manera 
(dicha ley 26), y si discuerdan los interesados en el nombramiento de 
tercero , lo ha de hacer el propio juez.' 

4185 Pero no están obligados ni deben ser compelldos á la deter- 
minación del negocio aunque hayan aceptado este encargo, cuando los 
interesados después de haberlo comprometido en ellos, principian pleito 
sobre e'l ante el juez ordinario, ó lo comprometen en otro, ó los mal- 
tratan; ó cuando alguno de ellos tiene necesidad de cuidar de su ha- 
cienda sin poderlo escusar, ó cuando por enfermedad ú otro grave im- 
pedimento se halla imposibilitado de entender en el. (Ley 3o, tit. 4 j 
P art. 3.) 

4 186 Si después del norabraniiento se enemistó alguno de los intC' 
re.saóos con los árbitros, ó sabe y puede probar que el otro los sobornó, 
puede pedir al juez ordinario que les prohíba entender en el negocio, y 
debe deferir á su pretensión. Por estas causas puede también reque- 
rirles ante testigos fidedignos que no conozcan de él ; y si no obstante 
conocieren, será nula la sentencia , y el interesado no incurrirá en 
pena por no estar á ella. (Ley 3i , tit. 4, Part, 3.) 

4187 Los espresados árbitros y el tercero en discordia han de ju- 
rar cuando aceptan el encargo , ó á lo menos antes de proferir la sen- 
tencia , que ni por odio, enemistad, amor, temor, dádivas, promesas 
ni por otra causa dejarán de cumplir fielmente su oficio según su inte- 
ligencia; y asi se practica, sin embargo do que el autor de la Curia 
Filípica dice que no es necesaria esta solenini<lad : y no pueden proce- 
der en el negocio en los dias en que á los demas jueces está prohibido 
juzgar, á no ser que las partes les den facultad para ello. (Leyes 3a, 
tit. 4 , Part. 3; y 3 , tit. i , lib. 1 1, Novis. Lecop.) 

4 188 Lo mismo milita tocante á declarar las sentencias en lo que 
oslen oscuras, á reformarlas ó á deshacer el error 6 equivocación pade- 
cido, sea dentro ó fuera del término concedido ó de los dias fepiados: 
por lo cual será muy oportuno que los litigantes les confieran estas 
facultades. 

4189 Deben scnícnciar el pleito en el lugar que los llliganics se- • 
Halaren , y en defecto de señalamiento, en el en que se lo cometieren, 

4*9® T.ambien deben deterniinarío dentro del término prefinido, 
citando para ello á los interesados, quienes pueden prorogárseio , ó 
darles poder para que ellos mismos se lo proroguen ; y no habiendo 
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prórogí» , 6 aunque la baya, si espira todo el termino sin decidir el 
negocio, no pueden entender después en é!, por falta de jurisdicción; y 
5Í entendieren, será nulo todo lo que hagan. 

4.191 No señalándoles término los interesados, les concede el dere- 
cho tres años desde el dia de su aceptación , pasados los cuales se aca- 
llan sus facultades, y aunque aquellos quieran prorogárselas, no están 
obligados á admitir la próroga ; y si uno quiere y el otro lo contradi- 
ce, espira el poder, pero el contradictor debe pagar la pena impuesta 
en el compromiso. (Leyes 27, lít. 4 , Partida 3 , y 233 del Estilo.) 

4192 Si dejan pasar dolosamente el término sin decidir el ne- 
gocio, ó es Injusta y maliciosa su determinación, á mas de incurrir en 
pena arbitraria, deben satisi'acer al litigante damnificado el perjuicio 
que se le cause, no pudiendo ccsigirlo del otro; y si todos concurren á 
la injusticia, está obligado cada uno m solidum i resarcirla , y hacién- 
dolo uno no tiene acción el interesado contra los otros. (Ley 9, tit. 7, 
Part. 7.) 

4 iq 3 No pueden ser recusados los árbitros ni el tercero sino por 
causa justa originada y sabida después del nombramiento, probada 
ante el juez ordinario y declarada por tal ; y lodo lo que bagan enton- 
ces después de la recusación, será nulo. (Ley 3 i , tit. 3 , Part. 3 .) 

4194 Falleciendo alguno de los jueces antes de la terminación 
del pleito , no pueden los otros sentenciarlo, si no es que los litigan- 
tes les bavan conferido competente facultad previniendo este caso. 

4x93 Lo mismo sucedía cuando el juez entraba en religión ó era 
deportado; y hoy cuando la cosa litigiosa se pierde ó muere; cuando uno 
de los litigantes se la quila al otro, y éste se obliga á no demandársela; 

6 cuando alguno fallece antes de la decisión, bien que si en el com- 
promiso les confirieron facultad específica para decidir el litigio aun en 
este caso , pueden proseguir en él, con tal que antes einjibicen á los 
herederos del difunto , y no de otra suerte. (Ley 26 , til. 4 , Part. 3 .) 

4196 Mas si se lia decidido y nolinc.ado la sentencia en que con- 
.slntib el muerto, no pueden reclamarla los beiederos, y .se ha de eje- 
cutar. 


4197 De la sentencia de los árbitros puede iiitcrpouer apelación 
e! agraviado, y de la de los aibitradores pedir reducción á albedrio de 
buen varón, y nulidad (ley 23 , til. 3,0 , Parí. 4 ; y 6, tit. 17, Ub. n, 
Nov, ixecop.); ío cual procede aunque hubiese renunciado con jura- 
mento esta acción y beneficio, si la determinación es injusta, mas no 
siendo moderada, pues los litigantes se ponen en sus manos y dejan á 
su arbitrio la decisión , en la íirrne creencia de que juzg.irán recta- 
mente, y por lo misino la renuncia y juramento se deben entender 
según la mente de los contrayentes y la naturaleza de la obligación en 
que se interponen.' 


4*98 Si apela el agraviado, ha de ser ante el superior mas digno 
de uno de ellos; y si ambos tienen uno mismo, éste debe conocer. 

^ 1^99 I-'O mismo se ha de observar pidiendo reducción á albedrio 
de buen varón ó nulidad, con la diferencia, que la reducción se hade 
pedir dentro de- los diez dias sigiiienies al de la autoridad ante el juez 
oitiuatio del árbitro ó arbitrador, ó en caso que c.ste lo sea, ante su 
s.ipeiior, y a nulidad ante el propio juez dentro de sesenta dias con- 
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ladoí désdc el de la tií)titicaciOri. (Le/éS i 3 y 35 , lit. ^ , P&tf. 3 ; y 

tit. í8, lib. i l , NoV; Récop.) ^ . 

4200 La séntenciá arbitraria cónscntidá táéítamente por Ibá Kli- 
gantes, que es por no haber apelado ó pedido redacción de élíá en' 
tiempo hábil, trae aparejada ejecución, y se piiedé ejecutar. 

4201 Lo mismo se ha de decir, auiiqüe no la hayan consentido, 
constando del compróiniso por ínsíru mentó público, y haber sido da- 
da en el fcrminó prefinido y sobre el negocio comprometido, sin em- 
bargo de que se interponga apélacioo, ó se pida reducción 6 nulidad; 
aunque el interesado á cuyo favor se profiera ha de dar la fianza dé 
Madrid, como en el compromiso no se hubiesen relevado de darla. 

4202 La apelación, nulidad ó reducción fio cáúsa efecto suspen- 
sivo sino devolutivo, y si el sóperior lá confirma, no liá lugar des- 
pués á suplicación, nulidad ni otro recurso; pero si la revoca, se puede 
suplicar de ella, quedando en su fuerza y vigor la ejecución que se 
hubiese Imcho hásta qué sede sentencia de revista. (Ley 4 > tit* *7, 
íib. lí, *ov. Recop.) 

4203 No incurré en pena el litigante condenado, qúe no cumple 
la sentencia por estar enfermo, tener que ir á servir al rey ú otro 
impedimento legítimo; pero cesando este, debe cumplirla, y en su de- 
fecto pagar la pena. 

4204 Tampoco incurre en ella cuando es contra ley, naturaleza ó 
buenas costumbres, ó tan desarreglada que no se puede cumplir, 6 da- 
da por engaño , falsa prueba , soborno, ó sobre cosa para que los jue- 
ces no tuvieron jurisdicción ; pues probada cualquiera de estas causas, 
no solo no incurrirá eii la pena, sino que el juicio y sentencia serán 
nulos. (Ley 34 , tlt. 4 , Parí. 3 .) 

4205 Puedén lós árbitros poj razón de su oficio prefinir te'rmino 
á los litigantes e' imponerles pena para que cumplan su sentencia, 
aunque no les hayan conferido facultad para ello; y estos deben cúin- 
plirla y pagar la pena, por el desprecio que hacen del mandato judi- 
cial. 

4206 Si no se lo prefinen , tienen cuatro meses, y pasados incur- 
ren en la' pena; pero si at tiempo de la esaccion de esta dicen que 
quieren pasar por la' sentencia , no deben satisfacerla. (Ley 33 , títu- 
lo 4 citado.) 

4207 Deben los litigantes imponerse pena convencional para que 
se ecsija al que no quiera conformarse con la sentencia arbitrarla , y 
si se omite, no están obligados á su cumplimiento; pero los jueces 
pueden compelerles á qué .se la impongan, para que no se haga rñenos- 
preclo de su trabajo; y el que no se conformare con la sentencia, cum- 
ple con pagar la pena, y á nada mas podrá ser compclido (leyes 26 
y fin. tit. 4 , Parí. 3 ), si lío es qnc se obligue á satisfacerla y cumplir 
con lo mandado, que entonces ló quedará átodo. (Ley 34 , lit- n, Par- 
tida 5 .) 

4208 También pueden hacer juramento en el compromiso para 
su mayor estabilidad, aunque sean mayores de a5 años (ley 7, lit. i, 
lib. 10, Novís. Recop.); mas en este caso no es preciso. 

4209 De la forma de ordenar la escritura de compromiso traía 
la ley 23 , tit. 4, Part. 3 , desde las palabras: E estos avenidores que de 
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suso dijimos^ j con mas estension la i^, tit. i 8 de la misma Par- 
lula, y se reduce á tres puntos principales: el primero es hacer men- 
ción individual del pleito y negocio que se ha de comprometer, en qué 
estado se halla , en cuál debe determinarse, dentro de que' término , y 
si los jueces han de decidirlo como árbitros de derecho ó como ar- 
Lilradores, d del modo que quisieren: el segundo es que los interesa- 
dos les confiarán amplia facultad para ello, para que nombren ter- 
cero en discordia, y se proroguen el término para su decisión, ó que 
reserven en sí los litigantes hacer uno y otro; como también para que 
si alguno de los jueces y litigantes muriese, sentencien ó no la causa 
los demás: y el tercero es que los propios interesados se obliguen á no 
reclamar la sentencia arbitraria , apelando ó pidiendo reducción de 
ella ó nulidad, ni de otra forma, sino antes bien á recibirla por pasa- 
da en autoridad de cosa juagada , para que se lleve á debido efecto, 
imponiéndose á este fin mutua pena contra el infractor, y pactando 
que ya la pague, ya se le remita graciosamente, se ejecute sin em- 
bargo y 'se le apremie en forma legal á lodo, concluycnífb con la 
obligación general de bienes que en otros contratos. 


SECCION XII. 

Ve la transacción. 

4310 I^a transacción c.t un congenio ó una composición que hacen 
dos ó rnas personas sobre cosa dudosa y pleito no acabado^ dando ó re~ 
mitiendo algo la una á la otra. 

4211 Para la validación de ella se requiere que se haga solire 
cosa dudosa , porque si los contrayentes, sea el reo ó el actor, saben 
que no tiene derecho á ella, es nula la transacción. 

4 a 1 2 También se requiere que si se hace sobre pleito, no se haya 
concluido, y sea incierto su écsito; pues si está sentenciado, y la sen- 
tencia ejecutoriada ó declarada por pasada en autoridad de cosa juz- 
gada, no vale la transacción, porque según derecho la cosa juzgada se 
tiene por verdadera (ley 3 a, tit. 34 , Part. 3 ), en cuya atención si al- 
guno de los interesados hace la transacción después de ejecutoriada la 
sentencia, y entrega al otro alguna cosa, podrá repetirla, á diferen- 
cia del compromiso, que aunque el pleito esté acabado, se puede ha- 
cer, como se ha dicho. 

4213 Las leyes, pragmáticas y sentencias pasadas en autoridad de 
cosa juzgada (5 ejecutoriada, nunca se estienden á las causas que antes 
de darse ó publicarse se definieron y concluyeron por medio de la tran- 
sacción. 

421 4 Asimismo se requiere que no sea graciosa sino onerosa; es 
<lecir , que alguno de los contrayentes dé, prometa d remita al otro al- 
guna cosa , ó la reciba de él y la retenga, porque la transacción es tras- 
paso de derecho, y por lo mismo es preciso que de una parte a otra se 
irasíicra algo, sea dándolo, remitiéndolo, recibiéndolo ó reteniéndolo, 
en lo cual se diferencia de la composición amigable que se hace gracio- 
sainenie sin intervenir interés de parle á parte; bien que en la práctica 
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se osa promíscaa rf indistíntamenlc de lás voces transüctióñ ^ amrgíf- 
Blé composición ó concordia. 

4 a 1 5 Final mente se requiere qne los contrayentes no reserven c« 
sí derecho alguno sobre la cosa litigiosa que se transige, ni queden obli- 
gados á su eviccibn , sin embargo de que un tercero la quite por razón 
dé dominio ú otra causa al que se quedó con ella en virtud de labran- 
saccion , como no Ib queda al otro , aunque sí. tiene lugar la cviccion ea, 
la cosa no litigiosa que se entregan uno á otro. 

4216 No puede transigirse lá causa matrimonial; pues como el 
matrimonio es indisoluble por derecho divino , no pende su disolución 
de la voluntad délos contrayentes, y así debe determinarse por el juez 
eclesiástico con previo y maduro conocimiento de causa ; mas lo con- 
trario ha de decirse de los esponsales futuros, porque dependen del li- 
bre asenso ó disenso de los interesados. 

42*7 Ijos alimentos y otras cosas que los testadores legan en 
sns testamentos y codicilos, no se pueden tran.sigir hasta que estos se 
abran , y los interesados se cercioren de su contenido, de suerte qjie 
la transacción hecha antes- sobre ellos ó sobre la herencia, no vale, 
«orno se ha de decir dé la que se hace dentro de los nueve dia.s si- 
gnientes á la muerte del testador. (Leyes i, tit. a y fiju,, tit. 3 , Par- 
tida 6; y i 3 , tit. g, Part. 7.) 

4218 Tampoco puede transigirse por dinero el delito de adulte- 
rio, aunque sin recibir precio podrá el marido apartarse de la acusa- 
ción; pero sí pueden transigirse otros delitos capitales, con tai que seo 
antes de la sentencia. (Ley 22, tit. 1, Part. 7;) 

4219 Finalmente, no tiene lugar la- transacción en los crímenc.s 
por los que el reo no merece pena de muerte ó de sangre , escepto el 
de falsa acusación. (Dicha ley 22.) 

4220 La transacción tiene fuerza de cosa Juzgada. Puede hacerse 
no solo despue.s de principiado el pleito, sino también antes de comeu- 
Earse, para evitarlo. 

4^21 El princípabefecto deia transacción es poner frn y término 
k todos los movidos, ó impedir que se muevan; porque una voz con- 
cluidos legítimamente con buena fe por medio de ella, no pueden vol- 
verse á suscitar contra íá voluntad dé alguno dolos litigantes, aun 
cuando proteste el otro haber hallado nuevos instrumentos con- 
cernientes al pleito, sino es que este haya cometido dolo, ó se los haya 
sustraído en su perjuicio, y vístose aquel por este motivo precisado á 
celebrar la transacción; pnes entonces puede rescindirse porque el dolo 
y engaíio á nadie deben favorecer. 

4222 Pero puede revocarse y anularse por cinco causas. 

1. ^ Por dolo ó falsedad cometida en ella , aunque sea jurada; bien 
que quien los comete no tiene facultad para pedir la rescisión. 

2. ^ Por error sustancial, pues el error quita el consentimiento. 

3 . ^ Por miedo inju.sto que cae en varo» constante. 

4. ® Por error de cálculo, si no es que la tran.sacdon .sea sobre este. 

5 . ^ Por lesión enormísima ; si bien no falta quien afirme que no 
puede invalidarse por esta causa. 

4223 El que impugna la transacción debe restituir ante todas 
cosas á su contrario lo que le dió - con motivo de ella. 
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4.334 Así como permite una ley recopilada (¡07, til. 1, llb. 

Nov. liecop.) hacer juramento en lo.? contratos qüe para su mayor 
estabilidad y firmeza lo requieren, y son los de menores , mugeres 
casadas, clérigos por lo que loca á ellos aunque intervengan legos, 
los de concejos , iglesias , hospitales y comunidades eclesiásticas y se- 
culares , y los de compromiso , ventas, donación, dotes , arras y otro 
cualquiera de enagcuacion , no obstante que los celebren seglares; asi 
también puede hacerse en el de transacción, sean ó no legos y mayo- 
res de 2S años los contrayentes, sin que el escribano incurra en pena 
por ello, porque la transacciones especie de enagcnacion , queda mas 
íirine con el juramento, y el infractor incurre en infamia de derecho. 
(Ley 4 , lit- 6, Part. 7 ) 

4225 Pero el escribano, siempre que pueda omitir el juramento, 
omítale aun en los contralos.cn que se le permite hacer; pues sin em- 
bargo de que quedan mas firmes con él, lo resiste nuestro derecho qua 
tiene prescritas las cláusulas correspondientes á cada contrato para s.u 
estabilidad, según su naturaleza , y se cierra la puerta al juez eclesia's- 
tico para que no se entrometa en negocios ineramente seculares con 
motivo del juramento, evitándose ademas los pcrjaiclos y otras fu- 
nestas con.secuencias que diariamente se esperimeiitan, 

"Si con 0.1 protesto de que les pertenecía conocer del pecado, lo 
cual solo era cierto en el foro interno, se atribuyeron los jueces ecle- 
siáslícos el conocimiento de casi todas las causas civiles délos seculares, 
porque apenas se encontrarán algunas en que no se advierta pecado ó 
mala fé de uno ó de ambos litigantes, no debe causar estrañeza que 
asimismo espiritualizasen , por decirlo así , con estranas interpretacio- 
nes, todos los contratos en que se interpusiera juramento, para llevar 
á su fuero todas cuantas causas se suscitasen sobre ellos. Mas en ver- 
dad semejante circunstancia no es cau.sa bastante para atribuirse aquel 
conocimiento, mayormente cuando entonces estaría en el arbitrio de 
los escribanos y contrayentes dar á la jurisdlclon real un terrible gol- 
pe con frecuentes usurpaciones. Sin embargo, en algunas de nuestras 
leyes se da á entender que por razón dcl juramento se cslendia la ju- 
risdicción eclesiástica á conocer de los contratos en que interviniese; y 
así es que por defensa de la real jurisdicción prescriben varias penas 
contra los legos que le hagan, y aun anulan las obligaciones que con- 
traígan con él. Pero esto debe atribuirse, bien á que en el tiempo de su 
publicación estaban muy confundidos u oscurcciilos los límites de las 
dos jurisdicciones, bien á que creyeron los soberanos deber disimular 
por prudencia y para evitar disturbios en unos siglos de ignorancia 
lo que no se disinmlaria al presente.» (^No/u del reformador del Fe-- 
(jrero . ) 

4226 La escritura de transacción debe contener para su firmeza: 

I. ° Los nombres de lo.s contrayentes, rtílacipn puntual y lacci- 

nica de sus pretensiones, y si íiay pleito, ante quién pende y su 
estado. 

3. ° Las condiciones y forma dcl convenio con que se hace la 
tran.saccion. 

d. 0;ie se declara por bien liecba, y que no interviene dolo ni 
lesión en ella. 



DE LA REMISION, CONFUSION, SiC. 4* 

4. ^ Que renancian los contra} entes cualquiera acción que tengan 
uno contra otro aunque sea por lesión en 'IDas ó menos de la mitad 
del justo precio, por hallarse nuevos instrumentos, por error de cál- 
calo ú otro motivo, y que se ceden y remiten mutuamente su im- 
porte. 

5 . ® -Que den por nulo el pleito, si le hubiese; que se obliguen á 

observar esaclamenté la transacción y convenio; que se imponga pena 
convencional contra quien contravenga á ella 6 la reclame, y que ya 
pague la pena ya se la remita, se lleve no obstante á debido efecto en 
todas sus partes. . r ■ ’ . 

6 . ° La renuncia de leyes cómo en otro cualquier contrato. 

4327 Por la transacción no se causa alcabala, ni tampoco pol* eí 

precio que de el actor ó reo por la cosa litigiosa con autoridad judi-> 
cial, escepto que se baga con dolo por no pagarla. 



TOMO V. 


G 
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Carta de pago con fe de entrega; 

^238 En tal villa, á tantos <le tal mes y aiío, ante rní el escrihauo 
V testigos, Francisco López , vecino de ella, dijo; que en tal día prestó 
á Pedro Uodriguez, de la misma vecindad, tantos mil reales, qnicn 
consliluyó obligación de pagárselos dentro de tanto tiempo por escri- 
tura que á su favor, formalizó ante F. , escribano real ; y por haber es- 
pirado el plazo prefinido, avisó al otorgante que acudiese á su percibo, 
dándole carta de pago de ellos y entregándole la escritura original , á 
lo que condc-scendió, y poniéndolo en ejecución, en la vía y forma que 
mas baya lugar, otorga; que recibe en este acto del espresado Pedro 
Uodriguez los mencionados tantos mil reales , en tales monedas (.f<? es- 
pecificarán las que sean) ^ Ae, cuya entrega- y recibo doy fe', por haber 
sido á mi presencia y de lo.s- testigos infrascritos, y como real y efec- 
tivamente pagado, satisfecho y entregado de ellos á su voluntad, for- 
maliza á su favor la mas eficaz carta de pago que á su seguridad con- 
duzca; le dá por libre de su total responsabilidad, y por cancelada la 
escritura de obligación referida, que le entrega original, para que nin- 
gún efecto obre, y quiere que en su protocolo y demas partes condu- 
centes se anote, á fin de que siempre conste de su íntegro pago y es- 
tlncion ; y asegura que dicha cantidad le ha sido bien pagada y á parte 
legítima, y se obliga á no volverle á pedir, ni otra persona en .su nom- 
bre, pena de restituirla, con mas las costas dé su cobranza; asi Id dijo, 
otorga y firma, á quien doy fé conozco, siendo testigos F., F. y F., 
vecinos de esta villa. 


Caria de pago confesado. 

4229 En tal villa, á tantos de tai mes y afSo, ante mí el escriba- 
no y testigos, Francisco López, vecimode ella, otorga y confiesa haber 
recibido real y efectivamente de Pedro Rodríguez, que lo es de tal par- 
te , tantos reales de vellón , los mismos que le estaba debiendo por tal 
razón (.ví» espresará de qué procede la deuda): y aunque su entrega ha 
sido efectiva , por no parecer de presente , renuncia la escepcion que 
podía oponer de no haberlos recibido, la lev 9, lit, 1 , Part. 5, que de 
ella trata , y los dos años que prefine para la prueba de su recibo , los 
que dá por pasados como si lo estuvieran , y formaliza á su favor !a 
mas eficaz carta de pago que á su seguridad convenga, y asegura que 
la mencionada cantidad le Ua sido bien pagada y á parte legítima, J 
se obliga á no volver á pedirla &c. Proseguirá como la precedente.) 

423o Si el débito procediere de escritura de mutuo, se añadirá lo 
que contiene la anterior. La misma firmeza requiere la carta de p^gu 
de resto de venta, arrendamiento, réditos de eenso ú otra cualquiera 
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cosa , rariintlola según sea el motivo que haya para su otorgamiento; y 
si se quiere puede ponerse en ella la cláusula quarenligia, sumisión y 
renunciación de leyes á haberla por firme. Dé la forma de cslender la 
carta de pago tratan las leyes i 4 y S5 , til. 18 ^, Parí. 3. 

Finiquito. 

4a3i En tal ciudad , á tantos de tal mes y año, ante mí el escri- 
bano y testigos, D. Francisco de Osorio, vecino de ella, dijo: que en 
tal día de tal año nombró por administrador de varios bienes raíces, 
que le pertenecen en tal parte, á Isidoro Benitoa, vecino en tal lugar, el 
cual le dio cuenta final con pago de su administración en tal dia , mes 
y año, en la cual resultó alcanzado en tantos reales, que le satisfi- 
zo incontinenti , por lo que le pidió finiquito de dicha administración, 
á lo que condescendió ; y para que tenga efecto, en la via y forma de 
derecho que mejor haya lugar , cerciorado del que le compele, otorga: 
que aprueba y dá por bien formada la espresada cuenta , y por legí- 
timas y verídicas todas las partidas de cargo y data que comprende: 
declara que no contiene lesión ni agravio en cosa alguna , y en caso 
que lo haya por error de cálculo ú otro sustancial ó accidental , del 
quesearen poca ó mucha suma, le hace gracia y donación pura, 
perfecta é irrevocable en sanidad , con insinuación y demas firmezas 
congruentes: confiesa haberle pagado efectivamente los enunciados tan- 
tos reales que resultan de alcance contra él en la citada suma, y por 
no parecer de presente su entrega , renuncia la escepcion que por esto 
le competa, la ley g , til. i , Part. 5, y los dos años que esta prefine 
para la prueba de su recibo , y que dá por pasados como si lo estuvie- 
ran , y formaliza á su favor la mas eficaz carta de pago y absoluto fi- 
niquito , liberación e' indemnización que á su seguridad conduzca ; y 
.se obliga á no volvérselos á pedir ni otra cosa alguna por razón de 
la enunciada cuenta ni administración, ni reclamar esta escritura 
pena de tanto , en que desde ahora se dá por incurso y condenado, sin 
mas sentencia ni declaración, y si lo hiciere, no se le admita judicial 
ni estrajudicial mente, y sea visto por el mismo caso haberla aprobado 
nuevamente; y quiere que cuantas veces se aparte de! cumplimiento de 
éstas, otras tantas se le apremie á pagar la pena , y pagada ó no, 
ó graciosamente remitida, se lleve no obstante á debido efecto en to- 
das sus partes: y á haberlo por firme obliga, &c. 

Poder y cesión graciosa. 

4-232 En tal parte, á tantos de tal me» y año, ante mí el escri- 
bano y testigos, Francisco Fernandez, vecino de ella, á quien, doy fé, 
conozco, dijo: que otorga y confiere poder amplio y tan bastante como 
se requiere por derecho á Antonio López, que lo es de tal lugar, para 
que perciba y cobre para sí, judicial o estrajudicial mente, tantos rea- 
les que F, vecino de él, le está debiendo, según escritura que otorgó á 
su favor en tal parte, tal dia, mes y año ante tal escribano; y forma- 
líce á su favor de lo que recibiere los resguardos necesarios con fé de 
entrega 6 renuncia de sus leyes y con otras firmezas convenientes; co- 
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mo también párá que, si fuere preciso, comparezca en juicio, y hasta 
conseguir plenamente su cobro haga cuantos pedimentos, autos y di- 
ligencias practicaría el otorgante por sí mismo sin limitación en cual- 
quiera tribunal superior ó inferior: en cuya atención, para todo esto 
y para que disponga del dicho crédito á su arbitrio, le confiere el po- 
der mas eficaz que necesite, con libre, franca y general administra- 
ción, facultad de sustituirle en quien y las veces que le parezca, de re- 
vocar los sustitutos y elegir otros; le cede todas tuanlas acciones, le 
competen y puede ceder; le constituye y pone en.su lugar, grado y 
prelaclon en forma legal; le entrega á presencia mia, de que doy fe, 
la escritura original de obligación, como documento legítimo de per- 
tenencia del espresado crédito, á fin de que use de ella con esta cesión 
como le convenga, previniendo que quede de su cuenta, cargo y riesgo 
el cobro de dicha cantidad, puesto que se la cede únicamente por mera 
liberalidad: declara que la espresada deuda es cierta, y que no la tiene 
cedida ni remitida: se obliga á no cederla, ^remitirla ni revocar en 
todo ni en parte esta cesión; v si lo liiciere, quiere que no valga ni 
se le admita en juicio ni fuera de él. Por^ tanto, al cumplimiento do 
este contrato,- obliga todos sus bienes, etc. 

Poder Y cesión por conlrato oneroso. 

4^33 En tal parte, á tantos de tal mes y ano, Francisco Fer- 
nandez, vecino de ella, á quien, doy fe, conozco, dijo; que está debiendo 
á Antonio López, que lo es de tal lugar, tantos mil reales que le 
prestó en tal dia, según resulta de la obligación que hizo á su favor cii 
tal parte, á tactos de tal mes y año ante N., escribano de su número; 
y por haber espirado el término pactado para su satisfacción, y ha- 
llarse imposibilitado actualmente de hacerla, para que se reintegre de 
aquellos, ha resuelto cederle un crédito de igual cantidad que le per- 
tenece contra la hacienda pública como consta de certificación dada 
por D. N., contador de lá contaduría general de distribución, en tan- 
tos de tal mes y año, en' virtud de real orden comunicada por el señor 
marqués de tal , secretario del Despacho de Hacienda , en tantos de 
dicho mes; y para que tenga efecto, en la mejor forma que haya logar 
en derecho, otorga y da poder irrevocable y el más amplio que se 
requiere, al espresado Antonio López para qúc perciba v cobre del 
señor director general del Tesoro público y demas personas á cuyo 
cargo está la satisfacción de los créditos contra la Hacienda pública 
los referidos tantos mil reales, según se vayan librando y mandando 
pagar, y de lo que percibiere formalice los recibos, cartas de pago y 
resguardos que se ic pidan, con fe de entrega ó renuncia de sus leyes, 
y con las demas cláusulas necesarias; pues quiere sean tan firmes como 
SI los formalizara par sí propio, y á este efecto le confiere el poder mas 
eficaz que necesite, con libre, franca y general administración, y facul- 
tad de sustituirle en quien y las veces que le pareciere ; le cede todas 
Cuantas acciones le competen y puede ceder sin reserva; le constituye, y 
pone en su lugar, grado y prclacion; y quiere asimismo, que hasta con- 
segnir el pago íntegro de los dichos tantos mil reales, pueda practicar 
por sí 6 por su apoderado sin intervención del otorgante cuantas dili- 



gencias y actos judiciales y «sirajudiciales se requiewn , y disponer de 
ellos á su arbitrio como'de tosá suya adquiridíi ooii justo titulo r que 

para su cobro se le tenga á élió á quien le represente por parte legi- 
tima, y no a otra personas que como verdadero dueSp de ellos se pon- 
ga en su cabeza' la correspondiente cerlificacioh , y cuando llegue el 
caso del pagamento, las órdenes compeleriles; y que se le siente en los 
libros de las oficinas , donde se debe tomar la razón , tildando y bor^ 
rando el nombre del otorgante, para que conste, á cuyo fin le entrega 
la certificación' original, de que doy fe'. En esta atención, asegura y 
declara que es cierta la deuda de los mencionados táqtps mil reales: 
que no los tiene cedidos, obligados, remitidos ni enagenados en otra 
forma, y se obliga' á no disponer de ellos en manera alguna, ni revo- 
car esta cesión en todo ni en parte, y si lo Hiciere ha de ser nulo. 
También se obliga á que si no puede cobrar el todo d parte de dicha 
cantidad, d manda él gobierno de S. M. suspender el pago , aunquq 
sea solo por un año, le salis&ra incontinenti todo lo que deje de co- 
brar , con las costas, daños y perjuicios que se le causen, deferido su 
importe ed su relación jurada d en la de quien le represente, sin otra 
prueba , de que le releva : á todo lo cual quiere ser compelido por 
todo rigor, obliga su persona y todos sus bienes, &c, 

Lasto á favor de uno de dos maneomunados. 

4234 En tal parte, á tantos de tal mes y año, ante mí el escribano 
y testigos, Francisco López, vecino de ella, á quien, doy fé, conozco, 
dijo; que Diego y Antonio Fernandez, de la misma vecindad, se obli- 
garon de mancomún é m á satisfacerle tantos rail reales tal 

día, en escritura que otorgaron á su favor en esta villa á tantos de 
tal raes y año, ante F. escribano real; y por haber espirado el pla- 
zo sin haberlo cumplido , pidió cjeGucion contra el referido Diego 
por la espresada cantidad , su décima y- costas,' que despachó en tal dia 
ante mi- el señor don F. , juez de primera instancia de esta villa; y 
habiéndole requerido que la pagase , respondió que. estaba pronto á 
ello , con tal que se le diese el correspondiente lasto para repetir con- 
tra el mencionado Antonio, á lo cual condescendió el otorgante, y po- 
niéndolo en ejecución , en la forma que mas haya lugar en derecho, 
otorga: que recibe en este acto del reíierido Diego Fernandez loS: es- 
presados tantos mil reales en tales monedas, que samadas los impor- 
taron, de cuya entrega y recibo doy fé por haber sido á presencia, mia 
y de los testigos infrascritos, y como satisfecho de ellos formaliza á su 
favor la mas firme y eficaz carta de pago que conduzca á su se- 
guridad : á cuya consecuencia le confiere el poder mas amplio que 
sea necesario, para que por sí ó por medio del que tenga el suyo , siu 
intervención del otorgante, pida y cobre judicial ó cstrajudicaJmenté 
por su cuenta y riesgo del dicho Antonio los mencionados tantos mil 
reales, ó la parte que debe satisfacerle de ellos según el convenio que 
tengan hecho , con las costas causadas y que se causen has.la el efec- 
tivo pago de todo, dándole los resguardos necesarios con las seguri- 
dades que convengan, y haciendo en los tribunales superiores c inferio- 
res competentes todas las diligencias que sean á propósito paira con- 
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se^aír el total reintegro de lo que le loca , para cuyo efecto se consti- 
tuye V pone en su niismo lugar y grado : le cede todas cuantas accio- 
nes le competen, y de que puede usar contra el espresado Antonio y 
sus bienes sin limitación : le entrega la escritura original de obliga- 
ción , para que use de ella como le parezca contra dicho Antonio, y 
ningún efecto surta á favor del otorgante, quien mediante á estar rein- 
tegrado de su débito y á no quedarle acción para demandarle , la da 
por rota Y cancelada por lo que á sí toca , y la deja en su fuerza y vi- 
gor para con dicho Diego; y se obliga á tener por firme este lasto, y á 
no revocarlo ni reclamarlo con pretcslo alguna. Por tanto, al cumpli- 
miento de este contrato obliga todos sus bienes , &c, 

Lasto á favor de un fiador que pagó la deuda por el principal y con 

fiadores. 

4^35 En tal villa , á tantos de tal mes y aíio , ante mí el escri- 
bano y testigos , Francisco López, vecino de ella , á quien, doy fe, co- 
nozco, dijo; que habiéndole pedido prestados 20,000 reales Juan Fer- 
nandez, de la propia vecindad, condescendió el otorgante á ello, siem- 
pre que afianzara con personas legas, llanas y abonadas, que se obli- 
gasen con él como principales á su responsabilidad; y en efecto se cons- 
tiinyeron por tales Pedro, Diego y Antonio de tal, vecinos de esta 
villa , quienes para mayor seguridad del otorgante formalizaron la 
correspondiente escritura en tal parte á tantos de tal mes y año , ante 
N. escribano de su número; y por haber espirado el plazo estipulado 
reconvino cstrajqdicial mente al espresado Pedro sobre su satisfacción, 
á la cual se ha allanado con la condición de que le dé el competente 
lasto, y en su consecuencia, otorga: que recibe en este acto del dicho 
Pedro los espre.sados tantos mil reales en talos monedas , que contó y 
paso á su poder efectivamente á presencia mía y de los testigos ins- 
frascrítos , de que doy fe, y como satisfecho enteramente de ellos, for- 
maliza á su favor el resguardo mas conducente á su seguridad : le 
confiere poder amplio é irrevocable para que por su cuenta y riesgo 
cobre enteramente ó á prorata del principal y confiadores los es- 
presados tantos mi! reales que como tal fiador le satisfizo, y las cos- 
tas que se Ies originen en su ecsaccion , otorgando de lodo á su favor 
los resguardos convenientes con las firmezas necesarias, y .siendo pre- 
ciso comparezca en juicio v practique en los tribunales superiores e' 
inferiores cuanto el otorgante baria por sí mismo sin limitación, hasta 
conseguir su reintegro plenamente ; pues para que sea electivo le cedió 
todas las acciones qae tenia contra los referidos deudores sin reserva, 
le conslituye en sn propio lugar , grado y antelación , y le entrega á 
presencia mía , de que doy fé , la escritura original de obligación, que 
en cuanto al otorgante queda cancelada y de ningún valor , y por 
lo tocante á dicho Pedro en su fuerza y vigor, á fin de que en vir- 
tud de este lasto use de ella á su arbitrio. Por tanto, se obliga á tener- 
lo por firme, y á no revocarlo ni reclamarlo en todo ni en parte, &c. 

42 36 La.s copias originales de todos los poderes, aunque sean pa- 
ra testar , que son las que se sacan de sus protocolos, y los traslados 
por concuerdo de ellas deben darse en papel del sello 2. ® , escepto las 
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^ lo« qae soq para pleitos, paes á estas corresponde el del 3.®; 
bien que los traslados de las de lodos se admiten en los tribunales de 
esta córte en papel del sello 4-^ P®** hablar de ellos las leyes; íhas 
para evitar dudas y cargos las sacará el escribano en el del a. ® , por- 
que todas son copias testimoniales, y los traslados deben seguir la 
naturaleza de los originales. Ijas copias originales de las sustituciones, 
si se hace protocolo de ellas sin inserción del poder , siguen asimismo 
la naturaleza de este. Lias de cesiones y lastos se han de sacar en el 
papel quejas ventas, ceiiSos y empréstitos según la cantidad sin dife- 
rencia , porque dichos instrumentos en lo principal no son poderes 
sino enagenaciones. Finalmente , las de sustituciones y revocaciones de 
poderes siguen igualmente la naturaleza de estos. 

Escritura . de compromiso. 

4a37 En tal parte, á tantos de tal mes y ano, ante mí el escri- 
bano y testigos, Pedro y Juan de tal , vecinos de ella , á quienes, doy 
fe, conozco, dijeron; que están siguiendo autos ante tal juez y escriba- 
no sobre tal cosa , los cuales tuvieron principio en tal dia por demanda 
que el citado Pedro puso á dicho Juan, pretendiendo <S;c. (se relacio- 
narán los autos y su estado con mucha prolijidad , y luego proseguirá 
la escritura en esta forma): y habiendo reflecsionado que por lo dudoso 
de au écsito se les ocasionarían crecidos gastos, dilaciones y disturbios, 
para evitarlos han determinado comprometer sus acciones y pretensio- 
nes en personas de ciencia y conciencia de toda su satisfacción , á cuya 
consecuencia para que tenga efecto, en la forma que mas haya lugar 
en derecho, cercioradosidel que les compele, de su libre voluntad otor- 
gan: que comprometen sus pretensiones en don Antonio y don Diego 
de tal, abogados y vecinos de esta villa, á quienes nombran por jueces 
árbitros, arbitradores y componedores amigables, confiriéndoles tan 
amplia facultad y jurisdicción como necesitan , para que dentro de 
tanto tiempo, contando desde el dia siguiente al de la aceptación d« 
este encargo (cuya próroga reservan en sí), poniendo los autos con 
citación de los otorgantes, 6 sin ella ni piro requisito , aunque legal- 
menle sea necesario, en el estado correspondiente para su instrucción, 
los vean y determinen definitivamente aun en dias feriados, observan- 
do ó no el orden judicial en su Suslanciacion, procediendo atendida la 
- verdad y buena fé sui sutilezas del derecho, según lo que resulte de 
dichos autos y de los papeles y justificaciones que reciban y se les pre- 
senten , quitando al uno y dando ál otro á su arbitrio como tuviesen 
por conveniente en lo que sea verdaderamente dudoso: conociendo 
igualmente , no solo de lo principal, sino también de los incidcnics 
que resultaren sin limitación basta que lodo quede enteramente eva- 
cuado; y en caso de no conformarse en la decisión ó en cualquiera otra 
cosa concerniente á ella , eligiendo á quien les parezca por tercero el 
cual ha de dar su voto adhiriéndose al que de los mencionados jueces 
contemple mas arreglado. Asimismo podrán declarar su sentencia en 
lo que esté oscura, modificaría ó desliacer cualquier error ó equivoca- 
ción á instancia de cualquiera de los interesados, aunque haya espirado 
el término referido, pues para esto se entiende prorogado: á cuya sen- 
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lencia , decisión y autos que proveyesen, los otorgantes prometen estar, 
sin que por ninguna razón, aunque sea admisible en juicio, hayan de 
pedir reducción á albedrío de buen varón, ni nulidad, escepcionar, 
apelar, ni agraviarse de ella, ni reclamarla en todo ni en parle , sino 
es que sea por alentado, injusticia notoria, error sustancial y lesión 
enormísima; pues á este fin la aprueban desde ahora cu todas sus par' 
tes, renuncian el ausllio de las leyes z3 y final del tit. 4, Parí. 3 ; y i 
y 4, lit. 34 , y qnieren que se ejecute incontinenti sin remisión, 
como también que si alguno apelare de ella, ó pidiere reducción ó 
nulidad 6 la reclamare , se le condene en las cosías y daños que se 
ocasionen al colitigante, deferido su importe en la relación jurada de 
este sin otra prueba, de que se relevan: incurra en la pena de tantos 
reales que se imponen para que se ecslja todo al infractor por la via 
mas breve y sumaria á que haya lugar, y pagada la pena ó graciosa' 
mente remitida , sea compelido no obstante á la observancia de dicha 
sentencia, y se lleve a debido efecto, por manera que aunque afianzo, 
no ha de poder usar de los remedios de la apelación, reducción ni 
nulidad sin que deposite precisamente en dinero efectivo el importe 
de dicha pena, costas y daños. Por tanto, á tener por firme este con- 
trato obligan todos sus bienes, etc. 

4a38 Si los otorgantes no quieren dar facultad a los jueces para 
elegir tercero, se omitirá la cláusula en que se les concede. Si quie- 
ren dársela para prorogarse el te'rrnino en que han de decidir cl ne- 
gocio, se omitirá la reserva. que contiene la e.scritura anterior, y en 
su lugar se pondrá la de próroga; y lo mismo se observará en cuan- 
to á .si uno de los litigantes 6 jueces muriese antes de la decisión, 
para que scnlencien ó noel pleito, y que sus herederos pasen por aque- 
lla, aunque no este' consentida ni notificada. Si quieren hacer juramen- 
to pueden hacerle, aunque sean mayores de aS añoS ; y si alguno es 
menor de ellos, ó goza del beneficio de menor edad, precederá para 
la mayor firmeza del contrato y sus efectos la solemnidad judicial 
que se requiere en los de los menores , la cual se insertará en el com- 
promiso, renunciándose el beneficio de menor edad y ausllio de res- 
titución por entero , y jurándose la observancia de la sentencia. Si el' 
menor de aS años no tiene curador, puede otorgar por sí solo cl com- 
promiso, y si no quiere pasar por la sentencia después de cumplidos 
los i4 jWO debe pagar la pena; mas si le tiene, y con su concurren- 
cia compromete y se dá por agraviado de la sentencia, incurrirá en 
1.a pena,á no ser que pruebe haber sido leso, como lo dice la ley a5, 
til. 4i Paet. 3. Si no hubiese autos principiados, no se ha de hacer 
mención de ellos, y solo se dará facultad á los jueces para formarlos. 
Si es testamentaria y los interesados quieren que los jueces después de 
declarado su derecho hagan la partición y aplicación, se espresará así, 
con tal que procedan á esta, consentida que sea la sentencia y no an- 
tes. Finalmenle , según el caso que ocurra formará el escribano la es- 
critura , ya mudando lo preciso , ya ampliando ó restringiendo las 
facultades á los jueces. 





iFtílíWül-ÁRiro. 
Acéf^ácfon de los juetes. 




fen tal ^á'ri'e , á tá^tós íe tal mes y aííó , yo el escritiano , á 
ivedim^to ác l^eáro y íuán áétál , conlcnitlos en ía escrilarA le coni- 
prexnisó que prccele , hice saber en sus personas el nombrairtiento 
que incluye , a t). Antonio y Í 3 . Diego (le tal , abogatlos, )úcccs elec- 
tos por los referidos para él efeclo que espresa dicha escritura , y en- 
terados, dijeron: que aceptaban el mencionado cncargO j y bajo de Ju- 
ramento qtie hacen por Dios nuestro Señor y una señal de cruz según 
déretbo-, se obligati á usar bien y liel mente Según su inteligencia el 
<)Scío de jaeces arbítrós., arhitraaores y componedores am^ablei, sin 
contrávenir a ello por respeto , amor , temor , odio, interiis ni otro 
motivo, üslo rfespondícron, y lo firman , de que doy fe. 

^sta notificación y aceptación se eSlijemle á continuación de 
la copia original de la escritura de comproiniso, como también la sen- 
tencia , y para hacerla tiene facultad el escribano como persona >pú- 
I1I1C& ci*eada para dar fé de estos y otros añtos judiciales y estrajudi- 
ciaies que pasen ante él, sin que necesite 3 e mandato judicial. Si se 
■hiciere a cada juez con iepa'racion , como regularmerfle sucede^ se es- 
%énderá del mismo modo hablando de ona sola persona. 

ÉscrJtum de tránsaedon. 

lÉití tal villa, á tatitos de tal mes y ano, ante mí el escribano y 
^s’í^s, Dedro j Juan di: tal, vecinos de cllí^ á quienes, doy fe, conoz- 
'ico, ^)eron: que con molivode haber administrado «e'stc diferentes hic- 
^»es de aquel, resilUaílo en la cuenta final que dio 4 e su admiuiatra- 
cipn algunos agravios en contra suya , que ascendieron á tantas mil 
realé.s, y resislídose á satisfacérselos, le puso demanda en tal día, mes 
'y año, ante tal juez y escribano, .pretendiendo que se declarasen por 
legítimos los agravios y se le condenase á la satisfacción de su importe, 
de que se le comunicó traslado {proseguirá condsamente la reladon de 
los autos hasta el estado que tengan), como por mas cstenso consta de 
los relacionados autos, a que se remilen; y considerando los perjui- 
cios , gastos y dilaciones que ban espciámentado , como también cuan- 
to mayores se les pueden ocasionar en su prosecución, deliberaron po- 
ner fin á dicho litigio, para lo cual tuvieron varias sesiones con in- 
tervención de personas caracterizadas, y en vísta de los fundamentos 
que ambos espusieron á su favor, acordaron formalizar esta escritura, 
y para que tenga efecto el convenio estipulado, en la forma que mas 
haya lugar en derecho, enterados del que Ies compete, y dando por 
cierto el anterior eesordio de su líbre voluulad, otorgan: que transi- 
gen las pretensiones formalizadas, y se conforman en lo siguiente {Se 
han de poner con la mayor claridad las condiciones del convenio, y lo 
que el uno da al otro o le remite. Si. la entrega es de present e, se ha de 
dar fé de ella, y si no, se han de espresar los plazos de la paga, y 
luego proseguirá la escritura . ) 

4242 Con semejantes condiciones transigen sus derechos, decla- 
rando que en esta transacción no hay dolo, error sustancial ni de cál- 
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Cilio, ni tampoco lesión ni engaño, y que en caso que los haya, de 
cualquiera clase que sean, en mucha ó poca cantidad, se hacen recíproca- 
mente donación perfecta e irrevocable, renunciando la ley que trata de 
la lesión en mas ó menos de la mitad del justo precio, los cuatro años que 
prefine para rescindir e! contrato ó pedir el suplemento á su justo va- 
lor, y las demas leyes que permiten se anulen las transacciones por dolo, 
error sustancial ó de cálcalo, ignorancia, lesión enormísima, ecsaccion 
Y miedo grave que cae en varón constante, por hallarse nuevos instru- 
mentos, 6 por otro motivo ó cscepcion legal para que nunca les fa- 
vorezcan, puesto que no interviene cosa alguna de las espresadas cu 
esta transacción ni ninguna otra délas aprobadas por derecho, y que 
es igual y útil á ambos otorgantes en todas sus partes, como lo confie- 
san, J'íu esta atención se apartan de cualquier derecho que puedan 
tener y pretender uno contra otro , cediéndoselo recíproca y entera- 
mente, dan por nulos y cancelados los relacionados autos para que 
no obren niniruo efecto, v se obli'>^an á observar esacta é inviolable- 
mente esta transacción, y no reclamar dicha cuenta por la cantidad 
referida ni por otra, aunque contengan mas agravios que los propues- 
tos; á cuya consecuencia si lo hicieren, se les ha de condenar en costas 
como á quien pretende loque no le loca; y para su mas puntual ob- 
servancia se imponen imítuamente la pena de tantos mil reales que 
se han de ecsigir al infractor, adiunas de compelérsele por lodo ri- 
gor no solo á la satisfacción de las costas y daños que se causen al 
otro contrayente, y baga constar por su relación jurada sin otra prue- 
ba, de que se relevan , sino también al cumplimiento de todo lo ¡jactado; 
jmes cóbrese la pena ó remítase graciosamente, se ha de llevar a efecto 
esta transacción en todas sus parles, á cuyo fin se conforman con lo 
que disponen las leyes 34, tit ij, Part. 5, y i, tit i, lib. lo. ISovísima 
Jvecopilacion etc. {Se pondrá la obligación general ele bienes y renuncia 
de leyes que en otros contratos, y si los interesados quisieren, el jura- 
mento para la mayor estabilidad de la transacción, y no habiendo pleito 
pendiente , no se hablará de él ni de la cancelación de aufosy 
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f^p Q fí^ps qife sean a^fpn dfl litigio-, jj: ppd^r^ rp^x f,tp 

^ pi^pg¿fí/p í(e langa pnrrena X^ Q«w<7ríyfl cUpntelOf ^^‘pf’a fin ser consul- 
tado spf}re algunos ó varias puntos de dcnenho. rpr ptna, pnrte, suele tpas 
de una vez acontecer que los litigantes vean con dolor sucunildr su Inien 
derecho, ó que pp triunfa sinp fpspues de ddaeipnef y cpfXqs iimecesarias 
por no haber MfPertadp en el mpcj?» ^e eierci^arfp. 

Pero antes de entrar de lleno- en esta ipteresqqte p^p'te de Iq legis 
{aphn, bápqs paceei'ilp conveniente poqer ql freqte fy ella las grandes, 
alteraciones que hu esperimentado 4 CQnspcueíifiq aef camino eh núes- 
tro sfstema ppUticp. Tomaremos por pmtQ de partida eX Jleglainenlp prq- 
yisíonaí para adjninistragioi» de justicia IÍ^ setiembre 

de 1 83^ , porque encierra un gran pensofnientq , y viene 4 f*??’ eomp un 
peqpeno cfdigp de procedimiento^ , al misjpQ iienipp qi}S iey pigánif o. ffe 
(os tribunales ordinarias. 

Sin embargo, el restahledmipgtp de ¡a fqnstiiupioq jde }Si 2 y la 
fuerza dada á las dispqsif iones contenidas en iUulq ^^.^, qifu después 
ile promulgada la de loS^ ep cnaaíq no fgesen contrarias á estq., altera- 
ron notablemente el tenor y rebaJarop la utilidad dpi 
hahia sido acomodado á la situación política de enipnces. 

Siguiéronse , como era de presumir, algunas variaciones parciales he - 
chas por las Cqrtes, y otras mucho mas frecuentes y granadas de parte 
de los mimstros:, porqqe {dicho sea sin ofensa de personas ni de par[idp.i\ 
desde octubre de i8^5 han usarlo y abusado cquellqs del poder legisla- 
tivo-, y Sf alguien tiene por temerario esto asr-rtp , fije su consideración 
en tantos Reales decretos y órdenes con disposiciones generales á manera 
y coji juerzq de verdadera ley, y algunos suspendiendo ó derogando otras 
leyes ecsisteiiíes. Es mas fácil proclamar un sistema que conocerle y 
practicarle, contrayendo sus hálntos y sopiet¡éndosc á sus cojisecnenciqs. 

Ecsigjan pugs el buen orden y la clacdhid reuniésemos todos es - 

tos 



vei.'i 

vaciones 

r^eyolver mucfios iomog. 

Usaremos también del fuerp de escritores e^ppniendp jpgestrq pfpplq 
parecer y haciepdo algunas observaciones , con tofia libertad , pero- sm 
prenuncian ni aamrgura: ékubrerpas de vivir cojtdeaaflos á ser siempre 



5^ PRÓLOGO. 

meros lectores y oyentes? Las disposiciones aisladas que, no puedan //<- 
tercalarse en el reglamento, ordenanzas y titulo 5 .^ de la Constitudon 
de 1812 , tendrán su lugar aparte , si por su utilidad lo merecen. 

No se nos oculta la posibilidad de que parte de este trabajo vejiga á 
ser en breve, de corto ó ningún uso, si llegan á aprobarse los códigos, que 
en. todos los ramos y de todas partes se anuncian ; mas por la posibili- 
dad de lo futuro no dcl)cmos abandonar la utilidad real de lo presente. 

Y por otra parte, g quien es capaz de predecir la suerte que al fin 
cabrá al gigantesco proyecto de tantos códigos á la vez, mayormente , 
zjdespues de tan repetidos anuncios sobre lo mismo? Materia es esta so- 
bre la que desde luego vamos á emitir francamente nuestro pobre juicio. 

La formación de buenos códigos requiere tiempos tranquilos porque 
antes de f iar el estado de la legislación, es necesario pensar en fijar el 
estado de las cosas públicas. Jóa historia toda viene en apoyo de esta 
reflecsion ; y en nuestros mistmos días la Francia no consiguió tenerlos 
hasta que el grande hombre ató al carro de la victoria las pasiones ya 
fatigadas , y restituyó ú las leyes su imperio , y á la sociedad su perdido 
y su.spirado reposo. 

jiuri en tiempos tranquilos nuestro código' civil debería ser prepar a-- 
da y elaborado con toda detención, con todo el lleno ele conocimientos y 
materiales necesarios para su perfección, á fin de poder escoger entre di- 
ferentes legislaciones , y conciliar grandes intereses encontrados. Vna 
tercera parte de la Monarquía, y tal vez la más enérgica y floreciente, 
se rige todavía por sus fueros, es decir, por la primitiva legislación es- 
pañola; parece pues natural que estás provincias sean representadas en 
la com sion del código civil, y <pte se consulte .su legislación, en la qué 
tal vez se encontrarán cosas que convenga generalizar. Ni cstaria por 
demas oir d las audiencias y colegios ó juntas de abogados , como entra 
nosotros mi.srnos r en época no muy lejana .se ha practicado. 

..cígrégase que en la imposibilidad de discutirlo sería y de f e ai d ámente 
en Cortes , al menos en una legislatura, casi por necesidad vendría á pa- 
rarse en un voto abierto ó encubierto de cor fianza; lo que eqúivaldria á 
poner en manos de uno ó de pocos la suerte de la generación presente, y 
tal vez la de las venideras. ' 

Til código criminal' pide todavía mayor .serenidad y calma. No qué 
desconozcamos la urgente y aneja necesidad de formar otro nuevo, y dé 
quitar el escándalo de una práctica en abierta oposición con las leyes 
e.scritas ; sino que tenemos por un mal menor el Ir tirando por algún fiem-' 
po ron nuestras presentes imperfecciones , ocurriendo á lo mas urgente 
ron leyes transitorias , y sobre todo con el nombramiento de buenos ma- 
gistrados, (pie el consignar eternamente en un código criminal cosas de 
que de.spues podamos avergonzarnos. 

Ni repuf amos por de urgente necesidad la formación de un código de 
procedim.'enlos 'rriminales cuando tenemos el reglamento provisional y Id 
esccíe.nfe ley de. 1 1 de setiembre de 1820 . vFn. las cosas que se fazsn de 
nuevo deve ser catado en cierto la pró deltas , ante que se parta de las' 
otras que fueron antiguamente tenidas por buenas c por derechas'^; dice 
una de nuestras leyes de las Partidas; y otra: que aelfazer c.<; muy grave 
cosa, y el dr.fazer muy ligera." J.a indiscreción en imitar y el arísid 
de novedades pudieran tal vez llevarnos á adoptar instituciones de muy 
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dudosa utilidad en los países donde se hallan planteadas, y epte podrían 
sernos funestas '‘ahora. Concluiremos copiandp, en apoyo de alguna^ de 
nuestras ohseroacionéít lo que dice un aut oí" contendor aneo, uLa manía 
de reducir todas las leyes á códigos es una preocupación de nuestra épo-- 
ca , bien sea que por salir del inmenso cúmulo y peso de nuestras leyes 
se tenga prisa en formar un todo completo, ó que se lisonjée la vanidad 
legislativa con elevar un monumento nacional. En ciertas materias, esen- 
cialmente invariables , esta práctica puede tener sus ventajas, aunque la 
idea de formar un codigo completo es una pura ilusión. Mas por lo que 
hace (1 la legislación penal, semejante idea solo es fecunda en inconve- 
nientes.» 

uLa legislación penal es la parte esencialmente variable y progresiva 
de la legislación general. Estando intima é inmediatamente ligada á 
los movimientos de la civilización , tiene que seguirlos, so pena de ser 
opresiva ó insuficiente. Esta reflecsion se halla apoyada por la espe- 
rienda ‘ en el espacio de cuarenta años la legislación penal francesa ha 
sufrido tres modificaciones sucesivas, y á no dudar, el porvenirnos tie- 
ne reservadas otras.» 

son posibles estas reformas, si el legislador levanta códigos en 
vez de redactar leyes distintas y separadas? Una ley suelta presenta la 
ventaja de poder ser corregida fácilmente-, para esto no se tiene que cho- 
car con las mismas resistencias de vanidad nacional, ó con preocupacio- 
nes reverenciales-, ni se ofrecen tampoco las mismas dificultades. jLas le- 
yes sucesivas se prestan mejor á 'la reforma progresiva que está en la 
naturaleza de las cosas, mientras que la imponente masa de un código 
sistemático se levanta como una barrera para impedir todo progreso.» 

«Por otra parte, yo creo que la legislación penal debe ser principal- 
mente obra del poder que representa mejor el estado real de la sociedad. 
Pero es en cierto modo físicamente imposible hacer votar á las dos Cá- 
maras ó cuerpos en una sola legislatura un código sobrecargado de ar- 
tículos-, porque ó pasará enteramente sin discusión, siendo obra de la 
discusión y no del poder ; ó será ^ objeto de una discusión estéril, 
pues que fatigada la asamblea con un trabajo tan largo, le prestará muy 
pronto poca atención , y votará en silencio las disposiciones mas im- 
portantes.» 



pnrn i» ««f tif Jif «f If» ire^peeH^ 
r<f fí pr-*|r#^rtri«r , «Tp^o jp^t* 

«4 fp f»* 

il)9 

■prr7rr---f^¿f2?Jp‘^ . ’ 

■ ; 

GAPWPlja PRIMERO. 

Disposiciones' comunes respecto á tod^ /o/r tpic ejercen^ jurisdicción 

^vdinqrip. 

Apfiflftb t*? l#, píQflt#. y a,(|«»^nisMf^ion de justicia pf ^ 

particular instHgt;t.Q y (;gt qlfU^í^^i^n d<í Iqs uwgistjrajlos y 

inecciS q^l^l^Cfidos pqr gl Qo^íerqp para, qllp; Ips cualps por lanlq no 
podráo^ tqnef jjJngq.q ptra , corpisiqn ni cafgo. púlíl.ico que les 

k8pida ét diéefiítg: 4esen»p^a? bwp tas fqpjG^ppes 

^ Veapsf afitíepjcs 3 |, 39 y I 5 p; artící^lia 1 1 4®. .‘J'W 

po4Hid dpjpf ftigupa 4uda las 

pupto; perp aé m 4.I d.e 4 Cfíí^slAlaciqxf de i^ta , qqe podr?. y.^ísp P» 
m iwgar , .<?«tá espreso y t€f ipinante. f[ 

Art. ® Pejípráí» bajo la mas estre^hq resppUiS^Lilíd^^» npp 
en cuanto le pertenezca ^ administrar y hacer que se administre g^q-r 
Iqüjta.tpente ciu^pUdq ius^cip ^ tos que según las leyes estén ep 4 dase 

de pebres , leí: wiíP?q que 4 pagueq ^prcclms ; cqi<|,a4<l,o 4 ro- 
blen; q^eeu ?ejs pleli^^s y c^osa? Iq^detleijd^o y 9y>A4.eií de y?idc, 
eamedflM^^ lee aWga^ y cufi^cs. 

4 pdfn; des^gs^dp las personas que deben, gqzqp del hepejifip del 
papel sellado de pobres. 

# 

«Habiendo dado Quepftíi 4 4 I+eio.^ (Y,pberQa 4 prq del esoejiienío 
íp&tjtiidp Á ÍB§tapcia dej $ql>delegadjo dp Rentas dd parlidp oe Baza, 
y cqnsnldaido por PS 9 Pireqcion geupfal; qccrc^ de que sp declíue que ej 
uso del papel sellado de pobres no se permita á las eprnunidades, cpr-’ 
poraciones y personas que tienen propiedad ó renta que esceda de 
ciento cincuenta ducados anuales , ni á las viudas que gocen mas de 
dy 3 Sci«Dios, en Mez de 1 q? ifescien^os ó cuatrocientos ducados sejaelaT- 
dos respectivamente en el aft ,6z del Real decreto de 16 de febrero 
de 1824, promulgado en Real cédula de 12 de. nrayo del propio año; 
se ha leryiidq $. IR. resolver, de qpnforngiidad con el dictámep de la 
misma Dirección y del jCoq^jQ real do Rspapa é IodÍ 3 s»íq seepipn 4.? 
Hacéfifida ^ el beneficio dpi qs.p <41 papel del ael 4 de jx^bces se 
diapp«sg 4 . 4 f> y qqp ,o,bt,epgas ^ ^ 34 ^ 1 - 
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quiera dase ó sueldo por el Gobierno que no pase de cíenlo dncuenU 
ducados anuales, y á las viudas que no gocen mas de doscientos de 
viudedad , á cuyas cantidades se reducen las designadas en el citado- 
artículo Gi , quedando vigente en todo lo demas que comprende. De 
Real orden, <^c. Madrid 3o de setiembre de 1 834- = 1’oi'eno. 

Art. 3. ° Aun cuando no esto en la clase de pobre , á todo es- 
pañol que denuncie ó acuse crimininalmcnte algún alentado que se 
lia ya cometido contra su persona , lionra ó propiedad , se le deberá 
administrar encazmentc toda la justicia que el caso requiera, sin ecsi- 
o'rsele para ello dcreclms algunos ni por los jueces inferiores , ni ñor 
los curiales , siempre que fuese persona conocida y suíicienlemente 
abonada , (5 que diere fianza de estar alas resultas del juicio. Vero 
todos los derechos que se devenguen serán pagados después del juicio 
por medio de !a condenación do costas que se impondrá al reo ó al 
acusador ó denunciador, el, cual debe sufrirla siempre que aparezca 
habcr.se quejado sin fundamento. 

y Sea cual se quiera el sentido y t'spíritu de este artículo; bava b no 
de entenderse únicamente en los casos de la Reírla i3 del art. .oi, y no 
en los delitos puramente privados, dificultamos que haya tenido ob- 
servancia hasta ahora en ninguna audiencia del reino. |j 

Art. 4 , ° En la susfanciadon de los negocios civiles y criminales 
deberán lanihien lodos los jueces, bajo su responsabilidad, observar y 
hacer que se observen con toda ecsaclitud los sencillos trámites y de- 
más disposiciones que las leyes recopiladas prescriben para cada Ins- 
tancia , según la clase del juicio ó del recurso , slu dar lugar á que por 
su Inobservancia se prolonguen y compliquen los procedimientos , ó 
que se causen indebidos gastos á las parlcíS; sobre lo cual en adelante 
no podrá servir de escusa á los jaeces ninguna práctica contraria d 
la ley. 

Art. 5. ° Por ahora, y hasta "que alguna ley establezca oportu- 
namente todas las garantías que debe tenerla libertad cisúl de los es- 
pañoles, á ninguno de ellos podrán ponerle ó retenerle en prisión ni 
arresto los tribunales ó jueces sino por algún motivo racional bastan- 
te , en que no baya arbitrariedad. 

(1 Este artículo 5 es vago y fútil, pues no decía en que ca.sos 
ó dclito.s ni sobre que pruebas e' indicios procedía la prisión. Délos ar- 
tículos II y 5i .se infiere que el ca.so babia de ser de alguna grave- 
dad, aunque 110 fuera de los de pena corporal; pero el decreto de las 
Cortes de 1 1 de setiembre de 1820 , renovado en 3o de agosto de i836, 
que se copia á continuación, orilló en cuanto es dable, todas las dudas 
sobre este punto, j] 


Tetinas (lerlaracionrs para poder proceder á la pn'.v'on ó detención 'de 

cvalqjncr español. 

«Eas Cortes, después de haber observado todas las formalidades 
prescrila.s por la Constitución , han decretado lo sií;ulcnte: 

Art. i.^ Vara proceder á la prisión de cualquier cspáuol, previa 
siempre la información sumaria del hecho , no se necesita que esta pro- 
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du’zca^priieba pieria lit scnjiípleria del delito, ni dé quien sea el velrdaí* 
dero delincuente. 

Solo se requiere qúe por cnalquiSr tnedio resalte de dicha wí-i 
formación sumáriai primero, haber acáccidó un hecho qUe merezcaf 
según la ley , ser castigado cón pejid corporal y segundo, que resulte 
igualmenté algún motivo ó indicio srificienlé, según las leyes, para creei* 
que tal .o tal persona ha cometido aquel hecho. ' 

Si la Urgencia ó la complicación de circunstancias impidiéreii 
que sé pueda' verificar la información sumaria del ¿ecAo, que debe siem- 
pre preceder, ó é\ mandamiento del juez por escrito, que dehe riolificar— 
se en el acto mismo de la prisión, no podrá el juez proceder á élia; pero 
esto no impide que pueda mandar detener y custodiar , en calidad de 
detenida , á cualquiera persona que le parezca sospechosa, mientras 
hace con la' mayor brevedad posible la precisa información sumaria. 

4.*’ Esta detención no es prisión, ni podrá pasar á lo más del le'r- 
mino de veinte y cuatro horas; ni la persona así detenida deberá ser 
puesta én la cárcel hasta que se cumplan ios requisitos que ecsige el 
artículo 287 de la Constitución. Lo cual presentan las Cortes á S. M. 
para que tenga a bien dar su sancion.=Madrid 11 de setiembre 
de 1820— El conde deToreno, Presiden te.= Juan Manuel Subrie’, Di- 
putado secretario. Marcial Antonio López , Diputado secretario.» 
(Véanse los arls. 33 y 3 r.) 

Art. 6.® A toda persona arrestada ó presa, que rio lo este' por ra- 
zón de pena correccional aplicada , ó de juicio ya pronunciado, se le 
deberá rec*b¡r declaración sin falta alguna dentro de las veinte y 
cuatro horas de hallarse en la prisión ó arresto, ¿Orno ordéna la ley 
recopilada; y si fuere imposible hacerlo por otras urgencias preferen- 
tes del servició público, rc espresará el motivo en el proceso, y cuida- 
rá el juez de que dentro de dicho tc'rmino se informe al preso ó -arres- 
tado de la causa por que lo está y del nombre del acusador, si le hu- 
biere, recibiendo lá declaración tan' pronto como ser pueda. 

IJ No sabemos que nadie pueda imponer sin juicio la prisión ó ar- 
resto por pena correccional. La ley recopilada á que se refiere este 
artículo es la 10, tít. Sa, lib, 12. El informe que según este artículo 
debe hacerse al preso cuando no pueda lomársele declaración dentro 
de las veinte y cuatro horas, debe también tener lugar cuando se le 
tome en dicho leVmíno. ¡| 

Art. 7.*^ A ninguna persona tratada como reo se lé podrá mortifi- 
car con hierros , ataduras ni otras vejaciones qüe no sean necesarias 
para su seguridad; ni tampoco tenerla en incomunicación, como no' 
sea con especial orden dcl juez respectivo, el cual no lo podrá mandar 
sino cuando lo ecsija la naturaleza de las averiguaciones sumarias, y 
por solo aquel tiempo que sea realmente necesario. fVea.se el art, i 5 .) 

Art. 8.^ En toda causa criminal, a.si loíf procesados como los tes- 
tigos, serán precisamente juramentados y écsaminados por el juez de 
Ja causa y ante el escribano de ella; y si residieren en otro pueblo, 
lo serán por la persona á quien el juez comisione para este fin , y 
también ante escribano. \ 

A arios y otros no se les deberán hacer' í)unca por los Jaeces sino 
preguntas directas, y de ningún modo capción ni sugestivas; y es-' 

I « 

I 
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S'ceia cs^pei^lfcameii^c fc^go^$ab|«» sj , par^ hacpria? 4í^c|§r^r á ?in 
gusto, enipl«aren alguna coacción física 6 liioral, ó algun^ proniesaj 
dii?a, engaso ó imprppio arti|icíp. 

[[ ppirperA ^rM^culo es^á tpipada de |^s Ityes nq y 

Ip, tjtulp Ijb, I?, Npvjs. llpcpp.: nq por esto quedarán cscluldos 
Ips fieles de fechos papa las priihjeF^s diligencias a fall* ¿í? gíbanos, 
Sobre la segunda parle del ^rtípulp adyertipernos que la deplaracipri 
indagatoria C? tpda indirecta», y P.sIP qs prf?fisíimepte tq que ta hace 
«pas infeepsante : la pregunta por spr indirecta no llpv^ dp suyo pl ca- 
rácter de sugestiva ó capciosa; otra, cpsa es en )ps testigos. (Sqbre este 
artículo ycaiisp los 33 y 34 ) |j 

Art. g. Ep Ja confesión, papa hacer cargqaal tratado corno reo, 
^ le debpráq jpec írjlegpainenle las declaraciones y dopupieptos en que 
se fppden , cop jos iipiubres dp los tesMgos, y si por ellos no los cono- 
ciere, deiten Guapeas senas quepan y basten para qqe pueda 

yepir en cpriqcloiienlq de quienes sqp. 

Np se poflrán hacer otros cargo.s que jqs qiie cfectiyanientc resul- 
ten dcl ■'Quinario, y tajes cjiales resulten; ni otras reconvenciones que 
las qn.e raciQnajniepte $e dedpzcan de lo que responda el confesante; 
debiendo siempre el jpeí abstenerse de agravar unas y otras cop cali- 
ftcacionjes arbitrarias. 

II ¿Deben leerse cuando se hace el cargo, ó al ser reconvenidos si Iq 
niega? Este artículo persuade lo primero con las palabras para hacer 
cargos: las reconvenciones se han de dcrínclr de la respuesta del reo, 
y np fundarse precisamente en Ips dichos íJg ios testigos. (| 

Art. iq. Desde la conlésion en adelante s.erá público el proceso y 
ninguna pieza, do, copíenlo ni actuación en él se podrá nunca reser- 
var á las parles. Todas Ips providencias y demas actos en el plenario, 
inclusa principalmente la celebración del juiciq, serán siempre en 
audiencia pública , ésjc.eptp aquellas caqsas en que la decencia cesija 
que se vean á puerta cerrada; perp en unas y otras podrán siempre 
asistir los interesados y sus defensores si quísipren. (Véase art. aj de 
las ordenanzas.) 

Art. 1 1 . Eq cualquiera estado de la causa en que resulte ser ino- 
cenle el arrestado ó preso, se le pondrá inmediatamente ,en libertad 
sin costas a!g.unas ; debiendo serle concedida tambiep , pero con costas 
y bajo fianz .1 ó caución suficiente, en cualquier estado en q,uc, aun- 
que no resulte s-u inocencia, aparezca que no es reo d,e pena corporal. 
Sqlo cuando lo fuere por algpn otro dejilo, se suspenderá la soltura 
en esfos rasQs. 

Deberán considerarse romo penas corporales, adema?' capital, 
la de acoles, yerg.üenza , bombas , galeras , minas, arsenales, presidio, 
obras púJdicas , destierro del reino, y prisiop d reclus,i,on por pías de 
seis meses. 

II Eas palabras ca^idon suficiente pueden comprender la fianza car- 
celera y 1^ capción jura, loria á que respcrlivaincüte se recurre por ne- 
cesidad y aun por hpmanidad; pero que las pías veces suelen ser ilu- 
sorias. 

Aqpi no íte cplnca entre las penas corporales ,el servicio ,de Iss ar- 
subsistía a.l tiempo de darse el reglaptepto. e.^ibor- 






cñ fct dlá \Á ño M fcS . ... 

iñ^erlám^ cqrñó tiña * hi iñUChaS qUti ttúestms ftiinis- 

ti^os híih tíisadd { ditie ^Sí’: ^ ^ 

«S; bbstfl-vádo tf üte pb'r vsHñs tnbtitialés y jü^tícias dííl rañd 

éh scñfeñcíafl A redi de delitos tcontrtiiés al servició de las arrñ.áS j si- 
¿liietiab Iti pfáfclfca oteváda éñ tibMtms tñ los ttifefpós dé\ tififr- 
cñO se c'ññViidniáti dé vagos', vicibSñs y dial ehirttehidcts récñgidos é'n 
hs IcVás^dfe jó vfcñcs refclátad'dS ^ñr las partida de bartdeírá , y de lá 
clasé ftiáS ñiiSQraíde drf í:stadd, eñ SqUleh véñíá á hecñer eñ laS qüiñtAÍ 
lá Sü'et-tfe de áólda'dó íibr laS Idbunífcratí'éS ecSe^cToiiéís <|ub libraÍJañ áél 
^Viíío mítitai* á Itís |)riVi!é^iádOs y cláSbís ácóm'odadaa. Y Sieridó tttiá 
cbñtbádicbíoh tótiñíltbtisá cóñ ÍS 'óbKgációñ prescrita á ^odo és^áñvd 
ññ lá féy faodáñíéñ'lá! i de defeñdfer á lá pátria eoñ fas árWás ttiátfdó 
seá llaiñádo -^«yr lá ley ^ ¿1 iMpóhírr ’íío'tfto 'peña oñ debéV láft lionroSó, 
Sfe fea'di|íiad6 S. riísMver ‘qiife Jiñb ñingoVi tbilmñái, jbsticiá ñi au- 
toridad argdhá^ sé Seh'lénéié á1 Servició de las arrtiás k riío algtiño-, 
cilálqdíera '^tié s'éá ’sñ 'delii:ó.=¿De Tf\.’éal órdeh lo cóiñunieo S V. E. .jíárá 
Sil tonñctfftfentp y 'éfbctos éón‘sigbífcii*ies.-=±i>ioS gtiatdé á V. E. ñttieKdá 
á'á'dS. Madrid Í3 dé ágdst'ó ‘de 

Ebtré fes Se^OtíéVi Wíñd jpeáiaS eorpcíralfes, alguñas ñft sé 

coftbdc'd dé ífechfr', dó'iafy lás de 'bóiftBás , galeras , intnás ; oirás háñ 'cáí- 
dó'en désliSb', -eoftió lás d'é ázoleS *if Vergiíetizá; WéerñOS al trtéññrs tjáé 
de áíguíVPs áffoíi á éístá ^írté íib áé i>ee’Señiará áñ ejeímplar. Eti el Real 
9b iy he ticTábré 'de *1^3 5 , ál éStableeeVse que los júetíés y Vri^ 
báíiáiés réilcá 'conóclcrañ dé láS eáusáá édrttra eclesiásticos pob delitos 
ái^ées io ^ diápti'^ó é‘ñ él árt. ^P, qti'e jpára el iñdieado éfeetóiy 

y feaSla ‘tatito %ule *íé bíctérá 'áfra clásifibációrt mas convenieñté y o^r- 
tuna de los delitos, se rcputarian y considcrarian atroces ó ¡gráVeís 
áqút^lós iqti'e poá- lás leyes dél Yriñ’o tí decretos Vigentes se castigan 
cofa peiiá cápitái éslránamlénló pérpotuó', tñirtás’, galeras , bótíibás tí 
á'f^rtáléS; bo 'Sé Inclufán paés tú é'I ñi él dési ierro del réiño , ñi lá 
fisión 6 béclñslOñ por 'tnaS dé %«s fft*eSéS. Ett lá ley 8 , til. 3á , líb. i’a 
dé lá Nóvfs. Rééñ^. , Sé di^oñé faé -seaYi tenidos por delitos y cauSas 
liVÍáiiás l'ó'S en ^lió, cóñfmáfié á lás te)áís, ttb ‘esltiyieré piíéstá ipéna eOf-^ 
^órál tí dé Sérrició de galérás*, tí dcsllérró dbl rehVo ; eñ lá i€, íib. S.% 
m. rá, Ijde requétia la aSsteñciá del góbri^n’ador 'de las salas del crí- 
Wrcíi ’cón lo^ álé&McS dé bííás praba lá íiíipósícíon de penas 'capitales 
6^Sifdrí^'apcticás, se dedaTáron pOr tales, á'denlas de fa cápitáls fas 
dé^^otífs, Yeígüeñiá , gáiéras^ minas, y ks de presidio ctíft 



ititoVizádáS las'a&díeftcíástíel Mnb p¿fíi ctíifrmikt 
éíñ WertóS easé^ fás Ipfeñás corporáleS cñ pccuñíariaá , pareéé »ó 

conceder soltará 'á fes prféób 
báfó fiáfn^ deprfgar fe feágadó y ^^Teiídádo, fVdaSe h tiútk ^ á U 

% j, yasrt,í .üfeíé^í',-* í», m,. 



ADMINISTRACION 

J\fcopllacion.) Sobre este particular tenemos por conveniente insertar 
la Real orden de 22 de marzo de i 84 -i, que dice asi; 

«Aunque las audiencias del reino están autorizadas- por las dispo- 
siciones vigentes para conmutar en pecuniarias algunas penas corpo- 
rales , no es posible desconocer que esta facultad, lejos de estar en ar- 
monía con los buenos principios de legislación , y con el objeto á que 
se dirije la imposición de las penas, debilita la necesaria severidad de 
las leyes y produce en algunos casos casi la completa impunidad de 
los delincuentes, causando mal ejemplo y aun escándalo ver en liber- 
tad, porque lian podido pagar penas pecuniarias, á los que si no tu- 
vieran bienes de fortuna sufrirían las corporales en las prisiones ó en 
los presidios. Ra Regencia provisional del reino, constante en su pen- 
samiento de que se administre la justicia rectamente y sin parcialidad 
ni acepción de personas, ba fijado su atención sobre este punto grave 
y trascendental, v ha resuelto que mientras se establece por una nue- 
va ley lo que convenga , se encargue á los tribunales superiores, que 
al usar de la facultad que les concede la 21, lit, , lib. 12 de la No- 
vísima l\ecopilacion, procedan con la circunspección y parsimonia que 
ecsige el inlere's de la vindicta pública, limitando aquel uso á los ca- 
sos en que circunstancias particulares y recomendables puedan ha- 
cerlo menos perjudicial, fia resuello también que cuando las audien- 
cias conmuten en pecuniarias algunas penas corporales , den cuenta 
circunstanciada al Gobierno por el ministerio de. mi cargo para que ten- 
ga el conocimiento necesario de lo que ocurra en esta parle de la cor- 
rección penal , y en el ejercicio de una autorización, que bien puede 
decirse emanada de las facultades que corresponden al. Rey. De orden 
de la misma Regencia provisional lo comunico á V. S. para su inte- 
ligencia, la ’de ese tribunal y efectos copsiguienles.=Dios &c.. Ma- 
drid 22 de marzo de i 84 i.=Alvaro Gomez.=Señor regente de la au- 
diencia de...» 

En cuanto á la circunspección y economía que se encarga á las 
audiencias en el uso de su autorización, nada se dispone de nuevo en 
la Real orden que no se encuentre ya en las leyes recopiladas arriba 
citadas. Por lo que hace á la segunda parle, dudamos mucho que la 
Real orden esté en completa observancia, porque si asi fuera, alend;da 
la multitud de caso.s que deben ocurrir en las audiencias , seria preci- 
so crear en la secretaría de Gracia y Justicia un solo negociado para 
este objeto, y tal vez no bastaria ; á mas de que trabajo Ies mandamos 
á los rclatore.s ó escribanos de cámara. Valiera mas retirar á las au- 
diencias la dicha autorización, que no mostrarles de Real orden tau 
sensible desconfianza, la que se ha manifestado también en el Con- 
greso de señores diputados; pero téngase presente que apenas ha ec- 
sislido ni ecslsle legislación en que no este' sancionada en ciertos ca- 
sos la conmutación de penas corporales en pecuniarias , por altas y 
evidentes razones de conveniencia pública ; y que* aunque pueda de- 
cirse emanada de las facultades que corresponden al rey , seria muy 
embarazoso y aventurado su ejercicio no haciéndose por tribunalci 
tan respetables. 

I Advertimos últimamente, que puede ser el delito de pena corpo- 
ral y no imponerse esta, sino otra estrao.rdinari.i, por no haber prue- 
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La -plena ,■ en cuyo caso parece; <jue no debía denegarse al reo la sójln*^ 
rá bajo Ja correspondienle seguridad ; pero la regla i4 dcl art. Si, pa- 
. rece atenerse únicamente á la calidad del del^lo^ y por lo común , no 
suele accederse á la libertad en tales casos, |¡ , , 

Art. 12 . - A ningún procesado se le podrá nunca rehusar , impedir 
ni coartar ninguno de sus legítimos medios de defensa , ni imponerle 
pena alguna sin que antes sea oído y juzgado con arregle á .derecho 
por el juez ó tribunal que la ley tenga establecido. 

Art. 1 3. Los fiscales y los promotores fiscales podrán ser apre- 
miados á instancia de las partes como cualquiera de ellas; y las res- 
puestas ó esposiciones de los mismos , asi en las causas criminales co- 
mo en las «i viles, no se reservarán en ningún caso para que los inte- 
resados dejen de verlas. 

Cuando estos funcionarios hablen en estrados como actores o coad- 
yuvantes de la acción, lo harán antes que los defensores de los reos ó 
de las personas demandadas. 

Art. Fenecida cualquiera causa civil ó criminal, si alguien 
pidiere que á su costa se le dé teslimonio.de ella ó del memorial ajus- 
tado para imprimirlo ó para otro uso, estará obligado á mandarlo asi 
el juez ó tribunal respectivo. 

II Si alguien pidiere^ dice el artículo; pero debe sobreentenderse, 
acreditando tener interés en ello: sin embargo, la ley de 9 de octubre 
de 1812 esceptuaba las causas que se ven á puerta cerrada. || 

Art. i5. Todos los tribunales y jueces ordinarios harán pública- 
mente en el sábado de cada semana una visita, asi de la cárcel ó cár- 
celes públicas del respectivo pueblo, cuando hubiere en ella algún pre- 
só ó arrestado perteneciente á la Real jurisdicción ordinaria, como de 
cualquier otro sitio eu que los haya de esta clase ; y en dicha visita, 
en la cual se pondrán de manifiesto todos los presos sin escepcion al- 
guna, ecsaminarán el estado de las causas de los que lo estuvieren á su 
disposición ; los oirán, si algo tuvieren que esponer; reconocerán por 
sí mismos las habitaciones de los encarcelados, y se informarán pun- 
tualmente del alimento, asistencia que se les.dá , y de si se les inco- 
moda con mas prisiones que las necesarias para su seguridad , ó se 
Jes tiene en incomunicación, no estando asi prevenido; y pondrán en 
libertad á los q&e no deban continuar presos , tomando todas las dis- 
posiciones oportunas para el remedio de cualquier retraso, entorpe- 
cimiento ó abuso que advirtieren , y avisando á la autoridad compe- 
tente, si notaren males que ellos no pudiesen remediar. 

Si entre los presos hallasen alguno correspondiente á otra juris- 
dicción, se limitarán á ecsaininar cómo se le trata, á reprimir las fal- 
tas deHos carceleros, y h comunicar á lo.s jueces respectivos lo demas 
que adviertan y en que toque á estos entender. 

Para hacer estas visitas los tribunales colegiados bastará que asis- 
tan dos de sus ministros y un fiscal. (Véanse los artículos 49 al 63, y 
•el í 82 de las Ordenanzas.) 

II Fm la escelente Instrucción para los Subdelegados de fomento dada 
£n. 3o de noviembre de i833 estaban perfectamente deslindadas las atri- 
buciones de los tribunales y Subdelegados (.boy día gefes políticos) en el 
rama de cárceles , y si. se^ hubieran observadQ á la letra ^ se habrían 
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áfiorratlo a lós i riba nales cíisgiistós y desaii^cs. El solft vatño 4e 
álimchtos há becbo pasar á casi tótlrts los jueces y audteticias del rtitio 
lás mayores ámarguras , cuando era obligación de otras autoridades 
el proveerlos. Honroso por cierto para el poder judicial y muy huma- 
iló Cs ¿scurhar la.s quejas de los infelices presos; pero no estando cn la 
niáno de los jueces y magistrados el remedio de ellas, ni pudíetwlo ha- 
días que trasmitirlas á la aülori<lad ecrtnómica , esta se dá por 
ofendida las mas veces , de lo que nacen piques y conflictos; los moles 
cohiínúan, las quejas se repiten seuianalmcnte , y los presos tal vcíü 
achacan á insensibilidad ó negligencia dé los jueces y magistrados la 
fállá de remedio, agravándose asi lá amargura de unos y olro.s. Ato- 
do esto no vemos que los. géfes políticos y ayuntamientos tengan obli- 
gación de hacer visitas periódicas por lo respectivo Á su ramo , que 
por cierto no és menos Importante en este punto queei judicial. 

Los incomunicados son visitados en sus encierros : en cuanto i po- 
ner en libertad á los que no deban conlinuar presos, es rarísimo el caso 
cn que sé practica, al inenós, por las visitas semanales. Lo qUe fre- 
'cheiílémentC llama la ateOcIon y cjerclla el celo de estas, es el hallar- 
se con présós pór autoridades políticas, sin haberse observado ninguna 
de las formalidades legales; y para prevenir este abuso ó descuido, la 
a'ddiencia de Madrid ha dictado medidas muy acertadas. j| 

Arí. i€. SiU embárgO , cn las capiláics donde hubiere Real audien- 
cia, será esta la qué haga dicha visita semaual, á la cual deberán asis- 
tir los jUcées de primera iustaHciá, y los alcaides y tenientes de alcal- 
de dei púéblo coh lás causas dié sus respectivos reos, si los tunereh, pa- 
ra íiifortnhr sobre l’o qué se ofcezca. 

■Si eh la capí tai ^ debieren visitár dOs ó mas cárceles, podrán 
nbtfih'rairse para cada ímá dé ellas dos ministros y un fiscál , á fin de 
tpie todas séán visitadas simulláneamenle y con menfOs trabajo. 

Dóírtde haber áudíciicia éesistieren jueces letra'dos de jirimera 
íWstaOria , seCáh ellos los qué bagan la visita , couenrriendo l,Tmbicn 
los alcaldes y los tenientes de alcalde para infonnarles si tuviesen á 
Sil disposicio^ algti'íi p'ré.sO. '( Véase cap. '62 de las Ordenanzas.) 

AVt. *Lh-s aufliéficías donde íy^sidan , y en los demás pueblos 
los juécé.s de primera insítancia, y en su defecto los alcaldes, ha rail 
hdéfnas pubTtcáménte una Visita gefícr.al dé las respectivas círceles 
publicas y de cualquier otro sitio en que haya presos del fuero ordina- 
rtO, ct) íós téés dias señalados por las leyes, y en el que, no siendo fe- 
riados, preceda más iríriiediá lamente íiil de la Natividad de nuestra Se- 
ñora ; ejfjcntiínddse en ésta visita lo mi.'uno qUe queda prescrito respec- 
to á lá sémánal. 

Í*cr0 k lás vi.sitas generales que bagan las audiencias coTidirlrlrán 
el regente y tod(».s los minisiVos y fiscales ; y asi á las priineras como 
a las qué de igual dase baga O por .sí los jueces inferiores , deberán 
hsidtr 'sln vdlo dos régidOres dél pU'eblo, á cuyo fin el regente d el 
jaez respetivo cuidará de avisar anticipadamente al Ay'uutamientOpa- 
ra cplc lOs étoítribre. Estos regidores tendrán lugar y asiento con el 
jiAiz y cotí él 'tríbiénal despUcs 'del primero Cuando Coucurran con él 
sOlb , y después dé los fiscales caaftdo lo hagan con la andieneie. 

Í¡ '«Enterada S. M. la fl;EÍna (Gobernadora de una esposicioa de 
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la Dipulaclon provincial de Valladolid , manifestando no haLer sido 
invitada por la audiencia de aquel lerritoiio para la última visita ge- 
neral de Ccárccles con arreglo á lo prevenido en el art. 112 de la ley 
de 3 de feluero de iSaS, y para evitar las consultas á que pudiere 
dar lugar su inteligencia; se ha dignado S. M. declarar que á las vi- 
sitas generales de cárceles, deben asistir, sin voto , dos individuos de 
las Diputaciones provinciales respectivas , porque no admite duda el 
hallarse vigente dicho artículo, habiéndose restablecido la menciona- 
da lev por el Real decreto de ib de octubre último, sin mas eseep- 
cioues que las dos terminantemente espresadas en el mismo. De Real or- 
den <5cc. Madrid 20 de abril de i 837 .=P¡ta =Sr. gefe político de,...»» 

«Conformándo.se S. M. la Reina Gobernadora con loque ha con- 
sultado el supremo tribunal de justicia, en vista de lo espucsto por la 
audiencia treritorial y Diputación provincial de Oviedo; se ha servido 
resolver que los individuos de las Diputaciones provinciales , cuando 
asistan h la visita general de cárceles, se sienten alternativamente con 
los magistrados de las audiencias después del decano de las mismas. 
Lo que de Real orden digoá V. S. para su inteligencia, la del tribunal 
y efectos consiguientes. Dios guarde á V. S. muchos años, Madrid 24 
de octubre de iSSq.^Arraxola. ¡| 

Art. 18. Siempre que algún preso ó arrestado pidiere ser oído, el 
juez 6 un ministro de la sala que conozca de la causa pasará á oirle 
cuanto tenga que esponer, dando el último cuenta al tribunal. 

Art. 19. Los jueces y tribunales, asi como deben cuidar de que 
los abogados les guarden el debido respeto y se arreglen á las leyes en 
el ejercicio de su profesión , están obligados á tratarlos con el decoro 
correspondiente ; y á no ser que hablaren fuera de orden , ó se esce- 
dieren en alguna otra manera, no los interrumpirán ni desconcertarán 
cuando informen en estrados, ni les coartarán directa ni indirectamen- 
te el Ubre desempeño de su encargo. (Véanse artículos 18 y igGde las 
Ordenanzas.) 

11 Sobre este y otros particulares está mas lata y espresiva la ley 4 , 
lit. II, Ub. 5 de la Nov. Reeop. ; y creemos interesante su inserción, 
"M-andamos á los presidentes y oidores, que hagan tratar y trataren á 
los pleiteantes y abogados y procuradores con la honestidad que deben 
ser tratados, y los honren según que cada uno lo merece ó mcresciere; y 
si alguno de los oficiales de la audiencia tratare mal á los litíganfes, los 
castiguen de manera que á ellos .sea castigo y á otros escarmiento: y en- • 
cargamos y ecsorlamos á los dichos oidores y alcaldes que cese la co- 
municación Y continua conversación de ellos con ios pleileantes y con 
los abogados y procu radores^de ellos ; y que ningún abogado ni rela- 
tor ni escribano de la audiencia viva con ellos, ni los pleiteantes los 
sirvan ni acompañen, ni continúen sus casas, ni los consientan ; y 
que haciendo lo contrario desto, sean reprendidos sobre ello públi- 
camente por el presidente y oidores hasla en dos veces ; y á la tercera 
vez que lo hicieren, mandamos que sea multado en el salario de aquel 
dia, y asi dende en adelante que lo consintiere: pero si los dichos plei- 
teantes y sus abogados ó procuradores quisieren informarles de sus 
derechos y descubrirles algunos secretos de los pleitos, bien permitimos 
que los dichos oidores los puedan oir pocas veces , solamente aque- 
TOMO V, Q 
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Was que fueren menester para información de su justicia.” |[ 

Art. 20, Los tribunales se abstendrán también de molestar ó des- 
autorizará los jueces inferiores con apercibimientos , reprehensiones ú 
otras condenas, por leves y escusables fallas, ó por errores de opinión 
en casos dudosos; y sinjperjuicio de censurarlos y corregirlos cuando 
efectivamente lo merezcan, no dejarán nunca de tratarlos con aquel 
decoro y consideración que se debe á su ministerio. (Véase el articu- 
lo 5g, y lo que sobre él diremos.) 

CAPITULO II. 

De los jueces y juicios de paz ó actos de conciliación , de los aleal- 
des de los pueblos como jueces ordinarios. 

SECCION L 

Jueces y juicios de paz. 

Arl. ai. Sin hacer constar que se ha intentado el medio déla con- 
ciliación , y que esta no ha tenido efecto, no podrá entablarse en jui- 
cio ninguna demanda civil ni ejecutiva sobre negocio susceptible de ser 
completamente terminado por avenencia de las partes; ni tampoco que- 
rella alguna sobre meras injurias de aquellas (;n que sin detrimento de 
la justicia se repara la ofensa con sola la condonación del oíéndido. 

Éserptúanse de la necesidad de que se intente antes la conciliación: 
Las causas que interesen á la Real Hacienda, á los pósitos 
ó á los propios de los pueblos, á los demás fondos ó establecimientos, 
á herencias vacantes ó á menores de edad, ó á los que se hallen pri- 
vados de la administración de sus bienes. 

2.’^ Los negocios de que se debe conocer en juicio verbal; los 
interdictos posesorios; los juicios de concurso; las denuncias de nueva 
obra; los recursos para intentar algún retracto o tanteo, ó la reten- 
ción de alguna gracia, ó para pedir la formación de inventario ó parti- 
ción de bienes, ó para otros casos urgentes de semejante naturaleza. 
Pero sí hubiese de proponerse después demanda formal que baya de 
causar juicio contencioso por escrito, deberá preceder precisamente el 
acto de conciliación. (Véanse los artículos 3i y 4.7). 

II En cuanto á las querellas sobre meras injurias, á qne debe preceder 
el medio de la conciliación, creemos que el artículo debe entenderse en 
el sentido de la ley 3.^, lít. aS, libro 12 de la Novis. Recop.; es decir, en 
todos los casos en que no puede procederse á no mediar queja de parte; 
y aun mediando', ql apartamiento de ella basta para suspender la ac- 
ción fiscal. 

Sobre el segundo párrafo en que se habla de interdictos posesorios 
nos inclinamos á que debe entenderse «íe los de retener ó recuperar, no 
de 1 os de adquirir. || 

Art. 2 2. Ln cada pueblo el alcalde y los tenientes de alcalde ejer- 
cerán el oficio de jueces de paz ó conciliadores: y ante cualquiera de 
ellos, deberá presentarse todo el que tuviere que demandar á otro por 
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necocio civil , ó por injurias que no se comprendan en las escepciones 
del artículo precedente. 

Art. 2^. El juez de paz con dos hombrc.s buenos nombrados uno 
porcada parte, pero sin necesidad deque asista escribano, las oirá a 
ambas personalmente, ó represcniadas por apoderados con poder bas- 
tante; se enterará de las razones que aleguen , y oido el dictamen de 
los dos asociados, dará dentro de cuatro dias, á lo mas, la providencia 
de conciliación que le parezca mas propia para terminar el juicio, la 
cual , con espresion de si las parles se. eonfornian ó no, se asentará en 
un libro que debe llevar dicho juez con el título de juicios de. paz, fir- 
mando el, los hombres buenos, y los interesados si supieren, y se da- 
rán á estos las certificaciones que pidan. (V’e'ase art. H 5 .) 

j¡ Aquí se da por supuesto que el alcalde y hombres buenos sa- 
brán firmar; mas puede ocurrir que no sepan: se ordena también que 
el juez 6 alcalde debe llevar un libro; ¿y cuántos serán los alcaldes que 
se Jialleii imposibilitados de poder llevarlo? [j 

Art. 24 - Ea providencia dcl juez de paz terminará efectivamente 
el litigio si las partes se aquietaren con ella, en cuyo caso la hará aquel 
llevar á efecto sin escusa ni tergiversación alguna. 

Art. 25 . Si las parle.s no se conformaren , todavía el juez de paz 
las eesbortará á que por el bien de ellas mismas comprometan su di- 
ferencia en arbitros , ó mejor en amigables componedores , v In hará 
notar en el libro con e.sprcsion de si se convienen ó no los interesa- 
dos. Si tampoco en esto se convinieren , dará al que la pida una cer- 
tificación de haberse intentado el medio de la conciliación , y de que 
lio se conformaron las partes, ni se avinieron á un compromiso. 

Art. 26. loda persona demandada á quien cite un juez de paz 
para la conclUacíon está obligada á concurrir antedi para e.ste efecto, 
ó personalmente ó por medio de apoderado con poder bastante; v si 
rc.sidiere en otro pueblo , le citará el juez de paz por medio de oficio 
á la justicia respectiva , señalando el término que sea Aiíioienle. 

Cuando el citado no cumpliere , se le citará segunda vez á costa 
suya , conminándole e! juez de paz con una multa de 20 á 100 rs. de 
vellón , según las circunstancias del ca.so y de la persona; y si aun asi 
no obedeciere, dará diebo juez por terminado el acto; franqueará al 
demandante certificación de haberse intentado el medio de la concilia- 
ción , y de no haber tenido cíecto por culpa del demandado; y decla- 
rando á este ificurso en ia mulla , se la ecsigirá ó liará cesigir desde 
luego con la aplicación ordinaria. .Cn las provincias de Ellramar po- 
drá ser doble la multa. 

Art. 27. Si la demanda ante el juez de paz fuere sobre retención 
de efectos de un deudor que intente sustraerlos , ó sobre algún otro 
punto de igual urgencia , y el actor pidieie á diebo juez que desde 
luego provea provisionalmente para evitar los perjuicios de la dilación, 
lo hará éste asi sin retraso, y procederá inmediatamente al juicio de paz. 

Art. 28. Cuando sean demandantes ó demandados los mismos jue- 
ces de paz, y no haya en el pueblo otro que tenga este carácter, hará 
las veces de juez de paz el regidor que primero siga en orden ; y si fue- 
re demandado o demandante el Aynníamienlo en cuerpo, se ocurrirá 
para la conciliación al juez de paz del pueblo mas inmediato. 
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Art. í! 9 - Los jueces de paz y las demás personas que concurran 
á este juicio no llevara'n por él derecho alguno; pero para atender al 
necesario gasto de libro y escribiente se podrán ecsigir dos rs. vn. á 
cada parte que no sea pobre de solemnidad , doblándose la suma en 
Ultramar. 

Art. 3o. Los jueces de paz, penetrándose de la importancia de 
sus funciones , y de lo mucho que interesa el que se eviten cuanto sea 
posible los pleitos y disensiones entre los ciudadanos, pondrán la mayor 
eficacia en conciliar á los que se presenten ante ellos: teniendo enten- 
dido que mienlra.s mas litigios y querellas corten, mayor será el ser- 
vicio que hagan al Estado , y mayor el mérito que contraigan á los 
ojos dcl Gobierno. 

II Séanos permitido liacer algunas observaciones sobre el todo de 
esta sección y sobre alguno de sus artículos. El juicio <5 medio de la 
conciliación seduce á primera vista, y nosotros no negaremos absolu- 
tamente su utilidad. Sin embargo, ¿quién es el que antes de recurrir 
al eslremo de vías judiciales, siempre desagradables y costosas, no ha 
apurado los medios conciliatorios y amistosos? Por lo común se hace 
mérito de esta circunstancia en toda demanda , y se tiene casi por ne- 
cesaria, 6 al menos de formula, en aquellas porcjue se reclaman canti- 
dades, aun en los juicios ordinarios. Por de contado la conciliación oca- 
siona algunas dilaciones y pcqueilo gasto ; pero ya que deba subsistir, 
¿por qué ha de poder oponerse la falta de ella sino como una escep- 
cion meramente dilatoria? Todos los dias vemos ejemplares de anular- 
se juicios ya muy avanzados y aun en segunda instancia , oponiéndose 
la falla de conciliación, y esto, dejando aparte si es ó no legal, es no- 
toriamente malicioso y de funestas consecuencias, porque el que con- 
testó, oponiéndose á la demanda, es claro que no quiere avenirse ó ac- 
ceder á ella. 

El artículo 24 hadado también ocasión á graves males y abuso.s 
por parle de «los alcaldes ordinarios, o por mejor decir, de los escriba- 
nos interesados en aquellos. 

Asiéndose de la letra del artículo , cuando las partes se aquietan 
con la providencia del alcalde, se instruyen juicios ejeculivos volumino- 
sos, complicados, de gran cuantía, y esto no lia podido entrar en la 
mente de los sabios autores del reglamento, porque u/ñ causee cons- 
crii>!.o est, ihi pretor dcsideratur-^y una de las bases del reglamento pro- 
visional es que los alcaides no pueden entender en juicios contencioso.s 
por escrito , ni en otros que en los verbales de que se trata en el ar- 
tículo 3i. 

pe este grave abuso nace todavía otro inconveniente, á saber; la 
perplejidad de los tribunales sobre admitir ó no las apelaciones que 
xiilcrpongan las parles de los tales autos ejecutivos, porque las au- 
diencias son tribunales de apelación de las sentencias dadas por los 
jueces de pviincra instaiacía, y de los alcaldes como tale.s, nunca se 
apcía. Este abuso reclama un pronto remedio; el mas .sencillo en nues- 
tro concepto serla dar á las certificaciones de avenencia espedidas por 
el alcalde ó juez de paz, fuerza ejecutiva, pero que con ella se hubie- 
se de pedir la ejecución ante los jueces de primera Instancia. 

IVc-siablecido el capítulo 5. ° de la Constitución de 1812 , ha de 
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verse lo que en los artículos 382 y siguientes de la misma se previene 
.sobre conciliación: los insertaremos mas adelante; pero copiaremos des- 
de luego el decreto de 18 de mayo de 1821, restablecido en 3 o de agos»- 
to de i 836 , y posteriormente por otro de las Cortes de 27 de enero 
de 1837. * ^ 

«Las Corles, después de haber observado todas las formalidades 
prescritas por la Constitución , han decretado lo siguiente : 

1. ® En los pleitos civiles ó por injurias, en que sean demandados 
eclesiásticos ó militares, debe preceder el medio de conciliación pres- 
crito por la Constitución, del mismo modo que cuando se demanda á 
los demas ciudadanos. 

2. ® La conciliación en todos estos casos debe celebrarse con en- 
tero arreglo á lo dispuesto en el cap. 3 .^ de la ley de 9 de octubre 
de i8i2*ante ios alcaldes constitucionales de cada pueblo, que son los 
que por la misma Constitución se hallan encargados de ejercer el ofi- 
cio de conciliadores, lo cual es y debe entenderse sin perjuicio del fue- 
ro que competa al demandado, para que no se juzgue sino por su juez 
competente cuando no se concilíen las partes. 

3 . ” Para que se celebre el juicio de conciliación no debe pre- 
ceder petición por escrito; bastará que se solicite verbalmcntc para 
que el alcalde mande citar desde luego al demandado, evitando dila- 
ciones. 

Debe preceder la conciliación en las causas de divorcio co- 
mo meramente civiles; pero no es necesaria en los juicios verbales, ni 
tampoco en los de concurso á cap€;Ilanías colativas , ni en olr.as causas 
eclesiásticas de la misma clase en que no cabe previa avenencia de los 
interesados. En esta última clase se comprenden también las causas que 
interesan á la Hacienda pública, á los pósitos ó propios de los pueblos, 
3 los establecimientos públicos, á los menores, á los privados de la 
administración de sus bienes y á las herencias vacantes. 

úP No debe preceder el juicio de conciliación para hacer efec- 
tivo el pago de todo genero de contri luiciones e impuestos, asi na- 
cionales como municipales, ni para el de los créditos dimanantes del 
mismo origen. 

6.*^ Tampoco deberá preceder el juicio de conciliación para- 
intentar los interdictos sumarios y sumarísimos de posesión, el de de- 
nuncia de nueva obra, y para intentar un retracto ó promover la 
formación de inventarios y partición de herencia , ni para otros casos 
urgentes de igual naturaleza; pero si hubiese de proponerse después 
demanda formal que haya de causar juicio contencioso, precederá pre- 
cisamente el juicio de conciliación. 

jP En los juicios de concurso no es necesario el medio de la 
conciliación para que los acreedores puedan repetir .sus créditos; pero 
para pedir judicialmente cualquier ciudadano el pago de una deuda, 
aunque dimane de escritura pública, se intentara antes dicho juicio de 
conciliación, y no aviniéndose las partes, se procederá acto continuo 
al embargo de bienes para evitar todo perjuicio al -acreedor. 

8.® Lo que quedase resuelto y convenido entre las partes en 
el juicio de conciliación, se ejecutará sin escusa ni tergiversación algu- 
na por el mismo alcalde; y si gozare de fuero privilegiado la persona 
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contra quien <íeba procetlerse, lo verificará del mismo modo su jue® 
lec'itimo, en vista de la certificación que se le presentará de lo resuel- 
to y convenido en el juicio de conciliación. 

0.® Toda persona demandada á quien cite el alcalde para la con- 
ciliación , está obligada á concurrir ante el para este efecto si reside en 
el mismo pueblo. Si no lo liiciesc, se le citará segunda vez á costa soya, 
conminándole el alcalde con una multa de 20 á loo rs. vn., según las 
circunstancias del caso y de la persona; ysiannasi no obedeciese, dará 
el alcalde por terminado el acto; franqueará al dernamiante cerlifics- 
don de haberse intentado el medio de conciliación, y de no haber te- 
nido efecto por culpa del demandado; declarará á este incurso en la 
multa con que le conminó, y se la ecsigirá si no tuviese fuero privile- 
giado ; y en el caso de tenerle pasará certificación de la condena al jaez 
respectivo para que la ecsija desde luego remitiendo su importe al al- 
calde que la impuso. En las provincias de Ultramar la mulla será de 
un peso fuerte á lo menos, y no podrá esceder de cinco. 

10. linios juicios de conciliación podran concurrir las partes, 6' 
personalmente ó por medio de procurador autorizado con poder espe- 
cial al efecto; y las multas que se ecsíjan en los casos de que habla el 
artículo anterior, se destinarán por ahora esclusivamenle al alimento 
de los pobres presos de las cárceles. 

1 1. Cuando sean demandantes ó demandados el alcalde único 6 to- 
dos los de un pueblo, se celebrará la conciliación ante el regidor pri- 
mero en orden; y si lo fueren los alcaldes y el Ayunlamienlo en cuer- 
po, ejercerá las funciones de conciiiadur el alcalde del ano último; y 
si se tratase de un negocio de interés coman , se ocurrirá al del pueblo 
mas inmediato que no lo tuviere. 

la. IjOS alcaldes y demas personas que concurran al juicio de con- 
ciliación no llevarán por este acto derecho alguno; pero se ecsigiián 
dos rs. vn. á las partes para atender á los gastos indispímsables de pa- 
pel y formación de libros donde deben estenderse dlclio.s juicios. 

La audiencia de Puerto Rieo ha consultado si pueden intervenir 
legítimamente en los juicios verbales y de paz ó conciliación en calidad 
de hombres buenos los curas párrocos , después de haber resuello el 
propio tribunal por sí, que las demas person.as aforadas pueden legal- 
mente ejercer las funciones de tales hombres buenos. Y S. M. confor- 
mándose con el parecer del supremo Tribunal de Justicia, y no encon- 
tranflo en los cánones fundamento alguno para escluir á los clérigos de 
aquella intervención pacífica, que por otro lado es tan propia de sa 
ministerio, se ha servido resolver que no dehe privarse á los párrocos 
y demas clorigns , asi como tampoco á las otras personas que gozan de 
un fuerto especial, de la facultad de asistir como hombres buenos á 
los mencionados juicios. Madrid 3 1 de marzo de i 83 g.” [| 

SECCION^ II. 

Alcaldes y tenientes de alcalde eonio jueces ordinarios. 

Art. OI. Los alcaldes y los tenientes del alcalde son ademas jue- 
ces oidinaiios en sus re.speclivos pueblos para conocer á prevencioJi 
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con el juez IctraJo íe primera instancia , donde le hubiese, de las. 
demandas civiles cuya entidad no pase de diez duros en la Penióstí^ 
la é Islas adyacentes, y de treinta en Ultramar , y de los negocios cri- 
minales sobre injurias y faltas livianas que' no merezcan otra pen^ 
que alguna reprensión 6 corrección ligera, determinando unos y otras 
en juicio .verbal. 

Para este fin, en cualquiera de dichas demandas se asociará tam- 
bién el alcalde ó teniente de alcalde con dos hombres buenos nombra- 
dos uno por cada parte , y después de oir al demandante y al deman- 
dado , y el dictamen de los dos asociados , dará ante escribano la pro- 
videncia que sea justa; y de ella no habrá apelación ni otra formali- 
dad que asentarla , con ésprelion sucinta de los antecedentes, en un 
libro que deberá llevar para los juicios verbales , firmando el alcalde 
ó teniente de alcalde , los hombres buenos y el escribano. (Véanse los 
artículos 36 , 4 o y 8o.) 

II 'Difícil ha de"^ser á un pobre alcalde discernir cuáles sean las in- 
jurias y faltas livianas , cuando aun las puramente verbales pueden 
ser graves: debemos recordar aqui lo dicho sobre el art. 21. En la nota 
3.® á la ley 8 , tit, 3 , lib. 1 1 de lá Novis. Recop., que tiene grandísi- 
ma analogía con este artículo y el 4 o, se recuerda una Real drden dél 
18 de diciembre de 1798, por la que se prevenia que en los juzgados 
militares no se formasen procesos sobre intereses pecuniarios que no 
pasasen de 5 oo rs. .en España y de cien pesos en Indias, ni en lo cri- 
minal sobre palabras y hechos Iwianos^ y demas pantos que por su na- 
turaleza y circunstancias no merezcan otra pena que uná ligera ad- 
vertencia ó corrección económica. Ademas de la citada ley 8 puede 
verse, aunque sea por mera curiosidad, la 6, tit. 22, Partida 3 . Ob- 
sérvese que en la comparación de cantidades' de la Península con las 
de Ultramar, no se guarda la misma proporción en este artícabj-, eh 
el 4o, 66 y 67. |j 

Art. 32 . Conocerán también como jueces ordinarios los alcaldes y 
tenientes de alcalde de los pueblos en todas las diligencias judiciales 
sobre asuntos civiles, hasta que lleguen á ser contenciosas entre partes, 
en cuyo caso deberán remitirlas al juez letrado de primera instancia; 
y aun podrán, á solicitud de parte, conocer en aquellas diligencias que, 
aunque contenciosas, sean urgentísimas , y no den lugar á acudir al 
juez letrado , como la prevención de un inventario, la interposición dé 
un retracto , y otras de igual naturaleza ; remitiéndolas á dicho juez, 
evacuado quesea el objeto en aquella parle que la urgencia requiera. 

jj Este artículo confirma lo que habernos espuesto sobre el 2 4 '; 
los alcaldes no pueden en manera alguna conocer en lo contencioso: 
véa.se art. 45 . |[ 

Art. 33 . Los alcaldes y los tenientes de alcalde , en el caso dé co- 
meterse en sus pueblos algún delito, ó de encontrarse algún delin- 
cuente, podrán y deberán proceder de oficio 6á instancia dé parte, á 
formar las primeras diligencias del sumario, y arrestar á los reos, 
siempre que constare que lo son, ó que haya racional fundamento sd- 
llciente para considerarlos ó presumirlos tales. Pero deberán dar cuen- 
ta inmediata al respectivo juez letrado de primera inslanda , v le re- 
mitirán las diiigericias poniendo á su disposición los reos. 
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Este conocimiento , en los pueblos donde residan los jueces letra- 
dos, podrán y deberán tomarle á prevención con estos los alcaldes y 
tenientes de alcalde, hasta que , avisado el juez sin dilación , pueda 
continuar por sí los procedimientos. 

|[ En cuanto al arresto ó prisión, deberá tenerse presente lo dis- 
puesto en el decreto de la.s C(írt(;s de 1 1 de setiembre de 1820, que 
habernos copiado en el capítulo primero. Este artículo ha dado oca.si(ni á 
dudas y reclamaciones: se ha dudado si los jaeces de primera instancia 
pueden apcrcii>ir ó nmltar á los alcaldes por su negligencia en cum- 
plir lo que aquí se les previene; en una palabra, si llenen alguna su- 
perioridad sobre ellos cuando obran como jueces ordinarlo.s. Como las 
causas en último resaltado han de Ir á las audiencias, y dé la con- 
firmación ó revocación de estas pende la ebcacia ó validez de la de- 
mostración que haya hecho el juez inferior, no creemos de grande 
importancia esta duda; conviniendo siempre en que la formación de 
causa contra los alcaldes en casos semejantes se ha de arreglar á lo dis- 
puesto para las de los jueces de primera instancia en lo.s artícu- 
los JÍ 8 y 73. II 

Art. 3 .'¡,. Todas las diligencias que en las causas, asi civiles como 
criminales, se ofrezcan en los pueblos donde no residan otros jueces 
ordinarios que los alcaldes, serán cometidas esclusivamcnle á estos o á 
los tenientes de alcalde: salvo si por alguna particular circunstancia 
el tribunal o juez que conozca de la causa principal creyere mas con- 
veniente al mejor servicio cometerlas á otra persona de su confianza. 

j| Este artículo está tomado del 9 de otra ley de 1 1 de setiembre 
de 1820, renovada en 3 o de ago.sto de i 836 , que luego copiaremos. (| 
Art. 35 . En cuanto á lo gubernativo, económico y de policía de 
los pueblos, los alcaldes y los tenientes de alcalde ejercerán la auto- 
ridad y facultades que les seiialan d eia adelante les señalaren las le- 
yes y reglamento . 

CAPITULO IIÍ. 


Dtz los jueces letrados de primera instancia. 

An. 36 . Lo.s jueces letrados de primera Instancia son, cada uno 
en el partido ó distrito que le este' asignado, los únicos á quienes com- 
pete conocer en la instancia sobredicha de todas las causas civiles y cri- 
minales que en el ocurran correspondientes á la iVeal jurisdicción or- 
dinariaj inclusas las que basta ahora han sido casos de córte., y salvo 
lo di.spuesto en el art. 3 i : esceptuándosc so’ameole, á nías de los ne- 
gocios que pertenecen á las jurisdicciones eclesiástica, de Real hacienda 
y militar de guerra y marina, los que corresponden á los Estamentos 
de las Cortes, á los juzgados especiales de comercio d de minería , y 
á aquellos de cuyas apelaciones conoce la Real y suprema Junta pa- 
trimonial; las causas que en primera instancia se reservan por este 
reglamento al Tribunal supremo de España c Indias y á las audien- 
cias, y las que en lo sucesivo atribuyere la ley á jueces d tribunales 
especiales. (Ve'anse los arts. 3i, Lo y 58 .) 

z\rt. oj. Los negocios de fuero ordinario no comprendidos en las 
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cscepcíones del articulo anterior , qiie ac^alm^íe se hallaran pepi 4 íeí*r 
les en primera instancia en otros juzgados especiales, ó prIvaliyos, o «n 
tribunales <jue no deban ya conocer de eUos^ SU pa^a su eoa-+ 

tinuacjon en el estado que tengan al juez letradp del respectivo pan- 
tido b distrito ; á no ser que alguna disposicioa sol^eijana »^QSteripr á 
la eslincion de los Consejos dé Castilla y de Indias, autorice espresa- 
inenle á dichos juzgados 6 tribunales para que, continúen en el cono- 
cimiento hasta fallar ó terminar tales asuntos. 

Los juzgados especiales ó privativos que no tengan seruejante aur 
torizacion , ni sean de los csceptuados en el artículo" precedente, ce- 
sarán desde luego si subsistieren todavía. ^ 

II Por Reales órdenes de 5 de mayo de i835 , 12 4c marzo de 
i836 y otras, se resolvió que continuasen interinamente el Juzgado 
privativo de correos y caminos y su Junta, de apelaciones, esccplp pai- 
ra los casos puramente personales de sus empleados,, y en que se tra- 
tasen puntos de fuero personal ó privilegiado, que debia cesar entera- 
mente; siendo asimismo la voluntad de S. M. que la Dirección gene- 
ral de correos, en unión con la de caminos y canales, propusieran, un 
proyecto de ley ó reglamento de un tribunal contencipso, administra- 
tivo para todos los negocios de su privativa locumbencía , á fin de 
que este punto interesante quedase definitiva rtientp arregladp ; lo que 
fue confirmado por las Corles en 22 de octubre de i.SJj. 

En I.® de noviembre del mismo ano se espidió, la Real orden 
siguiente: 

«Conformándose S. M. con lo que le ha consultado el supremo 
Tribunal de Justicia, de acuerdo con sus fiscales, se ha servido resol- 
ver que continúe subsistente la jurisdicción privativa de maestrazgos 
y encomiendas, por lo locante á las cosas, debiendo cesar el fuero pri- 
vilegiado de las personas. Pero esta resolución , que comonioo hoy á 
todos los tribunales para su observancia, debe dnicamentc regir has- 
ta que haya tenido cumplimiento el artículo 64- de la Constituciop , ó 
hasta que por una ley se resuelva otra cosa.»» 

Y en 2 de setiembre de i84x se espidió igualme.nle esta. 

«He dado cuenta al Regente del reino de la consulta elevada por 
esc supremo Tribunal en 19 de enero lítlirao á la R.egencia provisional, 
sobre si después de lo resuello en Real orden de 29 de setiembre de 
i836, puede tener lugar el restablecimiento de la Junta suprema pa- 
trimonial de Apelaciones y del Juzgado de la Real casa, solicitado por 
la Mayordomía mayor en junio de i838, asi como también de log 
demas particulares que comprende la referida consulta, á que han da- 
do lugar la reclamación dirigida por don Jóse' Olaulor, representan- 
te del duque de Ciudad-Rodrigo, y las dudas propuestas por la audien- 
cias de Rarcelona respecto de semejante asunto. Enterado de toda S. X., 
teniendo presente que la ecsislencia de aquellos tribunales es incom- 
patible con la Constitución del Estado, y tan contraria al sistema po- 
lítico y judicial establecido en la misma, como en sus sólidos y lega- 
les razonamientos ha demostrado ese Supremo Tribunal, se ha servido 
resolver S. A., de conformidad con el parecer del miento, y de 
acuerdo con el dictamen del consejo de Ministros : 

i.° Que se guarde la resolución contenida en la citada árdea de 29 

TOMO V. 10 
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d« íetiembrc de i836; y que lejos de restablecerse los tribunales patri- 
moniales y déla Real casa, por el contrario cesen desde luego los que 
todavía ecsistan en cualquiera punto del reino, pasándose los negocios^ 
que en ellos pendan á los tribunales y juzgados á que corresponda con 
arreglo á U mencionada orden de ag de setiembre. 

a.® Que en su consecuencia ha cesado igualmente la jurisdicción 
privativa del Soto de Roma, á cuyo restablecimiento se dirigía la soli- 
citud de don vTose Olaulor, en representación del duque de Ciudad-Ro- 
drigo y de Wellíoglon, desestimándola según fue de dictamen ese tri- 
bunal en consulta de i6 de octubre de i83g. 

Que las dudas propuestas por la audiencia de Rarcelona en su 
esposicion de 8 de noviembre de i838, en cuanto á los tribunales pa- 
trimoniales ecsistenfes todavía en Cataluña, están comprendidas y re- 
sueltas en lo que va mandado bajo el número y que los negocios 
en que tenga interés el Real patrimonio lo representen los promotores 
fiscales en tos juzgados de primera instancia, y los fiscales en las au- 
diencias, á no ser que por el mismo patrimonio se nombre persona au- 
torizada legal y debidamente al efecto , en cuyo caso será esta recono- 
cida en los negocios en que se presente como tal >» 

Por la ley de i6 de mayo de i835 quedó abolida la jurisdicción es- 
pecial conocida con el nombre de mostrencos, y la Subdelegacion gene- 
ral de este ramo y sus dependencias. En el art. 20 se ordenó que los 
pleitos pendientes en la Subdelegacion general se pasasen inmediata- 
mente á la Real audiencia de Madrid par.i su continuación y fallo; y 
habiendo ocurrido algunas dudas, se espidió en 29 de enero de i84o la 
Real orden que sigue: 

"La audiencia territorial de esta córte elevó á S. M. por conducto 
dcl supremo Tribunal de Justicia una consulta reducida á si debia se- 
guir conociendo en los pleitos sobre denuncias de bienes mostrencos y 
vacantes que pendían en la Subdelegacion general del ramo, ó en sú- 
plica ante la Junta suprema de correos, y que pasaron á virtud dcl ar- 
tículo 25 de la ley de 9 de mayo de i835; ó si debía remitirlos á las 
respectivas audiencias en que están sitos los bienes litigiosos, para el 
curso que corresponda con arreglo á lo prevenido por punto general en 
el artículo 262, título 5.® de la Constitución de 1812 , vigente como 
ley es[>ecial. Y enterada S. M. , asi de lo espuesto por la audiencia de 
Madrid , como de lo manifestado en su vista por el supremo Tribunal 
de Justicia, con cuyo parecer se conform.i , se ha dignado declarar, 
mandando al propio tiempo que esta declaración se tenga como regla 
general, que no es opuesto al artículo 26a de la Constitución de 1812, 
cuya disposición solo debe aplicarse á los espedientes 6 litigios nuevos, 
que continúen y se sigan en la audiencia territorial de esta córte, los 
negocios que pasaron á la misma en virtud del artículo aS de la ley de 
9 de mayo de i835.» 

En 1.*^ de noviembre de 1887 esta otra: 

«Conformándose S.'M. con lo que le ha consultado el supremo 
Tribunal de Justicia, de acuerdo con los fiscales, se ha servido resolver 
que continúe subsistente la jurisdicción privativa de maestrazgos y en- 
comiendas, por lo tocante á las cosas, debiendo cesar el fuero privile- 
giado de las personas. Pero esta resolución, que comunico hoy á todos. 
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ios Iribunaies para sá observáncia , debe únicamente regir hasta que 
baya recibido cumplimiento el artículo 64 CíOnslitocion , o hasta 
que por una ley se resuelva otra cosa, [j / 

Art. 38. Sin embargo de ló prescrito en el artículo 36 , cuando 
ocurra algún delito de tales ramificacione.s, ó de tales circunstancias 
que no permitan seguir bien la causa sino en la capital de la provincia 
ó del reino, S. M. cometerá el conocimiento al juez letrado de primea- 
ra instancia que lé parezca mas á propósito; y esto mismo en igual 
caso, si no mediase real disposición, podrán hacer por si las audiencias 
á petición de su fiscal , cada una respecto á su territorio; pero dando 
inmediatamente cuenta de ello al Gobierno. (Véase el artículo 58.) 

II Después de publicada la Constitución de iSSy , ha sido ob- 
jeto de graves controversias en algunas audiencias , si rige ó no este 
artículo 38 del reglamento. El g de la Constitución dice: «INingun 
español podrá ser proce.sado ni sentenciado sino por el juez ó tribu- 
nal competente en virtud de leyes- anteriores ' al delito y en las for- 
ma que estas prescriban.» Este artículo va mas allá que el 247 de la 
Constitución de 181 a, que tan solo decidía la competencia del juez ó 
tribunal por las leyes anteriores al delito, pero no la forma de los pro- 
cedimientos, que en algunos casos podrá ser tanto ó mas interesante 
para la seguridad personal del acusado; es pues una notable mejora , y 
deseamos su completa y absoluta observancia. 

Han creído por lo tanto algunos que el artículo 38 del reglamento 
se roza con el constitucional, y que sabe á jaeces de comisión. No en- 
traremos á ecsaminar las razones en pro y en contra de esta opinión^ 
de la que ecsislcn ejemplares encontrados en ios tribunales; recorda- 
mos sí que en cierta causa en que fueron consultadas las audiencias de 
Madrid y Valladolid, por tratarse de juzgados de ambos territorios, la 
resolución del gobierno fue por la subsistencia dcl artículo del regla- 
mento;' pero el punto es grave, delicado y harto frecuente para no 
merecer una decisión general que uniforme la práctica de todas las 
audiencias, ¡j 

Art. 3g. La autoridad de los jueces letrados de primera instancia 
se limitará precisamente á lo contencioso, á la persecución y castigo 
de los delitos comunes, y á la parte de policía judicial que las leyes y 
reglamentos le atribuyan ; y nunca podrán mezclarse en lo guberna- 
tivo ó económico de los pueblos. (Véase el art. j.) 

|j Las visitas de las cárceles y el capítulo n de las Ordenanzas se- 
rán tal vez parte de esta policía judicial. El art. 63 de la Constitución 
de iSSy está mas lacónico y espreso: «Los tribunales y juzgados no 
pueden ejercer otras funciones que las de juzgar y hacer que se ejecute 
lo juzgado.» }| 

Art. 4o. Podrán estos jaeces en el pueblo de su residencia conocer 
en juicio verbal , á prevención con los alcaldes y los tenientes de alcal- 
de, de las demandas civiles y negocios criminales sobre injurias y fal- 
tas livianas comprendidas en el art. 3i ; y solo.á los jueces letrados 
competerá, respecto á todo su partido ó distrito , conocer en igual juicio 
de aquellas demandas civiles que, pasando de las cantidades espresadas 
en dicho artículo, no escedan de 26 duros en la Península é islas ad- 
yacentes, y de 100 en Ultramar. Para todos estos juicios verbalés los 
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ueces letratlos observarán respectivamente las mismas furmaliJatles 
que prescribe á los alcaldes y tenientes de alcalde el citado artículo 3i. 
(V’^ease lo espuesto sobre el art. 3 1 , y los citados en el mismo.) 

Art. líts demandas civiles que pasando de la cantidad espre- 

sada en el precedente artículo, no escedan en la Península e' islas ad- 
yacentes de los 4o,ooo mrs, que fija la ley ii , lit. 20 , lib. 1 1 de la 
ÍNovis. Recop., y del cuadruplo en Ijitramar, conocerán los jueces de 
primera instancia por juicio escrito conforme á derecho; simplificando 
y abreviando los trámites cuanto lo permitan las leyes y el esclareci- 
miento de la verdad, sin que contra la sentencia qne dieren haya lu^ar 
a otro recurso que, ó el de apelación para ante el /lyuntamienlo de la 
capital del partido judicial respectivo, con arreglo al benéfico (íspírilu 
de la citada ley, ó el de nulidad para ante la Real audiencia del terri- 
torio, cuando el juez hubiere dado su fallo contra alguna ley clara y ter- 
minante, ó violado tm algún trámite esencial las leyes que arreglan el 
procedimiento: siempre que en este último caso la violación haya sido 
formal y espresameute reclamada en valde antes de la sentencia, si hu- 
biere podido serlo. 

Art. 42 . En el caso de interponerse alguno de estos recursos, se 
observarán las reglas siguientes: 

1. '^ Ij 3 parte agraviada deberá Interponer uno ú otro ante el mis- 
mo juez que hubiere dado la sentencia, y dentro del preciso termino de 
los cinco días siguientes al de su notificación; so pena de que, pasado 
sin hacerlo, quedará firme y ejecutoriada la sentencia. 

2 . " Si se interpusiere apelación por ante el Ayuntamiento sobre- 
dicho , la admitirá el juez sin otra circunstancia, y le pa.sará ios au- 
tos originales , haciendo citar y emplazar antes á las parles para que 
dentro de tercero día acudan á usar de su derecho ante aquella cor- 
poración. 

3. ^^ Dentro del preciso tc'rmino de ocho dias de habérsele pasado 
los autos, el Ayuntamiento pleno, asistido de algún asesor letrado, se 
instruirá bien de lo que de ellos resulte ; y oyendo de palabra cuanto 
las partes tuvieren que esponer ó intentaren probar con nuevos testi- 
gos que presenten en el acto, pero sin admitirles ningún escrito, ni 
dar lugar á mas trámites, pronunciará ex <xquo et bono la sentencia que 
le parezca mas justa; la cual sin ulterior recurso alguno causará ejecu- 
toria, y será llevada á puro y debido efecto por el juez, devolviéndosele 
los autos para ello. 

4- “ Si se interpusiere recurso de nulidad, deberá el juez admitirlo 
sin otra circunstancia, á menos que no fuere improcedente, con arre- 
glo á lo prescrito en el final del artículo anterior; y admitido, remitirá 
á la audiencia los autos originales á costa del que hubiere interpuesto 
el recurso, citándose y emplazándose antes á las partes para que acu- 
dan á ella á usar de su derecho. Pero si alguna pidiere antes de la re- 
misión que quede le.stimonlo de dichos autos, lo dispondrá asi el juez 
á costa, de la|misma. 

5- ^ La interposición del recurso de nulidad no impedirá que se 
lleve á efecto la sentencia del juez, siempre que la parte que la hubiere 
obtenido preste fianz.a correspondiente de estar á las resultas si se re- 
pusiere el proceso ó la sentencia. 
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il Fstos dos drtículos sOn hoy dia enteramente intítiíes, y deheo ser 
re4Sato;^r lá ley d* .o ¿ enero de rSS? »bre ^anc.ac.o. 
de los pleitos de menor eaanlía, que a conunoaeion copiamos. , 

••lL Cdr.es, en oso de sos facollades, han decretado prorraonol- 
mente para la suslanciacion de los pleitos de menor cuantía , lo que 

^Ariículo I,® Los pleitos en que el valor de la cosa litigiosa , esce- 
diendo de 2 5 duros, íio pase de 100, se denominarán de menor ctlantíap 
y se sustanciarán por los trámites y bajo las reglas que se prescrihc» 
en esta ley. 

Art. 2.0 Empezarán por un eserito breve en que se proponga la ac- 
ción ó demanda con la claridad y los demas requisitos que ecsigen las leyes. 

Art. 3 P Del escrito de demanda se conferirá traslado al demanda- 
do por el término de nueve dias, dentro de los cuales deberá presen- 
tarse Ja contestación; y pasados, el escribano hará recoger las autos con 
escrito ó sin él , sin que se necesite para ello petición de la parte ni 
mandato del juez. 

Art. 4.° Si el demandado formare algún artículo de no contestar 
ó de previo prbnilncia miento, no dejará por eso de contestar subsidia- 
riainenté sobre lo principal. 

Art. 5 .° Recogido el pleito como se dispone en el artículo 3 .® , se 
proveerá auto señalando el dia en que las partes han de hacer su res- 
pectiva prueba. El dia que se señale ha de ser posterior al quinto , y 
anterior al duodécimo, siguientes al de la fecha de dicho auto. 

Art. 6.^^ En el intermedio desde esta providencia hasta el dia de la 
prueba se manifestarán los autos en la escribanía á las partes ó sus de- 
fensores, si lo apetecieren; la actora para enterarse de la contestación 
á la demanda, y ambas para preparar sus probanzas con el debido co- 
nocimiénio. Por esta manifestación de los autos no devengará dere- 
chos algunos el escribano. 

Art. 7.® El dia señalado para la prueba producirán el demandan- 
te y el demandado la que les convenga, instrumental, testifical por ju- 
ramento deferido ó referido, tí por posiciones. La propondrán verbal- 
mente, y del mismo modo las posiciones y las preguntas que havan de 
hacerse á los testigos. '' 

Art. 8.® Todo lo relativo á las pruebas se espresará, breve pero 
claramente, en una diligencia que se estenderá en el acto, y que fír- 
marán el juez, el escribano, las parles, sus defensores si hubiesen asis- 
tido, y los testigos que supieren escribir. 

Art. g. Si por cualquier causa no -se pudieren concluir ambas 
pruebas en el mismo dia , se continuarán en los dos siguientes; y si 
dentro de los tres se señalare y ofreciere presentar algu^n testigo que 
esté ausente, se podrá prorogar el término probatorio por otros ocho 
dias, pero para el solo efecto de ecsaminar el testigo tí testigos seña- 
lados. También podrán ser ecsaminádos antes del término de prueba 
los testigos que estén para ausentarse. 

Art. lo. Los interesados que litigan y sus defensores presencia- 
ran SI Ies conviniere, todos los actos de la prueba, asi de la suya como 

de la contraria, y podrán hacer á los testigos todas las preguntas que 
sean concermenles al asunto. r » que 
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Art. II. Dentro de los primeros cuatro días después de coneÍQído 
el termino de prueba pronunciará el juez la sentencia, en la que de- 
cidirá lo que corresponda sobre algún artículo, si se hubiese formado' 
y sobre lo principa!; pero si el artículo es de los que permiten la acción 
ó impiden el progreso ad ulteriora^ decidiéndose que tiene lugar, no se 
fallará sobre lo principal. 

Art. 12. Cuando el artículo se funde en que el pleito no es de 
cuantía señalada en esta ley , si se declara asi porque el valor de la 
cosa litigiosa no pasa de 2 5 duros, el juez decidirá también sobre lo prin- 
cipal; pero si es porque esceda de 100 duros, se repondrá el pleito al 
estado de la contestación de la demanda , y se proseguirá por los trá- 
mites señalados para los pleitos de mayor cuantía. En ambos casos pa- 
gará el actor, en el primero todas las costas, y en el segando las cau- 
sadas desde dicha contestación. 

Art. i 3 . La sentencia no apelada se tiene por consentida y pasada 
en autoridad de cosa juzgada por ministerio déla ley y sin necesidad de 
declaración judicial. Transcurrido el término de la apelación , el juez 
ejecutará la sentencia. 

Art, i 4 - Sise interpusiese apelación dentro de los cinco dias seña- 
lados por la ley , el juez la admitirá lisa y llanamente y sin dar 
traslado, mandando que se cite á las partes para que dentro de quince 
dias acndan por sí -ó por medio de procuradora la audiencia territo- 
rial , á la que se remitirán los autos á costa del apelante. 

Art. i 5 . Llegados los autos á la audiencia , hecho el reparti- 
miento inmediatamente que haya transcurrido el término de la cita- 
ción ó emplazamiento , se dará cuenta á la sala á que corresponda ; y 
ésta mandará pasar los autos al relator , señalando desde luego el día 
de la vista , que ha de ser uno de los seis primeros siguientes. 

Art 16. El día señalado dará cuenta el relator sin formar estrac- 
to ni apuntamiento, pero leyendo á la letra lo que sea necesario, es- 
pecialmente en las diligencias de prueba. No asi.stirán ahogados ; mas 
se permitirá que hablen las partes d sus procuradores sobre los hechos. 

Art. 17. Los pleitos de menor cuantía pueden verse y determir 
narse en segunda instancia por tres m.agistrados , de los cuales hacen 
sentencia dos votos conformes. 

Art. 18. Si la sentencia de vista confirma en todas sus partes la 
del juez de primera instancia, causa ejecutoria. Si la revoca por los 
votos conformes de todos los magistrados que vean el pleito, también 
causa ejecutoria. En la misma sentencia se espresará si es por unani- 
midad ó por mayoría absoluta lo que se falle 6 resuelva. 

Art. 19. Cuando la sentencia de vista no canse ejecutoria, podrá 
suplicar de ella la parte que se crea agraviada; y adinilida la súplica 
sin dar traslado , se señalará dia para la revista dentro de los seis pri- 
meros siguientes. 

Art. 20. La revista se verificará por dos magistrados diversos y 
en los mismos términos que quedan prevenidos para la vista. Estos 
magistrados se reunirán con los que vieron antes el pleito , votarán 
unos y otros , y lo que resulte acordado por la mayoría hará senten- 
cia y causará ejecutoria. 

Art. 21. Ni el relator, ni el escribano de cámara , ni otros subal- 



ternos percibirán sus 
!» audiencia. Después 
sus procuradores se loí 
e.sto , el escribano de 

autos al tasador para que regule los derechos. _ , ^ , 

Art 22 Fenecido el pleito en la audiencia , el escribano de cá 
jnara , también sin mandato del tribunal , devolverá los autos al juz- 
gado inferior con una certificación á la letra de la sentencia o senten- 
cias de la audiencia , y de la tasación de costas, si la hubiere. 

Art. 23 . En virtud de e.sta certificación llevará el juez de prime- 
ra instancia á puro y debido efecto la sentencia que baya causado eje- 
cutoria, y ecsigirá de quien corresponda las costas comprendida.s en la 
tasación, cuyo importe se remitirá á la escribanía de cámara para su 
distribución scnlre Jos interesados. 

Art. 24. En la ejecución de la sentencia y en la ecsaccion de las 
costas procederá ^1 juez de plano, sin permitir gastos y dilaciones 
que puedan csciisarse. Para ello, si requerido el deudor no pagare 
dentro de dos dias , se embargarán y venderán en almoneda pública 
bienes su£!c¡ent«i los muebles á los tres días, y los raices á los nueve, 
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derechos mientras esté pendiente el pleito en 
de ejecutoriado podrán recibirlos si las partes o 
! pagan voluntariamente. Cuando no se verifique 
cámara , sin mandato del tribunal , pasará los 


pregonándolos de tres en tres. 

Art. 25 . En toda la sustanciacion de los pleitos de menor cuantía 
no se admitirán mas escritos que el de demanda y contestación. Sia 
embargo, la apelación y la súplica se pueden interponer por escrito d in 
t>occ. En el último caso se anotará por diligencia formal, y lo mismo 
se hará con otras peticiones verbales o rcquirimicntos que hagan las 
partes. 

Art. 26, Los escribanos notificarán todas las providencias en el 
dia de la fecha de estas , d á mas tardar en el siguiente. 

Art. 37. Todos los términos señalados en esta ley son perentorios 
« improrogables ; pero no se contarán en «líos los dias festivos en que 
vacan los tribunales. 

Art. 28. Los jueces de primera instancia y las audiencias cuida-^ 
rán muy particularmente, y bajo su responsabilidad, de que se cum- 
pla lo establecido en la ley, y de que no se contravenga á ella por nin- 
gún motivo ni pretesto. 


II Se ha dudado si en los pleitos que e.sta ley señala como de me- 
nor cuantía habrá lugar á la via ejecutiva: nosotros entendemos que 

sí , porque es mas rápida , y por lo mismo mas conforme al espíritu y 
objeto de la propia ley. ' 

También creemos que en los pleitos que pasen de 2000 rs. y no 
escedan de 5 ooo tienen todavía lugar los artículos 67 y 69 del Rc^ 
glamenlo. 

Sóbrelos artículos 17 y 18 habernos presenciado ejemplares que 
nos han chocado , como son sentencias de vista con asistencia de cua- 
tro y cinco magistrados, en cuyo caso para hacer sentencia era de ne 
cesidad que concurriesen tres votos de los cuatro ó cinco ■ y sin em 
bargo , por no haber conformidad de todos, se admitió la súplica 

Creemos (y nadie .se ofenda de esto) que dar tal inteligencia i 
lo-s artículos citados es un absurdo manifiesto y abiertamemrcL 
tra el espíritu , y tal vez contra la letra de la ley.^ ^ 
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Si la scnlcncla 8e vista, sea que confirme ó revoque la del infe- 
rior, causa ejecutoria en los pleitos cuya cuantía no pasa de 25 o du- 
ros en la Península, ¿cómo no ha de causarla ei^, los que no pasen de 
lOO? K 1 art. i8 de la ley se rcílere al 17 , en que se establece la sin- 
gularidad deque, vista una causa de menor cuanlía por tres magistrados, 
dos votos conformes hacen sentencia. Pero cuando se ve por cuatro ó 
cinco, enmono puede haber sentencia sin tres voío.s conformes , ni 
es necesaria la espresion de unanimidad ó mavoría, ni calie súplica, 
por la concluyente razón que llevamos espuesla. 

En la Peal orden de 3 o de enero de se declaro que la ley 

relativa á los pleitos de menor cuantía no es aplicable a los juicios 
eclesiásticos, j] 

Art. 43. De las demandas civiles de mayor cuantía pertenecicnte.s 
al fuero ordinario conocerán los jueces de primera instauda con ape- 
laciones á la audiencia respectiva. |¡ Aquí se entiende por mayoi- cuan- 
lía la que pasaba de 4°, 000 mrs.; en los arts. 67 y hablaremos de 
Otra mayor cuantía. |j 

Art. 44 - correspondiendo ya á las audiemeias en primera ins- 
tancia los recursos de que algunas han conocido hasta ahora con el 
nombre de auto ordinario y firmas, toda persona que en cualquier pro- 
vincia de la Monarquía fuese despojada ó perturbada en la posesión de 
alguna cosa profana ó espiritual, sea lego, eclesiástico ü militar el iles- 
pojanle ó perturbador, podrá acudir al juez de primera instancia del 
partido ó distrito para que la restituya y ampare; y diclio juez cono- 
cerá de estos recursos por medio del juicio sumar/simo que correspon- 
da, y aun j)or el plenario de posesión .si las partes lo promovieren con 
las apelaciones á la Audiencia rc.spectlva ; reservándose el juicio de 
propiedad á los jaeces competentes, siempre que se trate de cosa ó de 
persona que goce de fuero privilegiado. 

1 ¡ Tenganse presentes estas dos Reales órdenes. 

«Para evitar que las providencias gubernativas dictadas por los 
Ayuntamientos y Diputaciones provinciales dentro del limite de sus 
facultades puedan anularse recurriendo á la autoridad judicial para 
pedir amparo en la posesión ó reslilucion por el que se diga despoja- 
do; y á fm de que no se reproduzcan cone.sle motivo los graves y per- 
judiciales ‘conflictos que mas de una vez han tenido lugar entro las 
autoridades judiciales y Jas administrativas, oido el supremo Trihunal 
de Justicia , y conformándose con su parecer, se ha servido S. M. de- 
clarar por punto general , que las disposiciones y providencias que 
dicten los Ayuntamientos, y en su caso las Diputaciones provinciales, 
en los negocios que pertenecen á sus atiibuciones según las leyes, for- 
man estado, y deben llevarse á efecto sin que los trihtinales admitan 
contra ellos los interdictos posesorios de manutención ó restitución; 
aunque deberán administrar justicia á las parles cuando entablen las 
otras acciones que legalmenle les competan. Madrid 8 de mayo de 1 83 q » 
«De acuerdo con lo manifestado [lor V. J 3 . en 21 del corriente, 
y de conformidad con lo que tiene consultado el Tribunal supremo de 
Justicia acerca del modo de conocer de los negocios en que cstiín in- 
teresados los arbitrios y derechos del ramo de amortización , se ha ser- 
vido S. M. resolver que se guarden las deposiciones siguicnles; 



■ . . I 


DE JUSTICIA. ■ . 

, « Pertencdenao al Estada las rentas y arbitrios de aittortiza^ ^ 
don , se continaará procediendo en los apremios y eiecüciones contra 
los deadores de este ramo en los mismos términos y segaA el sistenia 
ntiiforme qae se haya establecido para la recaadacion de contribacio- 
nes y débitos á favor de la Hacienda pública , de crfyos derechos y pri- 
vilegios goza plenamente aquel ramo. ^ ■ . # . i 

2 . *^ Los jueces ordinarios de primera instancia de)aran espedita !a 
autoridad y jurisdicción de los intendentes y subdelegados de la Ha- 
cienda pública en los negocios del ramo de amorlkacion, absteniéndo- 
se de embarazarlas con competencias voluntarias é infundadas , Kajo 
su responsabilidad, que se hará efectiva con arreglo á las leyes. 

3 . ® Los pleitos en que era interesada alguna de las comunidades 
religiosas suprimidas, y en que estaba contestada la demanda al Tiem- 
po de la supresión , se continuarán en los juzgados Ordinarios en que 
se habían radicado; y los otros en que no se hubiese verificado la 
contestación á la época indicada , se pasarán para su continuación á 
los juzgados de la Hacienda pública. 

4 . ® Los espedientes sobre la subasta y venta de bienes nacionales 
soO puramente gubernativos mientras que los compradores no este'n 
en plena y efectiva posesión, y terminadas las mismas subastas y venta 
con todas sus incidencias. Hasta entonces no están los compra- 
dores en el ejercicio del pleno dominio, ni entran los bienes en la cla- 
se de particulares. HasU entonces, de consiguiente, no admitirán los 
jaeces ordinarios de primera instancia recursos ni demandas relativas 
á dichos bienes y á las obligaciones, servidumbres ó derechos á que 
puedan estar sujetos. 

5. ^ Los negocios contenciosos del ramo de amortización , dél mis- 
mo modo que los demas de la Hacienda pública, se despacharán en io- 
dos los tribunales de oficio y en papel del sello de oficio ; siendo sus 
representantes, asi cuando demanden como cuando sean demandados, 
los abogados fiscales en los juzgados de primera instancia de la misma 
Hacienda, los promotores fiscales en los tribunales ordinarios de la 
propia instancia, y los fiscales en los tribunales superiores y en el su- 
premo. 

6. ^ Cesarán por consecuencia en su encargo y en el pércibo de 
obvenciones, derechos b asignaciones los agentes, procuradores y abo- 
gados particulares, en los que no se reconocerá representación ni per- 
sonalidad legítima , debiendo entenderse directamente, por cácrito y 
de palabra, los empleados públicos a quienes corresponda con los res- 
pectivos funcionarios del ministerio fiscal para comunicarles las noti- 
cias é instrucciones convenientes , y para promover y activar él cÚrso 
de los negocios. Madrid aS de noviembre de iSSg.” j{ 

Art. 45 . Conocerán también los jueces letrados de primera instan- 
cia, á prevención con los alcaldes y tenientes de alcalde, respecto al 
pueblo donde aquellos residan , de todas las diligencias judiciales es- 
presadas en la primera parte del artículo 3a, aunque no sean conten' 


ciosas. 


* í^'"' i®' ““mismo de las cansas cÍTites y de tas írimi- 

toles sobre dchlos comunes <[ne ocurran cotura los alcaldes v lenien 

TOMO y. ^ « 0/r.zean de^a X 
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ma^^rlasc contra el jnex Ictrailo se empe/.arán y seguirán ante cualquie- 
ra otro íie los del mismo pucMo, si en él huinere dos d mas jueces, ó 
en su defecto anle el jae¿ de partido cuya capital esté mas inmediata. 

[| Véasela segunda atribución del artículo 58 y el 78. Habemos;di- 
cUo en el artículo 33 que la formación de causa contra los alcaldes y 
sus tenientes, cuando han delinquido como jueces ordinarios, correspon- 
de á las audiencias ; pero aquellos tienen ademas otro concepto , fy tal 
vez sea el principal , á saber, el de agentes de la autoridad político- 
administrativa. Si llegan á delinquir bajo este segundo concepto , el 
delito no será de los comunes; y cuando su represión ó castigo esceda 
las facultades de la autoridad superior cuyos agentes son, no cabe du- 
da de que su conocimiento corresponderá á los jueces letrados de pri- 
mera instancia , lo inlsmo que en los delitos comunes. [| 

Art. .47. Fuera de los casos escepluados en el artículo 21, los jue- 
ces letrados de primera instancia no admitirán demanda alguna ci- 
vil, ni ejecutiva, ni criminal sobre injurias de las mencionadas en el 
mismo, sin que acompañe á ella una certificación del juez de paz res- 
pectivo que acredite haberse intentado ante él el medio de la conci- 
liación , y que no .se avinieron las partes, ni eesortadas, se conforma- 
ron en comprometer .sus diferencias. j| Véase lo que habernos espuesto 
sobre el articulo 21; y ahora añadimos que el juez podrá y aun difoerá 
repeler de oficio la demanda que no vaya acompañada de este requi- 
sito. II 

Art, 4 - 8 . En los negocios civiles en que el juicio deha ser por es- 
crito se arreglarán puntualmente al orden de proceder establecido 
por las leyes del reino, teniendo muy presente lo prescrito en el arti- 
culo 4- de este reglamento, y para ello observarán y harán obser- 
var, cualesquiera que sean las práctic.as, o mas bien corruptelas intro- 
ducidas en contrario, las reglas siguientes: (Véanselos artículos 4 - y 65 .) 

Oue no admitan demanda que no tenga todos los requisitos 
prevenidos por las leyes i y tit. 3 , lib. 1 1 de la Novis. Recop. ; y 
que si no se presentasen con ella todas Ia.s escrituras con que el actor 
ioleote probarlas, no le .sean admitidas después como no se presenten 
con ei juramento que dlcba ley 1 ecsige, (Véase el art. 67.) 

II Deploramos que las leyes aquí citadas, y particnlarmente la pri- 
rnera, no eslen en observancia aun después del reglamento; pues no se 
presenta una sola demanda con lo.s requisitos que ella ecsige. En cuan- 
to á ia presentación de nuevas escrituras con juramento, ha venido es- 
te á ser una mera formula; pero creemos que si apareciere maliciosa, 
no deben .ser adniilidas según la ley 6, tit. 21, libro ri de la Noví- 
sima Recopilación. |) 

2.® Que .sean precisos y perentorios, como corresponde, los tér- 
minos que las leyes recopiladas señalan para el emplazamiento del de— 
m.indado en los juicios ordinarios para la contestación á la demanda, 
oposición y prueba de las cscepciones y reconvenciones y escritos de 
réplica y duplica; y que el juez, bajo su mas estrecha responsabilidad, 
no pueda nunca prorogar estos términos sino por causa justa y verda- 
dera que se esponga , y por el tiempo ahsohif ámente necesario, con 
tal que la próroga no esceda en ningún caso del término señalado por 
la ley; debiendo bastar siempre el que se acuse una sola rebeldía, cuui- 
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piído Oué'sea el término resper liyo , para que, sin necesidad de ^pe- 
cial providencia, se dcspaclie, el apremio y se recojan^ loSj autos p, 
de darles su debido curso. (Véase articulo 5 a ) : . 

jj í^uisie'ranios mas claridad y distinción en esta segunda re- 
gla í prorogar dentro del término mársimo de la Icj solo puede 
tener lugar por lo tocante a! de prueba, no en los otros térmi- 
nos; y aqui se confunden lodos. El término legal para la réplica y 
duplica es de seis días ; si un procurador pide mas tiempo, ¿no podra 
el juez concederlo, que es tanto y mas que prorogar fuera del legal? 
Y si el procurador apela de la denegación de puevo lérntiiio , ¿ no 
le será admitida la apelación? (Ve'ase al scfior conde de la Cañada, 
parte i, capítulo 7, números 26 y sigrilentes, en su Tratado del juicio 
civil ordinario.) Aun por lo que liace a la acusación de una sola, re- 
beldía, para el efecto de despacharse el apremio y recogerse los autos, 
según estaba ya ordenado de antiguo por nuestras leyes, vemos con 
dolor que no está en puntual observancia; apenas hay proceso que no 
presente ejemplares de lo contrario. 1| 

3 .^ Que no se admitan otros artículos de prévio y especial pro- 
nunciamiento que los que las leyes autorizan, y solo en el tiempo y 
en la forma que ellas prescriben. 

II ¿Dónde están las leyes que precisen y determinen estos artículos? || 
4-^ Q'i^ tampoco se admita nunca prueba de cosa que probada no 
aproveche en el pleito ; ni para las probanzas se conceda mas término 
que el suficiente dentro del máesirno .señalado por la ley, el cual los 
jueces , bajo igual responsabilidad , no puedan suspender nunca sitio 
por causa de manifiesta necesidad que se e.sprese en el proceso. 

]| Aunque se abra la causa á prueba por el término suficiente en 
concepto del juez, se proroga siempre hasta el mácsimo de la ley á 
simple petición de una de las partes; porque, ¿qué se adelantaría cou 
no hacerlo? La parle apelarla y no podría menos de serle admitida la 
apelación , con lo que vendría á consumirse mucho rúas tiempo que 
el de la próroga denegada : en cuanto á la suspensión , pidiéndose de 
conformidad de las partes, habría de concedérseles, jj 

5 / Que se cuide mucho de que los escritos y alegatos de las par- 
Jc.s sean cuales ordena la ley tit. i 4 , Síb- n dc‘ la Novis. Recop.; 
y que no se admita mayor mímeio de ellos que el que permiten la.s 
leyes de dicho Lódigo. { Véase art, 65 : en los tribunales superiores 
rara vez se leen los escritos.) 

6.“* Que los jaeces den y pronuncien sus sentencias interlocutorias 
ó definitivas dentro del preciso téniniiio que respectivamente está se- 
ñalado por la ley 1."^ , tit. 16 , lib. ii, del inisiim Código; y no ejecu- 
tándolo asi, se hagan efectivas irremisiblemente las penas que ella 
pre.scribe. (Véase la regla i 3 del artículo 5 i y el 80.) 

II El término señalado por la ley es de 6 días para la sentencia 
interlocutoria y de 20 para definitiva; pero añade que sea á . pedimen- 
to de parte, sobre lo que hablaremos en su oportuno lugar, asi como 
sobre si la sentencia dada fuera de estos términos e§ nula , sggdii , que 
equivocadamente, al menos en nuestro concepto, pretenden algunos. j¡ 
Art. , 49 * En los juicios sumarísiffios de posesión será siempre eje- 
cutiva la sentencia del juez de primera instaoQiá ] sin emba.rg<^, de 
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apdacion, la cual no se admitirá sino solo en el efecto devoluliro: c 
interpuesta y admitida , hará el Juez que á elección del apelante , ó se 
remitan los^^autos á la audiencia en compulsa á costa de este, ó se 
aauardc^para remitirlos á que sea plenamente ejecutada dicha senten- 
cia ; citándose siempre y emplazándose previanierite á los interesados 
para que acudan á usar de su derecho ante el tribunal superior. (Véa- 
se el art. G6.) 

[J PLsto mismo habrá de practicarse siempre que la apelación 
no sea admisible sino eii un solo efecto, como se ve' por el ar- 
ticulo siguiente ; pero entendemos que cuando retenida certifica- 
ción de la sentencia y de al{i;una otra libera parle de los autos, baste 
para la ejecución , no habrá de gravar.se á la parte apelante con los 
gastos de compulsa de todos cllo.s, sino que han de remitirse origina- 
les sin aguardarse á la ejecución. || 

Art. So. En los demas casos en que conforme á la ley sea admisi- 
ble en ambos efectos la apelación, el juez admitirá lisa y llanamente 
la que se interpusiere, y desde luego remitirá á la audiencia los autos 
originales á costa del apelante, con la previa citación y emplazamien- 
to sobredichos , sin que se puedan ecsigir derechos algunos con el 
nombre de compulsa. 

II No señalando el juez termino b plazo para presentarse, parece 
que deben quedar los i 5 dias para aquende de los puertos, y los l^.o pa- 
ra allende, señalados en las leyes 3 y 4 ? tit. 20, lib. 11 de la Novis. 
Recop. Pero observamos que suelen librarse nuevos despachos por los 
Iribunalcs superiores para hacer saber la venida de los autos á la par- 
le que no se presenta , con lo que á nuestro entender se frustra la sa- 
bia disposición de este artículo. || 

Art. 5 i. En las causas criminales observarán muy cuidadosamen- 
te , adema.s de lo que respecto á ellas ordenan lasleyesy el capitulo i.‘* 
de este reglamento, las disposiciones que siguen: 

i.^ Procurarán ante todas cosas y con la mayor eficacia pre.star 
á las personas perjudicadas ó amenazadas por el delito los socorros, 
remedios ó protección que puedan y legalmcntc deban darle.s: asegu- 
raren los casos de alguna gravedad las personas de los que aparezcan 
reos, 6 que por algún fundamento racional suficiente se presuma ó sos- 
peche que lo son: asegurar asimi-sino los efectos en que consista el de- 
lito, y cualesquiera otros comprobantes de e'í, cuando los baya; y tomar 
tofb^s las demas disposiciones que cl celo y la prudencia sugieran para 
conseguir el descubrimiento de la vcrdarl. 

ll.Veanse los artículos 5 y 33 , y cl decreto de Córte.? de 1 1 de 
.setiembre de 1820 , que alli insertamos. Los efectos en que eomsisle 
el delito, y la ecsistencia ó cuerpo del mismo son tenidos comunmente 
por una misma cosa. || 

a.** Procederán inmediatamente, sin perjuicio de lo sobredicho, á 
comprobar la ecsistencia ó r,l cuerpo del delito , cuando este sea de los 
que dejan señales materiales de su perpetración , y hacer la corre.spon- 
dlenie información sumaria de testigos en solo lo que b.iste para acre- 
ditar leg.alinente la verdad de lo.s^hecbos. 

II Es nol.able que no se ordene el embargo de Ijienes. (V éase el ar- 
ticulo 2g4 de lá Constitución de 1812. ¡j 
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3 » Omilirán la evacuación de aquellas^ qías, y la 
aquella.s diligencias quesean sopeVfluas o inútiles. No prolongara^ 
sumario luego que la verdad resulte biep comprobada; y nunca ev^-*- 
cuaráo las citas que se hagan en la confesión , las- cuales deben quedii’r 
para que el tratado como reo pruebe después lo que le convenga. 
(Vease la ley lo, tít. 3 a» lib. 12 de la No vis. Hecop.) . 

4 -* En. cualquier estado en que aparezca inocenlc el procesado^ 
no solo se ejecutará lo prescrito en el art. 1 1 , sino también se spbre,— 
seerá desde luego respecto á él , declarando que el procedimiento no )e 
pare ningún perjuicio en su reputación. Sobreseerá asimismo el juez» 
si, terminado el suministro, viere que no hay mérito para pasar mas 
adelante, ó que el procesado no resulta acreedor sino á alguna pena 
leve que no pase de reprensión, arresto ó multa, en cuyo caso la apli- 
cará al proveer el sobreseimiento. El auto en que mande sobreseer 
se consultará siempre á la Audiencia dcl territorio, sin perjuicio de la 
soltara del procesado en los casos de dicho artículo ii. (V^c'ansc este y 
los 58 y 71.) 

II Ea palabra siempre de que se usa en el artículo da á en- 
tender que ha de consultarse también el sobreseimiento , aun- 
cuando el procesado aparezca inocente; pero cuando son dos ó 
mas los procesados, no se consultan los sobreseimientos sino al 
mismo tiempo que la sentencia dc6nitiva, porque lo contrario se- 
ria muy embarazoso, ó imposible de hacerse sin entorpecer !a mar- 
cha de la causa principal. No es fácil señalar la diferencia entre ha 
prisión y arresto, rii aun déla prisión c) presidio redimible en dinero de 
la misma mulla. ¿ Y no podrá ocurrir qjac la cantidad de la redención 
sea menor qqe una multa inapuesla como pena única y principal? ¿No 
seria mejor determinar los dias á que pudiera estenderse el arresto, 6 
la cantidad que pudiera imponerse por multa, para el efecto de poder 
sobreseer? ¡i 

5 . ^ En el plcnario señalará para la acusación y defensa el térmi^ 
no preciso quesea suficiente, con tal que no pase de nueve dias por 
cada parte. Si fueren dos ó mas los acusados , y pudieren sin incoa ve- 
niente hacer unldos su defensa, mandará el jue2L que asi lo ejecuten,, 
señalándoles un terminó que podrán es.tender á quince dias para to- 
dos, cuando lo. requiera la calidad del caso. Y sí, siendo muchos los 
procesados, y no podiendo defenderse unidos, ecsigiere la gravedad de 
las circunstancias que se termine con toda urgencia el proceso, dis- 
pondrá que, en vez de entregársele al defensor de cada uno , se ponga 
de manifiesto á los respectivos defensores en el oficio del escribano sih 
reserva alguna , por un término que no pase de quince dias y por ca- 
torce horas en cada uno; permitiéndoseles leerlo todo original por sí 
mismos, y sacar las copias ó apuntes que crean conducentes: aunque- 
sin dejarse de tomar todas las precauciones oportunas para evitar 
ahuso.s, 11 (Véase arL.72.) Los nueve dias deben entenderse también-- 
con el oficio fiscal , como que es parte. [| 

6. ^ Por medio de otrosíes en los escritos de dcusaciou y defen- 
sa , deberá necesariamente cada parle articular toda la prueba que le 
conviniere-, ó renunciar á ella ; espresando en uno y otro caso si se 
conforoaa ó no con todas las. declaraciones de los testigos ecsamina- 
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ríos en <:! sumario, ñ con ctialfs de ellas está conforme si no lo es- 
tuviere con alcanas. J Parece que estos términos y tramites deben re- 
»ir en secunda instancia, supuesta la identida<l de casos, jj 

Si las partes de consuno renunciaren la prueba y se confor- 
maren con todas las declaraciones del sumario, habrá el juez por con- 
clusa desde luego la causa, y diclias declaraciones, aunque no ratifica- 
das, harán plena fé en aquel juicio. Pero si alguna de las parles arti- 
culare priieiia (í espusiese que no se conforma con todas las declara- 
ciones del sumario, ó con algunas cí alguna de ella, el juez recibirá in- 
mediatamente la causa á prueba por un termino coman y proporcio- 
nado que no pase de diez dias; el cual, á petición de cualquiera de las 
parles, si para ello espusiere en autos algún justo motivo, podrá ser 
prorogado basta veinte días, cuando unas y otras pruebas se hubieren 
de hacer dentro del jiarlido: liasta cuarenta si se hubieren de ejecalar 
fuera del partido, pcíro dentro de la provincia; y basta sesenta si hu- 
hlere que practicarlas cu provincia diferente dentro de la Península. 
Si fuere necesario hacer jiriielia en alguna de las islas adyacentes, o 
de las provincias de Ultramar, el juez fijará para ello el término que 
estimare preciso según Ia.s dlslancia.s, con tal que nunca pase de seis 
meses. 


II Ténga.se presente qnc según la ley de 1 1 de setiembre de 1830, 
renovada en 3 o de agosto de i 836 , que luego copiaremos, las causas 
deben rccibir.se á prueba con calidad de todos cargos, á saber, de pu- 
blicación d(t probanzas, conclusión y citación á sení<mcia; sin embar- 
go, se aco.stuinbra entregar los autos á cada una de las parles por via 
de instrucción y por un breve término, que suele ser el de tres dias, 
para que, si gustan, puedan Informar el dia de la vista, j) 

8.^ Ua ratificación de aquellos testigos con cuyas declaraciones no 
.se conforme alguna de las partes, y las demas pruebas que por estas 
se articulen , se ejecutarán dentro del término probatorio, con cita- 
ción de todos los interesado.s ; los cuales podrán asistir por sí ó por 
medio de personas que diputen, al cotejo b compulsa de documentos, y 
al eesámen ó ratificación d<‘ lo.s te.stigo,^, v hacer á estos con la debida 
moderación y regulariílad las preguntas que estimen, debiendo contes- 
tar á ellas el repreguntado , á menos que el juez no las declare im- 
pertinentes ó ImpropIa.s. 

¡I Lo,s jueces deben ser muy cautos en la observancia de este artí- 
culo procurando cortar repreguntas maliciosas ó capciosas, sin menos- 
cabar por esto el derecho y defensa del acusado. Generalmente son 
nombrados para e.ste efecto los mismos defensores, quienes mas de una 
voz con el mayor celo y buena fe' se csceden armando una larga polé- 
mica y argumentación , cuando las repreguntas deben liiiiltarse á los 
hechos y sus clrctin.slancias. 

Habernos observado también la gran desventaja que en este pun- 
to suele tener la vindicta pública. Tms acusados jamas dejan de hacer 
uso de este poderoso medio de defensa , y los fiscales y promotores 
rara vez ó nunca lo emplean contra los testigos que presenta el acu- 
sado. ti 
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alguna de las parles tuviere que poner tachas á alguno de 
nuevos presentados en el pleuario por la contraria, lo hará 
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denlro dcl preciso termino de los tres días sísuientes á aquel en qüe 
el Icsligo hubiere prestado su declaración; y para probarlas, si estuvie- 
re ya fenecido el término probatorio, ó no bastare lo que reste de él, 
se ampliará ó señalará de nuevo cual fuere suficiente, con tal que en 
ningún caso pueda escedcr de la mitad del concedido para la prueba 
principal. La de tachas se hará con igual citación de las partes , y coa 
igual comunidad del término respectivo. 

II Esta regla habla de las tachas que hayan de ponerse á los testi- 
gos nuevos del plenario; las que se pongan á los del sumario habran 
cíe articularse por otrosíes según la regla sesta, como que es uno de 
los medio.s de defensa. Aunque las lachas general y directamente se 
ponen á las personas de los testigos, hay caso.s en que Indirectamente se 
ponen á .sus dichos, según diremos mas adelante : este medio de de- 
fensa en lo civil no puede estar escluido eo lo criminal , niayormeríle 
cuando lo.s dichos de los testigos del sumario son ya sabidos por el reo 
desde que se le entregan los autos; y los de los nuevos, presentados en 
plenario, pueden saberse desdé luego por lo dispuesto en la regla oc- 
tava. II 

lo. Pasado el le'rmíno probatorio, y acreditado asi por nota del' 
escribano, mandará el juez que se unan á la causa las pruebas prac- 
ticadas, y que todo se entregue á las partes por su orden , y pVr' un 
término que no pase de cinco dias á cada una para qne aleguen en 
vista de lo probado; debiendo tenerse por conclusa la causa al presen- 
tarse el último alegato, ó la renuncia de él , ó en su defecto al espirar 
el último término asignado. ¡| Este artículo no puede ya tener uso por 
ío que h.ahemos dicho sobre la regla .séptima. ¡| 

IT, Cumplidos que sean los términos que aquí se .señalan, el es- 
cribano, sin necesidad de que se acuse la rebeldía, ni de especial pro- 
videncia del Juez, tendrá obligación de recoger la caosa y de darle el 
debido curso, poniéndolo en conocimiento del juez. 

12. Dentro de los tres días de conclusa la causa, si el juez baila- 
se en ella defectos sustanciales que subsanar, o faltasen alguna.s dili- 
gencias precisas para el cabal conocimiento de la verdad , acordará 
que para determinar mejor, se practiquen sin perdida de momento ti)— 
das las que fueren indispensables, bajo su respon.sabi!idad en el caso 
de dar con esto margen á' innecesarias dilaciones. Si no hubiere que 
practicar ninguna diligencia nueva , maridará citar á las partes para 
sentencia definitiva , y serán citadas inmediatamente. ( Téngase pre- 
sente la citada ley de 1 1 de setiembre de 1820.) 

1 3 . Los jueces tendrán en lo criminal el perentorio término de 
tres días para dar sus providencias ioterloculorias; y para pronunciar 
sentencia definitiva, el de ocho, que podrá estendersc á doce días si la 
causa pasare de 5 oo hojas, contados desde el siguiente inclusive al del 
auto en que se hubiere mandado citar las partes. (Véanse la regla 6.^ 
y el artículo 80: repetimo.s también la observación anterior.) 

14* sentencia definitiva será notificada á estas inmediatamen- 
te, y, apelen ó no, se remitirán desde luego los autos originales á la 
Audiencia del territorio, con previa citación y emplazamiento de las 
mismas, siempr,e que la causa fuere sobre delito á que por la ley esté 
señalada pena corporal. Si la causa fuere sobre delito liviano á que por 
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la ley no se imponga pena de esta dase, solo se remitirá á la Audien- 
cia con igual formalidad cuando alguna de las partes interponga ape- 
lación dentro de los dos dias siguientes al de la notificación de la sen- 
tencia; la cual causará ejecutoría, y será llevada desde luego á debido 
efecto por el juez, si no se apelare en dicho le'rniino. (Ve'anse los ar- 
tículos II , 58 y los 7O y 76, donde insertaremos la modificación he- 
cha posteriormente en esta regla.) 

II Fino y delicado tacto es á !a verdad necesario para distinguir los 
casos del art. 3 i, á que se refiere el ^o; los de la regla cuarta en que 
dehe sobreseerse, y los de esta sobre delitos livianos para no consultar- 
se la sentencia cuando alguna délas partes no apela. 

Por otra parte carecemos de leyes cesadas sobre la especificación 
y graduación de los delitos y de las penas; ;í lo que se agrega que puede 
el dcUlo ser por ley de pena corponal , y no imponerla justamente el 
juez , atendidos los méritos de los autos. 

Par.i precaver los abasos ó equivocaciones que .i la sombra de 
estas incertidumbres puedan comelerse, algunas audienci.as han man- 
dado á los promotores, que en caso de duda apelen; y á ios jueces, que 
para consultar las sentencias se atengan á la letra de esta regla décl- 
inacuarta , aunque la pena por ellos impuesta no sea de las designa- 
das como corporales en el artículo 1 1. Puede también contribuir para 
esto el cuidado sobre los estados periódicos de las causas que remitan 
los jueces, y su comparación con los anteriores; de este modo resul- 
tará la Omisión de la causa, ó la cspreslon de que fue' fallada. j| 

i 5 . Fn toda causa criminal sobre delito que por pertenecer á la 
clase de público puede persegulr.se de oficio, será parte el promotor 
fiscal del juzgado, aunque haya acusador b querellante particular, liti 
las que versea sobre delito privado, no se le oirá sino cuando de algún 
modo interesan á la causa pública, n á la defensa de la Real jurisdic- 
ción ordinaria. (Véanse los artículos 70 y loi.) 

Art. 5 a. Respecto á todos aquellos actos que en las causas civi- 
les y criminales llenen señalado un termino fatal y perentorio, será 
obligación de los escribanos anotar sin derechos el día , y aun la hora 
cuando lo requiera el caso , en que se les presenten los escritos de 
las partes, y en que ellos den cuenta al juez; en que se entreguen y 
devuelvan ó recojan los procesos; y en que estos se pasen al juez cuan- 
do tenga que ecsaminarlos; para que con ello, si hubiere dilaciones, se 
pueda venir en conocimiento de quiénes son los responsables. 

II En este artículo parece señalarse como sinónimo el que un ter- 
mino sea fatal ó perentorio; y comparado con la declaración segunda 
del art. 48 1 debe inferirse que todos los términos son fatales , pues que 
según ella lodos son precisos y perentorios. 

En la declaración tercera del artículo i 54 Ordenanzas, el 

término fatal se toma en sentido mas estricto, y se aduce por. ejemplo 
el de la súplica, poniendo una salvedad general con una etc. Este pun- 
to es de mucha importancia para dejarlo tan vago y perplejo ; por 
lo tanto convendría fijar el propio y rigoroso sentido de estas palabras, 
y especificar qué términos se han de tener por fatales, .sin dejarlo a 
la ambigüedad de una etc. Pero en compensación Jiacemos presente 
que en ninguna notificación, inclusas las de sentencias apelables y 
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suplicalílc» , sacie espresarse la hora; y d* consiga ien le 
pierde por. esto »ofó sa aalkted de fatal , es dééir,la de correr ák iá^ 
mentó en ..maíReiHñí -poi'qat no se cuenta el día dt la nolifieacioi». j| 

Art. 5^ - Yod, os Vieres. íofmon(M cstón obligad Femitir á la 

Audiení^ia de sn terniprip las lisiast, informes y polirias qne rcs|Mclo 
k las caa.dis civlle^ o ^criminales fenecidas, y al estado de las pendien- 
tes, les pidiere pará pfomovcr la administración de justicia. (Véanse 
el artículo Sg y ademas el 45 y 4^ de las Ordenanzas, y el 277 de la 
Constitución de 18.12 en qu« se fijan los períodos para la remesa de 
los respectivos estados.) 

Art. 54- Los jueces letrados de primera instancia serán sustituí- 
do.s en caso de muerte , enfermedad e ausencia por el alcalde del pue- 
blo en que residan, y á fálta de alca ídé, por el teniente de alcalde mas 
antiguo ó primero en drden-; y si alguno de estos fuere letrado , será 
preferido á los demás y aun ^al alcalde lego. En Ultramar , si et juez 
marie.íe ó se Imposibilitase sin esperanza de pronto restablecimiento, 
la autoridad superior gubernalira nombrará interinamente, á propues- 
ta de la Audiencia, un letrado que le reemplace, y dará cuenta al Go- 
bierno. 

Art. 55. Los sobre<lichos jueces letrados, aunque obtengan sus 
empleos por determinado tiempo , no cesarán en ellos por la espira- 
ción de éste, y podrán continuar sirviéndolos sin necesidad de próro- 
ga espreisa, hasta que S. M. resol viere otra cosa. 

]| Este artículo no tiene hoy dia aplicación, pues que ios jueces 
letrados no se nombran por determinado tiempo. 

No podenms menos de felicitar al autor ó autores del reglamento 
por la humanidad y esquisita diligencia con que dictaron reglas para la 
recta y pronta administración de justicia en lo criminal , consoltando 
tan celosa y esmeradamente por la mas ámplia defensa de los reos. 
Esta piadosa solicitud es tanto mas de alabar , cuanto que en el mis- 
mo año de 1 835 se practicaban en una capital de provincia, cuyo 
nombre omitimos por delicadeza , procedimientos horribles y hasta 
ahora inauditas. Un solo magistrado dictaba penas capitales, y estas 
se ejecutaban sin que el reo ni su defensor llegasen á saber los nombres 
de los testigos , ni se procediese á su sati.sfaccion en plenario. El su- 
mario se entregaba, á los defensores por copia , suprimiendo los nom- 
bres de los testigos, y sustituyéndolos con números. La causa se reci- 
bía a’ prueba por tres tí cuatro dias, sin espresarse que fuese con ia 
calidad de todos cargos; y sin embargo se procedía á dictar sentencia 
sin citación. El magistrado no recibía por sí á los reos sus declaracio- 
nes y confesiones , sino su secretario , que ni aun escribano era; A las 
reclamaciones, de los defensores sobre no manifestarse los nombres de 
los testigos, ni, procederse á su ratificación, se respondía que estas 
eran puras ritualidades de las que debía prescindirse pdF estar decla- 
rada la provincia en estado de sitio. Otras monstruosidades aun mas 
chocantes se cometieron , y el raagi.strado recibió' las gracias y recom- 
pensas. j{ 
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Decreto de las Cortes de 1 1 de setiembre de 1820, restibJkiido 
por otro de 3o de agosto de i836. 

«Las Corles, despocs de haber observado todas las formalidades 
prescritas por la Constit ación , han decretado lo siguiente: 

Artículo Todos sin distinción alguna están obligados, en cuan- 
to la ley no Ies eesima, á ayudar á las autoridades cuando sean inter- 
pelados por ellas para el descubrimiento , persecución y arresto de 
los delincuentes. 

Art. 2."^ Toda persona, de cualquiera clase, fuero y condición que 
sea, cuando tenga que declarar como testigo en una causa criminal, 
está obligada á comparecer para e.ite efecto ante el juez que conozca 
de ella luego que sea citada por el mismo, sin necesidad de pre'vio 
permiso dcl gefe ó superior respectivo. Igual autoridad tendrá para 
este íin el juez ordinario respecto á las personas eclesiásticas y mili- 
tares, que los jueces militares y eclesiásticos respecto á las de los 
otros fueros, los cuales no pueden ni deben considerarse perjudieados 
por el mero acto de decir lo que se sabe, como testigo, ante un jues, 
autorizado por la ley. 

Art. 3.” Toda persona en estos casos , cualquiera que sea su clase, 
debe dar su testimonio, no por certificación ó informe, sino por de- 
claración bajo juramento en forma, que deberá prestar según su e.s- 
tado respectivo ante el juez de la causa ó el autorizado por este. 

Art. 4.-" Debiéndose entender que los desertores renuncian en el 
mero hecho á los fueros y privilegios de su clase, se declara que todo 
desertor del ejercito ó de la armada que solo ó acompañado come- 
ta un delito por el cual sea aprehendido por la jurisdicción ordina- 
ria , debe ser juzgado sobre él por la misma jurisdicción esclusiva- 
mente; pero si la sentencia que esta le impusiere no fuere de pena 
capital , del>erá remitirlo después con testimonio de ella al juez mi- 
litar competente para que conozca y castigue et delito de desereion, 
según se halla mandado. 

Art. 5.^^ Si por delitos cometidos después de su deserción resul- 
tare algún desertor complicado en causa de que conozcan jaeces or- 
dinarios, lo reclamarán estos de la autoridad militar; la cual les en- 
tregará el desertor para que lo juzguen y castiguen, aunque se haya 
vuelto á incorporar al cuerpo de que hubiese desertado, con arreglo á 
la resolución de iq de enero de i/qS. 

Art. 6.® Contribuyendo en gran manera á dilatar las causa.s cri- 
minales las competencias de jurisdicción, maliciosas muchas veces, ó 
enteramente voluntarias por capricho de parte de algunos jaeces , se 
declara que los que las promuevan y sostengan contra ley espresa y 
terminante , incurren en la pena señalada por el artículo 7 de la ley 
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de responsablUdad de si de marxo de i 8 t 3 ; EMríbunal^ 
la competencia, conforme al de 19 ‘le abril dél misino ano impond.i 
al tiempo de resolverla y hará efeaiva esta pe«f > 
misíblemente desde laego, sin perjuicio de que espues se oiga 

que la sufra si reclamase. 

Art. 7 o Los despachos, eesortos ú oficios que se libreo para eva- 
cuación de citas, prisiones ú otras diligencias, serán ejecuta os por 
los jueces á quienes se cometan, sin pérdida de momento y^con pr^ 
fercncia á todo. Los tribunales superiores y los jueces velaran 
sobre esto, y castigarán irremisiblemente en sus respectivos subalter- 
nos cualquiera morosidad que adviertan. ^ ^ ^ 

Art. 8.0 Siendo la evacuación de citas impertinentes é inutite» 
un abuso introducido con grave perjuicio de la brevedad de las cau- 
sas, se declara por regla general que los jueces no deben evacuar mas 
citas que aquellas que sean necesarias ó convenientes para la averigua- 
ción de la verdad en el asunto de que se trate; observándose lo mis- 
mo en cuanto á careos , reconocimientos y demas diligencias de ins- 
trucción, 

Art, 0,*^ En el caso de que por circunstancias particulares- cre- 
yese el juez que no es conveniente al bien público encargar a! alcalde 
del rc.spcciivo pueblo la evacuación de alguna diligencia en causa cri- 
minal , podrá dar este encargo á otra persona de su confianza , no 
obstante !o prevenido en el art. 10 del cap. 3 ,^* de la ley de 9 de oc- 
tubre de i8i3. 

Art. 10. Como el único óbjeto de los sumarios es y debe ser !a 
averiguación de la verdad , averiguada que sea plenamente por la 
comprobación del cuerpo del delito y por la confesión del reo , ó por 
el dicho conteste de testigos presenciales , de modo que ^se pueda dar 
cierta sentencia , debe terminarse el sumario y procederse al pleoa- 
rio desde luego, 

Art. II. Los jueces , conforme a las leyes de! reino , cuya- obser- 
vancia se les reencarga , no deben admitir á los reos pruebas sobre 
puntos que probados no pueden aprovecharles , y serán responsables 
de la dilación y de las costas en caso contrario. 

Art. la. Asi los términos de 80 y 120 dias como el ultramarino, 
señalados por las leyes para las probanzas, no son sino el máximum 
de los que pueden conceder los jueces. Pueden estos y deben, con ar- 
reglo á las mismas leyes, reducirlos tanto como prudentemente les 
p.arezca , según la calidad de las causas y de las pruebas que se pro- 
potigan, y según las períonas que hayan de ser ecsaroinadas y la dis- 
tancia de los lugares , negando las prórogas que maliciosamente ó 
sin verdadera necesidad pidan las partes. 

Art. i 3 . La recepción á prueba en todas las causas criminales 
debe ser con la precisa calidad de lodos cargos. 

Arl. 14,. Las tercerías dótales o de dominio sobré los bienes em- 
bargados ó aprehendidos á los reos ; las averiguaciones de efectos per- 
tenécienles á estos cuando hay embargo , y coalesquIer¿ otros parlicu- 
lares independientes de la causa principal , no embaraíiarán nunca el 
cui^o de esta , y deberá seguirse en piezas separadas. ' 

Art. i5. En las causas de cómplices en que conveijiga hacer un 
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pronto y saludable escarmiento , deberán los jueces proseguirlas y de- 
terminarlas rápidamente con respecto al reo ó reos principales que se 
hallen convencidos , sin perjuicio de continuar las averiguaciones en 
pieza separada para la averiguación y castigo de los demas culpados. 

Art. i6. Las Audiencias, por el medio que les concede el artícu- 
lo 276 de la Constitución, cuidarán eücacísimamenle de promover la 
mas pronta administración de justicia , teniendo presente lo dispuesto 
por la ley de 24 de marzo de i 8 i 3 . 

Art. 17. En las segundas y terceras instancias no concederán 
nunca nuevo termino de prueba sino sobre hechos que la ocsijan, 
siendo de aquellos que sin malicia se dejaron de proponer en la pri- 
mera instancia, ó que propuestos no fueron admitidos. 

Jieal decreto mandando observar la ley de las Cortes sobre notificaciones, 
sancionada en 4 de junio de 1837. 

Las Córte.s, después de haber observado todas las formalidades pres- 
critas por la Constitución, han decretado lo siguiente: 

Art (culo i.° Interin no se publican los códigos de proceduníenlos, 
las notificaciones .se practicarán leyéndose íntegraiiienlc la providencia 
á la persona á quien se baga, y da'ndolc en e! acto copia literal de eüa, 
aun cuando no la pida , y en la diligencia se hará espresion de baber.se 
cumplido lo uno y lo otro. 

Art. 2.® Todas las diligencias de notificación se firmarán por la 
persona ó personas notificadas, y no sabiendo hacerlo, por un testigo 
á su ruego. Si alguna 6 algunas de las personas á quienes .se notifique 
una providencia no qui.sieren firmar, ó en el caso de no .saber no qui- 
sie.sen pre.scntar el testigo que firme á su ruego , el escribano practi- 
cará la notificación en presencia de los testigos. Estos, en el caso de 
hacerse la notificación en la casa del notificado , deberán ser vecinos de 
la misma casa , ó de las mas prbesimas á ella. Cuando la notificación 
se practique en otro lugar, deberán ser los testigos vecinos de aquel 
pueblo; los oficiales y dependientes del escribano que practique la no- 
tificación no podrán ‘ser testigos de ia diligencia en ningún caso. 

Art. 3 .° Cuando la notificación se practique por cédula, á causa de 
no poder ser habida la persona que debe ser notificada, se espresará 
en la diligencia cl nombre, calidad y habitación de la persona á quien 
se entregue la cédula, y esta firmará su recibo. En cl caso de que no 
quiera ó no sepa firmar, se observará lo que para ambos casos queda 
prevenido en e! articulo precedente. Ea notificación por cédula se liará 
á la primera diligencia en busca , sin necesidad de mandato judicial, 
esceplo en los emplazamientos ó traslados de demanda , y las notifica- 
ciones de estado y citaciones de remate en los juicios ejecutivos. 

Art. ,4.“ Omitiiindose en l.is notificaciones las formalidades preve- 
tiidas en los ire.s artículos precedentes, se tendrán por no hechas, y se 
declaran nulos los procedimientos ulteriores que no se hubieran po- 
dido practicar sin haberse hecho las notificaciones legíiimameule , á 
menos que la persona notificada por algún escrito posterior á la noti- 
ficación , ó en diligencia judicial practicada por ella ó á su instancia, 
se hubiese inauifeslado sabedora de la providencia y no reclamase la 
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notificación formal, en cuyo caso se tendrá por hecha, y por subsis- 
tentes las actuaciones espresadas. 

Art. 5 .® El escribano que notificare una proTidencia sin observar 
las formalidades prevenidas en esta ley, incurrirá en la multa de 
5oo rs. vn.; y será ademas responsable de los perjuicios que se sigan a 
las parles si se declara nula.^ 

CAPITULO IV. 

De las Audiencias. 

Art. 5 G. Todo lo que en este Reglamento se prescribe respecto á 
las Audiencias, es estensivo, y debe entenderse como igualmente apli- 
cable al Consejo Real de Navarra, jj Hoy día no hay en Navarra Con- 
sejo, sino Audiencia territorial como en todas las otras provincias, |j 

Art. Sy. Todas las Audiencias son iguales en facultades é indepen- 
dientes unas de otras. Todas tendrán en aquellas instancias que les 
correspondan igual conocimiento respecto á las causas civiles y crimi- 
nales de su territorio perlenccienles al fuero ordinario; y de igual 
modo se terminarán todas e.stas dentro de la demarcación de cada Au- 
diencia, salvos los recursos eslraordinarios y los demas negocios reser- 
vados al supremo Tribunal de España é Indias. 

Todas continuarán teniendo el tratamiento que hasta ahora, yes- 
pidiendo sus provisiones y despachos en nombre de S. M. ; y ninguna 
Audiencia será presidida en adelante sino por su regente respectivo. j¡ En 
el dia debe entenderse el supremo Tribunal de Justicia; véanse^I ar- 
tículo 68, la regla 6.^ del 90, y el 3 de las Ordenanzas, ¡| 

Art. 58 . Las facultades de las Audiencias respecto á los negocios 
que ocurran en lo sucesivo, y salvas las atribuciones especiales de las 
cámara de Comptos en Navarra, serán solamente; |j No ecsisle ya la 
cámara de Comptos. ¡[ 

1. ^ Conocer en segunda instancia, y también en tercera cuando lo 
admita la ley, délas causas civiles y criminales que los jueces de pri- 
mera instancia de su distrito les remitan en apelación ó en consulta, 
con arreglo á las disposiciones 4-^ y i4 del artículo 5i. 

2. ® Conocer en primera y segunda instancia de las cansa.s que se 
formen contra jueces inferiores de su territorio por culpas ó delitos 
relativos al ejercicio del ministerio judicial; comprendiéndose en estas 
disposiciones los provisores, vicarios generales y demás jueces inferio- 
res eclesiásticos, cuando por tales delitos hubiere de juzgarlos la juris- 
dicción Real. 

II Y no hubiera estado por demas que tras la palabra jueces se ha— 
bicrá añadido y alcaldes ó tenientes de alcalde-, pues que también estos 
pueden fallar en el ejercicio del ministerio judicial, siendo, como son 
en ciertos casos jueces ordinario.s: véanse los artículos 36 , y 3 j 90, y 
sobre todp , lo espuesío en el 46- || 

3 . ’ Conocer dejas chusas de nulidad que con arreglo á los artiCálos 

4í y 42 se interpongan de sentencias dadas por los jueces de primer» 
instancia del territorio en los casos á que se refieren aquellas deposi- 
ciones. (Véase el articuló 69.) 
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[[ Ya habernos dicho que los artículos 4 i y no tienen hov lu- 
gar en cuanto al conocimiento y trámites de los pleitos que no pasen 
de 4^,000 mrs. Pero esta tercera atribución pudiera tal vez tener un 
fin mas grande y trascendental, á saber: el limitar las causas de nu- 
lidad á las dos únicas espresadas en el art. 4*i >' que estos recursos se 
interpongan directamente en la$ audiencias, y no ante los mismos jue^ 
CCS inferiores que pronunciaron las sentencias. Si tal es el espíritu de 
esta regla 6 atribución , los autores del Reglamento llenaron los deseos 
del señor conde de !a Cañada sobre este punto. || 

4 -^ Conocer de los rccur.sos de fuerza y de protección que se in- 
troduzcan de los tribunales, prelados ú otras cualesquier autoiidadc.s 
eclesiásticas de su territorio. Fuera de la co'rle podrán también cono- 
cer de estos recurso.s aun con respecto á regulares ecsistenfes en el ter- 
ritorio de la Audiencia, cuando se recurra en queja de superior resi- 
dente en el mismo; pero si el superior rc.sidicre fuera del territorio de 
la Audiencia, se limitará esta al solo objeto de protejer la persona del 
recurrente siempre que haya opresión, y reservará al supremo Tribu- 
nal de España e Indias el conocimiento del recurso en su fondo. (Vease 
la alflhucion lO del artículo 90.) 

5 . ^ Dirin)ir las competencias de jurisdicción que se susciten en- 
tre jueces inferiores ordinarios de su territorio. En Ultramar se di- 
rimirá también por cada Audiencia las que en su territorio ocurran 
entre jueces inferiores ordinario.s, y juzgados ó tribunales privativos ó 
privilegiados. (Véase atribución i 3 de! artículo 90.) 

I¡ Es claro que aquí se habla de las competencias que susci- 
ten entre sí los jueces inferiores ordinarios del territorio de la 
misma audiencia; porque si la competencia es con e! juez infe- 
rior de territorio de otra, habrá de diriinir.se por el supremo 
Tribunal: insertaremos en su debido lugar el decreto de las Gir- 
tes de 19 de abril de i 8 i 3 , restableeiJo en 3 o de agosto de i 836 , 
que contiene la instrucción para dirimir las competencias de jurisdic- 
ción en toda la Monarquía. ¡| 

6. ^ Hacer en sn territorio el recibimiento de abogados , previas 
las formalidades prescritas por las leyes. Y los abogados que asi se 
reciban , ó que estén recibidos hasta el dia , podrán ejercer su pro- 
fe.sion en cualquier pueblo de la Monarquía, presentando el título, 
con calidad de que donde hubiese colegio .se incorporen en él. 

j] En el dia no es necesaria la inscripción de los abogados en co- 
leglos para el ejercicio de la profesión por h.^bcr.se restablecido en 20 
dp julio de 183" el decreto de las Cói tes de 8 de junio de 1823, que 
insertaremos al tratar de ios abogados en las Ordenanza.^. [) 

7. ^ Ecsamlnar con orden del Gobierno á los que en su distrito 
pretendan ser escribanos públicos, previos los requisitos establecidos ó 
que se establezcan por las leyes : debiendo los cesaminados acudir á 
S. M. con el documento de la aprobación para obtener el correspon- 
diente título. 

8. ^ Ejercer en su caso la facultad espresada al final del art. 38 . 
(Véase lo que en él habernos espuesto sobre la dudas suscitadas des- 
pue.s de publicada la Constitución de i 83 ".) 

g.* Promover cada una en su territorio la admincslracion de jus - 
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tícia, y Telar mUj caiaadosaffiente sobre feU«-; para lo ctiáT 
sobré los respectivos jueces inferiores la superior inspección ijbe es. 

consieniente. (Véapse arliculos 90 y 92,) _ <> 1» j 

10, Ejercer en Ultramar las demás atribuciones y facultades que 
les están asignadas por las leyes vigentes en aquellos dominios. 

Respecto á los negocios de que en la actualidad estuvieren cono-, 
ciendo las Audiencias no comprendidos en las precedentes facultades, 


se estará á lo prescrito en el art. 37. 

Art. 5 g. En virtud de la novena facultad contenida en el artí- 
culo precedente, podrá cada Audiencia pedir y ccsigir á los jueces in- 
feriores ordinarios de su territorio las listas,, informes y noticias que 
estime respecto á las causas civiles ó criminales fenecidas , y ál esta- 
do de las pendientes; prevenirles lo que convenga para su mejor y 
mas pronta espedicion; y cuando haya justo motivo, censurarlos , re- 
prenderlos, apercibirlos, multarlos y aun formarles causa , de oficio 
6 á instancia de parte, por ios retrasos, descuidos y abusos graves 
que notare. 

Pero deberá oirlos en justicia siempre que reclamen contra cual- 
quiera corrección que se les imponga sin formarles causa ; y fuera de 
aquellas facultades legítimas que las Audiencias tienen en los casos de 
apelación, competencia y recurso de fuerza, de protección ó de nulidad, 
no podrán de manera alguna avocar causa pendiente ante juez infe- 
rior en primera instancia, ni entremeterse en el fondo de ellas cuan- 
do promueva su curso , 6 se informen de su estado, ni pedírsela aun 
ad effectum videndi^ ni retener su conocitnienlo en dicha instancia 


cuando haya apelación de auto interlocutorio , ni embarazar de otro 
modo á dichos jueces en el ejercicio de la jurisdicción que les compele 
de lleno en la instancia espresada. 

|j No pudiendo las audiencias hacer venir los autos ni aun ad effec- 
tumvidendi, suelen mandar que los jueces informen con justifica- 
ción. 

Este artículo ha dado lugar á dudas y debates en los tribunales. 
El Juez contra quien se hace alguna demostración ¿habrá dé ser oído 
por la misma sala que la ha hecho, o tendrá que interponer súplica? 
Si lo segundo, se le priva de una instancia; silo primero, se habrá de 
suspender el curso de la causa principal, corno que de ella ha de re- 
sultar si la demostración es ó no fundada. Háse adoptado en algunas 
partes un termino medio, que consiste en dejar correr la causa princi- 
pal, y caso de no haberse reformado la . demostración en tercera ins- 
tancia, es oído el juez ante la sala que la hizo, teniendo espeditas de 
este modo las dos instancias. 

Ija otra dada ha sido si la formación de causa contra un juez ha- 
bía de acordarse en tribunal pleno, ó podía mandarlo por sí sola una 
<le las salas cuando encontrase méritos para ello. Ha habido ejempla- 
res encontrados; pero en vista. délo ordenado al Tribunal supremo de 
Justicia para hacer dicha declaración en cl artículo 4 -® de la orden 
de las Cortes de 29 de junio de 1822, restablecida en 22 de marzo 

de adoptado que las audiencias la. hagan también en tri- 
bunal pleno, ij i 

Art. 60. Lás Audiencias no podrán tampoco lomar conociiaiento 
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alguno sobre los negocios guLernalivos ó económicos desús provincias. 
(Véase el artículo 3 g con lo espuesto en el.) 

Art. 6i. Las Audiencias de Madrid , Aragón, Cataluña , Galicia, 
Granada , Sevilla, Valencia y Valladolid, que son las que tienen ma- 
mayor número de ministros, se distribuirán cada una en tres salas or^ 
diñadas, las dos para lo civil, y la otra para lo criminal. 

Las Audiencias de Albacete, Asturias, Burgos, Canarias, Estre- 
madura, Filipinas y Mallorca, y el Consejo Real de Navarra se dis- 
tribuirán en dos salas ordinarias , una civil y otra criminal , á cuyo 
fin se aumentará por ahora un ministro en la Audiencia de Asturias, 
rebajándolo de los cuatro que las Cortes han permitido añadir á la de 
Canarias. 

Las Audiencias de Cuha y Puerto-Rico continuarán con una so- 
la sala bajo las inisins reglas que en el día , hasta nueva provi- 
dencia. 

Las respectivas salas ordinarias de las Audiencias se formarán cada 
año alternando en ellas los ministros por el orden de sri antigüedad, 
de manera que los mas antiguos sean los decanos de cada sala^ y los 
ministros que en un año han compuesto una de ellas, pasarán en el 
otro á la siguiente en orden. 

¡¡ Ve'ase el artículo de las Ordenanzas, en lasque están repelido» 
una gran parte de los artículos de este cuarto capítulo. Ya habernos 
advertido que los tribunales superiores de Navarra se componían de 
Corte y Consejo (c.ste supremo), y que hoy no ecsiste sino Audiencia: 
con posterioridad al Reglamento ha sido creada la pretorial de la Ha- 
bana. |[ 

En este artículo 6i se han hecho dos importantes alteraciones por 
el l\eal decreto de i 2 de marzo de 1 836 , y Real orden de 5 de noviem- 
bre de 1839; el primero dice asi; 

Real decreto espedido por el ministerio de Gracia y Justicia en 12 de 
marzo de 18 36 , mandando (¡ue los negocios civiles y criminales se repar- 
tan en las dos ó tres salas de las Audiencias para su mas fvonta es- 
pedí don. 

«A pesar de lo dispuesto en las leyes del reino y en muchos de- 
cretos y Reales órdenes para que se sustancien y determinen con bre- 
vedad las- causas criminales, los datos y noticias que se han reunido 
en la secretaría de Estado y del despacho de Gracia y Justicia, acre- 
ditan la ecsistencía de procesos que cuentan muchos años de antigüe- 
dad, Para remediar los graves males que esto produce, para evitar que 
se esperimenlen en lo sucesivo, y en conformidad con lo mandado en 
nú Real decreto de 19 de noviembre de i 834 , acerca de que los minis- 
tros de las Audiencias entiendan indisllntameiHe en negocios civiles y 
criminales; he venido en decretar, como Reina Regente y Gobernado- 
ra, y á nombre de mi cscelsa hija la Reina doña Isabel II, lo siguiente: 

Artículo I. ® Los negocios civiles y criminales pendientes en la 
actualidad, y que se empiecen en adelante, se repartirán para sn sus- 
tanciacion y fallo en las dos 6 tres salas de que se componen respecti- 
vamente las Audiencias del reino. 
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Art. a. ® Los pleitos y causas que correspondan : , ^ ^ 

repartirán entre los relatores.) esci ibanbs dexámara asignados a elt», 
arreglándose al efecto los trámites correspondientes. 

Art 3. ® Mientras se señalan la.s dotaciones que deben gozar foS 
relatores y escribanos de cámara , se distribuirán entre todos los dft 
cada clase los sueldos que disfrutan algunos actualmente. 

Art. 4. ® En las Audiencias de dote ministros se designarán cua- 
tro para cada sala: en las de nueve ministros se formarán las dos sa- 
las, una con cinco y otra con cuatro; y en las de seis nunistrosxada 
.sala tendrá tres. La designación se hará según la precedencia de 
los ministros entre sí , y guardando la alteniátiva indicada en las Or- 
denanzas y en el Reglamento provisional para la administración de 
justicia. 

Art. 5. ° La falta de ministros en alguna sala, porque no asistan 
todos lo que la componen, ó porque sea necesario mayor número 
que el de su dotación ordinaria, se suplirá por los mas modernos que 
no sean precisos en su respectiva sala. 

Art. 6. ® En todas las salas se despacharán lo.s negocios crimina- 
les con preferencia á los civiles, y cada una de ellas ejercerá la ins- 
pección superior mas atenta y vigilante con respecto á las causas que 
fe hayan correspondido y que se hallan pendientes en los juzgados in- 
feriores , para que no haya entorpecimiento ni retrasos indebidos. 

Art. 7. ® Quedan derogados los artículos del Reglamento provisio- 
nal para la administración de justicia, y los de las Ordenanzas de las 
Audiencias que sean contrarios á lo establecido en este decreto.» 

El tenor de la segunda es como sigue: «Conformándose S. M. la 
Reina Gobernadora con lo consultado por el supremo Tribunal de Jus- 
ticia, y con lo que había propuesto la Audiei.cia lerrilorial de Madrid 
se ha servido resolver: 

1. ® Que en adelante no se haga varLioion anual de salas en las 
Audiencias, sino que sean fijas; reemplazándose la.s vacantes en las mis- 
m.-»s salas, de modo que no se altere su composición , entrando minis- 
tros de otras. 

2. ^ Que en el caso de que la vacante sea de presidente de sala, en- 
tre en dicho lugar el ministro déla Audiencia que siga en antigüedad al 
presidente de sala mas moderno, ocupando el ministro que nuevamen- 
te se nombre la plaza vacante en la sala de donde salga el quo pase á 
ser presidente. 

3. ‘* Que sin embargo de loque va dispuesto, cuando ecsista una 
causa especial que para el mejor servicio recomiende la traslación de 
uno o mas ministros a sala distinta de la de su asignación , el re^’ente 
deberá manifestarlo asi al Gobierno para que S.M., con conocimiento 
de causa, acuerde la trasladen. 

Y Que para que .se llene cumplidamente eJ espíritu de la ley, 
luego quede un negocio fallado se interponga .suplica por alguna de 
las parles, pase á la sala siguiente en número con todos sus inciden- 
tes, donde se sustancie lainstancía, y en su caso se decida definitiva- 
mente. . 

Esta Real oVden, que ha dejado también sin efecto ca.si en su tota- 
lidad otra de 20 de julio de i838 , ha producido grandes ventajas y 

TOMO V. j / 
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fuif molivaJa por los inconven¡L*oles que se toralj.m en las terceras 
instancias; la sala de que se habla suplicado, pasaba á virtud de! ar- 
tículo 6í á la siguiente en orden , es decir , á aquella en que pendia 
la súplica , Y de consiguiente no podía entender en ella. Solo tiene el 
ligero inconveniente , ó mas bien impropiedad , de que la formación 
de las salas no presente a primera vista la antigüedad de los minis- 
tros, y que ocurriendo frecuentes vacantes en una de ellas, pueda 
llegar á presidirla interinamente an ministro mas moderno , cuando 
cu otra se baile el lílLímo algún ministro mas antiguo. 

La disposición del artículo 3.“ de la lleal orden nos parece muy 
acertada; summum jas, su mma injuria-, querer desterrar absoluta- 
mente en esto la discreta y fundada resolución del hombre, es descono- 
cer la fuerza y variedad de circunstancias especiales que frecuente- 
mente ocurren. 

El artículo 4- ® litt sido derogado por una llcal orden posterior 
que ¡la restablecido la antigua práctica; y no podemos menos de aplau- 
dirla, porque el citado artículo no producia sino confusión y dilaciones. j| 

Arí. Ga. Sin embargo, en las Audiencias de (res y de dos salas 
ordinarias, se formarán evcntualinente otra ú otras dos eslraordinarias, 
según loque permita el número de ministros, para auslliar á las ordi* 
riarias en el despacho de su respcctWa asignación cuando estas se ha- 
llaren recargada.?. 

Los regentes harán que se formen dichas .salas eslraordinarias siem- 
pre que convenga , destinando á ellas Jos ministros mas modernos de 
las ordinarias en el número que basten. 

Art. 63. Las Audiencias, concurriendo el regente lo mismo que 
los ministros , deberán reunirse todos los dias no feriados, al tiempo 
que se acostumbra y por c.spacio de tres horas á lo menos; pero las 
sabis que tengan negocios criminales que despachar , se reunirán ade- 
ma.? á horas c.slracrdinarias, y aun cu dias feriados para el despacho 
de lodo lo que la urgencia requiera. 

Primero, en tribunal pleno se dará cuenta de las órdenes y oficios 
que se le comuniquen en cuerpo, y se tratará de los negocios que 
ec.sijan el acuerdo de lodos los ministros, y asi hecho, se separarán las 
salas. (Vease el artículo 8o , y el i3ile las Ordenanzas.) 

yVrí. 64- Ll regente podrá asistir á la sala qne le parezca, sea or- 
dinaria ó estraordinaria ; y en aquellas á que él no asista, presidirá 
('! ministro mas antiguo. El que presida cada sala , hará guardar en 
ellas el orden debido , y será el único que llévela palabra en estrados; 

V .si algún ministro dudase de algún hecho , podrá por medio del pre- 
sidente preguntar lo que se le ofrezca. 

Al t. G.o. En la sustanciacion de las segundas y terceras instancias 
respecto á negocios civiles , las Audiencias guardarán y harán guardar 
con loda ecsactilud los trámites , términos y demas disposiciones de las 
leyes , cualesquiera que sean las prácticas introducidas en contrario; 
cuidando de que las parles reduzcan sus alegatos y escritos á lo que 
dei>cn ser estos en número y calidad, y cerrando la puerta á nuevas 
probanzas cuando sean inútiles ó improcedentes, y a toda dilación ma- 
liciosa ó Indebida. (Véanse los arls. L v 43 con lo espueslo sobre el se- 
Smulo.) ^ ^ 
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Art. 66i ■ Ente» inicios samarísimos de posesión, ew los 

lie ser siempre ejecutiva la sentencia de primépá instancia, sin ettibí^ 
PO íde apelación ,:iH»ihabrá lugar á súplica^ dej te- sentencia de^ 
confirme ó- revoque la* del jaez inferior. En los plénarips se podrá sq¡í« 
plica r en rd solo caso de que la sentencia de vista no sea enteramente, < 
conforme'á la delprinoera instancia, y la entidad del negoció esceda^ 
de 5 oo duros en la Península é islas adyacentes, y de i,ooo en ÜW-’^ 
ipamar. j{ Véanse los artículos 44 y 4 g; eu todos tres se halda -# • 
juicios 'suman'slmos y plenarios ; pero no de los sumarlos que se cü^ ? 
iiocertaan en materiasdepropiedad. il ^ > -■ 

Aft. 67. En los pleitos sobre propiedad, cuya cuantía no pase de 1 
2S0 daros en la Península e islas adyacentes, y de 5 oo en Ultramar,; : 
no ^>babrá tampoco lugar á súplica de la sentencia dé vista , la eoíat. 
causará ejecutoria , sea que confirme ó que revoque la primera. . , : 

También se causará ejecutoria, y no habrá lugar á súplica cuando ; 
la sentencia de. vista sea enteramente conforme á la de primera instan-i- :> 
cía en pleito sobre propiedad, cuya cuantía no esceda de 1^000 duros í 
en la Península é islas adyacentes, y de 2,000 en Ultramar. , ■ 

• 'Pero en todos los casos de este artículo , deberá admiiirée la súplica 
cuando el que la interponga presente nuevos documentos, jiirando que 
los encontró nuevamente, y que antes no los turo ni supo <le ¡ellos, 
aunque hizo las diligencias oportunas. (Ve'anse los artículos 43 v y , 
83 , y lo que sobre el 48 habernos dicho cuando el juramento 'sea ■mft*-?'., 
licioso.) - . ■ ■ . ¡L 

II Tengase presente la alteración hecha en este artículo pór la ley de 
10 de enero de 1837 en los pleitos que no pasen de 2,000 rs, ■ 

Hay ademas que observar sobre este artículo una cosa, á, níuestro ¡ 
entender, notable. ' :i ' ■ 

Por l\eal decreto de 8 de octubre de i 83 I> áe hizo eslenslvo á los 
autos definitivos apelados en negocios de nienor cuantía ^ el ■ método 
de sustanclaclon establecido en el artículo 6g, de que luego Uabiare-* 
iiíOs; 'Nosotros no encontramos en todo el Reglamento cosa ni palabra 
que pueda referirse á pleitos de menor cuantía, sino los señalados en 
este artículo 67 , á saber, los de propiedad que no pasen d,e 25o du- 
ros en la Península. , 


No ha faltado quien quiera suponer que por pleitos de menor . 
ctiantiaen el citado Real decreto se ali-.dia a los de 4 t^|Uoo maravedís 
crt bajo, de que se habla en el artículo 4^; pero la equivocación ó er- 
ror se tocan desde luego, porque las sentencias, ó autos sobre tales ;ne- . 
godos nunca podían venir en apelación á las audiencias, y el Real de- 
creto habla precisamente del caso de apelación. . ^ . 

Lo cierto es que en alguna audiencia los autos apelados en ertego-i- 
cios de mas de 2000 rs., y que no csceden de los hooo, se .áustatíqian 
en via ordinaria, como otro cualquiera, por mas gr.anado queísea; y cs^ , 
ta sus tan dación, en nuestro pobre concepto, es vidoiSáiy opuesta ¡á ¡05 ' 
justos motivos y loable objeto por que se espidió, - y ¡á que se= diyigi6,cl > 
decreto mencionado. : — ; [ 

Advertimos también qac, asi como no pnede ocurrir duda agérca i 
1 ó menor cuantía cuando se redamas sumas ó eanRda- 

des, la hay cuando versa él pltito sohre uiros objetos y utas de-una ? 
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vez ocurren ¡nciflenlcs y contcslaciones sobre este parlieular. }| 

Al t. 68. LiO que en los dos preceflenlcs artículos se dispone acerca 
de que causen ejecutoria las sentencias á que se refieren, es y dídie eO' 
íemlíírse sin perjuicio de lo que la ley establezca en cuanto á los re- 
cursos de nulidad indicados por el Keal decreto de 2^ de marzo de 1 834 ; 
y sin perjuicio también de los recursos de injusticia notoria y grado 
de segunda suplicación, los cuales continuarán teniendo lugar en sus 
respectivos casos, con arreglo á lo que está prescrito por las leyes, 
basta que ellas ordenen otra cosa. (Véanse los arls. 5 y y go.) 

Al t. 6g. La sustanciacion de los rccurso.s de nulidad que de sen- 
tencia de juez de primera instancia se bubiereii interpuesto conforme 
á los artículos 4* y 4^ » deberá reducirse á la entrega de los autos á 
las parles por su drden, y á cada una por un tcrniino que no pase de 
nueve días , para solo el objeto de que se instruyan los defensores á 
fin di; liablar en estrados; y pasado el último término, sin necesi- 
dad de otra cosa, se llamará el negocio con citación de los interesados 
para fallar lo que corresponda. De lo que se fallare no habrá lugar á 
súpüia. ¡'Véanse los artículos 43 y 36 .) 

[[ El Real decreto de 8 de octubre de i 835 , mencionado en el ar- 
tículo 6jr, <lice asi; || 

<‘Con el objeto de mejorar la administración de justicia, que me 
propu.se en mi Real decreto de 26 de setiembre próesimo pasado, y 
oído el diclámen del Consejo de Ministro.s , be venido en decretar, á 
nombre de mi augusta bija la Reina doiía Isabel 1 !, los siíjuienles ar- 
tículos adicionaic.s al R.eg!amento comprendido en iliclio IVeal decreto. 

1. ^ En las apelaciones de autos ínterlocutorio.s,yeulasde<lefini- 
li vos .sobre negocios de menor cuantía , se observará lo e.stablecido en 
el art. 6g de! licglamento provisional para la administración de justi- 
cia en lo respectivo á la Real juri.sdiccion ordinaria. 

2. ^' Para que se cumpla mejor lo dispue.sto cu la segunda parte 

del art. 100 del referido Reglamento, lo.s negocios asi civiles como cri- 
minales, se repartirán igualmente entre los dos fi.scales, aunque haya 
.sido nombrado uno para lo y otro para lo criminal.'* 

Repelimos sobre este artículo 69 lo que tenemos e.spuesto sobre 
!n atribución ó regla tercera del arl. 58 . Tal vez baya sido la mente 
de lo.s autores del reglamento comprender aqui lodos los recursos de 
nulidad , y el mencionarse los artículos 4^ y 4^ baya sido solo para 
recordar que no puede decirse de nulidad sino por las dos causas que 
en ellos se e.spre.san. En efecto, la sustanciacion de todo recurso de 
nulidad , sea cualquiera 1.a cantidad ó cosa litigiosa , debe ser tan 
breve y sencilla como aquí se previene ; porque si se funda en haber- 
se dado sentencia contra ley espresa y terminante , el punto es de 
puro derecho, para el que ni son necesarios los trámites, ni los jue- 
ces pueden admitirlo.s ; y si se funda en el .segundo supuesto, á saber, 
la violación de algún trámite esencial en el procedimiento, este he- 
cho ba <le resultar judicialmente de los autos, donde debe estar consig- 
nado. Si fue tal la mente de los autores del reglamento ( lo que cele- 
braríamos), podía haberse usado de mavór claridad y' cspreslon.» |¡ 

Art. 70. En negocios civiles no se oirá al fiscal sino cuando in- 
teresen á !a c.nisa pública ó á la defensa de la Real jurisdicción ordi- 
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'las OrdciianMS, " v'''^' -; / • i > 

Art 7*- En la» caasas criminales qae^ conforme a la regla^ coró*- 

ta de dicho art. 5 . , vengan á las Audiencias en consulta de sobresm. 
miento acordado en sumario , se oirá al fiscal ^ando corresponda m 
roce 6 por escrito ; y sin mas trámites ni necesidad de vista formal, se- 
dará desde luego la determinación que sea del caso, de la cual .no 

habrá lugar á súplica. , , ^ 

n Claro es que este artículo se refiere a los casos o delitos en que 
debe ser parte el fiscal : pocas son las veces en que se le oye por es- 
crito ; suele hacerse cuando el caso és grave y diidoso, de modo que 
la ligera relación que de él se hace no -arroja la instrucciori necesa- 
ria para decidirlo al momento. 

Algunos jueces suelen notificar los sobreseimientos ; otros los 
proveen sin oir antes á los promotores ; cosas ambas á dos que no de- 
' Len practicarse. Mas por lo mismo que de los sobreseimientos no b» 
lugar á súplica , indicamos ya en la regla cuarta del art, 5 i que de- 
bería fijarse el mácsimo de la pena á que puede haber lugar en ellos:- 
asi se quitarían motivos de ansiedad á los buenos jueces , y de arbi- 
trariedad ó equivonacioii á los que no lo son. [| 

Art. 7 *. En las demas causas criminales que vengan en apela- 
ción de juzgado inferior, ó en consulta de sentencia definitiva pro- 
nunciada por él sobre delito de pena corporal, la Audiencia, para de- 
terminar en vista ben revista , oirá al fiscal en su caso, y también á’ 
las demas partes si se presentasen , concediéndoles un término que ño 
pa.se de nueve días á cada uno, con las circunstancias- que añade la 
regla quinta del citado art. 5i. 

Si pasado el término del emplazamiento hecho en el juzgado in-' 
ferior no se hubiere presentado alguna de las partes, cuando el fis- 
cal dé su dictamen , se le conferirá traslado de éste , mandando em- 
plazarla de nuevo por el término absolutamente necesario , .según 1 » 
distancia; y si tampoco asi se pre.senlare personalmente , 6 por medio 
de apoderado, se habrá por conclusa la causa , trascurrido que sea 
dicho término, é inmediatamente se procederá á la vista , hacie'ndosc 
en estrados las citaciones y notificaciones por lo respectivo á aquella 
parte. 

En estas cansas no habrá logar á súplica , sino cuando la sen- 
tencia de vista no sea conforme de toda conformidad á la de primera 
instancia. 

IJ Cotejado este artículo con la regla quinta del 5i , d fiscal, para 
dar su dictamen, no debe tener mas de nueve dias, que son lo.s que 
tiene la parte para responder á él ; á cada uno , dice el artículo’; si se 
hablara solo con las partes diría , á cada una. 

Dice también el artículo; la Audiencia oirá al fiscal en sá easot, 
fuera del delito de adulterio no nos ocurre uno de pena corporal en 
que no deba ser oido el fiscal. 

Por el Real decreto de 4 ¿e noviembre de i838 (véase art. 76 ) se 
hizo una importante modificación en este articulo; y en verdad que 
era muy necesaria. Los tca.sla;ios con emplazaroienlo eran un verdade- 
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ro clavo , mas bien r¡ae un rcsorle , en la máquina y marcha de ia 
jusiicia: eran !a re'mora de su administración ; y los reos , en cuyo be- 
neacio habian sido introducidos, eran los mas perjudicados por ellos. 
Se libraban una , dos, tres certificaciones , que ó se cstraviabdu real- 
mente , ó cuyo estravío se aí'eclaba para no quedar en descubierto; y 
los descuidos del juez, sus escribanos, los de cámara ó agentes fiscales, 
difíciles, si no ininosiblcs , de aclarar , los espiaban los infelices reos 
con meses de prisión ; y por fin, después de conseguir que se Ies noti- 
ficasen , resultaba que no se presentaban. 

Por otra parte se observaba que los que no se presentaban á vir- 
tud de la notificación de la sentencia y del primer emplazamiento, 
rara voz ó nunca lo hacían en consecuencia dcl Ira.slado y segundo 
emplazamiento : el reo con medios ó protección se presentaba por pro - 
curador á virtud del primero ¡ para el pobre y desvalido eran cosa per- 
dida el primero , el segundo y mil que se le dieran. 

Pero en el artículo sustituido al jz por el citado Pccal decreto, se 
ha padecido una grave e involuntaria omisión, dejándose en blanco la 
parte final del mismo sobre denegarse la súplica cuando la sentencia 
de vista sea conforme de toda conformidad á la de primera instancia. 

Sin embargo, los tribunales marchan hoy en este punto como mar- 
chaban antes de aquel decreto; y la cosa es demasiado gr.ave para que 
el gobierno continúe guardando silencio sobre su involunl.jria omisión; 
porque en rigor lo que debía regir es el artículo sustituido tal como 
se encuentra. 

En la suposición de haber de regir la parle omitida del artícu- 
lo 72, queda todavía otra grave duda, cuya re.solucion es urgente, so- 
bre todo después que se ha visto recientemente en una audiencia á un 
reo puesto en capilla á virtud de .sentencia de vista que una ,sa!.\ es- 
timó conforme de toila conformidad con la de primera in.sLancla, y 
otra sala, por no estimarla a.si, admitió la súplica, y mandó sacarle 
(le la capilla. .No conocemos todos los pormenores dcl caso, ni los pun- 
tos de diferencia que dieron lugar á tan encontrados conceptos ; pero 
el hecho es público, y se trataba nada menos que de pena capital. 

Ea duda consiste en cómo se ha de entender la absoluta confor- 
inidad cjue requiere el artículo para que la sentencia de vista no sea 
suplicablc. 


No somos nosotros de los que piensan que, habiendo dos ó mas 
reos, bastará que en vista se altere la sentencia respecto de uno de 
ellos, para que puedan suplicar todos: en ¡as causas criminales todo 
es personal y aislado ; en una palabra, hay tantas causas como reos, y 
deben considerarse como si á cada uno de estos se le hubiera seguido 
la suya por separado. 

Tampoco opinamos con los que dicen que, si en la sentencia do 
Vista se rebaja la pena, por ejemplo, de seis á cuatro años de presidio, 
hay ejecutoria respecto de los cuatro contra el reo, y que de consi- 
guiente solo podrá suplicar el fiscal. E.sía Opinión nos parece mons- 


truosa, mbumana, y en abierta opo.sicIon con el artículo 72: la confor- 
midad debe ser absoluta , no respceüva, sobre lodo cuando se trata de 
la pena , que es el punto principal. 

Pero puede haberla cu esta , y variar no obstante en alguno de 
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los punios suliuUcrnos, ■=" '* 'to sL au're .u ca - 

g.,r Fndo Joba cumplirse la pona , siempre que no se allere su 

*'"'*Kra!lículo^72'’ilice; «conforme ac toía conformidacl;» el 74, 7 ® 

y 83 en casos aLlogos usa de las palabras «absolnla ¿ 

iísle lenguaie csplícilo y Icrminante, lo favorable de la defensa de 
Lt rcos.la y respetable nimiedad de los magistrados en 

resolver toda duda, por ligera que aparezca, en favor de aquellos lian 
ílecíflido mas de una vez por la admisión de las suplicas motivadas en 
aquellas leves diferencias; y mas de una vez , para quitar estas, Ha 
ciendose el sacrificio de su propia Opinión en estos puntos su a lernas. 

Mas probablemente no b.abrá sido esta la intención dcl autor o 
autores del reglamento, y sí que la variación en algún punto subal- 
terno y de poca monta no enerve la conformidad en el punto princi- 
pal, pues que parece cbocanlc, por ejemplo, que la sentencia de vista 
confirmatoria déla de primera instancia, por la que se imponia pena 
capital, sea suplicable, y menos en el todo, por una pequeiia dife- 
rencia en la condenación de costas. 


De todos modos, la resolución es urgente para la defensa de los 
reos y la tranquilidad de los magistrados ; el ruidoso lance indicado 
debía liaberla promovido, y la deseamos ardientemente. |¡ 

Art. y3. En aquellas causas criminales | de que las Audiencias 
pueden conocer en primera instancia, á saber, Jas que ocurran con- 
tra jueces inferiores de su territorio, con relación al ejercicio del mi- 
nisterio judicial, están autorizados dichos tribunales para proceder, no 
.solo á instancia de parte ó por interpelación fiscal , sino también de 
oficio, cuando de cualquier modo vieren algún justo motivo para ello; 
y en el procedimiento y determinación deberán observar respectiva- 
mente lo que á los jaeces de primera instancia prescribe el artícu- 
lo 5 1, y ademas las disposiciones siguientes : 

1. “ Que si la causa empezase por acusación ó por querella de 
persona particular, no se deberá nunca admillr la querella ó la acu- 
sación sin que la acompañe la correspondiente fianza de calumnia , v 
de que el acusador ó querellante no desamparará su acción liasta que 
recaig.a sentencia que cause ejecutoria. La cantidad de dicha fianza será 
determinada por el tribunal según la mayor ó menor entidad y con- 
secuencia del asunto. (Veanse los arts. 58 , 5 q, 75 y q 4 ) 

2. '^ Qu.e aunque comience la causa de la manera sobredicha, 
siempre deberá ser parte en ella el fiscal de la Audiencia. 

3 . '^ Que esta no podrá suspender al juez . procesado sino cuando, 
procodicndnse .sobre delito á que por la ley esté .señalada pena de pri- 
vación de empico ú otra mayor, estime necesario suspenderle después 
de formalmente admitida la acusación ó la querella, ó de resultar mé- 
ritos bastantes, si el procedimiento fuere de oficio. Pero podrá hacer- 
le comparecer personalmente ante sí siempre que considere requerir- 
lo el caso, y aun ponerle en arresto cuando lo cesija la gravedad del 
deúto sobre que se proceda. 

4. ^ Que la.s actuaciones de instrucción en el sumario, y las que 
reqq^ra el plcnarlo deberán encargarse al ministro mas antiguo de la 
sa.a respectiva después del que la presidiere ; y las düigetiíias que 
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Imhiere que practicar fuera <le la residencia del tribunal , y que no 
pudiere evacuar por si dicho nuiúslro, se cometerán siempre á la 
primera autoridad ordinaria del pueblo ó del partido respectivo. 
Burantc el procedimiento, no podrá (d acosado ó procesado estar en 
eí pueblo donde se pracUquen actuaciones de su causa , ni en seis 
leguas en contorno. 

5.'* Que en esta cla.se do causas siempre debe haber lugar á .sú- 
plica de la sentencia de vista; pero la de revista causará siempre eje- 
cutoria (Vc'ase el articulo qid. .El tiene alguna analogía con la ley 
de 22 de marzo de 18^7, reslai)!ecien(lo la orden de las Cortes de 
29 de junio de 1822 sobre forntacioti de causa contra magistrados y 
jueces ; lo insertaremos mas adelante ) 

]¡ Casi siempre las (Ullgcnclas del sumario se instruyen en la ca- 
beza de partido, y no podiendo el juez estar en ella ni en seis leguas 
en contorno, queda suspenso por este solo hedió sin necesidad de 
formal y especial providencia de suspen.sion , que también irá en- 
vuelta en el auto de arresto; la gravedad de! delito puede ser tal que 
no solo proceda el arresto, sino la prisión; pero una y otro deberán 
ser dictados con arreglo á las leyes vigentes, ¡j 

Art. 7C Para el despacho de suslanciacion, asi en lo civil como en 
lo criminal, no siendo denegación de soltur.i, determinación de formal 
artículo, admisión 6 denegaiion de súplica, de prueba ó de recurso 
superior, ó alguna otra providencia que pueda causar perjuicio ir- 
repar.able, dos ministros serán suficientes para formar sala , y sus 
voto.s harán resolución en todo aquello en que estuvieren conformes 
de toda conformidad. 

Mas par.a cualquiera de las providencias aqni esceptuadas, y para 
lodos los demas autos que no sean de mera sustanciacion , no podrá 
haber sala con menos de tres ministros, ni tampoco sentencia ni reso- 
lución sino en lo que reúna sus tres votos absolutamente conformes, 
(V ease art. qü.) 1 

Art. 70. Sin embargo, serán necesarios cinco utinistros á lo me- 
nos para ver y fallar en segunda ó tercera instancia alguna causa cri- 
minal en que pueda recaer pena corporal; pero bastarán para formar 
.sentencia tres vmtos absolutamente conformes. (Véase artículo 83 .^ 
igual número de minÍ 3 tro.s .se necc.sltará también para ver y fallar 
en primera instancia cualquiera de las causas de que trata el artícu- 
lo 78; y para verla y fallarla en revista, deberán concurrir siete mi- 
nistros donde los baya, y donde ño, todo el tribunal pleno com- 
puesto de cinco magistrados á lo menos; siendo siempre indispensable 
para constituir sentencia la entera conforinidad de la mayoría absoluta 
de todos los concurrentes. 

Art. 78. En aquellas .\udlericias donde por su corta dotación no 
puedan reunirse ton inclusión del regente ios cinco magistrados ne- 
cesarios para ver y fallar las causas de que trata el ¡n-ecedente artícu- 
lo, se completará este número con el juez ó jucce-s letrados de primera 
instancia que baya en la capital, si no tuvieren Impedimento, y á 
taha de ellos elegirá la sala á pluralidad de votos otro ú otros letra- 
dos, según lo que se necesite. 

II A pesar di; la facultad cuncedida en este articulo, y conííftaada 
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en el del Real decreto que a continuación copiamos, será muy 
difictl la observancia del artículo 7 5 en las audiencias que se compo- 
nen de an regente, seis ministros y un fiscal; la mayoría de la sala 
en la instancia de revista habrá de componerse de abogados, y preci- 
samente cuando el procesado es un juej;;. 

Estos dos artículos, asi como el 72, clamaban por una pronta 
modificación. Según el artículo 75 bastaba que pudiese recaer pena 
corporal para que fuese necesario- el número de cinco ministros; y es- 
te lenguaje era muy vago, porque sucedia muy frecuentemente que en 
causas, que á primera vista podían acarrear pena corporal, no se im- 
ponia al fin , ó por la nimiedad del delito, ó por otras circunstan- 
cias atenuantes. Aun la modificación hecha en este punto por el Real 
decreto nos parece insuficiente, y preferiríamos se hubiese dicho que 
para la imposición de las penas especificadas en él fuese necesario el 
espresado número de cinco. 

La estension dada á las penas corporales en el artículo ii del re- 
glamento agravaba los inconvenientes del 75. La dureza de nuestras' 
costumbres rebaja la idea de gravedad de las penas, y no deben te- 
Kerse entre nosotros por corporales, para efecto de llamar tan seria- 
mente la atención del legislador, y ocupar á cinco ministros, las que 
en pueblos mas civilizados pueden justamente graduarse de tales. 
La falta de educación , de industria y otros medios de subsistencia, 
la amortización de la propiedad y, en una palabra, la casi absoluta 
pobreza de los nueve dc'cimos de la población, son y serán , mientras 
subsistan , manantiales fecundos de delitos, sobre lodo de hurtos y ro- 
bos, y si para un año ó seis meses de correccional hubiesen de ser ne- 
cesarios cinco ininislros, habría de doblarse su número en todos los tri- 
bunales, y mas cuando desgraciadamente á favor de las circunstancias 
políticas se ha propagado la desmoralización, la facilidad en delinquir, 
y la impunidad de los delincuentes. En fin , aun después de las modi- 
ficaciones hechas, creemos que la ley 16, tit. 12, lih. 5 de la TNovísima 
Recopilación , ofrece on ancho campo á serias meditaciones. Parecía 
también chocante e' irregular que el juez inferior inipusiese seis me- 
ses de prisión ó reclusión con la circunstancia de llevarse á efecto su 
sentencia si no se apelase dentro de dos dias, y que para la imposi- 
ción de seis meses y un día fuese necesaria la asistencia de cinco mi- 
nistros. 

El Real decreto de 4 - de noviembre de i 838 , estableciendo ciertas 
reglas para la administración de justicia, es del tenor siguiente: 

"Con el fin de evitar el retardo que sufren las causas criminales 
por consecuencia de los segundos emplazamientos y el número de iiu- 
nistros que ecsije el Reglamento provisional de justicia para la vista de 
los procestjs que se siguen por delitos de penas corporal, asando de la 
autorización concedida por la.s Cortes á mi Gobierno, vengo en ordenar 

1 . . I ^ 

lo siguiente: 

Artículo único. Por ahora, y mientras no se publique la Instruc- 
ción provisional de enjuiciamiento, en lugar de la regia décimacuarta 
del artículo 5 i y de los artículos 72, 75 y 76 del Reglamento provi- 
sional p.ya la administración de justicia contenido en el Real decreto 
de 26 de seiieiptbre de i 835 , se observarán las disposiciones «igaientes: 
■pono V. 14 


I 
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i.“ Que sustituye á la regla deciinacuarla del artículo r>i. 

La sentencia definitiva será notificada á estas inmedialamcnle ; y 
apelen d no, se remitirán desde luego los autos originales á la Audien- 
cia del territorio, con pre'via citación y cmplazamieolo de las mismas, 
siempre que Ja causa fuere sohre delito á que por la ley este señalada 
pena corporal. Si la causa fuere sobre delito liviano á que por la ley 
no se imponga pena de esta clase, solo se remitirá á la Audiencia con 
igual formalidad cuando alguna de las partes interponga apelación 
dentro de los dos dias siguientes al de la notificación de la sentencia, 
la cual causará ejecutoria, y será llevada desde luego á debido efecto por 
el juez si no se apelare en dicho ícVmino. 

Será obligación del escribano que notifique la sentencia definitiva 
al reo, advertirle que si en el termino del cmjilazamienlo no eli- 
giese procurador y abogado que le defiendan en el tribunal superior, 
le serán nombrados por este de oficio , y con el procurador se entende- 
rán los traslados y actuaciones relativas al mismo reo, hasta que re- 
caiga en el proceso sentencia ejecutoria. El escribano que omitiere esta 
formalidad, ó no la hiciere constar en la diligencia de notificación de 
la definitiva, incurrirá en la mulla de 200 hasta 5oo reales de vellón. 
El mismo escribano escribirá apud acta el nombramiento de defensor, 
ó defensores en su caso, y firmará el reo esta diligencia, que equival- 
drá por poder en forma. 

a.** Que sustituye el art. ya. 

En las demas causas criminales, que vengan en apelación de juz- 
gado inferior, ó en consulta de sentencia definitiva pronunciada por el 
sobre delito de pena corporal, la Audiencia, para determinaren vista 
o revista, oirá al fiscal en su caso, y también á las demas partes ó sus 
defensores si se presentaren ó hubiesen sido nombrados apud acta, con- 
cediéndoles un termino que no pase de nueve dias á cada uno, con las 
circunstancias que añade la regla del artículo 5i. 

Si pasado el termino del emplazamiento hecho en el juzgado in- 
ferior no hubiesen comparecido las parles, se les nombrará de oficio 
defensor y procurador, con quien se entenderán las actuaciones rela- 
tivas á la no compareciente , hasta que recaiga ejecutoria en el jiro- 
ceso. 

Disposición 3,^ y siguientes, que sustituyen á los artículos ySy 76 . 

3.^ En las Audiencias de la Península e' Islas adyacentes serán ne- 
cesarios cinco ministros para ver y fallar en vista ó revista las causas 
en que el juez de primera instancia haya impuesto, ó pedido el fiscal 
de S. M. la pena de muerte, eslranamleuto del reino, ó presidio, reclu- 
sionvy servicio de hospitales, ó confinamiento fuera de la Península 
por mas de ocho años. 

Si por no hallarse en ninguno de estos casos hubiese empezado á 
verselalguna causa con menor número, y opinare cualquiera dé los 
mini.stros que corresponde imponer aquellas penas, y no resultase 
providencia de otra menor, se tendrá por no vista , y se vo's erá á ver 
por el número de mlnislros csprc.sado. 

4-^ Igual número de cinco ministros será necesario para determi- 
nar las causas de que habla el artículo y3 del propio Ivcglamen lo. Pa- 
ra todas las demas bastarán tres jueces. En la revista de que tratan las 
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dos disposiciones anteriores será uno de los cinco ministros el más aiti- 
tigüo de- los que asistieron á la vista. 

5 .^ Para hacer.seutencia en las causas de que tratan las dos dis- 
posiciones anteriores, bastarán fres votos enteramente conformes. 

■ .6.^ El número de ministros espresado se completará con magistra- 
dos de otra sala de la misma Audiencia , y en su falta ó siguiéndose 
por el aumento de jueces prevenido que con grave perjuicio déla admi- 
nistración de justicia se suspenda el despacho de la referida sala , se 
llenará el número gradualmente con los fiscales de S. M. , jueces de 
primera instancia de la capital , ó abogados que el tribunal pleno juz- 
gue idóneos y dignos de este honor.» 

Real orden espedida por el ministerio de Gracia y Justicia en 
dé noviembre de iSSq, acerca de la concurrencia de los regentes en 
las terceras instancias de las causas que hayan sido falladas por cinco 
ministros. 

"Conformándose S. M, con lo que ha consultado el supremoTribu- 
nal de Justicia á resultas de una esposiclon de la Audiencia de la Co- 
runa, se ha servido resolver que cuando el regente de cualquiera Au- 
diencia asista, á la vista de una causa de las que deben ser falladais por 
cinco ministros, en conformidad á lo prevenido en el Real decreto de 
4 de noviembre de i 838 , debe también concurrir á fallar la misma 
causa en tercera instancia , considerándosele por su precedencia como 
el jninislro mas antiguo.» |j 

Art, 77. Cuando en cualquiera caso asistieren á las salas mas mi- 
nistros de los absolutamente necesarios, no habrá nunca resolución sino 
en lo que con eiltera conformidad vote la absoluta mayoría de los que 
concurran, 

|¡ Mas humana es la ley 18 , tít. 22, Part. 3 . , según la que, en 
pleito criminal y en igualdad de votos , hacen sentencia los que absuel- 
ven ó imponen pena menor. |[ 

Art. 78. Eos fiscales podrán votar como jueces en los negocios en 
que no sean parle, cuando para determinarlos no hubiere suficiente nú- 
mero de ministros. 

Art. 7Qi El ministro impedido de ser juez en alguna causa, lo ma- 
nifestará oportunamente al que presidiere la sala para que le sustituya 
el mas moderno de la siguiente en orden , á la cual pasara el impedido. 

Art. 80. Empezado el despacho, ó la vista ó revista de un ne- 
gocio, no se le dejará pendiente si para su conclusión bastare alguna 
hora ma.s de las de ordinaria asistencia : y si el negocio lucre crimi- 
nal , parlicuiarmente si hubiere reos presos, se prolongará esta todo el 
tiempo posible al prudente juicio del que presida. 

Úna vez dada cuenta del negocio , ó acabada la vista ó la revista, 
no se disolverá la sala hasta dar providencia; pero si algún ministro an- 
tes de comenzarse la votación espasiere que necesita ver los autos, ó 
éesamioar el memorial ajustado, podrá suspenderse, y deberá darse la 
•sentencia dentro de los mismos términos respectivamente señalados pa- 
ra ello á lo.s . juece.s de primera inst.ancia , según que el negocio fuere 
civil 6 criminal, é interlocuioria ó definitiva la providencia. 

En las causas en que los jueces declaren conforme á la ley del reino 
ser necesaria información de derecho , deberá darse la sentencia dentro 
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de sesenta dias Improrngables , contados desde el de la vista, prcs(fn^ 
tanse ó no las informaciones de las parles. (Véanse el artículo 63 y 
e! i3 de las Ordenanzas: ademas la regla 6.^ del artículo 4.B con loen 
ella cspiicsto, y la i3.‘^ del art. 5i.) 

Art. 8u Si empezado á ver un negocio, o visto ya y no votado, 
enfermare, ó de otro modo se inhabilitare alguno de los ministros con- 
currentes, en términos de no poder continuar ó dar su voto en voz 
ni por escrito, no por eso se suspenderá la vista ó la determinación si 
los demas jueces fueren en suficiente número. Si no lo fueren, ni hu- 
biere probabilidad de que el impedimento cese dentro de pocos días, 
se procederá á nuevo señalamiento y vista en el raso de no haberse 
acabado ia primera ; ó si se hubiere acabado, verá la causa otro mi- 
nislro de la misma sala , caso de haberle vacante ; y á falta de el e! 
mas moderno déla siguiente en orden , y vista, la determinará con 
los demas que antes la vieron. 

Art. 83. La votación, una v'ez conrtenzada, no podrá nunca inter- 
rumpirse sino por algún impedimento insuperable. En ella se arre- 
glarán los ministros á lo dispuesto por las leyes : y ninguno podrá ne- 
garse á firmar, ruándole corresponda, loque resultare acordado por 
la mayoría , aunque él haya sido de opinión contr.aria. Pero si en este 
caso quisiere salvar su voto , podrá hacerlo con tal que dentro de las 
24 . horas de haberle dado lo escríba de su letra, sin fundarlo y fir- 
mándolo en el libro reservado que cada sala debe tener para este 
fin bajo llave de su presidente. 

Jj Este artículo es un breve y ecsaclo epílogo de nueslra.s leyes re- 
copiladas sobre la materia: en cuanto al modo de votar, conviene ver 
la 2 , tit. 7 , Hb. la Novis. Recop., y la 4 -*? í't- t» 5: sobre el se- 

creto que ha de guardarse acerca de ios votos, pueden verse la 6 y 
7 , tit. 8 del dicho lib. 4 - ° |( 

Art. 83. Si no resultare absoluta conformidad de los volo.s nece- 
sarios para hacer sentencia , se remitirá la causa en discordia, la. 
cual será dirimida conforme á la práctica actual i pero si dichas- 
votos se conformaren absolutamente en algún punto principal, aun- 
que discuerden en otro subalterno , accesorio 6 diferente , que no ten- 
ga esencial concesión con aquel , y que por tanto pueda bien sepa- 
rarse, habrá sentencia legal y valedera respecto á aquello en que es- 
tuvieron enteramente conformes los voto.s necesarios, y solo se remi- 
tirá en discordia lo demas en que efectivamente la hubo. ( Véanse ar- 
tículos 75 , y ademas el 4 o y de las Ordenanzas.) 

Art. 84- Los ministros cesantes ó jubilados , y los que hayan sido 
trasladados ó promovidos á otro empleo, deberán votar, siempre que se 
hallen en disposición de ello , las causas que hayan visto antes de su 
salida ; pero 00 podrán votarlas los que se hallaren separados ó sus- 
pensos de la magistratura. (Véase art. 8 de las Ordenanzas.) 

Art. 85, Todas las Auílieucias tendrán, respecto al supremo Tri- 
bunal de España é Indias, la misma obligación que por el art. 53 se 
impone á los jueces de primera instancia, y ademas deberán remitirle 
al principio de cada año una lista de las causas civiles y criminales 
fenecidas en el precedente, con distinción de sus clases, comprendien- 
do las que por conciliación, compromiso , juicio verbal , ó de cual- 
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qaier otro modo se h'übieren terrtimado en los ji«@adoS 
cada cuatro meses otra bastánte espresiva dólí^ ¿$*^6 de las crnoina^ 
les pendientes , asi en la Aadiend’a como en U^s |«Egfl 4 ós ^¿ primera, 
instancia de su territorio. f{ Véanse los articalós w 3 y 5 ^ y í ademas 
los 45 y 46 de las Ordenanzas; el 270 de la ConstiWémnv y láS Rea- 
les órdenes que insertaremos al fin- de este- i^aj^tttío/ Según 'la ley a,- 
lit. a , lib. 4. ° de la Novis. Recop. , debía darse- dista ménsóal de las 
pendientes y fenecidas. Para el cumplimiento de este articuló puede 
ser objeto de dudas, si será necesario entenderse con los alcaldes y 
jueces de primera instancia , ó con estós solos. , y que etlós sé entién- 
dan con los alcaldes. II ■ ■: ■'■■■ 

Art. 86. Guando les ocurriere alguna duda de ley, ó alguna otra 
cosa que esponer relativa á la legislación , acordarán’ sobr'e' ello eu 
tribunal pleno , después de oir á su fi.scal ó fiscales , y cón inserción 
dcl dictamen de estos consultarán á S. M. por medio de dicho stip're- 
mo Tribunal de España, é Indias. En las consultas se inserfarán tam- 
bién los votos particulares, si los hubiere, pero fin refutarlos. (Véa- 
se la regla i 4 del articulo 90 , y ademas el 21 de las Orde- 
nanzas.^ 

Art. 87. Todas las x\udienclas cuidarán de que cada año, por 
medio de un ministro que al efecto elijan , se haga visita de los su- 
balternos del tribunal para ver si cumplen bien con las obligaciones 
de sus oficios. 

Art. 88. Mientras se arreglan y uniforman en cuanto sea posible 
las Ordenanzas de las Audiencias, y se rectifican los aranceles de derechos, 
se gobernarán estas por el presente Reglamento, y por las ordenanzás 
V prácticas que actualmente las rigen en cuanto sean conciliables cOn 
él; y cuidarán de que se observen los aranceles vigentes en el diá, re- 
primiendo todo abuso que contra ellos advirtieren. 

Art 89. Los regentes de las Audiencias, si notaren en las suyas 
grandes abusóse irregularidades que ellos no alcancen á Temediar ni 
á obtener que se remedien, deberán, bajo su mas estrecha responsa- 
bilidad , ponerlo en conocimiento del Tribunal supremo de España é 
ludias, ó directamente del Oobierno, cuando (o requiera el caso, para 
que se puedan tomar las providencias oportunas. 

¡j Escusado es repetir que, no ecsisliendo el supremo Tribunal de 
España é lndias, lodo lo dicho y lo que se dirá de este, debe enten- 
derse del supremo de Justicia, con arreglo á las leyes y decretos pos- 
teriores. 

Real orden espedida por el raiiiistcrio de Gracia y Justicia en 
20 de diciembre de i 838 , haciendo varias prevenciones relativas á la 
pronta administración de justicia. 

« En diversas ocasiones se ha escitado el celo de los tribunales pa- 
ra la eficaz y pronta administración de justicia , señaladamente en la 
parte criminal ; y nunca es mas indispensable este medio decoroso con 
que se hace sentir, la acción del Gobierno, que cuando cinco años de 
padecimientos y de una lucha cruel han constituido á los pueblos en 
un estado casi habitual de ecsacerbacion de las pasiones. En tales cir- 
cunstancias la acción del Gobierno siempre es débil si no va acompa- 
ñada de aquella firmeza que debe ser inseparable de la justicia y si- 
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no es secundada por el celo, actividad é inílecsible perseverancia de 
las autoridades, pero muy especialmente de los tribunales. 

Dos son las causas que influyen de un modo inuy singular en que 
la impunidad prevalezca algunas veres sóbrela ley: la dilación en la 
terminación de las causas, y la debilidad ó negligencia en los primeros- 
pasos del sumario. De lo primero se sigue la relajación de la ley , y 
no poras veces la evasión del reo; y de lo segundo el que este quede 
con sobrada frecuencia desconocido ,y en su consecuencia impune, de 
donde nace una nueva audacia para la rcilerat ion de los crímenes. 
Partiendo de este principio, es la voluntad de S. M, la Reina Gober- 
nadora se escile de nuevo el celo de los tribunales, como de Real (ir- 
den lo ejecuto, para que redoblen su aclivid.ad y celo, de que tienen da- 
das tan honrosas pruebas, á fin de que en sus respectivos distritos se 
active, cuanto sea dable y lo penniian las formas, la administración de 
justicia en lo criminal, y muy señaladamente en los delitos de pecula- 
do, rebelión y atentado contra el tírden publico. 

Asimismo se ha servido mandar 8. M. : 

Que los jueces de primera iiislancia luego que se verifique al- 
gún acto de rebelión, asonada, inotin ó cualquiera otro genero de 
alentado contra el orden y seguridad del Estado, sea liajo el pretesto 
que quiera y por cualesquiera clase de personas, bien sea en el pun- 
to de su residencia , bien trasladándose sin dilación a donde el acon- 
tecimiento se baya verificado, pioccdan ininedialamente á instruir el 
competente sumarlo con actividad y eficacia, á fin de que no que- 
den desconocidos ni los atentados ni los perpetradores, en inteligen- 
cia que no bastarían a escusarles de no haberlo verificado, sino cau- 
sas sumamente graves y probadas en toda forma, y cuya falta de 
prueba obstara a la promoción de dichos jueces, si no liubiere lugar 
para otra cosa. 

2 . " Si el alentado se verificare en punto donde no resida el juez 
del partido, el alcalde ó el que haga sus veces procederá sin dila- 
ción y bajo toda responsabilidad á instruir las priuieras diligencias del 
sumario, dando aviso inmediatamente á la autoridad política de la 
provincia y al juez de primera instancia del partido , quien lo dará 
á la Audiencia territorial , y el promotor fiscal al fiscal do S. M. 

3. *^ Todas las autoridades se comunicarán en tales casos cuantas 
noticias hayan podido adquirir sobre el lance ocurrido; y en los casos 
de rebelión , asonada ó motín , si hubiere do.s d mas jueces de primera 
instancia , y se dudase por el pronto en que distrito habia ocurrido el 
acontecimiento, todos á prevención Instruirán espediente informativo, 
que luego pasarán al juez que sea competente, para que produzca en 
autos los efectos que baya lugar, 

4. ’^ Si el asunto es grave, los jueces de primera insíancia, en vez 
de los partes ordinarios, darán cuenta á la -Vudíencia de lo que adelan- 
ten en la causa cada tres día.s; y en igual forma lo harán las Audien- 
cias al Gobierno , cada seis ó cada ocho á lo mas. 

Al t, 5.^ Los fiscales y promotores tiscales desplegarán todo el ce- 
lo y energía propia de su importante encargo, á fin de que en el dis- 
iriio de los Iribun.olcs cu que le ejercen no se verifique un solo caso 
de impunidad, bien por omisión en la formación de causa , bien por 
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falta de actividad c inteligencia en su conlínuacion y pronta termina- 
ción; escitando para ello la autoridad y celo de los tribunales, la coo- 
peración de las demas autoridades, y acudiendo en fin , si fuere nece- 
sario, hasta a S. M. por la via reservada, esponiendo cuanto tengan 
pox' conveniente, á fin de que la acción de la ley sea en todas partes 
acatada, en términos que solo asi podrán alejar la inmediata responsa- 
hilldad de su encargo. 

6,“ En igual forma los tribunales inferiores y superiores , y en sa 
caso el supremo , espondrán á S. M. cuanto tengan por oportuno so- 
bre ¡os inconvenientes de hecho que se opongan á que pronta yespe- 
ditameíi te se administre justicia; bien entendido que hallarán en el 
ánimo de S. M. toda la benevolencia , asi como en su Gobierno toda la 
protección que sea necesaria para que sea acatada su autoridad. 

■ 7- ^ Los jaeces de primera instancia continuarán dando á las 

Audiencias los partes acostumbrados; y estas remitirán desde luego á 
este ministerio de mi cargo un estado de todas las causas pendientes 
en- su respectivo distrito sobre delitos de infidencia , alentado contra 
el orden, distracción ó malversación de caudales públicos y crímenes 
atroces,. y en el cual se espresará el tribunal en que se sigue la cau- 
sa, la calidad del delito, nombre y número de los reos, tiempo en 
que fue empezada dicha causa y estado que tiene, manifestando en 
caso de hallarse retardada los motivos porque lo ha sido. 

En los delitos de atentado contra el orden, peculado ó impureza 
en el desempeño de su encargo de parte de algnn funcionario públi- 
co, y en los crímenes atroces se dará parte á este ministerio del fallo 
fina!, <5 que cause ejecutoria, según está mandado para los delitos de 
infidencia. 

8. ° Cada seis meses remitirán las Audiencias á este ministerio de 
mi cargo un estado de las causas formadas durante el semestre por de- 
litos comunes , espresaudo las que lo han sido en consulta de sobre- 
seimiento y en rebeldía , número de los reos, tiempo que hayan sufri- 
do de prisión, y el que baya durado la causa. £1 estado correspon- 
diente al semestre que está para espirar, deberán remitirlo las Au- 
diencias en todo el prdesiino enero. 

Al propio tiempo espondrán á S. M. lo que tengan por conve- 
niente sobre las mejoras provisionales que puedan hacerse, o medi- 
das perentorias que deban tomarse para la mejor y mas pronta admi- 
nistración de justicii , ínterin se arregla esta definitivamente por la 
formación de los códigos. 

Ultimamente, resuelta S, M., y dispuesto como está su Fieal áni- 
mo á premiar el mérito, y á dispensar y procurar cuanta protección 
y ventaja sean posibles á los que desempeñan el grave cargo de ad- 
ministrar justicia , quiere sin embargo, que se haga la debida distin- 
ción entre los que llenen cumplidamente este deber, y los que hayan 
dejado algo que desear en su desempeño; y que para ello ecsistan en 
este ministerio de mi cargo todos los datos y noticias que basten á 
completar la hoja de servicios y cualidades de cada ttno de los jueces 
y fiscales, que ya se está formando, y á evitar juicios arriesgados 6 
poco fundados en sus promociones ó remociones. 

A este efecto es la voluntad de S. M. que las Audiencias , cuando 
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remitan los estados de cada semestre de qne lialda el «irtícalo 8/’^ 
arompafíen un pliego de ríotas ú observaciones relativas á la aptitud, 
laboriosidad y demas cualidades morales de los jueces y promoiores de 
sus dislrilps, y que el supremo Tribunal de Justicia paso igual nota 
al fin de crida semesire á este ministerio de nil cargo respecto délos 
tribunales, magistrados y fiscales que mas se hayan distinguido por 
su firmeza, laboriosidad c' integridad en el desempeño de su encar- 
go, y de los ^que se hallen en distinto caso, acompañando ademas 
aquellas observaciones que le dicte su celo, su sabiduría y su circun*^ 
peccion , para la mejor administración de justicia; bien entendido que 
S. M. nada desea mas que el ser informada con celo, iríleligenda y 
patriotismo sobre este importante ramo.»» 

Orden de la regencia provisional, espedida por el ministerio de Gra- 
cia y Jnslicla con feclia 20 de enero de acerca de los datos que 

las Audiencias deben dir igir al Tribunal supremo de Justicia. 

«Por el artículo 8. ® de la IVeal orden circular de 20 de diciembre 
de i838, se mandó que las Audiencias remitiesen á este ministerio cada 
seis meses un estado de las causas formadas durante e! semeslre ante- 
rior por delitos comunes . con espresion de varias circunstancias. El 
trabajo y los gastos para la formación de este estado pueden escusaise, 
porque son suíteientes para llenar su objeto las noticias que se remi- 
ten periódicamente a! rribiinal supremo de Justicia. Tomándolo lodo 
en consideración la TVegencia provisional del Reino , deseosa de quxí 
sean de alguna utilidad y uso aquellos datos, y que empezando por 
ellos , se puedan ampliar sucesivamente hasta el punto de ordenar con 
la mavor perfección la estadística criminal, ha tenido á bien resolver 
lo siguiente : 

Art. I. ^ Las Audiencias do la Península e islas adyacentes omi- 
tirán en lo sucesivo la remisión á este ministerio, del estado preveni- 
do en el artículo 8. ° de la Real orden de 20 de diciembre de i838; 
pero continuarán remitiendo con (oda puntualidad al Tribunal supre- 
mo do Justicia las listas de las causas pondioiiies en fin de cada semes- 
tre, y los estados de las causas empezadas y de las fenecidas en cada 
ano. 

Art. 2 . El Tribuna! supremo tomará las dispo.sicloncs oportunas 
para que se observe la debida uniformidad en estas ll.stas y estados, y 
para que haya en unas y otros la conveniente clasiíicacion y distinción 
de delitos, 

Art. 3. ° El mismo Tribunal hará de las listas de causas pen- 
dientes el uso que corresponda para promover la recta y pronta admi- 
nistración de justicia, y dirigirá al (Toblerno las noticias y observacio- 
nes que puedan ser útiles para que este emplee su acción con el mismo 
objeta 

x\rt. 4- ^ También hará el debido uso de los estados de las cau- 
sas empezadas y fenecidas en cada año, y ademas mandará formar y 
remitirá á este ministerio estados generales en que se reúnan las par- 
ticulares de las Audiencias de la Península, y copias délas correspon- 
dientes á las islas Paleares y Canarias. 

Art. 5 ° Para proporcionar á las provincias de Ultramar las 
mi.smas ventajas que las otras del reino, comunicará el Tribunal su- 
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premo k$ drdenes corr<?spond¡eutes con los modelos e' inslfucdones 
necesarias, á fin de que las Audiencias de la Habana, Puerto-Príncipe^ 
Puerto-Kico y Filipinas le remitan periódicamente y para los misinos 
usos , listas y estados Iguales de las causas pendientes y de las empe- 
zadas y fenecidas. I1 

CAPITULO V. 

Del supremo Tribunal de España c Imliaf. 

' Articulo Qo. Las facultade.s y atribuciones de este, supremo Tri- 
bunal, respecto á los negocios que empiecen en adelante, serán solo las 
que liguen: 

1 . * Promover la administración de justicia en todo el reino por 
lo respectivo al fuero ordinario , y velar muy caidadosamcnle sobre 
ella; para lo cual ejercerá sobre todas las Audiencias la misma inspec- 
ción superior que estas sobre los jueces Inferiores de su territorio. (Véa- 
se la regla g.“ dél art. 58.) 

2 . * Conocer en primera y segunda instancia de las causas crimi- 
nales que por delitos comunes ocurrieren contra vocales del Consejo de 
Gobierno, secretarios y subsecretarios de Estado y del Despacho, conse- 
jeros de Eislado, ministros del Consejo Real de España e Indias, emba- 
jadores y ministros plenipotenciarios de S. M-, y magistrados del mismo 
Tribunal supremo, del Real Consejo de Ordenes y de las Audiencias; 
.salvo siempre el esclusivo conocimiento de las Corles respecto i los ca- 
sos de responsabilidad que les están reservados. También conocerá este 
supremo Tribunal de las causas que por tales delitos comunes sea me- 
nester formar contra alguno de los M. RR. arzobispos, ó RR. obis- 
pos, ó de los que en la córte ejerzan autoridad ó dignidad eclesiástica 
suprema 6 superior, cuando el^ caso deba ser juzgado por la jurisdic- 
ción Real. (Vease el art. g3.) 

3. ® Conocer también en primera y segunda instancia de las cau- 
sas crimínalos que por culpa ó delitos cometidos en el ejercicio del 
respectivo cargo público haya que formar contra ministros del Conse- 
jo Real de España e Indias, subsecrelai ios de Estado y del Despacho, 
consejeros de Ordenes, funcionarios superiores de (a córte que no d^ 
pendan sino del Gobierno ininedinlamente , y que no pertenezcan 
como tales á jurisdicción especial , magi.strados de las Audiencias del 
reino, intendentes y gobernadores civiles de las provincias: y asimis- 
mo contra prelados y autoridades eclesiásticas de las que espresa el 
párrafo precedente, por aquellos delitos oficiales de que deba conocer 
la jurisdicción Real, (Véanse arts. 58 y g4 ) 

4 ..^ Conocer asimismo en dichas instancias 
De los juiciosde tanteo de oficios públicos, jurisdicciones y señoríos, 
y de reversión é incorporación á la Corona: 

De los negocios contenciosos dclReal patronato asi de España como 
de Indias: 

De los negocios judiciales en que entendía la Cámara de Castilla 
como tribunal especial ; 

De las residencias de vireyes , capitanes generales y goLernadorei 
de Ultramar: / r b Jh 

TOMO V. l 5 
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J)e ios juicios ílc espolios de prelados eclesiásticos de Ultramar: 

Délas demandas sobre retención de bulas, breves y rescriptos 
apostólicos , ó de gracias concedidas á consulta de las suprimidas Cá- 
maras de Castilla y de Indias, ó de la sección de Gracia y Justicia 
del Consejo lleal: 

De los recursos sobre nuevos diezmos de que según la ley debía 
conocer escluslvamcnte el suprimido Consejo de Castilla: sin perjuicio 
de que las personas á quienes se demandaren tales nuevos diezmos 
puedan, si quisieren, con arreglo al art. 44 > acudir al respectivo juez 
de primera instancia para el mero hcclio de que se las ampare en la 
posesión de no pagarlos. (Vease art. 44 ) 

5. “ Conocer de los recursos de nulidad que, según lo que establez- 
can las leyes, se interpusieren de las sentencias ejecutorias dadas por 
las Audiencias. (Vease art. 68 .) 

6 . ^ Conocer como en la actualidad , hasta que otra cosa se deter- 
mine por la ley, de los recursos do injústida notoria y de las segundas 
suplicaciones. (Véanse las artículos y 68 .) 

Conocer en apelación , asi de los asuntos judiciales de la Real 
Hacienda en lodo el Reino, según lo que determinen los leyes, corno 
también de lodos los negocios contenciosos de la Real Caja de Amor- 
tización. 

8 .®. Conocer de los recursos de fuerza que se interpongan de la 
Nunciatura, del Consejo de Ordenes , y de lodos los demás tribuna- 
les eclesiásticos superiores de la córte. 

Conocer de los recursos de protección del Santo Concilio de 
Trento, como entendían de ellos los suprimidos Consejos de Castilla y 
de India.s. 

19 . Conocer de los recursos de fuerza ó de protección de Regulares, 
asi por lo respectivo á la corte como también fuera de ella, cuando, 
por lo que se prescribe en la facultad cuarta del art. 58, no pueden las 
yVudicncias tomar conocimiento de dichos recursos en el fondo. (Vease la 
referida ficultad 4*“ <1^1 art. 58.) 

II. Hacer que se le presenten las bulas, breves y rescriptos apos- 
tólicos para ecsaminarlos' y concederles el pase, ó retenerlos con arreglo 
á las leyes. (Vease la obligación 3 del art. io4). 

12 . Ecsaminar también, y dar ó negar el pase á las preces que 
se dirijan á Roma, en aquellos casos en que para tal efecto deben pre- 
.senlarsc al Tribunal supremo con arreglo á las Reales disposiciones vi- 
gentes en la actualidad. 

i3. Dirimir las competencias de las Audiencias entre sí en todo el 
reÍLio; y también las que en la Península c islas adyacentes se susciten 
entre Audiencias y jueces ordinarios, ó entre unas y otros con tribu- 
nales ó juzgados especiales que no sean de los de fuero militar de guer- 
ra ó de marina, ó de alguno de los ramos de que conoce en apelación 
la Real y suprema Junta patrimonial. (Véase la facultad 5.* del artí- 
rerlo 58.) 

i4* Dirigir á S. M. con su dictamen las consultas que reciba de 
las Audiencias sobre dudas de ley ú otros puntos relativos á la legisla- 
ción, y consultar también por sí mismd sobre ello y sobre lo demás 
que considere necesario ó conveniente para la mejor adniinislracioh 
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de jástícia ; arreglináosé respectivamenle á lo dbpúcsto en el 

(Véase dicho artículo.) » i » 

Pero, sin embargo de lo que se declara en ti prcschte articuló,^ el 

Tribunal' supremo, conforme ala autorización que le está conferid^ 
por el Real decreto de a6 de mayo de i 834 , terminará lodos los nt- 
gocios pendientes que este espresa, y los que como correspondientes al 
suprimido Consejo de Indias se remitan de Ultramar antes de haberse 
publicado en aquéllos dominios el Real decreto de a 4 de marzo dd 

mismo año. ■ ' , 

Art. 91. El Tribunal supremo continuará dividiéndose como ac- 
tualmente en tres salas ordinarias , las dos para los negocios de la Pe- 
nínsula é Islas adyacentes, y la otra para los de Ultramar; alternando 
en las dos primeras sus ministros por orden de antigüedad, conforme 
á lo prescrito al final del art. 6*. Pero no solamente podrá la sala de 
Iridias suplir a las de España siempre que se necesite, asi como los 
ministros de estas podrán también suplir en igual caso á los que falta- 
ren en la otra , sino que de los mas modernos de las tres indistinta- 
inenlc deberá formarse para ausiliar á cualquiera de ellas lis salas e$- 
traordinarias que convinieren conforme al art. 63. 

Los fiscales de España y el de Indias se suplirán y ausiliarán tam- 
bién recíprocamente , según conviniere para el mejor despacho de los 
negocios. (Véase art. 100). 

Art. 92. La inspección superior del supremo Tribunal sobre las 
Audiencias para promover la administración, de justicia, será respecti- 
vamente en los mismos términos y con las mismas limitaciones que 
contiene el artículo 5 q; y si se le dieren quejas atendibles sobre retra- 
sos 6 abusos en aquellas, procurará eficazmente informarse de la ver- 
dad, y tomará en su caso las providencias oportunas para remediarlos, 
(Véase el art. Sg.) 

Cuidará también de que se le remitan puntualmente á án tiempo 
las listas que prescribe el art. 85 , y las ecsaminará con la mayor aten- 
ción, mandando pasarlas antes á los fiscales por turno, ó distribuir- 
las entre todos los ministros de las tres salas ordinarias; y si de aque- 
llas aparecieren dilaciones en el curso de las cáusas, ó algunos otros 
defectos que merezcan amonestación, censura ó corrección, acordará 
lo que corresponda en uso de sus facultades: debiendo después dar 
cuenta al Uobierno con un resiimcn de dichas listas acompañado de las 
observaciones que convengan; sin perjuicio de darle cuenta asimismo, 
siempre que los abusos ó las particularidades que se noten , ó la clase 
de remedios que se consideren necesarios, ecsijan que se llame íninedia- 
menle la atención de S. M. 

Art. g 3 . Cuando hubiere que formar causa criminal por delito co- 
man á alguna de las personas comprendidas en la facultad segunda 
del art. 90, deberá instruirse el suriiario por el ministro mas antiguo 
de la respectiva sala después del que presida, si el tratado como reo 
se hallare en la corte; y si se hallare fuera, por el regente de la Au- 
diencia, ó por el gobernador civil de la provincia, según el que pri- 
mero prevenga el conocimiento: todo sin perjuicio de que si el delito 
fuere de pena corporal, y no se hallare á mano ninguna de las auto- 
ridades sobredichas, pueda y deba el juez ordinario del pueblo en 
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cnanto lo requiera la urgencia , ejecutar lo que se prescribe eu rl ar- 
tículo 33 . 

instruido el sumario, pasará á la respectiva sala del Tribunal, que- 
dando a su disposición el procesado; y todas las actuaciones que en el 
plenario hubiere que practicar fuera de aquella, se cometerán preci- 
camerite á nigmia de las autoridades espresadas en el párrafo anterior. 
La sentencia de vista en estas causas será siempre suplicable; pero 
la de revista causará ejecutoria en todos los casos. (Véase la disposición 
del art. 73.) 

Art. g 4 - En las causas á que se refiere la facultad tercera de dicho 
art. qo, el ministro mas antiguo de la sala respectiva después del que 
presida deberá ser precisamente quien instruya el sumario; y se ob- 
servarán todas las demas disposiciones del artículo 73. 

Art. q 5 . Será estensivo al Tribunal supremo lo que se prescribe en 
■el artículo 74 ; pero se necesitarán siempre cinco ministros á lo menos, 

1. ® Para ver y fallar en primera instancia alguna de las cau.sascrl- 
■mlnales de que tratan los artículos q 3 y 94? ó alguna residencia de 
-virey, capitán general ó go[>crnador de Litramar; e.scepto si se proce- 
diere en cuerpo contra el Consejo de Ordenes, ó contra alguna Au- 
diencia , ó contra alguna sala de estos tribunales. 

2. ® Para ver y fallar en juicio plenario de posesión ó de propiedad 
alguna demanda sobre nuevos diezmos. 

3 . ® Para Ver y determinar demanda de retención de bula , breve 
(') rescripto apostólico, ó de gracia concedida ; incluso el artículo^pré- 
^io respecto á estas. 

,\rt. 96. jVo podrán verse y determinarse en revista con menos 
de siete ministros las causas mencionadas en el párrafo i.® del prece- 
dente artículo, con la escepcion allí contenida. 

Art. 97. Serán nece.sarios nueve jueces á lo menos, 

1. ^ Para ver y fallar en primera instancia cualquiera causa cri- 
minal en que, conforme á la facultad tercera del art.go, .se proceda en 
cuerpo contra el Consejo de Ordenes, contra alguna Audiencia, ó con- 
tra alguna sala de estos tribunales. 

2. ® Para ver y determinar grado de segunda suplicación, recur- 
so de injusticia notoria , ó alguno de ios de fuerza comprendidos en 
la facultad 8.'‘ de dicho art. 90 , ó algún juicio de reversión ó incor- 
poración á la Corona, 6 de tanteo de jurisdicción ó señorío. 

Para ver y fallar en revista las causas criminales en que se pro- 
ceda en cuerpo contra el Consejo de Ordenes, á contra alguna Audien- 
cia, ó contra alguna .s.ila de uno ú otra, concurrirá pleno todo el 
supremo Tribunal, sin que puedan ser menos de once los jueces. 

Art. 98. E! supremo Tribunal de España é Indias deberá ob.scr- 
var respcctivanienle en su caso, cuando con especialidad no se pres- 
criba otra cosa en este capítulo, todo lo prevenido respecto á las Au- 
dlencia.s en los artículos 63 y siguientes hasta el 68 inclusive ; en el 
70 , 73 y 75 ; y en el 77 y los que le .siguen hasta el 84 inclusive 
también ; y a.simisnío cuidará de que se haga la visita anual de sus 
subalternos con arreglo al art. 87 , y de cumplir lo que el 88 pres- 
•cribe en cnanto á aranceles. 

La obligación que el art. 89 impone á los regentes de las Audien-* 
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tiu, « e»temÍTien iguale» ca»o»al presidculé del Tríbun»! íujj^p. 
(Véanse los artícolos 87 y 89 ya cUaíos.) , 

CAPITULO VI T üLtiMO. ^ 

: ■■■ I.' i 

De los fiscales y de los promoi oves fiscales^- 

Art. 99. Los 6scales áel supremo Tribunal de España é Indí^ 
6 de las Audiencias no llevarán por título ni preteslo alguno, m pwj- 
miiiráo que sus agentes fiscales lleven derechos ú obvenciones, de cual- 
quiera clase y bajo cualquier nombre que sean, por las respuestas qu«- 
dieren en los asuntos que se les pasen. 

Los promotores fiscales de los juzgados inferiore.s podran percibir 
derechos con arreglo al arancel cuando recaiga condenación de postad. 

Art. 100. Los fiscales del Tribunal supremo despacharán indi^ 
tintamente lo civil y lo criminal en sus respectivas| salas , supliéndose, 
y aasiliándose unos á otros con arreglo al art. 91. 

En las Audiencias que tienen un fiscal para lo civil y otro para 
lo criminal , se suplirán también uno á otro, y se ausiliarán cuando- 
alguno estuviere recargado, ( Véase el art. 88 de las Ordénan/as.^) 

¡I Por el art. i. ® del Real decreto de 12 de marzo de i 836 , que ya 
queda inserto en otro lugar, se estableció que los negocios civiles y cri- 
uiiiiales pendientes en aquella época , y que se principiasen en adelan- 
te , se repartiesen para su su.stanciaclon y fallo en las dos ó tres sa- 
las de que se componen respectivamente las audiencias del reino; y de 
consiguiente los fiscales despachan ladistintamenle en uno y otro ramo. {¡ 
Art. loi. Los fiscales y los promotores fiscales, como j^delensores 
que son de la causa pública y de ¡a Real jurisdicción ordinaria, y en- 
cargados de promover la persecución y castigo de los delitos que per- 
judican á la sociedad , deberán apurar todos los esfuerzos de su celo 
para cumplir bien con tan importantes obligaciones; pero no se mez- 
clarán en los negocios civiles que solo interesen á personas particu- 
lares, ni tampoco en las causan sobre delitos meramente privados en 
que la ley no dá acción sino á las parles agraviadas. ( Véase la dis- 
posición i 3 del artículo 5 i , el 70, y ademas oh 89 de las Ordenan- 
zas. ) 

^ Art, 102. Los fiscales del Tribunal supremo ^ los délas Audien- 
cias no tendrán precisión de asistir á su* respectivo tribunal sino 
cuando este lo estime necesario, y cuando deban informar de palabra 
en estrados, (Véase el art. 92 de las Ordenanzas.} 

Art. io 3 . Unos y otros fiscales tendrán respectivamente la mis- 
ma obligación que el art. 89 impone á los regentes de las Audien- 
cias. (Véase dicho art. 89.) 

Art. 104. Los fiscales del Tribunal' supremo están ademas parli- 
calarmente obligados , bajo su mas estrecha responsabilidad, 

i.° A denunciar al Tribunal las irregularidades, abusos y dila- 
ciones que por las listas y causas que las Audíéncias remitan, ó por 
cnalquier otro medio , notaren en la administración de justicia, y » 
proponer sobre ello formal acusación cuando l» gravedad del caso Iol 
requiera.. . 
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2. ® A acusar los Jenoas delitos cayo conocimiento toca al dicho 
Tribunal en virtud de las facultades y 3 .^ del arl 90. 

3. ^ A soliciiar la retención de las bulas, breves y rescriptos apos- 
tólicos atentatorios contra las regalías de S. M , ó de otra manera con- 
trarios á las leyes. (Véasela facultad 11 del art. 90.) 

4..^ A promover con toda actividad las demandas pendientes, y 
entablar de nuevo / proseguir eficacísirnamentc todas las que corres- 
pondan sobre las fincas , rentas y' derechos que deben incorporarse ó 
revertir á la Corona. 

En su consecuencia están autorizados para pedir y ecsiglr por sí 
¿ los fiscales de las Audiencias , á los promotores íiscales de los juz.ga- 
dos inferiores , y á cualesquier otros funcionarios públicos , y esloa 
llenen obligación de darles, en cuanto Icgalinenle puedan, los infor- 
mes y noticias que necesiten para el mejor desempeño de sus aíribu- 
cioucs. 

Art- io 5 . Hajo igual responsabilidad están parilcularinenle obli- 
gados los fiscales délas Audiencias á denunciar, y en su caso acusar 
formalmente las faltas que contra la adniiuislracion de justicia advir- 
tieren en los juzgados Inferiores; á acusar tainbicn los demás delito.s cu- 
yo conocimiento en primera instancia toca á la Audiencia respectiva; 
y á escltar á Io.s promotores fiscales de su Icrrilorio para que acusen 
¡os que pcrlcnczcan á dichos juzgados , ó promuevan su persecución 
de oficio, y activen sus causas si ya estuvieren empezadas. 

Para ello tendrán no solo la autorización esprosada al final del 
artículo prcccdenli; , sino también una inspección superior sobre los 
dichos promotores fiscales, los cuales estarán bajo las inmediatas or- 
denes y dirección de los fiscales de la respectiva Audiencia para todo 
lo que sea defender la Real jurisdicción ordinaria, ó promover la per- 
secución y castigo de los delitos públicos y la pronta y cabal admi- 
nistración de justicia: salva siempre la independencia de Opinión que 
los mencionados promotores, como únicos respon.sables de sus actos 
en las causas que dcspaclicn, deben tener respecto á estos para no pe- 
dir «i proponer sino lo que ellos mi.smos conceptúen arreglado 
á las leyes. 

Art. 106. Lo.s promotores fiscales por su parte, bajóla re.'jponsa- 
bllidad sobredieb.!, mirarán como su principal obligación el cumpli- 
miento de lo que respecto á ellos espresa el artículo precedente, y po- 
drán también pedir por sí á cualquier funcionario público , y este de-^ 
berá darles, en cuanto legalmente pueda , las noticias que necesite pa-* 
ra desempeñarla ; y si en el rc.spcctivo juzgado Inferior notaren moro- 
sidades ó abasos cuyo remedio no alcancen á obtener, informaran 
de ello á los fisca'.e.s de la Audiencia. 

Art. 107. Empero lodos ¡os fiscales v promotores fiscales debe-f 
rán siempre tener luuy presente que su ministerio, aunque severo, 
debe serian justo é imparcial como la ley cm cuyo nombre le cjercenj 
y que si bien les toca promover con la mayor eficacia la persecución y 
castigo de los delitos y los demas intereses de la causa pública, tienen 
Igual obligación de defender tí prestar su .apoyo á la inocencia , de res-> 
pelar y procurar que se respeten los legítimos. derechos de las persor- 
nas particulares procesa<¡a.s , demandadas d de cualquier otro modo in-t 
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IcresTítlas , y de no tratar nunca á estas sino como sea conformé á la. 
verdad y á la justicia. 

Ministerio de Gracia y Jüsticia.=S. M. la Reina Goberna- 
dora se ha servido dirigirme el Real decreto siguiente; 

Siendo muy conveniente que los tribunales tengan reglas fijas para 
su gobierno interior , para su organización y para tratar los asuntos 
correspondientes á sus atribuciones del modo mas favorable á la pronta y 
recta admiijíslracion de justicia, he venido en decretar, á nombre do 
mi augusta hija ia Reina doña Isabel II, oído el dictámeo del Consejo- 
de Ministro.^, que se observe por ahora el siguiente Reglamento del 
supremo Tribunal de España c' Indias. 

CAPITULO I. 

Del Tn7,iinal T de sus salas, y desús magistrados- y siihállernos en- 

general. 

Artículo I.® El supremo Tribunal de España é Indias se compo- 
ne, en conformidad al Real decreto de a4 de marzo de i834> de um 
presidente, quince ministros y tres fiscales, y se divide en tres salas de 
cinco ministros cada una; las dos para los negocios de España , y la 
otra para los délas provincias de Ultram.ar, la cual está habilitada para 
suplir á las salas de España en caso necesario, así como los ministros 
de estas pueden también en igual caso suplir á los que faltaren en la 
otra. 

El Iratamlenlo del Tribunal y de cada una de sus salas en cuerpo 
será el de Alteza, y el de Muy poderoso Señor en el encabezamiento. 

2 .^ La sala de Indias constará de los ministros nombrados espe- 
cialmente para ella por S. M. , y las dos de España se compondrán al- 
ternando en ellas los ministros respectivos por el orden de su antigüe- 
dad, de manera que los mas antiguos sean los decanos de cada sala. Pe- 
ro el presidente, 6 quien sus veces haga , está autorizado asi para dis- 
poner que la sala de Indias despache asiinlos de las de España, cuando 
se halle menos ocupada que estas , como para hacer que si alguna ó al- 
gunas de las tres salas ordinarias estuvieren sobrecargadas de negocios, se 
formen eventualmcnte otra ú otras ausiliares con los ministros mas 
modernos de las tres, para ayudarlas en el despacho de sus respectivas 
asignaciones. (Ve’aseel arl. i5.) 

.1** El presidente podrá asistir á la sala que mejor le parezca, sea 
ordinaria o ausiiiar; y en aquella á que él no asista, presidirá el mi- 
nistro mas antiguo. El que presida la sala hará guardaren ella el orden 
debido, y .será el único que lleve la palabra en estrados. (Véase el ar- 
tículo 34 .) 

En las dos salas de E.spaña , los ministros que en un ano ha- 
yan compuesto la una p.asarán á la otra en el siguiente; pero ni en ella.s 
ni en la de Indias podrán fallar nunca en revista los que lo hubieren 
hecho en vi.sta, siempre qoe para deternainar la súplica haya en el tri- 
bunal suficiente número de otros jueces, inclusos el presidente y los 
fiscales que no tengan impedimento, para lo cual los ministros de 
cada una de las salas de España serán reemplazados por los de las otras, 
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empezando por los mas modernos, y si no bastaren, por los de la de 
Indias en igual forma; y los de esta lo serán por los de las otras do», 
también los mas modernos en ambas. 

5.® El l’ribtinal se reunirá todos los dias no feriados en el mismo 
local que aclualrnente , con agregación de la sala del Consejo de Orde- 
nes que ocupó el supremo Tribunal de Justicia, y con el mismo tra- 
ge que en la actualidad usan respectivamente los magistrados y subal- 
ternos ; y ni unos ni otros, con Inclusión del presidente, pero escep- 
tuándose los fiscales y los agentes fiscales , podrán dejar de asistir cada 
día, como no sea por enfermedad ú otro legítimo impedimento; en cu- 
yo caso deberán escusarse, avisándolo al que presida el tribuna!. 
(Véanse los artículos , 33 y 3q.) 

Empezará este á las nueve de la mañana desde i,° de mayo 
liasta fin de .setiembre, y en el resto del ano á las diez, y despachará 
las tres horas de asistencia que se acostainhran ; las cuales se cstende- 
rán hasta otra mas, si liabiendo vista úolro negocio empezado pudiere 
concluirse dentro de este tiempo: todo sin perjuiode prolongarlo cuanto 
fuese posible al prudente juicio del que presida , siempre que lo ecsi- 
giere la urgencia de los asuntos. 

J.jas .salas que tuvieren que despachar alguna ó algunas causas 
criminales, deberán ademas reunirse á horas estraordinarias , y aun en 
dias feriados, para el de.spacho de aquello que la urgencia requiera. 

8 .® A la hora precisa en que debe abrirse el Tribunal, todos los 
ministros de las tres salas se rcunir.ín con el presidente en una de ella.í 
para oir las (írdenes que el Gobierno comunique al Tribunal, ó tratar 
de algún negocio que ecsija acuerdo de todos lo.s ministros; y concluido 
este despacho se separarán las salas. 

Todas ellas principiarán por el despacho de sust.arrciacion, dán- 
dose cuenta primero por los escribanos de cámara, y después por los 
re!atore.s ; y luego se procederá á la vista de los negocios pendientes, y 
seguidamente á la de los señalados para aquel día, haciéndose todo esto 
en audiencia pública, á escepcion de las causa.s que esten en sumario, 
y de aquellas en que, á juicio de la sala, se oponga la decencia á la 
publicidad. 

10. En cuanto al número de ministros necesarios para el despa- 
cho de suslanciaclon , y para ver y fallarlos negocios, y también res- 
pecto á las votaciones y el término en que deben darse la sentencias, 
se observará lo prescrito en el reglamento provisional para la adminés- 
tracion de justicia de 26 de setiembre de e.ste ario. Siempre que en una 
sala necesiten lua.s ministros , pasarán á ella los mas modernos de cada 
una de las otras respectivamente. 

11. El ministro impedido de ser juez en alguna causa, lo mani- 
festará oportunamente al que presida la sala, para que, con acuerdo dcl 
presidente del Tribunal, ú de quien baga sus veces, le sustituya el mas 
moderno de la otra, respecto á los dos de España. Si el impedido fuere 
de la sala de Indias, le sustituirá también el mas moderno de las otras 
dos, y eu ambos casos aquel pasar.'i á la sala de este, para que en ningu- 
na de ellas se detenga el despacho. 

12 . Las discordia» que hubiere en alguna de las do.» .salas de Es- 
paña, se dirimirán por los ministros mas modernos de la otra; y las 
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M^urran cíi la sala áe Indias , por los mas' modernós «le a<j(l<jllai dos 
alternativamente; pero si hubiere rninisirm de la dotación de la saU eri 
que se haya hecho la discordia ^ y que no hayán visto el pleito discor-^ 
dado, serán preferidos. 

i 3 . Las sentencias deífinitivas se publicarán leye'ndolas el ministro 
semanero, y hallándose presenté el escribano del pleito o causa pará ^ 
autorizar la publicación. (Véase el art. i6.) 

Los l\ea 1 es despachos d provisiones qué motive la sustanciacion, 
d que da- otro modo espida el Tribunal,. se eslenderán con arreglo á las 
leyes y á la práctica observada, y deberán ir siempre firmados por 
el presidente, por el semanero y por otros dos ministros. ( Ve'ase ar- 
tículo 72.) 

1 5 . Los negocios de la atribución de las dós salas de Lspaña que 
DO hayán de acordarse en tribunal pleno, se repartirán por turno 
rigoroso entre ambas, pasándose á la de Indias los de su respectivo 
conocimiento; pero sin perjuicio de que para la espedicion del despa- 
cho se observe en su caso lo dispuesto por el art. 2.® , y de que se es - 
tienda también á la sala de Indias el repartimiento de aquellas clases 
de asuntos de la Península que , por ser muchos, convenga distribuir 
entre todas las salas , cuando lo estime el presidente. Los negocios lo- 
dos , con inclusión de los llamados de mil y quinientas^ se despacharán 
indistintamente en cualquier día de la semana. (Véase art. 2.“) 

16. Todos los ministros por turno rigoroso desempeñarán la se- 
manería del tribunal pleno , y lo mismo harán los de cada sala res- 
pectivamente. El ministro semanero deberá reconocer y rubricar to- 
das las providencias que el tribunal ó la sala acuerde , asi por ante re- 
lator , como por anle escribano de cámara , cuando no sean de las 
que requieran la rúbrica ó la firma de lodos los jueces. (Véanse artícu- 
los 16, 53 , 63 y 72.) 

17. En cada sala habrá un libro para los señalamientos, y otro re- 
servado, en el cual los mini.stros que quieran salvar sus votos particu- 
lares podrán hacerlo, con tal que dentro de las veinte y cuatro horas 
de haberlos dado, los escriban de su letra sin fundarlos y firmándo- 
los; pero no por esto podrá ninguno negarse á firmar cuando le cor- 
responda lo que resultare acordado por la mayoría, aunque él haya 
sido de Opinión contraria. El libro reservado se custodiará en la mesa 
de la sala respectiva bajo llave de su presidente. (Ve'ase art. 102.} 

18. En las consoltas ó informes que evacúe el Tribunal d aignna 
de sus salas, se insertarán, sin refutarlos , los votos particulares de los 
ministros que disientan, los cuales para este fin deberán presentarlos 
cstendidos con los fundamentos en que lo.s apoyen. (Véase art. 61. ) 

También se insertarán á la letra los dictámenes fiscales, ó se acom- 
pañará copia de ellos. 

19. El Tribunal hará las visitas generales y semanales de sos res- 
pectivos presos , conforme á las leyes y al citado reglamento provisio- 
nal de a6de setiembre de este año; solo que á las visitas generales bas- 
tará que concurran el presidente, seis ministros y dos fiscales. 

ao. Cuidará de que cada año, por medio del ministro que al efecto 
elija , se haga visita de los subalternos de! tribunal para ver si comí- 
plen bien con las óbligaciones de sos oficios. 
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21. El primer día liáLíl de cada ano se abrirá cl Tribunal pleno 
con la lectura de este Reglamento, ó del que en adelante rigiere, asls- 
líendo precisamente lodos los subalternos. 

22. Cuando el Tribunal reunido haya de concurrir á cualquier ac- 
to público, en virtud de Real orden, ocupará cl lugar que S. M. se 
digne designarle. 

23 . El presidente , los ministros y fiscales del tribunal , y lo mis- 
ino los subalternos, no podrán ausentarse de la córte sin Real licencia, 
csccpfuando el caso qne se previene por cl art. 29, y la Peeal licencia 
deberán pedirla por medio del primero lodos los demas. (Vease artí- 
culo 2Q ) 

24. Eos c.spresados presidente, ministros y fiscales no podrán te- 
ner comisión ni encargo alguno capaz de distraerlos del cumplimiento 
desús obligaciones, ni otra ocupación que la del preferente desempeño 
de su instituto en el despacho de los negocios de dicho Icibunal ; salva 
la de concurrir á las Cortes del reino, cuando fueren elegidos para 
ellas, y la facultad del Gobierno para encargarles, siempre que lo es- 
time , algún servicio que eslraordlnariamentc puedan prestar al lis- 
tado. 

2p. Eos magistrados y subalternos del supremo Tribunal continua- 
rán comprendidos en cl Monte pió del ministerio y de Reales oficinas 
respectiva rilen le. 

26. Ninguno de ellos, cuando fuere nombrado para el Tribunal, po- 
drá entrar á ejercer sus funciones, sin prestar previamente ante todo 
el reunido, el juramento prescrito por el Real decreto de i. ® de abril 
de 1834. El presidente lo prestará en pie desde su asiento, 

CAPITULO II. 

Del presidente del Tribunal. 

27. El presidente tendrá el tratamiento de Escelcncia , y cuando 
entre ó salga en alguna de las salas , se lcvanlar.án sus ministros y sii- 
Lallernos ; le acompañará un portero desde una a otra, y dos basta la 
puerta de la calle cuando saliere; y ademas uno de ellos deberá estar 
diariamente de guardia en la casa posada del mismo presidente á las 
horas que estele señale. ("Véase art. ^ 4 ) 

28. Reunirá el ¡presidente las salas cuando fuere necesario, v cui- 
dará del cumpliini¿fa de las respectivas obligaciones de ministros, 
fiscales y subalternos: Testará á su cargóla policía interior del Tribu- 
nal , y cl hacer que en el se guarde orden. Podrá llamar á su casa á 
cualquier ministro, fiscal 6 subalterno que necesitare para alguna ocur- 
rencia urgente del servicio ; y cl secretario y los oficíales de la secre- 
taría ausillarán al mismo presidente en el despacho de los informes 
y demas que ocurriere en la presidencia, por la cual se dará cuenta 
al Gobierno de las vacantes que acaezcan en el Tribunal. 

29. Recibirá en Tribunal pleno l.as escusas de asistencia de los 
ministros y de los subalternos , y tendrá facultad de concederles licen- 
cia para ausentarse , mediando justa y bastante causa para ello ; á los 
primeros basta un mes, y á los segundos hasta dos , ponicudolo cn no- 
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CAPITULO III. 
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De ¿os ministros del Tribunal. ' I . - 

■ ' . ■ -j 

33 . Los ministros dct Tribunal serán en sil asistencia '3iam tam 
puntuales como corí-esponde , y estarán en el Tribunal cotí la! ma^or 
composlurá y decoro, prestando toda atención á ios negocios de - qae 
se diere cüenta , no interrumpiendo á ios abogados, relatores y escri.^ 
baños en sus discursos y relaciones , tratándolos á todos con la eónsi^ 
dcracion debida á sus respectivos cargos, y guardando en lasdelibisradí 
ciones interiores el comedimiento y la urbanidad que el carácter j di 
respeto de ellos mismos requieren. El qué présidá la sala celatí eficaz-^ 
mente el cuniplimiento de este artículo. 

34 . Si en las audiencias públicas algún ministro dudaré de álgsfi 
hecho , no pedirá las aclaraciones qUe necesite sino por medio deh ^UC 
presida la sala. (Vease el art. 3.) 

35. Los ministros del supremo Tribunal tendrán cl iratamiento de 
Señoría Uustr/sima. 


CAPITULO IV. 


De los fiscales del Tribunal y de las agentes- fiseedest 

36. Los fiscales del Tribunal tendrán igual tmtamienié j cúiisidé.^ 
ración que ios ministros, y los dos de las salas de Eapaila despaché rá» 
Indisliiilamcníe todos los negocios pertenecientes a las mfema.sj* Jíaciett-t 
dolo el de la de Indias de los que á esta corresponden , sin perfoicit» 
de suplirse y ayudarse unos á otros siempre que fuere hécésa rio. 

Sy. Todos fres despacharán juntos los negocios que para eHo mafl-a 
de pasarles el Tribunal pleno; y en aquellas causas en que la ley ré-a 
quiere que hagan unidos !a defensa dos fiscales , se ejecutará asi cónMf 
hasta ahora , alternando el de Indias con otro de los de Espada.^ > 

38. Para el mas igual repartimiento de los negocio* de U Peé'ín- 
sula que se hayan de despachar por cada ano de los fiscales , se distríx 
huirán aquellas por un turno rigoroso que el Tribunal apruebe , »s¡ 
Jos que deban quedar entre los dos fiscales de España , como los qne 
conforme al artículo i5 se hayan de distribuir entre estos y el de In- 
dias. (Véase el art. 47 ) 
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39. Los fiscales estarán eesentos de asistir al TribtmaV, a no ser eit 
los casos siguientes : 

Primero. Coando haya vísta de causa en que sean parte. 

Segundo. Cuando por no haber .suficiente número de ministros se 
necesite que asistan á alguna sala como Juece.s. 

Tercero. Cuando por cualquier otro motivo el Tribunal 6 el presi- 
dente estimen necesario que concurran en persona para algún negocio. 
Nunca podrán los fiscales estar presentes á la votación de aquellas 
causas en que sean parte, ó coadyuven el derecho de quien lo sea. 

4 0. Jin toda causa criminal sobre delito- público ó sobre responsa^ 
hilídad ofici.af, será parte alguno de los fiscales, aunque haya acusador 
particular. En las civiles y en las relativas á delitos privados no se le 
oirá sino cuando interesen á la causa pública, á la defensa de la Real 
jurisdicción ordinaria, o á las rega!ía.s de la Corona. 

4 *. En todos los rtegocios en que los fiscales hagan peticiones for- 
males al Tribunal, aunque no sean contencioso.^, se les notificarán las 
providencias que se dieren, como también cuando sean parle en algún 
negocio, ó hayan dado dicta inen en él por ser de interés público. 

42. Los fiscales del Tribunal tendrán cinco agentes fiscales; dos 
para cada fiscal de España , y uno para el de Indias , dotados con el 
sueldo anual de veinte mil reales de vellón bajo la calidad de que no 
puedan llevar derechos ni emolumentos, de cualquiera clase y denomi- 
nación que sean. 

43. Los agentes fiscales deberán ser letrados de probidad, aptitud 
y confianza, y serán nombrados 7 removidos libremente por los fisca- 
les, á quienes han de a.sislir , y que son los responsables de lo que 
firman ó rubrican. Dichos fiscales darán cuenta a! Tribunal por medio 
de oficio, y solo para su Inteligencia, de los nombramientos y remo- 
ciones que ejecuten. 

44 - A cada uno de los agentes fiscales pasarán las escribanías de 
cámara, bajo el resguardo que aquel debe firmar en el libro de cono- 
cimientos , los negocios que se remitan por turno al respectivo fiscal;. 
y será cargo del agente fiscal á quien pasen los autos, devolverlos á la 
escribanía cuando estén despachados, cancelándose el conocimiento, y 
entregar cada mes una nota de los pendientes al que presida la sala 
respectiva. Cada agente fi.scal tendrá un libro de recibos en que anota- 
rá los negocios que se pa.san, y el dia en que los recibe; y así ejecu- 
tado, los presentará inmediatamente al fiscal, quien podrá encargarle 
su despacho cuando y como lo estime. (Vacase el art. Sj.) 

' 45 . Para hacer los cotejos de los memoriales en negocios en que 
sean parte los fiscales , se pasarán los procesos y memoriales al rcfpec- 
tivo agente, si estimando aquellos que este deba asistir al acto, lo co- 
misionaren paradlo, á fin de que enterándose de los unos y de los 
otros se dilate menos la diligencia. 

4 fi. Los agentes fiscales , mientras lo sean , no podrán ejercer la 
abogacía ; y en ausencias, enfermedades ó vacantes se suplirán mulna— 
mente. 
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CAPITULO V. 

Dtf /o.í subalternos del Tribunal. 

§ I- 


De los relatores. 

47. Habrá en el Tribunal supremo seis relatores letrados de pro- 

bidad , inteligencia y confianza , cada uno con el sueldo de cinco mil 
reales vellón anuales y los derechos respectivos, conforme por ahora á 
los aranceles que regían en los- suprimidos Consejos de Castilla, Indias 
y Hacienda, debiéndose repartir entre aquellos los negocios de todas 
las salas en la forma y por el turno ó turnos que el Tribunal acuer- 
ide. (Veanse los arls. 86 y 87.) , 

48. Los nombrará por esta vez S. M. á simple propuesta del Tri- 
bunal , según se halla mandado ; pero en ío sucesivo serán nontbrados 
por Oposición, y á propuesta del mismo por terna bajo las reglas si- 
guientes: 

Primera. Verificada la vacante de cualquiera rclatoria , se anun- 
ciará por edictos en la puerta del Tribunal, y por medio de la Ga- 
ceta del Gobierno, para que dentro del término de dos meses concur- 
ran los qqe quieran pretenderla, presentando en la escribanía mas an- 
tigua el título de abogado. 

Segunda. En la misma escribanía se pondrá un número de pleitos 
igual al de los opositores que hubiere, desglosándose las sentencias, y 
numerándolos; y se formará una lista con espresion de cada uno, que 
rubricará el ministro mas moderno del Tribunal. 

Tercera. Cumplido el termino de los edictos , y señalado dia por 
el Tribunal para dar principio á las oposiciones, concurrirá el oposi- 
tor mas antiguo, según sus méritos , á la escribanía, y se le entregar» 
uno de los pliegos, poniendo recibo en la lista que se espresa en el ar- 
tículo anterior; cuyo acto se repetirá en los demas dias 

Cuarta. Entregado el pleito , quedará el opositor en la pieza que 
íC señalare en el 'Iribunal ; y sin permitirle mas que un escribiente, 
formara un estracto de aquel, cstendiendo y fundando la sentencia que 
crea arreglada á justicia , en el preciso término de veinte y cuatro 
lloras. 

Quinta. Cumplidas estas se presentará el opositor en tribunal ple- 
no, y en público hará de memoria relación del pleito, dejándolo con 
el estracto que hubiere formado, en la mesa del Tribunal; y en se- 
guida se le hará por este, á puerta cerrada, un eesámen de media hora 
sobre el orden y método de enjuiciar, y demas concerniente á las obli- 
gaciones y oficio de relator. 

Sesta. Concluidos los ejercicios se procederá por el Tribunal á la 
propuesta por terna, entregándose por la escribanía á cada ministro 
una lista comprensiva de los nombres de todos los opositores para la 
votación, y deberá recaer aquella en los que reunieren mayoría ab- 
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49. Para el despacho de la relatoría que vacare por cualquier mo- 
tivo, el tribunal, hasta que tome posesión el nuevo relator que íuere 
nombrado con las formalidades establecidas, elegirá á pluralidad ab- 
soluta de votos, un interino letrado de probidad y suficiencia, el cual 
percibirá por el tiempo que la sirva la mitad del sueldo señalado á 
los propietarios, y los derechos de arancel; encargándose con inven- 
tario de todos los espedientes de la relatoría vacante, que entregará 
después al sucesor juntos con los que le locaren durante su interi- 
nidad. 

5 0. Los relatores no podrán recibir los procesos sin que conste se 
les ban encomendado, ni podrán tampoco despachar unos por otros 
los que se les hayan repartido, á no ser por ausencia, ení’ermeíiad ú 
otra causa, con aprobación del Tribunal ó de la sala que conozca deí 
negocio. 

5 í, Al entregarse de los autos anotarán siempre el dia en que los 
reciben. 

52 . Los relatores harán su relación sentados, como los abogados 
hacen sus defensas; y lo ejecutarán con la mayor ecsaclitud, anotando 
SU.S derechos al margen de las providencias. (Vtíase art. 76.) 

53. Dadas estas por el Tribunal y rubricadas por el ministro se- 
manero, ó autorizadas en su caso por todos los jueces, las firmará el 
relator cuando corresponda, y devolverá los autos en el mismo Ji.a 
en que rubrique 6 autorice la providencia. (Vease art. 16.) 

54. Cuando los negocios pasen á los relatores durante la su.slan- 
ciacion, instruirán al Tribunal verbalineote, y cscusarán e! barerlo por 
medio de estrados, á no ecsigirlo su gravedad, volúinen ú otra causa 
á juicio suyo, ó á no mandarlo el Tribunal. 

55 . Cuando el relator lleve estrado para que se lome providencia 
en algún negocio, rubricará el ministro .semanero las fojas del mismo 
estrado a! tiempo que se rubrique la providencia que se diere, y cor- 
rerán tales cslraclo.s unidos á los procesos. 

5 G. Si el procurador y el letrado de alguna de las partes .solici- 
taren se haga cotejo de los apuntamientos que han de servir para la 
determinación definiliva de las causas y pleitos, se prestarán á ello 
los relatores, sin necesidad de acudir para este objelo al Tribunal. 

5 j?. Los rclalorc.s entreg.jrán mcnsualmeiite listas de los pleitos y 
causas que tuvieren pendientes al presidente de la sala á que corres- 
p.on.lan, con la debida espresion del dia que entraron cu su poder. 
(Véanse arls. 44 y 70.) 

58 . Los relatores, inicnlr.as lo sean, no podrán ejercer la abogacía, 
y precederán á los eseribano.s de cámara en el tribunal y en los demás 
aeto.s públicos á que concurran sus subalternos. 

§ II 

Del secretario del tribunal. 

59. Uno de los eseribano.s de cámara, á elección por mayoría ab- 
soluta de votos del Tribunal supremo, reunirá el carácter de secretario 
del mismo con la dotación anual de cuatro mil cuatrocientos reales 
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vellón por este concepto, y con los hPnores natos .le secretario del 
Rey habilitado para firmar como tal aquellos Reales despachos que 
cl Tribunal espida, y lleven la firma de S. M.; y en dase de secretario 
del Tribunal recibirá y dirigirá la correspondencia de este con todas 
las autoridades y corporaciones del reino , escepto. la' q^c directamente 
medie entre los secretarios de Estado y del Despacho y el Presidente, 
y entre este y los que fosean del Consejo Real 6 de los Tribunales su- 
premos ú otros funcionarios de igual categoría. En ausencias y enfer- 
medades del secretario, podrá el Tribunal habilitar al oficial mayor b 
á otro escribano de cámara. 

6o. Tendrá el cargo de publicar en triban.-it pleno los decretos y 
Reales órdenes que se le comuniquen, pasándolos á la respectiva es- 
cribanía á que toquen, después de registrados en un libro que llevará 


al efecto. 

61. También tendrá á su cargo la recepción de juramentos de los 
magistrados y dependientes del Tribunal y demas que se verifiquen en 
el mismo,' asi como aquellos negocios generales en que sea preciso que 
el Tribunal pleno consulte al Rey; y deberá llevar un libro donde 
registre las consultas, copiando también en él las que deben entrcgarlé 
lodos los escribanos y relatores, acordadas por cualquiera de las Sala.s, 
con el doble objeto de dirigirlas á la superioridad y tenerlas reunidas 
en un solo registro, y pasando certificación de las Reales resoluciones 
que recaigan, á las escribanías de cámara donde radiquen los ante- 
cedentes de dichas consultas (Véanse árls i8y 3 i.) 

62. Deberá asimismo circular á las Audiencias y demas autorida- 
des de la Península é islas adyacentes y de Ultramar, las Reales re- 
soluciones que deban comunicarse por conducto del Tribunal, 

63 . Tendrá ademas dos libros : uno para anotar el turno de los 
ministros semaneros , asi del Tribunal pleno como de cada sala', de- 
biendo hacer presente en uno y otras cl que deba serlo en aquella se- 
mana ; y otro para asentar el de los ministros que hayan de asistir á 
las visitas semanales de cárcel , cuando hubiere presos á disposición 
de! Tribunal. (Véase art. í6.) 

64. Será también cargo del escribano secretario la formación de 
los espedientes que se instruyan , asi para la provisión de las relato- 
rías , escribanías y demas plazas subalternas del Tribunal , como so- 
bre lo.s negocios consultivos ó informativos del Tribunal pleno , ó .so- 
bre cualquier otro asunto general en que haya de ocuparse este. 

65 . Y por último , lo será igualmente cobrar ó cuidar de que se 
cobre de tesorería cada mes , ü á los plazos que se seiialen con acuerdo 
del presidente, las cantidades que correspondan délos cuarenta inil rea- 
les asignados para los gastos del Tribunal en cada año , de cuya suma 
no se invertirá nada sin orden ó aprobación de este ó del presidente, y 
el escribano secretario llevará una cuenta ecsacla de todo para presen- 
l.arla al fin del año en la tesorería, con el V.® B.® del presidente y 
con los correspondientes dócumentos justiOcalivos. 
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§ m. 

De los escribanos de cámara y de los oficiales mayores dé las escribanías, 

66. Habrá en el Tribunal seis e.seribanos de cámara , de los cua- 
les uno será para la sala de Indias, y los demas para las de Kspaña, 
con el sueldo anual de odio mil reales vellón cada uno, y percibien- 
do ademas los derechos respectivos conforme por ahora á lo.s arance- 
les que regían en los suprimidos Consejos de Castilla, Indias y Ha- 
cienda. 

67. Todos serán nombrados por S. M. á simple propuesta del Tri* 
bunal por esta vez, con arreglo á lo mandado, y en lo sucesivo por 
terna que él proponga, cuidando siempre mucho de quesean personas 
de conocida probidad , inteligentes y beles. (Véase el art. 4-8.) 

68. Cada una de las seis escribanías tendrá un odcial mayor dota- 
do con tres mil trescientos reales vellón al año ; y asi estos oficiales co- 
mo los demas que los escribanos de cámara quisieren tener y pagar 
de su cuenta, serán nombrados respectivamente por los mismos escri- 
banos, y amovibles á su voluntad; pero debiendo dar cuenta al Tribu- 
nal asi del nombramiento como de la separación, para sola su inteli- 
gencia. 

6g. En caso de ausencia, enfermedad ó muerte de algún escriba- 
no de cámara, podrá el Tribunal, si lo tuviere por conveniente, habili- 
tar al oficial mayor , mientras lo sea, para el despacho interino de !a 
respectiva escribanía; pero nunca esta habilitación durará mas de lo 
que dure la vacante cuando la hubiere. 

70. Los escribanos de cámara del tribunal presentarán cada mes 
á los presidentes de las respectivas salas, listas de los negocios pendien- 
tes en sus cscribanía.s, con espresion del estado que tengan; y también 
pasarán á los fiscales otras de los que estuvieren entregados ásus agen- 
te.? fiscales. (Ve'anse los arts. y ^7-) 

7 I. Todos los negocios que no sean del tribunal pleno ni de !a 
sala de Indias, á cuya estribania se pasarán los que le pertenezcan, se- 
rán repartidos por turno rigoroso entre las otras cinco e$cribanías,como 
se espresará en los artículos relativos al repartidor de negocios ; y una 
vez hecha la encomienda, no podrá el escribano presentarlos otra veí 
para que se ejecute de nuevo. (Ve'ase el art. 86.) 

7a. Los escribanos de cámara no refrendarán las Reales provisio- 
nes, despachos o cartas que el Tribunal mande librar, sin que primero 
las firmen el presidente y los ministros, que deben hacerlo con arreglo 
al artículo á este fin deberán presentarlas con el pleito o causa 

al .semanero para que , hecho el cotejo , .se entere de que están confor- 
mes con las providencias originales. (Véanse los arts. i 4 y *8 ) 

73. Deberán también escribir de su mano al dorso de las provi- 
siones el importe de sus derechos y los dcl registrador. (Véase el ar- 
tículo 81.) 

74 - Las provisiones después de firmadas y refrendadas no las en- 
tregarán á pcr.sona alguna, sino á los procuradores á cuya Instancia 
se libren, por ser responsables de su paradero. Ij3s de oficio las renii- 
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tiran á los jueces á quienes vayan cometidas después de registradas y 
selladas. 

75. Cada uno de los escribanos de cámara del Tribunal tendrá 
un libro rubricado por el ministro mas moderno , en donde asienten 
las mullas que en los pleitos y causas radicadas en sus oficios se hu- 
bieren impuesto por condenaciones que merezcan ejecución; c' impuesta 
quesea de esta manera alguna mulla, el escribano pasará dentro de 
veinte y cuatro horas la correspondiente certificación á la intendencia 
de esta provincia para que pueda disponer su ejecución. 

76. Jjos escribanos de cámara tendrán puesta en sus respectivas 
escribanías, y en sitio donde pueda leerse , una tabla con el aram’cl 
de sus derechos para que cada uno sepa lo que ha de ecsigir, y las 
parles lo que han de pagar. AI margen de cada actuación anotarán 
siempre el importe de los derechos que por ella Ies correspondan; y 
en caso de duda sobre sí estos se bailan ó no comprendidos en el aran- 
cel, se hará presente al Tribunal para que la decida. (Véase el artí- 
culo 52 .) 

77. Cada uno de dichos escribanos tendrá ademas los libros nece- 
sarios en que los agentes fiscales, los relatores y los procuradores fir- 
men el recibo de los procesos que se les entreguen, borrándole cuando 
los devuelvan despachados. 

78. También cada uno de ellos custodiará los papeles de su res- 
pectiva escribanía, formando de todo el correspondiente índice. 

§ IV. 

Del canciller y registrador. 

79. Hallándose enagenados de la Corona los oficios de canciller y 
registrador de Castilla y de indias, de los cuales el primero pertenece 
al marques de Valera, y cl otro al duque de Alba, continuarán c.slcs 
b sus tenientes ejerciendo dichos cargos en el Tribunal supremo según 
lo hacían hasta el Real decreto de 24. de marzo de i 834 , mientras no 
lleguen á incorporarse á la corona ambos oficios , en cuyo caso los 
proveerá S. M. 

80. Todas las provisiones y cartas que se manden despachar se re- 
gistrarán Y sellarán por cl registrador, el cual antes de sellarlas las ha- 
rá copiar literalmente de buena letra en el registro, y las firmará ; y 
ni el ni sus oficiales manifestarán á persona alguna el contenido de las 
mismas, especialmente de las que fueren de oficio. 

81. En todas las cartas y provisiones deberán estar anotados por 
los cscribano.s del Tribunal que las refrenden, sns derechos y los del 
registrador, y no se registrarán ni sellarán aquellas en que no se ha- 
ya hecho esta anotación. (Véase el art. 73.) 

82. El registrador conservará el registro con el mayor cuidado , y 
no dará traslado alguno sin órdeii del Tribunal. 

83 . Si en la nota de dereobos puesta por los escribanos del Tribu- 
nal al pie de los despachos ó provisiones advirllcre el registrador al 
.gana equivocación, y aquellos no quisieren rectificarla, dará cuenta al 
lá'ibunal. 

TOMO V. 
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§■ V. 


Del repartidor y tasador. 


84. Habrá también en el Tribunal un repartidor de negocios que 
ejercerá al mismo tiempo el cargo de tasador de pleitos, y deberá ser 
persona de probidad, inteligencia y confianza, nombrado por aquel, 
oyendo para ello á los relatores y escribanos de cámara de las salas de 
España, y dolado con dos mil doscientos reales vellón al año sobre 
Tesorería, á mas de los cuales se le deberá pagar anualmente otra tanta 
cantidad por dichos relatores y escribanos, entre quienes se han de 
hacer los repartimientos. 

85 . Asistirá diariamente al Tribunal desde una hora antes de la 
entrada de sus ministros hasta concluida la audiencia en la pieza que 
le destine. 

86 . Formará otros tantos turnos cuantas sean las clases de nego- 
cios que deban repartirse, según lo que acordare el Tribunal con ar- 
reglo al artículo 471 oyendo para formarlos á los espresados relatores 
y escribanos, por si fuere conveniente hacer alguna subdivisión que fa- 
cilite distribuir de una manei'a mas justa ’os asuntos; y arreglados los 
turnos, se presentarán al Tribunal para su aprobación, con la cual el 
repartidor se gobernará por ellos para el repartimiento. (Ve'anse los 
artículos 4 / y 71) 

87. Tendrá tantos libros cuantos sean los turnos, y en cada libro 
escribirá los repartimientos según los vaya haciendo, y espresará el re- 
lator ó el escriliano á quien toquen, y la sala en que se radiquen los 
negocios. Pero el repartimiento de cada uno de estos en su clase ó 
turno respectivo lo ejecutará por suerte entre aquellos relatores 6 es- 
cribanos que no tengan ya llena su vez, observándose para el sorteo 
la forma mas .sencilla que el Tribunal acuerde. (Vease art. 47,) 

88. Deberá, bajo la mas estrecha responsabilidad, abstenerse de re- 
partir nuevamente ncgocin que tenga antecedentes cii el Tribunal, 
puesdiabiendolos, pasará desde luego tal negocio á la escribanía donde 
se hallen radicados. 

89. Cuando mande el Tribunal que algún negocio se junte á otro 
que estuviere radicado en diferente escribanía , el repartidor descar- 
gará el turno que aquel negocio ocupe, y reintegrará al escribano 
que lo entregue con el primer asunto que de igual clase se hubiere de 
repartir. 

qo. Para la tasación de derechos cuando hubiere condenación de 
costas, ó quejas de las parles contra cualquiera subalterno, se arreglará 
á los aranceles vigentes. 

91. Si hubiere esceso en lo cobrado ó anotado, lo moderará con 
arreglo á arancel; y si hecha la tasación y publicación, se agraviare 
alguno (le ella, tendrá espedito su recurso á la sala por donde haya 
pasado el a.sunio, la cual determinará, oido el tasador. 

92. Tendrá .«sle los libros correspondientes para anotar clara- 

mcnie y con separacii^ las tasaciones é informes que se le manden 
hacer. 
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CAPITULO VI. 

De los porteros , alguaciles y mozos de estrados 

g 3 . El Tribunal tendrá nueve porteros; uno mayor d de estrados 
con el sueldo anual de seis mil reales vellón; y los ocho restantes para 
el servicio de las salas y asistencia á casa del presidente con cinco mil 
reales cada uno. Todos serán nombrados por S. M. á propuesta de 
aquel; pero por ahora sin necesidad de especial nombramiento conti- 
nuarán sirviendo sus oficios los cuatro que aclualinente los tienen por 
juro de heredad. 

94. Unos y otros asistirán diariamente al Tribunal á labora y 
en la íbrina que lo ejecutan en la actualidad; y el que estuviere de 
turno concurrirá á casa del presidente con arreglo al artículo ay. 

qS. Los porteros harán los apremios á los procuradores para 
vuelta de autos, y las citas que se ofrecieren; llevarán los pliegos del 
Tribunal; llamarán al despacho; publicarán la hora; y ejecutarán lo 
demas que oficialriienlc se les mande por el mismo. ( Vc'ase art. 27.) 

g€. El portero mayor ó de estrados en particular lo será de todas 
las salas; avisará las escasas al abrirse el Tribunal; dará la hora, y 
bajo la intervención del secretario correrá con la compra y distri- 
bución de los utensilios necesarios al servicio del Tribunal y de sus 
oficinas, y cuidará del aseo de uno y otras, para todo lo cual tendrá 
un mozo, que se llamará de estrados, con la dotación anual de tres 
mil trescientos reales, nombrado y amovible por el Tribunal, oyendo 
á dicho portero mayor. (Ve'ase art. 29.) 

97. Cuando el Tribunal supremo necesitare alguaciles, se pondrán 
á su disposición por el regente de la Audiencia de Madrid los que 
aquel pidiere de los que sirvan en esta. 

CAPITULO VII. 

De los procuradores y agentes de negocios- 

98. Los procuradores del número de esta córte lo serán también 
del supremo Tribunal de E.spaña é Indias; y los que tengan esta cua- 
lidad harán en el mismo el juramento prevenido en el Leal decreto 
de de abril de i 834 - 

99. Los que soliciten en lo sucesivo entrar en el ejercicio de pro- 
curadores no serán adiuilidos sin hallarse corrientes sus oficios, acre- 
ditándolo con la manifestación de los procesos y papeles que sus ante- 
cesores hubieren recibido de las escribanías del Tribunal. 

roo. Asistirán á este diariamente, yen el se harán las notifi- 
caciones. 

loi. Los procuradores no pedirán por una escribanía lo que se 
les hubiere negado por otra. Tampoco lo pedirán por la misma escri- 
banía sin hacer meoeion del antecedente, .suplicando con causar ó sin 
causar instancia. El que contraviniere será suspendido por dos meses 
y multado en cincuenta ducados. 
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102. Será de su cargo formar los pcílimerlos <le términos, seña- 
lamientos y otros seinejanles llamados de sustanciacion, y para los 
demas se valdrán de abogados del Colegio con arreglo á las leyes. 
(V éase art. 17) 

10 3 . Para hace'rseles efectiva su responsabilidad en los negocios, 
tendrán los diferentes libros de asiento que hasta aquí, con su prime- 
ra y última foja del papel del sello correspondiente, que se rubricarán 
por cl ministro mas moderno del Tribunal. 

104. Los llamados agentes de negocios no tendrán intervención 
legal en los de la atribución del Tribunal, sin perjuicio de la que cor- 
responda á los de Indias conforme á los lítalos con que los ejercen. 

100. Todos los subalternos y dependientes del supremo Tribunal 
quedan sujetos á la misma responsabilidad que tenían con arreglo á 
las leyes en los suprimidos Consejos de Castilla, Indias y Hacienda, sal- 
va cualquiera otra que Ies impongan, ó en adelante Ies impusieren las 
mismas. Tendréislo entendido, y dispondréis lo necesario á su cum- 
plimiento.:=Está rubricado de la Real mano.=En el Pardo á ly de 
octubre de i 835 .— A, don Alvaro Gome/; Becerra. 

Lo que de Real orden comunico á V. para su iníeügencia y efec- 
tos correspondientes. Dios guarde á V. muchos anos, Madrid 22 de oc- 
tubre de i 835 .=:Alvaro Gómez. 

TITULO V. 

][$« la Coi!i$4t2tueion c8e 1$1%* 

De los tribunales y de la administración de yusticia en lo cwil y criminal. 

Restablecido por el decreto de las Corles de 16 de setiembre de 1887, 
que dice asi; 

«Las Cortes, en uso desús facultades, han decretado: Se declaran 
subsistentes en todo su vigor, por ahora , como leyes y hasta que las 
que se dieren determinen otra cosa, todas las disposiciones contenidas 
en cl título quinto de la Constitución de 1812 que no hayan sido de- 
rogadas b modificadas por la Constitución de 1837." 

CAPITULO PPJMERO. 

De los Tribunales. 

Art. 242. La potestad de aplicar las leyes en las causas civiles 
y criniluales pertenece esclusivameule á los Tribunales. 

II A los Tribunales y juzgados pertenece esclusivamente la potestad 
de aplicar las leyes en los juicios civiles y criminales. (Art. 63 de la 
Conslilucion de 1807.) || 

Art. 243. Ni las Cortes ni el Rey podrán ejercer en ningún caso 
las funciones judiciales, avocar causas pendieritc.s , iii mandar abrir 
los juicios fenecidos. 

Art. 2 44 - Las leyes señalarán el orden y las formalidades del pro- 
ceso, que serán uniformes en todos los Tribunales; y ni las Cíírles ni 
el Rey podrán dispensarlas. 
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II Las leyes determinarán los Tribunales y juzgados que ha de ha- 
l>er, la oro'anizaclon de cada uno, sus facultades, el modo de ejercer- 
las y las'calidades que Kan de tener [sus individuos. (Art. í »4 de la 
Constitución de 1837,) H 

Art. 245. Los Tribunales no podrán ejercer otras funciones epcT 
las de juzgar y hacer que se ejecute lo juzgado. 

II Los tribunales y juzgados no pueden ejercer otras funciones que 
las de juzgar y hacer que se ejecute lo juzgado. (Art. 68 de la Consti- 
tución de 1887 ) II 

Art. 246. Tampoco podrán suspender la ejecución de las^leyes, ni 
hacerse reglamento alguno para la admini-stracion de justicia. 

Art. 247. Ningún español podrá ser juzgado en causas civiles y 
crimínales por ninguna comisión, sino por el Tribunal competen le, de- 
terminado con anterioridad por la ley. 

II Ningún español puede ser procesado ni sentenciado .sino por el 
jaez ó Tribunal competente , en virtud de leyes anteriores al delito, y 
en la forma que estas prescriban. (Art. 9 de [la de 1887.) En otra 
parte habernos advertido que es mas previsor y filosóficfi que el de la 
Constitución de 1812, pues que establece la anterioridad, no solo para 
las penas, sino también para las formas ó procedimientos de que 
pende en gran parte ia segundad y la defensa de los reos. Hasta 
aquí toda variación en las formas ó enjuiciamiento comprendía Io.s 
delitos anteriores, y aun las causas pendientes en el estado en que 
las encontraba : un ejemplar insigne de esto se presenta en la acla- 
ración hecha por las Cortes en 2 de mayo de 1822 á la ley de "26 de 
abril de 1821, II 

Art. 248. En los negocios comunes, civiles y criminales no ha- 
brá mas que un solo fuero para loda| clase de personas. 

II No se establecerá en los códigos mas que un solo fuero para to- 
dos los españoles en los juicios comunes, civiles y criminales. (Arl. 4 
de la de 1 887.) H 

Art. 249. Los eclesiásticos continuarán gozando del fuero de su 
estado , en los términos que prescriben las leyes ó que en adelante 
prescribieren. 

Art. 280. Los militares gozarán también de fuero particular, en 
los te'rminos que previene la ordenanza ó en adelante previniere. 

Art. 281. Para ser nombrado magi.strado ó juez se requiere haber 
nacido en el territorio español , y ser mayor de veinte y cinco años. Las 
demas calidades que respectivamente deban estos tener serán determi- 
nadas por las leyes. ( Ve'ase el correspondiente al 244 ) 

Art. 282. Los magistrados y jueces no podrán ser depuestos de sus 
destinos, sean temporales 6 perpetuos, .sino por causa legalineníc pro- 
bada y sentenciada; ni suspendidos sino por acusación legalmente in- 
tentada. 

II Ningún magistrado ó juez podrá ser depuesto de su destino, 
temporal ó perpetuo, sino por sentencia ejecutoriada; ni suspendido 
sino por auto judicial, ó en virtud de orden del l\ey , cuando este, con 
motivos fundados, le mande juzgar por el tribunal competente. (Artí- 
culo 66 de la de 1887.) || 

Art. 2S3. Si al Rey llegaren quejas contra algún magistrado, y 
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formado espediente, parecieren fondadas, podrá, oído el Consejo de Es- 
tado, suspenderle, haciendo pasar inmediatamente el espediente al su- 
premo Tribunal de duslicia para que juzgue con arreglo á las leyes. 
(Vease el anterior.) 

Art. 254 Toda falta de observancia de las leyes que arreglan el 
proceso en lo civil y en lo criminal, hace responsables personalmente 
á los jueces que la cometieren. 

II Los jueces son responsables personalmente de toda infracción de 
ley que cometan. (Art. 67 de la de iSSj; véase la atribución inversa 
del art. 261, el 269 y el decreto de 4 de noviembre de i 8.18 sobre 
recursos de nulidad , que insertaremos mas adelante.) H 

Art. 255 . El soborno , el cohecho y la prevaricación dé los magis- 
trados y jueces, producen acción popular contra los que los cometen, 

j| Sobre la responsabilidad de los jueces y otros puntos concernientes 
á la organización judicial, se hizo en tiempo del Sr, Castro un proyecto 
de ley, sobre el que fueron consultadas las Audiencias, y no tuvo ulle- 
terior progreso. H 

Art. 2 . 56 . Las Cortes señalarán á los magistrados y jueces de letras 
tina dotación competente. 

Art. 25 y. La ju.sticia se administrará en nombre del Rey, y las 
ejecutorias y provisiones de los tribunales .superiores se encabezarán 
también en su nombre. f[ La justicia se administra en nombre del Rey. ¡j 
(Art. 68 de la de 1837.) 

Art. 2 58 . El código civil y criminal y el de comercio serán unos 
mismos para toda la Monarquía, sin perjuicio de las variaciones que 
por particulares circunstancias podrán hacer las Córte.?, 

Art. 259. Habrá en la córte un tribunal que se llamará supremo 
Tribunal de Justicia. 

Art. 260. Las Cortes determinarán el número de magistrados que 
han de componerle y las salas en que ha de distribuirse. 

Art. 261. Toca á este supremo Tribunal: 

Primero. Dirimir todas las competencias de las Audiencias entre 
sí en todo el territorio español, y las de las Audiencias con los tribu- 
míe.? especiales que ecslstan en la Península é Islas adyacentes. En LÍI- 
tramar se dirimirán estas últimas según lo determinaren las leyes. (So- 
bre competencias ve'ase el decreto de las Córles de 19 de abril de 1 8 i 3 , 
restablecido en 3 o de agosto de i 836 , que insertaremos en seguida de 
este artículo.) 

Segundo. Juzgar á los secretarios de Estado y de! Despacho, cuan- 
do las Córles decretaren haber lugar a la formación de causa. )! Vean.se 
los artículos 22B y 229; pero esto se ba variado por el art. 4o de la 
Constitución de 1887, según el que loca á las Córles hacer efectiva la 
responsabilidad de los ministros, los cuales serán acusados por el Con- 
greso, y juzgados por el Senado. [| 

Tercero. Conocer de todas las causas de separación y suspensión 
de los consejeros de Estado y de los magistrados de las Audiencias. 

’ II No ecsiste el Con.sejo de Estado. [| 

Cuarto. Conocer de las causas criminales de los secretarios de Es- 
tado y del Despacho , de los consejeros de Estado y de los magistra- 
dos de las Audiencias, perteneciendo al gefe político mas autori- 
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zado la instraccion del proceso para remillrlo á csle TribanaT. 

II El gefe político es sin duda persona muy autorizada , pero no lá 
mas á propósito para la instrucción de un proceso, y tan grave y de- 
licado : apenas hay un gefe político letrado. |[ 

Quinto. Conocer de lodos las causas criminales que se promovieren 
contra los individuos de csle supremo Tribuna!. Si llegare el caso en 
que sea necesario hacer efectiva la responsabilidad de este supremo T'ri- 
Lunal, las Cortes, previa la formalidad establecida en el arl. 328, pro- 
cederán á nombrar para este fin un tribunal compuesto de nueve 
jueces, que serán elegidos por suerte de un número doble. 

]| Este caso no ha sido ni debía ser previsto en la Constitución 
de 1837 ; y álo mas podrá serlo en una ley orgánica de tribunales, aun- 
que (o supremo es de suyo irresponsable: de todos modos, la Constitu- 
ción de i83y no reconoce en las Cortes facultades judiciales para csle 
caso. II 

Sesto. Conocer de la residencia de todo empleado público que esté 
sujeto á ella por disposición de las leyes. 

Séptimo. Conocer de todos los asuntos contenciosos pertenecientes 
al Real Patronato. 

Octavo. Conocer de los recursos de fuerza de todos los tribunales 
eclesiásticos superiores de la corte. 

Noveno. Conocer de los recursos de nulidad que se inlerpong,-jn 
contra las sentencias dadas en última instancia para el preciso efecto 
de reponer el proceso devolviéndolo, y hacer efectiva la responsabili- 
dad de que trata el art. 254- Pof lo relativo á Ultramar, de estos re- 
cursos se conocerá en las Audiencias en la forma que se dirá en su 
lugar. (Véase el Real decreto de 4- de noviembre de i838 , que inser- 
tamos á continuación de este artículo.) 

Décimo. Oir las dudas de los demás tribunales sobre la inteligen- 
cia de alguna ley, y consultar sobre ellas al Rey con los fundamentos 
que hubiese , para que promueva la conveniente declaración de las 
Cortes. (Véase el art. 86 del Reglamento.) 

Undécimo. Ecsaminar las listas de las causas civiles y criminales, 
que deben remitirle las Audiencias, para promover la pronta admi- 
nistración de justicia; pasar copia de ellas para el mismo efecto al Go- 
bierno, y disponer su publicación por medio de la imprenta. ( Véanse 
el art. 85 del Reglamento y los 45 y 4^ de las Ordenanzas , con el 
decreto de 20 de diciembre de i838, y Real orden de 20 de enero 
de i84i , que habernos insertado al fin del cap. 4-° tlcl Regla- 
mento.) 

Decreto délas Cortes de de ahril de i8i3, restablecido en 3o de 
agosto de i836 , <fue contiene una instrucción para dirimir las com- 
petencias de jurisdicción en toda la Monarquía. 

«Las Cortes generales y estraordinarias, deseando prevenir todos 
los casos acerca de las competencias de jurisdicción en todo el territo- 
rio de la Monarquía, y teniendo presente lo establecido sobre esta ma- 
teria en la Uonslitucion y en la ley de 9 de octubre próesimo pasado^ 
decretan que se guarde y cumpla la siguiente instraccion. 
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Artículo Corresponde al supremo Tribunal de Justicia dirimir 
todas las competencias de las Audiencias entre si en todo el territorio 
español, y las de las Audiencias con los Tribunales especiales que ec- 
sistan en la Península c Islas adyacentes, según se dispone en el artí- 
culo 2G1 de la Constitución. 

Art. 2.^ El mismo supremo Tribunal dirimirá las que se ofre- 
cieren en la Península é Islas adyacentes entre los jueces ordinarios de 
primera instancia y los Tribunales esjicciales que no esten sujetos á la 
jurisdicción de las Audiencias, con arreglo á lo prevenido en el artí- 
culo 34, capítulo 2 “ de la citada ley de 9 de octubre. 

Art. Asimismo decidirá las que se promovieren en la Penínsu- 
la é Islas adyacentes ante lo.s Tribunales especiales de distintos ter- 
ritorios, ó que, aunque sean de uno mismo, ejerzan diversa especie de 
jurisdicción, ó no tengan entrambos un mismo Tribunal superior que 
pueda decidir. 

Art. 4 ® Conocerá tamlúen dicho supremo Tribunal de las que 
ocurran en la Península e Islas adyacentes entre una Audiencia y el 
juez ordinario de dislinlo territorio, y entre jueces ordinarios de ter- 
ritorios diferentes. 

Art. 5 ,^ Pertenece á las Audiencias de ambos hemisferios dirimir 
las competencias entre todos los jueces subalternos de sus respectivos 
territorios, según lo prevenido en c! art. 26S de la Constitución. 

Art. 6.^ Son jueces subalternos de las Audiencia.?, no solo los or- 
dinarios, sino también los de los Tribunales especiales creados, d que 
se crearen para conocer en primera instancia de determinados nego- 
cios con apelaciones á las mismas Audiencias. 

Art. jP Las competencias que se promuevan en la Península é 
Islas adyacentes entre los Tribunales de Guerra y Marina serán diri- 
midas por el superior especial de Guerra, á escepcion de las que ocur- 
ran entre comandantes de matrícula de un mismo departamento, que 
dirimirá su capitán general. 

Art. 8.^ En Ultramar las que ocurran éntrelos jueces subalternos 
délas Audiencias y los Tribunales y juzgados especiales, ó entre estos 
y las Audiencias, se decidirán por la mas inmediata, según el artí- 
culo i 3 , cap. I.® de la ley de 9 de octubre. 

Art. 9.*^ La Audiencia territorial decidirá en Ultramar las que se 
promovieren entre los Tribunales especiales de su territorio, aunque 
no .sean subalternos de la misma, cuando entrambos no tuviesen un 
mismo superior, pues teniéndole, deberá este decidirla.?. 

Art. 10. Las que se ofrecieren en Ultramar éntrelos juzgados espe- 
ciales de distintos territorios, 6 entre los jueces ordinarios de territo- 
rios diferentes , serán decididas por la Audiencia mas inmediata á la 
provincia dcl que las promoviere. 

Art. 1 1. El juez ó juzgado que solicite la- inhibición de otro pasará 
oficio á este, manifestando las razones en que se funde y anunciando la 
competencia, .si no cede; contestará el intimado dando las suyas, y 
aceptándola en su caso; sí el primero no se satisface, lo dirá al segun- 
do, y ambos remitirán por el primer correo á la autoridad superior 
competente los autos que cada uno haya formado. 

Art. 12. Cada juez, al remitir los autos, espondrá las razones en 
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que se funde, j éste decidirá la competencia en el preciso termino de 
ocho dias.** 

Reales órdenes espedidas respectivamente por los ministerios de Gracia y 
Justicia r Hacienda en de junio , 26 de noviembre f 9 de di- 
ciembre de i 836 , sobre la autoridad á quien corresponden los jui- 
cios ahintestato cuando la Hacienda pública tenga que reclamar. 

"Escmos. é lllmos. Sres.: Con fecha ig <le junio de este año se co- 
municó de Real orden por el ministerio de Gracia y Justicia á este 
de Hacienda lo siguiente: Escmo. Sr. : Enterada S. M. la Reina Go- 
bernadora de la instancia de la comisión de acreedores del abinlesta- 
lo de D. Ramón García Valladolid, ministro que fue del eslinguido 
Consejo de Hacienda , en solicitud de que se designase qué juez ó tri- 
bunal deberia conocer de dicho abinlestalo, mediante á que habia si- 
do también suprimido el juzgado de ministros del referido Tribunal, 
y de la consulta evacuada en su razón por el Consejo Real de España 
é Indias, que V. E. se sirvió remitirme con oficio de 2 del corriente, 
se ha servido mandar que, conforme á lo prevenido en Reales órdenes 
de 3 i de diciembre de i 834 y 9 abril último, respecto de los ne- 
gocios ecsistenles en los juzgados de ministros del eslinguido Consejo 
de Indias y del de Ordenes, se pasen el espediente de ahintestato de 
H. Ramón García Valladolid , y cualesquiera otros que se hallen sin 
terminar y hubiesen pendido ante el juzgado de ministros del supri- 
mido Consejo de Hacienda, á los jueces de primera instancia á que 
correspondan , para que los sustancien y determinen con arreglo á de- 
recho , admitiendo las apelaciones que las partes interpusieren en 
tiempo y forma para ante las respectivas Audiencias territoriales. Lo 
que comunico á V E. die Real orden para su conocimiento y efectos 
cons¡guienles.=:Sohre el contenido de la preinserta comunicación, tuvo 
por conveniente S. M. oyese el ministerio de mi cargo el parecer del 
asesor de la superintendencia general de la Hacienda pública, y evacuado 
su informe, que se trasladasen las observaciones por él hechas, al minis- 
terio de Gracia y Justicia, á íin de que, si se estimaba oportuno, se pre- 
viniese al Consejo Real consultase nuevamente sobre el asunto : asi se 
yerificó; y en su consecuencia el señor secretario del Despacho del refe- 
rido ministerio me dice de Real orden con fecha 26 de noviembre úl- 
timo lo que sigue: = Escmo. Sr. : Habiéndose enterado la augusta Rei- 
na Gobernadora de las observaciones hechas por el asesor de la super- 
intendencia de Hacienda pública acerca de la Real orden de 19 de 
junio relativa al conocimiento de los autos del ahintestato de D. Ra- 
món García Valladolid , trasladadas por ese ministerio al de mi cargo 
err 17 de julio último, tuvo por conveniente oír á la sección de Gra- 
cia y Justicia del eslinguido Consejo Real de España é Indias, y con- 
formándose con su dictamen, .se ha servido S. M. resolver que se lle- 
ve á efecto la citada Real orden de 19 de junio, declarando que cuan- 
do la Hacienda pública tiene descubiertos que reclamar, no deben sus 
tribunales continuar en el conocimiento, el cual debe pasar á lys jue- 
ces de primera instancia á que corresponda , que es lo que debe prac- 
ticarse respecto de los referidos autos de ahintestato, entendiéndose 

TOMO V. 1 8 
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resueltas en este senlMo las solicitudes de T). Vicente EarLa , escri- 
bano que fue del juzgado de minislros del antiguo Consejo de Hacien- 
da. Y enterada S. M. por el ministerio de mi cargo , se ha servido 
mandar lo traslade á V. E , V. I. y W. SS., como de Real orden lo 
ejecuto, para su inteligencia y efectos consiguientes. Madrid g de di- 
ciembre de i 836 .’‘ 

Real orden, espedida por el ministerio de Hacienda con fecha de 
agosto de iS^o, relativa á las competencias infundadas que emba- 
razan la marcha de los tribunales en los negocios de Hacienda. 

«Estando prevenido terminantemente por la ley 7.^, tit. lO, li- 
bro 6.” de la Novis. Recop, que los intendentes subdelegados, por lo 
respectivo al ejercicio de la jurisdicción contenciosa de las rentas, co- 
nozcan privativamente y con inhibición de lodos los demás tribuna- 
les superiores ó inferiores que no sean de Hacienda, de cuantas cau- 
sas ó negocios se promuevan en que tenga interes ó esperimente per- 
juicio la misma Hacienda, bien asi en lo perteneciente á la recauda- 
ción , como en todas sus incidencias, anccsidades y conecsidades ; ha- 
biendo dispuesto igualmente la Real orden de 2 de agosto de 1819 
que, tratándose de los intereses de la propia Hacienda, no hay fuero ni 
privilegio alguno que ecsima á los deudores de responder ante sus jue- 
ces y autoridades de las demandas que contra ellos se diríjan; esta- 
bleciendo el art. 887 del Código de Comercio que para haber de con- 
siderar los prc'stamos como asunto mercantil hayan de contraerse las 
cosas prestadas á actos tie comercio, y no para necesidades agenas 
de este, en cuyo caso quedarán sujetos aquellos á las leyes comu- 
nes del reino; ordenando el art. 1201 del mismo Código que no se- 
rán de la competencia de los tribunales de comercio las demandas 
intentadas por los comerciantes ni contra ellos sobre obligaciones 
ó derechos que no procedan de actos mercantiles; y finalmente, ha- 
biendo mandado la Real drden de 3 o de noviembre último, después 
de otras infinitas leyes , órdenes y resoluciones particulares, que no se 
embarace la marcha de los tribunales en los negocios de Hacienda con 
competencias infundadas voluntarias , y por lo mismo improcedentes; 
ha ob.servado no obstante S. M. que, en contravención manifiesta de 
estas propias leyes, órdenesy resoluciones, ha sido admitida y diri- 
mida últimamente una competencia contra el juzgado de Hacienda 
pública de esta capital, y á favor del Trüiunal de comercio de la mis- 
ma , en espediente ejecutivo que se seguía en el primero sobre pago 
de maravedís al Tesoro nacional, sin ninguna otra circunstancia que 
la de ser comerciante el deudor y ejecutado. Para evitar , pues , se- 
mejante infracción de las leyes en lo sucesivo , y los trascendentales 
perjuicios que de ello deben inferirse á la Hacienda pública , ba teni- 
do á bien S. M. mandar, de conformidad con el dictamen del asesor 
de la superintendencia , que las disposiciones citadas tengan el mas 
ecsacto y puntual cumpliinlcnto ; declarando en su virtud que no de- 
be hal|er lugar á competencias con jueces de estraña jurisdicción, cuan- 
do en los negocios sobre que versen tenga interés presente ó futuro 
el erario público, cuando pueda esperimentar algún daño ó perjuicio 
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en sus rentas , arciones <5 derechos , y en todas las incidencias ) aiiecsi”* 
dados y conecsidades (jue de los misinos títulos provengan . » 

Real decreto de de marto de iSSy incluyendo la ley dg las Cortes 
qne restablece la orden y decreto que se citan^ sobre formación de 
causa á los magistrados y diputados á Cortes. 

«Las Cortes, después de haber observado todas las formalides pres- 
critas por la Constitución, han decretado lo siguiente; 

Artículo i.^ Se restablece en su fuerza y vigor la drden de ag de 
junio de 1822 por la que las Cortes declararon que el Tribunal supre- 
mo de Justicia debía siempre proceder á la formación de causa con- 
tra los magistrados y jueces que apareciesen infractores de ley, ora 
adquiriese los datos por las listas que deben remitirse á dielio supremo 
Tribunal, ora por documentos que le dirija el Gobierno, ó bien los 
adquiera por otro medio legal , con lo demas que qp la misma orden 
se previene. 

Arl. 2.'* Se autoriza al Tribunal supremo de Justicia para admi- 
tir quejas y acusaciones de los fiscales y de los ciudadanos sobre in- 
fracciones de ley de los magistrajílos y jueces. 

Art. 3 .® Cuando el Tribunal supremo de Justicia reciba docu- 
mentos del Gobierno sin la formación dcl espediente y consulta del 
Consejo de Estado que previene el artículo a 53 de la Constitución, ó 
admita quejas, y en su virtud forme causa de oficio, se cometerá al 
gefe político mas autorizado la instrucción del sumario, mientras no 
,se altere el articulo constitucional que se lo encarga; entendiéndose 
por mas autorizado el superior de la provincia en que se haya de ins- 
truir dicho sumario. 

Art. 4 '*^ Evacuada la sumaria por el gefe político, se pasará á los 
fiscales para que cesaminen sí halagar ó no á la formación de causa y 
á la suspensión del magistrado ó magistrados acusados, y después se 
verá en Tribunal pleno para hacer dicha declaración. Si resultase la 
afirmativa, pasará á la Sala que corresponda para el seguimiento de la 
causa, poniéndose desde luego la resolución en noticia del Gobierno. 

Art. 5 .*^ Para el mas ecsacto cumplimiento del artículo 128 de la 
Constitución, se restablece en toda la fuerza y vigor que tuvo al tiem- 
po d e espedirse, el decreto de 26 de marzo de 1822 por el cual las 
Cortes declararon por punto general, que desde el momento de la pu- 
blicación de las elecciones de diputados electos, no pueden ser juz- 
gado.s sino por el Tribunal de la.s mismas. Se esceptúa el solo caso de 
que merezca pena capital el delito que se impute al procesado, 

Art 6.^ Desde el momento que fallezca un diputado, ó que las Cor- 
tes declaren .su imposibilidad, el suplente que haya de reemplazarle 
adquiere el derecho de ser juzgado por el Tribunal de las mismas. 

Art. jP Todo juez ó tribunal, de cualquiera categoría que sea, 
tan luego como tenga conocimiento de que un ciudadano contra quien 
sigue causa ha sido electo diputado á Cortes ó llamado como suplente 
en reemplazo del propietario, remitirá sin demora te.stimonio de ella 
al Congreso, por conducto de! Gobierno, para que en su vista se re- 
suelva lo que corresponda sóbrelos poderes de aquel y sobre el iri- 
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banal que deba continuar el procedimiento; suspendie'ndose entre tanto 
si la causa está en plenarlo, y continuándolo sise halla en sumaria, 
con respecto á aquellas diligencias cuya retardación pueda ser perju- 
dicial al descubrimiento de la rerdad; pero sin proceder á arresto ni 
á otra providencia contra la persona del diputado electo. 

Art. 8.” En el caso de que baya otros- sugetos complicados en la 
causa principiada á un diputado electo, la jurisdicción y conocimien- 
to del T.ribunal de Corles no se estenderá álos que no .sean diputados, 
sino que respecto de las personas estrañas complicadas, se pasará tes- 
timonio del tanto de culpa que resulte contra ellas, al tribunal ó juz- 
gado que sea competente. » 


Real orden de i"! de mayo de 1887, e.<;pedida por el ministerio de Gra- 
cia y Justicia , comunicando la resolución de las Cortes en que se de- 
clara que el conocimiento de las causas criminales que se formen 
contra los prelados diocesanos corresponde al Tribunal supremo de 
Justicia. 

« Los señores secretarios de las Cortes con fecha 10 del actual me 
dicen lo siguiente ; = Eesmo. Sr. : Las Cortes han tomado en consi- 
deración las consultas del Tribunal supremo de Justicia que V. E. nos 
dirigió con fecha 22 de marzo próesimo pasado promovida con motivo 
de la sumaria formada por el juez de primera instancia de Arzua, con- 
tra el M, R. arzobispo de Santiago, sobre si facilitaba dinero á los fac- 
ciosos; y en su vista han tenido á bien declarar que corresponde á di- 
cho supremo Tribunal de Justicia el conocimiento de las causas cri- 
minales que por la jurisdicción Real ordinaria se hayan de formar 
contra los prelados diocesanos, según el decreto de S. M. de i 5 de 
agosto del año próesimo anterior, por el que se dispuso continuara 
aquel Tribunal entendiendo en los negocios que le eran propios, con- 
forme á las disposiciones vigentes que no se opusiesen á la Constitu- 
ción ; cuya resolución no se derogó por la Real orden de 21 del mis- 
mo mes de agosto , ni se opone á la Constitución , corno se declaró por 
el decreto de las Cortes de 17 de abril de 1822 , que con la sanción 
Real estuvo en ejecución y se halla restablecido.» 

Real decreto espedido por la secretaria de Gracia y Justicia en i 3 dé 
mayo de 1887 , mandando observar el de las Cortes en que se decla- 
ra que por ahora corresponde al Tribunal supremo de Justicia el co- 
nocimiento de los negocios en que antes entendía el suprimido Consejo 
de Indias. 

"Las Cortes, habiendo cesaminado la propuesta de S. M. relativa 
al Iribunal que ha de conocer de las apelaciones, competencias , re- 
cursos de inju.st¡cia notoria , segunda suplicación , y de los demas de 
que en la parle judicial conocía el estingnido Consejo de Indias , con 
arreglo á la Recopilación de aquellos dominios , han aprobado lo si- 
guiente: —Se autoriza al Tribunal supremo de Justicia para que, 
por ahora , conozca délas apelaciones , competencia.s , segundas supli- 
caciones , recursos de injusticia notoria , y los demas judiciales de que- 
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conocía el suprimido Consejo de Indias; fallando sobre ellos con arre^ 
glo á las leyes vigentes y establecidas para los dominios de Ultramar.’' 

Real decreto espedido por la secretaria de Estado y del Despacho de 
Gracia y Justicia en de noviembre de i838, sobre recursos de se-' 
guada suplicación é injusticia notoria, 

« Deseando poner termino al cnlorpeciinienlo que se esperimenta 
en la administración de justicia por no haberse aun decidido varias 
consultas pendientes sobre recursos de segunda suplicación é injusti- 
cia notoria , ni declarado los trámites de enjuiciamiento de los re- 
cursos de nulidad contra los faltos de las Reales Audiencias y del Tri- 
bunal de Guerra y Marina , en uso de la autorización que concedió 
á mi Gobierno la ley de 21 de julio último, he venido en decretar lo 
siguiente : 

Art. Se admitirán los recursos de segunda suplicación e' injus- 
ticia notoria que réspeclivamenle procedieren en los negocios pen- 
dientes en las Audiencias , Tribunales de comercio y ordinarios an- 
tes de i3 de agosto de i836, y se seguirán y fallarán con arreglo á las 
leyes que regían hasta la misma época. En los negocios que empezaron 
en las Audiencias y se devolvieron á los jueces de primera instancia 
en virtud de lo dispuesto por el Reglamento provisional de Justicia, 
no tendrá lugar la segunda suplicación, sino el recurso de injusticia 
notoria. 

Art. 2 . ® Para que los recursos de que trata la disposición ante- 
rior que ya no estuvieren interpuestos puedan ser admitidos , deberán 
interponerse en el término de veinte días, que empezarán á contarse 
á los dos meses después de la publicación del presente decreto en la 
Gacela de Madrid. 

Art. 3. ^ Ha lugar al recurso de nulidad contra las sentencias de 
revista de las Reales Audiencias y del Tribunal especial de Guerra y 
Marina en lo que no sean conformes con las sentencias de vista, si 
fuesen contrarias, á ley clara y terminante. Cuando la parte en que 
difieran de la sentencia de vista sea inseparable de la en que fueren 
conformes á ella , tendrá lugar el recurso contra todo el fallo de re- 
Ausla. 

Art. 4- lU lugar igualmente al recurso de nulidad contra las 
■ejecutorias de dichos tribunales, cuando en las instancias de vista ó re- 
vista se hayan infringido las leyes del enjuiciamiento, en ios casos si- 
guientes: i. ® Por defecto de emplazamiento, en tiempo y forma de 
ios que deban ser citados al juicio. 2 . ° Por falta de personalidad ó 
poder suficiente de los litigantes para comparecer en juicio. 3. ° Por 
defecto de citación para prueba ó definitiva y para toda diligencia pro- 
batoria. 4- ° Por no haberse recibido el pleito á prueba, debiéndose 
recibir , ó no haberse permitido á las parles hacer la prueba que les 
convenia, siendo conducente y admi.sible. 5. Por no haberse notifi- 
cado el auto de prueba ó la sentencia definitiva en tiempo y forma. 
6. ° Cuando so denegare la súplica sin embargo de ser conforme á de- 
recho. 7 . ° )Mr incompetencia de jurisdicción. 

Art. 5. ° Para que proceda el recurso en los casos de que trata 
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el artícalo anterior, será necesario que se haya reclamado la nulidad 
antes que recayese sentencia en la instancia respectiva, y qoela recla- 
mación no haya surtido efecto. Sin embargo, si la nulidad reclamada 
y desatendida en una instancia pudiese subsanarse en la ulterior, se 
debe reclamar nuevamer»te en ella. 

Art. 6. ° No há lugar al recurso de nulidad en las cau.sas crimi- 
nales, ni en los pleitos posesorios y ejecutivos. 

x\rt. 7. ^ El recurso de nulidad debe interponerse en el Tribunal 
superior a quo dentro de los diez dias siguientes al de la notificación 
de la sentencia que cause ejecutoria, por escrito firmado de letrado en 
que se citen la ley ó doctrina legal infringida , y por el procurador 
autorizado con poder especial. Si careciese de él, y su principal se ha- 
lla ausente, lo manifestará asi protestando presentar dicho poder. El 
Tribunal le señalará con calidad de improrogable el término que pa- 
rezca necesario segun las distancias y estado de las comunicaciones. 

Art. 8. ® A la admisión del recurso precederá por parte del que 
le interponga, el depósito de 10 mil reales vellón. En lugar del depó- 
sito podrá admitirse fianza suficiente, pero en doble cantidad. Al liti- 
gante pobre le bastará obligarse en escritura pública ó en los autos 
á responder de dicha suma , cuando llegase á mejor fortuna. Eos fis- 
cales de S. M., cuando interpusieren el recurso, no estarán obligados 
al depósito ni á la fianza. 

Art. 9. ° Interpuesto el recurso con arreglo á los artículos ante- 
riores, lo admitirá sin mas trámites el Tribunal á quo, y niandará re- 
mitir al supremo el todo ó la parte de autos que se estime conducente, 
prévia citación de los interesados, para que comparezcan á usar de su 
derecho dentro de 3 o dias cantados desde en el que se Ies notificare el 
auto de admisión dcl recurso y emplazamiento. Este término será de 
5 o dias para los recursos que se interpongan de la Audiencia de Ma- 
llorca, y de 60 para los de Canarias. Entregarán originales á la parle 
que interpuso el recurso, de conformidad con la contraria, y con la 
obligación de satisfacer previamente el porte de correo, la pieza ó pie- 
zas que se consideren bastantes para su determinación. Pero siempre 
se acompañarán: i. ^ El memorial ajustado en copia autorizada; 
2p Originales, ó por testimonio literal si ecsisliesen en otra pieza, la 
sentencia que causó ejecutoria , la reclamación de nulidad y lodo lo re- 
lativo á la interposición y admisión del recurso, con un informe en que 
el Tribunal manifieste los fundamentos de hecho y de derecho que tu- 
vo presentes para dictar su fallo. 

Art. 10. Ea sentencia de que se interponga recurso de nulidad se 
ejecutará, si lo solicitare la parte que lo obtuvo, dando fianzas sufi- 
cientes de estar á las resultas. Pada dicho efecto se sacará el testi- 
monio oportuno. 

Art. II. El auto en que se deniegue el recurso de nulidad por el 
Tribunal á quo es apelable para ante el supremo. Si se interpusiere la 
apelación, el Tribunal á quo maridará sacar testimonio de lo condu- 
cente, por señalamiento de los interesados, y le remitirá al supremo 
dentro de los quince dias inmediatos al en que se íes hubiese notificado 
el auto deque se apeló; emplazando á las partes para que se presenten 
a usar de su. derecho en dicho tribunal dentro del tcrinino respectiva- 
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mente señalado por el artículo anterior. El Tribunal supremo, preyia 
entre-^a de los autos á las mismas para el solo efecto de que informen 
el dia'^de la vista, decidirá definitiva é irrevocablemente este incidente. 

Art. 12. Recibidos los autos en el Tribunal supremo , y pasado el 
termino del cmplar-amiento sin que se baya presentado la parte re- 
currente, se declarara á petición de la contraria por desierto el recur- 
so, condenando al que le interpuso al pago de las costas causadas y 
á la perdida de la mitad de la cantidad depositada, ó de que se obligó 
á responder. Esta cantidad se aplicará según se previene para la del 
todo en el artículo 22. 

Art. i 3 . Presentándose las parles en el Tribunal supremo por 
medio de procurador, se Ies entregarán los autos para instrucción de 
sus letrados por un término suficiente, con tal que no pase de 
treinta dias á cada una. 

Art. 14.. Devueltos los autos, y hecho, si se pidiere, el cotejo del 
memorial ajustado, se señalará dia para la vista del recurso, y se pro- 
cederá á ella diadas las partes. 

Art. i 5 . Concurrirán siete jueces á la vista y determinación de es- 
tos recursos. A la de los que se interpusieren de las sentencias y actua- 
ciones de la sala de Juslicia del Tribunal especial de Guerra y Marina, 
a.sistirán los ministros y fiscal toga<lo de la misma que no 'hayan en- 
tendido en el negocio; lomándose del supremo de Justicia los restan- 
tes hasta completar dicho número. 

Art. 16. La sentencia se pronunciará dentro de los quince dias 
siguientes al de la vista. Contra ella no se admitirá recurso alguno. 

Art. ly. En la sentencia se hará espresa declaración de si ha ó no 
lugar al recurso, esponiondose los fundamenlo.s legales del fallo. 

Art. iS. Cuando se declare haber lugar al recurso por ser el fallo 
contrario á ley espresa y terminante, el Tribunal supremo devol- 
verá los autos al Triliunal á quo^ para que sobré el fondo de la caes- 
llon determine en última instancia lo que estime justo por siete mi- 
nistros que no hayan intervenido en los anteriores fallos. 

Art. 15. Cuando se declare haber lugar al recurso por infracción 
de las leyes de enjuiciamiento de que trata el art. 4-^, se devolverán 
los autos al Tribunal á quo, para que reponiendo el proceso al estado 
que tenia antes de cometerse la nulidad, lo sustancie y determine con 
arreglo á las leyes, por ministros diferentes de los que tomaron parte 
en los fallos anteriores. 

Art. 20. Si la declaración de nulidad recayere sobre autos segui- 
dos en el Tribunal de Guerra y Marina, ó en Audiencias que no cons- 
taren del número necesario de ministros hábiles, se remitirán por el 
Tribunal supremo, para los efectos espresados en los dos artículos pre- 
cedentes, á la Audiencia mas inmediata. 

.\rt. 21. Contra el fallo del '^JVibunal ú quo 6 del inmediato en 
procesos devueltos ó remitidos por consecuencia de la declaración de 
nulidad, no habrá lugar á recurso alguno, salvo el de responsabilidad 
contra los ministros que lo dictaren. Aunque estos incurrieren en ella, 
su determinación será siempre fírme, y tendrá fuerza de cosa juzgada 
entre los litigantes, 

Art. 22. Siempre que se declare no liaber lugar al recurso, se con- 
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denará al- recurrente en las costas y en la pérdida de la suma depo- 
sitada, ó de que se obligó á responder. Esta cantidad se repartirá- por 
mitad entre la parte contraria y el fondo de penas de justicia. 

Art. a 3 . En la Gaceta del Gobierno se publicarán los fallos del 
Tribunal supremo relativos á los recursos de nulidad, y los que dicta- 
ren los superiores á quienes se devolvicre el conocimiento de los au- 
tos anulados. 

Art. En los pleitos sobre negocios mercantiles continuará ob- 
.servándose , mientras no se mande otra cosa, lo dispuesto en el códi- 
go de Comercio acerca de los recursos de injusticia notoria. 

|¡ Véanse las observaciones que sobre este decreto haremos mas 
adelante. |¡ 

Art. 262. Todas las causas civiles y criminales se fenecerán dentro 
del territorio de cada Audiencia. (Véase el art. 285.) 

Art. 263. Pertenecerá á las Audiencias conocer de lodas'las causas 
civiles de los juzgados inferiores de su demarcación en segunda y ter- 
cera instancia, y lo mismo de las criminales, según lo determinen 
las leyes; y también de las causas de suspensión y separación de los 
jueces inferiores de su territorio, en el modo que prevengan las leyes, 
dando cuenta al Rey. (Véaselo espuesLo en el art. 5 q del Reglamento.) 

Art. 2 64 -. Los magistrados que hubieren fallado en la segunda 
instancia , no podrán asistir á la vista del mismo pleito en la tercera. 
(Vacase el art. 385.) 

Art. 265. Pertenecerá también á las Audiencias conocer de las com- 
petencias entre lodos los jueces subalternos de su territorio. (Sobre 
competencias véanse los decretos copiados al final del art. 2G1.) 

Art, 266. Les pertenecer:! a.siinlsmo conocer de los recursos de 
fuerza que se introduzcan de los tribunales y autoridades eclesiásticas 
de su territorio. 

Art. 267. I^es corresponderá también recibir de todos los jueces 
.subalternos de su territorio avisos puntuales de las causas que se for- 
men por delitos , v listas de las causas civiles y criminales pendientes 
en su juzgado, con espreslon del estado de unas y otras, á fin de pro- 
mover la mas pronta administración de justicia. (Véanse el art. 85 
del Reglamento y los 4 ^ V 4 ^ <^6 las Ordenanzas.) 

Art. 368. A las Audiencias de Ultramar les corresponderá ade- 
mas el conocer de los recursos de nulidad; debiendo estos interponerse 
en aquellas Audiencias que tengan suficiente número para la forma- 
ción de tres .salas, en la que no haya conocido de la cau.sa en ninguna 
instancia. En las Audiencias que no consten de este número de minis- 
tros, se interpondrán estos recursos de una á otra de las comprendi- 
das en el distrito de una misma gobernación superior; y en el caso de 
que en este no hubiese mas que una Audiencia, irán á la mas inme- 
diata de otro distrito. 

Art. 269. Declarada la nulidad, la Audiencia que ba conocido de 
ella dará cuenta, con testimonio que contenga los insertos convenien- 
tes, al supremo Tribunal de Justicia, para hacer efectiva la respon- 
sabilidad de que trata el art. 254 . (Véa.se dicho art. 254 y L atribu- 
ción 9.® del 261.) 

Art. 270. Eas Audiencias remitirán cada aSo al supremo Tribu- 
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nal a. JaatkU fistas eoactaa de las caüsa! ci.Ües, j caaa seis mesM 
de las criminales , asi feneciaas como pendienles, con espresion del es- 
tado que estas tengan, incluyendo las que hayan recilndo de los |ua- 
gados inferiores, (Véanse el art. 85 del Reglamento, los 45 7 4 “ “ 
las Ordenanias, el decreto de 20 de diciembre de i 838 , y Real orden 

de 20 de enero de i84«-) sil 

Al t. 27 1. Se dctermioíirá por leyes y reglameotos especiales el 

námero de los magistrados de las Audiencias, que pq podrán ser md- 
nos de siete , la forma de los tribunales, y el lugar de su residencia. 

(Véase el art. 4 de las Ordenanzas.) 

Art. 372. Cuando llegue el caso de hacérmela conventente diyísioa 
del territorio español, indicada en el art. n , se determinará con res- 
pecto á ella el número de Audiencias que haq de establecerse, y se les 
dpeñalará terrltoríp. (Véase el mismo art. 4 úe las Ordenanzas.) 

Art. 373. 3 e establecerán partidos proporciónalmente iguales, y 
en cada cabeza de partido habrá un juez de letras con un juzgado cor- 


respondiente. 

iVet. 2 74 .' Las .facultades de estos jueces se limitarán .prí^isamen- 
te á lo contencioso, y las leyes determinarán las que han de pertene- 
.cerles en la capital y pueblos de su partido, como también hasta de 
qué cantidad pddrán conocer en los negocios civiles sin apelación. 
(Véanse los artículos 3 g y 4 ® del Reglamenlo). 

Art. 37 5 . En todos los pueblos se establecerán alcaldes, y las le- 
yes determinarán la ostensión de sus facultades , asi en lo contenciosa 
como en lo econtímico, (Véase la sección primera del capítulo segundo 
del Reglamento.) 

Art. ^76. Todos los Jueces de los Tribunales inferiores .deberán 
dar cuenta, i mas tardar dentro de tercero día, á su respectiva Au- 
diencta de las causas que se formen por delitos cometidos en su ter- 
ritorio, y después continuarán dando cuenta de su estado en las épo- 
cas que la Audiencia les prescriba. (Véanse los artículos 33,^3 y 85 
del Reglamento, .los 45 y 48 de las Ordenanzas, Real decreto de 20 de 
diciembre de i 838 , y Real orden de 30 de enero de 1841.) 

Art. 277. Deberán asimismo remitir á la Audiencia respectiva 
listas generales cada seis meses de las causas civiles, y cada tres de las 
criminales que pendieren en sus juzgados, con espresion de su estado. 
(\éase lo mismo que en el artículo anterior.) 

Art. 378. Las leyes decidirán si ha de haber tribunales especiales 
para conocer de determinados negocios. 

Art. 279. Los magistrados y jueces al tgmar posesión de sus pía - 
Ms juraran guardar la Constitución, ser fieles al Rey, observar las 

leyes, y administrar imparcialmente la josiicia. 

II En Real orden de r 8 de junio de tSSy se previno la forma en 
que habrán de prestar juramento á la nueva Constitución los tribu- 
, Bales y juzgados, los prelados y demas eclesiásticos del reino, jj 
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CAPITULO II. 

De la administración de justicia en lo civil. 

Art. 280. No se podrá privar á ningún español del derecho de 
terminar sus diferencias por medio de jueces árbitros, elegidos por 
ambas parles. 

Art. 281, La sentencia que dieren los árbitros se ejecutará, si 
las parles al hacer el compromiso no se hubieren reservado el derecho 
de apelar, 

¡1 Este artículo puede admitir dos sentidos; primero, que la senten- 
cia coinpromisal no tendrá desde luego fuerza ejecutiva .si las partes 
se reservan el derecho de apelar; segundo, que será ejecutiva e' inape- 
lable cuando las partes no se reservaron tal derecho. Este segando es 
mas ventajoso á la causa pública , y mas conforme ai objeto y natu- 
raleza de los compromisos. Los que recurren á este medio sencillo y 
amislo.so de terminar las diferencias, manifiestan desde luego su deci- 
dida voluntad de no atravesar los umbrales del foro, y de escusarse los 
gastos, dilaciones y disgustos de un litigio. En esto no hacen mas que 
usar de su der(!cho; podian transigir por sí mismos, y prefieren tran- 
sigir por otros de toda su confianza, que ellos mismos sedan por jue- 
ces. Si la sentencia de los árbitros es apelable aun en el caso de no 
haberse reservado las partes el derecho de apelar, los compromisos, 
bien lejos de llenar su objeto, son un lazo tendido á la buena fe: el 
hombre caviloso, que conoce la delicadeza de otro y que espera por lo 
mismo que e.stc no ha de apelar de la sentencia ó declaración arbitral, 
aun cuando le sea desfavorable, se apresurará á proponerle un com- 
promiso; pero con la doble intención de usar el mismo de la apelación, 
si no llega á conseguir lo que pretende. Por otra parte, uno de los 
motivos en que se funda el derecho de apelar es que los litigantes no 
se cscojen el juez, sino que tienen que recurrir al nombrado por la 
autoridad pública, y que ademas sea el competente: en los compromi- 
sos sucede todo lo contrario, porque lodo es obra del buen placer de 
los compromilentes. 

IjO Opinión común de que puede apelarse no obstante la renuncia 
de este derecho, si ha sido anterior á la sentencia y declaración , corre 
como otras muchas, mas por rutina y tradición que por raciocinios 
concluyentes ó por autoridades legales; si es un simple derecho en be- 
neficio privado, ¿por que no ha de poder renunciarse? Y si vale la re- 
nuncia posterior, aun tácita, ¿por que no ba de valer la anterior espre- 
sa? Pero esto no deberla obstar para que las partes usaran del recurso 
correspondiente, á saber, el de nulidad, a/mzí/o los jueces árbitros y 
jueces árbitros arbitradores no marón de la facultad (¡ue les jué dada 
dentro dcl término ijue les fué dado-, ó sobre aquellas cosas sobre que fue 
( omprometidfí. 

Por lo demas creemos que á pesar de la nueva organización judi- 
cial, toda apelación o recurso de las scntencia.s coinpromisalcs debe lle- 
varse á la respectiva Audiencia, y en el caso de confirmarse, no hay 
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soas suplicación, ni nulidad, ni otro remedio alguno,, como se ordena 
en la ley 4-^, tít. 17, lib. ii, de la JNovis. l\ccop. ]| 

iVo/a. Después de escrito esto, y considerando la importancia del 
artículo 281 en el caso de entenderse como nosotros lo entendemos, 
habernos recurrido para mayor ilustración y seguridad á los diarios de 
las Cortes constituyentes de Cádiz, y hemos encontrado en el tomo 10, 
pág. 3 oo, la ligera discusión que hubo sobre el mismo, numerado en- 
tonces cojno art, 279. 

«El señor Vázquez Canga dijo que el artículo no estaba bien concev 
bido, porque quedaba la duda de sí las sentencias dadas por los árbi- 
tros debían ser ejecutivas ó no, y si debían serlo aun cii el caso de que 
las partes se hubiesen reservado oL derecho de apelar. 

El señor Creus opinó que la sentencia de los árbitros os por su na- 
turaleza ejecutiva; pero que siendo la apelación de cualquier juicio de 
derecho natural, no pueden ser despojadas de él las partes que .se com- 
prometen , á menos que ellas mismas hubiesen espontáneamente re- 
nunciado á este derecho; y asi propuso que el artículo se estendiese en 
estos términos: la sentencia que dieren los ár bit ros se ejecutará si las 
partes al hacer el compromiso hubiesen renunciado el derecho de re- 
elamar. 

El señor Mendiola observó que la fuerza de los juicios de los árbi- 
tros nace del espreso y voluntario contrato de las partes, y la de los 
tribunales ordinarios nace de un cuasi contrato, ó supuesta interpretada 
voluntad de los pueblos para que los jueces sean nombrados por el po- 
der ejecutivo. Según estos principios, dijo que podría parecer justa la 
Constitución que prohibiese la apelación de las sentencias arbitrales, 
asi como es justo que todos cumplan loque soleinaemcnle prometieron. 
Mas para evitar los equívocos de una hilacion tan natural, dire el ar- 
tículo que no se podrá apelar sino cuando se hubiesen reservado las 
parles este derecho en su misino compromiso, en cuyo caso no obra- 
rán contra su solemne promesa , pues que solo oft ecicron deferir al 
compromisario si no apelaban dentro del término del derecho. Esta 
apelación, continuó^ no puede ser un recurso de primera instancia al 
juez inferior; porc[ue disponiendo el derecho público que los pleitos se 
terminen por tres instancias, y no pudiendo los particulares alterar 
esta forma, vendría á suceder que en lugar de las tres instancias esta- 
ña en el arbitrio de las parles introducir cuatro, es á saber ; una ante 
el árbitro., otra ante el inferior, y las dos restantes en la audiencia res- 
pectiva. Goncluvb pidiendo que se aprobase el artículo como está. 

El sedior Dqu apoyó lo espuesto por el señnr'*Ci-eus, y pidió que se 
estendiese el artículo, de modo que siempre quedase á las partes salvo 
el derecho natural de reclamar siempre que no hayan renunciado á el. 

Puesto á votación el artículo quedó aprobado.» 

Se ve pues que el c-spíritu del artículo 281 es el segundo, al quenos- 
olros dábamos la preferencia; la sentencia de los árbitros os inapela- 
bl e si las parles al hacer el compromiso no se reservan el derecho de 
apelar; por manera que es necesaria la reserva ' espresa para poder 
apelar, y no habiéndola, se entiende renunciado tal derecho; innova- 
clon importante que no deben perder de vista los tribunales. 

Creemos no obstante que en lodo lo demas subsisten las disposicio- 
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nts <le la ley recapilatla: la sentencia arbitral, aun cuamlo ge apele d« 
ella por haberse reservado las partes este derecho, sérái ejecutiva, y 
cohfiriiiadá en vista no admitirá súplica: una y otra disposición son 
como privilegios á favor de los compromisos, que el artículo 281 ha 
querido hacér mas privilegiados. 

Ademas, si los árbitros ó arbitradofes no usaron de su facultad 
dentro del termino señalado ni sobre las cosas sobre que fue' comprome- 
tido, compelerá el recurso de nulidad, aunque las partes no se hubiesen 
reservado el derecho, porque en ano y en otro caso perdieron el con- 
cepto y facultades de tales árbitros. 1| 

Art 282. El alcalde de cada pueblo ejercerá en él el oñcio de con- 
•ciliador; y el que tciiga que demandar jjor negocios civiles ó por inju- 
rias, deberá presentarse á e'l con este objeto. {Ve'ase la sección primera 
del capítulo segundo del Reglamento, y decretos copiados á su conti- 
nuación.) 

Art. 283. El alcalde con dos hombres buenos, nombrados uno por 
xada parte, oirá al demandante y al demandado, se enterará de las 
razones en que respectivamente apoyen su intención; y tomará, oído 
^l dictamen de los dos asociados, la providencia que le parezca propia 
para el fin de terminar el litigio sin mas progreso, como se termi- 
Tiará en efecto, si las partes se aquietan con esta decisión e.strajudicial. 

Art. 284. Sin hacer constar que se ha intentado el medio de U 
'conciliación, no se entablará pleito ninguno. 

Art. 285. En todo negocio, cualquiera quesea su cuantía, habrá 
á lo mas tres instancias y tres sentencias deñnitivas pronunciadas en 
ellas. Cuando la tercera instancia st interponga de dos sentencias con- 
formes, el número de jaeces que haya de decidirla deberá ser mayor 
que el que asistió á la vista de la segunda, en la forma que lo dispon- 
ga la ley. A esta toca también determinar, atendida la entidad de 
los negocios y la naturaleza y calidad de los diferentes juicios, qué 
sentencia há de serla que en cada uno deba causar ejecutoria. 

H Sabia es la disposición de este artículo; pero no aleja lodos los 
inconvenientes y anomalías que pueden ocurrir en las súplicas. Su- 
pongamos que la sentencia del inferior es confirmada en vista por cua- 
tro votos conformes de toda conformidad, y que es revocada en revista 
por tres de cinco, opinando los otros dos por la confirmación; tres 
votos solos darán la victoria contra los de seis ministros y el del infe- 
rior: esta y otras náonslruosídadcs claman por un pronto remedio. El 
epígrafe de este capítulo 2.^, que es déla administración de justicia en 
lo cioil; Y las palabras del articuló «cualquiera quesea su cúaniiat * , dan 
á entender que los autores de la Constitución nunca pensaron en tres 
instancias para las causas Criminales.) 

CAPITULÓ III. 

t)e la admmist ración ds justicia, en lo cfíminal. 

Art. 286. Las leyes arreglarán la administración de justicia en lo 
Griminal, de manera que el proceso .sea formado con brevedad y sii* 
vicios , á fin de que los delitos sean prontamente castigados. 
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Art. aSjr. Ningún eípañol podrá ser preso sin que preceda infor- 
mación sanjaria del hecho , por el que merezca según la ley ser cas- 
tigado con pena corporal , y asimismo un mandamiento del jaez por 
eseyito, que se le notificará en el acto mismo de la prisión. j| Para estr 
y los siguientes artículos véanse los 5 y 6 del Reglamento, con el de- 
creto de las Corles de i f de setiembre de 1820. ¡| 

Art. 288. Toda persona deberá obedecer estos mandamientos: cual- 
quiera resistencia será reputada delito grave. 

Art. 289. Cuando hubiere resistencia ó se teiniero la fuga, se pon- 
drá usar de la fuerza para asegurar la persona. 

Art. 290. El arrestado, antes de ser puesto en prisión.,, será pre- 
sentado al juez, siempre que no haya cosa que lo estorbe, para que le 
reciba declaración; mas si esto no pudiere verificarse, se le conducirá 
á la cárcel en calidad de detenido, y el juez le recibirá la declaración 
dentro de la.s 3 4 horas. 

Art. 291. La declaración del arrestado será sin juramento, que á 
nadie ha de lomarse en materias criminales sobre hecho propio. 

Art. 293. En fragant! todo delincuente puede ser an-e.stado , y 
todos pueden arrestarle y cmiducirle á la presencia del juez; presenta- 
do tí puesto en custodia, se procederá en todo como se previene en los 
dos artículos precedentes. 

Art. 2g3. Si se resol'viere que al arrestado se le ponga en la cár- 
cel, b que permanezca en ella en calidad de preso , se proveerá auto 
motivado, y de él se entregará copia al alcaide para que la inserte 
en el libro de pre.sos, sin cuyo requisito no admitirá el alcaide á nin- 
gún preso en calidad de tal, bajo la mas estrecha responsabilidad. 

II Este artículo supone la declaración, que se lia de tomar á lo mas 
tarde dentro de veinte y cuatro horas-; hasta entonces no hay prisión, 
sino arresto. ¡1 

Art. 294 - Solo se hará embargo de bienes cuando se proceda por 
delitos que lleven consigo responsabilidad pecuniaria, yen proporción 
á la cantidad i que esta pueda estenderse, 

II Todo delito lleva consigo por lo menos la re.sponsabilidad pecu- 
niaria de la.s costas; pero es evidente que el artículo no alude á esta; y 
con todo, apenas hay causa en que no se proceda y con premura al 
embargo de bienes, ó por rutina tí para asegurar las costas: á los tri- 
hunale.s superiores toca reprimir estos abusos. |! 

Art. 295. No será llevado á la cárcel el que dé fiador en los casos 
en que la ley no prohíba espresamente que se, admita la fianza. 

[j Véanse los arls. ii y 5 i del Reglamento; pero este artículo parece 
no estar en armonía con el 287: nadie puede ser preso sino por delito 
que según la ley merezca ser castigado con pena corporal: es asi que en 
tal caso no ha lugar, según ley, á la fianza ; luego e.s vicioso hablar de 
esta, porque o no es admi.silile, tí no es necesaria. [| 

Art. 296. En cualquier estado de la causa que parezca que na 
puede imponerse al preso pena corporal, se le pondrá en libertad dan- 
do fianza. 

II Repetimos la observación del artículo anterior, y añadimos que en 
e.ste se usa solo de la palabra «fianza», al paso que en el 1 1 del regla- 
D.iCQto se dice con mas cautela y latitud: «fianza tí caKcrb/i sufojíenle.» [[ 
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Art. 597. Se dísporidrán las cárceles de manera que sirvan para 
asegurar y no para molestar á los presos: asi el alcaide tendrá á es- 
tos en Imena custodia, y separados ios que el juez mande tener sin 
co m u nica ció B; pero nunca en calabozos subterráneos ni malsanos. 
(Véanse los artículos 7 y dcl lleglamcnlo , y los 181 y 182 de las 
Ordenanzas) 

Al t. 298. La ley determinará la frecuencia con que ha de hacer- 
se la visita de cárceles, y no habrá preso alguno que deje de presen- 
tarse á ella bajo ningún pretesto. (Véanse los artículos i 5 y siguien- 
tes dcl Iveglamento , y el capítulo 9 de las Ordenanzas.) 

Art. 299. El juez y el alcaide que faltaren á lo dispuesto en los 
artículo.s precedentes, serán castigados corno reos de detención arbi- 
traria, la que será comprendida como delito en el código criminal. 
(Véanse los artículos 3 o , 3 i y 82 de la ley de 17 de abril de 1821.) 

Art. 3 oo. Dentro de las veinte y cuatro horas se manifestará al 
tratarlo como reo la causa de su prisión, y el nombre de su acusador, 
silo hubiere. (Véase el art. 6 del Reglamento.) 

Art. 3 o I. Al tomar la confesión al tratado como reo, se le Iceián 
íntegramente todos lo.s documentos y las declaraciones de los testigos, 
con los nombres de estos; y si por ellos no los conociere, se le darán 
cuantas noticias pida para venir en conocimiento de quie'ncs son. 
(Véase el art. 9 del Rcglamenlo.) 

yVrt. 3o2, El proceso de allí en adelante será público en el modo 
y forma que determinen las leyes (Véase el art. 10 del Rcglamenlo.) 

II El ()5 de la Constitución de 1887 dice: «Los juicios en materias 
crlminale.s serán públicos en la forma que determinen las leyes.» || 

Art, 3 o 3 . j\o se usar.á nunca del tormento ni de los apremios. 

Art. 3 o 4 . Tampoco se impondrá la pena de ronfiscacion de bie- 
nes. II Lo mismo se dispone en el 10 de la Constitución de 183/. || 

Art. 3 o 5 . Nin guna pena que se imponga., por cu.alqulcra delito 
que sea, ba de ser trascendental por término ninguno á la familia dcl 
reo que la sufre , sino que tendrá todo su efecto precisamente sobre el 
que la mereció. 

Art. 3 ofí. No podrá ser allanada la casa de ningún español , sino 
en los casos que determine la ley para el buen orden v seguridad del 
Estado, 

11 No puede ser detenido, ni pre.so, ni separado de su domicilio nin- 
gún español , ni allanada su casa .sino en los casos yen la forma que las 
leyes prc.scrlban,» (yVrt. 7 de lacle 1837,) Esto solo escluye un golpe de 
arbitrariedad ; pero con leyes malas el artículo puede ser ilusorio. 

Real orden espedida par el minisí crio de Hacienda en i 5 de octubre de 
acerca del reconocimiento por el resguardo de casas sospe^ 

chosas de contener efectos de contrabando. 

« El intendente de Cádiz hizo presente á este ministerio en 19 de 
julio último, que el j 6 del pn)pio mes reconoció el resguardo de ca- 
rabineros, cumpliéndolo dispuesto en él art. n8 de la ley penal de 
contrabandos , una c.asa estr.a muros d» aquella ciudad, en la cual se 
encontraron efectos prohibidos, y otros también de la mas escandalosa 
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obscenidad , qae dispaso fuesen quemados á presencia del administra- 
dor de la aduana ; pero que nollcioso el alcalde constitucional de esta 
ocurrencia, ofició á dicho intendente manifestándole que de ningún 
modo consentirla se repitiesen tales reconocimientos sin que prece- 
diese autorización suya; y que estando decidido á hacer se respetase 
el asilo de los vecinos, sin que sirviera de escusa el hallarse objetos de 
fraude en el , habla dado orden á los agentes de protección y segu- 
ridad pública para que rechazaran al resguardo, haciendo uso de las 
armas, si fuese necesario, en caso de querer aquel penetrar en alguna 
casa particular sin el competente permiso dcl citado alcalde ; en cuya 
virtud ofició el mismo Intendente al gefe político haciéndole ver la ar- 
bitrariedad y el escándalo que promovía el mencionado alcalde, de 
que tal vez pudieran resaltar funestas consecuencias por la protección 
marcada que intentaba dispensar á los defraudadores , siendo asi que 
el resguardo en nada habla pretendido fallar á las Reales órdenes c 
instrucciones vigentes ; mucho mas cuando dio aviso con antelación al 
alcalde de barrio para que concurriese al acto del reconocimiento, al 
cual no quiso asistir. Rn esta virtud , y después de haber oido á la 
Dirección general de Rentas y al asesor de la Superintendencia, con- 
formándose S. M. con su dictamen, se ha servido resolver , que pues 
ha Real orden de 19 de julio del año prócslmo pasado previene el 
ecsacto cumplimiento de la ley penal en cuanto al reconocimiento de 
casas, previas las formalidades y requisitos que por ella se establecen, 
lo.s cuales en nada se oponen al art. 7.^ de la Constitución , y cuya 
observancia es indispensable mientras no se establezcan otras disposi- 
ciones que la deroguen , se reitere su ecsacto cumplimiento , y que lo 
ponga en conocimiento de V. E. , corno de Real orden lo ejecnto, 
para que se sirva prevenirlo asi á dicho alcalde, y que en lo sucesivo 
se abstenga, no solo de enervar la acción del resguardo respecto al re- 
conocimiento de casas sospechosas , sino que cumpliendo con su de- 
ber ausilie á los encargados de verificarlo, según está mandado. « [¡ 

Art. Soy. Si con el tiempo creyeren las Cortes que conviene haya 
distinción entre los jueces del hecho y del derecho , la establecerán en 
la forma que juzguen conducente. 

Art. 3 o 8 . Si en circunstancias estraordinarias la seguridad del es- 
tado ecslgiesc, en toda la Monarquía ó en parte de ella, la suspensión de 
algunas de las formalidades prescritas en este capítulo para el arresto 
de los delincuentes, podrán las Córles decretarla por un tiempo deter- 
minado. * • 

[[ «Si la seguridad del estado ecsiglese en circunstancias estra- 
ordinarias la suspensión temporal, en toda la Monarquía ó en parte 
de ella , de lo dispuesto en el art. anterior (es el copiado en el 3 o 6 ), se. 
determinará por una ley.» (Art. 8 de la de 1837.) ¡j 
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lHH4bva«i4^eÜ iiééhas étt los ^s^«los <le BTfteleñdw» 
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iihleiito «lé éb-asssor* 


É.tal decreto fie ny de no^fiemhre de i835 relatho al ihodó coh qüé sé 
han de <fcr poir ahora las causas de contrabando, 

"Pata evitar los éntor^ecimientos qué producé ía rétnisio* á la 
Saperiotendeocia general de Real Hacienda de las causas de cóntrá- 
ijando que se siguen en los juzgados de la misma , cortando sih per- 
dida de tiempo tas dilaciones que con ello sufre la administración d& 
justicia , y los perjuicios que padecen los interesados, ínterin sé sépa- 
ira definitivamente la parte administrativa de la judicial de esté ramo 
de la administración pública, deslindando los límites de la acción gu- 
bernativa y de la contenciosa; he venido, en nombre dé rhi escélsa hi- 
ja doña Isabel 11, én decretar lo sigoienle: 

Artícuio Lás cansas que sé dirijan á la Superintendencia ge- 
neral de Real Hacienda desde la fecha del presente decreto, se de- 
tolverán á los intendentes y subdelegados para que, publicando las 
sentencias, se lleven á ejecución, salvas tas apelaciones á las Reales 
Audiencias lérritorialés , en donde deberán fenecer. 

Art. a.” Los intendentes y subdelegados ejercerán , por ahora y 
hasta que otra cosa sé resuelva, las funciones de jueces de primera ins- 
lancía en las causas de contrabando y fraude , publicando las senten- 
cias con la's ápeláciohes á las referidas Audiencias territoriales. 

Art. 3. ® Las cánsás sentenciadas por dichos intendentes y sub- 
delegados se pdblicarán en los Boletines oficiales de las respectivas 
provincias, en los mistnos términos que se publican ías falladáis por la 
Comisión de visita éreada por mi Real decreto dé 9 de octubre úlli- 
ino; y de éstos Boletines sé remiliráíi ejemplares al mihisteríó dé Ha- 
cienda de vuestro cárjgo.» 

Repl árden de de diciembre de i835, sóbre el modo de snstafieiar 
tés cáusás de contrabando en los casos que sé mejícíonah. 


«Habié'ndóse consultado por los iiiténdentés subdelegados dé Rén- 
tas de las provincias de Madrid y Zaragoza sobre la inteligencia det 
Real decreto de ay de noviembre nitim» para la sostanciacion dé ca'ü- 
sas de contrabando , y á pesar de que previniéndose en el artícu- 
lo 3.^ que se publiquen las sentencias de los subdelegados, conlo éc 
hace con las de la Comisión dé visita creada en 9 de octubre prdesi- 
mo pasado, no podia dudarse qué, habiendo merecido estas la apro- 
bación de S. M-, debían los fallos de los demas jueces arreglarse á la 


juiciosa y humana jurisprudencia especial que resulta del conjunto 
de providencias de la misma Comisión, publicadas en la parte oficial 
de la Gaceta del Gobierno; para evitar dudas en adelante, y que sean 
estensivos á todos los españedes los beneficios dispensados en los último» 
decretos espedidos sobre esta materia, se ha servido S. M. declarar: 

I- Que habiendo de conocer únicamente los intendente» y sub- 
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4«!é!iaaos de Reatas, y las Audiencias Reales en grado de 'apelación, 
dé las causas que por iio hallarse e n estado de sobreseitüiento no sean 
falladas por la Comisión de visita creada por el Real decreto de g de 
<ictahre prócíimo pasado, deben arreglar los fallos á las bases ampia- 
das por esta en Su esposicion de ai de oclnbre , aprobada pór S, M., 

Í i los principios de equidad' sancionados por todos los autos de so— 
jmieimientOj pablícados en la parte oficial de la Gaceta de Madrid. 
3 . ° Que para asegurar mas el acierto en la aplicación de estos 
p^rincipios se agregue á cada asesor de rentas otro nombrado pof las 
diputaciones provinciales, donde se hallen instaladas; y donde no, por 
los gobernadores civiles , pudiendo los subdelegados noihbrar, en ca- 
so de discordia, otro letrado que la dirima. 

3. Que todas las dudas que puedan ocurrir en el particular se 
consulten con la Cortiision de visita creada por el Real decreto de g 
de octubre úItimo.« 

II Estrada jurisprudencia por cierto y de difícil, ó por mejor decir, 
imponible aplicación es la que se pretende establecer por este Real de- 
cretó. Para fallar una cansa habrán de ecsamioarse las bases de una 
«jposición que no es ley, ni contiene parle alguna preceptiva. Habrán 
dé ecsanainarse ademas centenares de autos de sobreseimientos, con la 
particularidad de que en la Gaceta solo obraban los autos ; pero ni 
obraban , ni podían pbrar los espedientes sobre que recayeron; y sin 
embargó, para penetrarse del espirita de los primeros era indispen- 
sable un detenido eesámen de los segundos. Estraña jurisprudencia, 
repetimos; esto equivale, y aun es peor que el haber de juzgar por 
albedríos y fazañas. Pero si las bases de la esposicion y los principios 
de equidad de los autos hablan de servir de ley y norma, ¿cómo es 
que no han sido insertados en los tomos de decretos? 

He aqui ha nacido perplejidad y confusión en los tribunales. El 
escandaloso y rápido aumento del contrabando ha obligado á todos 
los ministros á espedir ana y mil órdenes para .su represión. Los tri- 
bunales se han visto también acosados con ellas, y hasta cierto punto 
inc'ulipadós de^ lenídad y negligencia. Con este motivo la audiencia de 
M^rid elevó una consulta de ley sobre si debería arreglar sus fallos 
á la ley penal de 3 de mayo de i83o, ó a lo prescrito en este Real de- 
creto; y no sabemos que á esta hora haya recáido resolución, aunque 
de la R eal orden de a o de febrero de 1841 pnede inferiese que subsiste 
dicha ley. 

Encentramos también estrano el nombramiento dé coasesor, j 
mucho mas su origen popular, tjn con-juez es siempre un mal, un 
nuevo gasto, un nuevo motivo de discordias y dilaciones; se recurre 
í él por neces'ldad cuando un juez inferior es recusado. Pero si la can- 
sa ha de venir por fin á la audiencia, que es toda de nombramiento 
real, ¿qué mayor garantía ofrece el co-asesor de origen popular? 

R^al órdfin de i S de Thdrió dé i 836 ^¿iarMoriét de ífe 4fue se cÜa sobre 
caüsás sujetas aljutgado de Rétíi lÍAcietida. 

‘‘Enterada S. M. la Reina Gobernad'ot'a dé la* dudas cousaltadas 
|K>r él intendente de Mallorca acerca de la Inteligencia dcl Real de- 
TOMO T. 20 
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creta <le 27 de noviembre y Real orden de 17 de diciembre üllimo, 
lia tenido á bien declarar que el citado decreto no se limita á las cau- 
sas de contrabando y fraude, sino que abraza todas las demás, cuyo co- 
nocimiento corresponde á los juzgados de Pieal Hacienda; teniéndose 
entendido que siempre debe agregarse para cl fallo del asesor de lien- 
tas el nombrado por las Diputaciones provinciales, con arreglo al ar- 
tículo 2. ® de la referida Real orden de 17 de diciembre, sin embar- 
go de que solo á las causas de contrabando y fraude son aplicables los 
principios de equidad y benignidad , conforme á las bases propuestas á 
S. M. en la esposicion de la Comisión de visita de 21 de octubre últi- 
mo, que merecieron la Real aprobación.» 

Real orden de iS de abril de i 836 determinando los casos en que debe 
intervenir el co-asesor en las causas de Real Hacienda. 

«Enterada S. M. la Reina Gobernadora de una consulta hecha por 
el intendente subdelegado de Valladolld sobre si el co-asesor de que 
habla el art. 2. déla Real orden de 17 de diciembre de i 835 de- 
berá intervenir en todos los procedimientos de las causas de Real Ha- 
cienda, 6 solo en los fallos definitivos ; y deseosa de conciliar todos los 
eslremos e intereses de justicia que se propuso al dictarla, ha tenido 
á bien resolver, por punto general, que; el co-asesor debe concurrir tan 
solo á las providencias que causan estado, que en las causas de que se 
trata pueden considerarse reducidas al auto de recibimiento á prueba, 
ó de sobreseimiento en su caso, y á la sentencia definitiva cuando el 
juicio llegare á ella.» 

Real orden comunicada al señor secretario del despacho de la Goberna- 
ción^ sobre nombramiento de asesor adjunto para todos los juzgados de 
Real Hacienda, en de abril de i 836 . 

«Enterada S. M. la Reina Gobernadora de la duda propuesta por la 
Diputación provincial de Málaga acerca de si la regla segunda de la 
Real orden de 17 de diciembre último será también aplicable á las 
subdelegaciones subalternas de Rentas donde no hay asesor por ser le- 
trado el subdelegado; ha tenido á bien resolver que el nombramien- 
to de asesor adjunto por las Diputaciones provinciales debe hacerse pa- 
ra todos los juzgados de Real Hacienda, á quienes por el Real decreto 
<le 27 de noviembre último se atribuyó la jurisdicción de primera 
instancia; no habiendo razón alguna para esceptuar de esta medida sa- 
ludable á los juzgados ejercidos por un letrado que ya sea como asesor, 
ya como juez acompañado, el adjunto debe concurrir á los fallos en las 
causas de Real Hacienda para asegurar mejor el acierto, cuya garantía 
buscó la citada Real orden.» 

Real orden espedida por el ministerio de Hacienda en 6 de febrero 
de 1837, mandando que los intendentes y subdelegados de Rentas 
cumplan, como jueces de primera instancia, lo que se previene en el Re- 
glamento de administración de justicia en la parte que les concierne. 

«He dado cuenta á S. M. la Reina Gobernadora de un espediente 
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fihslrQído á ’virlad de csposicion de la Audiencia territorial de Grana- 
. da , y consulta del Tribunal supremo de Justicia, que el ministerio 
de Gracia y Justicia remitió al de mi cargo, y en que con el fin de 
contribuir á la cstincion del escandaloso fraude que se hace en detri- 
mento de las l\eutas del Estado, se recomienda sobremanera la ins- 
pección judicial que las Audiencias territoriales dcl l\eino deben ejercer 
sobre las causas que con motivo de la perpetración de tal delito se 
sustancian y fallan en las subdelegaciones de las mismas Rentas. En- 
terada S. M., y teniendo presente que los subdelegados de Rentas y los 
intendentes como tales, son en el día jueces de primera instancia en las 
causas de contrabando y defraudación, y que de sus fallos se apela pa- 
ra ante las Audiencias territoriales; ha tenido á bien mandar S, M. 
que unos y oíros cumplan en todas sus partes con respecto á las cau- 
sas y negocios contenciosos de Hacienda pública, las disposiciones con- 
tenidas en el art, 53 del Reglamento provisional para la administra- 
ción de Justicia, aprobado por S. M. en 26 de setiembre de i835, y 
las que emanan de la facultad novena, art. 58 del Reglamento, á la 
manera que lo hacen los jueces de primera instancia en los espedien- 
tes propios de la jurisdicción ordinaria.» 

Real orden espedida en a 5 de junio de 1 83q por el ministerio de Jíacien- 
da , acerca de la administración de Justicia por los subdelegados 
de Rentas. 

«lie dado cuenta á S. M. la Reina Gobernadora del espediente 
promovido por consulta que ha elevado á este ministerio en el mes de 
marzo último el subdelegado de Rentas de Granada, acompañando 
un ejemplar de la circular espedida por aquella Audiencia territorial 
en virtud de la Real orden de 6 de febrero anterior, y manifestando 
detallada y razonablemente que la disposición 3.® de dicha circular, 
por la cual se previene que los subdelegados consulten á la misma Au- 
diencia las sentencias definitivas, no es conforme á los Reales dccreto.s 
y órdenes vigentes que conceden virtud ejecutiva en primera instanci.a 
á los fallos de dichos subdelegados, cuando con ellos concurren á dic- 
tarlos sus respectivos asesores asociados, sobre cuyo punto solicitaba 
la conveniente re.solucion. Se ha enterado asimismo S. M. de las dos 
comunicaciones de ese ministerio de 5 y 18 de mayo último, unidas 
al propio espediente, á la primera de las cuales acompaña una con- 
sulta dcl Tribunal supremo de Ju.sticia promovida por la Audiencia de 
Valladolid, y á la segunda una esposicionde la Audiencia territorial de 
Zaragoza, ambas dirigidas á que ampliándose lo ya resuelto en la Real 
orden citada de 6 de febrero último, se declare á los subdelegados de 
Rentas sujetos al Reglamento provisional para la administración de 
justicia de 26 de setiembre de i835 en todas sus partes, como lo es— 

• tan los jueces de primera instancia en cuanto a los juicios ordinarios. 
En vista de estos doeumento.s, y de cuanto del espediente resulta, ha 
tenido á bien S. M. resolver se manifie.sle á V. E. , para que lo haga 
entender á quien corresponda, que si bien los subdelegados de Rentas 
se hallan colocados liaslá cierto punto por las disposicionc.s interinas 
que rigen en la materia, en la categoría de jueces de primera instan- 
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cía ea las catKas de contrabando y defraadacion ^ j las Audiencias 
territoriales en la atribución de conocer de las segundas y terceras 
instancias, no por eso se quiso ni se puede obligar á aquellos á con- 
sultar á dichas Audiencias todas sus sentencias , bien sean dictadas en 
juicio completo, cuando las parles no apelen de ellas, ó bien de sobre- 
seimientos peculiares de los mismos subdelegados por el espíritu de 
las Reales órdenes de 27 de noviembre y 17 de diciembre de i885;. 
pues tanto estas como la de 6 de febrero último conservan á las de- 
pendencias de la Superintendencia general de Hacienda , según es de- 
bido y natural, las atribuciones de jurisdicción especial en primera ios ^ 
tañera. Y que por esto es por loqueen los fallos concurren tres votos, 
y en caso de discordia cuatro, cuando en la jurisdicción ordinaria los 
jaeces de primera instancia son un solo voto; circunstancia que unida 
á la consideración de la multitud de casos diversos que en sus juzgados 
pueden ocurrir, no prevíslos^ por la ley, ha obligado á sujetarlos tan 
estrictamente á la inmediata inspección de las Audiencias territoriales, 
En consecuencia S. M. se ha servid» declarar que, con arreglo á la 
Real órden de 6 de febrero citada, el derecho de aquellos Tribunales 
coa respecto á los subdelegados de Rentas se limita á pedirles listas, 
informes y noticias: respecto de algunas causas fenecidas, y al éstado de 
otras pendientes cuando por motivos especiales les sea necesario ecsa— 
minar algunas determinadamente para promover la administración de 
justicia, con lo cual ejercerán respecto de los negocios contenciosos de 
Hacienda la inspección oportuna á este interesante fin, espresada en 
el artículo 53 y en la facultad novena del 58 del antedicho Reglamen- 
to provisional; pero que los subdelegados no deberán remitir en con- 
sulta á dichas Audiencias territoriales las sentencias definitivas pro- 
nunciadas por ellos en primera instancia con Tos requisitos prescritos 
en las Reales órdenes de 27 de noviembre y 17 de diciembre de i835, 
sino publicarlas y ejecutarlas inmediatamente cuando no hubiere ape- 
lación; pues solo en caso de haberla, ó en los relacionados con referen- 
cia á la resolución de 6 de febrero último, deberán conocer las Au- 
diencias según se halla ya dispuesto, sin que convenga por ahora dar 
mayor eslensíon á aquellas lácaltades,'* 

Real órden de la Regencia proMsional, espedida por el ministerio de 
Gracia y Justicia en 30 de febrero de i84l , relativa á las formas, 
que deben observarse en la sustanciacion de las causas de fraude y 
eontrahando que por las subdelegaciones de Rentas se remitan en 
consulta á las Audiencias, 

“La Regencia provisional del reino se ha enterado de la consul- 
ta dirigida por el Tribunal supremo de Justicia en vista de la cs- 
posicion que acompaña de la Audiencia de Gáceres , sobre lo que de- 
berá observarse cuando los subdelegados de Rentas remiten en consul- 
ta las causas seguidas con arreglo á la ley penal , sentenciadas definiti- 
vamente , sin que las partes hayan interpuesto apelación ; y también 
de las consultas promovidas por las Audiencias de Sevilla y Pamplona 
sobre la propia materia y dificultades que se han ofrecido en los pro- 
cedimienios de causas dk fraude y contrabando ; y en sa vista la Re^ 


»S JüSTiaA. . 

i^cia pfovlMonal , de acuerdo con el parecer del Tribunal supremo 
de Justicia, á fin de que esta se administre recta y uniformemente por 
todos los tribunalas , conciiiando los principios de nuestra 'legislación 
común con las disposiciones especiales de la Hacienda pública, se ha 
servido resolver : í.® Que todo fallo definitivo en materias de contra- 
bando , fraude , falsificación , infidelidad y desfalco de raudales públi- 
cos t debe notificarse á las partes como está prevenido por las leyes co- 
munes: a o Que sin hacer novedad por ahora en la legislación de Ha- 
cienda , y particularjuente en la ley ¡jenal de 3 de mayo de i83o, 
donde se previene que las causas de esta jurisdicción se consulten, ó 
admitan las apelaciones cuando la condenación esceda de 5 ooo rs. vn.; 
debe, aun cuando no se haya interpuesto apelación en tales causas, 
apelables según ella, consultarse i las Audiencias , citando y empla- 
zando á las partes por los subdelegados de Hacienda que conocieron 
y fallaron la causa: 3.*^ Sin embargo, aquellos fallos definitivos que 
no son apelables según la legislación especial de Hacienda, deben con- 
aultarse á las Audiencias en causas de fraude ó contrabando , desfal- 
co ó falsificación , como está prevenido por Real orden de 3i de di- 
ciembre de 1839 , suspendiendo la ejecución del fallo ó sobreseimiento 
hasta la definitiva resolución de la Audiencia: 4 *^ Si el interesado en 
la causa de fraude ó contrabando cuyo fallo fuese apelable , no se 
presentase ante la Audiencia por medio de procurador en el termino 
legal , procederá esta con sujeción á !o ordenado en el Real decreto 
de 4 noviembre de i838 ; y si el fallo no fuese apelable en dichas 
causas , se consultará como queda indicado ; pero sin necesidad de 
citar ni emplazar á las partes, siempre que no se imponga una pena 
corporal mayor de seis meses de prisión , en cuyo caso debe hacerse 
la citación y emplazamiento para que tenga cumplido efecto el artí- 
culo 1 2 del Reglamento provisional de justicia : 5. Y por último, 
que los subdelegados de Rentas deben, como los jueces de primera ins- 
tancia, dar los correspondientes partes , noticias , estados ó listas de 
las causas á la Audiencia territorial para que puedan removerse los 
-obstáculos que entorpezcan la administración de justicia , y en ningún 
caso se demoren los procedimientos sin conocimiento de las Audien- 
cias, del Tribunal supremo de Justicia y del Gobierno , que pue- 
tlcn activarlos en sus respectivos y determinados casos. 


jilgimas otras leyes . Reales decretos y órdenes recientes que han intro- 
ducido algún cambio en el conocimiento y sustanciacion de los pleitos 
y causas , y aun en la parte penal. 

Ademas de Us que habernos insertado eii el lugar y materia que 
nós han parecido mas adecuados, hay otras sueltas y aisladas cuyo co- 
nocimiento es igualmente necesario, tanto para la competencia del 
juez, como para la sustanciacion. Vamos pues á insertarlas por sa 
úrden cronológico, pero con separación de materias ; las civiles á un 
lado , las criminales á otro ; asi resultará mayor claridad con menos 
trabajo para los lectores. 

Como el reglamento provisional y el lít. 5. ® de la Coastitucioa 
de i8ix abrazan la administración de justicia en los dos ramos , i 
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saber, civil y criminal, no podíamos escasarnos de seguir el misrno 
niélodoi y úlliinamente j nos habernos tomado la libertad de insertar 
las leyes y órdenes que modifican parcialmente la parte penal, ya por- 
que parecía impropia la separación de leyes restablecidas con una 
misma fecha y sobre unos mismos delitos , como las de 17 ó 26 de 
abril de «821, ya para que de una rápida ojeada se conozca el espíritu 
progresivo de los tiempos. Por lo demás, esto no perjudicará al orden y 
claridad, ni hará mas voluminosa la obra, pues que en la parte criminal 
usaremos de referencias en lugar de repeticiones. 

Ptcal orden de 22 de marta de i 834 - espedida por el ministerio del 
Fomento , mandando que los asuntos contenciosos de pósitos corran 
como hasta aquí á cargo de los corregidores y alcaldes mayores. 

« He dado cuenta á S. M la Pveina Gobernadora de las dudas que 
han ocurrido á algunos subdelegados de Fomento al tiempo de ha- 
cerse cargo de los espedientes gubernativos de pósito, en que cono- 
cían antes los subdelegados del ramo , á causa de que encontrándose 
entre ellos algunos contenciosos, no podían proseguirlos sin mezclarse 
en las atribuciones judiciales. Y S. M., considerando que los subde- 
legados de Fomento, aunque lo son natos de todos los ramos de esté 
ministerio, no tienen en ningún caso autoridad judicial: que los de- 
pósitos únicamente la ejercen por el doble carácter de subdelegados 
y regentes de la Real jurisdicción en los asuntos contenciosos del 
pueblo de su residencia , y en algún otro espediente de los demas del 
partido, cuyo conocimiento avocan en los casos que espresa el artí- 
culo 2.^ de la Real orden de 28 de marzo de 1825 • y teniendo tam- 
bién presente que por la nueva división del territorio se han separado 
muchos pueblos de cada subdelegacion de los pósitos , agregándose á 
provincias distintas , en cuyos negocios no deben conocer sino sus 
respectivas autoridades; se ha servido mandar S. M. que la parte 
contenciosa de pósitos continúe por ahora á cargo de los corregidores, 
alcaldes mayores ó regentes de la jurisdicción de los pueblos en que 
se hallan situados , á quienes remitirán los subdelegados de Fomento 
los espedientes contenciosos que con los demas se les hubiesen pa- 
sado por las suprimidas subdelegaciones de pósitos; y que en la ad- 
ministración del ramo no se haga en el dia otra novedad que la de 
entenderse las Juntas de intervención soloen lo gubernativo y eco- 
nómico con los subdelegados de Fomento, y estos'con la Dirección ge- 
neral*, basta que se verifique el arreglo definitivo, de que se ocupa 
una comisión especial.» 

Peal orden aclaratoria., espedida por el ministerio de Hacienda en de 
jiMu/o í/c 1834, sobre quién representa á la Real Hacienda en ‘ íüs 
■ juicios contenciosos y sin incidencias. 

« He dado cuenta á lá Reina Gobernadora del espediente instrui- 
do con raótivode varias dtjidas suscitadas en algunas subdelegaciones 
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¿e lientas, sobre si los abogados fiscales de las mismas deben tener 
en los juicios en que se versen intereses del fisco ó en sus incidencias 
la personalidad de parte adora, apoyándose para ello en la ley pe- 
nal, ó si deben desempeñarla en concurrencia con los administra- 
dores de las propias lientas ; y S. M. se ha servido resolver que el 
verdadero representante de la Real Hacienda es siempre el adminis- 
trador, y como á '.al le corresponde ejercer las funciones de deman- 
dante , no teniendo el abordo fiscal otro concepto que el de mero 
consultor de aquel , observándose por lo mismo lo que en el parti- 
cular ordena el arl. 68 , cap. 6.0 de la Real instrucción de i6 de 

abril de 1816. « 

Queda ya insertada en otro lugar la Real orden de zS de noviem- 
bre de 1889 estableciendo el modo de proceder en los negocios relati- 
vos á los arbitrios y derccho.s del ramo de Amortización, al que esta'n 
adjudicados los liienes mostrencos; ahora añadiremos lo que acerca de 
estos y otras adquisiciones de bienes á nombre del Estado, se estable- 
ció en la ley de 16 de mavo de i 835 . 


Art. 17. Todos los juicios sobre la materia de la presente ley son 
déla atribución y conocimiento de la jurisdicción Real ordinaria; y las 
acciones se inlcnlarán ante el juez del partido donde se hallaren los 
bienes que se reclamen. 

Art. 18. INingun particular podrá ejercitarlas acciones que sobre 
la materia de esta ley correspondan al Estado. 

Art. 19. Los promotores fiscales en primera instancia, y los fiscales 
de las Audiencias y Tribunales supremos en las ulteriores, de acuerdo 
con el Director del ramo de yVmortizacion ó sus delegado.s, sostendrán 
las adquisiciones hechas á nombre del Estado, y también incoarán y 
proseguirán las demandas de reivindicación y demas que correspondan 
.al Estado en virtud de esta ley. 

Art. 20. Queda abolida la jurisdicción especial conocida con el 
nombre de mosírencos , y la subdelegacion general de este ramo y sus 
dependencias. 

Art. 21. Los empleados con sueldo, asi de la subdelegacion gene- 
ral y su tribunal como de las subdelegaciones inferiores y sus juzgados, 
quedan cesantes con el haber que les corresponda según clasificación. 

Art. 22. Los pleitos pendiímtcs en la subdelegacion general y en 
las subdelegaciones de partido, se continuarán y fallarán con arreglo á 
las disposiciones de esta ley. 

Art. 28. Ims fiscales ó promotores respectivos, á quienes desde lue- 
go se pasarán los pleitos pendientes, bien procedan de denuncia ó de 
oficio, los conllnuarán á nombre del Estado, ó promoverán el sobresei- 
miento si no encontraren imírilos bastantes para su prosecución ; en 
cuyo caso se declara fenecido el litigio, y en libertad la finca 6 efectos 
reclamados. 

Art. 24.. Para que el desistimiento de los promotores fi.scales surta 
los efectos que se indican en el artículo anterior, precederá el consenti- 
miento y conformidad del fiscal de la Audiencia del territorio; y tanto 
en este caso como en el del artículo anterior, deberá proceder allana- 
miento por e.scrito del Director de los ramos de Amortización o sus 
delegados en las provincias. 
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Art. a5. Lo» pleitos pepdientes en U sübdelcgadotj geti^rAl « pa- 
sarán ÍBinediatamenle á la Real Audiencia de Madrid para Ím fipej 
Indicador, y los que penden en las subdelegaciones inferiores i loa juj-_ 
gados ordinarios del partido donde radiquen los bienes,** 

Rifal órden^ espedida por el ministerio de Gracia y Justicia con f 'ech^ 3 1 
de mayo de i836, determinando los Tribunales que htm í/p conocer 0 i 
ios espedientes sobre arriendos de dehesas. 

''Enterada S. M. la Reina Gobernadora del espediente promovi- 
do en el estinguido Consejo de Castilla á instancia de Frey don Jo^é 
Agastin de Oviedo , apoderado del Sacro y Real convento de Calatra- 
va» d« Almagro , sobre que se inhibiese aquel de conocer en los espe- 
dientes de tasa de dehesas pertenecientes á las órdenes militares, ale- 
gjando que correspondía al Consejo de estas; se ha servido resolver por 
punto general, conformándose con el parecer del supremo Tribunal de 
España é Indias , que las acciones sobre pastos deben ejercitarse se- 
g>un Iq dispuesto en el Reglamento provisional para la administración 
de justicia; y que en consecuencia todos los espedientes de posesión, 
despojo y tasa, y cualquier otro que ocurra en esta materia, deben so- 
meterse á las reglas generales que aplicarán y ejecutarán los jueces «n 
cuyo distrito se haden las dehesas, cualquiera que sea su dueño, con 
las apelaciones á las Audiencias del territorio/* 

Real decreto, espedido pór el ministerio de la Gobernación de la Penin- 
fula en |23 de noviembre de r,836, declarando abolidas las Qrdenantas 
de montes y plantíos. 

'Xas Cortes, usando de la facultad que se Ies concede por la Co^- 
:titucion, l^an decretado: 

Se restablece el decreto de i4 de enero de j8ia, por el que 
las Cortes generales y estraordinarias abolieron las leyes y Ordenan- 
xas de moptes y plantíos, y estinguíeron las oficinas y Tribanalei es- 

Í ieoiales ciíeadqs para su conservación, quedando los arbolados de rea- 
engo bajo . la administración y dirección del Gobierno. 

fi.® $e encarga a las Comisiones de agricullara y Diputaciones 
provinciales el eesámen de todos los reglamentos que han regido en la 
materia hasta el día, y la redacción del que convenga establecer para 
el importante objeto de administrar, conservar y íqmenter los montes.** 

Real orden sobre conocimiento de negocios civiles r-elaíivps 

jal ramo de minas ^ espedida por el ministerio fír Gracia y Ji^iciafin^^ 
de junio de iSSy. 

«Con .Ocasión de los conflictos suscitados -en el territorio dela Au-' 
dicncla de Granada isobre el conocimiento de megocíos civiles conten- 
ciosos relativos ai ramo de minas, tuvo por conveniente S. M. oir al 
supremo Tribunal de Justicia; y conformándose con su dictámen, se ha 
servido resolver que por ahora no se haga -novedad en cuanto ¡a, lo 
dispuesto sóbrela materia por el Real decreto de 4- de juUa e iiiatro.c- 
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clon (le i8 (le dlciemlire de 1828, dehuíndo en consecuencia cesar !aá 
conipetendas suscitadas, y devolverse ai juzgado especial del ramo el 
conocimiento de los esprcsados negocios; pero entendiéndose esto con 
sujeción á lo que resuelvan las Cor ! íís con presencia de los espedien- 
tes formados en esta secretaría de inl cargo y en la de la (Goberna- 
ción de la Península, que serán sometidos á su deliberación. 

Real órflen dfí 12 de enero de espedida por el niini.sf erio de ¡a 

Gobernación , mandando cjue las demandas de tanteo de las alcaidías 
de las cárceles se introduzcan por los Ayxmtamientos de las cupUaies. 

Conf((rmándose S. M. la rveina Gobernadora con lo propuesto por 
la Comisión especial de arrcíglo de cá í cele.*;, se ha .servido mandar que 
las demandas de tanteo de alcaidías, de que trata !a circular de 9 de 
junio último, se introduzcan, previa la aprobación de las Diputaciones 
provinciales como en la misma se dispone, por los Ayuntamientos de 
las capitales donde estuvieren las cárceles por de pronto, con los fon- 
dos que tuvieren, y sin perjuicio de rejn legrarse á cosía de la proviu 
da por repartos equitativos y pioporcionado.s. 

Orden de la Regencia provisional^ espedida por el ministerio de Gracia, y 
Justicia en de enero de 18/f* •> aiandando que continúen repartién- 
dose los pleitos entre las escribanías por el turno rigoroso anterior- 
mente establecido. 

«I..a Audiencia de Madrid elevo á la Regencia provisional de! rei- 
no, por conducto del Tribunal supremo de Ju.silcia, la deteniüuaciou 
lomada por la Junta provisional de (Gobierno de Toledo para que ce- 
sase el repartimiento de los negocios judiciaic.s entre los csci ibanos nu- 
merados de aquel juzgado, y se despacharan por las escribanías que 
las partes el i gie.se n á su arbitrio; v sit;ntio esle un negocio resuello 
anleriormonLe , puesto que por Real orden de 81 de marzo de i 83 G 
se mand(> que los phúios que se enlabla.sen en Madrid se mparllcrau 
entre los esciábanos numerarios por turno rigoroso, iiablendo.se tenido 
presente los males que ocasionaba la libre elección , ya valiéndose de 
personas parciales, ya ptodudendo mayor desigualdad de trabajo en 
los juzgados, y que en tal caso siuia necesario dejar también al ariú- 
tri(> de los apelantes y de los que inlerpusíc.son recursos de nulidad, 
radicar estos y las apelaciones en las escribanías que mas les pluguie- 
ra, trastornando el órdim juslammUe e.stab!cddo ; 1.a Regencia provi- 
sional del reino , de conformidad con el parecer del Tribunal supre- 
mo de Justicia , se lia servido resolver quede sin efecto la mencionada 
determinación de la Junta provisional de Toledo; que continúen de.s- 
pachándose los pleitos en aquel juzgado por el turno rignro.«o estable- 
cido anteriormente de acuerdo de la Audiencia , conionne á la Real 
orden citada , y que se circule á las Audiencias esta resolución para 
que se observe por punto general.» 
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Orden del Récenle dclrtino espedida , por el ministerio de Grada y Jus~ 
tida en 2 5 de setiembre de , fijando los dias en <¡ue deben sola- 
mente vacar ¡as Tribunales de Justicia. 

«Tíien coiiveucii]o de las poderosas razones que me liaLeis espucs- 
ío, y principalmente de que el intero's público reclama, y que para 
e! mas ecsacto cumpliiTiienlo del artículo 4 j de la Constitución en que 
se prescribe la prontitud en la adnilnistracion de justicia, es necesa- 
rio <Iisminoir los dias feniados en que vacan los IVibunales, como Ke- 
gente del Reino durante la menor edad déla l^eina doña Isabel ií, 
en su Real nombre, y de coníormidad con el parecer del Consejo de Mi- 
nistros, vengo en mandar que sin embargo del Real decreto de i 5 de oc- 
tubre de i 832, sigan en observancia el de kS 25 y l^cal úrden de 2 de 
febrero de 182G; y en su consecuencia que los tribunales del reino 
solo vaquen en la Semana santa, en los dos primeros dias de las Pas- 
cuas, en el primero de Carnaval, y en todos los en que no se permite 
trabajar.» 

Observariones al Real decreto de 4 noviembre de i 838 sobre recur- 
sos de segunda suplicación^ injusticia notoria f nitlidad. 

¡1 (\rt. 2.) El tiempo ó términos que espresa el artículo 2. no 
pueden entenderse sino de los pleitos ya ejecutoriados en 4 de noviembre 
de 18,38; pero en los que se falla.sen después, ¿d(‘beria interponerse el 
recurso de injusticia notoria precisamente dentro de los veinte dias s¡- 
goientes á la notificación de la sentencia? 

En cuanto á la segunda suplicación no jiucde baber duda, porque 
según leves anteriores debe interponerse dentro de ¡os veinte dias; pero 
el recurso de injusticia notoria no tiene tiempo limitado para su in- 
terposición (aunque esto fuese un mal), y pugna con el espíritu del 
Eí'Iícalo I. ° no dar á los pleitos pendientes en i 3 de agosto de i 836 
toda la latitud que habrían tenido los litigantes para usar de este bc- 
ncíicio sin la jnudanza ocurrida entonces; la letra misma del articuló 
favorece este sentido. 

Sobre la fuerza que aquí .se da iustanláncamcnle al decreto por su 
publicación en la Gacela de Madrid, repelimos lo espuesto en el luí- 
mcro 5 , tít. I, lib. i. ^ |1 

í| El arl. 3 . ° no c.spresa si las sentencias han de ser definitivas; 
pero deberá entenderse de estas solas, porque délos autos inlerloculn- 
rios m? ha lugar á súplica, y no habiendo revista, no puede proceder el 
recurso de nulidad. Veanse lo.s Cnsos 6 y 7 del artículo siguiente, que 
])a recen ser cscepciones de esta disposición general, y el artículo 7. ^ , 
en que se liabla de la ley ó doctrina legal infringida. 

Pero como hay cscepciones perentorias que pueden oponerse por 
dilatorias á manera de artículo, ¿habrá lugar á súplica en este caso? Y 
TIO habiéndolo, ¿procederá el recurso de inju.slicia notoria, que proce- 
dería contra una sentencia de revista? Ateniemlonos á la letra de las 
leyes y decrcto.s, una y otra duda o pregunta deben resolverse negativa- 
mente : sin embargo, las tales e.scepciones, como la de transacción y 
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prescripción, en el caso propneslo fenecerían el pleito; afoi’tunaclameu- 
le rara vez se declara haber lugar á ellas, y se reservan para peren- 
torias. |[ 

|j La nulidad en los varios casos del artículo 4- alcanza á todas la.s 
ejecutorias, y de consiguiente a las sentencias de vista cuando por es- 
tas solas se causan aquellas. 

A pesar de las leyes y de los autores no se presenta tan de Imito y 
palmaria la nulidad por falla de citación para sentencia; porque si fue- 
se esencial al juicio, ¿como podría hacerse ilusoria y nomina! en los jui- 
cios criminales, recibiéndolos á prueba con la calidad de lodos cargos? 

El recurso de nulidad por incompetencia <le jurisdicción no se prer 
senta claro; para que aquel tenga lugar, lia de reclamarse la nulidad d 
defecto antes de la sentencia; supongamos pues el caso de que por pro- 
videncia ó auto que causa ejecutoria, se declara competente al juez que 
no lo es: mo valdria mas conceder desde luego el recurso de nulidad 
contra este auto, que no seguirse el pleito con peligro evidente de que 
se anule después de sentenciado? 

De la nulidad por no ser suficiente el poder, responde según ley el 
abogado que lo basta n(ea, |j 

ll (Sobre el art. 5*^,) En los artículos y demás, en que ante las 
audiencias no se entregan los autos sino para instrucción , no puede 
verificarse que se reclame por escrito cualquiera nulidad que se cometa 
en la süstanciacion que den las mismas audlem ias; ,;cómo pues consta- 
rá que se ba hecho, y como puede hacerse la reclamación? 

Aun en los oíros casos, ¿cómo podrá reclamarse antes de la senten- 
cia la nulidad por falta de citación para la misma, cuando no será po- 
sible echarla de ver hasta después de dada la sentencia? El artículo 4' 
del reglamento es mas sagaz y previsor en esto, pues dice; «si hubiese 
podido serlo.» |] 

|] (Art. G.) Eli los pleitos pnsc.sorios y ejecutivos no se causa en 
verdad un perjuicio que no pueda repararse instaurando el juicio peti- 
torio ú ordinario; mas no sucede a.si en las causas criminales; per ma- 
nera que parece mostrarse mas solicitud y protección por las cosas que 
por las personas. El artículo 254dela Constitución de i 8 í 2 la admite 
en lo civil y criminal. 1 | 

11 Se ha de citar en el escrito la ley ó doctrina legal infrin- 
gida^ dice el artículo y.*': esto segundo es muy vago, como lo es to- 
da la materia de opiniones ó doctrinas legales; y sobre tan débiles fun- 
damentos no puede apoyarse el eslremado y hasta cierto punto injurio- 
so recur.so de nulidad. El artículo i.^liahla de infracción de ley espresa 
y tenhinante en la sentencia; el 4 y 19 de iníVaecion de íeye.s del en- 
juiciamiento; deberá pues citarse la ley infringida, y no la doclrina 
legal: Ae todos modos celebráramos no encontrar estas palaljras en el ar- 
tículo porque tornadas á la letra chocan con los artículos, y desna- 
turalizan el recurso. Tal vez se dirá que en este supuesto casi nunca 
habrá lugar á este recurso, porque será muy raro que los magi.strailos 
Inírinjan una lev clara V terminante: tanto mejor; vale mas que liava 
pocos Y fundados que muchos y viciosos: á m.as de que en el inmen- 
so cúmulo de nue.stra.s leyes, y anude código.s, dü.sgraciadamenlc se 
liallará siempre alguna para colorir el recurso, [¡ 
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f, Sí)f>re los .irtíni!os 8 y 9 nos oonrreii las reflf'csion'os siguientes, 
Se”un el 9, el fri!>unal «lebe admilir sin mas trámites el recurso inier- 
n:,eslo. Peio ,:no se tlará un traslado siquiera á la parte coiitraiia, v 
;>u<i al fiscal, al menos en el caso de prestarse lianza, por el ínteres 
que rcspcclivaiTicnie tienen en la dislribnrlon de Ja cantidad según el 
arti'rnlo 22? y si la Audiencia según el artículo i i puede denegar el 
recurso, ¿babrá de hacerlo de oficio y sin oír á fa otra parle? Tam- 
hicn podría denegar el de la segunda suplicación,- pero en el, para ad- 
mitirlo ó no, se oia siempre á la parte contraria. Lo cierto es que en 
la práctica se oye siempre á la otra jiarle sobre la fianza y admisión 
del recurso, porque en ambas cosas tiene ínteres, y la razón, la eon- 
vciiienci.a v 'a justicia asi lo dirían, llaliriamos lieseado por ¡o tanto 
mas daiidad eii este artículo, y que se Iiubiesen omitido las pala- 
bras «sin mas tramites.» 

Si la parte contraria no se conforma en que .se entreguen los au- 
tos origínale, s á la que interpuso el recurso, j^yónio habrá de hacerse 
la reniision de ellos? Ln Mailrid valdría mas remitirlos de oficio, pues- 
to que no hay que satisfacer portes de correos. 

JjOS treinta días para comparecer ante el dVibunaí supremo corren 
según el artículo 9 de.sdc el de !a notificación de! auto de admisión: 
mejor fuera que corrieran desde la entrega de las piezas y demas que 
originales b por comjmisa deben facilitarse al recurrente; porque sin 
elia.s no puede comparecer, y tal vez se tarde por el escribano en la en- 
treg,a. Desde e.sla, según el señor conde de la Cañada, .se contaban los 
cuarcnt.a dias en la segunda .su plicacion para presentarse á S. M., á pe- 
sar de que la letra de la ley estalia en contrario. || 

|! (\rl. 10.) El mismo .señor Cañada, cap. ii, parí. 2, niím. i 3 y 
.siguleates, hace ver lo inútil y aun perjudicial de ejecutarse, no obstante 
la secunda suplicación, la sentencia de revista cuando es coníbrnie con 
la de vista; v esto cuadra enteramente á la disposición ile este artículo. 
]m.s trámites del recurso de nulidad .son tan breves y sencillos, que de- 
be estar decldiálo en menos tienijio del necesario para sacar el testinto- 
Tiio y hacerse la ejecución; la saca del teslimouio debe adcnia,s cntor— 
jieccr la rnarcb.a <iel recurso- j| 

I' (Ar!. II.) 'rainliien era apelable par.i ante el Consejo el auto 
de la audiencia denegando la .segunda suplicación. Según este artículo 
el írüjuual remite directamente los le.stimonios al supremo; según el 
en caso de admitirse el recurso, se entregan los autos originales al re- 
currente para que los presente el mismo; ¿cuál puede ser la razón de 
di fe re lie!. a? 

Mn.s de una vez ocurrirá que en los quince dias no puedan sa- 
rar.se y remilirse los le.stiinonlos. jj 

II (Al t. 12.) Se vé pues que basta la no comparecencia del recur- 
rente, Y que no es necesaria nueva citación para dar por ilesierto el 
recurso; en otr.a parte habernos advertido y desaprobado lo que en 
contrario se practica por algunos tribunales. |¡ 

i| ,d’or qu,e esta esperialidad que espiesa el articulo i 5 en favor del 
Tribunal de (iruerra v Marina? Parece impropio que entiendan á un 
tiempo y unidamente el tribunal á (juo y el tribunal para ante quien 
<sc apela ó recurre. 1| 
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If (^Ark i8.)‘ Se ven inconvenientes en ia ills|)Osicioii del ai Licu^ 
lo i8. Primeramente es imposible en las audiencias de dos salas, y casi 
imposible en las de tres, reunir los siete ministros, aun cuando iuese 
permitido completar el número con jueces de primera instancia; y no lo 
está segnn el artículo 20. Ademas, ¿no viene ya dictada y casi impuesta, 
al menos lácitamenle, la sentencia que se ha de pronunciar? Habiendo 
declarado el supremo que la sentencia fue dictada contra ley espresa 
y lerminatilc, vá en elfo envuelta su l evocacion; si los siete ministros 
enlendieinlo lo contrario tienen el valor de “onfinnarla , se da un esr- 
ca'ndalo pvibllco y un motivo mas de queja y desconsuelo a la parle 
vencida, después de mayores fjastos y dilaciones, ’^lodo tiene sus incon- 
venientes; pero loé encontramos menores en que el supremo decidiíua 
de lo principal , mucho ¡ñas habiendo de (andar y espresar la l<;y clara 
V terminante que ha sido infringida , de lo que se prcseutai ;í u rarísimos 
ejemplares. |J 

jj .En el artículo 19 no se espresa que los ministros hayan de .sor 
siete; pero no dejará de haber sus dilicullades , sobre todo en las au- 
diencias de dos salas j| 

¡I En el artículo 20 se ocurre á uno de los dos Inconvenientes que 
habernos notado en el 18, pero tal vc¿ por otro mayor, cual es cl acre- 
centamiento de gastos, dilaciones y molestias á las partes, sacándolas de 
sus jueces naturales para ante otros mucho mas lejanos, y cuyos su- 
Lalternos lialucíri de percibir sus derechos por etitero. Cuando esto 
ocurra respecto de sentencias del Tribunal especial de Guerra y Ma- 
rina, los inconvenientes serán menores por ec.si3tir audiencia en !a ca- 
pital; pero ¿quien nombrará los siete ininl.slros? ¿Se habrá de repartir 
el negocio? ¿f labra de darse cuenta por el relator de la sala, d por el 
que lo fue en la de justicia del Tribuna! de Guerra y Marina? ¿ Y no 
deberá hacerse diferencia sobre esto entre el artículo 18 y el 19? 

De todos modos queda en toda su fuerza cl segundo inconvc*nicnU>, 
y repelimos que en el caso del artículo 18 fuera mejor que el supremo 
decidiera al TTiÍ.smo tiempo yen el mismo fallo de lo principal. j| 

II A virtud dei artículo 24 omitimos las dos resoluciones anterio- 
res de las Corles sobre lo mismo, pero en sentido mas limitado, y l;is 
dudas suscitadas sobre si el gobierno .se esccdi (5 d no de la autoriza- 
ción concedida por las Corles. Acerca de la nulidad y sus recur.sos 
vease el artículo a 54 y la atribución novena del aüi de ¡a Coustilucion 
de 1812 , de los que puede iiiferirse (jue el solo caso de nulidad es la 
infracción de las leyes que arreglan cl proceso en lo civil y cri- 
minal. j¡ 


.^üATEfillA 

Real orden de "j de fedrero de i 834 , comunicad a por el ministerio de 
Hacienda , disponi endo que á los r¡ue hayan de sufrir pena corporal 
en equivalencia de la pecuniaria que no puedan papar , se les descuen- 
te de su condena el tiempo (¡ue hayan sufrido de cárcel. 

« Habiendo dado cuenta á S. M. la Reina Gobernadora de la con- 
sulta hecha por el intendente subdelegado de Reatas de Sevilla con 
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motivo (Ifí liabor soUcílado Francisco María Pvc^ondo y Francisco Pé- 
rez que se les impute por el tiempo de reclusión que deben sufrir por 
razón de iiisolvencia el que han estado en la cárcel durante la íorina- 
cion de la causa que se instruyó contra ellos en el juzgado de aquella 
subdelcí'acion por aprehensión de seis bultos de géneros de ilícito co- 
mercio : se ha servido S. M. resolver por regla general , que á los que 
hayan de sufrir pena corporal, en equivalencia de la pecuniaria que 
no hayan podido satisfacer, se les considere en cuenta de dicha con- 
dena el tiempo que hubieren permanecido en la cárcel. » 

Otra (Je la misma fecha r por el mismo ministerio^ para (pie los reos in- 
solientes en los casos (Je que se trata sufran sus condenas en ohras 
públicas. 

«He dado cuenta á S. M. la Reina Gobernadora de una consulta 
hecha por el intendente subdelegado de Rentas de Cádiz, manifes- 
tándolo gravo.so que deberia ser á la Real Hacienda el sufragar ios 
alimentos de un reo de contrabando, que condenado á seis meses de 
cárcel liabia resultado después en absoluta insolvencia ; y S. M. ha 
tenido á bien re.sol ver , que e! citado reo cumpla su condena en las 
obras públicas de la misma plaza , ganando su subsistencia con su tra- 
bajo personal , y que lo mismo se practique por las demás subdelega- 
Clones en casos de igual naturaleza , siempre que las cárceles no ten- 
gan fondos para cubrir estos gastos.» 

II Ija primera de estas dos l\calcs órdenes parece demasiado benig- 
na , y la segunda algo mas que dura. La prisión sufrida durante U 
causa ha sido tenida siempre en cuenta por el legislador para el se- 
ñalamiento de la pena ; de consiguiente, una vez señalada esta , no 
debe aquella influir para su rebaja, á menos que se baya prolongado 
mas de lo que era de esperarse; en cuyo caso no debe negarse á la 
equidad del juez que ia tome y aplique en parte de pena; pero de 
lodos modos vale mas que la Real órdcn se incline á este estreino. 

La dureza de ía segunda consiste en que agrava la pona del con- 
denado después de dada la sentencia, y por una causa involuntaria, qne 
nías bien debiera mover á lástima. T.as obras públicas son reputadas 
por mayor pena que la prisión ó cárcel ; no será pues igual la jus- 
ticia para el pobre que para el rico; por otra parte los alimentos de 
los presos y condenados pobres son ó deben ser carga del Estado. j| 

Otra de 2 de julio del mismo ario r por el mismo ministerio, sobre des- 
tinos de los reos de ('ontrahando (¡ue sean menores de diez y ocho años. 

«Habiendo dado cuenta á la Reina Gobernadora de! espediente 
instruido á consecuencia de la cansa formada en la subdelegacion de 
IVentas de Murcia contra Francl.sco Vi.’enle , de edad de once año.s, 
por aprehensión de tabaco , y con motivo de la comunicacicn del mi- 
nisterio de Marina sobre que no se destinen a! servicio de mar en los 
buques do guerra á los jóvenes inenore.s de diez y siete anos que '*n- 
ruiianen pena personal por delito de contrabando y defraudación ; se 
a servido S. M. rc-solvcr que , conforme a( art. 83 de la Ordenanza 
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(le presidios de i4 de abril úllimo, por e! qoe se cslablccc un Depar- 
taineiilo para los Jóvenes menores de diez y ocho aiios, sean deslina- 
dos á dichos Deparlamenlos los reos de conlrahando y fraude menores 
de diez y ocho aiios , y no aplicados al servicio de ios buques de guer- 
ra , según el artículo ()2 de la ley penal de 3 de mayo de i83o.'> 
^Veasc la de 3o de setiembre de i83G ) 

En q de febrero de i835 se espidió por el mismo minisi erio de Hacienda 
la siguiente mandando (pie no se entorpezca la jurisfliccion de Real 
Hacienda en los procedimientos contra persona alguna, por privilegia- 
da (¡ue sea, 

« He dado cuenta á S. IM. la Reina Gobernadora de una csposl- 
cion del intendente subdelegado «le Rentas de Sevilla, en que mani- 
fiesla que H. Aulonlo Esquivel y D. José Nngués, escribienle el pri- 
mero de ¡a Intervención militar, y el segundo secretarlo de la Subins- 
peccion de ingenieros de Andalucía, resultan cómplices en la causa 
que está formando contra los concejales que fueron de Utrera , sobre 
malversación de caudales de la Real Hacienda y otros escesos , por 
lo cual pide se pongan á disposición de su juzga<lo los referidos Es- 
quive 1 y T\ ogués , á fin de proceder contra ellos, ó lo que haya lu- 
gar ; y enterada S. iM, de lo infoi niado en este asunto por el asesor de 
la Superintendencia general de la Real Hacienda, se ha servido man- 
dar que por el minislerio del cargo de V. E. se comuniquen las opor- 
tunas Reales órdenes para que Esquivel y Nogués se pongan á dispo- 
sición del subdelegado de Rentas de Sevilla. Al propio tiempo, y con 
el objelo deque no sea necesario en cada causa que ocurra hacer igua- 
les gestiones , ba tenido á bien S. M. resolver que V, E. se sirva pre- 
venir lo conveniente á todas las dependencias de ese ministerio, para 
que bajo ningún prelosto entorpezcan los procedimienlos de los juz- 
gados de Rentas en las matoiúas de su atribución contra los indivi- 
duos dcl fuero militar , sino que por el contrario les presten Iodo au- 
silio, por ser amplia, omnímoda y sin limitación iii cscepcion alguna la 
jurisdicción de la Real Hacienda contra todas las personas, por mas 
l>rivilegiadas que sean.» 


Real decreto de ij de octubre de i835 mandando (jue las justicias or- 
dinarias cono'zcan , siendo de delitos atroces ó graves , en las causas 
de los eclesiásticos. 

«Las contestaciones que se habían suscitado en diferentes ocasio- 
nes entre la jurisdicción Pví'a! y la eclesiástica acerca de la competen- 
cia ,rouociiniento y procedimiento de las causas contra eclesiásticos 
por delitos atroces «5 graves, movieron el Real ánimo de mi augusto 
abuelo elSr. Rey D. Carlos IV á mandar en IVcal orden de iq de no- 
viembre dei7qq,que el suprimido Consejo de Castilla formase una 
instrucción detallada sobre la materia , que sirviese de regla general 
á todos los Tribunales y -Juslicias del reino, y dejase espcdila la juris- 
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¿liccion Real orilinaria para couiencr y castigar los delitos que tras- 
loman el orden común y cuyas penas esceden las facultades de la po- 
testad eclesiástica ; disponiendo al propio tiempo que, ínterin esto te- 
nia electo, conociese tic estas causas desde su principio el Tribunal 
l\.eal con cl eclesiástico; hasta ponerlas en estado <le sentencia, y 
que entonces las reinllie.se al Gobierno por la vía reservada , para' )o 
que liiibiere lugai’. Muy luego pi incipiaron á .sentirse los funestos efec- 
tos de esta disposición, por el entorpecimiento y dilaciones á que da lu- 
gar en la sustanciacion , en el prominciamleuto de ios fallos y en !a 
ejecución de estos; pero tamaños males se han hecho aun mas paten- 
tes c iiiloierahles en estos últimos tiempos , que por desgracia muchos 
eclesiásticos olvidados de los deheres que les Impone su .sagrado minis- 
terio y su calidad de ciudadanos , han tosnaító una parle mas ó me- 
nos activa en !a rebelión, conspiraciones y tramas contra el Trono de 
mi augusta Hija , cuando es mas necesario tjue la acción de la jus- 
ticia sea pronta y rápida para castigar á los delincuentes, y que su 
castigo contenga á los que intentaren imitarlos. A fm de cortar de una 
vofc estos males tan trascendentales , y librar á la nación de las funes- 
tas consecuencias de un privilegio , que cl e.stado elesiástico debiera á 
la sola munificencia de la autoridad temporal de tos Keyes, y queúiiíca- 
mentc puede sulisistir en cuanto no perjndique al (irden , tranquilidad, 
bienestar y conservación de la sociedad : teniendo Yo pre.sente lo que 
sobre td particular han manife.slado en diferentes consultas el citado 
Consejo suprimido de Castilla, el supremo Trihuiial de Justicia en la 
suya de 2 de setiembre de i8i.d, y xiltimamenle , el parecer emitido 
por el supremo de Csp.aña ti Indias y la sección de Gracia y Justicia 
del Consejo Real dcl mismo nombre, y conformándome con él, vengo 
en decretar, oido el Consejo de Ministros, á nombre de mi escelsa 
Hija la .Reina doña Isabel II, lo que sigue; 

1. ® Queda derogada y sin efecto alguno la disposición contenida 
en la Real orden de iq de enero de lyqq, l^s demas anteriores á que 
e.sla se refiere, y las posteriores declaratorias de ellas. 

2 . ® Cas causas contra eclesiásticos por delitos atroces ó graves se 
formarán desde el principio, sustanciarán y fallarán en todo eí reino, sin 
intervención alguna de la autoridad eclesiástica, por los jueces y Tri- 
bunales Reales á quienes compelan con arreglo á las leyes y decretos 
vigeiite.s, en razón de la gerarquía dcl acusado, ó de la naturaleza y 
carácter dcl delito de que se le actesare, observándose los trámites é ins- 
tancias prescritas por la.s leyes y decretos vigentes para la sustancia- 
riou de las causas de la misma chasc contra los demas ciudadanos, y 
cuidando los respectivos jueces y Tribunales de que lo.s acusados sean 
colocados en el paraje mas deceníc de las cárceles, sin perjuicio de su 
seguridad, y de que se les trate con !a distinción posible, especialmen- 
te si fuesen sacerdote.s. 

3. ° su consecuencia cesarán Inmedí.alamente en sus funciones, 
asi el Tribunal llamado del Rreve en Cataluña, como todos los demas 


que hasta ahora han conocido y estaban destinados á conocer de dicha 
clase de causas eu la (airona de Aragón. 

á- ® Vara e! indicado efecto y hasta tanto que se haga una clasi- 
ficación mas conveniente y oportuna délos delitos, se reputarán y con- 
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síderarári atroces lí graves aquelio.s qae por las ley^s <ld reino ó de- 
creto.? vigentes se castiguen con peii.i capital, cslraiiamlcnlo perpetuo, 
«linas, galeras, lioinba.s ó arsenales. (Véase el artículo ii del regla- 
mento y lo en el espuesla) 

5 . ° Dada sentencia que merezca ejecución, en la que .se imponga 
ni reo alguna de las penas referidas, pa.sará el juez testimonio literal 
de ella con el oportuno oficio, sin incluir ninguna otra cosa, al pre- 
lado diocesano para que por c.sle se proceda en su caso á la degrada- 
ción corre.spondiente del reo en el preciso termino de scí.s dias. 

í>. ^ Si dentro de este término no se verificase la degradación , se 
procederá sin mas dilación á la ejecución de la seiilencia, cualquiera 
que sea la pena impuesta al reo; y si fuere la capital, será conducido 
al patíbulo en hábito laical, y la cabeza cubierta con un gorro negro. 

7. Sí de la rau.sa y de la defensa del acusado no rc.sultarcn mé- 
ritos bastantes para imponerle ninguna de las penas mciiclonadas, pe- 
ro sí otra iiiíérior eslraordinaria y la condenación de costas, se le apli- 
cará esta por el mismo juez ó Tribunal que hubiere conocido del pro- 
ce.so, 

8. " y ultimo. En las causas actualmente pendientes, cualquiera 
que sea su estado, se observará en adelante lo prevenido en este mi 
lleal decreto.» 

Jienl órdtm de 28 de julio de i 835 , espedida por el ministerio de Ilaciert^ 
da , declarando que solo á los intendentes foca conocer de los delitos 
de los carabineros de Real Hacienda. 

«Enterada S. M. la Ueina Gobernadora del oficio de e.sa Dirección 
genera! de 27 de mayo último, consultando las ¿ludas suscitadas con 
motivo de la inteligencia lata que se ha dado en la provincia de M.ila- 
ga al articulo 202 de la ley penal de 3 de mayo de i 83 o, para que el 
.subdelegado de Rentas del territorio donde se cometan los delitos de 
fraude y conlrabamlo, que es el Juez competente para conocer de lo.s 
procedimientos, lo sea también en ios delitos de infidencia cometidos 
por los carabineros; se ba servido resolver S. M., después <le babor oí- 
do á los asesores de la Superintendencia general de Real Hacienda, de 
conformidad con su dicláinen y el de esa Dirección , que á los inten- 
dentes corresponde esclnsivainente el conocimiento en las causas con- 
tra los carabineros por la cualidad de empicados de la misma Real 
Hacienda que conservan en el servicio.» 

Real orden de 22 de marzo de i 836 , espedida por el ministerio de Gracia 
Y Justicia^ mandando remitir á dicho ministerio partes circunstanciados 
de las causas de rebelión f sedición en que conozcan las Audiencias. 

«IjOS delitos de conspiración, rebelión y sedición, que atacan raa.s 
especialmente que otros la .segurid.ad del Estado, el orden y la tran- 
quilidad pública, reclaman deí Gobierno una atención observadora y 
muy eficaz, para estar cierto de que se persiguen activamente, y de 
que se castigan con todo el rigor de la ley, sin contemplación, sin di- 
sirmilo y sin debilidad. A fio de proporcionar los medios de adquirir 

TtíMO Y. 3 2 



Ijro ADMINtSTUACÍOW 

esta '"'certeza , se ha servido Tiiandar S. M. la Reina Gobernadora; 

Que los regentes de las Audiencias del reino, cuando se falle 
en vista por estos Tribunales alguna causa relativa á dichos de- 
litos, remitan al ministerio de mi cargo un parle circunstanciado. 

2. ^ One este parte se forme por el relator de la causa, y compren- 
da una relación sucinta del liccho; el día en que se formó la causa j la 
pena pedida por el promotor fiscal en la acusación; la providencia de- 
linitiva del juez de primera instancia, con el nombre de c.sle; el dia 
en que se recibió la causa en la Audiencia; la pena pedida por el fis- 
cal de este Tribunal superior, y e! fallo definitivo de la segunda ins- 
tancia, con espresion de los ministros que lo hayan dado. 

3 . " One cuando se termine la Instancia tercera se remita otro 
parte en que citando la fecha del anterior se refiera el auto definitivo 
ó sentencia de revista, con los nombres de los ministros que la acor- 
da ron » 

11 En la de ao de didombre de i 838 se impone igual obligación 
respecto de los delitos de atentado contra el orden, peculado ó impu- 
reza en el desempefio de su encargo de parte de algún funcionarlo pú- 
blico, y en los crímenes atroces. En la de 22 de marzo de 184.1 se 
dispone lo mismo para los casos de conmutación de penas corporale.s 
en pecuniari.as; ¡ pobres Tribunales! cuánto trabajo inútil, y cuánta y no 
merecida desconfianza. H 

J\eal órden^ espedida pov el jniwsferio de Jfacienda en 2Q de ¡unió 
de i 836 , sohre pago de derechos á ¿os asesores en causas donde no 
se presenten reos ni bienes. 

«Enterada S. M. la Reina Gobernadora de lo consultado por V . S. 
rclalivainentc al pago de los derechos reclamados por el asesor de esa 
subdelcgacion en las causas de oficio, en donde no asisten los reos ni 
bienes de que pagarlos, se ha servido resolver por punto general, de 
acuerdo con la sección de Hacienda del Consejo Real, que cuando por 
falla de reos ó de bienes de estos haya de sacarse del comiso el im- 
porte de las costas, no ba de veriiiearse pira los curiales que gozan 
sueldo, cuyo carácler tienen las asignaciones que disfrutan los emplea- 
dos de los juzgado.s de Rentas, 

De l\eal orden lo digo á V. S. para su inteligencia y efectos con- 
sigiiicnles, no obstante lo rc.suello en la Real orden de ii de mayo 
último en la reclamación particular de D. José Tandero.» 

DECRETO DE 17 DE ARRIE DE 1821. 

Se establecen las penas <pie habrán de imponerse á los conspiradores con^ 
tra la Constitución é inj r actor es de ella. 

«Eas Cortes, después de haber observado todas las formalidades 
prc-scrltas por la Constitución, han decretado lo siguiente: 

Alt. I. o Cualquiera persona, de cualquiera clase y condición que 
sea, que conspira.se directamente y de hecho á trastornar, destruir, 
«alterar la Couslitucion política de la Monarquía española, ó el Go' 
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LIcrno monárquico modcraílo hereditario que la misma Constitución 
cstahiece, ó á que se confundan en ana persona ó cuerpo las potesta- 
des lcE;is]aliva y judicial, ó á que se radiquen en otras corporaciones ó 
individuos, será perseguida cosno traidor y condenada á inuerle. 

Art. 2. ° K! que conspirase directamente y de hecho á estable- 
cer otra religión en los Espauas, ó á que la nación española deje de 
profesar la religión católica, apostólica, romana, será perseguido tam- 
bién como traidor y sufrirá la pena ^e muerte. Los demas delitos que 
se cometan contra la religión serán condenados con las penas prescri- 
tas, ó que se prescribiesen por las leyes. 

Art. 3. ° Cualquiera español, de cualquiera condición y clase, que 
de palabra ó por escrito no Impreso tratare de per.suadir que no debe 
guardarse en la.s5Españas 6 en alguna de sus provincias la Constitu- 
ción política de la Monarquía en todo ó en parle, sufrirá ocho años de 
confinamiento en algún pueblo de las islas adyacentes, bajo la inmedia- 
ta inspección de las respectivas autoridades civiles, y perderá todos sus 
empleos, sueldos y honores, ocupándose ademas sus temporalidades si 
fuese eclesiástico. Si cometiese este delito un estranjero hallándose en 
territorio español, perderá tamhien los empleos, sueldos y honores que 
haya obtenido en el reino, sufrirá una reclusión de dos años, y después 
será espelido de España para siempre. 

Art. 4- ^ Si incurriese en el mismo delito un empleado público, 
ó un ccle.siástlco secular o regular, cuando ejerce su ministerio, en dis- 
curso ó .sermona! pueblo, carta pastoral, edicto ú otro escrito oficial, 
será declarado indigno del nombre español, perderá todos sus empleos, 
sueldos, lionores y temporalidades, sufrirá ocho años de reclusión, v 
después .será cs¡)u!sado para siempre del territorio de la Monarquía. 
El cura ó prelado de la iglesia, que presida, en que se pronuncie el 
di.scurso ó sermón al pueblo, el secretario que autorice la carta pasto- 
ral, edicto ó escrito oficial, el gefe político, alcalde ó juez respectivo 
que inmediatamente no lo recoja y proceda contra el culpable, sufrirá 
una multa de treinta á sei.scientos pesos fuertes , al prudente arbitrio 
de los jueces, según la gravedad del caso y e! mayor 6 menor grado de 
la culpa. Las cantidades espresadas serán dobles en Ultramar. 

Art. 5. ° Si el empleado piiblico, ó el eclesiástico con su sermón, 
di.scurso, carta pastoral, edicto ó c.scrilo oficial, según el artículo pre- 
cedente, causasen alguna .sedición 6 alboroto popular, sufrirán la pena 
de este crimen, según !a clase á que corresponda. 

Art. 6. ^ Ademas de lo dispuesto en los artículos anlerioTe.s, el 
Lev, oyendo el Con.sejo de Estado en el modo y forma que previene 
la Constitución respecto de los decretos conciliares y bulas pontificias, 
podrá STjspcndcr el curso, y reenjer las pastorales, instrncciones ó edic- 
tos que los M. LÍV. arzobispos, IvU. obispos y demás prelados y jueces 
ecbísiásticos dirijan á sus diocesanos en el ejercicio de su sagrado mi- 
nisterio, si .se crevese coulcucr mácslmas contrarias á la Constitución; 
V se nnndar-á formar causa slt'Uipi e que se liallarcn méritos para ello. 
En üll ramar el gefe político superior de cada provincia, consultando á 
los fiscales de la Audiencia territorial, podrá recojer la pastoral, edicto 
(5 instriicrlones, remitiéndolo al láey para los efectos indicados. 

Art. 7/' Todo español, de cualquiera clase y condición, que de pala- 
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Lra ó por escrito no comprendido en la ley de la libertad de la imprenta 
propagase inácsimas ó doctrinas que tengan una tendencia directa a des- 
truir d trastornar la Constitución política de la Monarquía, sufrirá, 
según la gravedad de las circunstancias, la pena de uno á cuatro años 
de confinamiento cii algún pueblo de |as islas adyacentes, tajo la in- 
mediata inspección de las respectivas autoridades civiles. Sí e/ reo de 
este delito fuese empleado público, perderá ademas su empleo, sueldo y 
honores; y siendo eclesiástico, se le ocuparán también las temporalida- 
des. Cuando el empleado público, ó un eclesiástico secular ó regular 
delinquiese contra lo prevenido en este artículo ejerciendo las /uncio- 
nes de su iTiinlsterio , á mas de las [xmas anieriores, se estenderá el 
confinamiento á .seis añes. El estranjero que hallándose en territorio es- 
pañol incurriese en este delito , perderá los honores, empleo y sueldo 
que obtenga en el reino; sufrirá la reclusión de un año, y pasado se- 
rá espcHdo para siempre de España. 

Al t. 8.' K 1 que de palabra ó por escrito no comprendido cu la 
ley de la libertad de la imprenta provoque á la inobservancia de la Cons- 
llluclou con sátiras ó ínvecllvas, pagará una multa de diez á cincuenta 
duro.s ; y no podiendo satisfacerla , sufrirá la pena de quince días á 
cuatro meses de prisión. Esta pena será doble en los empleados públi- 
cos ; Y si delinquieren ejerciendo las fanciones de su ministerio , sufri- 
rán ademas la de snspen.sion de empleo y sueldo por dos anos. Las can- 
tidades e.spresadas serán dobles en Ultramar. 

Art. g. ^ Se declara que el que incurra en los casos de los artícu- 
los j. ^ , 7. ° y 8. por medio de un papel impreso sujeto á las leyes 
de la [i!jert.ad <Íe la imprenta, debe ser juzgado y castigado con arreglo á 
e ! I a.s es c I u s i \ a I n e n t e . 

Art. 10. Los alcaldes de los pueblo.s qne no hiciesen celebrar en 
ellos las juntas electorales de parroquia en los dias señaíados por ios ar- 
tículos 3 G V 07 de la Conslilucion, avisando á los vecinos con una se- 
man.a de anticipación, conforme al arlicnlo a 3 del capítulo i.^ de la 
instrucción espeilida en a 3 de junio de 181 3 para el gobierno de las 
provincia.s, sufrirán la pena de privación de sus oficios, y pagarán una 
multa de ciucuenta pesos fuertes para el erario público, la cual será 
doble en Ultramar. 

Art. 1 1. Igual obligación tendrán los gcfe.s políticos por lo respec- 
tivo al pueblo de su residencia, bajo la pena de privación de empleo y 
mulla de quinientos pesos fuertes, que también será doble en Líltramar. 

Art. 12, Ij3s propias penas sufrirá el gefe político que no cuidase 
de que se celebren las juntas electorales de partido y de provincia en 
los dias señalados por la Constitución. 

Art. i 3 . Asi los alcaldes y regidores, como los gefes políticos que 
presidan las juntas electorales de parroquia, de partido b de provincia, 
serán castigad o.s, los primero.s con la.s penas impuestas en el artículo 10, 
y e.stos últiinos^con las señ.iladas en el 11, si no cuidasen respectiva- 
mente, eu cuanto á ello.s corresponda, de que las junt.as y elecciones 
se celebren con entero arreglo á la Consíllucioii. 

Art. 14. Cu.ilquiera persona que impidiese la celebración de unas 
ú otras juntas electorales, ó embarazase su objeto, ó coartase con ame- 
mizas la libertad de los electores, sufrirá la pena de jMÚvacion de ein- 
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picos, íueUloS y honores que obtenga, y íliez años «le presidio. Si para 
ello usase de íuerza cotí anuas, ó de alguna conmoción popular, sera 
condenada á mucrie. 

Arl. i 5 . Cualquiera persona, de cualquiera clase y profesión que 
sea, que se presente con armas en las ¡untas electorales , sera espciida 
de estas en el acto, y privada de voz activa y pasiva en aquellas elec- 
ciones. 

Art. iG. Ca autoridad que directa ó indircclamenle impidiere que 
alguno ó algunos diputados se presenten en las Corles, sufrirá la pena 
de privación de empleos, sueldos y lionores, sin perjuicio de las de- 
mas a que haya lugar , con arreglo á los artículos anteriores. 

Art. 17. Cualquiera que Impiriierc ó conspirase directamente y de 
hecho á impetlir la celebración de las Cortes oidinarl.a.s ó cslraonlina- 
rias en las épocas y casos señalados por la Consl ilación, ó luciese algu- 
na tentativa para disolverlas ó embarazar .sus sesiones y delibei'acione.s , 
.<crá perseguido corno traidor y condenado á muerte. 

Art. 18. La misma pena se impondrá al que biciese alguna tenta- 
tiva para disolver la 3.)Ipülacion j)ei uianentc de Corles , o para impe- 
dirle el Ubre ejercicio de su.s funciones. 

Art. 19. Las Cortes y la ILipulacion permanente podrán por sí de- 
cretar el arresto de cualquiera que les falle al respeto cuando se ha- 
llen reunida.s, 6 que turbe el orden y tranquilidad de .sus sesiones ; y 
dentro de cuarenta y ocho horas deberán haicrle eiitiegar á disposición 
del tribunal ó juez compelcnle. 

Art. 20. ÍSadie está obligado á obedecer las o'rdenes de cualquie- 
ra autoridad que sea, para ejecutar cualquiera de los actos referidos 
cu los cinco artículos precedentes. Si alguno los ejecula.se, sufrirá res- 
pectivamente las penas impuestas, .sin que le sirva de disculpa cual- 
quiera orden que baya recibido. 

Art. 2 1. Cualquiera autoridad que no [íroste cuantos au.silios de- 
pendan de ella á la Diputación permanente , siempre que e.sia se los 
pida para el desempeño de su.s íunclones, sufrirá la pena de privación 
(le empleo é inUabililaelou perpetua para obtener otro alguno. 

Art. 22. Estas mismas penas y la de resarcinuenlo de lodos los 
perjuicios se impondrán á cualquiera autoridad queen cualquier tiem- 
po persiga á un diputado de Cortes por sus opiniones. 

Art. ad. Kl diputado de Cortes que contra lo prevenido en los ar- 
tículos 129 y i 3 o de la Consiitucion , admitiese pana sí, h solicítase 
para otro algún empleo 6 ascenso, no siendo de e.scala, ñ alguna pen- 
.sion ó condecoración de provisión del l\ey, perderá el empleo, pensión 
ó condecoración; será declarado indigno de la confianza nacional, y si 
se hallare en ejercicio, será espelido Je las Corles, y en su lugar ven- 
drá el suplente. 

Arl. 24. Cualquiera que se abrogase algunas de las facultades que 
por la Constitución pertenecen esclusivamcnte á las Córtc.s, perderá los 
empleos, sueldos y honores que obtenga; quedará inhabilitado perpe- 
tuamente para obtener otros, y, será recluso en un castillo por diez 
años 

Art. 25 . Ij3s mismas penas se impondrán al secretario del despa- 
clio ú otra persona que aconseje al Uey para que se abrogue ahmna 

O ¡D 
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(le las fácuUaJcs de las C/»rtes, ó al que le aüsilic aulorizando sus dr- 
ilcncs, o ciecuiánilolas á sabiendas. 

Art. 26. Iguales penas sufrirá el que aconseje ó ausilie al Rey pa- 
ra alguno de los actos que se prohíben por las restricciones .segunda, 
tercera, cuarta , quinta, sesta , sétima y octava, art. 172 de la Cons- 
titución , ó para emplear las milicias nacionales fuera de las provin- 
cias respectivas sin olorgainiciilo de las Corles. 

Art. 27. No podiendo el l»ey privar á ningún individuo de su li- 
bertad, ni imponerle por sí pena alguna, el secretario del De.spacbo que 
firme la orden , y el juez que la ejecute serán responsable.s á la na- 
ción, y uno y otro perderán el empleo; qnedarán inhabilitados perpe- 
tuamente para obtener oficio ó cargo alguno, y resarcirán á la parte 
agraviada todos los perjuicios. 

Art. 28. Ks reo l.ambien del propio atentado, y sufrirá las mismas 
pen.is el juez ó magistrado que prenda d m.ande prender á cualquier 
español sin hallarse delinquiendo en Jraganti\ ó sin observar lo pre- 
venido en el art, 287 de la Constitución. 

Art. 29. Atentase también contra la libertad individual cuando el 
que no es juez arresta á una persona sin ser en fraganíi, ó sin que 
preceda mandamiento del juez por escrito , que se notifique en el acto 
al tratado como reo. Cualquiera que incurra en alguno de estos casos 
sufrirá quince dias de prisión, y resarcirá al arrestado todn.s los per- 
juicios; y si Imbiese procedido como empleado público, perderá adcma.s 
su empleo. Esta disposición no comprende á los inlnislros de justicia, 
ni á las partidas de persecución de mallicoborcs cuando detengan á 
alguna persona .sospechosa para el solo efecto de pre.sentarla á los juece.s. 

Art. 80. Cométese el crimen de detención arbitraria : 

rnine.ro. Cuando el juez, arrestado un individuo, lío le recibe su 
declaración dentro de las veinte y cuatro horas. 

Segundo. Cuando le manda poner ó permanecer en la cárcel en 
calidad de preso, sin proveer sobre ello auto motivado, de que se en- 
tregue copia al alcaide. 

Tercero. Cuando el alcaide, .sin recibir esta cojúa é insertarla en el 
libro de presos, admite alguno en calidad de tal. 

Cuarto. Cuando el juez manda poner en la cárcel á una persona 
que dé fiador, en los casos en que la ley no proliibe espresameute 
que se admita la fianza. 

Quinto. Cuando no pone al preso en libertad bajo fianza luego que 
en cualquier estado de la causa aparece que no puede imponérsele pe- 
na corporal. 

Se.'ito. Cuando no hace las visila.s de cárceles prescritas por las le- 
yes, ó no visita todos los preso.s ; ó cuando, sabiéndolo, tolera que el 
alcaide los tenga privados de comunicación sin orden judicial , b en 
calabozos subterráneos ó malsanos. 

Sétimo. Cuando el alcaide incurre en estos dos últimos casos, ú 
oculta algún preso en las visitas de cárcel para que no se presente 
en ellas. 

Art. 3 i. El magistrado b juez que cometa este delito por ignoran- 
cia ó descuido será suspenso de cnjpleo y sueldo por dos años, y pag^' 
rá al preso todos los perjuicios. Si procediese á sabiendas, sufrirá co- 
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nio prevaricador !a pena <le privación de empleos, sueldos y honores, e 
inliabüitacion perpetua para obtener ofulo ni cargo alguno , adeina.s 
de pagar los perjuicios. 

Art. 3a. K! alcaide ú otro empleado que por su parle incurra en 
el tñismo crimen , perderá también el empleo , pagará al preso todos 
los perjuicios, y será encerrado en la cárcel por otro tanto tiempo y 
con iguales [irisiones que las que sufrió el injuslamcnte detenido. 

Art. 33 . Ademas de los casos espresados en los artículos anterio- 
res, la peisona, de cualquiera dase ó condición, que contravenga á dis- 
posición espresa y determinada de la Constitución, pagará una mulla 
de diez á doscientos duros, y cu su defecto sufrirá la pena de reclu- 
sión de quince dias á un ano , y rcs.arcirá lodos los perjuieios que hu- 
biese causado. Si fuese empleado público, quedará ademas suspenso de 
empleo y sueldo por un año. 

34.. Todos los delitos contra la Constitución, comprendidos en los 
treinta y dos primeros artículos de csla ley, causarán desafuero, y los 
que los ennuUan serán juzgados por la jurlsdleelon ordinaria, 

35 . El tribunal conipelentc de los M. Rl\. arzobi.spos y UR. obis- 
pos en las causas de esta ley será el supremo de Justicia • y [>ara los 
demas prelados y jueces eclesiásticos la Audiencia territorial. 

Art. 3 G. Eos dellncucnle.s contra la Constitución podrán ser acu- 
sados ante los tribunale.s y jaeces compclenles por todo español á quien 
la ley lío probiha este derecho, y cualquiera puede representar contra 
las infracciones, (5 al l\ey que las liará ccsaininar y juzgar por quien 
corresponda , ó direclamenle á las Corles, conforme al art. 3 j 3 de la 
misma Constitución. 

Art. 37. Las Corles , en este último caso , harán efectiva la res- 
ponsabilidad de lodos los infractores, conforme á su reglamento Inte- 
rior y á la ley de 2Í de marzo de i 8 i 3 . 

Art. 38 . Todos los jueces y Tribunales procederán con la mayor 
actividad en las causas sobre delitos contra !a Constitución, prcfiric'n- 
dol as á los demas negocios, y abreviando los términos cuanto sea po- 
sible.» 

11 Algunos artículos de csla ley no pueden tener lioy aplicación, 
porque recaen sobre artículos de la Coustilucion de 1812 que no se 
encuentran en la de i 83 y: tales son los 10, ii, 12, i 3 , 18, 21, a 3 
y 26: ademas el artículo ii y el 2 de los adicionales de la de 1837 
tal \cz modifiquen lo dispuesto sobre la misma malcría en la 
de 1 8 [ 2. II 

DECRETO DE 17 DE ARRÍE DE 1821 

So/>re el conocimiento y modo de proceder en las causas de conspiración. 

«Tjas Corles, después de haber observado todas las formalidades 
prescritas por la Constitución, han decretado lo siguiente: 

Artículo i.° Son objeto de csla ley las causas que se formen por 
conspiración b maquinaciones directas contra la observancia de la 
Constitución, ó contra la seguriilad interior b eslerior del Estado^ ó 
contra la sagrada ú inviolable persona del IVcy consllluciona!. 
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Al t. ft.* Los reos ele estos delitos, cualquiera que sea su dase ó 
j»r.i(luacioii , siendo aprehendidos por alguna partida de tropa, asi det 
ejercito permanente como de la milicia provincial ó local destinada 
cspresameiite á su persecución por el Gobierno , b por los gefes mili- 
tares comisionados al efecto por la competente autoridad, serán juzga- 
dos militarmente en el Consejo de guerra ordinario, prescrito en la 
ley 8, tj't. 17, libro 12 de la Novísima Recopilación. Si la apreheicsion 
se liitiere por orden, requerimiento ó en ausílio de las autoridades 
civiles, el conocimiento tocará á la jurisdicción ordinaria. 

Art. 3 .” También serán juzgados militarmente en el mismo Con- 
sejo, con arreglo á la ley 10, título 10, libro 12 de la Novís. Recopi- 
lación, los reos de esta clase que con arma de fuego ó blanca, ó 
con cualquier otro instrumento ofensivo hicieren resistencia á la tro- 
pa que los aprehendiese, asi del ejército permanente como de la milicia 
provincial ó loca!, aunque la aprehensión proceda de orden, requeri- 
luienlo, li en aasilio prestado á las autoridades civiles. 

Art. 4.^ Para precaver la resistencia y el consiguiente desafuero de 
que habla el artículo anterior, luego que se reciban noticias ó avisos 
de la ecsislencia de alguna cuadrilla o partida de facciosos contra el ré- 
gimen constitucional , las autoridades políticas harán publicar .sin la 
menor dilación , bajo su mas severa responsabilidad, un bando con es- 
presion de la hora, para que inmediatamenle se dispersen los facciosos 
y .se restituyan á sus hogares respectivos. 

Art. 5 .® Este bando se publicará y circulará con la mavor rapider. 
por el dlslrilo; y pasado el ndiiicro de horas que la autoridad haya se- 
ñalado en el mismo bando, con arreglo á las circunstancias, se enten- 
derá que hacen resistencia á la tropa para el efecto de ser juzgadas 
mllllarniente, según el art. 3 , las personas siguientes: i." Las que se 
encuentren reunidas con los facciosos, aunque 110 tengan armas, 
a. ° Las que sean aprehendidas por la tropa , huyendo después de 
liaber estado con los facciosos: 3 . ® La.s que hahiendo estado con ellos 
se encuentren ocultas y fuera de sus casas con armas. 

Art. 6. ^ Los que en el término preíijado en el bando de qne ha- 
blan los artículos anteriores, obedeciendo al llantamiento de la autori- 
dad, se retiren á sus casas antes de ser aprehendidos, no siendo los 
principales autores «le la conspiración , y no teniendo otro delito que 
el de haberse reunido con los facclo.so.s por primera vez, serán indul- 
tados de toda pona. 

Art. 7. ° La obligación impuesta á las autoridades políticas sobre 
la publicación del bando no las iuipedirá lomar inmediatamente 
cuantas medidas juzguen convenientes para dispersar cualquier re- 
unión de facciosos, prender á los dclincueultís, y atajar el mal en su 
origen. 

Art. 8. ^ Los salteadores de caminos, los ladrones en despoblado, 
y aun en poblado, siendo en cuadrilla de cuatro d mas, si fueren 
aprehendidos p(>r la tropa dcl ejercito permanente ó de la milicia pro- 
vincial ó local en alguno de los casos de que hablan los art. 2 .^ V 3.®, 
serán también juzgados nilliiarmenle , como en ellos se previene. 

Art. g.“ En cualquiera délos casos de los artículos anteriores, sí 
la milicia provincial ó local ejecutase por si sola la aprehensión, el 
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Consejo ordinario fie (ruerra se co'.upoijilra de oficiales de dicha clase, 
con ai reg,lü á ordenaiiza; pero si huhiese roncurridn también tropa 
puriuaneiite á la aprehensión, asisiiráii al Cm'sejo de (iriierra oficiales 
de una y otra ciase en igual húíiko'u, y el prc.sidenle con arreglo á 
ordenanza. 


Art. lo. Ijas sentencias del Consejo de Guerra ordiuai'if) se ejecu- 
tarán inmcdialamente , si la.s aprobase el capitán general con acuerdo 
de su auditor. Sin caso de no coafortiiarse, reiaitírá los autos origínales 
por el prliner correo al Tribunal es[>eclal de Guerra y jálarina, el cual 
<leberá pronunciar su sentencia dentro del preciso termino ile tres dias 
á lo mas, y la que recayese se ejecutará sin necesidad (le cfinsiilta. 

Art. II. En lodos los procesos que se formaren militarmente á 
virtud de los artículos anteriores, se escusarán cuanto sea posible los 
careos, con arreglo á la Real orden mericionada en la nota i6, tit. 17, 
íib, 12 d<! la No vis. l\ccop. 

Art. 12. Si al fiscal pareciese conveniente, según la gravedad y dr- 
cuiislancias de una causa en que haya varios reo.s, que se formen pie- 
zas separadas, podrá hacerlo del modo que mas conduzca á la brevedad 
del proceso; y siempre lo pracíicai á respecto de cualcsquier.a reos, lue- 
go que resulten confesos ó convictos, á fin de que rx» se demore la aen- 
lencia de estos y su pronta ejecución. 


Art. i 3 . En lodos los demas casos los reos de estos delitos serán 


juzgados por ia jurisdicción ordinaria, con derogación de lodo fuero, 
aun cuando la aprehensión se haya verificado por la fuerza armada. 

Al t. 14. En las causas de esta ley 110 habrá lugar á competencia 
alguna, fuera de la que pudiese suscitarse entre las jurisdicciones or- 
dinaria y militar, según los límites que aquí se seíjalan. Las compu- 
tencias que se promovieren se decidirán por el Triluinal supremo de 
. 5 asílela, dentro de cuarenta y ocho horas á lo mas después de .su re- 
cibo. 


Art. lo. El juez de primera instancia á quien corresponda el co- 
nocimiento de estas causas, les dará una preferencia esclu^iva, pudien- 
d« en caso necesario pasar las «le distinta clase al otro ú otros juecc.s 
que hubiese en el mesmo pueblo. 

Art. 16. En el suinario deberá resultar plenamente acreditada la 
perpetración del delito; pero podrá darse por concluido y elevarse la 
causa al estado dg acusacioti, aunque el procesado no este' plenamente 
convicto , siempre que las pruebas ó ludidos inclinen prudentemente 
el ánimo fiel juez á creer que el tratado como reo e.s culpable ó ino- 
cente, y que la causa no presenta fundailos motivos de podio-se adelan- 
tar ma.s en el sumario, ó los ofrece de que podrá liacerse suficientemen- 
te en el plcnarío. 

Art. 17. Para la actuación de! sumario podrá el juez de primera 
instancia valerse de cualquier escribano real ó numeral del partido. 

Art. 18. El juez de primera instancia acordará la formación de 
piezas separadas con arreglo alo prevenido en el artículo 12 de esta ley. 

Art. iq Eeclbida al reo la confesión, si hubiese méritos y lugar 
para !a acusación , la formalizará el promotor fiscal dentro do tres dia.s 
á lo mas: en el anto de traslado que se dé al reo por ittual torinino 
iniprorogahle, se recibirá la causa á prueba. 

TOMO V o 3 
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Art. 20. El reo, dentro de la.s Yeínte y cuatro lioiaj á lo mas, 
uoinLrará procurador y abogado que residan en el partido ó. se hallen 
á la sazón en él ; y no lo haciendo, se nombrarán de oficio en el 
acto. 

Art. 2 1. El promotor fi.scal y el procurador del reo presentarán 
dc'Utro de las veinte y cuatro horas siguientes á la devolución de los 
aillos , la lista de los testigos de cargo y descargo de que intenten va- 
lerse para su prueba respectiva. Estas listas se comunicarán recipro- 
ca trien le á las parles para la Oposición de tachas en el dia en que ha- 
ya de celebrarse el juicio, y para ios demás efectos convenientes. 

Art. 22. Las lisias de testigos espresarán en cada una de albas su, 
vecindad , estado y destino, ó modo de vivir. Los testigos que se ha- 
llasen donlro de las siete leguas , ó á una jornada regular de la resi- 
dencia del juzgado, .serán compclidos á comparecer personalmente; y 
también cuanclo á reclamación de alguna de las partes estimase cl juez 
imli.spensahle para el cargo b descargo la comparecencia personal. Los 
demás se ecsaminarán por ocsorlo , acerca del que se observará lo 
prevenido en el art. ° de la ley de 1 1 de setiembre de 1820. Eslas 
mismas reglas se aplicarán para la rectiticacion de los testigos del 
sumario. 

Art. 23 . El juez señalará á la mayor brevedad posible el dia para 
la comparecencia de los testigos y celebración del juicio, hjn <il serán 
ecsaininados á pueria abierta, cada uno de ellos con separación, ante el 
promotor fiscal , el reo o su procurador y su abogado. Con la misma 
solenvoidad se leerán las declaradone.s y ratificaciones de los que no 
comparezcan personalmente. Las declaraciones se hrinarán por los tes- 
tigos que supieren hacerlo. Si las partes ó el abogado del reo tuvie- 
ren que hacer algunas observaciones á los testigos en el acto de dar 
estos sus declaraciones , podrán verificarlo por medio del juez ; y se 
escribirán así la.s preguntas ú obsei'vacioncs como las respuestas á 
couíinuacion de la declaración. 

Art. 24 - Concluido este acto, así el procurador fiscal como el reo 
y su abogado , presentarán las pruebas inslrunienlalcs que crean fa- 
vorecerles , y c.'ípondrán en voz cuanto tengan por conveniente; y sin 
mas trámites ni escritos, pronunciará el juez la sentencia dentro de 
tres dias á lo mas. 

Art, 2b. Notific.ida á las parles, la.s emplazará el juez con le'r- 
mino de ocho dias para ante la A-udiencia IciTiloriai* haciendo .saber 
al I CO en el acto que nombre procurador y abogado ;y si pasado este 
termino y dos dias mas no se presentasen procurador y abogados nom- 
brados por el reo y que residan aMa sazón en la capital, el Tribunal 
los nombrará de oficio. 

Art. 2G. ,d Tribunal fijará el lerininopara el dcspaclio de los au- 
tos por el fiscal , el procurador del reo y el relator ; no pudiendo es- 
redor de tres dios cl concedido á cada uno. 

Art. 27. Dentro de los plazos que cspre.sa el artículo anterior, 
podrán las partes smninislrar ante el semanero las pruebas que esti- 
men conducentes, y que se les deban admitir con arreglo á las leyes. 

Art. 28. Pa.sado.s estos plazos se procederá inniediatamenle á la 
vísta de la causa por la sala á quien corresponda , agregándosele por 
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anlígi;e(1a<l ministros tie !a.s otras hasta el número de seis, incluso el 
recente o quien haga sus veces , que siempre deherá asistir. 

Art. cg. Dentro de tres días á lo mas se deherá pronunciar la 
sentencia. 

Art. 3 o. El Trihunal no tendrá para estas causas número deter- 
minado de horas de despacho. Se juntará de día y de noche por todo 
el tiempo que convenga según la urgencia. 

Al t. 3 i. La mayoría absoluta de votos formará sentencia. En los 
casos de empale se estará pot la que se conformase, con la del juez de 
primera instancia; y no habiendo absoluta conforiuidad , por la mas 
favorable al reo. 

Art. 02. La sentencia que recayere causará ejecutoria. La de li.- 
bertad sé ejecutará inmediatamente. La de pena capital dentro de 
cuarenta v ocho horas. Las demas á la iiiavor brevedad posible. 

yVrt. 33 . Los plazos qne señala esta ley son improrogahles y pe- 
rentorios, y no pueden alargarse á título de suspensión, restitución, 
ni otro alguno. Tampoco se admitirán en ninguna de las instancias re- 
cursos de indulto. 

Art. 3 y. Los cómplices en los delitos de que trata esta ley serán 
juzgados como los reos principales , con arreglo á ella. 

Art. 3 o. Las causas actualmente pendienios , según el estado en 
que se hallaren á la promulgación de esta ley, se arreglarán para su 
curso ulterior á lo prevenido en ella , pero sin salir Üc los respectivos 
juzgados en qué se hallan radicadas. 

Ari. 36 . Ij3.s leyes sohi e la materia se entenderán derogadas en 
lo que fuesen contrarias á la presente. 

Art. 37. Las disposiciones de esta ley se entienden limitadas á 
las provincias de la Península c ísla.s adyacentes.» 

El Real decreto de 3 o.de agosto de i 83 G, por el que se restable- 
cen estas dos leyes , es del tenor siguiente : 

« Convencido mi Real ánimo de las ventajas .que en las actuales 
circunstancias ha de producir la ejecución de los decretos de las Cor- 
tes de 17 de abril de 1821 , que fueron sancionados y publicados corno 
leyes del Estado , espresando las penas que se han de imponer á los 
conspiradores contra la Constitución política de la Monaiuiuía , en cu- 
yas dctlerminaeiohcs se hallan igualmente comprendidos los delitos que 
tienen por objeto usurpar y do.slruir el Trono de mi augusta y cscel- 
sa Hija, á la que corresponde la Corona, según lo dispuesto en el ar- 
tículo 180 de la misma; y acerca del conocimiento y modo de proce- 
der en las causas de conspiración y otras ; verígo en mandar que se 
restablezcan á su fuerza, vigor y observancia, igualmente que la or- 
den de las mismas de 2 de mayo de! año siguiente, declarando la in- 
teligencia del art. 8. ^ de la última de dichas leyes , sin aller ar em- 
pero por ello las facultades , que en caso correspondan á la autoridad 
militar, » 

|j Se ve pues, que por el anterior decreto fueron restablecidas las 
dos leyes , tanto la penal como la de proccdliniento.s ; pero en el tomo 
de decretos de i 836 .se padeció el descuido de no iinscrlar sino la penal, 
y el todavía inavor de poner á su continuación la declaración de 2 de 
mayo de 1822 , que recayó precisamente sobre la de procedimientos, 
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y qac hoy dia, asi romo el arlículo 35 de didia ley , choranan rm 
el arlículo de la Constiludon política de i 83 y. jj 

ACLARACION DE 2 DE MAYO DE 1821. 

«Escmo. Sr. : Con oficio de 26 de junio del año último se remitió 
por este ministerio para la resolución de las Cortesía consulta oue el 
Tribunal supremo de Justicia hacia a S. M. sobre si deben ser 
dos con as reglo a la ley de 26 de abril del mismo ano Jas causas pen- 
dienltí.s contra cuadi illas de salteadores y ladiones por delitos come- 
tidos antes de publicarse la Constitución , y si la circunstancia de ha- 
ber robado en cuadrilla , que ecsije el art. 8. de dielia ley , es nece- 
via para que sean juzgados mililarincnte los salteadores de caminos y los 
ladrones de despoblado, como lo es para que sean juzgados del mis- 
mo modo los ladrones en poblado. En su vista y de la opinión del Go- 
bierno acerca de ambas dudas, se han servido las Cortes declarar: en 
cuanto a la primera , qoe realmente no la bay, ni motivo fundado 
que la induzca , porque la disposición de la ley en la materia es clara, 
terminante y genérica , sin distinción de tiempos ni cscepeion alguna; 
y en cuanto á la segunda , que atendido el objeto y letra del citado ar- 
tículo , la circunstancia de cuadrilla es necesaria en lodos los sugetos 
comprendidos en el para que sean juzgados con arreglo á la misma !ey.« 

II Esta ley no pudo llevarse a cumplida ejecución en todas sus dis- 
posiciones aun en la anterior época de la Constitución. Dada en cir- 
cunstancias especiales y cuando solo se descubrían algunas chispas de 
insurrección, fuá imposible aplicarla á toda la gente armada desde que 
el fuego tomó cuerpo y se generalizó. Así es que vimos centenares y 
miles de prisioneros tratados como tales, y aun algunos de ellos incor- 
porados ilespues á nuestras filas; ni podia ser otra cosa; era un senti- 
miento de humanidad , y una necesidad política. Ademas, ll(>gado e! 
mal :i\ punto de gravedad y estension que babemos indicado, rara vez 
podía cumplirse con lo prevenido en el artículo 4 y siguiente^ sobre la 
publicación de! bando. 

]ms inconvenientes han sido por la misma razón mucho mayores 
en e.st?, e'poca , pues .se llegó hasta hacer tratados formales corno en una 
C'uecra ordinaria, y do poder <á poder. Pero esto mismo puso mas de 
una vez en grave contlicío á los Tribunale.s, porque se decia, que los 
tratados solo comprendían á cierta gente y territorio. Ha ocurrido 
taíubien que los tribunales, cumpliendo con un deber triste y severo, 
lian reclamado ciertos prisioneros por cau,s.as pendientes, ó sentencia- 
das en su ausencia y rebeldía, unas polilica.s, otras comunes; y los gene- 
rales se ne'Mban á entregarlos, y algunos publicaban indultos ha.sta por 
delitos comunes, bjn una p.alabra , aparecían clemencia y genei o.sidad 
por parte de los müilarc.s con sus enemigos armados, y se arrojaba 
sobre los 3’ribunales la nota do severid.ad y dureza, sin que e! Gobierno 
se cuidase de s.icarlos de tan triste y emjjosa necesidad por una me- 
dida genera!. Puedo formarse una idea aprocsimada de la anómala y 
anga.stios.a posirioii de tos tribunales por el caso siguiente ocurrido cu 
esta Audiencia de iVíadrid. 

Un jó ven que habla apenas entrado en los diez y nueve años, se 
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reoníó a una partida armada de la Mandia , seducido por uno qué, 
hacia mas de tres afios estaba con las armas en la mano. Al mes 
caso de haberse reunido el joven, liubo un encuentro; aquel buyo ti“ 
rando las armas, y al entrar en su pueblo, a donde se retiraba, futí he- 
cho preso y procesado con arreglo á estas dos leyes, pidiéndose contra 
el la pena ordinaria de muerte en garrote vil. hil seductor y faccioso 
\elerano cojido con otros muchos por la tropa en la misma acción y 
con las armas en la mano hahia sido conducido con todos ellos al Sa- 
ladero, y l(»dos gozaron de los fueros de prisioneros de guerra, al tiem- 
po mismo que pendía sobre el joven tan tremenda acusación. ¡Puede 
discurrirse mayor tortura para un magistrado recto y sensible! Se han 
notado tamhitín no pequeños inconvenientes en la aplicación de esta 
ley por los angustiosos términos prtí.stullos en el artículo 2b y 
siguientes, conja calidad de improrogables y perentorios que les da el 
artículo 33 . A natlic ocurrió al formarse la ley que las causas de esta 
especie pudieran aumentarse tan prodigiosamente que casi compitiera 
en número con las de delitos comunes; y que un fiscal y un relator tu- 
vieran que despachar dos, tres ó mas á un mismo tiempo. Agregúese á 
esto la circunstancia de que las tales causas son generalmente las mas 
complicadas y voluminosas, y se conocerá desde luego la casi imposi- 
bilidad de despacharlas bien con tanta premura: apelamos sobre ello 
al testimonio de todos los que se han visto en la necesidad de ma- 
nejarlas. II 

¡I En otro lugar hemos insertado las dos leyes de 1 1 de sefiemhre 
de 18 20 y las de 18 de rnavo del mismo ano, rcstabíeci s con igual 
fecha de 3 o de agosto de i 836 . |¡ 

Real órden de 3 o de setiembre de i 836 , comunicada por el ministerio de 
Hacienda al de la Gohernac ion para fjue no se admita en lus presidios 
á los jóí>cncs (jite no hayan cumplido ly anos. 

Esemo. Sr.; He dado cuenta á S. M. la Eeina GoLemadora de lo 
manifestado por V. E tocante á la necesidad de modificar en !a for- 
ma que se juzgue mas conducente la lleal orden de 20 de octubre 
<íe 1828 sobre costil leros, en la que se fundó la subdclcgacion de las sa- 
linas de la Mata y' Torrevieja para confinar por cinco meses al presi- 
dio de Málaga, á Francisco Quinao, de edad de 10 anos , por apre- 
hensión de cinco celemines de sal; y la cual, .según V. E., autoriza la 
co.stum!jre que hay entre los pueblos inmediatos á las referidas sali- 
nas , de enviar á presidio lodos los inviernos los padres pobres á I0.S 
hijos que no pueden mantener, valiéndose de manejos acordados prúvia- 
inente con lo.s carahineros: y^ enterada de todo, .se !i.a servirlo declarar 
que no es necesaria la modificación que se solicita, pues la referida 
Kcal órden de a 5 de octuln e se halla derogada por la lev de 3 de ma- 
yo de i 83 o, determinando que para corregir los abusos y e.scaiulalo- 
sa costumbre que se denuncia, ha.star'á que no se admita en el presidio 
de Alicante ni otro alguno, sino á los reos sentenciados con arreglo 
las leyes y órdenes vigentes por los juzgados rc.specllvos , encar- 
gando particularmente á los del ramo de Hacienda , que cuando de- 
ba castigar.se á jóvenes que no hayan llegado aun á la edad dé ij 



*83 ADMJNISTPlACm 

aílos , !os manden encerrar en los hospicios, para contener sus tícIos 
y mejorar sus costumbres. 

Reíil orden prcomiendo (pie á lox milicianos nacionales encausados por 
delitos estraños al servició de las armas se les ponga presos con se- 
paración: espedida por Gracia y Justicia en 26 de enero de i83". 

«Deseando la augusta Ueina Oobernadora que se guarden á los 
milicianos nacionales todas las consideraciones í[ue sean compatibles 
con la justicia cuando tienen la desgracia de verse sotaelidos á un jui- 
cio crimina!, se ha servido resolver, que siempre que algún individuo 
de la milicia nacional deba .ser preso por delitos eslranos al servicio 
de las armas, se le coloque en pieza separada de las cuadras destinadas 
á la generalidad de los presos, sin ecsigírselcs por ello ninguna especie 
de retribución; y que se les señale el cuartel por cárcel^ cuando en opi- 
ilion del juez el estado y levedad de la caiisa lo consienta, sin riesgo 
ninguno del descubrunicnto de la verdad y de la seguridad de la eje- 
cución del juicio. También se ha dignado S. M. mandar que se re- 
cuerde á las Audienciás, sus regentes y jueces de primera instancia, el 
deber de acudir por esta secrctai ia cuando tienen que dirigirse como 
tales al gobierno, mucho más ruando e! objeto de sus recursos toca 
especialmente á los juicios d al modo de proceder en ellos, como su- 
cede con la presente resolución.» 

Real orden espedida por el ministerio de Cracia y Justicia en. i!^ de ma- 
' yo de 1837 , mandando que no se destinen presos ni conjmados al Al- 
cázar de Segoeia. 

«Esemo. Sr.=S, M. la rveina Gobernadora, en vista de una espo- 
sicion del director del colegió general militar , se ha servido rc.sol- 
ver no se destinen a! alcázar dé Segovia, que ocopa dicho colegio, pre- 
sos ni conrin.ados, por no ser compatible esta disposición con el imjior- 
tante objeto á que en el día está destinado e.sclusivamcnlc aquel cdíii- 
cio, hl íáeil proveer á la seguridad de tab;s personas, y admitirlas en 
dicho alcázar, sin graves pcrjúiciós de la juventud militar que alii se 
educa.» 

La llcal o'rden de S. M, espedida por el ministerio de la Guerra 
con fecha i3 de agosto de i^3q, por la que .se manda que ningún reo 
sea sentenciado al servició de las árinas, la dej.inios insería ya ante- 
Tiormentccn otro lugar. 

Real orden de g de octubre, de i83q, comunicada por el ministerio de. Ha- 
cienda , acerca del abono de costas en las causas de cont rahandú. 

«die dado cuenta á S. M. la l\eina Gobernadora del .espediente con- 
.sultadn por esa dirección general en 2 G de agosto ultimo, sobre algunas 
diGcultades ocurridas á la contaduría de la aduana de Santander para 
conciliar eu uu caso particular la oposición en que cree que se halla 
con la IVcal orden de i4 de setiembre de i836 otra de 24 de enero 
«le este aíio, acerca ' del abono de costas á los curiales en las causas de 
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contrabando; con cuyo mollvo propone la dirección una declaración 
espliclla í[iie escuse semejantes dudas. 

Enlerada S. M., se ha servido declarar, de conformidad con lo ma- 
nifestado por el asesor de la sopcrinlendcncia general de Hacienda, 
que no ha debido dar margen á ninguna duda Ih .aplicación de la 
segunda de dichas Reales órdenes, por cuanto es una verdad legal y 
un principio de derecho que entre dos leves ó resoluciones distintas, la 
mas antigua se entiende derogada pOr lá mas reciente. Y para esta- 
blecer una regla segura cu la materia, ha tenido á bien S. M. resolver 
al mismo tiempo, adhiriendo á lo propuesto por esa dirección general y 
á lo manifestado por dicho asesor, que mientras no se prescriba cosa 
en contrario, se observen las dl.sposiclones siguientes: 

K1 valor de los comisos es y deberá entenderse independiente 
en sn aplicación, de las costas procesales. 

2 . “ Dicho valor de los comisos se adjudicará siempre entre los 
participes, según la respectiva opcion que Ies conceden las resolucio' 
nes videntes en la materia. 

3. ® Con arreglo a la Real orden de 2 G dé agosto de i83i, se cesi- 
girá la re.'ponsabiiidad á lodos los aprehensores que no cuntplan con 
su deber. Esta responsabilidad consistirá, ademas de la pena en que 
incurran si cometen delito, én perder el todo ó la mitad de su par- 
te en la aprehensión cuando no capturasen á los reos, ó á todos aque- 
llos que dehan ser aprehendidos. 

4 . “ Los curiales percibirán sus costas y dercclios respectivos siem- 
pre que los reos tengan bienes con que cubrirlos; y no lenicndolos, se 
estimarán aquello.^ de oficio, quedando no obstante á salvo el derecho 
de dichos curiales para reclamar de los mismos reos el pago, siempre 
que estos mejoren de fortuna. 

5. * Los gastos do conducción , conservación y custodia de los gé- 
neros, frutos ó efectos aprehendidos , y la man atención de los se- 
movientes que con ellos lo fueren también, serán los úiiicos que po- 
drán descontarse de la masa común ó suma distribuiblc de los pro- 
pios comisos. 

\ Cuando se príve á uno ó á varios de los aprehensores de 

la mitad ó del todo de la parte de aprehensión (¡uc les corresponda, 
esta parte cercenada acrecerá la cantidad repartible entre los demas 
partícipes , siempre que los culpables sean solo alguno <> algunos de 
aquellos ; pues si lo fuesen todos se adjudicará á la Hacienda lo que 
todos hubieran debido percibir en otro caso. )> 

PíCal origen e.spcd¡(Ja por el inlwsferro de ÍTacienda ón 16 de octubre do 

I ^'5"^ ,dcsi¿>na'ndú el punto eníjue deben cumplir su condena los confinados. 

«El sénior’ ministro de la Gobernación de la Península me dijo en 
2 de setiembre último lo que signe: =Con motivo de varias redama- 
cione.s dd gefe político de CáJix, solicitando alguna providencia con- 
ducente á disminuir el cri’cido número de presidiarios que en d cor- 
reccional de aquella plaza se ¡labiaii aglomerado con grave perjuicio de 
la salud y tranquilidad pública, tuvo á lúen mandar S. M. la Itciria 
Gobernadora en Real órden de i5 de mayo último, que dicho corree- 



i84- AOm?íisT«\rioN 

cional quejase roduciJo al m'uneio Je penados que cómodanicnfe cu- 
piese en su edificio propio, destinándose los Jemas á los presidios ma- 
yores ó á !as obras públicas á que oslan aplicados, y cuidando ron el 
mayor esmero de qne en Cádiz quedasen solo los condenados por deli- 
tos leves y al menor tiempo de reclusión. A consecuencia de esta Real 
orden ha acudido de m^e^o el citado gefe polilico, manifestando, que 
para llevarla á efecto seria indispensable que los jueces y Triijunalcs 
del Reino, al imponer las penas presidiaies, se arreglasen esactamente 
á lo prescrito por la ordenanza general del ramo, en cuanto á la cla- 
siíicacion que contiene de presidios y presidiarios, para dar á cada uno 
de estos el destino que según la misma deba corresponderle. Por úl- 
timo, el mismo gefe político llama la atención sobre los perjuirios que 
resultan aun para los misnaos in(li\idaos de condenarlos á presidio por 
un espacio de tiempo demasiado corlo. Enterada de todo S. M , y con- 
formándose con el parecer del director general de presidios, atendiendo 
á que Interesa sobre manera á la disciplina de estos establecimientos y 
á la corrección de los que son destinados á ellos, cl que á los depósitos 
correccionales, que son los presidios de primera clase, únicamente va- 
yan los condenados á dos arios de presidio por via de corrección; el que 
á los presidios peninsulares, que son los de segunda clase, y basta 
ahora en Barcelona, Valencia, Granada, Valladolid, la Coruña y Za- 
ragoza, por no haberse establecido aun el de Sevilla, se remilen sola- 
mente los condenados por mas de dos años hasta ocho inclusive: y en 
fin, el que a los presidios de Africa, ó de tercera clase, que son Ceuta, 
Alhucemas, Melilla y Peñón, no seenvien mas presidiarios que aquellos 
cuyas condenas pasen de ocho años con retención ó sin ella ; se ha 
servido resolver S. M,, que por el ministerio del cargo de V. E. se reco- 
comiende eficazmente á los jaeces y lribun,ales dependientes del mis- 
mo, la puntual observancia de la precitada clasificación de presidiarios 
y de presidios, e.stablecido por la ordenanza del ramo en sus artícu- 
los i.^ y 2.^, y el cumplimiento del artículo q." de la misma, que 
dispone por regla general , que lodo penado con destino á presidio de 
segunda dase, cumpla su condena en otro distrito de aquel en cuya 
demarcación tenga su vecindario ú familia: eticarg<ándoles asimismo 
que procuren no destinar á ios depósitos correccionales á ningún delin- 
cuente por menos dedos anos de tiempo , é impongan toda pena de 
menor duración con la circunstancia de cumplirla en la cárcel pública, 
por haber acreditado la esperlencia de ser demasiado cierto loque in- 
dica el gefe político de í^.ádlz sobre los inconvenientes que resultan de 
imponerla pena de presidio por muy corto tiempo en delitos leves. 
De Real orden lo inserto á V. S. para su circulación á todos los juz- 
gados y subdelegacioncs de Rentas del Reino, encargándoles tengan 
presente, que aunque S. i\I. quiere no se pierdan de vista las conside- 
raciones de buena administración que la han impulsado á dictar esta 
resolución, no ha sido ni es su l\eaÍ ánimo prescribir á los jucersy tri- 
bunales reglas que coarten su independencia, y menos que ofendan á 
los principios de jtisiicia ó á las leyes. « 
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Re^il orden comtmfcadti por el minisferio de Gracia f Jiisticm en 8 de 
marzo de i84o, resolviendo ana consulta de la j-íudiencui de Puerto- 
Rico acerca de. los testigos miertos ó ausentes. 

«Enterada S. M. <le una consulta de la Audienci.a de Puerlo-l\i- 
co, sobre si deberán ó no abonarse en las caus.as criminales los testigos 
muertos ó ausentes ruándolas parles no están conformes con sus de- 
claracioiies, se ba servido declarar , coiirorinándosc con el parecer ma- 
nifestado por el supremo Tribunal de Justicia al elevar la consulta de 
la Audiencia de Puerto-Kico, que es necesaria la información de 
abono en el caso de que ios procesados no se conformen con las decla- 
raciones de los testigos muertos 6 ausentes.» 

Orden del Regente del Reino espedida por el ministerio de Hacienda en 
q de junio de acerca de las multas impuestas á los reos de con- 

trabando. 

«El intendente de rentas de Santander consultó á este ministerio 
de Hacienda en 4 de agosto de i84<), si las multas impuestas á los reos 
de contrabando y por instrucciones corresponden á la Hacienda públi- 
ca y á los aprebensores, .se han de aplicar á penas de cámara, como lo 
había resuelto la Audiencia territorial de Burgos en la causa formada 
á Gervasio Anieva, por delito de contrabando; en su virtud, instruido 
el espediente oportuno, se ha .servido disponer el Ivegenle del Kelno, 
de conformidad con el parecer de la Dirección general de lientas pro- 
vinciales, que las multas detalladas en la ley penal por delitos de con- 
trabando, según la entidad y calidad que en la misma se espresan, no 
corresponden á penas de cámara ; pero que las demas que impongan 
los jueces y Tribunales, fuera de las indicadas, por via de pena á la 
gravedad y calidad de los delitos que con los de defraudación ocurran 
en las mismas causas, .son aplicables á dicho ramo de penas de cáma- 
ra, .si estas contribuyen á la manutención de los reos pobres, como lo 
hace con los demas de delitos coiuueies.» 

Orden del Regente del Reino, e.ipedida con fecha s3 de junio de j84i por 
el ministerio de Gracia y Justicia, mandando que los jueces coadyu- 
ven ú la represión del contrabando en la parte que les corre.iponda. 

«E.scmo. Sr.=:lla llamado la atención del Regente del Reino la 
criminal osadía con que en desprecio de las leyes, de la moral pública, 
y con grave perjuicio del Erario se ejerce con el njayor escándalo el 
contrabando en casi todos los puntos de la Península. Es al mismo 
tiempo este fiau<]e una e.scuela para crímenes mayores, y .sus lran.sac- 
•úones clandestinas, arruinando el ccuiercio de buena fe, producen un 
recargo en los conlribuycnlc.s, sobre quienes lia de pesar necesaria- 
mente el desfalco que por esta causa resulta á los públicos caudales. 
S. A-, al paso que ba resuello se adopten las medidas conveiilente.s pa- 
ra evitar tamaños males, .se lia servido dl.sponer que por este de mi 
cargo se ordene á las Audiencias, que por cuantos medios Ies sugiera 
TOMO V. ? 4 
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su^ ce o vigilen cuuladosamente la perfecta y lireve Instrucción y deter- 
minación de las causas de fraude, para que el condigno y severo casti- 
go que ordenan las leyes siga al delito con tal prontitud que produzca 
la ejemplaridad, y ademas coadyuven con la inavor eficacia en la parte 
que les corresponda, á que las disposiciones adoptad as por los otros mi- 
nisterios se realicen con la simultánea reunión de lodos los esfuerzos 
del Gobierno, para destruir males de tan perniciosa trascendencia.» 

J\e al orden del Regente del Reino espedida por el ministerio de Gracia 
f Justicia con j echa aq de setiembre de i84-i, renovando lo mandado 
acerca de que no sean destinados al presidio de Málaga^ ni á nin- 
guno otro de los correccionales , los reos curas condenas escedan 
de dos anos. 

«La audiencia territorial de Granada, al mismo tiempo que cum- 
pliendo con la orden que se comunicó por este ministerio con fecha j 
de julio próesimo, dio cuenta en a6 de agosto siguiente de las medi- 
das que había adoptado dentro del círculo de su.s atribuciones para la 
mejor administración de justicia en la ciudad de Málaga, propuso otras 
de carácter gubernativo, que han sido aprobadas por el ministerio de 
la Gobernación, é hizo presente la necesidad que había de que no se 
destinasen al depósito correccional de Málaga los reos cuyas condenas 
pasen de dos anos. El art. i.^ de la Ordenanza general <le Presidios asi 
lo establece, y no parecía por tanto que fuera necesario hacer en es- 
te punto aclaración alguna cuando la ley es terminante. Mas como 
quiera que la indicación de la Audiencia territorial de Granada su- 
pone que al depósito correccional de Málaga se envían presIdiario.s cu- 
yas condenas esceden de los dos años, S. A. el Regente del Reino se 
ha servido mandar que se recuerde á lodos los tribunales dependientes 
de este ministerio la clasificación de presidios hecha en los artícu- 
los y 2 ." de la Ordenanza genera], para que teniéndola presente en 
los fallos no sean destinados al de Málaga, ni á ningún otro de los 
torrcccionales , reos cuyas condenas escedan de dos año.s.» 

IlefUjáfeiíos ser iijagEsllratSo » juea « pro- 

motor. 

Real decretó espedido por la secretaria de Gracia y Justicia en G de oc- 
tubre de i8G5, mandando que para plazas de, jueces letrados y minis- 
tros togados no se propongan inas que sugetos que tengan las circuns- 
tancias que se espresan. 

«Para qúe la ju.slicia se administre con la reclllud, eSpedloiori y 
acierto qúe corresponde, es menester que los encargados de tan im- 
porl.infe depó.sito tengan, ademas de la probidad , pureza , fidididad, 
buena fama, Inteligencia y aplicación indispensable.s, la csperienci.a y 
práctica que solo se adquieren con c! manejo de los diferentes nego- 
cios íbrenses en sus diversas gradu;iciones. Por ello, y ansiosa \o siem- 
pre de mejor.ar cada vez este ramo, como uno de los medios princi- 
pales para luaulcncr el órilcii público y afianzar la seguridad y el bien- 



.. DE jriTsnriciA. 

estar de que tan dignos son los españoles, he Tcn^o en decretar y de- 
creto , i nomJjr.c de la I\eina -mi augusta hija pna sa c o si 


^uicntc I . 

^ I. ° En ningún caso se me propondrán para las plazas de jueces 

letrados de primera loAlancia d de promotores fiscales de sus j'uz.ga- 
(los, sino abogados que hayan ejercido su profcsipn Con estudio abierto 
por espacio de tres años á'lo menos y con buen concepto público, ó que 
con este v por icrual espacio de tiempo hayan servido en propiedad o 
iniGriuament e alguna agencia fiscal ó relatoría del Irihunal supiemo 
d superior, ó alguna suhdelegacion de partido en el ramo de Real Ha- 
cienda. 

2. Tampoco se me propondrá para entrar por primera a^cz cn 
plaza de ministro d de fiscal togado, sino personas de reputación ilesa, 
que por iiemjmdc ocho años á lo menos hayan ejercido la abogacía en 
juzgados inferiores con estudio abierto y buena opinión, ó. que por es- 
pacio de tres años hayan sido en propiedad d interinamente jueces le- 
trados de primera insiancia, ó proipQtores fiscales de juzgados de ella, 
ó subdelegados de rentas reales de algún partido , q agentes fiscales ó 
relatores de algún tribunal supremo ó superior, ó abogado en tribu- 
nales superiores, con estudio abierto y buen concepto público, ó cate- 
dráticos de derecho civil ó canónico en alguna de las universidades del 
reino, con ejercicio de ía abogacía por dichos tres años, aunque sea en 
juzgados infei lores. 

3 . ° Las cualidades que los dos precedentes artículos requieren en 
los que hayan de ser propuestos, se harán constar por documentos fe- 
hacientes, entre los cuales serán siempre muy atendibles : un atestado 
formal del ayuntamiento del pueblo respectivo acerca del tiempo de 
ejercicio, y de la conducta moral y política, reputación y concepto pu- 
blico del interesado.; y otro del tribunal ó d;el juzgado en que haya 
ejercido la abogacía , o sido relator, ó agente ó proruo,tor fiscal, ó en 
cuyo territorio haya servido judicatura. Etse último atestada respecto 
á los que Isayan ejercido ó ejerzan la abogacía. de la corte y capitales 
de distrito judicial, íleberá ser y bastará. que sea dado. por la Real 
Audiencia respectiva. 

4. La. Instracclon dp los espedientes para dichas propuestas, 
mientras se delenninc el modo y forma cn que mas. convenga ejecutar 
lo que re.spectode ellas tengo pi evenido por mi Real decreto de 24 d« 
Tiiai’zo (le 1S34, se conip!elar¿í por medio de informes que se pidan á 
los respectivos gobernadores civiles, á las dip.utacioncs provinciales 
cuando se hallen reunidas, y á, las demás a.uto.rid>ade 5 y funcionarios 
póbilcos que pueden ilu.slrar al gobiernp acerca: de los. antecedentes, 
conducta mora! y política, fidelidad, reputación, e idoneidad. :de los can-- 
didalos () aspirantes á las espresadas plazas., 

5 . Las .autoridades y funcionarios públicos que.luvieren qne dar- 
los atestados ó informes mencionados en los dos precedentes artículos, 
quedará!! .sujetos á una estrecha y severa responsabilidad, si. por con- 
templación ó malicia, ó por negligencia en asegurarse de la verdad los 
<lieicn parciales, engranosos ó inesactos ,. esponiendo al gobierno á co- 
mcici involuntariamente ciTores de !a inayor.irascendcncia.»* 
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Real orden cireul'ada por el ministerio de Gracia y Justicia en ^ i de ene- 
ro ( e i836 a las Audiencias del reino sobre elección de promotores 
fiscales. 

«Deseando' S. M. la Reina Gobernadora que la elección de promo- 
tores iscales de los juzgados de primera instancia recaiga entre ios mas 
( ignos de los abogados de los pueblos, para que su nombramiento sea 
una garantía cierta de que los intereses de los particulares serán debi- 
damente atendidos, y las leyes del reino esaclamente cumplidas; se 
ha dignado mandar que sin perjuicio de que \ . de cuenta de las va * 
cantes de estos funcionarios luego que ocurran, las mande publicar la 
Audiencia en sus estrados y en las rcspeciivas cabezas de parliiio, pa- 
ra que en el preciso te'rmluo de quince dias puedan aspirar d ellas los 
abogados que reúnan las circunstancias que se cesigen en el Real de- 
creto de 6 de octubre último; siendo asimismo la voluntad de S. 
que remita la Audiencia por el conduelo de V. al ministerio de mi 
cargo, las esposiciones documentadas, acompañándolas con su informe, 
que deberá eslenderse, no solo á la aptitud respectiva de los interesa- 
dos, sino también á su conducta moral, que tanto debe iníluír siempre 
en el desempefib de sus delicadas funciones, y á su conducta política, 
tan atendible en tiempos de agitaciones y revueltas.» 

Real decreto e.spedfdo por la secretaria de Estado v del despacho de 
Gracia y Justicia en aq de diciembre de precedido de la cor- 

respondiente esposicíbn á S. di, estableciendo reglas para mejorar la 
condición de los magistrados y jueces. 

« Señora : Sancionado el principio de inamovilidad de los jueces 
por el art. 66 de la Constitución política del Estado, no lo está aún 
la disposición legal que ha de facilitar la aplicación rigorosa de aquel 
principio; y ya sea que se atienda á lo delicado y grave de la materia, 
ya á lo embarazoso y difícil de nuestras clrcunslancias , todavía po- 
dría lardarse, y sera forzoso tardar algún tiempo en la lorniaclon j 
promulgacionr de esa ley ; en cuyo caso es un deber del Gobierno el 
proponer á A. M. aquella medida que baste por el pronto á mejorar 
la condición de los jueces, y á que desde luego tenga para ellos la 
aplicación posible el artículo conslltucioiial. 

La alta imprnlaiicia de la administración de justicia pende en 
gran parte de la suficiencia y prestigio de los jueces; y estos Fo tienen 
indudablemente mayor, cuanto mas esquisilas pruebas de aptitud e' 
integridad hayan precedido á su nombramiento. Con este fin propon- 
go á V. M. los medios que creo conducentes para asegurarse de que 
el nombramiento de un juez lleva en sí la pre.suncion legal que por 
ahora es posible de esa misma integridad y suficiencia, ya prefijando 
para dichos nombramientos ciertos años de preparación , ya detenien- 
do á los jueces lo necesario en cada uno de los grados de su catrera, 
cesigiendo prneba,s de una conduela irrefragable, y ya por ultimo ha- 
ciendo que en la secretaría de mi cargo- cesista un registro general , u 
hoja de servicios, méritos y calidades de cada uno de los jueces , á 
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que se pueda acudir tanto para sus promociones como para sus des- 

■títuclnnes. ... ► 

El ministerio fiscal , esc Lrazo robusto de la Justicia j del go- 
bierno, merece tamliien toda la consideración de ésle, y quescrcmune- 
ren debidamente los sinsabores de su ejercicio con algunas ventajas, 
como igualmente el que precedan algunos requisitos a los nombra- 
mientos de fiscales y promotores; no tantos sin embargo que coarten 
demasiado la acción del gobierno. Sobre ello propongo á V. M. , si no 
iodo lo que es conducente, lo que por ahora es posible. 

Hay por último establecido iin medio de premiar méritos y ser- 
vicios que no pueden serlo de otra manera en la carrera de la ma- 
gistratura, y son los honores de la toga. Este como lodos los medios re- 
muneratorios , se desvirtúa prodigándolo; y debe por lo mismo dis- 
pensarse con la justa parsimonia que le haga apetecible y útil á la 
causa pública, á cuyo nombre se dispensa ; sobre lo que he creído que 
debia llamar también la atención de V. M. 

Ya en i835 !a alta previsión de V. M. ocurrió á varios inconve- 
nientes, y consultó algunas de las ventajas que se indican en esta es- 
posicion, por medio de un decreto que ha producido los buenos, re- 
sultados que no pueden desconocerse ; mas como todavía puedan e.s- 
tos ampliarse en beneficio de la magistratura y de la causa pública; 
y sobre todo, debiendo prqcurar desde luego el Gobierno la aplicación 
posible del artículo conslitucional , tengo el honor de proponer a 
V. M. el siguiente proyecto de decrelo. 

Madrid tisq de diciembre de i838.=Scnora.=;A L. R. P. de V, M. 
— Lorenzo Arrazola. 


REAL DECRETO. 

En atención á loque me habéis espueslo relativamente á mejorar 
la condición de los jueces, á prefijarlos requisitos que conviene pre- 
cedan para su nombramiento en las respectivas clases, y el de lo.s 
ílscalcsy promotores: á la dispensación de los honores de la loga; y 
por úlllmo , á que tenga desde luego la aplicación posible el art. 66 
de la Constitución del Estado , ínterin se promulga la lev' que ha de 
arreglar definitivamenle esta materia; en nombre de mi escelsa Hi- 
ja la Reina dona Isabel IT , y oído el parecer de nú Consejo de Mi- 
nistros, vengo en decretar lo siguiente. 


CAPITULO I. 

De/ nombraimcnlo de los promotor es fiscales. 

Arlícnio En adelante y hasta tanto que se publique la ley 

orgánica de Tribunales , no se me propondrán para promotores fis- 
cales sino á los sugclos que se hallen en alguno de los caso.s si- 
guientes : 

Haber ejercido por dos anos la profesión de abogado con esfu- 
<üo abierto y reputación ; cuyas circunstancias se acreditarán debida- 
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lítenle , oy^intl# al Tribunal en que lós phtpneslos Imbíereñ ejerrlJo 
dicho encargo. 

2. ® Haber desempeñado por igual tiempo ch comisión , suslitu- 
cion 6 propiedad , aignna relatoría , agencia fiscal , asesoría de líenlas, 
ú otros encargos semejantes. 

3 . ^ Haber esplicado por dicho tiempo alguna cáiedrii de derecho 
en eslableclrniento aprobado. 

Art. 2 .^ ¿lólo en el caso de no presentarse Opositores con estas 
circunstancias, podrán ser nombrados aquellos en quienes mas aprbesí- 
madamenle concurran. 

Art. 3 .® El buen desempeño dé una prorabloría fiscal, acreditado 
en ia forma que se previene en el art. i. ® , y oyendo ademas ál fis- 
cal de la Audiencia del distrito , servirá de mérito positivo para la ob- 
tención de las judicaturas. 

capítulo II. 

Del nombramiento de jvécci de primera insfáncia. 

Art. 4 -*’ Para jueces de primerá instancia de entrada se me pro- 
pondrán por su orden de preferencia: 

1. *^ Los que hayan servido por dos‘ años con buena nota una pro- 
moto ría fiscal. 

2, ® Los que se hallen comprendidos en los párrafos 2,^ y 3 .® 
del art. 1.^^, con la diferencia de que el tiempo allí prefijado será aquí 
el de cuatro años. 

Art. 5 . ° Para juzgados de ascenso se me propondr án jior suo'r- 
den también de preferencia: 

1. ° Los que hayan servido en judicatura de entrada por lo 
menos tres años. 

2. ° Los que hayan servido en promotorías fiscales cinen años. 

3 . * Los que se hallen en el caso prefijado en los párrafos i.^, 

2.^ y 3. ® del art. i. ® , entendiéndose para este efecto el tiempo allí 
señalado el de ocho anos. 

Si la abogacía se hubiese ejercido con crédito en los 'tribunales su- 
periores , bastarán siete años de ejercicios: 

Art. 6.” Para juzgados de término se me propondrán: 

1. ^ Los que hayan servido por lo ménós dos años en juzgados de 
ascenso, ó cinco en los de entrada. 

2. ® Los que lleven de servicio siete años lo menos en promotorías 

fiscales. 

3 . ^ Los comprendidos en los párrafos 2P y 3 .*^ del art. 1.^ 
que lleven por lo menos diez' años de ejercicio. 

Si la abogacía se hubiese ejercido con repatacion en tribunales 
superiores, bastarán nueA'c años. 

Art. 7.“ Para complelar el núiíic'ro de años que réspectivaméríte 
se cesige para cada uno de los casos comprendidos en los artículos an- 
teriores, podrán computarse los servicios en cada uno de los cargos 
que en ellos se espresan y lo.s de ejercicio de profesión, de abogado, 
observándose siempre la preferencia allí señalada : De los años de 
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judicatura; De los que hayan servido en promolonas: 
demás cargos ó profesiones por el orden allí señalado. 


> 9 * 

3.® Én los 


CAPITULO III. 


Del nomlramiento de Ministros para las audiencias. 

Art 8. ° La edad para poder ser propuesto para Ministro de algu- 
na audiencia será la de 3o años cumplidos. 

Si la propuesta fuese para caalquiera otra audiencia de la Penín- 
sula e Islas adyacentes que la de Madrid, deherán ademas hallarse 
los propuestos en alguno de los casos siguientes; 

1. ® Haber servido en judicatura de primera instancia por lo me- 
nos seis años , de los cuales dos hayan sido en juzgado de ascenso , ó 
uno en los de termino. 

2. ® Los que hayan servido igual número de años en promotorías, 
ó uno menos, sí los cinco hubiesen sido en juzgado de termino. 

3 . ® Los que hayan prestado largos y señalados trabajos en la for- 
mación de códigos ú otro encargo semejante que presuponga sólidos 
y distinguidos conocimientos en jurisprudencia, legislación, ó en ma- 
terias jurídieo-administralivas. 

4 - ° Haber escrito alguna obra importante sobre dichas materias. 

5 . ^ Haber esplicado derecho con reputación en universidad ó es- 
lablcciinlento aprobado, por lo menos diez años, ó ejercido la aboga- 
cía con crédito y reputación notoria por el propio tiempo en juzgados 
inferiores, ó por nueve años en lo.s superiores. 

Art. 9. ° Los que hubieren de ser propuestos para Ministros ó fis- 
cales de la audiencia de Madrid, dehcráiii haber servido en alguna de 
las dema.s, cuatro años por lo menos dé jueces, y tres de fiscales, en 
atención al ímprobo trabajo de este mliilslerio. 

Art. 10. Los ({ue se me hubieren de proponer para fiscales de las 
Alemas Audiencias, deberán haber cumplido 28 años de edad , y ha- 
llarse en cualquiera de los casos preíljadós en el art. 8; ® , pero 
.sin el orden de preferencia que en el mismo se establece, y bastando 
la tercera parte de los años de preparación que allí se señalan , á fin 
de dejar mas espedita la acción del gobierno en la elección para una 
magistratura que cesige circunstancias especiales. Se atenderá sin em- 
bargo, en cuanto sea posible, la de haber dc.sempeñado bien y por 
considerable número de años las promotorías fiscales. 

Art. 1. 1. Los fiscales que pasen á pl.aza de Ministro de Audiencias 
de igual categoría que aquella en que han t.jercido su encargo, goza- 
rán de la antigüedad corre.spondiente á su título de fiscales. 

capítulo IV. 


Del nomhr amiento de rresidenfe y Ministros del supremo Tribunal., y de 

regentes de las Audiencias. 

Art. T2. Para el Tribunal supremo de Justicia se mepropondrá á 
los que habiendo cumplido 4o años, llevaren cuatro por lo menos de 
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jueces ó tres íIc fiscales <Je !a audiencia de Madrid, ú ocho de Minis- 
tros ó seis de fiscales en las demás. 

Art. i 3 . Las propuoslas para regentes y para la presidencia dcl 
tribunal supremo de justicia se har.án con la mayor analogía posible 
á lo dispuesto en este decreto , reservándome yo apreciar las razones 
4 lc política, de justicia y 'de conveniencia en cada uno de los casos. 

CAPITULO V^. 

Ve los honores de la tona. 

v> 


Art. i 4 - Uos honores de la toga no se concederán .sino por cir- 
cunstancias muy especiales, y siempre oyendo á la ‘Audiencia d tribu- 
nal de que hayan de concederse. 

Art. i 5 . Para lo.s honores de la toga con antigüedad, ademas del 
mérito d servicio especial porque deban concederse, han de concurrir 
en el que los solicite los requisitos que se ecsigen por e! presente de- 
creto para la toga misma. En lo.s honores sin antigüedad se proceder» 
también con la mayor coníbnnidad posible á lo que en él se dispone. 

CAPITULO 

Ve la suspensión y destitución de los jueces. 

Art. iG. No obstante la calidad de interinos de lo.s ¡uere.s actuales, 
se guardará la mayor economía y circunspección en la traslación, sus- 
pensión y destitución de los mismos, y nunca se procederá á la des- 
titución sin que por lo menos se instruya espediente informativo, .si no 
hubiere lugar á otra cosa. Lo propio se verificará para la suspensión 
si hubiere de pasar de cuatro meses. La destitución de un juez 6 ma- 
gistrado, y la suspensión si hubiere de esceder del término indicado 
en el párrafo anterior, se tratará y decidirá en Consejo de Ministros. 

Art. 17. Para los efectos indicados en el articulo que precede y 
demas que haya lugar, se llevará á debido efecto y concluirá sin di- 
lación el registro general, ú hoja de los méritos, servicio.s y cualida- 
de.s de lo.s jueces y magistrados, mandada formar en el ministerio de 
vuestro cargo. 

CAPITULO VIL 

Disposiciones generales. 

h 

Al t. 18. En lodos los casos de ascenso, gracia d promoción pre- 
fijados en este decreto, será requl.sllo indispensable la buena con- 
ducta moral V política del interesado, acreditada en debida forma. 

Art. 19. Se procederá con toda la equidad y consideración que^ 
permita el mejor servicio de la causa pública, respecto de los que ha- 
llándose sirviendo en esta carrera ó siguiendo la de sus estudios en la 
anterior época conslitucioiial , se viei on imposibilitados de adelantar 
en ellas ; éiUendic'ndose la disposición de este articulo por el tiempo 


DE JUSTICIA. *9^ 

que darí) el legíilmo ¡irlpwlimcnto , y siempre que los inleresados nO 
lo desmerecieren por las demas circunstancias. r- j 

Art. 20. Tampoco sc irrogará perjuicio á los jueces, liscales y 
promotores que lo son en la actualidad, respecto de los requisitos y 
número de años de preparación 6 servicio que hayan precedido á sa 
nombramiento, sino que las disposiciones de este decreto se enten-^ 
dera'n para sus promociones y ascensos sucesivos. 

Del mismo modo no debe perjudicar este decreto á los empleados 
actuales en el ministerio de vuestro cargo para sus salidas á plaxas de- 
claradas' equivalentes por disposiciones terminantes, debiendo por ló 
demás sujetarse para sus ascensos á las reglas anteriores. 

Art. 2 1, En igualdad de circunstancias, será preferente y decisiva 
!a de hallarse cesante con sueldo el que haya de ser propuesto; haber 
prestado notables servicios á la cau.sa pública; haber sufrido perjuicios 
por la misma, y muy particularmente por causa de la facción ó de la 
guerra; ó por haber mantenitlo el orden; y hallarse cesante y sin suelda, 
ó notablemente postergado en su carrera. 

Art. 2 2. Todos los nombramientos de jueces , fiscales y promoto- 
res .se publicaran precisamente en la Gaceta del Gobierno. 

Art. aS. Quedan derogados los decretos y Reales úr de nes que no 
sean conformes á esta disposición. 

Orden de la JRegcncia provisional relativa á los documentos con que de- 
ben ser acompañadas las solicitudes de ios que pretendan ser colocados 
ó ascendidos en la carrera judicial^ espedida por Gracia y Justicia en. 
a 8 de enero de 

Entre las muclias ocupaciones que pesan sobre la secretaría de este 
ministerio, es bastante considerable la de instruir los espedientes de 
los que aspiran á ser colocados 6 ascendidos en la carrera judicial. A ellos 
incumbe justificar sus pretensiones , acreditando que reúnen las cali- 
dades necesarias para ser atendidos, y de su interes es proporcionar eí 
pronto resultado de sus instancias. Sin embargo , se observa una incu- 
ria <) abandono reparable que llega hasta el panto de presentarse al- 
gunas esposiciones sin documento ni comprobante alguno , y aun sin 
la fecha de! día y pueblo en que fueron escritas, ni hacer espresioii 
del domicilio ó residencia ordinaria del pretendiente. 

No recomiendan estos descuidos la discreción y perspicacia de los 
interesados, ni los presentan como hombres previsores y práclicoseii 
el curso y despacho de los negocios, al paso que aumentan los traba- 
jos de la .secretaria, comprometida á la alternativa de dejar sin pro- 
greso ulterior las instancias ó de procurar por medio de muchas reso- 
luciones , copias y órdenes lo que debieran haber presentado aquellos. 
3^.1 tiempo que se ocupa en esto falta para atender a otros negocios 
«ue por lo mismo se entorpecen y retardan en perjuicio del Ínteres 
público ó de otros particulares. Para evitar tales inconvenientes v pro- 
porcionar la mas pronta instrucción de los espedientes y el mas breve 
despacho de las pretensiones, la Regencia provisional del Reino ha te- 
nido á Lien mandar lo qne sigue: 

I." Los que pretendan colocación ó ascenso en la carrera judicial 
Tomo v. a 5 
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presentar sus Instancias rou relaciones de méritos legal mente aR- 
torizadas, o con documentos fidedignos en que consten los hechos .j 
servicios que se refieren en aquellas. 

2. Los que no tengan ya espedientes formados en esta .secretaría, 
dehen presentar su partid.a de haulismo, para que consten la edad y 
cl pueblo de la naturaleza, su recilúmienlo de abogados, justiticacion 
dcl tiempo que han cjerci<lo la abogacía con estudio abierto, d desem- 
peñado otras ocupaciones equivalentes , atestados fidedignos de buena 
conducta moral y política, y los demás documentos que comprueben 
las circausíancia.s, méritos y servicios por los ctiales.se consideren acree- 
dores á ser empleados y capaces de desempeñar los empleos que pre- 
tendan. 

3 . ” Para que no sea necesario pedir informes sobre ello, han de 
presentar también certificaciones, que mandarán dar las Audiencias en 
cuyo territorio e.sién sirviendo ó ejerciendo la abogacía, y que acredi- 
ten, si han sido ó no multados, apercibidos , condenados en costa.s ó 
corregidos de otro modo por faltas cometidas en el desempeño de .su.s 
lunciones. 

4 -*^ Las instancias de los ya empleados se dirigirán por cl conducto 
de los regentes, y con informe de eslo.s, que serán responsables si la.s de- 
tienen por mas tiempo que cl absolutamente preciso para lomar los 
conocimientos y noticias que estimen oportunas, 

5 . ^^ Los pretendientes no empleados también podrán dirigir sus 
instancias por cl mismo conducto de lo.s regentes, que las remitirán 
informadas y bien instruidas, con la menor dilarion posible. 

6. *^ Las pretensiones que se presenten ó dirijan á e.ste ministerio 
no tendrán curso alguno, si no vienen justificadas y con arreglo á es- 
tas disposiciones. 

7- ® También quedarán sin curso las prclen.siones ya pendienle.s, 
en que los interesados no hayan hecho constar en debida forma ios re- 
quisitos qucccsigen las leyes para ser magistrados ó jueces, ó para ob- 
tener los otros cargos á que aspiren. 

8. ° Los regentes de las Audiencias dispondrán que esta rircular 
.se publique en los bolelines oficiales de sus provincias, así como se pu- 
blicará en la Gacela de Madrid. 

INAMO VIBÍLIDAD JUDICIAL. 

L.ste grave punto de nuestro derecho público constitucional ha si- 
do agitado en los cuerpos colegisladores , en las secretarías del Despa- 
cho , en los acuerdos de los tribunales , y en la pi ensa aun despoes de 
publicaila la Constitución de 18.37; y es ])o.sib!e que todavía se agite, á 
pesar de que parece haber sido resuello y fijado irrevocabiciiiciile por 
el decreto de 16 de octubre de t 84 o. Nosotros vamos á dar una mues- 
tra inequívoca de nue.stra imp.arcialidad, limitándonos á hacer un fiel 
y breve estrado ded precioso folleto que publicó en Madrid á 2 de ma- 
yo de i 83 q el Sr. D. Alvaro Gómez Decerra, voto muy respetable en 
la materia: si algo añiadi<5remos, lo pondremos entre )¡ 1| para que 

so conozca que e.s nuestro. 

El autor, deq>aesdc consideraciones generales sobre la necesidad y 
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nn'<’cn de la autoridad jtididai, y sobre el aseniimionlo de las naciones 
mas cultas en la .separación de ios ire.s j)odere.s políticos, .siendo uno de 
ellos ei judicid, tia>:a en pocas pero eueri'icas líneas los •venlajoso.s d 
i'nne.stos rcsiiUados que puede producir la buena 6 mala admi ni.st ra- 
ción de juslicia; (Mi e.stc .segundo caso, dice en la página y, «quebranta- 
do el freno y rotos los dique.s, la .sociedad se ve conmovida en sus ci- 
mientos, la .sociedad .se disuelve. Knlonce.s viene la ^erdadera anarquía 
entonces \ ierie Iras ella el 1Í<mo despoli.smo.» 

Para que el poder ¡udicial produzca los Cv-Sullados favorables y no 
pueda producir los adversos, le son necesarias la iiídepencencia y la 
inainovilidad ; el autor ve consignada la primera en el ai i. 63 de la 
íámslitacion , y b segunda en ei G6: y añade, (jue e:-:to no e.s entera- 
mente nuevo en E.spaña ; que .si en nueslros códigos, «por lo que hace 
á la iridepedcncia v i'acultad e.sclusiva, no .se baila la proposición ter- 
min.uile v dirccl.» de (jue ci poder jumcial es independíenle,» se baila 
sin (Miibargo admitida y sancionada esta Idea |>or d;.spo,siciünc 3 poslti- 
va.s derivadas de e!!a,;,sin que se Ic.s pueda asigpaar olro origen y anle- 
cedente. En prueba de ello enumera las trabas puestas jior nuestras 
leyes á la autoridad real con rcspocLo á Ia.s alribucione.s de los Tribu- 
nales, V se refiere especialmente á las leyr^s del tíi. li!>. 3.“ de la 
jSovís.'. !W‘cop., págs. 9 y I o. ^ 

Reconocida muclios siglos bá en Lspaua la independencia de los 
niagi.strados y juece.s, lo fue también la Inamovibilidad, porque sin es- 
ta no ecsistirla aquella. iNo hay á la verd.ad leyes tan e.spííciía.s acerca 
tle la inamoviliilidad como sobre la independencia ; pero tampoco está 
e.scrilo que el leey podía remover á su arbitrio los ma^Tstrado.s y jue- 
ces. Y como la ciencia de las leyes no consiste en saber su letra 6 testo 
material , sino su fuerza y espíritu, se verá, que segpin el espíritu dt* 
nuestra legislación, de muclios siglos acá los magisiiados y jueces bau 
sida inamoviblc.s en España, pues .se liallaba prescrito que en el caso 
de responsabilidad se les í'onuára causa y se les oyera; de modo que 
la separación de ellos deliia hacerse por medifis de jusiicia, no por me- 
<lio.s de gobierno, 

A.sí ha .sido entendida nuestra legislación , y así .se ha pi acticado 
constantemente. Ti/ mismo Gobierno supremo peirsoJui. de este modo , y 
jamás imbo un mirdstro bastante osmio c imprudente pava atreverse á 
dear <pie era árbitro para separar ú los magistrados r jueces^ ni tampo- 
co íjuñ el Monarca tenia esta facultad ¡ibre -y coluularia. 

A la objoccion de que en ios últimos reinados hubo c.asos de sepa- 
ración sin formación de causa , sin sentencia ejecutori.ida y p;)r laso- 
la autoridad del Gobierno, responde el autor <(uc cslo.s ca.sos fueron 
poros y no tuvieron lugar sin que mediase causa ju.sta y justificada; 
que jarn.ís se rnandei una separación sin que se apoyase en un inolivo 
grave, instruyéndose un esp‘edic‘nle en que se hacia constar, casi .sicni- 
pre con mucha madurez y prolijidad ; por manera que ¡a diferencia 
('ntre la época de los díliinos reinados y la conslitucional se reduce á 
que en esta se lian requerido pruebas legales, como son necesarias, pa- 
ra que recaig.a ana sentencia, al paso que en aquellas.se reputaban sa- 
bcienles pruebas de otra dase, y un juicio prudente y discreccional 
ocupaba el puesto del fallo judicial, (Pá;.y ¡ o hasta la líí.j 
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spgnida pasa el autor á tratar del ministerio fiscal, y combate 
con gran calor y copia de argumentos la idea de que ios bscales deben 
ser meros agentes del Gobierno, dependientes de cl y amovibles ad 
mitum : el autor achaca esta idea á la manía de introducir en Espaiia 
las cosas estrangeras que lodo lo invade; dice que nuestros mayores 
entendieron esto y otras muclias cosas mejor que otras naciones, que 
ban considerado el ministerio fiscal bajo otro punto de vista ; que esia 
jnnOi>ac!on , como todas las innovaciones ^ se dehe considerar peligrosa., 
mientras no se demuestre ei>identcmerJ.e su utilidad., y vierte entre otras 
sentidas esclainaclones las siguientes: ISo iendriamos entonces otra co- 
sa que cl de.qmiismo ministerial. La Constitución se/viria para que no 
fuese absoluto el Monarca^ pero no para que dejase de ser absoluto el 
ministerio. Las leyes no tendrían mas fuerza que la consentida ó tole- 
rada por los ministros', y oivlrlamos bajo el imperio de seis ó siete tira- 
nos. (Pag. i 5 basta la 22.) 

Insistiendo en el ni¡.smo punto, compara el autor las diversas cir- 
cunstancias en que so encuentran la Francia y España: en la primera 
por la suavidad de las costumbres, por cl conocimiento de los buenos 
principios, y [>or la fuerza irrcsislible de la opinión , la dependencia 
<}ue sufre cl ministerio fiscal es mas bien aparente que verdadera, y 
no tiene ni trascendencia importante, ni efectos perjudiciales : en la 
segunda es menos general la ilustración ; somos nuevos en la carrera 
del sistema representativo; bay apegos y resabios del gobierno ab.solu- 
to ; nos devora la guerra civil , y, /o que es peor , los inscritos en las 
listas liberales están separados en partidos, y esto produce una segun- 
da giierrei, en la que tienen mucha parte la perfidia, la inmoralidad, 
la ambician de mando, la sórdida avaricia y la intolerancia. 

Con este motivo hace la profunda observación siguiente: «Que lo 
reílecsionen bien los liberales <le lodos los matices; que reílccsionen que 
una arma tan terrible en manos de los ministros, si hoy hiere á la Iz- 
quierda, mañana ha de herir á la derecha, pues está en el orden natural 
de las cosas que todavía pasemos allcrnativamenle por muchas vicisi- 
tudes y que contimíc por algún tiempo cl (lujo y reflujo que ningu- 
na fuerza humana puedo contener.” Eucgohace valer en el mismo sen- 
tido la cireunstancia de hallarse establecido en Francia el Jurado, y 
haber el Tribunal de Ca.sacion ante quien se dá el recurso de nulidad 
en las causas criminales, lo que no sucede entro nosotros ante cl su- 
premo de Justicia; .siendo asi que se concede cuando se litiga por mi- 
serables intereses pecuniarios. (Pag. a 3 hasta la 27.) 

«Sentimos el amargo dolor de decir , prosigue cl autor, que el 
poder judieial no es independiente, y que vivimo.s con re.specto á es- 
ta parte de la Constitución de iSSj en un estado de infracción per- 
manente V continua:;:: Ea opinión pública hace honor á los magis- 
trados y jueces, y no seriarnos justos si, hablando en general, no re- 
eonocicsemo.s en ellos vi-rliides que nicreren la graduación de subli- 
mes , por lo mismo que la.s practican cuando se hallan colocados en 
una .situación deplorable.» (Pag. 27 y 28,) 

Kn seguida enumera varios hechos para probar la absoluta falta 
de consideración en que era tenido entonces el poder judicial ; la po.s- 
tergacion en la paga de sus sueldos respecto dc las otras clases civiles, 
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la frecuencia 3e los indultos , los estados ficticios de guerra y silio^ 
aludiendo á los declarados donde no había ni sillo ni guerra, y en la 
pag. 37 estam[>a esta terrible verdad. «lt.n materia de gobierno y en- 
actos perjudiciales al bien público no hay uno siquiera de que no de- 
ban ser responsables lega! ó inoralinentc los ininislros; de unos por- 
que ios hayan dispuesto y preparado; de otros porque .sus disposicio- 
nes, su imprevisión ó sn ligereza liaya dado lugar á ellos ; de otros, 
porque los han hecho propios, tolerándolos.» (P¿gs. 3 o hasta la 33 .) 

En la p3g. 36 vuelve el autor al punto capital de la Inamovibllidaií; 
reconoce como necesidad que en los cambios políticos sean retira- 
dos de la escena lodos aquellos funcionarios que infundan recelos pro - 
bables de hostilidad 6 desafección, Inclusos los empleados en la carre- 
ra judicial; que asi se ha hecho en España y en todos los países y en 
lodos los tiempos, y hace al efecto una iijera reseña de los cambios po- 
líticos desde 1808 íiasta el de i 8.55 inclusive. Pero esto, añade, debía 
tener un termino, porque se acababa la materia sobre la cual podía 
recaer la reforma. Este Icrminu se anunció por el Real decreto de 24 
de marzo de i 836 , por el cual se restablecieron reglas para proveer en 
propiedad los empleos de judicatura. 

II En Francia á pesar del cambio político ó revolución de i 83 o no 
se separó .á un solo magistrado; las Cortes constituyentes de Cádiz al 
publicarse la Constitución de 1812, que s.ancionaba espresamente la 
inamovilidad, dieron también un gi’ande ejemplo de cordura, de justi- 
ficación y de respeto hacia los empleados en la carrera judicial. j| 

Desde la pa'g. 38 á la 4 i teuena el autor contra el abuso de hacer á 
Jos jueces agentes del Gobierno en las (dcccioncs. |[ Compartimos en- 
teramente su Opinión y sus sentidas quejas; pero nos abstenemos de 
comparar licmpos con tiempos, y ministerios con ministerios: las con- 
tradiccionts de los hombres no menoscaban la fuerza de la verdad ni 
la firmeza de los principios. |1 

«La inainovibllidad es un dogma le.gal : ha sido conocido y respeta- 
do en España, aun en tiempo del Gobierno absoluto, y en cuatito lo 
permitía la índole de este Gobierno; pero no era antes una disposición 
espresa en la ley fundamental. Concurría también la clrcun.stancia do! 
cambio político. Pase, pues, que los ministros no se considerasen cs- 
Iriclamenie ligados á la observancia del dogma, antes de que se resta- 
bleciese la Constilacion de 1812 en i 3 de agosto de i 836 . Permitimos 
también .alguna lacsltud después de esta época, pues aunque la Consti- 
Ilición restablecida .sancionase el mismo dogma, era por una parte una 
ley provisional y transitoria, como se anunció en el mismo decreto de 
restablecimiento, y por otra se puede decir, que no estaba perfecto y 
consumado el cambio de nuestras instituciones políticos.» 

«Esto «'s todo lo que podemos conceder, y el lector imparrlal no nos 
acusará de cscesivamente ríeidos v severos. Pero todas las razones y 
lodos los pretestos desaparecieron el dia 18 de junio de 1837 con la 
promulgación de la Cfinslitucion nueva. Desde este día fue la inamovi- 
bilidad una ley fund.imenlal del Elsiado. En este día quedó acabado el 
cambio político, si no es que se quiere cambiar la nueva Constitución. 
;Po r qué no se ha observado desde entonces el artículo que establece la 
inamovibilidadi’ ¿Quién ha autorizado al ministerio para esta inobser- 
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Tanda, saspcnsion, ó comoquiera Ibinarsc? To<los los ministros que 
}i:i habiíio <!es«ie entonces ¿lian jurado guardar y hacer guardar la Cons- 
titución? ¿Ijolian cainpUdo? ?SV). » (Pag. 45.) ' 

Kn la pág. 4-6 recuerda el autor ol celebre proyerto de ley sobre las 
calidades, la responsabilidad y la irianiovibilidad de los magistrados y 
jueces: en la 4y combate el Real decreto de 29 de diciembre de i838, 
y dice: «mientras rija la Constitución política de 1 83", no podemos re- 
conoccM' en el Gobierno como legales y constitucionales las facultades 
que se atribuye, y no las porlemos reconocer , ril provi.sionalineritc, 
jii de ningún modo.» 

Sigue impugnando ci diado decreto, yen la pag. 5i repite esta tris- 
te cuanto acreditada rd’ersion: «Considere bien el mini.sterio, que esa 
espada que quiere con.servar empuñada, aunque no ¡>ieüse hacer uso 
de ella , tiene dos fiio.s, y mas pronto ó mas tarde ha de caer en otras 
manos. ,Kl que la maneja entonces será de otro color político , pon[ue 
esta aliernaliva es usual y ordinaria. ¿ Ouc sucederá ? Se liará uso del 
corle de la derecha , y cuando Aonga después otro minislci io , entra- 
rá en ejercido el coric del jado izejuierdo. Hoy se renovará la tercera 
parle (5 la mitad déla magislraíara : mañana bainá otra renovación 
en sentido coiUrai ío : » d autor tiembla al considerar la posibilidad 
de este ca.so y sus fune.st as consecuencias. «Desde i834.se ha estado 
espurgaudo !o personal del r.aino judicial. Jda sobrado mucho tiempo 
para este espurgo. ¿Ha.sta cuándo se lia de esperar ? » 

Kn la pág. ba á la .04. califica de pi'cícsto cí que algunos ball.an 
en el artículo 6.4 de la Constitución , y prueba ron copia de ingenio- 
.sos á la par <|ue sólidos argumentos, que no depende de el en ma- 
nera alguna el 6fi que establece la iiiamovilidad. ¿Querrá decir el ar- 
tículo 64 que no ha de haber individuos en los tribunales y juzgado.s 
liasta que las leyes hayan determinado las calidades que han de tener? 
¿O qué no haya Iribunaie.s hasta que las leyes determinen los que 
ha de haber , su organización , sus facultades y el modo de ejercerlas? 
No. Si pues ha de haber tribiinaies v jueces , es claro que mientras- 
se hacen las nuevas leyes deben resistir los tribunales que ahora ecsis- 
íeii , y que sus individuos serán hábiles si licnen las calidades reque- 
ridas por las leyes vigentes. Si mas adelante se requieren otras, será 
para los magistrados y jueces que se nombren después, porque no se ha 
de dará la ley efecto reíroactivo. Son pues constitucionales ios tri- 
Imnales y juzgados ecsistenies, como lo son larnlúen los individuos que 
los componen para gozar de la inamovilidad con.sograda en el art. 66. 

13! art. 3. * de la Constitución .sobre el dererlio de pelií ion , y el 
7.*^ sobre las garaniías pcrsorialcs , se relieren á la formación de nue- 
A'as leyes, y .sin embargo á nadie lia ocurrido que basta que se hagan 
no deben aquellos estar en observancia como lo están. (>uanJo la 
Constitución se rcíiere á las leyes , .se entiende á las que ecsislian al- 
tiempo de .su promulgación, mientras no sean derogadas por otras 
])osleriores. Ija Coiisl itucioo no quita la fuerza á las leyes ecsistentes 
que no .sean contrarias á la Constitución ini.sma. í^in esta regla se ad- 
mití ria un sistema de completa disolución.» 

H.ebate por último el autor !.i opinión ó prelc.slo de los que dicen 
que hasta que se forme una nueva ley stdvre re.sponsabilidad, no del>cn 
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ser inamovibles los maí^islrados y jueces , porque el priiiciplo de res- 
pnnsabiiídad consignado en el ari. 67 Couslitucion , lo csla 

igaalusenlc en lodos nuestros códigos, cuyas leyes delerininau los 
casos tMi que se incurre y las respectivas penas. 

El autor pregunta ingeniosamente , ¿basta tanto que se haga la 
nueva ley de l esponsabllidad , son ¿i no responsables los magistrados 
Y jueces i’ Claro es que si; ,iy con arreglo á que leyes se ba de hacer cíec- 
lira la responsabilidad ? Es igualmente claro que con arreglo á las 
actuales ;<le lo que rcsullaiuí que estas leyes son buenas para íjuc baya 
desde luego responsabilidad-, y i:o son buenas para que iiaya desde 
luego inamovilidad. 

¡i Hasta aquí el autor citado en su folleto- que mievainente llama- 
mos precioso, y cuya lectura recomendamos , porque ademas de ios 
sanos principios que en el se desenvuelven, puede scrür r.iuebo para 
liaccr conocer el espíritu de la época en que vivimos. 

yVbora nos limitaremos á recordar hechos notorios v consignados 
en Reales órdenes, decretos y espedientes. 

En agosto y setiembre de i835 hubo ur» movimiento, y á princi- 
pios de octubre se mandó de Real orden la formación de un espe- 
diente general en cada Audiencia compren.sivo de lodos los empleados 
cu el ramo judicial , magistrados , jueces , subalternos y proeuradores. 
Nadie se escapó do aquella pesquisa ó purificación general; el juez in- 
formaba de los subalternos de su juzgado; el gobernador civil solía in- 
formar del juez; V ocurrió que por los malos informes del juez er.a- 
separado un escribano, procurador ó alguacil del juzgado , v por los 
del gobernador civil acerca del mismo juez ('ra se[)arado este. 

Hubo todavía mas; se recogieron los títulos á muchos escrib.anos 
sin ser de juzgados, y siendo propietarios de las escribanías. 

En agosto de i836 ocurrió otro movimiento, y en 22 de setiem- 
bre próesimo se espidió por Gracia y Justicia el Real decreto si- 
guiénte: 

«Siimdo urgente proceder á la callfif.acion de los magistrados v 
jueces que deben continuar desempeñando las augustas funciones <!e 
admiióslrar justicia, como de los que Iiayan de ser llamados de nuevo 
a ejercerlas, por medio de un ccs.íinen detenido, iinparcial y circuns- 
pecto, que al paso que de seguridad y consideración al que sea digno 
de ella, sopare de una clase tan importante como Iníbivcnto al que por 
sus antecedentes y conduela no merezca pertenecer á la misma; desean- 
do obraren asunto t.in ileUcadocon el mayor tino, y sin los inconve- 
nientes que se han esperimentado hasta ahora, y preparar asimismo 
Ja Organización del poder judicial para cuando sea d.able hacerla so- 
Rre el principio de la inamovilidad de (¡iic carecen los actuales mogh- 
irados y ¡iteces ^ por no estar nombrados con ¡as form.illdades ccslgidas 
por ia Constitución de la Monarquía, lie venido como Reina Gober- 
nadora, en nombre de mi escelsa Hija, y de acuerdo con t! parecer 
de mi (jonsejo de ministros, en decretar lo siguiente: 

z\rt. i. ° Se form.'ir;í una junta compuesta de cinco sngelos emi- 
nentes en virtud, saber y patriotismo para preparar el arreglo de los 
Jribunales y juzgados del Reino, 

Arl, 2 . Esta junta [irocederá inmcdialauieute á la calificadan d^: 
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|<M inaglstratlos y fiscales del supremo Tribunal de Justicia , de los del 
especial de Ordenes, de los de las Audiencias, y de los jueces y pro- 
inotorcs fiscales de los Juzgados, de primera instancia. A este efecto se 
le pasaran lodos los espedientes que sean conducentes y ccsislan en la 
secretaría de vuestro cargo, pudiendo la junta ampliarlos por medio 
de informes que pedirá á los gefes políticos, diputaciones provinciales, 
ayuntamientos y otras personas déla mayor confianza, quienes de- 
berán evacuarlo sin escusa, y en manera razonada. 

Art. 3. ® La junta reeiblrá ademas las solicitudes y esposído- 
nes de los que aspiren á ser promovidos , repuestos ó empleados de 
nuevo. 

Art. 4- ° A. la mayor brevedad posible se pasarán por la junta ó 
secretaría de Gracia y Justicia catálogos razonados de los sugelos que 
merezcan continuar sirviendo, ser repuestos en sus antiguos destinos, 
separados de los que ocupan, jubilados o trasladados á otros pontos, 
de los que convenga emplear de nuevo, con espresion del destino para 
que .sea á propó.silo cada uno. 

Art. 5. ® En el entretanto, y sin perjuicio de lo que yo resuelva 
coa presencia de los trabajos de la junta, continuareis proponicoílome 
las remociones, jubilaciones, traslaciones, nombramientos y promo- 
ciones interiores que sean conducentes, con todo lo que reclamen las 
necesidades perentoria.s del servicio.» 

Ojalá que para el 1 8 de junio de iSSj en que se publicó la Cons- 
titución se hubiera hecho según e.sfe decreto el arreglo en lo pcr.sonat 
de todos los Tribunales, para que de.sde luego hubiera tenido cumplida 
y perfecta observancia el artículo 66 de la Con.stilucion; y siempre 
habría sido menor mal haber dejado algunos magistrados, cuyos aii- 
lecederilcs políticos no inspirasen entera confianza, quedar el escán- 
dalo de hacer ilusorio un artículo constitucional recien publicado: las 
personas desaparecen; lo.s principios son eternos. 

En setiembre de i84o hubo un pronunciamiento: casi la mitad de 
los magistrados y muchos mas de la mitad de lo.s jueces fuerím lan- 
zados de sus plazas con el título de suspensión, que se convirtió en 
cesantía como la de tatitos otros empleados que se hallaron en el mis- 
mo caso, por la orden de la Regencia de i6 de noviembre que di- 
ce así: 

«Para evitar las dudas á que pudiera dar lugar la cla.slficacioo de 
los empleados separados 6 suspensos por las juntas desde primero de 
setiembre de este año basta que quedaron reducidas á ausiliares del 
Gobierno, la Regencia provi.sionaI del Reino , en nombre de S. M. 
doña Isabel II, se ha servido fijar las reglas siguientes : 

I.® Eos empleados separados ¡>or las Juntas y que tienen derecho 
á cesantía se declaran tales cesantes desde el día en que hayan deja- 
do de desempeñar las funciones propias de sus destinos. 

Eos empleados suspensos por las Juntas con el mismo derecho 
se considerarán también como cesantes desde el dia en que dejaron dé 
servir sus destinos, si no fueren repuestos en ellos; si lo son, no pro- 
ducirá efectos ningunos la suspensión» 

3.® Estas disposiciones se comunicarán á todos las ministerios, para 
que tengan aplicación en todos ios casos que ocamta. » 
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De todos los magistrados suspensos ó separados no sabemos que ha- 
yan sido repuestos sino dos. ^ t • • i j 

I^a misma regencia provisional espidió por Gracia y Justicia el. de- 
creto siguiente declarando la inamovilldad de los magistrados y jueces- 

ESPOSICION. 

«La buena administración de justicia, que protege la seguridad 
personal , la propiedad y otros derechos legítimos, ecsigc esencial^ y 
necesariamente la independencia del poder judicial ; pero jamas cesis— 
tira esta independencia mientras no sean inamovibles los inaglslrados 
y jueces. La Constitución del Estado consagra esta doctrina , y su ar- 
tículo 66 ia establece e.spresamenle. Sin embargo, hasta ahora no ha 
tenido este artículo el cumplimiento debido ni la aplicación práctica 
que requería el respeto á la ley fumlameriial. Cualesquiera que sean 
Jas razones en que esto se haya fundado, todas deben ceder a la mas 
poderosa e irresistible de guardar y hacer que se guarde la Constitu- 
ción. La llcgencia provisional del Lelno, que vé en esto el mejor apo- 
jo para merecer la reputación dcl (xobierno justo y Tcrdaderamenle 
nacional , no retardara una declaración á que la obliga un deber sa- 
grado ; y ya que la conveniencia pública y las dificultades que en otro 
casóse tocarían , la impelen á no volver la vista atrás y á pasar por 
los hechos consumados , adoptará para su tiempo y para lo sucesivo 
la regla inalterable de que no puede prescindir. Por estas considera- 
ciones propongo á su deliberación y aprobación el siguiente proyecto de 

DECRETO. 

La Regencia provisional dcl Reino , en nombre de la Reina dofia 
Isabel II, ba decretado y decreta lo siguiente: 

« Los magistrados y jueces con nombramiento Real en propiedad 
que se hallaban en actual y efectivo ejercicio de sus respectivos empleos 
e! dia 12 del presente mes, y los que sean nombrados en lo siice.s¡vo 
con las mlsTnas calidades, no serán depuestos de sus destinos tempo- 
rales ó perpetuos sino por sentencia ejecutoriada , ni suspendidos si- 
no por auto judicial, ó en virtud de lírden del Pvey , cuando este con 
motivos fundados los mande juzgar por el Tribunal competente, con- 
forme al art. GG de la Constitución.» 1 . endreislo entendido y dispon- 
dréis lo necesario para su cumplimiento. En Valencia á i6 de octubre 
de 1840.— D. Alvaro Rcccrra. 

En el tomo de decretos está equivocada la fecha del aiío, pues di- 
ce: «de i 34 -o : » nótese que se habla de destinos temporales y con 
nombramiento Real en propiedad en el ramo de judicatura. Tenemos 
entendido que la disposición de este decreto no aprovechó a los magis- 
trados separados por las juntas después del 12 de octubre, y que esto 
aconteció en las Audiencias de IMallorca y Rarcelona. 

Parcela que por el decreto de 16 quedaba fijada irrevocablemente 
la inamovilldad de los m.igistrados y jueces; sin embargo, en el niis- 
ino mes se espidió otro decreto del tenor siguiente: 

«La Rema doña Isabel It , que Dios guarde , y en su R:eal nom- 
TOMO V. 
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l»re la Kegenc.ia provisional del Reino, declara ininistros en propiedad 
del supremo Iribunal de Jusllcla,en las plazas que actualmente sir- 
ven , á D. Rarnon Giraldo , I). Miguel Antonio de Zuinalacarregui, 
p. Ramón Macía Lleopart , D. Francisco Verca y Cornejo , D. An- 
tonio González liivadeneira , y D. Deni(HrIo Ortiz. Tcndréislo enten- 
dido y dispoiixlreis lo necesario para su cumplimiento. =Kt duque de 
la Victoria, presidente. =r Fn Palacio á 3» de octubre de i84o. =A 
D. Alvaro Gómez » 

Al decreto que antecede ha precedido la esposicion .siguiente: 
«Para espedir el decreto de i (i de octubre próximo, tnvo la Jcegen- 
cia provisional del Reino en consideración que la mayor parte de los 
inagislrados y jueces con nombramiento Keal que se hallaban en ac- 
tual y efectivo eierclclo en 12 del mismo mes, tenían el concepto de 
interinos por lo dispuesto en el Reai decreto de 22 de setiembre de 
i83G, por lo que resolvieron las Cortes cousliluyenlcs en 21 de di- 
ciembre del mismo ano, y por los términos en que la Corona ha usado 
hasta ahora de la facultad que le concede el articulo 47 de la Consti- 
tución. 

«Dehe cesar este estado transitorio que colocad los individuos en una 
posición eventual é incierta, por lo cual es necesario declarar la pro- 
piedad de sus destinos á todos los que se hallen en aptitud de conti- 
nuar sus servicios con utilidad pública. Asi se llegará á conseguir la 
upUcacion práctica del citado dcci clo de 16 de octubre, y será práctica 
también y positiva la independencia del poder judicial. Fmpezando, 
pues, por los ministros que sirven aclualinenle en el Tribunal supre- 
mo de Justicia, tengo el honor de proponer á la Regencia provisional 
del Iveinoel adjunto decreto. Madrid 3o de octubre de i84o.=Alvaio 
Gómez.» 

En vista de estos dos decretos tan visible y torpemente contradicto- 
rios entre sí, y comparándolos por otra parlo con los buenos princi- 
pios sentados en el folleto, sc'anos permitido repetir lo que con tan jus- 
ta y sentidamenle dice su respetable autor con otro motivo en la pá- 
gina 33: «El corazón del lector palpitará oprimido y angustiado. iNo 
queremos aíügirle mas; fuerte y terrible es la muestra quí presenta- 
mos á sus ojos; t.an fuerte y terrible como verdadera y csacta, porque 
lio es tornada de periódicos, ni de noticias vagas. Resisliinos á la ten- 
tación de enunciar las muchas y tristes reflccsiones que se agolpan á 
nuestra imaginación.» 

De una sola advertencia no podemos prescindir; la esposicion es del 
3o de octubre; el decreto á que se refiere es del i 6 de mismo mes, y 
sin embargo se dice de octubre próesimo. 

Tampoco podemos prescindir de un recuerdo, y es el de la bula de 
26 de abril de i463, que tan poco honor hizo al papa Pió 11, antes 
Eneas Silvio: «haced nías caso, dice en ella, de un soberano pontífice, 
que de un particular; recusad á Eneas Silvio ^ y recibid á Pió II.» 

Mimi.stp.rio de Guacia y Justicia. — S. M. la Reina Gobernadora 
se ha servido dirigirme con fecha de ayer el Real decreto siguiente : 

Habiendo lomado en consideración el proyecto de ordenanzas que 
me habéis presentado para el gobierno interior de las Reales Audicn- 
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pías (le la península é islas adyacentes, he tenido'á bien aprobarlo y 
mandar en nombre (le mi escclsa hija la !\eina doña Isabel H qoe se 
impriman, publiquen y circulen estas ordenanzas á las mismas 
díencias y demás á quienes corresponda, para su punlual ejecución y 
observancia. Tendreislo entendido y dispondréis su cuinp!imicnto.= 
Está rubricado de la Real niano.=En el Pardo á 19 de diciembre de 
i835.=:A don Alvaro Gómez Becerra. 

Las ordenanzas á que se refiere el precedcnlo Real decreto, son del 
tenor siguiente : 


PAftA TODAS liAÍ AUDIENCIAS DE LA PENINSULA E ISLAS ADYACENTES. 

TITITIjO primero. 

Re la» Ancaieneiaii j de salas . j de los magi»* 

ti'adoM Y Hiibaltei'iBos en general* 

CAPITULO PRIMERO. 

Délas ^udiencicis'. da su territorio ^ residencia y facultades', del immero 
de magistrados y de salas que aquellas delten tener respectiva- 
mente : de su tratamiento , y del lugar que han de ocupar en ¡os actos 
públicos. 

Artículo Las reales Audiencias, Incluso el Consejo de Navarra, 
son en todo el reino los tribunales superiores de su respectivo territo- 
rio, y cada una residirá en la capital del suyo, en aquellos edificios 
actualmente destinados ó qne el gobierno destinase para ello. Todas 
llevarán el nombre de la capital respectiva; esceplo las Audiencias de 
Mallorca y Canarias y el espresado Real Consejo, cuya residencia será 
sin embargo como hasta ahora en Palma de Mallorca, la ciudad de la 
Palma, y Pamplona. 

Arl. 3 .^ El territorio de cada una de las Audiencias de la Penín- 
sula e' Islas adyacentes es el que se espresa á continuación. 

De la de Madrid : las provincias de Avila, Guadalajara, Madrid, Se- 
govia y To!edo,:-=De la de Albacete: las provincias de Albacete, Ciu- 
dad-Real, Cuenca y Murcia =De la de Barcelona : las provincias de 
Barcelona, Gerona, LeVida y Tarragona. =De la de Burgos: las pro- 
vincias de Alava, Burgos, Guipúzcoa, Logroño, Santander , Soria y 
Vizcaya.=De la de Cáceres : la.s provincias de Badajoz y de Cáceres.= 
De la de Canarias: las islas de su nombre. =De la de la Coruña: las 
provincias de la Coruña, JjUgo, Orense y Pontevedra. =De la de Gra- 
nada: las provincias de Almería, (rranada, Jaén y Málaga.=De la de 
Mallorca : las de las islas Baleares.=Del Consejo l\ea! de Navarra: la 
provincia de su nombre.=De la de Oviedo: la provincia de su nom- 
bre.=De la de Sevilla : las de Cádiz, Cíirdoba , Huelva y Sevilla =r=De 
la de Valencia: las de Alicante , Castellón de la Plana y Valencia,= 
De la de Valladolid: las de León, Palentía, Salamanca, Valladolid y 
Zamora. — Y de la de Zaragoza: las de Huesca, Teruel y Zaragoza. 
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Art. 3.® Las facattades y atribuciones de las Audiencias son las que 
le señala el Reglamento provisional de 26 de setiembre de i835 ; perú 
aunque entre estos tribunales hay la igualdad é independencia que por 
el misnao se declara, la l\eal Audiencia de Madrid por razón del mayor 
sueldo que disfrutan sus magistrados, será de ascenso para todas las 
demas. 

Art. 4.® La Audiencia de Madrid se compone de un regente, trece 
ministros y dos fiscales, y formará dos salas ordinarias para lo civil con 
cuatro ministros cada una , y otra para lo criminal con cinco. 

Las Audiencias de Barcelona, Corana, Granada, Sevilla, Valencia, 
Valladolid y Zaragoza se componen cada una de un regente, doce mi- 
nistros y dos fiscales, y deberán formar una sala ordinaria para lo 
criminal con cinco ministros , y dos para lo civil, la una con cuatro y 
la otra con tres. 

Las Audiencias de Albacete, Burgos y Cáceres, y Consejo Real de 
Navarra, se componen cada una de un regente y nueve ministros, con 
dos fiscales las dos primeras, y uno las otras dos, y todas ellas deben 
formar una sala ordinaria para lo civil con cuatro mini.stros, y otra 
para lo criminal con cinco. 

Las Audiencias de Canarias, Mallorca y Oviedo, se componen de 
un regente, seis ministros y un fiscal cada una, y formarán dos salas 
ordinarias de á tres ministros , una para lo civil y otra para lo cri- 
minal. 

£n cuanto á la formación anual de las salas ordinarias, y á la de 
las estraordinarias en .su caso, se observará lo prescrito en el citado re- 
glamento y en el art. 24- 

Art. 5.® Todas las Audiencias, y cada una de sus salas en cuerpo, 
tendrán el tratamiento de Escelencia-, y los regentes, ministros y fisca- 
les en particular el de Señoría. 

6.® Cuando alguna Audiencia reunida hubiere de concurrirá cual- 
quier acto público en virtud de Pteal orden, ocupará el lugar que S. M. 
se digne señalarle. 

Real orden espedida por el Ministerio de Gracia y Justicia en 16 de fe- 
brero de i836, determinando el modo , tiempos y demas de recibir Cor- 
te las autoridades de las provincias. 

«Las frecuentes contestaciones y etiquetas que de muy antiguo se 
han suscitado en las provincias entre sus diferentes autoridades sobre 
la celebración y concurrencia á la ceremonia llamada de Corle en cier- 
tos dias de gala, y acerca de la precedencia y lugar que debe ocupar ca- 
da una de ellas cuando concurren varias á algún acto público religio- 
so ó de cualquiera otra naturaleza, han llamado la atención del go- 
bierno; y á fin de hacer cesar todo motivo de contestación en esta par- 
te, considerando que dicha ceremonia no es mas que una representa- 
ción dcl acta del mismo nombre, ó del llamado de besamanos en que 
los Reyes reciben en semejantes días, ó por acontecimientos gratos á la 
nación, las felicitaciones y votos de todos los cuerpos, autoridades y 
personas de distinción, que residen cerca de su gobierno; y deseando 
por lo mismo que se le asemeje lo mas posible y que tenga toda la 
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importancia y grandeza que corresponde, se ha servido mandar S. IVJ. 
la reina Gobernadora , conformándose con el parecer del Consejo de 
seiiores Ministros. 

Que en cada cabeza de provincia ó pueblo de consideración de 
la Península é Islas adyacentes en que se haya practicado hasta aquí 
la ceremonia ó recepción de corle ó besamanos en dichos dias, no se 
celebre mas que un solo acto de esta naturaleza , cesando el particular 
que cada gefe de los diferentes ramos de la administración pública 
haya acostumbrado á tener. 

Que el capitán general de la provincia , propietario ó interino 
con real nombramiento, ó en su defecto el segundo cabo, igualmente 
propietario ó interino con el propio real nombramiento, y en su caso 
los generales de la real armada que obtengan con las mismas circuns- 
tancias empleos equivalentes á aquellos, reciban la corte, siempre que 
se celebre este acto en el pueblo de su distrito en que se hallaren. 

3. ® Que en Jos demas casos se verifique dicha ceremonia en la ha- 
bitación de la autoridad que ejerza esta en una mayor ostensión de 
territorio, ya sea militar, judicial, política, ó corresponda á cualquier 
otro ramo de la administración pública , siempre que tenga real nom- 
bramiento para servir su empleo en propiedad ó en comisión. 

4- ® Que cuando sea la misma la estension del territorio en que 
lás autoridades ejerzan sus funcione.s, reciba la corte aquella que sea 
mas antigua en el ejercicio de su empleo en el punto de su resi- 
dencia. 

5. ® Que concurran á dicha ceremonia y i la hora que de ante- 
mano señalare la autoridad que ha de presidirla, los empleados de to- 
das clases, llevando á su frente su respectivo gefe. 

6, ® Que en los pueblos en que reside real Audiencia, concurra 
esta en cuerpo, y sea recibida ante lodo y con separación de los de- 
mas gefes y empleados en la administración pública. 

7* ® Que en cuanto á ia precedencia y lugar que hayan de ocupar 
la autoridades en los actos públicos religiosos ó de cualquiera otra 
naturaleza á que concurran, se observe lo prevenido en los cuatro artí- 
culos primeros, sin perjuicio de la inspección y vigilancia que debe 
ejercer la autoridad política para la conservación del buen orden. 

CAPITULO II. 

De la puntual asistencia- diaria de los magistrados y subalternos ds las 
Audiencias: de las demas obligaciones y de los disfrutes comunes á unos 
y otros^ y de la incompatibilidad de la magistratura con otros encargos. 

8.® El regente , los demas magistrados y los subalternos de las /Vu- 
dienclas concurrirán siempre á ellas con el trage de ceremonia, y unos 
y otros, escepto los fiscales y los agentes fiscales, deberán tener la ma- 
yor puntualidad y esaclitud en su asistencia al Tribunal todos los dias 
que deba reunirse y por todo el tiempo que corresponda; sin que nin- 
guno de ellos pueda dejar de concurrir , como no sea por enfermedad 
ú otro legítimo impedimento, en cuyo caso deberán escusarse avisán- 
dolo al que presida la Audientúa. Tampoco podrá ninguno separarse de 
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ella antes tle la hora <1e salida, sin especial permiso Je dicho Presi- 
dente. ( V^c'anse arl.s. iG, "6, 170 y ao^). 

9. ^ Los ÍVegentes no podrán ausentarse del puehló donde rc.sida la 
Audiencia respectiva sino con justa y Gastante causa , y por un Ic'rinino 
que no páse de if> días, dando cuenta al gobierno si escediese de 8, y avi- 
sándolo previamente á aquella en cualquier caso. Para ausencia de ma- 
yor duración necc.silarán pedir y obtener Real permiso. 

Los ministros y los fiscales, y lo mismo los subaherno.s no podrán 
tampoco ausentarse de dicho pueblo .sin Real licencia, escepluando el 
raso que se previene por el artículo 70. Pero ni aun con real licencia 
ni por promoción, ni por ningún otro motivo podrán nunca ausentarse 
los magistrados, incluso el llegente, sin dejar votados los pleitos que tu- 
vieren vistos, esceptü el caso de haberse concedido licencia para escri- 
bir en derecho. (Vease dicho artículo 7G; y el 84. dcl Reglamento.) 

II La ley 2b, tít lih. S." de la Novís. Reenp. dice: no se de po- 
sesión á los promovidos de un tribunal á otro, sin presentar testimo- 
nio de tener votados todos los pleitos que hubieren visto, habiendo si- 
do ya informados. || 

10. Los magistrados de las Audiencias recibirán con cortesía y afa- 
bilidad á las personas qüc tuvieren que verlos con motivo de sus plcito.s 
ó causas: y los presidentes de sala oirán las quejas que por ellas se Ies 
diere sobre retardaciones ú otras cosas que merezcan providencia, y lo- 
marán la que estuviere en sus facultades, b darán cuenta á la sala res- 
jiccliva cuando el ca.so lo requiera. (Véase el artículo 77 y la ley 4.* 
lít. II, lib- 5 .® de la Novís. Recop.) 

11. Todos los subalternos, especialmente los relatores, el secreta- 
rio y los demas escribanos de Cámara, deberán también tratar con la 
corrc.spondlente urbanidad y decoro á cuantos tengan precisión de en- 
tenderse con ellos por razón de sus oficios; y procurarán despachar á 
todos con la mayor prontitud posible, sin posponer á los que no deban 
p.agar derechos. (Véase la ley 4 -* citada en el artículo anterior.) 

12. Los regentes, ministros y fiscales de las mismas Audiencias, 
no podrán tener comisión ni encargo alguno capaz de distraerlos deí 
cumplimiento de sus obligaciones, ni otra ocupación qne la del prefe- 
rente desempeño de su instituto en el despacho de los negocios del 
Tribunal respectivo ; salva la de concurrir á las Cortes del Reino 
cuando fueren elegidos para ellas, y la facultad del Gobierno para en- 
cargarles siempre que lo e.slirne algún servicio que cstraordinaria- 
mcnle puedan prestar al Lslado. (Vease el artículo i. ® dcl Regla- 
mento.) 

CAPITULO III. 

De la reunión diaria de las Audlenrlas en Tribunal pleno ^ con uarias dis- 
posiciones comunes ú este y á las salas. 

12. El primer dia h:\bil de cada año se hará la apertura, solemne 
de la Audiencia , reuniéndose á puerta abierta en una de las salas deí 
Tribunal todos sus magistrados , con precisa asistencia de todo.s los 
sQhaUcrno.s; y después de leerse por el secretario de él los capítulos i.®, 
3 .®, 4 -^ y del lieghimento proíu'sionalá& 26 de setiembre de i 835 y 
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«las Ordenanzas , ó las que en adelante rigieren , pronunciará 6 IeerÍ . 

el regente un discurso sobre la administración de justicia , recomen- 
dando á unos y otros el cabal cumpUmlento de sus respectivas obliga- 
ciones. (Véase art. 190.) . . 

13. Eo los demas dias no feriados se reunirán el regente y to- 
dos los ministros en la Audiencia á la hora que el mismo regente y 
ella señalen , según la estación y el clima , y despacharán las tres hój 
ras de asistencia que se acostumbran, las cuales se estenderán li^sf.'t 
otra mas, si habiendo vista ú otro negocio empézado se pudiese con- 
cluir dentro de este tiempo; todo sin perjuicio de prolongarlo cuanto 
fuere posible al prudente juicio del que presida , siempre que lo éesi- 
gierc la importancia de los asuntos , y salvo también lo dispuesto por 
el art. 63 de áicho Reglamento provisional, acerca del despacho de cau- 
sas criminales. (Véanse loí artículos 63 y 80 dcl Reglamento.) 

14. A la hora precisa en que deba abrirse la Audiencia, todos los 
inagistrado.s se juntarán con el regente en qb’ibunal pleno en alguna 
de sus salas para oír las órdenes superiores y los oficios que se hayaii 
comunicado á la Audiencia en cuerpo , ó tratar de los negocios que 
requieran el acuerdo de todos sus ministros; y concluido este despacho, 
se separarán las salas. 

Real orden comunicada por el ministerio de Gracia y Justicia en 3 de 
enero de 1839, mtimlando que los acuerdos se celebren en horas es-^ 
traordinariüs, 

"Por el art. 8/^ del Reglamento del supremo Tribunal de Justi- 
cia y el 1 4 de las Ordenanzas de las Audiencias está mandado, que 
uno y otras celebren diariamente sus acuerdos antes de verificarse la 
separación de las, salas; resultando de aquí , como lo ha e.spuesto al- 
gún tribunal, que si los asuntos que deben tratarse son graves ó com- 
plicados , tardan los ministros en separarse á su respectiva sala , y 
por necesidad las horas prefijadas para el despacho de [tieilos se alte- 
ran ó difieren con notable di.spcmlio de tiempo en lodos los que con- 
curren á la administración de justicia. Por tanto, S. M. la Reina Go- 
bernadora se ha dignado resolver, que el supremo Tribunal de Justi- 
cia y las Audiencias celebren .sus acuerdos , y lo propio la.s oposicio- 
nes á relatorías y escribanías de Cámara y recibimientos de abogados, 
á horas eslraordlnarias , en términos que de ninguna manera se alte- 
ren ni retarden las prefijadas para el despacho de pleitos : quedando 
en su consecuencia reducida la disposición de los citados artículos 8.® 
y i4, áqiie el presidente , regente y ministros se reúnan á la hora 
designada para el arreglo del despacho y formación de .salas , separán- 
dose en seguida.'* || 

i5. De todos los asuntos del Tribunal pleno dará cuenta el secre- 
tario de éste, ó el relator mas antiguo de lo civil en su caso ; y dicho 
secretario instruirá los espedientes de ellos cuando se formen. Pero si 

ocurries.e algún negocio que ec.sija mucha reserva, dará cuenta y lo 

instruirá el ministro mas moderno haciendo de secretario. 

iG. La.s recusaciones de los ministros.se harán ante la sala que 

conozca de pleito ó causa respectiva ; pero la sala , con suspensión de 
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la vista sobre lo principal hasta la determinación de aquellaá, ías pa-i 
sará al Tribunal pleno , para que en di se instruyan y resuelvan con 
arreglo á las leyes. 

17. Todos los ministros, por turno riguroso, despacharán la se- 
manería de Audiencia plena, y lo mismo harán los de cada sala res- 
pectivamente, salvo lo que se prescribe en el art. 80. El ministro se- 
manero deberá reconocer y rubricar todas las providencias que el 
Tribunal 6 la sala acuerda, así por ante relator como por ante es- 
cribano de cámara, cuando no sean de las que requieran la rúbrica ó 
la firma de todos los jueces. (Vcanselos artículos 3o y 3g.) 

18. Todos los magistrados de las Audiencias estarán en su Tri- 
bunal con la mayor compostura y decoro, prestando toda su atención á 
los negocios de que se diere cuenta, no interrumpiendo á los abosíados, 
relatores y escribanos de cámara en sus discursos y relaciones; salva la 
facultad de los presidentes de sala para hacerlo cuando liava justo mo- 
tivo; tratándolos á todos con la consideración debida á sus cargos, y 
guardando en las deliberaciones interiores el comedimiento y la urba- 
nidad que el carácter y el respeto de ellos mismos requieren. El que 
presida la sala celará eficazmente el cumplimiento de este artículo. 
( Véanse el art. a 3 y el 19 del Reglamento.) 

19. Eas votaciones de los negocios se harán siempre empezando 
por el ministro mas moderno, y siguiendo el orden de antigüedad hasta 
el regente ó quien presida, sin interrumpirse ai que votare en su lu- 
gar; de todo lo cual cuidará también el presidente. 

En cuanto á lo demas respectivo á las votaciones y al número de 
votos conforme que se necesita para constituir resolución, deberá es- 
tarse á lo dispuesto en el citado Reglamento de 26 de setiembre de 
1835. (Véanse la ley 2, lít. 7, lib. 4 ' ® » y la 4 », tít. i, lib. 5 . ° de la 
Novís. Recop.) 

20. Asi páralos negocios de Audiencia plena, como en cada una 
de las salas para los suyos , habrá dos libros reservados que se cus- 
todiarán bajo Ibive de! que respectivamente presida ; el uno para que 
el ministro mas moderno escriba las acordadas que se hicieren para 
los jueces inferiores y que convenga reservar , y el otro para que los 
ministros que quieran salvar sus votos particulares puedan hacerlo en 
él , con tal que dentro de veinte y cuatro horas de haberlos dado los 
escriban de su letra , sin fundarlos y firm.ándolos ; pero no por esto 
podrá ninguno ncg.arsc á firmar cuando le corresponda lo que resul- 
tare acordado por la mayoría , aunque él haya sido de opinión con- 
traria. (Véanse los artículos 34 Y i 4 *^-) 

21. En las consultas ó informes que evacúe la Audiencia plena 6 
algunas de las salas, se insertarán, sin refutarlos, los votos particulares 
de los ministros que disientan, los cuales para este fin deberán pre- 
sentarlos estendidos con los fúndamcnios en que los apoyen. 

También se insertarán á la letra los dictámenes fiscales, ó se acom- 
pañará copia de ellos cuando los hubiere. (Véase el art. 86 del Re- 
glamento. 

32. Eos pLcales despachos, ejecutorias o provisiones que de cual- 
quier modo espida cada Audiencia, se entenderán con arreglo á las le- 
yes y á la práctica observada, y deb^íráa ir siempre firmados por el 
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regente , por e! semanero, y por otros dos ministros. ( Ve'áse el arlí-^ 
culo 86.) 


CAPITULO IV. 

Del orden interior en las salas, y del repartimiento de negocios á cada 
una de ellas. 

a 3 . Separadas las salas despaes de la audiencia plena, asistirá el 
regente á la que mejor estime, sea ordinaria ó cstraordinaria ; y en 
aquella á que e'l no asista , presidirá el ministro mas antiguo. El que 
presida la sala hará guardar en ella el orden dehido , y será el único 
que lleve la palabra en estrados. (Ve'anse los arts. 18 y 85.^ 

Las respectivas salas ordinarias se formarán cada ano de la 
manera que prescribe á su final el articnlo 6i de dicho Reglamento 
de 26 de setiembre de i835 : y donde por ser desigual el número de 
los ministros de las salas, no puedan todos pasar de unas á otras, cada 
año se observará el orden siguiente. ¡| Véase el art. 61 ya citado, el Real 
decreto de la de marzo de i836, y la real orden de 5 de noviembre 
de 1839, que ya quedan insertas al tratar de dicho artículo del Re- 
glamento. II 

En la Audiencia de Madrid y en las de nueve ministros todos ellos 
pasarán anualmente de sala en sala con arreglo á dicho artículo , es- 
cepto el mas moderno , el cual permanecerá siempre en la del crimen 
hasta que entre otro ministro á quien deba preceder. 

En las Audiencias de doce ministros se hará este turno conforme á 
la tabla que sigue: 

I.® sala civil. a,® ídem. Sala del crimen- 


PRIMEñ ANO. 


SEGUNDO ANO.< 


TERCER ANO. 


TOMO V. 



3.0 

3 .® 

i 

5.0 

6.® 

7". 

8.0 

9 " 

10.» 


II.® 

L 


12.® 

3.0 

I.® 

2.® 

6« 


5 .® 

9 -^ 

7“ 

8.® 


10.® 

II.® 



12.® 


3 .® 

I.® 

1 

6.® 

4." 

8.® 


7 -" 

II.® 


IO.“ 



12.® 

los negocios de la atribución de las Audiencias que 

il tribunal pleno 

, se repartirán por turno 

riguroso 
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tes de su primer ingreso en las salase los criminales entre los e.scriha- 
nos de cámara del crimen, y los civiles entre los destinados para elloí 
suMIvidle'ndose aquellos en las clases ó turnos que apruebe la Audien- 
cia. í Veanse los arts. 88, 128 y 162.) 

a6. Todos los días de Audiencia, inedia bora antes de empezarse 
el despacho , se hará el reparlirniento de los negocios que hubieren 
ocurrido de nuevo, y los que después se presentaren se repartirán 
concluido aquel. (Véase el art. 129.) 

CAPITULO V. 

Del despacho de negocios por las salas fuera de las distas y revistas. 

i’j. Cada sala principiará por el despacho de susfandacion , dán- 
dose cuenta primero por los escribanos de cámara , y después por lo.s 
relatores, los cuales deberán despachar por el orden de su antigüedad: 
y todo se despachará precisamente en audiencia pública, escepto las 
causas que estén en sumario, y aquellas en que á juicio de la sala se 
oponga la decencia á la publicidad. 

K especio al número de ministros necesario para el despacho de siis- 
tandacion y dem.as providencias inlerlocutorias, se observará lo dis- 
puesto en el art. 74 del citado Reglamento de 26 de setiembre de * 835 . 
(Vacase el art. 82 y el 10 del Reglamento.) 

28. Lo.s autos de sustanciadon los dará el presidente de la sala, 
consultando en voz baja la opinión de los demas ministros en caso de 
duda; pero si alguno de estos le indicare que se provea el auto por vo- 
tación , deberá ejecutarse así, dejándose aquel negocio para después. 

Los autos que diere en público el presidente de sala , tendrán I.a 
misma fuerza que si se hubiesen proveído por votación , á no ser que 
en el acto los reclamare algún otro ministro de los que compongan la 
■s.ala. 

29. A última hora los relatores y los escribanos de cámara ten- 
drán eslendidos y prontos los autos y las provisiones que hubieren de 
rubricarse o firmarse cuando llame el presidente de sala. 

3 0. Las providencias de mera suslanciacion , para las cuales, con- 
forme al art. y 4 de diclio Reglamento de 26 de setiembre, basta que 
concurran dos ministros, se rubricarán por solo el semanero, el cual 
deberá reconocerlas antes, ya sea por relator, ya por escribano de cá- 
mara. "J'ndas las demas deberán ser rubricadas por todos los ministros 
que compongan la sala al tiempo de acordarla.s. (Veanse los artículos 
17 y lob.) 

31. K1 primer día hábil de cada semana se hará en todas las salas 
donde pendan ncg(»cios elimínales un alarde ó revista de ellos; y si 
resultare algún atraso ó entorpecimiento, ó alguna falta que deba re- 
mediarse, proveerá la sala en el acto lo que sea mas conducente. 

Igual alarde se hará cada mes de los negocios civiles pendientes en 
la.s salas, y cada quince dias de los criminales que lo estuvieren en los 
juzgados de primera instancia, .según las noticias dé que se trata en el 
artículo 46. (Véanse los artículos i *3 y 127 ) 
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.seuüluntiei)/ o y ile pinitos y CíHisas 

32 . La vista íle todo pleito ó causa dclicrít sor tamblcn noco.s.a' 
riaineiile (mi audlonda pdbÜca, o.sccplo cuantío á juicio de la sala ocsija 
la decencia <jiio el negocio so vea .á puerta cerrada; pero aun en este 
easo podrán' siempre asistir los iiitercsado.s y sus defensores. 

Ib'ira la vista <le totio asunto se señalara día, con uno ó ma.s de an- 
ticipación; V cuando el negocio fuere largo, se hará para el día determi- 
nado y siguientes. (Vea.se el artículo 27.) 

33 . Ijo.s relatores deberán pre.sentar sin distinción alguna lascau.sa» 
y pleitos para el .señalamiento por el orden de las fecbas en que estos 
se hallaren en estailo de vista; pero las causa.s cr¡mlnaie.s serán siem- 
pre preferida.s á lo.s negocios elviles, y entre cdlas se dará el primer lu- 
gar á fas de los presos. Entre los pleitos civiles se dará la preferencia 
á Jos que por las leyes deban tenerla, y á los que la sala estime mas 
urgenle.s. (Véanse los arlícufos .^3 y 206) 

34. En cada .sala deberá haber ademas de los libro.s prevenidos en 
el artículo 2c, otro para los señalamiento.s, en el cual el ministro se- 
manero escribirá los que .se liagan, indícandti ci negocio , con e.spresion 
de las partes y del relator re.speclivo ; y los escribanos de cámara lo.s 
anotarán en cada proce.so. 

Los señalamientos se notificarán en el mismo día de su fecha á los 
procuradores de las partes, y al fiscal cuando corre.sponda ,, pasándose 
á este por el escribano una nota firmada y espresiva del negocio y del 
día señalado. { Vacase el art. 20- ya citado.) 

35 . Si á petición de alguna de las partes, ó por al.gun impedimento, 
acordare la sala que se suspenda la vista ya señalada, trasladándola á 
otro día determinado, se notificará también en el nii.smo de! acuerdo á 
los procuradores y al íi.scal, cu su caso; .se anotará así en el libro de se- 
ñalamientos, y no se perjudicará al relator en el turno qnc pierda por 
la suspensión. Pero si indefinidamente se su.spendiere la vista de un ne- 
gocio ya señalado, no se podrá verlo de.spne.s, sin que preceda nuevo 
.señalamiento con las mismas formalidades pre.scrílas en los cuatro ar- 
tículos anteriores. (V case el art. qo.) 

36 . Siempre que en una sala se necesiten mas ministros para ver 
algún negocio, el que presida lo avisará a! regento, el cual hará que 
pa.sen á ella los mas modernos de las otras. 

37. En cuanto a! número de ministros necesai ío.s para las vistas 
y .sentencias, y al termino en que deben darse estas úlíima.s , se guar- 
dará lo dbspuesto por el mencionado ling/u mentó de 26 de setiembre de 
i 835 ; y cuando para completar dicho número tuvieren qnc concur- 
rir á alguna .sala jueces de primera instancia ú otros letrados, ocupará 
el asiento inmediato después del ininisiro ma.s moderno y del fiscal si 
a.sistiere, precediendo lo.s jueces á los simples letrados, y guardando 
unos y otros entre sí el orden de antigüedad, si fueren dos ó ma.s. 
(Véa.seel art. 76 del Reglamento) 

38 . El magistrado que por enfermedad ú otro legítimo impedí- 
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Tnenlo luviere que dar su voto por escrito, deberá remitirlo firmado, 
cerrado y rubricado sobre el lacre ú oblea, al presidente de la sala res- 
pectiva, por medio del relator del pleito: y abierto y leido el voto al 
tiempo de acordarse la determinación, lo quemará á presencia de la 
sala el ministro semanero ; y el que presida , después de firmar ó ru- 
bricar con los demas la providencia, anotará de su letra á continua- 
ción quien voló por escrito, rubricándolo también. 

3^. Las sentencias definitivas , después de firmadas por todos los 
magistrados que hayan concurrido á la vista, se publicarán en la .sala 
originaria, leyéndolas el ministro semanero, y hallándose presente el 
escribano de cámara del pleito ó causa respectiva, para autorizar la 
publicación. (Véase el artículo 17 .) 

CAPITULO VII. 

De las discordias. 

40. Las discordias que hubiere en alguna sala, se dirimirán por 
los ministros mas modernos de las otras alternativamente; pero si hu- 
biere ministros de la dotación de la sala en que se haya hecho la dis- 
cordia, y que no hayan visto el negocio discordado, serán preferidos. 
(Véase el artículo 17 , y el 83 del Reglamento.) 

Las discordias entre dos ó tres ministros, serán dirimidas por dos, 
y las que ocurran entre cuatro ó mas, por tres; pero á falta de sufi- 
ciente número de ministros, Lien los podrá dirimir uno solo, siempre 
que quepU decidirlas con un solo voto mas. (Véase artículo 74 del 
reglamento) 

41. No se procederá á la vista de ninguna discordia sin que pasán- 
dose recado á ios discordantes, contesten que persisten en ella. 

42 . Para la determinación de las discordias, se juntarán en la sa- 
la originaria discord.antes y dirimentes, y los primeros votarán antes 
por su orden ; pero si se conformaren en bastante número para for- 
mar resolución, antes de votar los dirimentes, dejarán estos de hacerlo, 
y aquella resolución valdrá como si no liuhiese habido tal discordia. 

( V^éase la ley 43, *it. i , libro 5. ® de la Novís. Recop. ) 

43 . Los señalamientos de las discordias se harán por el regente; 
para lo cual deberá avisarle desde luego el relator, sin necesidad de 
que las partes lo pidan. (Véase cl art. 33.) 

Estos .señalamientos se anotarán en el libro de la sala originaría, 
de la misma manera que los demas. 

4-|. Ni el relator, ni el escribano de cámara, ni otro curial que 
intervenga en la discordia, devengará aumento de derechos por las di- 
laciones que haya en la vista de ella. 

CAPITULO VIIL 

De las listas y estados í/ne se deben ecsigir á los jueces inferiores acer- 
ca'^lc los negocios j en eci dos., y de las causas criminales pendientes. 

4á. Para que las Audiencias puedan cumplir puntualmente la ohli- 
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pación qnc Ies impone el arli'calo 85 <lel reglamento provisional de afr 
de scliembre de i 835 , harán que todos los jueces de primera instan- 
cia de su rcspeclivo territorio Ies remitan en los i 5 primeros dias 
de cada ano una lista de las causas civiles y criminales que en el 
precedente se hubieren fenecido en cada juzgado y ante los alcaldes 
de su partido judicial, con distinción de clases, según los formularios 
que prescriba el supremo Tribunal de España é Indias, comprendien- 
do las que por conciliación, compromiso, juicio verbal ó de cualquier 
otro modo se hubieren terminado. Y en lodo el mes sobredicho, á 
mas tardar , cada Audiencia deberá remitir al Tribunal supremo en 
la propia forma los estados generales de las causas y pleitos fenecidos 
ante ella, yen todos los juzgados y partidos de su demarcación. (Ve'a- 
se el art. ayj , y las Reales órdenes de 20 de diciembre de i 838 v 20 
de enero de 184^1 , que ya quedan insertas anteriormente en su lugar 
respectivo.) 

46. Al mismo efecto, y para promover la administración de jiis- 
lícia, liaran también las /Vudiencias que todos los jueces de primera 
instancia de su territorio les remitan puntualmente cada quince dias 
listas d estados de las causas criminales pendientes en sus juzgados res- 
pectivos, con esprcslon: i." de los nombres de los procesados, y espe- 
cificación lie los que se hallaren presos ó arrestados en cárcel, en su 
casa, en pueblo y arrabales, ó sueltos bajo fianza, ó prófugos, indi- 
cándose las diligencias practicadas para conseguir la captura de e.stos: 
2. ® de lo.s delitos porque se proceda : 3 . ® del dia en que se empezó la 
causa: 4 - ® del estado en que.se baile; Y 5 . ° de los motivos que haya 
habido para no haberse adelantado mas en su prosecución. 

47. Ea.s listas 6 estados de que trata el precedente articulo, ade- 
mas de servir para completar las que cada cuatro meses deben remi- 
tir las Audiencias al Tribunal supremo, se pasarán á los fiscales por 
turno para que las cesaminen, ó se distribuirán á este íin entre todos 
los ministros de la sala del crimen ; la cual, si se advirtieren dilaclone.s, 
abusos ú otros defectos notables , acordará las providencias oportunas 
para remediarlos y corregirlos en uso de sus facultades. 

48. Los artículos 45 y 4 ^ se comunicarán y recordarán oportuna- 
mente á los jueces de primera instancia por el regente de la Audiencia 
respectiva, el cual por su parle, y la sala del crimen por la suya, 
vigilarán con el mayor celo su esacta observancia , así corno la del ar- 
tículo anterior ; y la esprc.sada sala, siempre que por sí, ó por aviso 
del regente, notare alguna falta, tomará las providencias mas eficaces 
para hacer cumplir iiimcdiatameiile lo mandado, y evitar nuevos de- 
fectos. 

CAPITULO IX 

De las risitas generales y semanales de otU celes. 

49. Para que las Audiencias ejecuten las visitas generales de c.ir- 
ccles cuando y en la forma que prescribe el artículo 17 del Reglamento 
provisional de 26 de setiembre de i 835 , el regente, con la debida an- 
ticipación, señalará la hora, dando conocimiento de ella á lodos los 
ministros y fiscales, y lomará con tiempo las di.sposiciones oportunas 
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para qnn concurran cuanlos deban ijacerlo, v para que se presente todc» 
lo necesario. (Vease el arl. i5 y sigiiienles del IVcglaiuenlo y las I\ea- 
les órdenes allí insertas.) 

r>o. Los escribanos de los juzgados de primera instancia que ten- 
gan causas de presos <|uc deban visitarse por la Audiencia, pasara'n i 
la escribanía de cámara n>as anlit'ua del crimen , dos días antes de la 
visita general, una relárion esacla de lasque pend.in anie cada uno, 
con espresion délos nombres y domicilio de los preso.s , del tiempo de 
su prisión , de si se hallan ó no incomunicados por orden del juez, de 
los delitos .sobre que se proceda , y del estado de las mismas causas. 

br. Con inclusión de estas relaciones , y poniéndose de acuonln 
con lo.s demás escribanos de cámara del crimen de la Audiencia , cl 
mas antiguo de ellos formará y pasará al regente cl día antes de la 
visita general una lisia igualmente csacta y espresivn de todas las cau- 
cas de presos pendientes en el Tribunal superior, jf Ahora será c! escrí- 
Jjanomas antiguo sin distinción <!e ramos. ¡1 

ÍÍ 2 . IjOs alcaldes de las cárceles y los encargados de cualesquiera 
í)tros sitios en que bava presos del fuero ordinario , deberán también 
pasar al regente de la Audiencia, dos días antes de la visita general, 
*'una lista esacla de lodos los presos que cada uno tuviere á su cargo, 
con espresion de su nombre y domicilio, del día do su entrada en la 
cticel , y de si se bailan ó no en comunicación. 

.13. El día antes de ia visita general se reunirán en Tribunal pleno 
cl regente v lodos los ministros y fiscales; ecsaminarán las listas que 
se liubiercn pasado con arreglo á lo.s tres artículos precedentes; dis- 
pondr.ln lo que convenga, .si algo faltare , para que todo esté corrien- 
te al otro dia ; y oidos los fiscales , acordarán respecto á cada una de 
las cau.sas de que puedan instruirse 6 en que no tengan duda , las pro- 
videncias quede.spucs hayan de darse púb'icamenle en la visita , para 
evitar toda detención en aquel acto. 

54 . dia de la visita .se jtinlaián todo.s los niaglslrados en el 
Tribunal media hora antes de la seiialada para ella , y procederán al 
despachoue suslanciacion en las rc.speetivas salas; y después, para aque- 
lla, acompanai'án á la Audiencia, detrás del que presida, el secretario 
y dos porteros , precediendo á los ministros fiscales y regidores los 
domas porteros y los alguaciles , debiendo ir todos en trage de cere- 
monia. 

|] Hoy en lugar de regidores asisten individuos de las dipulaeiones 
provinciales. Mas de una vez las providencias tornadas á virtud del 
art. 53 son Inútiles , al menos en cuanto á la e.sprcsion del estado de 
la causa, por el despacho del dia .siguiente; v es necesario advertirlo 
en el acto p.ara que resulte así en la visita. |[ 

b-5. Los jaece.s de primera instancia de la capital, v el alcalde y 
los tenientes de alcalde de la misma , sí tuvieren á su disposición al- 
gún preso, estarán á la puerta principal de! edificio por donde haya 
de empezar la risita, para recibir á la Audiencia, y despue.s asistirán 
al acto y despedirán en el mismo sitio al Tribunal cuando salga. 



DÉ TÜSTíGf.V. 


2 l5 

^eat órdm comunicada por rl ministñrin de Gracia y Justicia en i8 i/«f 
enero de 1 838, relativa á las consideraciones de que deben °oe,ar las 
jueces de primera instancia en las risitas de cárceles. 

«Deseantlo S. M. rodear á los jueces de primera instancia de to- 
cia la consideración que lian menester para que sea acatada la au- 
toridad- de que son depositarios , y queriendo al mismo tiempo man- 
tener la subordinación indispensable do los inferiores para con los su- 
periores , me manda decir á V. S,, como de Real orden io ejecuto, que 
CSC Tribunal debe proponerse como regla invariable, para aplicarla 
cuando el caso lo requiera , la inácsima de cscusar á los jueces infe- 
riores lodo acto ó derno.stracion huniillante que pueda desautorizarlos 
en el público , asf corno ellos no deben rehusar todas la.s señales este- 
riores y decorosas del respeto que deben á sus superiores, el cual se 
funda igualmente en el mismo principio. Y haciendo por ahora apli- 
cación á cierta cuestión ocurrida entre la Audiencia territorial y el 
juez de primera instancia de Oviedo, ha tenido á bien S. M. dispo- 
ner, que sin embargo de lo dispuesto en las ordenanzas de las Audien- 
cias, se destine á los jueces de primera instancia , tengan ó no los ho- 
nores de la toga, para los dias de visita de cárceles, un local de las 
mismas, el mas decente que pueda proporcionarse, sin cnnfundirIo.s 
con los subalternos; que reciban y despidan á los ministros de la visita, 
al pie del estrado en que esta se celebra , y que pre.scnc¡en sentados 
la lectora pública de las resoluciones que en la misma se acuerden, 
sin asistir á la deliberación secreta, cuando ocurra , á no ser llamados 
por el ministro que presida.” 

56. Deberán asistir gratis á las visitas generales los abogados y los 
procuradores de los presos que hayan de ser visitados, y también los 
relatores y los escribanos de cámara , los promotorc.s fiscales de los 
juzgados de primera instancia de la capital, y los escribanos de estos 
que tengan causas de presos, con la preparación necesaria unos y otros 
para dar razón de ellas , dcl curso que hayan seguido , y del estado en 
que se hallen. 

I| Aquí no se habla de agentes fiscales, sin duda porque asisten sos 
principales. Asisten también los asesores de las subdelegacioiics de ren- 
tas, por la novedad introducida en este ramo; y si ocurriere el ca.so 
de haber algún preso por la policía, sin estar todavía á disposición del 
juez, debería asistir el escribano de este ramo. Cierto es que legalmen- 
le no puede ocurrir este caso, pero ha ocurrido antes y después de pu- 
blicada la Con.stituciou. ¡| 

5y. En el acto de la visita el ministro mas moderno irá llamando 
por las listas que se prescriben en los arls. 5o y 5i la causa de cada 
pre.so , y el relator ó el escribano á quien corresponda dará cuenta del 
estado de ella por medio de una sucinta relación , con lo cual el re- 
gente, ó el que presida , pronunciará la providencia que respeclivuK- 
mente se hubiere acordado el dia anterior, ó la que en el acto hubiere 
acordado el tribunal, si antes no hubiere podido inslruir.se de la cau- 
sa, ó hubiere tenido alguna duda acerca de ella. 

58^ El escribano de cámara mas antiguo dcl primen asentará- en. 
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pliego separado todas las providencias que se dieren en voz, para es- 
lenderla después en el libro de visita, con espresion de la causa res- 
pectiva; en el cual, eslendidas que sean, las rubricará el ministro mas 
moderno, y aquel pondrá certificación de cada una en su respectivo 
proceso. 

Concluida la visita general de las causas, se leerán en público las 
resoluciones, estando en pie los subalternos y demás concurrentes, cs- 
cepto el regente, los ministros y fiscales, y los dos regidores que asis- 
tan con el Tribunal ; y cu seguida los dos ministros mas modernos, 
■acompañados de uno de los fiscales y de los respectivos jueces de pri- 
mera instancia, visitarán los encierros ó habitaciones de los presos, y 
oirán sus que}a.s con separación de los alcaldes, practicándose lo demás 
que ordena el citado Reglamento de 26 de setiembre. 

|¡ Ahora será el escribano mas antiguo del Tribunal, según el de- 
creto de 12 de marzo de i 83 G. Jjas re.soluclonc.s han sido ya pronun- 
ciadas en público como lo prescribí! el art. ; de consiguiente la lec- 
tura que se previene en este es inútil y no se practica, ¡j 

5 g. Cuando las Audiencias para la vi.slta general pasen de una cár- 
cel á otra, llevarán el acompañamiento pre.scrllo en el artículo 54 .. 

Go, Terminada la vi.slta general en todas sus parles , se disolverá la 
audiencia á la puerta de la cárcel, ó del último edificio que se hubiere 
visitado. 

61. Las vl.sitas semanales de cárceles que prescribe el mencionado 
Reglamento ^ se harán fuera de las horas del de.spacho en la Audiencia, 
por los dos ministros y por el fi.scal á quienes toque por turno, empe- 
zando el mas antiguo y el mas moderno de aquellos; pero de ma- 
nera que cada uno en su turno asista á dos visitas, para que en todas 
concurra uno que haya hecho !a anterior. De este turno se esceptuará 
el decano cuando presidiere el tribunal (Véase el art. 8a.) 

62. A las visitas semanales asistirán también los jueces inferiores, 
como se prescribe en el art. 55 , y un escribano de cámara del crimen 
por turno; y desde la Audiencia acompañarán á los magistrado.? de la 
visita un portero y dos alguaciles, yendo todos asimismo en Irage de 
ceremonia. (Véase art. 16 del lieglamento, y repetimos que no hay 
escribanos de cámara del crimen.) 

63 . ]j 03 dos ministros recibirán, con separación de los alcaides, las 
quejas que los presos dlcrcii de palabra ó por escrito; y oido en voz el 
fiscal, acordarán lo que corresponda sobre ello y sobre lo demás que 
.sea propio de la vi,sita ; pasándose á las salas respectivas las solicitu- 
des y reclamaciones que requieran conoclmiciito de causa. 

Concluida la visita , los que la hubieren practicado se separarán 
también , conforme al art. 60 

CAPITULO X. 

J)e la admisión y juramento de los magist rados y subalternos de las 
Audiencias , y dcl que deben prestar en ellas los jueces letrados de pri~ 

mera instancia. 

G 4 - Ninguno de los magistrados ni de ios subalternos de las Au- 
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tlicncias, cuando fueren nombrados, pódra'n entrar á ejercer sus fari- 
cíones sin prestar juramento ante todo el tribunal reunido, según se 
prescribe por real decreto de i.® de abril de i 834 -- 

IjOs jueces letrados de primera instancia deberán también prestar 
igual juramento ante la Audiencia en cuyo territorio hayan de servir, 
antes de entrar en ejercicio. 

65 . Para ello lodos se presentarán de antemano al que presida la 
Audiencia, y le entregarán sus títulos, de los cuales el secretario de 
la misma dará cuenta en Tribunal pleno á puerta cerrada, debiendo 
asistir necesariamente los fiscales siempre que se tratare de titulo de 
de magistrado ó de juez, y esponer de palabra si está ó no arreglado 
á la ley el documento. 

66. Hallado conforme, la Audiencia señalará <dla y hora para que 
el nombrado .se presente á jurar y tomar posesión, lo cual se hará en 
público, pre'via lectura del título por el secretario del Tribunal, dán- 
dose el auto de su cumplimiento con la ceremonia acostumbrada, y 
entrando á jurar el agraciado, puesto de pié y hecha la señal de la 
cruz, por la fórmula que leerá en alta voz el secretario. 

67. Si fuere el regente quien haya de jurar, pasarán á su posada 
dos ministros en trage de ceremonia y con la correspondiente antici- 
pación á la hora que la Audiencia hubiere señalado; y le acompañarán 
hasta el lugar de la presidencia en la sala de Tribunal pleno. 

A la puerta del edificio del Tribunal esperarán para ir delante dos 
porteros y cuatro alguaciles, y los demás subalternos se hallarán ala 
entrada de dicha sala. 

Al acercarse aquel, lo anunciará en alta voz el secretario del Tri- 
bunal, se abrirá la puerta, y se levantarán para recibir al nuevo re- 
gente los ministros y los fiscales, entrando en pos todos los subal- 
ternos de la Audiencia: y de pié unos y otros, se leerá el título y se 
mandará cumplir ; y el regente desde su lugar y también en pie, pero 
sentados ya los demas magistrados, prestará el juramento con arreglo 
al artículo anterior; y hecho, tomará asiento y locará la campanilla 
para que se despeje o se proceda á despachar lo que haya. 

68. Los ministros y los fiscales prestarán también su juramento 
conforme á dicho artículo, y con asistencia de todos los sabaltcmos 
de la Audiencia: yendo á buscar fuera de la sala y acompañar para 
el acto al agraciado otro ministro de los que ya esten en ejercicio, 
con lo cual el nuevo tomará el asiento que le corresponde, y se em- 
pezará ó continuará el despacho. 

6q, El secretario de la Audiencia recojerá los títulos, y sacadas 
de ellos las copias necesarias , los devolverá á los interesados, certifi- 
cando á continuación de aquellos haberse prestado el juramento y lo- 
mado la posesión. 

70. Por ninguno de estos actos se cesígirá derecho alguno, ni aun 
con el nombre de propina. 


Tomo v. 


a8 
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TI TITILO ir. 

[)c los Tnagisírados y subalternos de las Audiencias por lo respectivo 

á cada clase en particular. 

11 En este lítalo se recorren ana por una todas las clases de su- 
balternos, inclusos los agentes fiscales y liasta los alcaides: en el títu- 
lo 3 siguiente se habla de procuradores y abogados, con lo que no se les 
da el concepto de subalternos, H 

CAPITULO I 


De los regentes , y de los decanos cuando los suplan. 


71. Los regentes dé las Audiencias, cuando estuvieren impedldo.s 
de asistir algún dia, deberán avisarlo oportunamente á los respectivos 
decanos. 


7a. Cuando el regente entre d .salga en alguna de las salas, se le- 
vantarán sus mlublros y suballcrnos, Ic acompañará un portero de 
una á otra, y dos con otros tantos alguaciles hasta la de su habita- 
ción, ó ha.sla la de la calle si saliere del edificio. Dos porteros y dos 
alguaciles también le aguardarán á la puerta de este, ó á la de su ha- 
bitación si estuviere dentro de él, para acouipañarle, precediéndole 
basta el Tribunal, y ademas un portero y un alguacil deberán estar 
diariaineiitc de guardia en la casa-posada del mismo regente, á las 
horas que él Ies señale. 

70. Estará á cargo de cada regente el gobierno y policía interior 
de la Audiencia, el hacer que en ella se guarde el orden debido, y 
cuidar de que los demas magistrados y los subalternos cumplan to- 
dos puntualmente con sus respectivas o!)ligaciones. 


74. Ueunirá el regente las salas ordinarias, 
las eslraordinarias cuando fuere necesario: pod 


y hará que se formen 
rá llamar á su posada 


á cualquier ministro, fiscal ó subalterno que necesitare para alguna 


urgencia del servicio, y el .secretario del Tribunal y sus oficiales le 
ausiliarán en el despacho de los informes y demas que ocurriere en 


la regencia. 

70. Por mano del regente se harán presentes en la Audiencia las 
drdenes superiores, y respecto á la correspondencia eslerior será de la 
atribución del misino lo que sigue: 

Primero. A él solo le tocará firmar las contestaciones ú oíicio.s que 


5C acuerden por la Audiencia plena ó [>or cualquiera de sus salas, no 
.siendo de los que <leban comunicarse por los escribanos de Cámara. 
(Véase art. 116.) 

Segundo, Será el conducto ordinario de comunicación por donde 
se «licijan al Gobierno f> al supremo Tribunal de España e Indias las 
representaciones, consultas, informes y cualesquiera otras esposicio- 
nes de la Audiencia ó de cada sala, á menos que se trate de quejas 
contra el propio regente, ó de noticias que re.specto á él se hayan- 
pedido, 
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Tercero. Por su comíuclo y con su informe deberán dirigirse tam- 
Lien las pretensiones y solicitudes que bagan al Gobierno los magistra- 
dos y subalternos de ía Audiencia respectiva , y los jueces y promoto- 
res fiscales de los juzgados de primera instancia de su territorio, (Véa- 
se la Peal orden de 28 de enero de 184.1 que habernos insertado.) 

Cuarto. Estará obligado el regente á dar por sí cuenta al Gobierno 
de las vacantes que ocurran en la Audiencia, y en las plazas de jue- 
ces y promotores fiscales de diebos juzgados ; y asimismo del ingreso y 
de la salida de ios magistrados y subalternos del rribunal , y de los 
espresados jueces y promotores. 

76. Recibirá en Tribunal pleno las escusas de asistencia de los 
ministros y de los subalternos , y tendrá facultad de concederles li- 
cencia para ausentarse, mediando justa y bastante causa para ello ; á 
los primeros y á Io.s fiscales hasta quince dias , y á los segundos hasta 
un mes , poniéndolo en noticia del Gobierno cuando la licencia pa- 
.sare de ocho días. 

En igual forma podrá también conceder licencia á los jueces de 
primera instancia del territorio para ausentarse hasta un iiie.s. (Véa- 
se art. 1 70.) 

I) En t 8 de enero de i 84 -i se comunicó por Gracia y Justicia una 
órden de la Regencia provisional encargando el buen uso de la facul- 
tad concedida á los regentes para dar licencias á los riiinislros, subal- 
ternos de su Tribunal y jueces de primera instancia. Dice asi: 

«Estando autorizados los regentes y decanos cuando los suplan, 
para conceder licencias para ausentarse á los ministros y subalternos 
del Tribunal y á los jueces de primera instancia del territorio , me- 
diando justa y ba.stantc causa para ello en la forma prevenida por el 
art. 76 de las ordenanzas de las Audiencias , se recomienda e.strccha- 
inente el buen uso de esta facultad, para que no se ponga en ejercicio 
.sino cuando haya una razón cierta de necesidad verdadera y urgente; 
.sin que en ningún caso sirvan estas licencias para venir á la corte, lo 
cual prevendrán los regentes en todas las que concedan , bajo el con- 
cepto de qne es necesaria la espresa del Gobierno para que puedan pa- 
sar á Madrid los empicados fuera de la capital. t| 

77. Oirá las quejas de los litigantes é interesados en las causas, 
cualquiera quesea la sala que conozca del negocio, y ejecutará lo que 
respecto á los presidentes de estas se prescribe cu el articulo 9.“ 

78. El regente con los mini.slros mas antiguos de cada sala y los 
fi.scales, dirimirá las coinpelencia.s de jurisdicción que se susciten entre 
dos salas Hela Audiencia. 


79- Cuando haya dudas ó diferencias sobre acumulación de algún 
proceso de una sala á otra , las resolverá también el regente con los 
ministros que presidan las dos salas; pero si la duda fuere sobre la acu- 
mulación de dos procc.sosde diferentes escribanías de una misma sala, 
será esta la que resuelva. 

80. El regente tendrá siempre la .semanería mayor, así de ía Au- 
diencia plena como de cada una de las .salas; y podrá en consecuen- 
cia ejercer respectivamente, á prevención con los ministros semaneros 
de una y otra, las facultades que se espresan en el artículo 86. 

81. Será peculiar del regente el nombramiento de relojero, car- 
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p’intcro y ciernas oficiales semejantes, necesarios para el servicio de 
la Audiencia. 

02. En vacante de la regencia, ó en ausencia ó enfermedad del 
regente, ejercerá sus funciones el ministro decano o mas antiguo del 
T.ribunal; pero solo cuando se hallare vacante la regencia , correspon- 
derán al decano los honores y facultades que se esprc.san en los artí- 
culos 72 y 81 , y podrá dejar de asistir á su propia sala por concurrir 
á otra que mejor estime. (Vease art. 61 ) 

CAPITULO II. 

De los mmistros, y del cargo de los semaneros. 

83 . En un libro que se llamará ác asistencia, uno délos escriba- 
nos de cámara de la Audiencia, por turno mensual entre lodos ellos, 
anotará diariamente y con distinción de salas los nombres de los mi- 
nistros que concurran con el regente, rubricándose estos asientos por 
el semanero del Tribunal pleno. |¡ En la observancia de esto artículo 
ha habido y aún hay grande negligencia. 1| 

8/{,. El ministro mas antiguo de la sala del crimen en cada audien- 
cia tendrá diariamente en su posada, á las horas que el señale, un al- 
guacil de guardia, para las diligencias del servicio que se ofrezcan. ]] Co- 
mo lio hay sala del crimen y todas conocen indistintamente en lo d- 
vil y criminal, no puede tener uso este artículo. || 

85 . Si algún ministro cii las audiencias públicas dudare de algún 
hecho, no pedirá las aclaraciones que necesite sino [lor medio dcl pre- 
sidente de la sala, (Véase el art. 23 .) 

86. Los ministros semaneros de cada sala, á mas de las obligacio- 
nes prc.scritas en los artículos 17, 22, 3 o, 34 -j 38 , 3 g y log, tendrán 
también el cargo: 

De reconocer las provisiones, despachos y ejecutorias que .se 
espidan por la sala respectiva, cotejando su tenor con las providencias 
originales que para este fin se les deberán presentar al mismo tiempo 
por los escribanos de cámara; y hallándolas conformes, firmarán y ru- 
bricarán aquellas antes que el regente y los demas ministros, pero en 
último lugar. 

2. *’ De ecsaminar las tasaciones de derechos, poniendo en ellas 
su visto lmc.no y rúbrica si las hallare arregladas; y si no, manifestan- 
do verbalmenle á la sala los reparos que se le ofreciesen, para que ella 
en uno ú otro caso, la.s apruebe, ó determine lo que corresponda. 
(V case el art. i 56 .) 

3 . ^ De ejercer provisionalmente la jurisdicción de la misma sala 

para aquellos actos urgentísimos que no admitan dilación, pero con la 
calidad de darle cuenta tan pronto como la sala se reúna. 

CAPITULO III. 

De los fiscales Y desús agentes fiscales. 

87. Los fiscales de las Audiencias tendrán igual consideración que 
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los ministros de las misraas, y cuando concurran ál tribunal lo harán 
con el mismo Iragé que los demás magistrados; pero así en la Audien- 
cia como en los actos públicos, ocuparán el lugar inmediato después 
del ministro mas moderno. 

88. En las Audiencias én que haya dos fiscales, despacharán estos 
indistintamente en lo civil y criminal , para lo cual los asuntos de am- 
bos ramos que correspondan á cada fiscal, le serán repartidos por un 
turno rigoroso que la Audiencia apruebe, debiendo despachar juntos en 
aquellos que el tribunal mande pasar á los dos fiscales unidos. 

8g. En toda causa criminal sobre delito público ó sobre respon- 
sabilidad oficial será parte alguno de los fiscales, aunque haya acusa- 
dor particular. En las civiles y en las relativas a delitos privados no se 
les oirá sino cuando interésen á la causa pública , á la defensa de la 
real jurisdicción ordinaria, 6 á las regalías de la corona. 

qo. En todos los négocios en que los fiscales hagan peticiones for- 
males á la Audiencia, aunque no sean contenciosos, se les nolifícarán 
las providencias que se diesen, como también cuando sean parte en al- 
gún negocio, ó hayan dado diclámen en él por ser de interés público; 
y siempre que los fiscales lopiJan, el escribano que haga estas notifi- 
caciones deberá dejarles una copia rubricada por él de la providencia 
respectiva, con indicación del negocio en que haya recaído. 

j| Estas notificaciones deberán ser formales, y no por nota como 
las del artículo 34- ] 

gi. Si estando en el tribunal los fiscales ó alguno de ellos se diese 
cuenta de algún negocio urgente en que respectivamente deban ser oí- 
dos, podrán esponer su dictamen de palabra , lo cual deberá espresarse 
así en la providencia que recayere; y si el tribunal ó el fiscal mismo 
estimaren que el dictamen de éste debe constar por escrito, se esten- 
derá en resúmen , rubricándolo su autor. 

92. Los fiscales estarán esentos de asistir á la Audiencia, á no ser 
en los casos siguientes: 

Primero. Cuando haya vista de causa en que sean parte. 

Segundo. Cuando por no haber suficiente número de ministros se 
necesite que asistan á alguna sala como jueces. 

Tercero. Cuando por cualquier otro motivo la Audiencia, ó alguna 
de las salas, ó el regente, estimen necesario que concurran en persona 
para algún negocio. 

Nunca podrán los fiscales estar presentes á la votación de aquellas 
causas en que sean partes ó coadyuven el derecho de quien lo sea. 

|| Tomado á la letra este artículo 92, y cotejado con el 8g, parece 
de imposible ejecución. Los fiscales, sin contar las causas civiles y los 
muchos negocios de Audiencia plena en que tienen que emitir su dic- 
támeo, son parle en casi todas las causas criminales; y si hubieran de 
asistir á la vista de todas, seria preciso triplicar por lo menos el nú- 
mero de estos funcionarios. Ni aun los mismos defensores de los reos 
se creen obligados á asistir á la vista de todas ; y las salas solo echan 
de menos y requieren su asistencia cuando se trata de pena mayor, 
según el decreto de 4 de noviembre de i838. 

De aquí se han originado dudas y conflictos , al menos en cierta 
Audiencia; y habiéndose acudido al gobierno , se resolvió por este, 
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después (le haber oblo al supremo Tribunal «le t^spana é Indias, que 
se guardase el articulo 92; pero hay quien duda de que la resoluciou 
fuese absolutamente conforme á ios fundamenlos de la consulta. T* 
Ueal órdíin dice así: 

Ministerio de G«aci.\ y JusriciA.=Ilabiendo dado cuenta á la 
IVeina Gobernadora de la espnsicion de esa Audiencia, relativa á que 
se dispense á sus fiscales, á pesar de lo dispuesto en el artículo 92 de 
las nuevas Ordenanzas, de la asistencia diaria al Tribuna!, mandando 
que solo lo hagan cuando se vean en él causas graves , ó que llamen 
<a espcctaclon pública, ó en las que el regente cí presidentes de las sa- 
las consideren precisa dicha asistencia , y conformándose S. M. con lo 
espucsto por c! supremo Tribunal de España e' Indias en este nego- 
cio, se ha servido desestimar la referida solicitud, y mandar que so- 
bre el punto de que se trata se esté á lo prescrito en las Ordenanzas 
y en e! IVeglamento provisional para la administración de justicia. De 
Pveal Orden lo digo á V. S. para su inteligencia y efectos consiguien- 
tes. Dios guarde á V. S. muchos años. Madrid 4 de marzo de i 83 G.>» 

A pesar de esto, y conociendo la Audiencia la imposibilidad de 
oliscrvarse literal y absolutamente el artículo, parece haber tomado 
un termino medio y conciliatorio, acordando que la asistencia de los 
fiscales solo se entendiera necesaria en los casos en que se pidiera la pena 
onlinaria de muerte ó la inmediata. A la verdad que este punto es de 
difícil resolución, y poco susceptible de reglas fijas y absolutas; la bue- 
na armonía y la prudencia de las salas y de los fiscales son las mejores 
reglas. 

Ea misma y aun mayor dificultad se ofrecia en las apelaciones de 
autos inlerlocutorios , que según el Iveal decreto de 8 de octubre 
de 18.15 deben su.stanciarse conforme á lo prevenido en el art. 69 del 
Reglamento provisional. Ocurren algunos de ellos, graves, en que los 
fiscales son parle, como los de competencia entre jueces ordinarios del 
territorio de la Audiencia, ó entre estos y los subdelegados de Hacien- 
da. Rigorosamente hablando, no puede escribirse en ellos; pero de es- 
to resultarla en los casos indicados, que el interés público, representado 
por los fiscales, quedaría casi siempre indefenso por no asistir aquello.s. 
Ha sido pues forzoso permitirles que emitan su diclámen por escrito, 
danilo luego conocimiento á la otra parte para el solo efecto de ins- 
truir.se, y que pueda con este conocimiento alegar cuanto le convenga 
en el día de la vista : así quedan compensadas las ventajas y desventa- 
jas de una y otra parte; pero de todos modos resulta alguna mayor 
dilación y la inobservancia del citado Real decreto. || 

gl. Cuando sean dos los liscales en una Audiencia plena, se supli- 
rán uno á otro en caso de ausencia, enfermedad ó vacante; pero si no 
bastara un fiscal solo, ó fallare ó se imposibilitare el único que haya, 
podrá la Audiencia plena encargar provisionalmente la üscalia á algu- 
no de sus ministros ó á un abogado, dando cuenta á S. M. 

94 - Cada uno de los fiscales de las Audiencias tendrá un agente fis- 
cal letrado, de probidad , aptitud y confianza, y dotado con el sueldo 
que S. M. y las Cortes se dignen señalarle, bajo la calidad de que no 
puedan llevar derechos ni emolumentos , de cualquier clase y denomi- 
nación que sean. 
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lEstos agentes serán nombrados y removidos libremenlc por los As- 
ácales á quienes han de asistir, y que son los responsables de lo que fir- 
íuan d rubrican, los cuales darán confK:iin¡ento á la Audiencia por me- 
dio de oficio, y solo para su iiileligencia, de los nombramientos y remo- 
ciones que ejecuten. 

q 5 . a cada uno de los agentes fiscales pasarán las escribanías de 
cámara, bajo el resguardo que aquel debe firmar en el libro de cono- 
cimientos, los negocios que se remitan por turno al respectivo fiscal; v 
será cargo del agente fiscal á quien pasen los autos , devolverlos a la es- 
cribanía cuando ésten despachados , cancelándose el conocimiento, y 
entregar cada mes una nota de los pendientes al que presida la sala 
respectiva. 

Cada agente fiscal tendrá un libro de recibos en que anote los ne- 
gocios que se le pasan, y el día en que los recibe; y asi ejeriilado, los pre- 
sentará inmcdiatainenle al fiscal, quien podrá encargarle el despacho 
cuando V como lo estime. 

q6. Para hacer los cotejos de los memoriales en negocios en que 
sean parte los fiscales, se pasarán los procesos y memoriales al respec- 
tivo agente, si esliinando aquellos que este debe asistir al acto, lo co- 
misionaren para ello ; á fin de que enterándose de los unos y de U>s 
otros, se dilate menos la diligencia. 

97. Los agentes fiscales, mientras lo sean , no podrán ejercer la 
abogacía; y en ausencias, enlermedades ó vacantes se suplirán mútua- 
meníe, si el fiscal,, cayo agente íalte, no prefiriere nombrar uno in- 
terino. 

CAPITULO IV. 

J)e los relatoras , 

98. En todas las Audiencias de l.i Península, e.sceplo la de Oviedo, 
Jiabrá dos relatores para cada una de las salas ordinaria.s , aumentán- 
dose otro para lo criminal en la Audiencia de Madrid. En la de Ovie- 
do y en las de Canarias y Mallorca , habrá solamente dos rclatorc.s, 
uno para cada sala. [| Hoy salas y relatores entienden indistinta- 
mente en lo civil y criminai. || , 

Todos ellos deberán ser letrados de probidad, fiele.s e inteligentes, 
y percibirán los derechos de arancel , á mas de la dotación que S. M. 
y las Cortes se dignen señalar á los que sírvan en las salas del crimen. 

99. A unos y otros los nombrará S. M. por esta vez , á propuesta 
simple de la respectiva Audiencia , yen lo sucesivo á propuesta de 
la misma , por terna, previa oposición , bajo las reglas siguientes: 

Primera. Verificada la vacante de cualquier relatoría , se anun- 
ciará por edictos en la puerta de la Audiencia , y por medio de los 
papeles públicos de su territorio, para que dentro del termino de 
cuarenta dias concurran los que quisieren pretenderla, presentando en 
la secretaría el título de abogado. 

Segunda. En la misma secretaría se pondrá un número de plei- 
tos igual al de los opositores que hubiere , desglosándose las senten- 
cias y numerándolos ; y se formará una lista con cspre.sion de cada 
pleito , que rubricará el ministro ma.s moderno de la Audiencia. 
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Tercera. Camplúlo el término de los edictos , y señalado día por 
la Audiencia para dar principio á las oposiciones, concurrirá á la se- 
cretarla el opositor mas antiguo , según su título , y se le entregará 
uno de los pleitos, poniendo recibo en la lista .{uc se espresa en el 
párrafo anterior , cuyo acto se repetirá en los demas dias. 

Cuarta. Entregado el pleito , quedará el opositor en la pieza que se 
le señale en la Audiencia; y sin permitirle mas que un escribiente, 
formará un estrado de aquel, eslendiéndo y fundando la sentencia que 
crea arreglada á justicia, en el preciso termino de veinte y cuatro 
horas. 

Quinta. Cumplidas estas , se presentará el opositor en Audien- 
cia plena , y en público hará de menmria relación del pleito , dejándolo 
con el cslracto que hubiere formado en la mesa del Tribunal , y en 
seguida se le hará por este á puerta cerrada un eesámen de inedia 
hora sobre el orden y método de enjuiciar, y demás concerniente á las 
obligaciones y oficio de relator. 

Sesta. Concluidos los ejercicios, se procederá por la Audiencia á la 
propuesta por terna, critregárulosc por la secretaria .á cada inlnlstio 
una lista comprensiva de los nombres de todos los opositores para la 
votación , y deberá recaer aquella en los que reunieren mayoría abso- 
luta. 

Séptima. Si hubiere dos ó mas vacantes , se h.irán las oposiciones 
a un tiempo, bastando á cada opositor una sola Oposición para to- 
das; V concluidos los ejercicios, se harán las propuestas en el mismo 
día sucesivamente. 

100. Los relatores de cada Audiencia se suplirán unos á otros, en 
caso necesaria , con permiso de la misma ; mas para el despacho <le la 
relatoría que vacare por cualquier motivo , el 'Frihunal hasta que to- 
me posesión el nuevo relator que fuere nombrado cui las íormali- 
dades eslablccid.as , elegirá á pluralidad absoluta de votos un interino, 
letrado de probidad y suficiencia, el cual percibirá por el tiempo que 
la sirva los derechos de arancel y la mitad del sueldo señalado al pro- 
pietario, cnearg.indose con inventario de todos los espedientes de la 
relatoría vacante, que entregará después al sucesor, juntos con los 
que le locaren durante la interinidad. 

101. En cada Audiencia se destinará para los relatores una pieza 
proporcionada, en la cual habrá para cada uno una mesa con cajón de 
llave en que puedan custodiar sus respectivos procesos. 

102. Los relatores no darán cuenta al tribunal sino de lo que man- 
de pasar á ellos; ni podrán tampoco recibir los procesos sin que cons- 
te que se Ies lian encomendado, ni de.spaehar unos por otros los que 
se les hayan repartido, á no ser que por ausencia, enfermedad ú otra 
causa lo hagan,, con aprobación de la Audiencia ó de ¡a sala que conozca 
(Icd negocio. 

103. Nunca recibirán proceso alguno de mano de los litigantes ni 
de sus procuradores, sino solamente del escribano de cámara a quien 
corresponda, y solo á él los devolverán á su tiempo. 

lo.'i.. Al entregarse de los autos anotarán siempre el dia en que los 
reciben. 

io5. Los relatores harán su relación sentados, como Ies abogados 
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hacen sus defensas; y lo ejecutarán con la mayor csactitad, bajo su mas 
estrecha responsabilidad, anotando sus derechos al margen de las pro- 
videncias. 

106. Dadas estas por el tribunal, y rubricadas por el ministro se- 
manero , ó autorizadas en su caso por todos los jueces, las firmará el re- 
lator cuando corresponda; y devolverá los autos en el mismo dia en que 
se rubrique ó autorice la providencia. (Véase el art. 3 o.) 

107. En ningún caso será lícito á los relatores revelar Ia.s senten- 
cias y demás providencias del tribuna!, antes de estar rubricadas ó fir- 
madas por los ministros á quienes corresponda, y publicadas aquellas. 

108. Cuando los negocios pasen á lo.s relatores, durante la sustan- 
ciacion, instruirán al tribunal verbal mente, y escusarán el hacerlo por 
medio de estrado, á no ecsijírlo su gravedad, volumen ú otra causa; á 
juicio suyo, ó á no mandarlo el tribunal. 

109. Cuando el relator lleve estrado para que se tome providen- 
cia en algún negocio, rubricará el ministro semanero las fojas del mis- 
ino estrado, al tiempo que se publique la providencia que recaiga, y 
correrán tales c.strados unidos á los procesos. 

110. Siempre que los relatores den cuenta de algún negocio, en 
artículo d en definitiva, reconocerán y manileslarán á la sala, ante to- 
das cosas, si va concluso legítimamente; y cuidarán de ordenar la rela- 
ción de modo que por ella se venga en conocimiento de si se han ob- 
servado ó no las leyes que arreglan el procedimiento. Al pie de los es- 
trados pondrán una nota espresiva de haberse o no guardado dichas 
leyes, y serán responsables de la csactilud de ella. 

111. Si el procurador y el letrado de alguna de las parles solicita- 
ren se haga cotejo de los apuntamientos que han de servir para la de- 
terminación definitiva de las causas y pleitos, se prestarán á ello los re- 
latores, sin necesidad de acudir para este objeto á la sala. 

11 2. En las vistas de pleitos y causas será cargo de cada relator 
anotar bajo su firma en el proceso, el dia en que empezó, y el en que 
se cotmluyó la vista , espresando los nombres de los jaeces y de lo? 
abogados defensores que hubiesen asistido á ella. 

11 3 . Los relatores, para el alarde semanal prescrito en el artícu- 
lo 3 i, entregarán oportunamente al que presida la sala respectiva una 
lista de las causas criminales que estuvieren pendientes en su poder, y 
cada quince dias, para el mismo fin, otra dq los negocios civiles que 
pendan ante ellos, espresando en ambos el .dia en que recibieron los 
procesos. ¡| Si ios alardes de lo civil no ,se hacen mas que una vez al 
mes, ¿á qué son las listas quiucenales? || 

Los relatores, mientras lo sean, no podrán ejercer la aboga- 
cía, y precederán á los escribanos de cámara en la Audiencia y en los 
flemas actos públicos á que concurran sus subalternos. 

CAPITULO V. 

De ¡os secretaríos-archwex'os de las Audiencias. 

11 5 . Uno de los escribanos de- cámara de cada Audiencia, á elec- 
ción de ella por mayoría absoluta de votos, reunirá el carácter de 

ÍOMO V, 2JJ 
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seríela rio y archivero de la misma, con la asij^uacion qne S, M. y las 
Córins Uiviercn á bien señalarle. 

El nombramienlo de secrelario se pondrá en noticia del gobierno, 
y se comunicará á lodos los jueces de primera inslancia del lerrllo- 
I lo de la Audiencia respectiva, la cual, en ausencia 6 enfcrmc<i,ul de 
dicho .secrelario, podrá habilitar ñ otro escribano de cámara para que 
desempeñe la secretaría. 

iiG. Será cargo de los secretarios, á mas de cumplir las obliga- 
ciones que les imponen los arls. 12, i 3 , 5 -i, 5 n , G 5 . 66, Gy , 69, 

V 99, recibir y dirigir la correspondencia de la Audiencia en cuerpo, 
cuando esto no sea propio del regente (Véase el art. ^ 5 .) 

117 , Al abrirse el Tribunal, ó antes si lo dispusiere el regente, se 
presentará á este el secretario para entregarse y dar cuenta á ia Au- 
diencia plena de los reales decretos , órdenes superiores y demás que 
se !e hayan comunicado; pasando á las respectivas escribanías de cá- 
mara lo que les corresponda, después de reglsti ar los reales decretos v 
ordenes superiores en un libro que deberá llevar a! electo. 

I 18. Jdevará ademas cada secretario los libros siguientes: 

Tino para registrar en el las consultas de la Audiencia plena, y 
las que deben entregarle todo.s los escribanos y relatores acordadas 
por cualquiera de las salas, con el doble objeto de dirigirlas á la su- 
perioridad y tenerlas reunidas en un .solo registro, pasando certifica- 
ción de las reales resoluciones que recaigan, á las escribanías de cá- 
mara donde radiquen los antecedentes de dichas consultas. 

Otro para anotar el turno de los ministros semaneros, así de Au- 
diencia plena como de cada sala ; debiendo hacer presente en una y 
otra el que corresponda serlo eu aquella .semana. 

Otro para sentar el turno de los ministros y fiscales que deban 
asistir á las visitas semanales de cárcel. 

Olio para anotar también el de los escribanos t!e cámara á quie- 
ncí toque llevar cada mes el libro de asistencia, con arreglo al artí- 
culo 83 , y el de aquellos que deban guardar conforme al iSg, publi- 
ráculo en Audiencia plena los que estuvieren en turno. 

Otro para asentar con la distinción correspondiente la prestación 
de juramento, v copiar los títulos de los magistrados y subalternos de 
h Audiencia y de ios jueces letrados de primera instancia de su territo- 
rio, .anotando al margen, ó á continuación de cada a.siento, ia muerte, 
s-ilid.i, jubilación, separación ó suspensión del sugeto á quien se refiera. 

Otro para trascribir á la letra todos los acuerdos ó providencias 
generales de Audiencia plena sobre asuntos de que no se hubiere for- 
mado espediente, anotando aquellas que se hubieren estendido en el, 
dadas por todo d tribunal. 

119. Deberán los secretarios tener el mayor cuidado en cl arreglo y 
con.'^ervatloii de los cspedienics y papeles de la secretaría , sin permitir 
que persona alguna; de cualquier clase que fuej'c, eslraiga ninguno, co- 
mo no deje el correspondiente conocimiento. 

lao. * Será icualmeníe cargo de cada secretario cobrar ó cuidar de 
que $c cobre de le.sorería cada mes, ó á loS plazos que se señalen, con 
acuerdo del regente, las c-onlidades que correspondan de lo asignado pa- 
ra k>.s gastos d« la Audiencia en cada año; de cuya suma no se Invertirá 



DE JUSTICIA. 237 

natía síii órdcn ó aprobación del tribunal pleno ó dei regente : y el 
secretarlo llevará una cuenta esacta de todo, para presentarla al fin del 
año en la tesorería con el oisto bueno del regente, y con los correspon- 
dientes docunienlos juslificalivos. 

12 1. Corno encargados del archivo de la Audiencia respectiva, el 
cual estará cu un de(>arlainenlo del edificio de la naisina, cerrado y 
guardado con trida seguridad, cuidarán los serretarios de cuslodiar en 
el debido orden e integridad y con todo asco, los procesos y demas pa- 
peles que deban ecsistir en el ; de los cuates no podrán dar certificación 
ninguna sin ói dcn de la Audiencia d de alguna de .sus salas, y de todos 
deberán formar sus correspondientes Índices. 

122. Jin la Aüiliencia yen todos los actos públicos á que ellacon- 
carr.i, precederá el secretario á ios demas escribanos de eámara. 

cumuLo VI. 

De los esevihanos de cámara, 

120. Habrá eii la.s Audiencias de la Península, esceplo la de 
Oviedo, dos escribanos de cámara porteada una de las salas ordinarias. 
En las Andlencias de Ovieilo, Canarias y Mallorca habrá dos es- 
cribanos de cámara solos, uno por cada sala. 

Todos ellos percibirán los derechos respectivos conforme á arancel, 
ademas de la dotación que .se señale á los que sirvan en las salas del 
crimen, 

124. No podrá ser escribano de cámara ninguno que no tenga 
anos cumplidos , y que á las indispensables cualidades de prnliidad, ap- 
titud y fidelidad, no reúna la de ser escribano público aprobado, ó abo- 
g.ado, ó la de haber sido por tres años á lo menos oficial de escriba- 
nía de cámara de alguna Audiencia. 

12.1. Eos escribanos de c.ámara serán también nombrados por 
S. M. á .simple propuesta de la lespeclíva Audiencia, por esta vez, 
y en lo sucesivo por terna que ella projionga, previa opa.sicion bajo 
las reelas siguientes; 

Se anunciará la vacante en la misma forma y por el termino 
que el art. qq prescribe respecto á los relatores , y los pretendientes 
presentarán en la secretaría su.s títulos con la fii de baulisino. 

2.^ Cumplido el término de los edictos y señalado día por la Au- 
diencia para d.ir principio á la oposición , concurrirán los opositores 
á la secretaría media hora antes de empezarse este acto, y á cada uno 
se le entregará, para que pueda enlerar.se, dos pleitos senciIIo.s en 
que haya pretensiones pendientes, designados por el núni.stro mas mo- 
derno, de los cuales el opo.sitor dará cuenta en público al Tribunal 
pleno, con la oportuna indicación de los antecedentes y del último es- 
lado del negocio respectivo, según acostumbran hacer los escribaiio.s de 
Cámara. 

. 3 .^ Enseguida, á puerta cerrada, se liará por la Audiencia al 
opositor un eesámen de un cuarto de hora, sobre el orden de suslan- 
fiacion é instrucción de los negocios , en cuanto corresponde á los es- 
cribanos , y sobre lo demás que concierne á las obligaciones de esle 
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oficio , observántiose también lo que se dispone en la regla 6.® y y/i 
de diebo art. 99, 

126. Los escribanos de Camarade cada Audiencia se suplirán unos 
á otros siempre que fuere necesario , con aprobación de ella ; pero el 
Tribunal en caso de ausencia , enfennedaj ó vacante , podrá si lo lu~ 
\icre por mas conveniente , liabllifar algún oliciaí de la escribanía , ó 
á algún escribano público aprobado , para que la despacbe como iníc- 
rino ; sin que nunca esta habiliSacion deba durar mas de !o que dui e 
la vacante cuando la hubiere. 

127. Será obligación precisa de los escribanos do Cí inara dd 
crimen presentar con oportunidad para los alardes . al presidente de 
la sala respectiva, una lista semanal de las causas criminales pendien- 
tes en sus olidos, y cada quince dias otra de las que de igual clase 
pendiercMi en los juzgados de primera instancia, scgiin las noticias que 
se hayan pasado á la respectiva escrüianía do c í inara. También debe- 
rán pasar á aquel cada quince dias con igual oportunidad y objeto 
una lista de los negocios civiles pendientes los escribanns de címara 
que los tengan ; y asi estos como los del crimen espresarán siempre en 
dichas listas el estado de las causas y pleitos. 

Unos y otros pasaran cada quince dias á los fisra'es oira lista de 
los negocios que se liubleren entregado á sus agentes fiscales por la 
respectiva escribanía. (Ve'asc el cart. 01.) 

128. No admitirán los escribanos de cámara negocio alguno de 
primera entrada sin que se Ies haya repartido conforme al art. a 5 ; 
y una vez hecha la eneomieiida de los asuntos, no podrá cl escribano 
respectivo presentarlos otra vez para que se encomienden de nuevo. 

129. Los e.scribaiios de cámara concurrirán á la Audiencia me- 
dia hora antes de empezarse el despaclio , para recibir las peticiorie.s 
que se les hubieren repartido aquel día , y poder dar cuenta de ellas 
en la sala á primera hora. (Vea.se art. 208.) 

1 3 0. De todas las peticiones y espedientes que se les hubieren en- 
li’Cgado antes de ciripezarse el despacho de la sala , darán cuenta en 
•ella precisamente en aquel mismo dia ; pero si se les luibiercn entre- 
gado después, lo harán al siguiente dia de iVudicncia, á menos que 
d'ucre negocio urgente , en cuyo caso lo manifestarán luego al quepre- 
«.sida la sala, para dar cuenta a esta si así se dispusiere por la misma. 

1 3 1. Ordenarán los procc.sos y coserán las fojas por el orden con 
que se hayan presentado, con la correspondiente numeración en cada 
una. haciendo ó rotulándolas piezas ó rollos de manera que ninguno 
(>asc de 200 fojas , y minicrándolos por su orden : y cuando se hiciese 
alguna pre.sentacion de documentos de mucho volúmen , formarán de 
ellos pi<‘/.as separadas, poniendo en la carpeta la inscripción corres- 
pondiente, con designación del pedimento con que se hubieren pre^ 
sentado. 

132. TjOS escribanos de cámara reconocerán los procesos antes de 
pnsáu'selos á los relatores, para ver .si falta alguna citación, nolÜicacion 
ú otro requisito de los que deba llenar la cscrilaanía; y si fallare, lo 
fomplelai ;ui, siendo de su cargo, ó en otro caso darán cuenta á la sala. 

i 3 . 8 . Cada escribano de cámara tendrá los libros necesarios en 
que los agentes fiscales, los relatores y los procuradores firmen el reci- 
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bo <le los procesos que se les entreguen , borrándolos cuando los de-* 
vuelvan despachados : y siempre cuidara , bajo su in.as estrecha res- 
ponsabilidad , de no entregar dichos procesos sino á personas compe- 
tentes para recibirlos , y de que se renueven los recibos cuando se re- 
tardare la devolución de los procesos , de modo que en ninguno se ba- 
ile fecha mas antigua que la de un ano. 

i34- En la instrucción de los negocios deberán los escribanos de 
camara observar las reglas siguientes: 

1 . ^ Guardarán el mas riguroso secreto acerca de las providencias 
del Tribunal , basta que estuvieren rubricadas ó firmadas, y en esta- 
do de notificarse. 

2 . ^ Las citaciones , y también las notificaciones que se hagan ;i 
las parles , para aquellos actos en que hay término preciso , ó on que 
pueda resultar perjuicio de la dilación ó de la negligencia , deberán cs- 
tenderse con espresion de la hora en que se hicieron, y ser firmadas 
ademas por la parte notificada 6 citada , ó por un testigo á su ruego 
si ella no supiere ; y siempre que por la parle se pida , deberá el es- 
cribano darle copla literal y rubricada por él de la providencia que 
le notifique, 

3. ^^ Anotarán siempre en el proceso los días en que las partes lo 
rerogen y lo devuelven , aquellos en que empiezan y acaban los tér- 
minos probatorios que se concedan , y aquellos cu que las parles pre- 
sentan escritos sin devolver proceso; debiendo ademas espresar en ía 
nota la hora de la ]>resenlacion de toda solicitud sobre algún punto 
que tenga tc'rmlno fatal . como la súplica , &c. 

i35. Los escribanos de cámara no refrendarán las reales provisio- 
nes, cartas ó despachos que !a Audiencia mande librar, sin que an- 
tes las firmen el regente y los ministros que deben hacerlo con ar- 
reglo al art. 82 : y á este fin deberán presentarlas con las providen- 
cias originales, para que se baga el cotejo prescrito en el párrafo pri - 
mero del artículo 86 . 

i3G. En dichas provisiones, despachos y cartas, arregl.arán la es- 
critura como corresponde, y no pondrán para acrecentarla mas de lo 
que fuere necesario. J^as onienarán y harán escribir por sus propios 
oficiales, sin dejarlo nunca á los interesados ¡ y las corregirán por sí 
mismos, y en cada una pondrán la espresion de corregida , rubricán- 
dola. 

iSy. Deberán escribir de su mano al dorso de las provisiones c! 
importe de sus derechos y los del registradoi-, 

i38. Las provisiones, después de firmadas y refrendadas, no las 
entregarán á per.sona alguna, sino á [os procuradores á cuya in.stan- 
cia se libren, por ser los responsables de su paradero. Las de oficio 
las remitirán á los jueces á quienes vayan cometidas, después de re- 
gistradas y selladas. 

i3g. En las salas que lavie.sen dos escribanos de cámara, uno de 
ellos, alternando por semanas, guardará sala, para autorizar aquellos 
acto.s que se ofrezcan , y que no correspondan especialmente á otro 
escribano. 

i4-o. Cada escribano de cámara tendrá un libro, rubricado por el 
ministro mas moderno de la Audiencia, en donde asiente las multas 
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que en los pleitos y causas radicadas en su oficio se hubiesen íinpae.s- 
to por condenaciones que merezcan ejecución ; e impuesta que sea de 
esta manera alí^una multa, el escribano pasará dentro de i!^ horas la 
correspondiente certificación á la intendencia de la provincia, para que 
pueda disponer la esaccion. 

i 4 *- I-'OS escribanos de cámara estarán obligados á dar recibo siem- 
prc que las parles se lo pidan , de los derechos que cobren en ellas, de- 
biendo siempre anotar al m Irgeo de cada actuación el importe de los 
que por ella les correspondan; y en caso de duda sobre si estos se ha- 
llan ó no comprendidos en c! arancel, se hora presente a la Audiencia 
para que la decida. 

Ademas tendrán puesta cu sus respectivas escribanías, v en sitio 
donde pueda leerse, una tabla con ei arancel de sus derechos, para 
que cada uno sepa lo que ha de ecsigir, y las partes lo que lian de 
pagar. 

142. !\o deberán dar copia certificada () te.stimonio de cosa alguna 

sin que preceda para ello mandato de lo Audiencia ó de la sala. 

1.4.3. Pasarán dentro de ocho dios al archivo de la Audiencia los- 
pleitos en que .se hubiere despachado ejecutoria, quedando anotados en 
Ia.s matrículas de pleitos de esta clase; [K.to los ya determinados defi- 
iiitivamenle en que no se baya librado e)ecuforla, los conservaran eu 
su escribanía de cámara hasta que se htibicce despachado. 

Kn igual forma y término pasarán al archivo las causa.s crimina- 
les en que se hubiere ejecutado el fallo definitivo de la Audiencia , y 
que no sean de las que deban devolverse á los juzgados inferiores. 

l 44 - También con.servarán en su escribanía los pleitos que queden 
suspensos ó descuidados por las parte.s; pero pasados tres años sin pro- 
moverlos ninguna, darLÚn cuenta á la sala, para que mande citarlas de 
nuevo ó acuerde lo que corresponda. 

145. Pondrán el mayor cuidado en la custodia de lodos los pape- 
les de su oficio, y en que estén en cl con el mejor orden posible, 
formando al intento los índices y malrícula.s que correspondan. 

He al orden espedida por el ministerio de Gracia r Justicia con fecha 23 
de enero de i 836 , declarando S. M. que los escribanos separados con- 
serr>en la propiedad de sus oficios si jaesen de los enagenados^ y la 
de nombrar tenientes. 

«Con esta fecha digo al regente de la Audiencia de Madrid, lo que 
.sigue.— S. M. la lácina Gobernadora se ha enterado del papel de 
I. feclia 16 del corriente, en que con motivo de solicitud deducida 
por don Santiago Manuel de Aibc)nign, escribano que fue <le provin- 
cia, para que .se aprobase la habilitación que tenia hccíia á su oficial 
mayor don Sevoriano Zarranz, á fin de dc.spacbar la escribanía de que 
se le ha sep.arado por Keal orden de y de este mes , medíanle á que 
poseía dicho oficio por título de compra, consulta la Audiencia por su 
conducto si á dicho escribano, y á cuantos de la misma clase fueren se- 
parados de oficios adquiridos por título de compra, ú otro oneroso, se 
les podr.á permitir nombrar tenientes siempre que tengan estos Ia.s ca-“ 
lidades necesarias para el servicio público; y en su vista ha tenido á 
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bien resolver, que se (íií^a á V. I. , como lo ejecuto de Real orden, que 
la separación de don Santiago Manuel Albóniga, y la de cualquier 
otro ínncionario de su clase , se entienda quedándoles salva la j)ropie- 
dad de sus escribanías si son cnagenadas de la Corona por título one- 
roso; V que si les está concedida la facultad de luinibrar tenientes, los 
que no fueren nombrados por los dueños para servirlas, deberán soüci- 
lar de S. M. la habilitación correspondiente en la forma ordinaria, por 
medio de la sección de Gracia y Justicia del Consejo Real.» 


Heal órdtm espedida por el ministerio de Gracia y Justicia con fecha 12 

de mayo de iHSy, sobre praui si on de oficios de escribanos y procu - 
radores. 

Rciuelto el gobierno á no proveer los oficios de c.scribano v d'e pro- 
curador sin oir antes á las Audiencias acerca do la necesidad del reem- 
plazo de las vacantes y de las cualidades de los pretendlerites , viene 
á ser perdido e! tiempo que estos emplean en acudir dire< lamente á la 
secretaría de mi cargo, de donde ademas del retardo en el despacbo de 
sus pretcnsiones Ies resultan gastos y otros inconvenientes; por todo 
lo cual se ba serviilo S. M. la Reina Gobernadora resolver: 

1. ° IjOs ayuntamientos de los pueblo.sen que se veriflque una va- 
cante de escribanía numeral, ó de notaría de reinos, darán inmediata- 
inenle cuenta á la Audiencia de! territorio. 

2. ® Jja Audiencia abrirá la oportuna iiistruccion informativa para 
declarar si la provisión es necesaria, y siéndolo, mandará al ayunta- 
mienlo instruir espediente en la forma acostumbrada. 

3 . ° La Audiencia remitirá á esta Secretaría del Despacbo aque- 
llos espedientes, con su informe acerca del mérito relativo de los pre- 
tendientes. 

4 - ^ Se mantendrán en todo su vigor las dl.sposiciones que pro- 
biberi por regla general la provisión de notarías reales en la antigua 
corona de Castilla, e.sccptuando las de los puoblo.s en que liay colegio.s, 
respecto de las cuales procederán la.s Audiencias del modo que va c.s- 
presado en los artículos 2. ° v 3 . ° 

5 . ^ i\o se dar.i curso en esta secretaría á las instancias deJos pre- 
tendientes á c.scribanías y notarías, pues (‘.stos deben aciulir dírecla- 
iTienlc á las Audiencias , á no ser que soliciten el título de propiedad 
solamente sin a.spirar al ejercicio. 

6 ^ Ims que posevendo lo.s ofjcios á título de propied.id soliciten 
cédulas para su ejercicio, acudirán también á las Audiencias, en cuyo 
caso limitarán estas su loforme á la censura de diciios títulos y á las 
cualidades personales del que pretenda servir en su propio nombre, (> 
corno teniente, cuando el propietario tenga facultad de nombrarlos, ó 
con la calblad de ínleiin por la incapacidad legal del dueño del ouelo. 

7. ® IjO dispuesto en los artículos 5 . ® y 6. ® respecto á los que 
pretenden escribanías ó notarías, se entiende igualmenie para con los 
que soliciten oficios de pi'ocur;idor , corredor, alcaide, ú otro cual- 
quiera de los cnagenados ríe la corona que no esten suprimidos. 



ADMINISTRACION 


a3a 

Decreto de las Cortes de ii de junio de i 83 j sobre recepíores y due- 
ños de receptorías. 

scííorcs secrefAi'ios de las Cdrtps en 2 del présenle mes dicen 
!o siguiente: Las Corles han tomado en consideración una esposicion 
de don José Diez Cahria, don José Jiménez y otros notarios de reinos, 
en que maniíiestan que tomaron en arrendamienlo oficios de recepto- 
res del suprimido Consejo de Castilla, y se ecsaminaron á título de los 
mismos, obteniendo luego el de notarios de reinos con pago del fíat y 
demas derechos eslahlecidos , y se quejan de que aunque caducaron di- 
chos oficios por la supresión del Consejo de Castilla, sus dueños Ies apre- 
mian al pago de sus arriendos; por lo que piden el restahiecimícnto de 
los decretos de la época anterior relativos k los de su clase, y que habien- 
do satisfecho los derechos correspondientes a la notaría de reinos, no se 
les impida ejercer sus oficios de notarios ; no debiendo ser de peor con- 
dición que los oficiales de la cstinguida sala de alcaides de la Real casa 
y córte, que cstinguida esta, tuvieron ingreso en los juzgados de pri- 
mera instancia, y siguen ejerciendo como escribanos. En su vista las 
Cortes han tenido a bien declarar, que los dueños de las espresadas re- 
ceptorías del suprimido Consejo de Castilla se bailan en el caso de soli- 
citar que se les reconozca como acreedores del Estado por el valor de 
ellas, con arreglo á lo que se halla establecido para todos los oficios 
cnagenados de la corona, y qnc los receptores que han obtenido nota- 
ría de reinos, pueden ejercerlas, no obstante la supresión de las re- 
ceptorías.» 

Real orden mandando epie en las propuestas de escribanías sean preferidos 
los dueños de a<pidlos oficios cnagenados^ espedida por Gracia y Justi- 
cia en 2 de marzo de i 83 g. 

«Para disminuir los perjuicios que por consecuencia de las últimas 
disposiciones relativas al arreglo de los Tribunales se han seguido á 
los dueños de e.scribanías y otros oficios cnagenados, se ha servido re- 
solver í?. M- la Reina Gobernadora, que en las propuestas y provisio- 
nes de dichos oficios que se hicieren por el Jribuiial supremo y Au- 
diencias de la Península c islas adyacentes, se prefiera, en igualdad de 
circunstancias, á los dueños de los mismos, hasta tanto que puedan ser 
indemnizados por la Nación.» 

I Esta orden respira equidad; pero será muy raro el caso en que 
surta efecto; porque, ¿cuándo se verificará la absoluta igualdad de cir- 
cunstancias? EJ medio único, no de dismiimir sino de prevenir todo 
perjuicio, es el de observar á la letra el artículo 10 de la Constitución 
de iBdy, con.signado antes en la ley 2, tít. i, Part. 2, y en la 3i,tít. 18, 
Part, 3 , porque es principio de justicia eterna y de jurisprudencia uni- 
versal: la propiedad es el f^undainenlo de la sociedad; el que no la respe- 
ta, ni indemniza antes, despoja. |¡ 
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1 {eal órdm comunicada con fecha i4 de junio de 1840 por el mmis^- 
tcrio de Gracia y Justicia á los regentes de las yiudiencais ^ rela-^ 
/iva á la preferencia que para ser nombrados en oficios euagenados 
está declarada á los poseedores de estos y sus tenientes. 

«Deseando S. M. la Ueina Goljcrnadora favorecer hasta donde sea 
dable el derecho de propiedad en las provisiones que tienen lugar por 
este ministerio de mi cargo, se dignó mandar en 3 de marzo de i 83 q 
que en las propuestas y provisiones de escribanías de cámara, procuras 
y otros oficios euagenados, se diese preferencia en igualdad de circuns- 
tancias á los qne fueron dueños de ellos, hasta que puedan ser in^ 
demnizados por <d Estado. Partiendo del mismo principio y deseando 
igualmente S. M. que las reformas sean lo menos gravosas que sea po- 
sible á aquellos á quienes alcanzan, se ha dignado resolver : 

í. ° Q !ie los poseedores de oficios cnagenados de la corona, cuyas 

clases subsisten aun en los tribunales, sean de nombramiento de aque- 
lla ó de estos, y que por carecer de los requisitos necesarios, no te- 
niendo facultad de nombrar teniente no pueden gozar de la preferen- 
cia indicada, y Io.s que tienen aquella facultad en lodo caso, puedan 
designar persona en quien concurran las circunstancias que ecsigen las 
disposiciones vigentes de la materia; con el solo y escluslvo oljjcto de 
que, mostrándose pretendientes en las vacantes de su re.specliva clase, 
se ie.s dispense la misma preferencia concedida á los propietarios hasta 
que llegue e] caso de ser estos completamente indemnizados. 

a. * Que los sugclo.s que al tiempo de publicarse las ordenanzas 
ó reglamentos de los tribunales servían dichos oficios en calidad de 
tenientes ó con cédulas de ínterin, y quedaron escluidos en el arre- 
glo que á su virtud se hizo, gocen de dicha preferencia; en cuyo caso 
no harán Io.s propietarios la designación de persona de que trata el ar- 
tículo anterior, á no ser que no puedan concurrir aquellos por falta de 
los requisitos que actualmente se ecsigen. 

3 . *’ Ou(í las disposiciones precedentes sean aplicables igualmente á 
los oficios de receptores de los tribunales, no obstante estar suprimi- 
dos, entendiéndose la preferencia para las escribanías de número de 
los pueblos del distrito en que ejercían sus funciones al tiempo de la 
supresión de aquellos oficios. 

4 . « Que cuando los Tribunales no den su preferencia á los sugclos 
comprendidos en las disposiclone.s precedentes, manific.slcn al elevar 
las propuestas al gobierno los fundamentos de su diclámen ; y que 
cu-ando los interesados tengan que reclamar en su razón, aunque el 
nombramiento corresponda á los mismos tribunales, se dirijan á los 
regentes, quienes remitirán la snlicitud al ministerio de mi cargo, in- 
formada con la debida espresion, para que en su vista pueda S. M. re- 
solver lo que estime conveniente. 

CAprruLo. vií. 

De los cancilleres-registradores. 

1^6. Habra en cada Audiencia un canciller-registrador, que de-^ 

TOMO V. 3q 
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bcrá ser persona de probidad, idónea y de toda confianza, para regis- 
trar y sellar las Reales cartas, despachos y provisiones que mande 
despachar la Audiencia ó cualquiera de suy; salas. 

Percibirá snlameiile los derechos de arancel, y sera nombrado por 
S. M. á propuesta del Tribunal, que la haj'á simple por esta vez, y en 
lo sucesivo por terna. 

i 47’ le dar,A en el edificio de la Audiencia una oficina decente 
donde ejerza sus funciones y custodie el sello y el registro, los cuales 
no podrá tener en su casa ni en otra parte alguna, por ningún tí- 
tulo ni prelesln. 

i 4-8. Estará en su oficina todos los dias de Audiencia á las hor.-is 
que el regente señale, para sellar y registrar las provisiones y cartas; 
y deberá reunir encuadernados en uno ó mas libros lodos los re- 
gistros de cada año. 

i 49- Todas las cartas y provisiones que se manden despach.ar se 
registrarán y sellarán por el canciller-registrador, el cual antes de 
.sellarlas las hará copiar literalmente de buena letra en el registro, y 
las firmará; y ni el ni sus oficiales manifestarán á persona alguna el 
contenido de ellas, especialmente de las que fueren de oficio. 

i5o. No registrará ni sellará provisión, ni carta alguna que nr> 
le presenten las parles interesadas ó sus procuradores, ó el respectivo 
escribano <le cámara cuando el negocio sea de oficio. 

i.5i. Tampoco sellará ni registrará ninguna carta ni provisión en 
que el escribano de cámara que la refrende no haya anotado sus de- 
rechos y los del registrador, conforme al artículo iSj; y si en cst.a 
nota advirtiere alguna equivocación, y el escribano no quisiere rec- 
tifi caria, dará cuenta á la sala respectiva. 

I.') 3 . Conservará el registro y el sello con el mayor cuidado, y no 
dará traslado alguno del primero sin orden de la Audiencia <í de al- 
guna de sus salas. 

i53. En ausencia , enfermedad ó vacante del canciller-registrador, 
nombrará la Audiencia un interino. 


CAPITULO vm. 

/os tasadores-repartülores 

i54- También habrá en cada .\udiencia no tasador de derechos, 
que lo .será asimismo p.ara lodos los juzgados de primera instancia de 
la capital en que ella resida, y reunirá el cargo de repartidor de ne- 
gocios en aquellas Audiencias en que haya que repartirlos por haber 
dos relatores d dos escribanos de cámara en cada sala. 

Este oficial deberá ser persona honrada, fiel é inteligente, nom- 
brado por la Audiencia, la cual oirá par.a este fin á dichos relatores y 
escribanos de cámara cuando el tasador hubiere de ser también re- 
partidor. 

i55. Como tasador tendrá la dotación que S. M. y las Corles .se 
dignen aeíialarle , y ademas percibirá por las tasaciones los derechos 
de arancel ; y donde reúna el carácter de repartidor, se le .satisfará 
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olro tanto ,le dlchíi <1olacíon por los relatores r «críbanos de cámar. 

• ftp hacerse los rcparlimientos. 

las tasaciones de derechos cuando hubiere condenación 
de costas ó cuando dJban practicarse aquellas en virtud de providen- 
cia iudicial por queja de parte contra alguno de los- cuñales, se ar- 
reciará el tasador á los aranceles vigentes, conforme a los cuales mode- 
rará cualquier esceso que hubiere en lo cobrado ó anotado, guardán- 
dose siempre lo dispuesto en el párrafo del arl, 8fi; y si hecha la 
tasación v publicación se agraviare alguno de ella , tendrá espedito su 
recurso á' la sala ó al juez por quien haya pasado el asunto, los cua- 
les cada uno en su caso, determinaran oído el tasador. 

157. El tasador de la Audiencia revisara y conhrmara, ó alte- 
rará eii su caso cuando lomando el Tribunal, las tasaciones que en 
los demás juzgados ordinarios del territorio hagan los respectivos es- 
cribanos 

1 58 . Siempre que se le pasen negocios de pobres ó causas que se 
hayan seguido de oficio , para tasar los derechos devengados por los 
saballernos curiales de la Audiencia , lasara al mismo tiempo lo res- 
pectivo ai juzgado de primera instancia , si no constare estar hecha 
en él tasación; y absteniéndose de ecslgir derechos á las partes, los 
cobrará cuando los perciban los demás, por entero, ó á prorata como 
ellos si los bienes no alcanz.ireii. 

i5q. Eas dudas que le ocurran en el desempeño de su oficio, si no 
estuvieren resueltas por el arancel, las consultará con la sala en que 
penda el negocio. 

iCo. Tevidrá los libros necesarios para anotar claramente y con 
separación las tasaciones o’ informes que se le manden evacuar. 

161. Cuando el tasador reúna el cargo de repartidor, asistirá dia- 
riamente á la Audiencia en la pieza que se le destine, desde media ho- 
ra antes de la entrada de los ministros hasta su salida, y hará cada 
dia el reparliiuienlo con arreglo al arl. 26 (Véase art. 208,) 

162. l*ara este fin lomará otros tantos turnos cuantas sean las cla- 
.ses de negocios que deben repartirse, según lo que la Audiencia hu- 
biere acordado conforme al art. 2 5 , ovendo para formarlos á los re- 
latores y escribanos de cámara , por si fuere mas conveniente hacer 
alguna subdivisión que facilite distribuir de una minera mas los 
asuntos; y arreglados los turnos, se presentarán á la Audiencia para 
su aprobación , con la cual el repartidor se gobernará por ellos para 
el repartimiento. 

i 83 . lendra tantos libros cuantos .sean los turnos, y en cada li- 
bro escribirá los repartimientos según los vaya haciendo, y espre- 
sará el relator o escribano á quien toque, y la sala en que .se radi- 
quen los negocios, Pero el rcparlimiento de cada uno de estos en su 
clase o turno respectivo, lo ejecutará por suerte entre aquellos rela- 
tores d escrlb.anos que no tengan ya llena .sn vez, observándose para 
el sorteo la forma mas sencilia que la Audiencia acuerde. 

Euandoesla mandase que algún negocio se junte á otro que 
este radicado en diferente e.sci ibanía, el repartidor descargará el tur- 
no que aquel negocio ocupe, y reintegrará al escribano que lo cotre- 
g<ic con el primer asunto que de igual clase se hubiera de repartir. 
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1 65 . Los relatores y los eseribanos de cámara podrán asistir al 
acto del repartimiento, ú fm de enterarse de sii legalidad y de la im- 
parcialidad del repartidor en estas operaciones, presenciando en su 
caso los sorteos determinados por el art. 162. 

166. Deberá el repartidor, bajo la mas estrecha responsabilidad, 
absienersc de repartir nuevamente negocio que tenga antecedentes en 
la Audiencia; pues habiéndolos, pasará este desde luego á la escriba- 
nía en que se hallen radicados. 

167. Cualquiera duda que ocurra en el acto del repartimiento y 
no se resuelva por el repartidor y por los interesados en el, la decidi- 
rá la sala á que corresponda el asunto, oyendo previamente á uno y 
otros. 


Orden de la Fiegcncia prot^ísional , comunicada por Gracia y Justicia 
en i 3 de enero de 184^1 mandando que continúen repartiéndose los 
pleitos entre las escribanías por el turno rigoroso anteriormente es- 
tablecido. 

«La Audiencia de INTadrid elevó á la Ttegencia provisional del 
reino por conducto del Tribunal supremo de Ju.sticia la determina- 
ción lomada por la junta provisional del Gobierno de Toledo, para que 
cíísase el repartimiento de los negocios judiciales entre los escribanos 
numerarios de aquel juxgado, y se despacharan por las esci ibauía.s que 
la.s partes eligiesen á su arbitrio ; y siendo este un negocio resuelto 
anteriormente, puesto que por Real orden de 3 i de marzo de i 83 G 
se mandó que los pleitos que se enlabiasen en Madrid se repartie- 
ran entre los escribanos numerarios por turno rigoroso, habiéndose 
tenido presente los males que ocasionaba la libre elección, ya valién- 
dose de personas parciales, ya produciendo mayor desigualdad de 
trabajo en los juzgados, y que en tal caso serla necesario dejar tam- 
bién al arbitrio de los apilantes y de los que interpusiesen recursos 
de nulidad radicar estos y las apelaciones en las escribanías que mas 
les pluguiera trastornando el orden justamente establecido, la Regen- 
cia provisional del reino, de conformidad con el parecer del Tribunal 
supremo de du.sticla, se ba servido resolver quede sin efecto la men- 
cionada determinación de la junta provisional de loledo; que conti- 
rníem despachándose los pleitos en aquel juzgado por el torno rigo- 
roso establecido anlerlormeíile de acuerdo de la Audiencia, conforme 
á la real orden citada, y que se circule á las Audiencias esta resolu- 
ción para que se observe por punto general.» 

CAPITULO IX. 

De los porteros y de los mozos de estrados. 

i68. En todas las Audiencia.s, á nombramiento de ellas mismas 
por mayoría absoluta do votos, habrá un porlimo mayor ó de cstra- 
«ios, y para cada sala ordinaria otros <los menores, dotados con el suel- 
do que S. M. y las Cortes dcterinincn; debiendo ser todos personas 
honradas y fieles y de suficiente aptitud para su oficio. 
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169. Todos los porteros asistirán díarlainente á la Audiencia, y 
deberán siempre estar en ella un cuarto de hora antes de la entrada, 
para acompañará los magistrados á las salas, y abrirles las puertas de 
ellas, según fueren llegando: y el que estuviere de turno, del cual se 
esceptúa al portero de estrados por razón de sus mayores atenciones, 
concurrirá á la posada del regente, conforme al artículo 72. 

170. El portero de estrados, en particular, lo será de todas las 
salas, y asistirá siempre con los demas á la en que se celebre Au<lien- 
cía plena: avisará las escusas al abrirse esta, dará la hora, v bájo la 
intervención del secretario, correrá con la compra y dislribucioii de 
los utensilios necesarios al servicio del Tribunal y de sus oficinas, y 
cuidará del aseo de unos y otras, para lo cual tendrá un mozo, que 
también se llamará de estrados, con la dotación anual que se le se- 
ñale, nombrado y amovible por el regente, oyendo á dicho portero 
mayor. 

171. Los porteros todos asistirán allcrnativaniente en la sala á que 
este'n agregados, haciéndolo dentro durante la Audiencia pública, y á 
la puerta en lo esterior cuando este' cerrada; y será de su cargo celar 
muy cuidadosamente sobre el buen orden, silencio y compostura que 
deben observar los subalternos y demas personas que concurran á la 
.sala, haciendo que lodos y cada uno guarden ceremonia, y evitando 
que en la inmediación de la sala se haga ruido d se den voces que 
embaracen el despacho. 

X72. IVo permitirán que persona alguna entre con palos d con ar- 
mas en las salas cuando estén en Audiencia pública; pero sí dejarán 
que entren con espada y con bastón aquellos á quien corresponda este 
distintivo por sú graduación d por .Su cargo, 

173. l ii la sala á que estén agregados harán los apremios á los 
procuradores para la vuelta de autos; ejecutarán las citaciones que 
se ofrecieren; llevarán los pliegos de las salas; llamarán al despacho; 
publicarán la hora; y harán todo lo demás que oficialmente so Ies 
mande en lo relativo á sus oficios. 

Acompañarán lodos á la y\udlencia en las visitas generales 
de cárceles y en lo.s actos públicos á que ella a.sista en cuerpo: mas pa- 
ra las visitas .semanales turnarán solo los porteros de la sala del cri- 
men. 

Unos y otros deberán habitar dentro del pueblo en que resida 
la Audiencia, y dar razón <le su inorada al regente. 

CAPITULO X. 

De los alguaciles. 

lyS. También habrá en todas las Audiencias dos alguaciles por 
cada sala ordinaria , nombrados por aquellas como los porteros, y 
dotados con la asignación que M. y las Corles le.s concedan ; los 
cuales asistirán diariamente al Tribunal todas las horas del despacho 
para recibir y ejecutar las órdenes que se les dieren por las salas ó 
por el regente, y para acompañar á éste, con arreglo al arl. 72. 

176. Sin pcrjuiciode ello, harán por turnóla guardia diaria en las 
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posadas del regente y del ministro mas antiguo de !a sala del crimen, 
conforme á dicho articulo y al 8^; acompañarán todos á la Audiencia 
á las visitas generales de cárceles y en los actos púhllcos á que concur- 
ra , y turnarán dos |»ara la asislencia á las visitas semanales. 

1 odos los alguaciles deberán asiniisriio liahilar deril ro de la capi- 
tal respectiva dando razón de su morada al regente de la Audiencia 
y al ministro mas antiguo de la sala deí crimen. 

CAPITULO XI. 


De los alcaides de las cárceles. 


177. En cada una de las cárceles habrá un alcaide encargado de 
la custodia de los presos, debiéndose gnardai- por ahora el orden que 
rija en la actualidad respecto al nombramiento y salario de estos ofi- 
ciales. Todos ellos hahilarán precisamente en un departamento de la 
misma c.árce!. 

178. Cada alcaide tendrá tres libros, que se litulara'n : uno de 
presos , otro de ecsist entes por cárcel segura , y otro de salidas. 

En el libro de presos asentará el dia de la entrada de estos , con 
espresion de sus nombres , apellidos y domicilio , de la autoridad que 
hubiese decretado la prisión ó arresto , de aquella á cuya disposición 
queden, y de la persona que los haya entregado, la cual firmará el 
asiento , y si no supiere lo ejecutará otro en su nombre. 

En el libro de ecsistenles por cárcel segura asentará también el 
día en que se reciban los presos que entraren con esta calidad, es- 
presando Igualmente sus nombres y domicilio, y la autoridad de quien 
proceda la provlfleiirla ú orden de truislacion. 

]án el liiiro de salidas anotará a.simisino el dia en que saliere cada 
preso, con igual espresion de su nombre y domicilia y del destino á 
que saliere. 

.Al margen de cada asiento de entrada se pondrá la palabra salida^ 
con el folio <le esta en el libro respectivo; y lo mismo se hará en lo.í 
a.slentos de salida , respecto á las entradas. 

179. No recibirá en la cárcel á persona alguna en clase de presa 
ni arrestada sino por orden de autoridad competente , o eii virtud de 
entrega por quien este legítimamente facultado para ello. 

180. Cuidará siempre de tener á los hombres separados de lasniu- 
geres , y á los muchacbos <le los liombres ; y de que, en cuanto sea 
posible, no se mezclen ni confundan los meramente deteniilos , ni los 
arrestados por motivos poco considerables , con los reos senlendado.s 
por graves delitos, ni con malhechores conocidos, ni con otros presos 
de relajada conducta. 

181. No permitirá que a ningún presóse le haga vejación alguna 
en la cárcel , ni que á los que entraren nuevamente se les ecsija nin- 
guna cosa. 

182. No pondrá nunca prisiones á ningún preso , sino cuando y 
romo lo disponga el juez respectivo, ó cuamlo Sea absolutamente ne- 
cesario para la seguridad de la persona , ó para la conservación deí 
buen orden cu la cárcel, debiendo inmediatamente dar parte á dicho 
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jaez tn cualquiera de eslos dos úliintos casos , y estar a lo que td or 
acné. (Vcaiise los artículos 7 y ii> del Reglamento.) _ 

18:1. Tendrán todos los alcaldes gran cuidado del aseo y limpieza 
de las cárcelo.s ; do que haya luz encendida de noche ; de que no se 
permilan juegos de ínteres, "de cualquier especie que sea; y de que cons- 
lanlcnicnle observen todos en la cárcel el mejor orden y la iiiajor re- 
caí a ridad. ^ ^ 

184. Tendrán .siempre puesto el arancel de .sus derechos en sitio 
donde todos lo puedan leer, y nunca llevarán mas de los que en el 
.se prescriban ; debiendo .ser muy estrechamente responsables si se 
e.scedieren en esto, ó por algún medio indirecto estafaren á los presos, 

'<!) tolerasen que lo haga algún dependít;rite de la cárcel. los pobres de 
.solemnidad no le.s ec.sigirán derechos algunos, 

1 85 . B.ijo igual resporisahilidád se abstendrán de admitir dádiva, 
ni rcg.'ilo de ningún preso ni de sus familias, y de permitir que lo 
llagan sus dependienle.s. 

iS6. iVo ecsígirán ni tomarán cosa alguna por permitir que se 
entre comida d ropa á los presos comunicados; y si estuvieren eslo.s 
en incomunicación, .se las llevarán ó harán que.se Ies llevan inmedia- 
tamente, .sin perjuicio de que en uno ú otro caso tomen las precau- 
ciones oportunas para impedir que en tales efectos se introduzcan avi- 
sos ü otras co.^as que no deban. 

187. A ningún preso leimpedirán la comunicación regalar sin es- 
pecial orden del juez rc.specllvo ; ni á ninguno cuya soltura ó salida .se 
haya decretado, fe detendrán en la cárcel porque no haya pagado los 
derceho.s , los cuales deberán repetirse contra sus bienes. 

188. Los alcaides guardarán cuidadosamente las ordenes y man- 
damientos de prisión ó de arresto para prc.senlarlos en las visitas de 
rárcel siempre que convenga; Y en ellas se les hará severo cargo de to- 
da arbitrariedad, abuso ó negligencia que cometieren en la cárcel. 

Heal orden espedida en 26 de enero de i84o por e,i minisi erio de la 

Oobcrnacion^ acerca de los oficios de alcaides de las cárceles. 

" Inlimamente convencida S. M. de la necesidad de mejorar las 
cárceles y de formaren lodo el Reino los establecimientos penales j 
de corrección como ecsigen lo.s adelantos de la civilización y de la fi- 
losofía , no ha omitido medio alguno para llevar á efecto una obra de 
tanta importancia. Ija Immanidad , las costumbres y la .seguridad pú- 
blica se interesan á la vez en su realización ; pero se oponen á ella in- 
tereses creados por el trascurso de mucho tiempo v los vicios c in- 
veterados abasos con.senlidos por la indolencia , d pocas veces ataca- 
dos con decisión y vigor. Liainahaii la alencion entre todos, como lo# 
mas perjudiciales y aun funestos, la falla de los requisitos y cualida- 
des necesarias paca cumplir sus deberes en las personas encargadas del 
régimen de las prisiones , el derecho adquirido por algunos particula- 
res de nombrar los alcaides, con pocas rcsli icciones y" con escasa in- 
Icrvcncion del Gobierno, la e.slrechez 6 mala distribución de ios edifi- 
cios , impropios p.ira llenar los objetos que se han propuesto las le- 
yes , la nulidad de los sueldos, y h falla de rccarstw sin los-cua- 
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Ies vanamente se intentara mejorar el sistema carcelario, y menos es- 
Lablcccr el penitenciario y correccional de modo que basten á refor- 
mar las costumbres , y á prevenir la repetición de los delitos. 

Las prisiones han sido generalmente focos de corrupción é in- 
moralidad , y S. M. quiere que llegue un dia en que sirvan para la 
corcrcíon y ensefianza de los infelices a quienes la mala educación o 
la miseria han precipitado en el crimen. 

Con este fin se fijaron en circular de 5 de marzo de i838 las pri- 
meras bases para una reforma tota!, encomendando á una comisión es- 
pecial compuesta de personas celosas e ilustradas la formación de un 
proyecto de reglamento de cárceles , con cuya observancia se; asegura- 
se la conveniente distribución do los edificios destinados á ellas, de 
modo que estuviesen completamente separados los reos de diferentes 
delitos, los detenidos y confinados, y’ los de distintos secsos y edades, 
sin olvidar lo necesario para el establecimiento de enfermerías y ta- 
lleres. 

Correspondiendo la comisión á la confianza de S. M. , mientras en 
virtud de nueva autorización se ocupaba de la formación del regla- 
mento general para lodos los establecimientos penales , propuso como 
primeras c indispensables medidas el tanteo de todas las alcaidías, la 
fijación de las calidades que debían reunir los que hubiesen de ser- 
virlas , la mejora de los edificios que fuesen útiles para plantear el 
nuevo sistema , y la aplicación á tan filantrópico objeto de conventos 
suprimidos. En conformidad de lo . propuesto , se espidió la circular 
de 9 de junio de i838 , por la cual .se mandó que los ayuntamientos, 
previa la aprobación de las diputaciones provinciales, introdujesen 
las demandas de tanteo de las alcaidías de cárceles, dando cuenta en 
el termino de un mes de haberlo ejecutado , ó de las causas que hu- 
biesen impedido hacerlo. Para aprovechar los edificios útiles, se de- 
terminó su distribución, estableciendo bases que observadas esacta- 
mente llenasen los objetos que S. M. se habla propuesto al dictar la 
Kcal orden de 5 de marzo de i838 , y se previno á los gefes políticos 
y diputaciones provinciales, que en un breve termino propusiesen la 
aplicación de los conventos que juzgasen mas convenientes , dándoles 
instrucciones para proceder en esta designación. En vista de esta or- 
den, se han apiieado muchos en diversas provincias, y se han pedido 
otros que sucesivamente se irán destinando á este objeto. 

Todas estas disposiciones han sido y serán insuficientes mientras 
no se realice el tanteo de las alcaidías; pero este, á pesar de su conoci- 
da importancia, ha encontrado tantas resistencias y obstáculos , que 
la acción del gobierno , ocupado sin cesar de graves y urgentes aten- 
ciones, no ha sido hasta el día bastante á superarlo.s. El inoilo de verifi- 
car los tanteos, y los fondos con que los ayuntamientos habían de aten- 
der á este preferente objeto, bandado ocasión á dilaciones y consultas, 
fundadas algunas, y evidentemente dirigidas otras á entorpecer la eje- 
cución de las disposiciones adoptadas. Entre todas ha llamado princi- 
palmente la atención de S. M. la duda propuesta por el ayuntamiento 
de Madrid, sobre si verificado el tanteo le correspondian sus conse- 
cacncias, por espresar en ella que en otro caso creía, con arreglo á la 
ley, no poder emplear los fondos del común para agenas- adquisiciones. 
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Para resolver afccrtadaTneritc , S. RI. creyó ú'il oír á la jimia con~ 
ímUIva (le este núnlsterio, y á la comisión especial <Ie cárceles. Pen- 
diente de su informe la esposicion del ayuntamiento de Madrid, la so- 
ciedad foi piada eii esta corte para la mejora del sistema carcelario, ele- 
vo á S- M. otra en 8 de diciemlirc dcl aíio próesimo anterior, solici- 
tando la redención de los oficios de alcaide de las cárceles, para qac 
fuesen de libre nombramiento del gobierno; y S. jtí. tuvo por conve- 
niente oir lambicn acerca de ella el dictámeii de las cspre.sad.is corpo- 
raciones. líabiendolo evacuado con singular tino y circunspección, S. M.', 
persuadida de la urgente necesidad de que las alcaidías salgan del douii- 
nio de particulares, previa la oportuna indemni/„Tcion ; de que nada 
puede ser mas útil á la población de IMadrid y á las dornas de la mo- 
narquía cuyas cárceles se hallen en igual caso, que la adopción de 
una reforma, sin la cual serán infructuosas las dema.s que se intenten, 
y délas cuales ni un momento apartará su soberana atención; solícita 
siempre de la mejora de las costumbre.s y de cuanto conduzca al bien 
del Estado; penetrada de que ningún perjuicio recibirán las corpora- 
ciones que ateniéndose á las reglas establecidas ejecuten los tanteos 
con sus fondos, reputándose la anticipación <ic estos con calidad de re- 
integrable, ha resuelto se observen las disposiciones siguientes: 

1 . ^ Los que posean oficios de alcaides de cárceles por coricc.siaa 
graciosa de la corona, y los que en virtud de nombramiento de lo;; 
propietarios los descmpciían actualmente, ccsara'n de ejercer los tan lúe - 
go como llegue á su noticia c.sta circular. Los gcfc.s políticos nombra- 
rán las personas que liayari de sustituirlos inlerinaincnle, ó les confir- 
marán en el mismo concepto en sus cargos si los juzgan merecedores 
«de esta confianza. 

2. ® I.os ayuntamientos de poblaciones donde los oficios de alcai- 
des hayan sido en.agenados de la corona á título oneroso, proccde¡'án 
sin dilación á introducir las correspoiidienles demandas de tanteo ea 
la forma prevenida en la circular de fj de junio de i838. 

3. ^ J.os ayuntamientos satisfarán el valor de las alcaidías. Para su 
debido reintegro las diputaciones década provincia propondrán los ar- 
bitrios menos gravosos y de mas fácil y pronta recaudación, los cuales 
se repartirán de una manera proporcionaí y justa entre todos lo.s pue- 
blos de 1.1 misma. 

4 No tendrán derecho á este reintegro siempre que aparezca de 
ios títulos de los propietarios actuales, que verificaron la ciiagenacioa 
de la.s alc.aldías y recibieron el precio de la egresión. 

Para juzgar osle punto, los propietarios presentarán dentro dcl 
leriiiiuo do i5 días á las diputaciones provinciales respectivas lo.s títu- 
los primordiales de .su adquisición. 

Debiendo ser las cárceles de Madrid el modelo de todas las de- 
más dcl Estado , depo.silándose en ellas coirsiderablc número de reos 
de divecs.is procedeucias , y reclamando urgentemente el ínteres pú- 
blico la ejecución de la reforma acordada en Real orden circular de g 
de junio de i833, S. M., deseando dar un testimonio solemne del vivo 
interés con que mira la mejora de las cárceles, ha resuelto que desde 
luego se proceda al tanteo de las alcaidías de villa y corte , anticipán- 
dose de los fondos dcl ministerio de la Gobernación las canthlades ne- 
TO.MO V. 3 [ 
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ccsai ia.'; , sin perjuicio Jel reintegro prevenido en el cuso de que liahU 
la disposición 4 -® de esta circular. 

7 ' propietarios de lasespresadas alcaidías presentarán tol gefe 

político de Madrid en el íermino prescrito por la disposición 5 .'^ los 
títulos de .su propiedad para que procediendo inmedialaincnte á la li- 
quidación de las cargas que tengan, se acuerden la forma y medios de 
caiji'Irlas, y la indemnización de aquellos. 

^ ^ S. M. , a propuesta de los gefes políticos y oyendo á las auto- 
ridades y corporaciones que tenga por conveniente, nombrará en lo su- 
cesivo los alcaides de las cárceles cuyos oficios reviertan á la corona, o 
.sean tanteados conforme á las disposiciones de esta circular, 

IjOS gefes políticos vigilarán su cumplimiento v procurarán re- 
mover cuantos obstáculos se opongan á el, dando cuenta á S. M, ; oa 
la inteligencia de que verá con singular aprecio el celo que desplieguen 
para .satisfacer sus bencfic-is miras, v mostrará su real desaprobación 
á los que por su indecisión ó apatía dejen frustradas las gratas espe- 
ranzas que ha concebido » 

¡! Ve'ase también la l\cal orden de ra de enero de iSSq, relativa á 
las demandas sobre alcaidías, que dejamos copiada en otro lugar. || 


’fl'I/B'lííj® ISf. 

lie loti 7 |iPoeur»d4»re» que aetúen en ]»• 

AudJenelas. 

CAPITULO L 

De los ahogados j de la defensa de pobres. 

1 8q. Ningún abogado podro abogar en las Audiencias sin estar 
Incorporado en el colegio respectivo, á menos que sea en causa propia, 
cu la cual podrá hacerlo cualquiera que este recibido de abogado. 

¡I Véanse las copias que irán al íin de este capítulo, y que han mo- 
dificado notablemente sus dispo.síciones. ]¡ 

19a. Todos los que aciden en cada Audiencia se presentarán en 
ella cí día de la apertura solemne de la misma al principio de cada 
auo . para prestar ante el Tribunal pleno el juramento prescrito por 
las leves; y lo-s que no pudieren concurrir aquel día, lo harán en el 
ina.s inmediato hábil. A ninguno se le permitirá ejercer la abogacía 
sin este requi.sito. 

iqr. Los abogados firmarán sus escritos con firma entera, y siem- 
pre anotarán al pié de ella sus honorarios cuando los lleven, jj Lene*- 
ralrnenle no lo hacen , y se les tolera. |j 

19a. SI la parte se quejare del abogado por csccso en los honora- 
rin.s, la sala en que penda ó se halle el negocio respertivo, hará la 
regulación oyendo á aquel , y lo que ella determine se ejecutará sin 
ulterior recurso, ][ Miora se pasa á la junta de gobierno para la regula- 
ción de los honorarios, por estar asi mandado, y siempre se apraeba 
la regulación que hacen un abogado antiguo y otro moderno. j| 
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Cuantía tengan que liablar en estrados, se sentarán en el la- 
gar destinado a! iafeuto; }' para estos actos no podrán concurrir mas 
de dos abogados por ca<la parte. 

iq4- Cuando concurran á la defensa de algún pleito o causa, no 
inlerruiiipiráii á los relatore.s en su relación , ni á los demás aboga- 
dos en sus discursos; y si los uno.s ó los otros hubieren padecido al- 
guna equivocación en algún liecbo, podrán rectificarla despues^los qua 
lo estimen oportuno. 

iqS. iNo saldrán de la sala en que hayan entrado á informar so- 
bre algún negocio, Jiiienlras dure la vista de td, sin licencia del prc- 
.sidente tic aquella. 

iqí). Asi en sus informaciones romo en sus escritos cuidarán siem- 
pre de producirse con lodo el decoro tjiie oorrespoinle á su noble pro - 
ie.sion y á la antoritlad de los tribunales, y de guartiar á estos el res- 
peto que Ies es debido. Ijvilarán esprosiones liajas, ridiculas o impro- 
pias del lugar en que se profieren, ó de los jueces á quienes se diri- 
gen ; y nunca apoyarán sus argumentos sobre hechos .supuestos ó des- 
figurados, d sobre supuestas disposiciones legales ó tloctrinas, ni diva- 
garán á e.species iinpertiaentes é inconecsas, ni .se estraviaián de la 
cuestión. (Véase art. iq.) 

iqy. Los abogadtís que tengan á su cargo la defensa de pre.sos co- 
municados, deberán presenlar.se á c.stos cu la cárcel .siempre que se lo 
pitian , r les dispensarán todo el consuelo posible. 

198, Sin perjuicio de la sagrada obligación que iodos los abogados 
tienen de defender gratuilamcnle á los pobres que pongan en ellos su 
(’t ufianza. asi en las causas criminales como en las civiles, habrá ade- 
mas en cada Audiencia para la defensa de aquellos que no elijan es- 
peciaimentt! otro defensor , do.s ó mas abogados nonihrailos cada año 
por los respectivos colegio.? en la Ibrnia que estos dcterniiiicn , siendo 
obligación de los mismos .a> isar anualmente á las Audiencias los suge- 
tos que se nombren, 

199, Sí el pobre á quien hubiere defendido algún abogado viniere 
á mejor fortuna, bastante para satisfacerle los derechos que hubiere 
devengatio en la defensa, podrá ecsigírselos este, lo mismo que lo.s de- 
más curiales en igual caso; y si en las causas tí pleitos de pobres que 
hubiere tlefendido recayese condenación de costas á persona solvente, 
podrá lainbien el abogado percibir los honorarios que le coirespou— 
dan por la defensa que hizo. 

200. ]jOs abogados de presos concurrirán gralis ú ¡as visitas ge- 
nerales de cárceles, con arreglo al art. 56. 

20 1. Por cualquier motivo que los abogados tengan que asistir ó 
presentarse á las Audiencias corno talos, lo harán con el traje de ce- 
remonia. 

Keal decreto de 28 de oovíctidre de «8.85 s(d, 7 -e el traje de los magi't- 

trados, jueces^ abogados , ctc.^ espedido ¡>or Grada y Justicia. 

«Deseando separar del traje que se asa en los Tribunales todo lo 
que tiene de incómodo y poco conforme á la elegancia y sencillez del 
gusto moderno, conservando el distintivo que conesponde sin disaii- 
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Rtiir el modesto decoro propio de la dignidad judicial, he venido en 
decretar, como Reina Gobernadora y en nombre de mi escclsa Hi- 
ja la iVeina dona Isabel 11, lo que sigue; 

Artículo El ti'aje de ceremonia de los ministros y fiscales to- 
gados consistirá en adelante en la misma loga que usan ahora, y en 
una gorra negra. 

Alt. 2 .'^ Las mangas de la toga serán anchas, disminuyendo 
basta la muñeca, sobre la cual terminarán con los vuelillos. La gorra 
.sera de figura circular, cubierta la parle superior con un embutido 
que baga sobresalir el casco una pulgada en lo alto y en la circun- 
ferencia, teniendo en medio una borla de seda. 

Art. 3. ® La toga se pondrá sobre un vestido negro de frac ¿t ca- 
saca, con pañuelo negro al cuello. 

Art. 4 - láos jueces de primera instancia , abogados , relatores, 
agentes y promotores íicales u.sanin del mismo traje, con la diferen- 
cia de que las mangas de la toga han de ser sin vuelillos y cortas, 
para no pasar del codo. 

Art. 5.® Para que los magistrados y jueces sean conocidos y res- 
petados, llevarán, aá con el tragede ceremonia como con el de uso 
común, una medalla de piala, pendiente al cuello de una cinta azul. 
La medalla .será ochavada, de peso de una onza, con las armas reales 
en el anverso, y con la palabra Jaxticia en el reverso." 

II Posteriormente se dejó á los magistrados en libertad para usar el 
trago antiguo ó el moderno, de lo que resultó la talla de uniformidad 
de tragesen un mismo Tribunal ; aun con el Lrage moderno unos usan 
medalla, otros no: también se mando que la medalla de los magistra- 
dos fuese de oro. )| 

Real órdcM mandando (jne los ahogados lleven la cabeza descubierta á la 
entrada Y salida de las salas donde i>ajan á dejender sus pleitos, co- 
municada por el ministerio de Grada y Justicia en 5 de mayo de i 836. 

"Enterada S. M. la Reina Gobernadora de las esposieiones dirigi- 
das por la Audiencia y el colegio de abogados de Granada, y por el 
ilustre de esta córte, como tainbicu de una acordada dcl Tribunal Su- 
premo de Guerra y Marina, pasada á este ininistei'io por el déla Guer- 
ra , relativas todas á la.s dudas que han ocurrido sobre el uso de la 
gorra designada para el nuevo trage de los abogados en el Real decreto 
de 28 de noviembre de i835; teniendo presento lo que se dispuso en 
d auto acordado en 4 de octubre de 1692 , y queriendo por una parle 
que .se conserve el respeto debido á los Tribunales que administran la 
justicia en su Real nombre, y por otra que se-inantengan á la noble 
e importante profesión de la abogacía las consideraciones y el decoro 
que merece, se íia .servido resolver; que los abogados á la entrada y sa- 
lida de las s.ilas á que concurran para la vista de pleitos y causas, de- 
ben llevar la cabeza descubierta; que luego que ocupen su asiento pue- 
den cubrirse con la gorra; y que para tomar la venia al empezar á ha- 
blar. y a! concluir deben quitársela, pudiendo ponérsela en seguida.» 
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Decreto de las Cortes para que los ahogados, médicos r demas profeso- 
res aprobados puedan ejercer sus profesiones sin necesidad de inserí-^ 
birse en ninguna corporación ó colegio^ circulado por Gobernación en 20 
de julio de iSSj. 

Artículo I ® Se restablece el decreto de 8 de junio de 1828 rclati- 
TO á que los abogados , nicdicos y demás profesores aprobados, sean 
déla profesión científica que fueren, puedan ejercerla en Iodos los 
puntos de la monarquía sin necesidad de ascribirse en ninguna corpo- 
ración d colegio particular, y solo con la obligación de presentar ^ts 
títulos á la autoridad local , con lo demás que espresa. 

Art. 3.*^ El gobierno de S. M. tomará las disposiciones convenien- 
tes, para que sin perjudicar á la libertad que aquel concede, se repar- 
tan las cargas como corresponde, y se arregle el regimen de los cole- 
gios y montes píos del modo mas favorable á su objeto y que sea com- 
patible con la misma libertad." 

¡I Esto mismo se repitió en real orden de 28 de noviembre de 1841, 
debiendo los abogados con arreglo al mismo decreto desempeñar por 
reparlimienlo los cargos á que estaban sujetos los individuos de los 
colegios en los asuntos de oficio y los de los pobres de solemnidad; pero 
como estas y otras cosas no podian conseguirse entendiemlose y ejecu- 
tándose según la crudeza de la letra del decreto de Corles, continúan to- 
davía los colegios en lo que no se rozan con la libertad que aquel asegura. 

En el decreto se dice que deban ser presentados los títulos á la 
autoridad local, sin espresar cual haya de ser esta, podiendo haber 
autoridades locales de diversas especies; mas por lo respectivo á los 
abogados, tenemos nosotros por mas natural y decoroso que ba- 
ya de liacerse ante la autoridad judicial, si la hay en el pueblo, 
puesto que ante ella, generalmente hablando, .se ha de ejercer la pro- 
fesión; y ante la superior, si las hay de diferentes categorías: sin em- 
bargo, ha habido en esta misma corte quien ha presentado su título 
ante el ayuntamiento, desentendiéndose de la audiencia. ]| 

En 2 3 de enero de i 83 g se espidió por Gracia y Justicia la real 
orden siguiente, mandando que á los abogados no se les cesija la re- 
novación del juramento. 

«Habiendo espuesto algunos colegios de abogados que la práctica 
de ecsigirles la renovación de juramentos lodos los anos carece de ob- 
jeto y puede interpretarse desfavorablemente por lo mismo que es 
innecesaria y ademas singular para esta clase, se ha servido S. M. re- 
solver que se escuse en adelante ecsigir el juramento de que trata 
el artículo 190 de las ordenanzas de las Audiencias á los abogados 
que lo hubiesen prestado otra vez al tiempo de la apertura del tri- 
bunal ó juzgado respectivo. Y como en nada se mengua la nobleza de 
esta profesión porque concurra á solemnizar el indicado acto de .aper- 
tura de los tribunales y juzgados, se continuará observando lo dispues- 
to en esta parte por el citado artículo de las ordenanzas , y por el 5 .*^ 
de los estatutos para el rqgimcn de los colegios de abogados." 

En 3 de marzo de dicho año de i 83 g se comunicó por el mismo 
ministerio la rea! orden que sigue, fijando la forma con que las juntas 
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fie g<»hicrno de los colegios de abogados bao de librar acordada a los 
tribunales cuando alguno soUcilase incorporación. 

«Estando dispueslo por el artículo 'jP de los estatuios formados 
para el régimen de los colegios de abogados, que las juntas de gobier- 
no de los mismos, cuando alguno solicite incorporación á ellos, hayan 
de librar acordada al tribunal porque fue despachado el título al que 
pretende incorporarse, se ha suscitado cuestión sobre si dicha acor- 
dada ha de dirigirse en simple oficio, ó mas bien en forma rogatoria, 
sobre lo cual se ha elevado esposicion a S. M.; quien, deseando evitar 
reclamaciones y contiendas de esta naturaleza, se ha servido resolver 
que las acordadas que se dirijan á los tribunales supremos ó superiores 
cu virlud de lo dispuesto en el artículo jP de los estatutos de los co- 
legios de ahogados, hayan de serlo por los decav'os de los mismos, en 
oficio en pliego con tratamienla á la cabeza, y en lo demas en la for- 
ma siguiente.» 

« !rlabien<la acudido solicitando incorporación á este colegio el li- 
cenciado D. N. , para lo cual ha eshihido el título de abogado, que 
parece le fue espedido por eso supremo (ó superior) tribunal en 
de de , la junta de gobierno, conforme á lo prevenido en el ar- 
tículo 7.'* de los estatutos de los colegios, ha determinado se eleve á 
esc supremo (ó superior) tribunal la competente acordada, como h» 
ejecuto, para los efectos convenientes. » 

Ji*al orden espedida pOr el ministerio de (rraciu y Justicia en a o de 
setiemin e de iSSg, mandando doblar el número de ahogados de po- 
bres en los colegios de la facultad. 

«Habiendo heclio presente la [unta de gobierno del colegio de abo- 
gados de Valladnlid, que la ilimitada libertad de los reos y litigantes 
pobres para elegir sus defensores entre todos los del colegio causa per- 
juicio á los que ya llenen satisfecha la obligación ó cargo de abogados 
de pobres , adema.s de que la elección de la mayor parte recae sobre 
unos mismos letrados, á quienes .se imposibilita de mantener con un 
trabajo lucrativo á sus familias, tuvo por conveniente S. M. oir al su- 
premo Tribunal de Justicia; y conform.ándnse con su parecer, se ha 
servido determinar, que las juntas de gobierno de los respectivos cole- 
gios aumenten el número de abogados de pobres hasta doblarlo por lo 
menos, en términos que la elección tenga la libertad apetecible, y qua 
la facultad de bís pobres para elegir defensor quede circunscrita á los 
abogados que anualmente compongan aquel número.» 

Jieal orden espedida por el ministerio de Gracia y' Justicia en 26 de 
enero de 184.0, mandando (pie se hagan á plurn.hdad absoluta de 
votos, los nombramientos de indiuldiios de las juntas de gobierno de 
los colegios de abogados. ' 

«Ea junta de gobierno del colegio de abogados de Granada ha so-- 
licitado la aclaración de lo.s artículos ii y 12 de los estatutos promul- 
gados en i838 para el régimen de aquel y demás colegios, por haber 
ocurrido la duda de si ef nombramiento de individuos de la junta de 
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goliierno ha de hacerse á pluralidad absoluta de votos, ó á plurall<la4 
relativa. Y mediante á que el art. n requiere la pluralidad absoluta 
por regla general para todos los acuerdos, y que uiio de los mas im- 
portantes es el concerniente al nonibi'aiuicnto de aquellos oficiáles, se 
ha servido resolver que dicho nombraiiiienlo se verifique a pluralidad 
absoluta de votos.» 

CAPITULO II. 

De los procuradores. 

202. Ilabr.i en cada Audiencia el iiúiucro de procuradores que ella 
estime necesarios, sin que puedan pasar de seis por cada sala ordina- 
ria; pero por ahoi-a continuarán sirviendo como tales los que en la 
actualidad lo .sean, aunque csccdan del número sobredlebo. 

Los que actualnierile o en lo sucesivo faltaren para completarlo, 
serán nombrados por S. M. á simple propuesta de la Audiencia res- 
pectiva , la cual ij(» propondrá para estos oficios sino personas nanyo- 
res de aS anos , de probidad y buena reputación , acreditadas y <le 
suficiente arraigo , que hayan practicado tres años sin iiUerinision 
al lado de un procurador de alguna Audiencia, y cuya capacidad para 
el desempeño aparezca por el eesámen que les hagan dos ó mas minis- 
lrosdel Tribunal proponentc. |[ La calidad del arraigo está enunciada 
aquícon mucha vaguedad, yenla practicase presta poca atención á ella, [j 

203. Los que en adelante soliciten entrar en el ejercicio de procu- 
radores de alguna Audiencia, no serán admitidos sin !i, illar.se corrien- 
tes sus oficios , acreditándolo con la manifestación de los procesos y 
papeles que sus antecesores hubieren recibido de las escribanías de 
cámara de aquella 

2 oL Todos los procuradores déla Audiencia asistirán diariamente 
á ella á las horas de despacha, v allí se les haran (as notificaciones v 
citaciones. Lscepldanse de esta obligación los procuradores del núme- 
ro de la corle cuando tuvieren que conciirrir á otros tribunales de 
ella , en cuyo caso bastará que asista á la Audiencia , durante el des- 
pacho , un escribiente de dichos procuradores, para avisarlos siempre 
que se necesite. |1 Tenemos entendido haberse acordado por esta Au- 
diencia que los procur.'idores se presenten en ella {«ara los efectos de 
este artículo durante una hora, y nos inclinamos á que es de una a dos. f| 

200. No podrán hacer uso de los poderes que reciben de las [lar 
les , sin que liayan sido declarados bastantes por algún abogado del 
colegio. 

206. Será de su cargo formar los pedimentos de términos, apre- 
mios, rebeldías, publicación de probanzas, .señalamirnlos y demas 
que sean de mera sustanciacion; y para cualesquieia oira.s peticiones de- 
berán valerse de algún abogado del colegio, sin cuya firma no les serán 
admitidas. 1 | Cuando el termino se pide por las ocupaciones de un abo- 
gado, firma también éste. |1 

207. No volverán á pedir poruña escribanía lo que se les liubiere 
negado por otra, ni lo pedirán por la ml.sma sin hacer mención del 
antecedente , suplicando sin caas.ar instancia (i con ella. 

208. Pondrán todas las peticiones de primer lngre.so con los pode- 
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res bastanlcarlos rcspec^ivos á ellas en pofler del repartidor, donde lo 
haya, media hora antes de formarse las salas, para qac, rcparlidas, las 
puedan tomar desde luego los escribanos de cámara á quienes hayan lo- 
cado, y dar cuenta de ellas en el misnio día. Donde no hay repartidor 
las entregarán á este fin á dichos escribanos con la anticipación nece- 
s^aria. 

205. Para entrar en las salas cuando sean llamados, b tengan que 
liacer en ellas algún acto como procuradores, vestirán el traje de cere- 
monia acostumbrado. Estarán de pie siempre que necesitaren hacer 
alguna espnslcion de palabra al Tribunal ó leer algún escrito; pero en 
Jas vistas de pleitos y causas en que sean parle, tomarán asiento en el 
lugar sen.ílado, y allí permanecerán con la mayor compostura y deco- 
ro, atendiendo muy cuidadosamente á la relación del relator y á los 
informes de los abogados, para deshacer cualquiera equivocación de he- 
cho en que incurran. 

2 10. Será obligación de los procuradores asistir, mientras pue- 
dan , á la vista de los pleitos y causas en que io sean; y si á un mismo 
tiempo fueren llamados en diferentes salas, ó estando en una se les 
llam.are á otra, asistirán á la que mejor estimen; pero pendiente la vis- 
ta no podriin salir de la sala en que se hallen sin licencia del que la pre- 
sida. 

21 1. G ula procurador tendrá un libro en que lleve con la mayor 
puntualidad su correspondencia con los litigantes que le hagan apode- 
rado; otro en que anote los poderes que se le confieran, con espresion 
de los otorganlc.s, de su vecindad y de la fecha del otorgamiento y 
aceptación; otro de cargo y dala en que ponga con toda distinción y 
claridad sus cuentas pendientes con los que hayan otorgado poder; otro 
de nolirícacloncs , en que asiente todas las que se le hagan; otro en 
que anote las provideaclas y ejecutorias que por .su conducto .se libra- 
ren; y otro de conocimientos, en que recogerá los reclljos de los abo- 
gados cuando les pase los procesos. 1'odos estos libros tendrán l.i pri- 
mera y última hoja del sello correspondiente, y serán rubricados en 
la primera por el miiiLstro mas moderno de la Audiencia. 

212. Todo procurador estará obligado a defender sin dercclios los 
pleitos y causas de los pobres cuando fueren nombrados por ellos; y 
sin perjuicio dos de aquellos por turno serán procuradores de pobres 
para los que no elijan defensor especial debiendo observarse respecto 
á todos estos curiales lo que el artículo J99 prescribe en cnanto á los 
abogados. 

2 1 3 . Los que tuvieren clientes presos asi.stirán gratis á las visitas 
generales de cárceles, se presentarán á ellos siempre que los llamen, 
si estuvieren en comunicación, y los tratarán con las consideraciones 
que merece su estado, promoviendo efic.ázmerilc cl mas pronto despa- 
cfio de sus causas, y lo demas que conviniere para sa alivio y con- 
suelo. 

214.. Pondrán el mayor cuid.ado en la consérvdcion de cuantos 
documentos, títulos de pcricneñcia, instrucciones y otros papeles les 
..remitan sus clientes, guardándolos con todo aseo y sep.araeion, para 
que los tengan prontos cuando se necc.sitc Usar de ellos o haya que 
devolverlos á las partes; y no omitirán diligencia alguna en los negó- 
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tíos qae tengan á sa cargo, observando el mayor celo, ^ 

csarlUad en la correspondencia con sas principales, a los cuales debe 
• rán dar puntual razón del estado y progresos de sus asuntos , y de lo 
demas de que les interese tener pronto conocimiento. 

ai5. Igual cuidado tendrán en la limpieza con que deben manc- 
i.ir los procesos, sin ajarlos ni descuadeimarlos; procurando devolver- 
los 3 las escribanías de cámara en el mismo estado en que los recibieron, 
y evitar en esta parle todo motivo de queja ó disgusto á los inte- 
resados. _ » j 1 

216. Solamente por sí mismos ó por sus oficiales recogerán de las 

escribanías de c-ámara las provisiones, ejecutorias, certificaciones, ins- 
trumentos y demas papeles que baya en los pleitos, sin que dos escri- 
banos ni sus oficiales puedan por ningún pretesto entregarlos á otra 
persona alguna que no este competentemente autorizada. 

3 17 . Del mismo modo siempre que tengan que llevar provlsione.s 
6 cartas ejecutoria.s al canciller-registrador, lo harán por sí propios ó 
por sus oficíales solamente, y nunca por medio de otras persona.?. 

218. Los procuradores de pobres por el turno anua!, y los que 
tengan negocios pendlcnlc.s en la /Vudícncia , no podrán au.senlarse por 
mas de ocho dias, lucra de vacaciones, sin licencia del regente; y nunca 
se ausentarán sin dejar otro ú otros procuradores del mismo Tribuna! 
que los suplan en todos los negocios de su cargo. De este propio me- 
dio se valdrán en caso de enfermedad ó de otro impedimento. 

3iq. Los procuradores son los responsables al pago de todas las 
costas que por lo parte que defienden se causen en el negocio que 
hubieren aceptado y presentado poder ; pero .si después de enla- 
biado el negocio no los habilitaren sus principales con los fondos 
necesarios para continuarlo, podrán aquellos pedir á la sala que los 
obligue á ello; la cual lo hará así, fijando la cantidad proporcionada 
que estime. 

11 Habernos presenciado casos en que por haber recaído condena- 
ción de costas pretendía la parte vencedora obligar al procurador de la 
vencida al pago de ellas , á pesar de escusarse aquel alegando que no 
tenia fondos. Esta pretensión fue desechada como menos conforme al 
articulo 2iq, que evidentemente habla de las costas causadas por la 
misma parle á quien representa el procurador: seria muy gravoso para 
las partes el haber de hacer dobles anticipaciones á sus procuradores 
por la sola posibilidad de que recaiga condenación de costas; ni los 
procuradores las piden bajo este concepto, ni las salas en su caso las 
ordenan, || 

220. Cuando ios procuradores quieran ecsigir de sus principales 
morosos las cantidades que estos le.s adeuden por sus derechos ó por 
las que hiibicren adelantado para pagar á ios demas curiales, presen^ 
taran la correspondiente instancia á la sala en que este radicado el ncr 
gocio respectivo; y si juraren que les son debidas y no pagadas las can- 
tidades que piden, y pre.sentaren cuenta de ellas, la sala mandará pa- 
gar con hs costas lo que resultare de la tasación, sin perjuicio de que 
hecho el pago, pueda el deudor reclamar cualquier agravio; y en el 
caso de que cl procurador se hublc.se cscedido, devolverá el duplo del 
esceso, con las costas que se causen hasta el entero resarcimiento 

TOMO V. 3^ 
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Igual derecho qae los procuradores tendrún sos herederos, res- 
peclo^a los créditos de esta naturaleza que aquellos les dejaren. 

II Luego en ninguno de estos casos será necesario el juicio de con- 
ciliación ni el verbal , .sea cualquiera la cantidad que se reclame. || 

32 1. El procurador que se separe voluntariamente de su oficio, 
deberá dar » los que le tengan cooíeridos poderes el correspondiente 
aviso con la anticipación necesaria , para que determinen ú que perso- 
nas han de encargar sus negocios. 

122, Siempre que por fallecimiento ó separación de alean procu- 
rador vacare su oficio , se ocuparán lodos los papeles re.spectivos á él 
por el ministro m.as moderno de la Audiencia, acompañado tle un es- 
cribanode cámara y de un- portero ; pero en la corte hará esta ocupa- 
ción uno de ios jueces de primera Instancia, por turno que llevará el 
mas antiguo , asistiendo ;í ella un escribano de número, un alguacil 
y otra persona nombrada en el acto por la familia ó representantes 
del procurador difunto; y en ambos casos se formara por el escribano 
un e.saclo inventario, bajo del cual ,se entregarán á otro procurador 
los negocios de oficio, y los de personas particulares .se conservarán 
hasta que ellos nombren nuevos apoderados. 

223 . Todo procurador será responsable por el alra.so ó por el cul- 
pable estravío de los procesos, provisiones, Instrumentos y cualesquier 
otros papeles que se les hubieren entregado relativos á negocios de su 
oficio. 

2 2 4- Los procuradores no podrán hacer petición ni usar de su 
oficio por ante escribano que sea su padre, hijo, hermano, suegro ó 
yerno. 

aa5. En la visita que cada año debe hacerse de los subalternos de 
las Au(liencia.s ,' se entenderán siempre comprendidos los procuradores 
de las nrismas. 


«í K€Ii.4 Eíí, 


Sohre la oidigacion de celar la observancia de estas ordenanzas , y so- 
bre las facultades de las Audiencias para corregir á los infractores. 

226. Las 4udlencia.s en cuerpo y cada una de las salas por su 
parle , y por la suya los regentes, están obligados bajo la mas estre- 
cha responsabilidad á observar y hacer observar puntualmente estas 
ordenanzas, v celar con el mas eficaz cuidado que lodos los subalternos 
y curiales respectivos cumplan bien las obligaciones que por las mis- 
mas se imponen á cada uno. 

2 ay. Para ello cada Audiencia , y cada sala en su caso , podrá y 
deberá corregir <le piano con reprensión, apercibimiento*, mulu ó 
suspen.slon temporal de oficio á cualquiera de sus subalternos , o a 
cualquiera abogado ó procurador de los que actúen en ella , siempre 
que voluntariamente faltaren á alguno de sus respectivos deberes pres- 
critos por estas ordenanzas , sin perjuicio de oirlos después en justicia 
con arreglo á derecho si reclamaren de la providencia , y salvo tam- 
bién el mandar que se forme contra ellos la correspondiente caos* cri- 
minal cuando la gravedad del caso lo ecsigierc. 
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22S. lios fiscales por su parte vigilarán igualmente con el ma^ror 
celo sobre el puntual cumplimiento de estas ordenanzas, y cuando no- 
taren alguna infracción , la reclamarán en Audiencia plena, la cual 
tomará sobre ello las pro%idencias que correspondan , siendo obliga- 
ción de aquellos, si el Tribunal no aplicare el remedio debido , po- 
nerlo en conocimiento del supremo Tribunal de Kspaña é Indias 
cuando lo requiera el caso. || Hoy supremo de Justicia. H 

Fodolo cual comunico á V. S. de Real orden para inteligencia de esa 
Audiencia ^ Y áfin de que la misma adopte inmediatamente las medidas 
oportunas para (pie sin pérdida de tiempo se cumplan puntualmente di- 
chas ordenanzas, arreglándose á lo que en ellas se dispone para la 
^ composición de las salas para el año prbesimo. Dios guarde á V. Á\ mu- 

chos años. Madrid 20 de diciembre de 1 835 .=--i/i>ííro Gomei. 
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Ble E©s Juicios. 


4263 Murcio es »n acto legítimo que se ejerce por dos ó mas 
personas ante un juez sobre una cosa, ó mas bien, la discusión legítima 
entre actor y reo ante un juez competente, para determinar ó saber un 
derecho, ó castigar un delito. Fue establecido para que ninguno osase 
de propia autoridad tomar por sí mismo la satisfacción de la injuria 
que se le hiciese, ni apropiarse el derecho que le competía, evitándose 
de este modo las funestas consecuencias que infaliblemente resultarian 
de semejante desorden. 


SECCION I. 

De las especies fie juicios. 

4264 Se dividen los juicios por razón del orden de sustanciacion 
tn plenarios ú. ordinarios sumarios y sumarisimos. En los primeros se 
observan todas las solemnidades que las leyes han establecido, tanto en 
lo relativo á la justicia, como en lo concerniente al orden establecido 
para cada uno de ellos: y en los segundos únicamente es obligatorio 
guardar las actuaciones relativas á la justicia de la erijuiclacion; porque 
si estas al menos no se observasen , no se descubriría la verdad, y la 
sentencia vendría necesariamente á ser injusta. 

4265 Antes de la sanción y promulgación de la Constitución po- 
lítica de la monarquía, podia presentarse cualquiera person.i ante el 
l\ey solicitando que en sus pleitos se conociera sumariamente, y aquel, 
como poder soberano, podia acceder á la pretensión , y cometer á un 
juez especial el conocimiento del negocio judicial, e.spidlendo al efecto 
real orden; pero en el día la persona del rey nada puede disponer en 
esta parle, porque corresponde csclusivainente al poder judicial, dis- 
tinto e independiente del ejecutivo, el conocimiento de los asuntos con- 
tenciosos. (,\rts. 63 de la Constitución de i 83 y, y a 44 íIc ia de 1812 
restablecido.) 

42G6 Los juicios ordinarios civiles dcclarativo.s, por razón de la 
cantidad que es objeto de la demanda, se dividen en diversas clases, 
las unas de mayor y las otras de menor ciianíía. Son de mayor cuan- 
tia todos aquellos en que el valor de la cosa litigiosa escoda de dos mil 
reales: pero los de menor cuantía, que por legla general son todos 
aquellos en que la cantidad litigiosa monta menos de los dos mil reales, 
son de tres clases, que se distinguen por la forma de proceder y por el 
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jiiea á quien compete el conocimiento. Todos lo.s qiie versen sobre va- 
lor que escediendo de quinientos reales no pa.se de dos mil, se sustan- 
cian por escrito ante los jueces respectivos de primera instancia, con 
arreglo á la ley de lo de enero de i8.>8: cuando pase la cantidad de 
doscientos reales y no esceda de qoinientos, compete el conocimiento 
á los mismos jueces, pero en audiencia verbal, que se reducirá á es- 
crito en la fortn.a que mas adelante veremos; y finalmente todos 
aquellos juicios que versen sobre cantidade.s menores de doscientos rea- 
les, se sustancian por ios alcaldes constitucionales esdusivamente en 
comparecencia verbal, salvo en los pueblos donde residan jueces de 
primera instancia, en los que estos pueden conocer en ia misma forma 
á prevención con los alcaldes con.slitucíonales. ( Arf. 3 i del l»eg!a- 
rncnlo provisional.) 

4267 Por razón de la materia de que se trata en el juicio se divide 
también en civil, criminal y misto. Civil es aquel en que se ventila 
un interés de particulares á fin de que se decida por una sentencia; 
como v. g. sobre el cumplimiento de las obligaciones procedentes de 
préstamo, compra ó cualquiera otro contrato , ñ si se pidiese el rein- 
tegro de un interés, aunque este provenga de un delito: criminal, aquel 
en que se averigua un delito para imponer una pena y satisfacer á 
la vindicta publica; y finalmente, misto se llama aquel que tiene por 
objeto la reparación de un daño y la imposición de una pena, como 
sucede en las denuncias de montes y demas en que la pena es aplicable 
al («SCO en parte, y en otra á los particulares. 

4268 En la mayor parte de los delitos nacen á la vez dos accio- 
nes, la una civil y la otra criminal ; la primera para pedir la satisfac- 
ción de los intereses al ofendido, y la otra para pretender el castigo 
del delincuente; y el agraviado puede usar á su arbitrio de cualquiera 
de ellas , guardando las reglas establecidas por las leyes; pero comun- 
mente no se ven usar en el foro, no obstante que se ofrezcan los autos 
al ofendido, por temor de los gastos judiciales, temor que no se ha 
podido desarraigar todavía, á pesar de que al denunciador por atenta- 
dos cometidos contra su persona, honra ó propiedad, se administra jus- 
ticia sin ecsigírsele derechos algunos ni por los jueces inferiores ni 
por los curiale.s, toda vez que sea persona conocióla y suíjcicnteinenle 
abonada, ó dé fianzas de estar á las resultas del juicio. 

4269 Se subdividen ios juicio,s en /jc/í/or/os y posesorios-, aquellos 
son en los que los litigantes contienden principalmente sobre la pro- 
piedad, dominio ó cuasiilominio de alguna cosa, ¿) el derecho que a ella 
les compete; y posesorios los que versan sobre la obtención 6 retención 
de la posesión ó cuasiposeslon de alguna finca ó alhaja , ó sobre recu- 
perar la que se tiene perdida y de que uno está despojado. 

4270 El establecimiento de las diputaciones provinciales y las 
atribuciones concedidas á los ayuntamientos en los últimos tiempo.'?, y 
mas que todo el deseo de ensanchar unas y otras corporaciones los lí- 
mites de su auiorida<l , dio motivo á que se trabasen á cada paso con- 
tiendas entre aquellas y ios jueces de primera instancia sobre la com- 
petencia en varios ramos de la administr.acion púb.ica. Eos agraviados 
por los ay untamicntícs ó diputaciones pedian el amparo en la posesión 
ó la reslUucIen ante los jueces de primera Instancia, y de aquí los 
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vhoqáes entre las Jos aatoridades. Para evitarlo se inand^c) que las 
jn-ovidencias que dicten las ayuntamientos, y en su caso las diputacio- 
nes provinciales , en los negocios que pertenecen á sus atribuciones se- 
gún las leyes, formen estado y se lleven á efecto, sin que los In una- 
íes puedan admitir contra ellas los interdictos de manutención o res 
iitucion; pero sí deberán administrar Justicia á las partes cuando a 
pidan. (Real orden de 8 de mayo do i 83 f).) 

4.271 Por raigón de la materia del Juicio se divide también en ítf- 
^ular ó civil y eclesiástico. De la primera especie son todos aquellos en 
que se veiitiían asuntos profanos ante los Jueces seculares; y eclesiás- 
ticos aquellos en que conoce un Juez eclesiástico , bien sea sobre causa-i 
meramente espirituales, ó bien sobre las de los ciérigo.s en los asuntos 
que corresponden á su juri-sdictiou. 

SECCION II. 

De las personas esenciales en los juicios. 

4273 Para constituir el juicio, bien .sea que en él se proceda por 
acusación, denunciad acción, bien por inquisición ó de oficio, se re- 
quieren esencialmente tres personas principales, que son actor d acu- 
sador , reo y ¡ues'. pero si se consideran los juicios en el orden pura- 
mente civil, ademas de las personas inenriortadas, tienen que intervenir 
abogados dejensores de las partes, procuradores que las representen, v 
escribano que autorice las providencias y las ejecute ó haga ejecutar. 

4278 En las causas crlmioales se Itam.a acusador al que pretende 
la imposición de la pena que corresponde a! delito; y reo á aquel con- 
tra quien se pide, aunque posteriormente aparezca que no es el autor 
del delito, porque la palabra reo no significa lo mi.smo que delincuen- 
te, sino solo culpado. El p:-omotor fiscal en los tribunales d juzgado.s 
inferiores y el fiscal en los superiores no representan siempre al acu- 
sador, puesto que .su ministerio no los obliga á acusar sino á pedir 
el cumplimiento de la ley ; y por lo mismo cuando apai cce la inocen- 
cia del procesado de los autos se les ve pedir la aEsolucíon al lado de 
sus defensores. El juez es la persona encargada por nombramiento del 
potler ejecutivo para ejercer la jurisdicción en los ramos que pertene- 
cen á la clase y escala que ocupa. 

4274 Según la actual legislación, en la línea de jurisdicción ordi- 
naria se conocen cuatro clases de jueces, que son: los alcaldes consti- 
tucionales, lo.s jueces de primera instancia, la.s Audiencias y el supre- 
mo Tribunal de Justicia. 

SECCION III. 

Ds la jurisdicción de los alcaldes como jueces ordinarios. 

4275 Según las leyes vigentes, los alcaldes conslituclonales tienen 
una doble consideración ; á sal>cr, la de encargados de la parle econó- 
mlca^y gubernativa, (art. 35 dcl IVegíamcnlo provisional y ley de a 3 
Je febrero de i 8 a 3 ), y la de jueces ordinarios para todas las dilígcn- 
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cías judiciales sol>re asuntos civiles hasta que llegan á ser contenciosas. 
(Real orden de 5 de setiembre de i 834 y artículo 3 a del Reglamento 
provisional.) Pero si bien en cuanto á los juicios verbales se puede de- 
cir con propiedad que ejercen jurisdicción, puesto que conocen, sustan- 
cian y llevan á efecto lo providenciado, en los asuntos criminales en 
cuanto conocen de las primeras diligencias, y en los civiles .solo inter- 
vienen como ausiliares de los jueces de primera instancia, claro es que 
en este último caso no son depositarios de jurisdicción alguna, porque 
prescindiendo de otras cualidades, Ies falla la esencialí.sima de poder 
sentenciar. 

4276 Corrobora esta opinión la de que los alcaldes no pueden opo- 
nerse á las determinaciones de los jueces al remitir los despachos, por- 
que seria considerarlos de igual categoría con los jiKsccs; lo que es una 
anomalía, porque compitiendo á estos el conocimiento y resolución 
definitiva de aquellos mismos negocios que se principian según el re- 
glamento por ios alcaldes de los pueblos, seria presentar ai mismo 
tiempo dos clases de jueces independíenles, con jurisdicciones de! mis- 
mo orden y contra, las mismas pers(*nas y clase de negocios. 

4277 Alcanzan los alcaldes el uso de sus atribuciones judiciales 
por medio de la elección hecha por los vecinos del puebla á quienes 
la ley concede el derecho de votar, y por la loma de posesión, que 
siempre quesea posible se les ha de dar por el alcalde constitucional 
saliente, ó por aquel que esté en el ejercicio de las funciones de tal. 

4278 Vistas ya las reglas generales que determinan los límites de 
las jurisdicciones de cada uno de estos funcionarios públicos , conocido 
es que para conservar la organización judicial en un estado beneficio- 
so á la pública utilidad, seria muy conveniente que los alcaldes estu- 
vieran bajo la dependeneia de ios jueces de primera instancia, para que 
nunca pudieran presentar obstáculos que paralizasen el curso de los 
negocios judiciales; mas el reglamento provisional los sujeta inmediata- 
mente á las Audiencias en todas las falla.s ó delitos en que incurran 
en el ejercicio de las funciones judiciales que les están cometidas. 

4279 Estas funciones son consislenles en el conodmituito y deter- 
minación de los pleitos en los que el valor de la cosa litigiosa no es- 
ceda de doscientos reales, como después veremos; en el de lodos aque- 
llos asuntos que se encierran en la esfera délo judicial no contencioso; 
y en todos los negocios urgentísimo.s cuyo conocimiento no puede to- 
marse inmediatamente por los jueces letrados, entendiéndose soloen los 
pueblos que no sean cabeza de partido, porque donde residen los jue- 
ces, claro es que tan en breve llegará á su noticia corno á la del .al- 
calde el asunto que se grailúa de urgentísimo y contencioso, y que 
es mucho mas ventajoso que las diligencias se practiquen por los jue- 
ces letrados, por su mayor csactilud y práctica en la administración de 
jusLlcia. (Artículos 3 t , 3 a y 33 de! Reglam. prov.) 

4280 Di versas son las opiniones de los autores mas célebres acer- 
ca de la calificación de lo contencioso y de lo judicial. Nos pareceqiic 
la opinión mas fundada es aquella que distingue tres clases de asuntos 
entre los que pueden presentarse en los tribunales de justicia, ó bien 
ante los alcaldes , á saber : judir.iales , contenciosos y litigiosos. Dos 
primeros son aquellos en los que es de absoluta necesidad la aulori' 
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zaclon del juez, no obstante que en ellos ni liaya oposición, ni perjui- 
cio de tercero; los contenciosos son lodos los que ecsljcn una resolu- 
ción fundada en derecho, la que, sin necesidad de que haya oposición 
en el acto, puede perjudicar á un tercero ; y finalincnle , üii^dosos son 
aquellos en que haya oposición de parte, o aunque todavía ñola liaya, se 
la tiene que oir en juicio contradictorio. Asi pues, los alcaldes po- 
drán entender por ser judiciales, en las informaciones de conducta mo- 
ral y política, en las de pobreza, pero sin resolver acerca de esta, en el 
discernlniicnto de tutelas ó cúratelas, en las consignaciones de los 
retractos ó tanteos , y en todas las demás semejantes á estas. 

4281 La clasificación y esplicacion que precede, de los negocios 
judiciales, contenciosos y litigiosos , se funda cabalmente en las doc- 
trinas consignadas en el reglamento provisional. En el art.'ai, tra- 
tándose de los asuntos en que debe preceder la conciliación , dice á los 
jueces de primera instancia , que no admitan demanda alguna civil ni 
ejecutiva sobre negocio susceptible de ser completamente terminado 
por avenencia de las partes ; y esceptuando de esta regla general al- 
gunos casos particulares , concluye diciendo , que si hubiere de pro- 
ponerse después demanda formal que baya de causar juicio conten- 
cioso por escrito , deberá preceder precisamente el acto de concilia- 
ción. Si por contencioso entendiera el reglamento aquello en que hay 
oposición de pacte, querría decir que la interposición de retractos, for- 
mación de inventario y demas autos de la demanda serian asuntos 
judiciales, y por consiguiente sujetos al conocimiento de los alcaldes, 
lo que no es asi ; y por tanto claramente se ve que en este caso conten- 
c/o50 equivale á litigioso, asi como por el contrario, judicial signifi- 
ca lo que generalmente se entiende por contencioso, puesto que su 
conocimiento se comete esclusivamente á los jueces de primera ins- 
tancia. 

4282 Tampoco el reglamento determina esplícitamente que' dili- 
gencias son las que denomina urgentísimas; por manera que para 
aprocsiinarse al conocimiento de la intención del legislador, es indis- 
pensable analizar las circunstancias especiales de los ejemplos que po- 
ne á continuación de la regla. La prevención de inventario, la inter- 
posición de un retracto, la su.spension de la nueva obra que ocasione 
perjuicios, son los mencionados cspresamcnle. En lodos ellos se obser- 
van dos cosas á la vez, la una consistente en que la ley pndija un ter- 
mino que dejado transcurrir impedirla la celebración de las diligencla.s, 
y la otra, mas poderosa e' irresistible, en que los perjuicio.s que pudie- 
ran ocasionarse por la morosidad, no admiten reparación; y por lo 
mismo podrá decidirse acertadamente, que son diligencias urgentísirna.s 
todas aquellas que son necesarias para evitar perjuicios graves é irre- 
parables, y también aquellas que tienen termino fijo iuiprorogable 
para su forrnallzacion. 

4283 Para poder obtener el cargo de alcalde constitucional , son 
requisitos esenciáles ser mayor de aiíos, con cinco de vecindad al 
menos en el pueblo para el que sea nombrado, ser ciudadano espa- 
ñol o haber obtenido carta de naturaleza, y no estar procesado crimi- 
nalmente habiendo recaído auto de prisión. (Jjcy de 20 de febrero 

de 182.3.) 
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SECCION IV. 

De los jueces de primera instancia. 

4284. Por decreto de 29 de diciembre de i 838 le fijan las cua- 
lidades indispensables para obtener el cargo de jaeces de primera ins- 
tancia, y el orden de sus ascensos- 

Deben los jueces de entrada haber servido por dos años con bue- 
na nota en la promotoría fiscal : ó haber ejercido por cuatro años la 
abogacía, con estudio abierto y reputación, acreditándose estas circuns- 
tancias, oyendo ademas al tribunal en que hubiesen ejercido dicha 
profesión; ó haber desempeñado por igual tiempo en coímision, susti- 
tución 6 propiedad alguna relatoría, agencia fiscal, asesoría de ren- 
tas, ú otros cargos semejantes; ó haber regentado por dicho tiempo al- 
guna cátedra de derecho en establecimiento aprobado. 

4.285 Para obtener juzgados de ascenso , es preciso hallarse por 
orden de preferencia en uno de los casos siguientes: haber servido en 
judicatura de entrada por lo menos tres años: haber desempeñado cin- 
co años promotoría fiscal ; y haber ejercido la abogacía por espacio de 
ocho años en la forma antes espresada, ó siete, si hubiese sido con cré- 
dito , en tribunales superiores. 

4286 Para ser nombrados jueces de término, se necesita haber 
servido por lo menos dos años en juzgados de ascenso, d cinco en los de 
entrada: ó llevar siete de servicio á lo menos en promotoría fiscal: ó 
haber ejercido por diez años las funciones que se requieren para ser 
juez de entrada; y finalmente, por haber desempeñado la abogacía por 
espacio de nueve años con reputación en tribunales superiores. 

4287 Para completar el número de años que son necesarios res- 
pectivamente en cada uno de los casos espresados, pueden computarse 
Jos años de servicio en cada uno de los cargos de que en aquellos se 
hace mérito, y los de ejercicio de la abogacía ; pero siempre observán- 
dose la preferencia referida de años de judicatura, de años de servi- 
cio en piDmotorías y en los demas cargos ó profesiones, por el orden 
espresado. 

4288 No obstante que el decreto citado nada dice respecto á la 
edad que deben tener los que sean nombrados jueces de primera ins- 
tancia , por la ley 6 , tit. i , lib. 1 1 de la Novis. Recop. , está preve- 
nido que ningún letrado pueda ser nombrado juez sin tener 26 años 
por lo menos. 

SECCION V. 

De la incapacidad de los jueces. 

4289 Por defecto de capacidad para ejercer tan grave cargo, no 
puede ser juez el loco, mudo, sordo , ciego, enfermo habitual, el reli- 
gioso, el clérigo de órdenes mayores. 

4290 Por falta de moralidad no puede ser juez el sngelo de mala 
conducta , ni el que recibe dádivas por la administración de la justi- 
cia. (Ley 4 1 tit. 4 ) Part. 3 ; y 4 , l¡t. i , lib. 1 1 , Nov. Rccop ) 
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4291 Ultimamenle, por presunción de parcialidad ninguno puede 
ser juez en cansa propia , ó en otra en que el , sus parientes ó allega- 
dos tengan algún Ínteres , ni en la que hubiere sido abogado o conse- 
jero. Asimismo no puede serlo en causa criminal contra su padre o 
persona que viva en su cornpaíiía. Lo propio ha de decirse de las cau- 
sas civiles , siendo el juez ordinario. Ademas nadie puede ser juez en 
causa de muger de su jurisdicción á quien hubiese querido violentar, 
ó con laque hubiere querido casarse contra la voluntad de ella; ni 
tampoco de persona que viviere en su compañía; debiendo los agra- 
viados recurrir á otro juez del pueblo , y no habiéndole , al tribunal 
superior, (Ley 6 , tit. 7 , Part. 3 .) 

4292 A fin de asegurar mas la imparcialidad y desprendimiento 
en los jueces, está prohibido á estos y sus oficiales durante su oficio 
comprar por sí ni por otro heredad alguna, y edificar casa sin especial 
licencia ó mandato del soberano en el territorio de su jurisdicción, 
como también tener en él comercio alguno, y ganados en sus baldíos. 
También se hallia prohibido á todos los empleados en la adminis- 
tración de justicia el arrendar sus oficios , bajo la pena de perderlos 
por el mismo hecho, y de ser castigados quienes los tomen en arrien- 
do y usasen de ellos , con las penas prescritas contra los que ejerzan 
oficios que no les corresponden. (Ley 4 > lih » lib. 7 , Novis. llecop.) 

SECCION VI; 

De la jurisdicción de los jueces de primera instancia. 

4293 Ijos jueces de primera instancia adquieren la jurisdicción 
por el nombramiento hecho á su favor por el poder Real, y por la to- 
ma de posesión. 

4294 En el término que se concede á los jueces para presentarse 
en los pueblos cabeza de partido, deben hacerlo también ante la Au- 
diencia respectiva para pi estar el juramento en Audiencia plena que 
la ley cesije. Este juramento consiste en la siguiente fórmula: «Ju- 
ráis á Dios guardar la Constitución de la Monarquía, ser fiel á la 
iVeina doña Isabel II ( ó quien quiera que sea el reinante) y al Regen- 
te del reino (esta cláusula se omite cuando el Rey sea mayor de edad), 
observar las leyes dcl reino, y administrar justicia con arreglo á 
ellas.» «Lo juro.» (Art. 279 de la Constitución de 1812, y Real orden 
de 26 de febrero de i 836 .) 

4295 Si el juez nombrado no se presentase á jurar y tomar pose- 
sión dentro del término de cincuenta dias (Real orden de 12 de enero 
de i 833 ), ó de aqnel que se le hubiese señalado por la Real orden de su 
nombramiento , se entiende que renuncia , y aunque después se pre- 
sentare, no puede ser nombrado. Los regentes de las Audiencias de- 
ben cuidar de saber la época en que .se presentan los jueces á tomar 
posesión (Real orden de i £ de mayo de 1837); y las Audiencias están 
obligadas, bajo su responsabilidad, á cuidar que no se dé posesión á 
aquellos que se presenten cumplido el término; quedando sin efecto la 
que se les diere cumplido el plazo. (Real orden de 28 de febrero de 
i 838 .) 
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4296 La posesión debe darse al juez nombrado por el saliente, si 
se hallase todavía en ejercicio en el mismo juzgado, cosa que rara vez 
sucederá , porque está mandado que en el momento que reciban los 
nuevos nombramientos, cesen en e! ejercicio de la jurisdicción ; en 
defecto dcl juez saliente, el alcalde de la cabeza de partido será el que 
ponga al nombrado en posesión , eslendiéndose de este acto diligencia 
por ante escribano, comprensiva de la Real orden que contiene el 
nombramiento, en el libro de tomas de posesión. Con tales requisitos ad- 
quiere el juez el derecho de ejercer la jurisdicción que le habia sido 
conferida por el rey. 

. 4297 Kn virtud de ella puede conocer y sentenciar en todas las 
causas civiles y criminales que ocurran dentro de su partido, fuera 
de las que corresponden esclusivainente á ios alcaldes. (Artículos 36 y 
46 dcl reglamento provisional.) 

4298 También pueden proceder en las causas civiles y criminale.s 
sobre delitos comunes contra lo.s alcaldes, coraprendie'udose en estos los 
cori.sistentes en abusos en el ejercicio de sus atribuciones gubernativas cí 
económicas; pero no los procedentes de escesos cometidos en los asun- 
tos de jurisdicción ordinaria (art. 78 dcl reglamento provisional), en 
cuyo caso el juez de primera instancia, si tiene noticia del delito, dá 
cuenta á la Audiencia remitiendo un tanto de la culpa. 

4299 Conocen también los jueces de primera instancia en los pue- 
blos cabeza de partido, que deben ser ios de su domicilio, á prevención 
con los alcaldes, de los negocios judiciales, de los jnicios verbales de 
menor cantidad de doscientos reales, y de las causas sobre injurias li- 
vianas (art. 4o del reglamento provisional ) ; y en todo el partido, 
de los asuntos contenciosos. 

43 00 Los negocios de mostrencos, cayo conocimiento perteneció en 
algún tiempo á los subdelegados del ramo y á los intendentes, están 
boy sujetos á la jurisdicción ordinaria de los jueces de primera ins- 
tancia del partido donde este'n radicados los bienes denunciados, repre- 
sentando el interes público el promotor fiscal del juzgado. (Ley de i 5 
de mayo de i 835 .) 

43 0 1 También pertenece á los mismos jueces el conocimiento de 
las demandas de reversión ó incorporación á la Corona de los bienes 
de señorío. (Ley de 26 de agostó de 1837 , derogatoria del artículo 3 o 
del reglamento provisional.) 

4302 AsimLmo son competentes los jaeces de primera instancia 
para conocer en los asuntos de propios, pósitos y arbitrios, cuando 
baya opo.sicion de parte y se eleven á contenciosos; y si consistiere la 
acción en reclamación de deudas á favor de aquellos, deberán remitir 
los alcaldes las certificaciones de ellas. (Artículo 218 del decreto de jS 
de octubre de i 836 .) 

43 0 3 Finalmente, les corresponde el conocimiento de las denuncias 
sobre daños de montes y transgresiones de ordenanza: é igualmente 
en los asuntos que antes correspondían á los subdelegados de mesta, to- 
da vez que. estos tengan el carácter de contenciosos ó criminales. TjOs 
antiguos subdelegado.s ejercían en estos neg"bcios jurisdicción delegada; 
pero los jueces de primera instancia entienden en ellos por derecho 
ó jurisdicción propia. 
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SECCION VU. 

De la responsalilidad de los jueces de primera instancia. 

43o4 La responsabilidad de los jaeces es un poderoso elemenlo pa- 
ra conseguir qae desempeñen con mas probidad y celo los deberes de 
su importantísimo cargo. 

|3o5 Ninguna ley espresa determina la responsabilidad de los 
jueces bajo un sistema general, y sí solo algunas de las Partidas y No- 
vísima Recopilación determinan que los jueces sean responsables en' 
los casos de que las mismas se ocupan. Las leyes -xl^. y a5 , tit. 22 , 
Part. 3, hacen responsables é imponen las penas que estimaron justas, 
á los jaeces que á sabiendas fallan contra derecho, á los que juzgan 
torcidamente por necesidad ó por ignorancia de derecho, y á los que 
diesen juicio torcido por alguna cosa que les hubiesén dado ó prometido- 

4306 El reglamento provisional de administración de justicia,, 
nada dispone respecto á este punto interesante, limitándose á conmi-, 
nar á los jueces en algunos casos con la responsabilidad; pero sin de-, 
terminar los grados á que esta asciende , ni las penas que deben im- 
ponerse. Y como en esta inceriidumbre las autoridades superiores, en 
cuyo buen arbitrio deben quedar la calificación y la pena de los jaeces, 
pudieran escederse por demasiada rectitud, se decidió en el artículo 20 
del reglamento provisional , que los tribunales se abstengan de moles- 
tar ó desautorizar á los jaeces inferiores con apercibimientos , repren- 
siones ú otras condenas por leves y escusables faltas, ó por errores de 
opinión en los casos dudosos de derecho. 

SECCION VIIT. 

Del actor ó demandante. 

4307 Todo el que ha de presentarse en juicio necesita reunir los 
requisitos que las leyes cesigen , bien sea que lo haga en nombre pro- 
pio, ó bien en nombre de otro; y por lo mismo el actor demandante, 
si por sí mismo comparece ante el juez , necesita ser capaz, y si por 
medio de procurador, éste ha de estar autorizado con poder bastante; 
ya porque la demanda produce una obligación que ninguno puede ce- 
lebrar por otro; ya porque I .1 sentencia seria ilusoria , puesto que el 
demandante no podia cumplir aquello que era objeto del pleito ; ya 
finalmente, porque con tal licencia se verían envueltos los hombres en 
pleitos á cada paso. 

44oS Esto no obstante, sí uno se presentase en juicio demandan- 
do, el juez admitiere la demanda y el contrario no escepciona.se sobre 
la falta de legitimidad de la persona, seria válido todo lo actuado, siem- 
pre que el interesado principal lo ratificase posteriormente. (Ley 20 , 
tít. 5, Part. 3.) 

4^09 La incapacidad para litigar es absoluta 6 relativa , es decir;, 
para todos los negocios judiciales , ó solamente para algunos de ellos ó 
para con ciertas personas; 
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43 10 Es regla general que pueden comparecer en juicio todoj 
aquellos Á quienes no esté legalmente prohibido. 

43 1 1 Pertenecen á !a clase de absolutamente incapaces los hijos de 
familia que están bajo el poder paterno, durante la menor edad, lo 
mismo que los huérfanos menores de veinte y cinco años. (Ley i 3 , tí- 
tulo 16, Part. 3 .) Por consiguiente, á los hijos de familia habrá de 
representarlos en juicio el padre, ó bien el procurador que por éste 
sea nombrado: y en cuanto á los menores que necesitan curador ad U~ 
tem , habrá de distinguirse si son mayores ó menores de catorce años, 
y las mugeres de doce. Guando son menores de esta edad, el tutor de- 
berá en nombre de estos nombrar procurador que los defienda, puesto 
que el pupilo no puede practicarlo , en razón á que el nombramiento y 
aceptación del procurador es un contrato, y aquel no puede celebrar- 
los eficazmente ; mas en las causas beneficíales y espirituales pueden 
intervenir por sí mismos los curadores: si el menor varón fuese mayor 
de catorce años y la hembra de doce, le nombrarán p«r si mismos ante 
el juez, lo que generalmente se hace, ó por un escrito precedente á 
la demanda pidiendo que el juez mande se le haga saber, acepte el car- 
go, y se lo discierna , ó por un otrosí de la demanda , con igual pre- 
tensión. 

43 13 Pero si cl menor que no tiene curador comparece por sí 
mismo en juicio, y ratifica con juramento lo actuado , no puede pre- 
tender la restitución aunque haya padecido perjuicio, porque como 
cuasi contrato, se confirma con el juramento, al modo que el contrato. 

43 1 3 Guando los menores que por sí pueden nombrar curador aJ 
litem no lo liiclesen resistiéndose , se les apremiará á ello por el juez, 
y en último casóle nombrará de oficio. 

43 í 4 Tampoco pueden comparecer en juicio los mudos y sordos, 
pródigos, locos y mentecatos que se conceptúen tales por declaración 
judicial; é incumbe igualmente al juez cl nombramiento, cc-úglcndo al 
curador ad litem nombrado fianza lega, llana y abonada, de que cum- 
plirá fiel y ecsactamente su encargo. 

43 1 5 Estando legítimamente imposibilitado cl carador para com- 
parecer en juicio por su menor, ya sea por hallarse ausente del pueblo, 
por estar enfermo ú otra causa del mismo género, puede nombrar pro- 
curador ó apoderado para un negocio especial determinado, consignan- 
do en el poder el impedimento que le obliga hacerlo. (Ecy 8 , lít. lo; y 
ley 2, tít a 3 , Part. 3 .) Pero no estando impedido, se le permite única- 
mente nombrar procurador después de contestar la demanda. (Leyes 3 , 
tít. 5 ; y gfi, tít. 18, Part. 3 .) 

43 16 Está prohibido comparecer en juicio á la muger casada ?sin 
licencia de su marido , y también la elección de procurador sin igual 
requisito, salvo cuando el marido estuviese ausente y no se esperase su 
regreso, porque en este ca.so , con arreglo á las leyes, se la puede con- 
ceder el juez con conocimiento de causa, Ip mismo que si el marido es- 
tuviese loco, furioso, mudo ó mcnlecalo. Si el marido se negase á 
conceder la licencia para nombrar procurador, ya que no quisiese nom- 
brarlo por sí mismo, será responsable á su inugcr de los perjuicios que 
la hubiera causado por no defenderla ni permitir que defendiese su» 
derechos. 
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4.317 Son eicepcion de la regla general antes sentada todos aque- 
llos casos en los que la muger tiene que pedir contra el marido, como 
los de restitución de dote, disipación ó mala administración de la mis- 
ma, de divorcio, nulidad de matrimonio, escesiva rigidez ó malos tra- 
tamientos, y otros semejantes, porque en todos estos no necesita ni la 
licencia del marido ni la del juez. 

43 18 Cuando el hijo de familia está bajo la patria potestad , tiene 
una prohibición relativa para demandar á su padre , salvo por sus pe- 
culios, alimentos, ó por dllapulacion de los bienes adventicios (ley 3, 
tit. 3, y leyes 4 y 3 , tit. 7, Part. 3 ): mas cuando ya haya salido de 
la patria potestad, aunque criminalmente no pueden acusar en causa 
de la que resulte mutilación de miembro ó infamia de hecho ó de de- 
recho, puede demandar civilmente á su padre, pre'via la venia judicial. 
(Ley 3 , tit. 2, Part. 3 .) Esta misma doctrina debe observarse de los 
hermanos para coa los hermanos , y los sirvientes para con sus amos 
( Ley 4 , tit. 6, Part. 3 .) 

43 19 La ley mencionada de Partida Impone a! sirviente que acu- 
sare á su amo criminalmente la pena capital; pero la práctica con 
razón ha desterrado del foro una condenación tan absurda, porque si 
bien es cierto que el criado que acusa á su amo falta á la gratitud, este 
defecto es puramente moral y no debe tomarse en cuenta cuando se 
trata del castigo de un delincuente, interesante sin duda para el bien 
de la sociedad. En el caso de la ley, el criado dejará de ser agradecido, 
pero civilmente no es criminal. 

43 20 La ve'nia judicial que necesitan obtener los hijos en los casos 
referidos, se halla reducida en la práctica á una pura fórmala que se 
inserta en el escrito de demanda. 

4321 Está también prohibido presentarse en Juicio como actor al 
cscomulgado no tolerado; pero bien podrá hacerlo como reo, porque en 
este caso trata de la propia defensa, que por ningún concepto puede 
negarse á persona alguna. (Ley 6, tit 9, Part. i.) 

4322 Tampoco podían comparecer en juicio los religiosos profe.sos 
sin licencia de sus prelados; pero eslinguida.s en el dia las comunidades 
reí igiosas, no obstante que los .que á ellas pertenecieron deben guardar 
ciertas obligaciones de las que prometieron en la profesión, no 
puede contarse entre csla.s la de no comparecer en los tribunales sin 
orden de los prelados, porque no teniéndolos, cesó la ley de la obe- 
diencia. 

43 a 3 Por regla general ninguno puede ser obligado á demandar, 
porque á cada, uno es lícito renunciar de los derechos personales; pero 
esto no obstante, se conocen tres escepciones de esta regla* 

4324 Cuando uno dice de otro injurias que menoscaban su buena 
fama y opinión, puede el disfamado acudir al juez pidiendo que el di- 
famador demande para probar sus baldones, ó desdecirse de ellos, ó 
bien dar otra satisfacción suficiente á arbitrio del juez. Si el difamador 
no compareciese demandando despnes de habérselo ordenado asi por 
el juez, habrá de dar por libre al otro de la calumnia , imponiendo per- 
pécuo silencio al injuriante, y la pena que corresponda según las leyes. 
(Ley 46, lít. 2, Part. 3 ) Pero es preciso tener presente que estando man- 
dado por el reglamento provisional que los alcaldes decidan en juicia 
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verbal los pleitos sobre injurias livianas, la doctrina de la ley de Parti- 
da no tiene lugar en el dia cuando la difamación proceda de injurias 
de esta especie , y 'sí solo se hará comparecer ante el alcalde al difa- 
mador. 

432 5 La ley 4y » tít. 2 , Part. 3, ha dispuesto que cuando alguno 
tiene intención de demandar á un comerclanle ó cualquiera otra per- 
sona que intente hacer un viaje, y está esperando maliciosamente á 
que tenga todo dispuesto para emprender la marcha, á fin de entablar 
entonces la demanda e impedir se verifique, pueda el que intenta via- 
jar, si sospechare con algún fundamento de tan depravado designio, pe- 
dir al juez que apremie al acreedor para que desde luego proponga la 
demanda , con la prevención de que .si no lo hiciese, no se le oirá hasta 
tanto que el viajero regrese de su viaje. 

4326 Flnalinenle, cuando uno tiene una escepcion dependiente 
de la acción de otro , y tiene necesidad de que aquella se declare, podrá 
obligar al dueño de la acción á que la esponga , ó de no hacerlo, le abo- 
ne la escepcion cuando use de su derecho. 

SECCION IX. 

Del reo ó demandado. 

4327 Los mismos requisitos que se ha dicho son necesarios para 
la capacidad del actor, han de adornar al reo para que pueda litigar 
válidamente; esceplo en el caso de escomanion, que como queda dicho 
en el arl. 43a i , el escomulgado vitando no puede demandar, pero sí 
defenderse. 


SECCION X. 

Ve los escribanos en las asuntos judiciales. 

4328 En todo litigio es esencial clvilmenle la intervención de un 
escribano que autorice las providencias y lleve á efecto lo que en las 
mismas se ordena. 

432 ^ Por Real orden de 7 de octubre de i835 se mandó que los 
escribanos de los pueblos cabezas de partido sc.in los que esclusivamen- 
te hayan de entender en los asuntos del juzgado; y en las diligencias 
que hayan de practicarse en los pueblos de la demarcación judicial, 
actúen únicamente los escribanos numerarios de los mismos, con esclu- 
sion de los de la cabeza de partido. Cuando no haya tres escribanos 
en el pueblo de la re.sidencia del juzgado , ó por cualquiera razón hu- 
biese necesidad de habilitar alguno, es de la competencia esclusiva de 
las Audiencias el nombramiento interino del mas idóneo, pudiendo so- 
lo el juez en caso de necesidad llamar á cualquiera de los numerarios 
inmediato.s <le los pueblos del partido, mientras se haga la provisión 
por la Audiencia, ó habilitar interinamente dando parte para la apro- 
bación , como lo hemos visto practicar. (Real orden de 9 *1® octubre 
de i838.) 

433o Puede también el juez en caso de necesidad suplir la falla 
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de escribano por medio de dos testigos vecinos del pueblo, de ^»,€na 

Opinión y fama, i «t. ' 

433 1 Ademas de los deberes que están al cargo de los escribanos, 

y de que haremos mérito en los tratados especiales de que nos ocupa- 
remos sucesivamente, están obligados por regla general, 

1. *’ A autorizar los autos judiciales. 

2. » A notificarlos á las parles, conforme á lo prevenido por la ley 
de 4 de junio de 1837. 

3 . ^^ A estender las actas y diligencias de ejecución de cumplimien- 
to de las providencias en buena letra y legible, dando fe de lo que de 
ella resulte. (I.iey yS, til. 4 5 üb. 3 de la Recop.) 

4. “ A estender por su propio puño las declaraciones de los testigos 
que deponen en autos. fLey 8 , tit. ii, lib. n de la Novís. Recop.) 

5 . ^ En todos aquellos casos en que en los pleitos civiles ó causas 
criminales se señala un término fatal ó perentorio , es su deber anotar 
el día y la hora en .que empieza á correr. 

O.'’ Ea misma obligación tienen de estender diligencia del dia y 
hora.en que se presentan los escritos por las partes en los casos en que 
asi se requiera. (Art. 52 del reglam. provisional.) 

4332 En cuanto á la radicación de los asuntos contenciosos 
en las escribanías de los juzgados , ni las leyes ni la práctica 
están conformes en el sistema que debe guardarse. En unos juzgados 
hay cierto número de escribanos destinados esclusivamente á la actua- 
ción en los negocios civiles, y otros al despacho de los cnminaie.s, bien 
sea á prevención, bien por reparto rigoroso. En otros entienden indis- 
tintamente en lo civil y criminal, ó por medio de repartimiento, ó por 
elección de los demandantes en los asuntos civiles. En otras parles se 
observa en cuanto á lo criminal el repartimiento del servicio por me- 
ses ó semanas, de manera que á cada escribano corresponden aquellas 
causas que se principian en el tiempo que se hallan de servicio. Su- 
puesto que ninguna ley ha determinado cuál de estos sistemas es el que 
debe guardarse, nos parece lo mas oportuno que los jaeces de primera 
Instancia, á quienes incumbe determinar el que se haya de observar, de- 
bieran adoptar el de repartimiento rigoroso , porque es el que tiene 
mas ventaja y menos inconvenientes. 

SECCION X. 

De los procuradores. 

4333 Los procuradores son las personas que, ó bien por compras 
de oficios, 6 bien por nombramiento de los jueces de primera instan- 
cia ó de los ayuntamiento.s, están autorizadas para representar á sus 
litigantes en juicio, previo poder. 

II No están conformes las opiniones de todos los prácticos acerca de 
si es ó no necesario que las partes se personen en juicio por medio 
de procurador autorizado en bastante forma. Por nuestras antiguas le- 
yes no se conocían las clases de procuradores ni abogados, sino que 
lejos de esto, estaba espresamenle prohibido que uno compareciera en 
juicio por otro, salvo cuando asi se concediese por una grada especial. 

TOMO V. 3/^ * 
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Sucedió con el transcurso del tiempo lo que es muy coman en casos 
de esta especie; es decir, que las gracias vinieron á liacrrse tan con- 
tinuas, que apenas se venlilaha negocio alguno en los tribunales, en el 
que no interviniera un representante en virtud déla concesión de una 
gracia. De aqui pues, que la confusión vino á introducirsa en los tri- 
bunales de tal modo, que llamó la atención de los legisladores, é hizo 
necesaria la promulgación de una ley. Los reyes católicos don Fernan- 
do y doña Isabel ordenaron que los procuradores que se hubiesen de 
recibir en las Audiencias, antes de usar de sus oficios hubiesen de pre- 
sentarse ante el presidente y oidores para ser ecsa minadas; y si estos 
hallasen que eran hábiles, les diesen facultad por ante escribano para 
usar de su oficio; y que en las Audiencias ninguna otra persona baga 
auto ni dé petición, sino fue.se de los procuradores del número ecsami- 
nados. Esta ley, dada en dio margen á que algunos dedujesen 

que ninguno podía presentarse en juicio por sí, y sí solo autorizando 
procurador que le representase; pero como el objeto que se habían 
propuesto los reyes católicos era ünicaruentc el de estorbar la confu- 
sión á que daba lugar la presentación en los tribunales de toda clase 
de personas indiferentemente en representación de otras, opinamos que 
lo que la ley qui.so decir únicamente fue que en el caso de que la par- 
te no quisiera litigar por sí misma, sino por persona que la represen- 
tas(g hubiera de valerse precisamente de uno de los procuradores de las 
Audiencias, habilitado en la forma que la misma ley ordena. Las le- 
yes I y 2, til. 3, lih, II de la Novis. Recop., dadas por los mismos re- 
yes católicos en las Ordenanzas de Madrid de 4 de diciembre de t5o2, 
pusieron en claro esta dificultad, porque en ellas, tratándose del em- 
plazamiento y diligencias sucesivas, siempre se hace mérito del litigan- 
te que se presenta en juicio por sí ó por medio de procurador; y para 
el caso en que no le nombrase , se previene que el escribano de la 
causa ¡e cite (al litigante) para todos los autos, y le requiera que seña- 
le casa donde le sean notiíicados hasta la sentencia definitiva inclu.sive 
y tasación de costas, si las hubiere. En vista de estas leyes, general- 
mente se ha creído que cuando los litigantes son de la vecindad de los 
mismos pueblos en que se han establecido los juzgados, pueden aque- 
llos presentarse por sí mismos en juicio sin necesidad de procurador. 
La práctica generalmente recibida obliga á los litigantes á que nom- 
bren procurador del número que los represente , y en algunos juzga- 
dos inferiores se observa también que se permite litigar por sí mis- 
mos á los vecinos del pueblo que ofrecen las seguridades necesarias, 
pero nunca en los tribunales superiores. H 

4334 Acerca de las personas que pueden nombrar procurador, es 
regla general que pueden hacerlo todas aquellas á quienes no está pro- 
hibido; sobre lo cual debe guardarse lo que dijimos en la sección octa- 
va de este título. 

4335 El nombramiento de procurador y la aceptación de este es 
un contrato semejante al del mandato, y por consiguiente las obligacio- 
nes de los procuradores están reducidas al cumplimiento de los debe- 
res á que se han comprometido. 

4336 Corno representantes de las partes, únicamente podrán pre- 
sentar escritos sobre cosas de puro hecho, como pedir término, prúro- 
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gas » acusar rebeldías, interponer apelaciones , y otros de esta e.spccie. 

4337 El procurador que aceptase un poder queda personalmente 
obligado á la responsabilidad de todos los gastos judiciales, sin que le 
sirva de escusa alegar que no tiene fondos de su principal , aunque sí 
será esta bastante causa para renunciar el poder. 

4338 Los procuradores no podrán jurar en nombre de sus repre- 
sentados, ni sustituir el poder en otra persona, si por cláusula especial 
no se les concediesen estas facultades. 


SECCION XI. 

De los ahogados. 

4339 Solo pueden ejercer la profesión de la abogacía aquellas per- 
sonas que están autorizadas en la forma competente , y de las que hu- 
biesen obtenido esta autorización se esceptúan 

I.® Los letrados contra quienes haya recaído sentencia ejecutoria 
de privación de oficio. (Ley n, lít. 6 , Part. 3 .) 

2.0 El que sea padre, hijo, yerno, hermano ó cuñado del juez , ó 
escribano ante quien pended pleito ó causa. (Ley 6, tít. 3 , Ub. ii; y 7, 
tít, 22, Ub. 5 , No vis. Recop.) 

4'^4<^ obligación de los abogados, 

1. ^ Defender con fidelidad á las partes, respondiendo de cualquie- 
ra daño que les irroguen por malicia ó por descuido culpable. (Ley 3, 
tít. 22, Ub. 5 , Novis. llecop.) 

2. ^ Defender á todo litigante que lo pretenda, y se funde su 
acción en justicia, con obligación de continuar hasta la decisión dcl ne- 
gocio una vez admitido el cargo, escepto cuando por dalos posteriores 
aparezca injusta la defensa, 

3 . ® Guardar sigilo en lodo aquello que á las partes interese perma- 
nezca en secreto. (Ley 12, tít. 22, Ub. 5 , Novis l\ecop.) 

4. ® Defender á los pobres gratuitamente (Art. 2.^ del reg. provis.) 

434* Está prohibido á los abogados, 

1. ® Contratar con los litigantes el pago de alguna cosa ó cantidad 
SI ganaren el pleito, quedando sujetos, si asi lo hiciesen , á la pena de 
seis meses de suspensión de oficio. 

2. *^ Defender por un ajuste alzado! (Ley 2, lít. 22, Ub. 5 , Novísima 
Recopilación.) 

3 . *^ Ecsigir ana parle de los honorarios que hubieren de percibir. 
(Ley 27, tít. 22, Ub. 5 , Novis. Recop.) 

4. *^ Presentar alegatos maliciosos, pedir termino para probar lo 
que saben ó creen fundadamente que no ha de aprovechar , 6 que no 
puede justificarse. 

5.0 Dar consejo á sus defendidos para que sobornen testigos. 

6.0 Ausíliar directa ó indirectamente par.a que se hagan ó presenten 
escrituras falsas, ó de cualquiera otra manera se disfrace ó altere la verdad, 

4342 Los jueces están encargados por la ley de vigilar que los abo- 
gados cumplan y guarden las leyes y reglamentos que establecen d or- 
den de sustanciacion en los juicios, y de castigar sumariamente á los 
contraventores y culpados, oyéndolos en el caso en que pidieicn se les 
administre justicia. (Ley i 5 , lít. 22, Ub. 5 , Novis. Recop.) 
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TITULO LXIII. 

■ Jiiliii» 


I 


De losJuieSos de cosscJíliaeion» 


I-ios juicios de conciliación son irnos medios de avenencia, 
establecidos por la ley con el laudable fin de evitar los pleitos. 

4.344 Esta clase de conciliaciones, aunque establecidas en España 
por leyes modernas, su origen <;s antiguo, puesto que ya se conocieron 
bajo otra forma entre los romanos, y aun entre nosotros ecsislia la 
sumisión á arbitradores, según el lenguagc de la ley de Partida. 

4345 Podrá decirse que el juicio de conciliación es la discusión le- 
gítima entre actor y reo ante el juez conciliador y hombres buenos, 
sobre el arreglo amistoso de un derecho ó satisfacción de una injuria. 

4346 En el dia, sin hacer constar que han intentado el medio de 
conciliación y que ésta no ha tenido efecto, no se podrá entablar en 
juicio ninguna demanda civil ni ejecutiva sobre negocios su.sceplibles de 
ser completamcnle terminados por avenencia de las parles; ni tampoco 
querella alguna sobre meras injurias de aquellas en que sin detrimento 
de la justida se repara la ofensa con sola la condonación del ofendido- 
De esta regla se esceptuan diferentes ca,sos de que hablaremos después- 

SECCION I. 

De los jueces competentes para la conciliación. 

4347 Son jaeces competentes para entender en los juicios de 
conciliación los alcaldes constitucionales de los pueblos ( art. 282 de la 
Constitución de 1812 ), toda vez que la persona demandada sea de la 
yecitidad del alcalde ante quien se la cita ; porque aunque según el ar- 
tículo 26 del reglamento provisional para la administración de justi- 
cia, parece que los vecinos de otro pueblo tienen obligación de concur- 
rir ante cualquier alcalde que los cite á juicio; como la ley de 3 de junio 
de 1821 es posterior por la época de su restablecimiento, y limita la 
jurisdicción á los residente.s en el pueblo, juzgamos que la doctrina del 
reelainento se halla derogada, si es que qul.so hablar de los vecinos fo- 
rasteros cuando dijo que si la persona demandada residiere en otro pue~ 
blo, la citará el juez de paz por medio de oficio á la justicia respectiva. 

4348 Todas las personas que gozan del fuero especial en cuanto á 
los jaicios contenciosos, están no obstante sujetas respecto á las de con- 
ciliación , á los jueces de paz ó alcaldes constitucionales ; tales son los 
mUitares, eclesiásticos', &c (Articulo de la ley de 3 de junio dé 1821.) 

4349 En ausencia o enfermedad de los alcaldes constilucíónales, 
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ejercen el cargo Je conciliadores los regidores por sa orden Jp -m 
tigüedad. 

435o Si en la capital háblese mas de nn alcalde conslitacional 
cualquiera de ellos es competente, aunque el demandado no correspon- 
da al distrito del alcalde ante quien se le cita, porque la división en 
barrios ó cuarteles es solo para lo gubernativo. 

435 1. Siendo alcalde constitucional la persona demandada á jui- 
cio de conciliación, el regidor mas antiguo ejercerá las funciones de 
conciliador. (Artículo 28 del reglamento provisional, y n de la 
ley de 3 de junio de 1821.) 

4352 Pero si lo fuese el ayuntamíenlo en cuerpo, habrá de distin- 
guirse entre el caso en que sea demandado por intereses particulares, 
ó en el que lo sea por intereses comunes: en el primer caso será juez 
conciliador el alcalde del último año; pero si ocurriese lo segundo, ejer- 
cerá las funciones de tal el alcalde del pueblo inmediato. 

4353 Cuando la conciliación se intentase entre pueblos comuneros, 
será juez- conciliador el del pueblo mas inmediato al del demanda- 
do que no pertenezca á la comunidad, cumpliéndose de esta manera 
con lo prevenido en el artículo 9.*^ de dicha ley de 3 de junio. 

4354 En los asuntos sobre minas es juez de paz competente el 
inspector del distrito, ó en su defecto el gefe político de la provincia. 
(TVeal orden de 5 de noviembre de i 838 .) 

4355 En los asuntos mercantiles deben celebrarse también los 
juicios de conciliación en los pueblos de la residencia de los deman- 
dados. ( Decreto de las Corles de 28 de mayo de iSSj.) 

4356 Nada dicen las leyes que tratan de los juicios de conciliación 
respecto al caso de competencia entre dos alcaldes constitucionales so- 
bre conocer en esta clase de juicios, y por lo mismo seria muy con- 
veniente que el poder legislativo resolviese esta dificultad por medio de 
una ley. Parece la doctrina mas conforme á los dogmas de derecho de- 
ducidos de la jurisprudencia actual, que el tribunal á quien compete di- 
rimir la competencia debe ser el supremo de Justicia; porque no siendo 
los alcaldes constitucionales considerados como jueces ordinarios en 
cuanto á la conciliación, ni dependiendo de las Audiencias la repara- 
ción de las providencias que diere en este ramo, claro es que estas no 
son competentes para resolver las competencias; y como el tribunal 
supremo lo sea para las que se suscitan entre jueces que ni son ordi- 
narios, ni dependen de las Audiencias, parece que por hallarse en este 
caso los jueces de paz, debe dirimir .sus discordias aquel tribunal. 

4357 Respecto al orden de formalizar las competencias, aunque 
nada dice la ley, por razón de identidad con todas las demas que tienen 
lagar en los diversos juicios, deberán seguirse las mismas reglas que se 
establecen en cuanto á estos, consistentes en pasar un oficio el alcal- 
de que se cree competente al otro que juzga que no loes, manifestándo- 
le las razones en que se funda para creerlo asi, suplicándole se inhiba 
del conocimiento, y anunciándole la competencia para en el caso de 
negarse á desistir. El alcalde invitado dehe contestar al que le propone 
la inhibición, ó bien manifestándole que desiste del conocimiento del 
asunto, ó bien negándose á ello , en cuyo caso deberá esponer las ra- 
zones en que se funde , y aceptarla competencia. Si el juez que la 
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promovió , en el caso de negativa , no se convence de las razones que 
el otro le ha manifestado, debe hace'rselo saber, y elevar lo actuado con 
su informe al tribunal competente. 


SECCION IL 

Sohre la necesidad de intentar la conciliación. 

4-358 Por regla general antes de formalizar la demanda es pre- 
ciso haber intentado la conciliación ; mas en algunos casos puede de- 
mandar.se sin este requisito ; en otros no puede eficazmente celebrarse 
conciliación y en otros pueden principiarse las diligencias judiciales 
sin haber intentado la avenencia, que después se hace necesaria. 

4359 Como la conciliación tiene por objeto evitarlas contestacio- 
nes y gastos judiciales , y en ella deben usarse todos los medios que 
puedan contribuir á que los contendientes, convencidos de la justicia 
que les asiste, se convengan en aquello que mas acomode á sus inte- 
reses, quiere decir que no hay inconveniente en que aquellas per- 
sonas que por representación agena tienen que demandar ó han de 
contestar á las demandas , comparezcan ante los jueces de paz; porque 
aunque no puedan perdonar ni pagar ó avenirse, como lo harían si 
los cre'ditos ó débitos fuesen propios, podrán no obstante avenirse en 
aquella forma que esté dentro de sus atribuciones Asi pues, aunque 
no haya necesidad , podrá sin embargo celebrarse conciliación en los 
casos siguientes : 

1. ® En las cobranzas de contribuciones, porque aunque los alcal- 
des no puedan perdonar lo qne á cada uno está repartido, podrán ave- 
nirse sobre el modo de hacer el pago, 

2. " En los asuntos pertenecientes á la Hacienda pública. 

3 . “ En los correspondientes á propios ó pósitos. 

4 -*^ En los que versen sobre fondos de establecimientos públicos. 

5 . ^ En los de herencias vacantes. 

6. ® En los do los que tengan entredicha la administración de sus 
bienes. 

4360 Por establecimientos públicos, para el efecto de que acaba- 
mos de b.ablar , se entenderán las iglesias representadas por los cabil- 
dos eclesiásticos, curas párrocos ó administradores, las cofradías, obras 
pías, bancos nacionales , universidades literarias , colegios creados ó 
aprobados por el gobierno, hospicios, hospitales, juntas de caridad ó 
beneficencia , sociedades de socorros mútuos aprobadas por el gobier- 
no, y finalmente, toda clase de establecimientos que dependan de la 
autoridad. 

4361 No puede intentarse la conciliación con efecto, 

i.“ En las causas criminales que versan sobre delitos que intere^ 
san á la vindicta pública, respecto a la parte penal. 

En los juicios de concurso de acreedores. 

3 , ° En las contiendas .sobre bienes de mayorazgo sin la interven- 
ción del próesimo sucesor. 

4. * En las causas de divorcio no se admítela conciliación para el 
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efecto de separarse los cónyuges; pero sí para avenirse y vivir reunidos 

5 .^ En los asuntos que deben decidirse en juicio verbal; aunque si 
se celebrase, la providencia que acuerde el alcalde será obligatoria toda 
vez que se haya dado ante escribano; pero si asi no fuese y no hubie- 
re avenencia, tendrá que celebrarse después juicio verbal. 

4362 Puede celebrarse, pero no es necesario hasta que haya de de- 
mandarse en forma, el juicio de conciliación, 

En los juicios sumarids y sumarísirnos de posesión. 

2. ” En las denuncias de nueva obra. 

3 . ° En la interposición de retractos. 

4 “ En los juicios sobre formación de inventario y partición de 
bienes. 

5 ,° En todos Icf's casos urgentísimos en los que pudiera producir 
un perjuicio el retraso que hubiera de ocasionar la conciliación, si de 
suspenderla se evitara aquel. 

4363 En cuanto á los que están ausentes y se ignora su paradero, 
y deben ser demandados , nada dispone la ley acerca del modo de ci- 
tarlos, ni sobre si habrá ó no necesidad de intentar la conciliación, ó 
desde luego podrá formalizarse contra ellos la demanda. Vista la doc- 
trina absoluta que sienta el artículo 21 del reglamento provisional, 
parece indudable la opinión negativa, porque á los jueces les está 
prohibido admitir demandas á lasque no acompañe la certificación de 
haber intentado la conciliación; pero al mismo tiempo se palpa la sin- 
razón por la que se priva al que llene un derecho justo y legítimo 
de pedir que se haga efectivo. Justo seria que para casos de esta especie 
se estableciesen reglas convenientes que salvaran los perjuicios que se 
irrogan á los acreedores. 

4364 1^0 obstante que para formalizar la demanda sea necesario 
hacer constar antes que se ha intentado la avenencia, podrán practicar- 
se algunas diligencias judiciales antes de dar este paso, para evitar que 
se haga ilusorio el precio; asi es que el acreedor, cuando tema fundada- 
mente que el deudor ha de ocultar ó enagenar los bienes para hacerse 
insolvente, podrá pedir bajo su responsabilidad que .se proceda á la re- 
tención , ofreciendo inmediatamente pedir la celebración del juicio con- 
ciliatorio. También es lícito pedir que el deudor declare ó reconozca 
un vale privado , y otras cosas de esta miisina especie. 

4365 En cuanto á las injurias, de que trata el artículo 21 del re- 
glamento provisional genéricamente, se deberán seguir las siguientes 
reglas: 

1. ^ No puede celebrarse juicio de conciliación sobre injurias livia- 
nas, puesto que de estas debe conocerse en juicio verbal según el artí- 
culo 3 i del reglamento provisional. 

2. ^ En las que con arreglo á las leyes debe procederse de oficio, no 
cabe conciliación en la parle penal , porque á los parliculáres no les 
está permitido estorbar la acción pública. 

3 . ^ En las injurias que ficrseguidas á petición de parte, si esta de- 
siste se persiguen por el ministerio fiscal , puede celebrarse concilia- 
ción por la parte ofendida respecto á la acción que á esta compete, asi 
como sobre todas las acciones persecutorias procedentes de delitos. 

4366 Se comprenderán en la clase de injurias livianas todas las de 
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palabra, escepto las compremlHlas on la ley i , tit. a 5 , llb. 12, Novi- 
siina llfcopilacioii, que son las de llamará uno galo, leproso, sodo- 
nilla, iraidoi', bcrege , cornudo, b á la niugcr casada puta, y otias se- 
inejanles; es decir, todas aquellas que consisicn co la imputación de un 
lieclio, que si fuese cierto y se acreditase, haría que al que se imputa 
se le impusiera una pena corporal ó difamatoria. 

4.Í67 Tampoco son injurias livianas las de licchos consistentes en 
una acción representante de un delito de la clase anteriormente dicha, 
ó en que se comete un alentado contra una persona en su mismo cuer- 
po con efusión de sangre ó daño grave, b cuand<» por razón dcl lugar ó 
modo, í) por las circunstancias de la persona ofendida tiene mas valor 
cjue el ordinario. En todos estos casos la autoridad judicial competente 
está obligada á perseguir y castigar al delincuente de oficio, y la parle 
agraviada solo podrá perdonar la ofensa propia. 

4-368 Son livianas las injurias que se causan por medio de tiues- 
tra.s cosas, siempre que al mismo lienipo no contengan un delito pú- 
blico. 

SECCION IH 

De la demanda en los juicios de conciliación. 

4369. No es necesario para pedir que se cite á una persona cual- 
quiera á celebrar conciliación , que se presente solicitud por escrito; 
aunque si asi se hiciere, .será admitida, pero no se proveerá auto reducido 
á escritura. 

4370 Bastará que la parle .se presente y verbalmonte esponga ante 
el alcalde el objeto de .su petición, y que pretenda se cite al^ deudor. 
{Al t. 3 de la ley de 3 de junio de 1821.) 

43*71 Si c! que intenta la conciliación fuese procurador, adminis- 
trador ó cualquier otro encargado, debe presentar poder que íe auto- 
rice especialmente para la celebración de esta clase de juicios; sin que 
ica bast.aHleclp:)d&rgeneral para litigar. (/\i t 20 dcl regiam. provisional.) 

SECCION IV. 

De la cifacio 7 i. 

4372 Presentándose persona hábil ante el alcalde constitucional 
demandando á juicio de conciliación á otra que sea del pueblo del al- 
calde ante quien lo intenta, deberá este mandar que se. cite al deman- 
dado, señalando día y hora para la presenlaciou. 

4373 No obstante que la ley nada dice respecto al termino que 
deba concederse al demandarlo para su presentación, parece justo que 
al menos se le concedan veinte y cuatro horas para que pueda prepa- 
rarse á contestar á la demanda, salvo -si el negocio fuese urgentísimo. 

4374 Ea citación se hará por los porteros (5 alguaciles del juzgado 
por mralio de cédula, on la qué .se c.sprcsaráu el nombre del deman- 
dante, el objeto de la citación, el sitio donde debe comparecer, y el 
d<a y hora señalados para la comparecencia, acompañado de liouibre 
bueno. 

TOMO V, 


35 
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4.375 Si no pudiese ser hallado e! demandado, se dejará la cédula 
á cualquiera de las personas de la í'amilia, 6 en sa defecto á uno de 
los ACrinos mas próesimos. 

4376 Si el demandado no asistiese en virtud de la citación, se le 
mandará citar y citará nuevamente en la misma forma, pero á su 
costa, bajo la multa con que se le conminará, que podrá ser desde 
20 á 100 reales, y doble en billrarnar. (Art. 9 de la ley de 3 de junio 
de 182 T .) 

4377 Cuando no asista en virtud de la segunda citardon, queda 
fenecido el juicio, declarándose por el alcalde incuiso en U mulla, que 
le deberá ecsigir sí no goza do fuero privilegiado: podiendo dar la cer- 
tificación de haber intentado la conciliación al demandante, si la pi- 
diese. 

4378 Si el demandado goza fuero pi lvllcglado, mandará el alcalde 
fijar testimonio de la condena, y le remitirá al juez competente para 
que este proceda a la ecsaccion de la multa y costas de la citación yacía 
del juicio; porque como la ejecución es un acto que supone jurisdic- 
ción, es necesario que se practique por el juez que la tenga sobre el 
demandado. 

4879 Las mullas que se imponen eu lo.s juicios de conciliación 
estaban deslinadas por el decreto do 8 de mayo de 1821 á ios alimen- 
tos de presos pobres; pero en el dia se aplican al pago délos ministro.^ 
de las Audiencias según la Real (jiíleii de 8 de octubre de « 838 ; v por 
tanto deben remitirse á la recaudación de penas de cámara de la Au- 
diencia respectiva. 


SECCION V, 

Del acta de concdiacion. 

4380 Cuando el demandado asiste a! juicio en AÍiiud de la cita- 
ción, se acompañará de un hombre bueno que elegirá á su voluntad, 
lo mismo que debe hacci' también el demaridante; pero si no quisiesen 
hacerlo, no por eso se anulará el juicio, toda vez que conste la renun- 
cia en el acta. 

438 1 Pueden ser hombres buenos lodo.s los espaiiolc.s mayores de 
veinte y cinco anos, sin í}ue sea obstáculo para ello el que gocen de 
fuero privilegiado. (Real orden de 3 de marzo de t 83 q.) 

4382 En el acto de la celebración del juicio deberá el demandan- 
te esponer clara y brevemente las razones en que apoya su demanda, 
y presentar los testigos, instruinenlo.s o cualquiera otra clase de prue- 
bas que lo acrediten , finalizando con proponer los esi remos á que re- 
duce su preten.sion ; acto continuo el reo ó demandado alegará las es- 
cepciones í 5 medios de defensa, .si las tuviese, cesbibiendo de la misma 
manera las pruebas que la justifiquen. 

4383 Si no resultase avenencia cutre los interesados, debe el al- 
calde hacerles todas las redccsioncs que sus conocimientos le sugieran, 
con el objeto de que se concilicn y queden avenidos en el acto; mas 
si á pesar de lodo esto discordasen, les debe proponer que son«elan la 
decisión del asunto á árbitros. (Art. a 3 dcl l\eglam. provisional.) 
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4 - 384 - Si á nada de esto se allanasen, el alcalde ha de mandar á los 
hombres buenos que espongan su dictamen, y en vista de este dará la 
providencia que le parezca propia, á fin de terminar el litigio sin 
mas progreso. (Art. 280 déla Constitución de 1812.) 

4385 Para dar la providencia decisiva se concede al alcalde el tér- 
mino de cuatro días. (Dicho art. 23 .) 

438 G Da providencia que recaiga debe hacerse saber á las partes 
para que manidcslen si se convienen ó no con ella ; caso de no ave- 
nencia queda sin ningún efecto ejecutivo, y la parte que se conside- 
re con derecho puede pedir que se le espida la correspondiente certifi- 
cación para acudir con ella ante el juez competente y usar de la ac- 
ción que le corresponda en juicio escrito , quedando las cosas en el ser 
y estado que tenían. 

4387 Si las partes se avienen, la providencia dictada termina 
el juicio, y solo resta proceder á la ejecución en la forma prevenida por 
la lev, de que hablaremos despucs. 

4388 El acta de conciliación se redactará en el libro que deben 
llevar los alcaldes constitucionales destinado al efecto, rubricado v fo- 
liado, para evitar toda suplantación. No obstante que las leyes no 
determinan los requisitos que deben tener estos libros , ni la 
forma en que deben custodiarse , nos parece que será muy cmivc- 
niente que esten encuadernados , foliados y rubricados por el alcal- 
de, y que las actas de juicios se hayan de estender unas tras otras sin 
dejar hueco alguno en papel blanco, /continuando el nuevo juicio en la 
misma cara que concluye el anterior cuando no la ocupe toda, y para 
conservarlos siu esposicioii conveodria que luego que se concluyese un 
libro se depositase en el ayuntamiento, estando á disposición del alcal- 
de para cuando hubiera de dar certificaciones de los anos anteriores. 

4389 Debe comprender el acta de conciliación una relación csac- 
ta de la acción intentada y razones en que se apoyó, haciéndose cs- 
preslon sucinta de las pruebas en que la apoyó el demandante: había 
de espresarse también el nombre del demandado, las e.sccpciones 
ó escusas en que fundó su oposición, y medios probatorios de que hizo 
presentación. A continuación debe espresarse que fueron amonestados 
para que se conformasen por el alcalde constitucional, y que vista su 
desavenencia los eesortó á que comprometiesen sus diferencias en ár- 
bitros ó amigables componedores, y si se avinieron ó no; se referirá 
también brevemente el dictamen de los hombres buenos , y á conli- 
nuacion se eslenderá literalmente la providencia que diere el alcalde 
constitucional. Es también requisito esencial que aparezcan en el ac- 
ta las notificaciones y contestaciones que dieren las partes. Como en 
en este juicio no interviene escribano, deberán firmar el acta origi- 
nal el alcalde , los hombres buenos y las parles. 

4390 Cuando !a providencia se dá en el mismo acto de la cele- 
bración del juicio, y se hace notoria á las partes, firman todos á la con- 
clusión del acta; pero si esta se diese con posterioridad, firmarán 1o.<í 
interesados, hombres buenos y el alcalde la relación precedente á la 
providencia, y á continuación de esta solo el alcalde; y como después 
ha de hacerse saber á lo.s interesados, tendrán estos que volver á fir- 
mar la notificación. 
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4.39.1 La corliíicacion del juicio en que no hubo avenencia, asi 
como también la de 110 comparecencia del demandado, son suficienle.s 
para poder entablar la demanda por escrito. 

4.392 No se podrá ecsi^lr por derechos ni otro concepto alguno, 
en los juicios de conciliación mas que la cantidad de dos reales para 
gastos de libro, fuera de las citas que corresponden á los porteros d al- 
guaciles. 

43 q 3 Si por el demandado se inleníase reconvención contra el 
demandante, deberá oírsele y hacerse espresion en el acta en la misma 
forma que queda dicha acerca de la acción; y si en cuanto á una de 
ellas hubiese avenencia, y no en cuanto á la otra, será ejecutiva úni- 
camente la acción respecto á la en que Imbo avenencia. 

SECCION Vi. 

De la ejecución de la providencia conciliatoria. 

43 q 4 providencia en que las partes se conformasen decide la 
cuestión, y debe llevarse á efecto sin escusa ni tergiversación alguna 
por el mismo alcaldeque entendió en la conciliación, (Art. 8 déla ley 
de 3 de junio de 1821.) 

43 g 5 SI la persona contra quien Imbiese de proceder la ejecución 
gozase de fuero privilegiado, es preciso fijar tesliriuonio del acta de con- 
ciliación, y remitirla al juez competente para que este la lleve á efec- 
to, (Artículo 8 de dicha ley.) 

4396 Dúdase con motivo de la universalidad de la doctrina prece- 
dente, consignada en el artícnlo 8 citado y en el 24 del reglamento provi- 
.síonal, si podrán ó no alegarse escepciones contra la ejecución de la pro' 
videncia convenida. Estas pueden nacer ó de la misma persona deman- 
dada, ó de una tercera que se presente como opositor coadyuvante 6 e.s- 
cluycnle. Diíicll es resolver dificultades de tan grave consideración, cuan- 
do por una parte se presenta á la vista la disposición del art. 24, que 
determina que los alcaldes hagan llevar á efecto la providencia consen- 
tida sin c.scusa ni tergiversación alguna, y por la otra se palpan los gra- 
ves perjuicios que pueden resultar de admitir en toda su generalidad ia 
espresion literal del artículo reglamentario. Distinguidos escritores han 
opinado con sólido fundamento, que en semejante caso el medio mas 
oportuno y acertado seria el de consultar al gobierno para que resol- 
viese en una duda que oca.siona rccurso.s embarazosos. 

4397 Sinembargo, en tanto que asino suceda, parece que cuando la 
disposición del reglamento tuvo por objeto evitar caviio-sidades maliciosas 
que entorpecieran el cumplimiento de la providencia conciliatoria, pe- 
ro al mismo tiempo quiso guardar los principios de justicia, no e,s 
creíble que intentase rechazar aquellas justas peticiones de terccra.s 
personas interesadas en la no enogcnacion de los bienes ó en un domi- 
nio esclusivo, peticiones en verdad que distan mucho de las escusas y 
tergiversaciones de que hace mérito el reglamento. Por lo tanto, lo . 
mas conforme á los dogmas de la jurisprudencia española será que 
cuando el alcalde este procediendo á ia ejecución de ia providencia, y 
en consecuencia del embargo de bienes se presente ana tercera perso- 
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na que se crea agraviada proponiendo demanda de tercería, puesto que 
el asunto se eleva á la esfera de contencioso, y el nuevo interesado na- 
da tiene que ver con lo convenido en la conciliación; deberá el alcalde 
sus{»ender los procedimientos ejecutivos, y remitir las diligencias ai juez 
de primera instancia del partido, á quien por la jurisdicción ordinaria 
que ejerció compete conocer en los asuntos contenciosos. Si este dcler- 
ininasc en el juicio que lia de proseguirse desestimando la oposición de 
tercería, como ya cesó la causa de su conocimiento, devolverá las dili- 
gencias primllíva^ al alcalde consliluclonal,. para que este continúe la 
ejecución principiada. 

4398 ranlo en el caso en que- la oposición de tercena consista en 
mejor derecho de dominio, ó en cualquiera otro queíinpida la enagena- 
clon,coino cii el de que verse sobre preferencia de créditos, el alcalde de- 
berá' tener presente si el deudor tiene ó no tíias bienes con cuyo valor 
pueda cubrirse ladeada; porque en caso afirmativo, para evitar la nece- 
sidad de esperar por los resultados de un juicio contencioso, será lo mas 
acertado eslender la ejecución á los bienes sobre los que no se disputa, 
y en tal caso se podrán cubrir una y otra reclamación. La doctrina 
espuesfa debe entenderse cuando la acción sobre la que recayó la ave- 
nencia no es personal vindicatoria, porque si asi fuese, no hay otro re- 
curso mas que el de ventilar la preferencia de las dos acciones. 

43qq A<Iemas de la Oposición que puede formalizarse por un ter- 
rero, cabe también motivo justo para interponer las esccpciones de fal- 
sedad, fuerza-, suplantación, seducción, rcslitncion >'n integrum^ y otras 
(le la misma especie, ó tal vez el i’ecurso de nulidad. A pesar de ¡adoc- 
trina del reglamento, generalmente se convieneen que deben ser admi- 
tidas seiiiejanlcs cscepclones, porque la conciliación ni es mas solemne, 
ni puede tener mas fuerza en los efectos que la transacción, y por consi- 
guiente siendo en esta admisibles las cscepclones propuesta;?, no deberáu 
ser desechadas cuando se presenten en oposición á la ejecución de la 
avenencia. Esto supuesto, como que para dccidii’las lia de trabarse con- 
tienda judicial, á nuestro juicio debe suspender los procedimientos el 
alcalde constitucional , y remitir los antecedentes al juzgado de prime- 
ra instancia, porque elevándose el asunto á la condición de litigioso, 
la sustanciacion y decisión competen esclmsivoinciue á los tribunales de 
j ustirla. 

44'^o Por la concisión con que se esplican tanto el i cglamenlo , 
provisional, como la ley de 3 de junio de 1821 , dúdase también so- 
bre el orden de proceder que deben guardar los alcaides en la ejecu- 
ción de las providencias conciliatorias con,senlidas. Al tratar esta cues- 
llon debe tenerse presente que en la ejecución por los trámites comu- 
nes en los juicios, se deben distinguir do.s clases de actuaciones ; las 
unas relativas á la enagenacion de los bienes que han sido objeto^ 
del embai’go, y las otras á la defensa del ejecutado. JVespecto á estas 
últimas, desde lueso no tenemos inconveniente en asegurar que el al- 
calde constitucional que camina á la ejecución de la avenencia , no de- 
be conceder la audiencia y l(■rm¡nos que las leyes han señalado para 
que pueda formalizar su oposición el reo; y sí solo, caso que mostrase 
c.scepcion legítima, suspender los procedimientos, y cumj llrcouloque 
dejamos espucslo en el pán afo anterior. 
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4.4.01 Respecto á todos los demas trámites que se dirigen única- 
mente á la enagenacion, si se considera que la ejecución de una avenen- 
cia puede versar sobre cantidades de alta monta , parece que no debe 
dejarse á la voluntad de los alcaldes la elección del sistema que hayan 
de seguir en aquella, porque se comprometería fácilmente la fortuna 
de toda una familia. Por tanto parece lo mas conforme que hayan 
de guardar para la fijación do edictos, para la elección de bienes que 
han de enagenarse, y para los remates, los trámites y reglas que las 
leyes han prefijado en los juicios que tengan analogía con el de ave- 
nencia por razón de la cantidad. 

4.4.02 Si en virtud de las amonestaciones hechas por e! alcalde á 
los hombres buenos, la avenencia consistiere en fiar la resolución del 
asunto á la decisión de árbitros, se les podrá obligar por el alcalde á 
petición de cualquiera de los contendientes al nombramiento de aque- 
llos, y á alegar ante los mismos sus acciones y escepciones ; pero una 
vez encargados los árbitros de su comisión, se debe remitir á la reso- 
lución de los jueces de primera instancia, con arreglo á la doctrina 
general de derecho, cualquiera dificultad ó incidente que ocurriese,^ 
tanto para obligar á los arbitros al cumplimiento de su cargo, como 
para la ejecución del laudo compromisario. 


TITULO LXIV. 
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44.o3 .S^iíerentes épocas ha conocido nucslra jarlspcudcncia res- 
pecto á Id necesidad ó libertad de formalizar las demandas por escrito 
ó de palabra. Por ía ley 4-5, tít. 2 , Part. 3, se declara nulo todo juicio 
en el que uo se hubiese inícMpuesío la demanda por escrito; mas con 
posterioridad , en la ley i, tít. 13 , dcl Ordenara, de Alcalá, dispuso el 
lley D. Alonso XI, que las demandas se entablasen por escrito ó de 
palabra, según albedrío del juzgador, Pt>steriorniente don Felipe II en 
las Cortes de Madrid de 1594 ordenó que en los pleitos civiles sobre 
deudas que fueren de menor cantidad de rail maravedís abajo , no se 
observase forma de proceso, tela de juicio, ni solemnidad alguna, ni se 
sentase por escrito sino la absolución ó condenación, ni se permitiesen 
escritos ó alegaciones de abogados. Por el art. i, párrafo G de la l\eal 
cédula de 6 de octubre de 1768 , se fijó la cantidad de que podían y 
debían conocer los alcaldes de barrio de Madrid en juicio verbal en 
quinientos reales; y por circular de 18 de diciembre de 1796 .se orde- 
nó, que en los juzgados inlliiares no formen procesos por intereses pe- 
cuniarios que no pasen de quinientos reales en Fspaña, y de cien pe- 
sos en Indias, ni sobre palabras ó hechos livianos que no merezcan otra 
pena .sino una ligera advertencia ó corrección económica. 

44^^4 Ultimamente , por el reglamento provi.sional para la admi- 
nistración de justicia se adoptó la misma base para los juicios verba' 
les re.specto ala cantidad; pero se distribuyó cl conocimiento entre los 
alcaldes y los jueces de primera instancia, mandando que dos primeros 
fuesen compelenlcs cuando la cantidad no escedic.se de do.scicntos rea- 
les, y los segundos cuando no baje de dicha suma, ni csccda de qui- 
nientos. 

44”5 Se conoce también en Espaiia una tercera clase de juicios 
verbales de que solo entiende el Tribunal especial de comerco, ó en 
su caso los alcaldes constitucionales ó jueces de primera in.stancia bajo 
las reglas de que después trata reinos. 

SECCIOX I. 

De los juicios verbales cuyo conocimiento compete á los alcaldes cons- 
titucionales. 

Son jueces competentes esclasivos los alcaldes constituciona- 
les para conocer en las demandas por cantidad que no esceda de diez 
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ílaro.s en la Península é Islas adyacenles, y de ireiiiln en Ultramar, ó 
en las querellas sobre io}iiFÍas y faltas livianas que no conozcan otra 
pena que alguna reprensión ó corrección ligera. 

44^7 En los pueblos cabeza <le partido son cornpctenlcs, á preven- 
ción con los alcaldes constitucionales, los jueces de primera inslaucia 
en los juicios verbales de la misma especie. 

44<^8 Todo juicio en el que entienda un alcalde constitucional , y 
en el que el valor de la cosa litigiosa eseeda de doscientos reales, es nulo 
y de ningún valor. 

44oq Para determinar el valor fijo de la cosa que es objeto de li- 
tigio, si aquel no fuese conocido, se regulará por peritos nombrados por 
las parles. 

44*0 Cuando se reclama un derecho cuyo valor de presente sea de 
doscientos reale.s ó menos, pero que por los producios suce.sivos sea de 
un valor ilimitado, el juicio deberá ser por escrito ante el juez de pri- 
mera instancia á quien corresponda; como, por ejemplo: si un acreedor 
censualista repite contra el tenedor de una finca sol)rc el reconocimien- 
to de un censo que la grava con el capital de doscientos reales, no de- 
berá conocerse en jui(io verbal, porque aunque la cantidad es de las 
que corresponden á estas clases de juicios, lleva consigo un derecho per- 
petuo que produce un valor indeterminado. 

44* 1 En otros casos se reclama una peqnefia cantidad, y á la pai- 
la declaración de un derecho cuyo valor es incierto; por cuya causa 
deben abstenerse los alcaldes de conocer en tales demanda.s. 

44*2 Asimismo no les compete entender en las que versen sobre 
derechos de heredar , reconocimientos de hijos y otras de la misma es- 
pecie. 

44*3 En cuanto á los juicios verbales sobre injurias livianas, véase 
la doctrina que dejamos sentada en el título anterior , sección se- 
gunda. 

44*4 Cuando sea demandado un alcalde constitucional, compete 
el conocimiento á cualquiera de los otros que hubiese en cl mismo 
pueblo; y si fuese único, al regidor mas antiguo, y asi sucesiva- 
mente. 

44*5 Si la demanda se dirigie.se contra cl ayuntamiento en cuer- 
po por cantidad menor de doscientos reales, nada disponen las leyes 
acerca de la autoridad que debe conocer en esta ríase de juicios ; y 
aunque quiera acomodarse á ellos la doctrina establecida por el regla- 
mento provi,sional para iguales casos en los juicios de conciliación, 
no hay igualdad de circunstancias, porque aunque el alcalde del pue- 
blo inmediato no llene jurisdicción .sobre los vecinos que sean de otro, 
no es obstáculo para que entiendan en aquellos juicios, puesto que no 
es necesaria: mas no asi en estos, en los que es indispensable. 

44*6 Las competencias que se susciten , bien sea entre dos alcal- 
des constitucionales, o bien entre uno de estos y un juez de primera 
instancia, sobre á quien corresponde el conocimiento de un juicio ver- 
bal ó de una sumaria, deberán prepararse en la forma que dejamos 
sentada al tratar de los juicios de conciliación; y la decisión, en caso 
que no se avengan, pertenecerá á la Audiencia del territorio, si am- 
bos contendientes fuesen de uno mismo, ó al Tribunal supremo de 
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Juslícia en el caso de que cada uno [icrtcneclesc á territorio de Aa- 
dlencla distinta. 

SECCION II. 

De la demanda y citación. 

44^*7 El juicio verbal debe principiar por la presentación del de- 
mandante, con la pretensión que este ha de hacer de que se cite al de- 
mandado para su comparecencia. La peticiot» puede hacerse, 6 bien 
de palabra , ó por escrito que se prcsenlari al alcalde que sea juez 
competente del demandado. 

4.418 El alcalde señalará dia y hora para la celebración del juicio, 
y mandará que se cite á las partes. 

4419 citación ha de hacerse por el alguacil del juzgado por 
medio de cédula , en la que se espresarán el día , hora , sitio y objeto 
dala comparecencia. 

44 = 0 Si no se presentase el demandante , se le impondrán las 
costas; y si el demandado, se acordará nueva citación á su costa. En- 
tre estos juicios y los de conciliación hay la notable diferencia de que 
la falta de asistencia en estos se debe castigar con la imposición de una 
mulla ; mas esta no puede imponerse en los juicios verbales, consis- 
tiendo la razón de diferencia en que en los primeros, si no se impusie- 
se la pena pecuniaria , ningún castigo sufrirían los desobedientes; pero 
en los juicios verbales sienten el de esponerse á los resultados de la 
sentencia que se pronunciará en su rebeldía. 

44 ^* ritíl mismo modo hay la diferencia entre los dos juicios, de 
que en los de conciliación la no comparecencia es bastante para dar- 
la por intentada ; mas en los verbales se necesita declarar rebelde al 
reo para pronunciar la sentencia; de manera que en los primeros la 
desobediencia, lejos de terminar el juicio, da margen á que se principie 
el escrito ; y por el contrario, en los verbales , como á pesar de que se 
multase al reo nada conseguirla el actor respecto á la declaración que 
intentaba de su derecho , se dará la sentencia , y esta pone termino al 
juicio. 

4422 Para .sentenciar en rebeldía es preciso que el demandado no 
baya comparecido i una segund.a citación. 

SECCION m. 

De los requisitos y forma de la celebración del juicio. 

4423 Las partes han de presentarse ante el alcalde en el dia y ho- 
ra señalados, acompañados cada uno de su hombre bueno, o renunciar á 
su nombramiento, si asi les parecie.se. 

4424 A.sí reunidos, el demandante propondrá su acción con toda la 
claridad posible, esplicando la razón en que funda su derecho, y pre- 
sentará las pruebas que lo justifiquen , si las tuviere. 

4425 El demandado contestará del mismo modo, ó bien accedien- 
do á la pretensión del demandante, ó alegando las e.scepciones en que 
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apoye SU defensa , presentando también las pruebas de sus asertos. 

44*6 Oídas las partes, daran su dictamen los hombres buenos, y el 
juez dictará por ante escribano la providencia que crea arreglada á de- 
recho. ( Art. 3i, §. 2 ; art. l^.o del reglamento provisional.) 

44*7 E,1 acta del juicio verbal debe hacer mención de ios nombres 

y apellidos del demandante y demandado y de los hombres buenos, 
con e.spresion de quien es el de cada uno de aquellos; contendrá tam- 
bién una relación sucinta , pero clara , de la acción que propuso el de- 
mandante, las razones en que la apoyó, y de las pruebas de que hizo 
presentación; deberá hacer mérito igualmente de la escepcion y prue- 
bas del demandado, y concluirá con la providencia que recayese, fir- 
mando el alcalde, los hombres buenos y el escribano. 

44^8 La presencia de este funcionario público no es necesaria 
mas que para el acto de dictar la providencia y autorizarla. 

44*9 pueblos en donde no hubiese escribano numerario ni 

notarios de reinos, podrán intervenir en su lugar, ó bien el fiel de fe- 
chos, ó el secretario de ayuntamiento, que en defecto de escribanos están 
autorizados para entender en las diligencias judiciales por la ley de 3 
febrero de 1823, 6 dos vecinos del pueblo, elegidos entre los de mas 
probidad y buena fama. 

443o Si por el demandado se interpusiere demanda de recon- 
vención por cantidad menor de doscientos reales , se decidirá al mismo 
tiempo que la primera. 


SECCION IV. 

De la ejecución de la proi>idenda. 

443í La providencia dada en los juicios verbales es ejecutiva, y 
de ella no se admite apelación. ( Párrafo 2 , art. 3t del reglamento 
provisional.) - 

4432 Contra esta disposición se lia alzado la voz de todos los auto- 
res y escritores públicos en general , porque no obstante que la canti- 
dad que es objeto de los juicios verbales es comunmente de poca consi- 
deración respecto á ciertas personas, puede ser de mucha trascenden- 
cia su pe'rdida, y no parece justo que se deje al arbitrio de unas auto- 
ridades, por lo general poco ilustradas , la decisión definitiva, de tal 
manera que se quite á las partes basta el consuelo de que las deter- 
minaciones que aquellas tomen puedan reformarse por otras su- 
periores. 

4433 Algunos ilustrados prácticos han opinado que ya que no sea 
admisible el remedio de la apelación , deberá serlo el recurso de nu- 
lidad, porque si el objeto de los autores del reglamento provisional 
hubiera sido negar este recurso , harían mérito de él, asi como lo 
bicleron del de apelación. Esto no obstante, en nuestro dictamen no 
puede admitirse recurso de ninguna especie contra las providencias 
verbales, atendiendo al espíritu de la ley, ya porque la razón en que 
se fundaron para denegar la apelación es la misma que cabe en el re- 
curso de nulidad, ya también porque era preciso que hubieran determi- 
nado quiénes habían de ser los jueces ante quienes habían de iníerpo- 
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nerse , y pueSlo ¿[ue no lo hicieron , claro es que su voluntad fue la 
de que laprovulchciatermina.se absolutamente el juicio, con denegación 
de todo recurso. 

4434 En la ejecución de lo acordado en los juicios vcrb.ales se pro- 
cederá breve y sumariamente por saca y venta de bienes, hasta hacer 
efectivo pago. 

4435 Si al llevar á efecto la providencia se presentasen terceros 
opositores escluyeotcs, bien sea por acción real, ó por personal, habrá 
de distinguirse si el valor de la co.sa que es objeto de la oposición de 
tercería, cscede ó no de doscientos reales; en el primer caso, habrá de 
suspender el alcalde los procedimientos, y remitir las diligencias al juez, 
de primera in.stancía del partido, para que sustancie y determine la 
Oposición con arreglo á derecho ; y en el segundo la suspenderá igual- 
mente, pero solo mientras tanto que oye á las partes en juicio verbal y 
determina lo que estime justo respecto á la oposición. 

443^5 Si decidiese que e'sla se funda en justicia, y la primera ac- 
ción versase sobre el pagó de una deuda, llevará adelante la providen- 
cia , procediendo al embargo de nuevos bienes de la pertenencia del 
deudor. 

SECCION V, 

De los juicios serbales cuyo conocimiento corresponde á los jueces de 

primera instancia. 

443.7 Son jueces competentes para conocer en juicio verbal los jae- 
ces de primera instancia cuando el valor de la cosa litigiosa, escediendo 
de do.scienlos reales, no pasa de quinientos, ó bien sea por toda clase de 
cantidades hasta la de quinientos reales, si el demandado fuese dcl pue- 
blo cabeza de partido, y el alcalde no hubiese prevenido el juicio. 

4438 En los casos en que el valor litigioso sea incierto, se tasará 
por peritos; porque aunque el mismo juez sea el que ha de conocer del 
litigio en juicio ecsenlo .si esccdie.se de quinientos reales, como no está 
en su mano variar el orden de trámites establecido por la diversidad 
de las canlidade.s, tiene necesidad de saber el valor de estas para fijar la 
marclia de la sustanciadon. 

4439 Ea citación y solemnidades ó requisitos con que se ha de 
celebrar el juicio , la forma en que debe estenderse el acia, y el método 
de ejecución de las providencias verbales, son unos mismos en los juicios 
en que conocen los alcaldes, que aquellos en que entienden los jueces 
de primera instancia. Unicamente se advierte diferencia en ios casos 
de Oposición de tercería, porque aunque en aquellos en que los alcaldes 
tienen que suspender los procedimientos, los suspenden también los 
jueces de primera instancia, se separan en algunos puntos, como son 
la revi.sion de diligencias, y fijación del testimonio que ha de pasarse al 
alcalde, relativo á la decisión tomada respecto á la tercería. 

*5.440 Tanto los alcaldías corno los jueces de primera instancia de- 
ben llevar un libro en el que se estiendan las actas originales de los 
juicios verbales, para que se puedan dará los interesados en cualquiera 
tiempo los testimonies que pidan. Estos libros los trasmitirán á su 
sucesores. 
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444 * Unos y otros jaeces lionen obligación de dar un estado^ 
anual á las Audiencias de los jíúicios íjae se hubiesen celebrado en sfus 
respectivos juzgados, con espresion de los litigantes y objeto del juicio. 

SECCION vr 

De los juicios verbales en los asuntos mercantiles. 

444 ^ Son jueces competentes para conocer en juicio verbal en 
asuntos de comercio-, los- alcaldes de los pueblos donde no haya con- 
sulado 6 tribunal <le comercio-, y los jueces de primera instancia por 
las cantidades y en los easos de que queda beclio mérito, guardando 
los trámites prescritos en la ley de 24 de julio de i 83 o , estando de- 
rogada la parle de esta ley que determina acerca de las cantidades por 
las que manda se deba cotioceren juicio verbal, De manera que en el 
día deben guanlarse las mismas reglas para conocer quien es el juez 
competente, que dejamos sentadas al tratar dt» los juicios verbales so- 
b.re asuntos comunes. 

4448 El juicio se intenta por medio de memorial espresivo- de la 
acción y título en que esta se funda, dirigido al juez letrado o alcal- 
de que sea competente , acompañando ademas los instrumentos com- 
probatorios del derecho que se reclama. (Art. 446 de la ley de 24 dé 
julio de i 83 o.) 

4444 alcalde ó juez proveerán á su continuación la citación 
del demandado , señalando día- y hora para la celebración del juicio-, 
]iac¡cn<lo saber el auto que recaiga á la parte actora. (Dicho art. 44 ^ )' 

4445 citación del demandado debe hacerse por cédula cs- 
presiva de la pretensión dd actor y causa eu que la funda, empla- 
zándole para que se presente en el dia señalado para el juicio, ó las 
pruebas que estime necesarias- para acreditar cualqiiiern esccpcion que 
intente oponer a la demanda-. 

4448 Da cédula citatoria firmada por el juez ba de entregarse por 
el alguacil encargado de la citación á la persona á quien vaya dirigi- 
da; y si no 1 .a hallase, á su iiiuger , parientes , criados ó vecinos, es- 
tendiendo diligencia, «á continuación del memorial, espresiva del nom- 
bre y apellido de la persona á quien se hubiese entregado la cédula. 
(Art. 448 de dicha ley.) 

444 / Entre el día de la citación' del demandado y el que se señale 
para la celebración del juicio, deben mediar al menos tres dias , que 
son los que se han de conceder , á fin de que se prepare para contes- 
tar á la demanda. No obstante, si hubiese justos motivos do urgencia 
podr.á el juez re<!ucir el término, con tal deque la cílacioíi se haga 
cuando menos en la víspera del dia señalado para la celebración del 
juicio. (Art. 449 -) 

4448 Si no compareciese el demandado, se le mandará citar nue- 
vamente para el día de la Audiencia próesitna , con apercibimiento de 
jmoceder en su rebeldía á lo que hubiese lugar sobre la sustanoiacíon 
del juicio , condenándole en todas las costas de providencia y notifi- 
caciones. (Art. 45 o de dicha ley.) 

4449 En los juicios mercantiles e! escribano debe asistir desde el 
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principio, y reunidas las partes, ó presentes sus apoderados, leerá la 
instancia y documentos presentados por el demandante; en seguida es- 
pondrá el demandado lo que tuviese por conveniente, y aquel podrá 
contradecir las pruebas del reo. 

4.450 lisias podrán consistir, 

1. " En instrumentos públicos ó privados, ó de cualquiera otra 
especie. 

2. ^ En la confesión judicial. 

3 . *^ .En información de testigos que voluntariamente se presten 
á declarar. 

4. ^ En el juramento decisorio. 

445 1 Como el objeto de todo juicio es averiguar la verdad por 
cualquiera medio lícito , los jueces están autorizados para hacer las 
preguntas oportunas, y aun en caso necesario para cesigir que decla- 
ren sobre ellas bajo de juramento. 

44*2 El acta del juicio debe redactarse en la forma que dejamos 
espucsta en la .sección 3 .“* de este título , con la sola diferencia de que 
en los mercantiles se ha de firmar por el juez, los interesados, los tes- 
tigos y el escribano, antes de dictarse la providencia, que suscribirán 
después solo el juez y el escribano. ( .\rl. 45 1 de diclia ley.) 

4453 La providencia que estime el juez arreglada á dereclio de- 
be dictarse en la misma audiencia, ó á mas tardar en la inmediata, 
haciendo en ella condenación de costas en el actor, si la providencia es 
absolutoria, y si condenatoria por deuda líquida reconocida, en el reo; 
haciéndose en todo caso saber á las partes. ( Arts. 453 y 454 de dicha 

4454 Cualquiera que sea la providencia que recaiga, es ejecutiva, 
y de ella no puede interponerse ni admitirse recurso de ninguna espe- 
cie. (Art. 455 de dicha ley.) 

4455 Cuando el demandado no comparece ni á la primera ni á la 
segunda citación , se seguirá el juicio 011 rebeldía oyendo al actor, y 
admitiéndole todas las pruebas de que quiera valerse, para en su vis- 
ta decidir el juez aquello que estime arreglado á dereclio. ( Art. 456 
de dicha ley.) 

4456 ( ..uando el reo fuese condenado, y el negocio escediese de 
doscientos cincuenta reales, se abrirá nuevamente el juicio, si el de- 
mandante pidiese la repo.sieion del auto defiiiilivo, dentro del termino 
de ocho dias siguientes al de su fecha. Si oyendo á las partes se dic- 
la.se nuevo fallo conforme con el anterior, se condenará en costas al 
demandado. ( Art. 44-7 <lc dicha ley.) 
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4457 M-iistablcculo por b ley de »o de enero de i 838 un siste- 
ma especial de sustanclacion para los juicios que la misma denomina 
de menor cuantía, se hace indispensable tratar de estos separadamen- 
te de los de mayor cuantía, no obstante que unos y otros pueden cali- 
ficarse de juicios ordinarios declarativos. 

4458 La primera cuestión que entre los prácticos se ha suscitado 
al ecsaminar el artículo i de la citada ley, consiste en si por este se ha 
ordenado que cuando la cantidad litigiosa no pase de dos mil reales, 
cualquiera que sea el instrumento ó título en que se funde, siempre se 
ha de sustanciar la demanda con arreglo á los trámites de dicha ley, 
ó si cuando el instrumento en que se apoye sea de los que traen apa- 
rejada ejecución, se podrá pedir y deberá mandar espedir el oportuno 
mandamiento. TSos parece que la opinión mas fundada es la que no 
consldirra derogadas las leyes anteriores relativas á los juicios ejeculi- 
Yos, en el caso en que la demanda de esta especie verse sobre cantidad 
menor de dos mil reales, escesiva de quinientos. 

44^9 Ibjo dos aspectos puede considerarse esta cuestión ; ó bien 
como de mayor utilidad y conveniencia, ó bien como de puro derecho. 
Kn ninguno de los dos conceptos debe resolverse la dud.a favorablemente 
á la Opinión que c.stá por b necesidad de usar de la acción en juicio 
de menor cuantía ; porque este sistema, lejos de ser mas útil que b 
ejecutiva al acreedor, le acarrea perjuicios, y porque tampoco pueden 
considerarse espresa ni tácitamente derogadas las leyes antiguas por 
el art. I de la ley de lo de enero de i 838 , 

I! Los redactores del líolelin de jurisprudencia en el tomo página 
102, comparando los trámites de la acción ordinaria en juicio de me- 
nor cuantía, y los de la ejecutiva en el suyo, dicen: «La acción ordina- 
ria deducida de juicio llene que correr lodos los trámites del procedi- 
íiúento, hasta llegar á un.a sentenria declaratoria del dereclio que es ob- 
jeto de b contienda, y convertida por el fallo en una nueva acción, ha 
de principiar el curso de la ejecución hasta hacerse efectivo el pago 6 
lograr el goce del derecho declarado á su favor ; pero la ejecutiva, sal- 
tando por el primer orden de actuaciones, parle desde el segundo pe- 
riodo, y corre combatiendo leves obstáculos hasta conseguir su objeto. 
Ademas para contrariar la intención del demandante en juicio ordina- 
rio se puede liaccr uso de toda clase de cscepciones y artículos de pre- 
vio y especial pronancbinicnlo, de manera que puede mas fácilmente 
alcanzarse la absolución de la demanda; mas en los juicios ejecutivos 
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el número de cscopciones es luiiclio mas corlo, y los artículos no son 
aditii.siblcs ; el embargo de bienes consiguiente a la presenlaclon de los 
títulos que traen aparejada ejecución , asegura la utilidad del juicio, 
loque no acontece en el ordinario, porque para conseguir el depósito 
de la cosa litigiosa ó la fianxa de arraigo se ecslgcn circunslancias que 
no es del caso referir ; finalmente . en los juicios de menor cuantía se 
concede el recurso de apelación, que se admite con solo apelar la par- 
te que se baila agraviada de la sentencia , y por regla general tienen 
lugar en ambos efectos; de manera que durante el nuevo juicio que se 
abre en el Tribunal superior, se suspende la ejecución de la sentencia, 
pero en los ejecutivos no produce este funesto resultado la apelación, 
puesto que solo es admisible en el efecto devolutivo, de inanera que el 
ejecutante tiene la considerable ventaja de conseguir el objnlo de su 
acción, no obstante el recurso de alz,ada.>* 

Los mismos redactores á la pág. loí,. dicen : « Por otra parte, para 
derogarse una ley se necesita la voluntad del legislador, que lia de espo- 
nerse espresa ó lácilamenlc. lil primer eslrenio se euinple toda vez que 
asi se espresa la voluntad en la ley derogatoria; y el segundo cuando en 
esta se determina un punto cualquiera que está en abierta contradic- 
ción con lo dispuesto en otra; porque en tales circunslancias fuera iiii- 
posilde ejecutar las dos a la vez, por ser contrarias. Hay mas; en los go- 
biernos en que las leyes se discuten públicamente, la discusión presen- 
ta muchas veces un poderoso recurso á la interpretación, porque en 
las Ideas emitidas en los debates se consigna !a inlcucion del cuerpo 
legislador, y no pocas veces se hacen aclaraciones respecto al sentido de 
los artículos dudosos ó ainlúguos.»* 

Aplicada esfa doctrina general de jurisprudencia al artículo en cues- 
tión, se notará desde luego que no contiene una derogación espresa ni 
tácita de las leyes especiales del juicio ejecutivo; lo primero porque na- 
da dicen sus palabras, y lo segundo porque sin la menor contradicción 
pueden á la vez practicarse en el foro la ley de juicios de menor cuan- 
tía, V las antiguas que regulan el procedimleiilo ejecutivo; y íinalmen- 
te, pasando la vista por la discusión que precedió ó la aprobación de la 
primera, nada se descubre en ella que deje ver la intención de poner 
en planta una reforma tan considerable como la que lleva consigo la 
derogación de todas las leyes relativas á una de las especies de juicios 
conocidos de largo tiempo. Cuando se pretende por último abolir, no 
una ley especial, sino todas las relativas á un ramo de la jurispruden- 
cia, jamás se verá que el legislador se contente con promulgar en su lu- 
gar otra que abrace el nuevo slsten»a sin hacer mérito de la ley de- 
rogada, sino que por el contrario, á la par ordena la inobservancia de 
esta. Y no puede ser de otra manera, porque si no, fácilmente ocurrie- 
ra que algunos arlículos de la ley que se intentaba abolir no esluviesen 
en contradicción con la nueva, ó tal vez que nada se dispusiese en esta 
que impidiese la práctica de aquellos, y entonces liabcia de incurrirse 
en la anomalía de guardar á la vez unos artículos, y considerarse olios 
dcrngado.s. ¡| 
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sECCior^ I. 

Cosas <jue son objeto de los juicios de menor cuantía. 

Son objeto de los juioios de menor caanlía todos los pleitos 
co q:u« el valor do la cosa litigiosa ^1 pñncipiarse el litigio esceda de 
quinientos reales y no pase de dos mil. (Art. i de la ley de lo dc 
eocro de i 838 ). Por e^te articulo se han derogado el 4 * ¿el reglar* 
mentó provisional y la ley it, lit. 20, lib. ii de la Novis. Recop.,.por 
el priiiiefo de los cnálds se facultaba á los Jueces de primera instan- 
cia para que coúociesea eri jiiíeío escrito de las demandas escedentes 
de dnrosy que no pasasen de mrs;, sioiplihcando y abre- 

viando Ibs' trámites cuanto lo permitiesen las leyes; y por la segunda 
V el artículo 4* del reglatuenlo, las apelaciones en Juicios de esta clase 
debian ir á los ayuntamientos. Por dos razones indudablemente se 
han derogado estas leyes; la una por separar á las autoridades muni- 
cipales del conocimiento de negocios judiciales^ y la otra por fijar ios 
trámites precisos que han de guardarse y evitar cualquiera arbi- 
trariedad. 

446 » En aquellos casos en que. el juez conozca evidentemenle que 
el valor de la Cíjsa litigiosa no llega ó escede de las cantidades tasadas 
por la ley de 10 de enero de i 838 , aunque la demanda se presente 
bajo el concepto de menor cuantía, el juez 00 debe acordar las actua- 
ciones que á esta clase de pleitos corresponden , ñegandq la pretensiou 
accidental dol actor. 

4463 Si dudase acerca del valor de la cosa litigiosa, no obstante 
que confiera traslada, mandará que el densandante dentro del término 
de los nueve días por los que se confiere traslado , acredite el valor 
de la cosa litigiosa; y hecho con vista del resaltado, acordará, contes- 
tada la demanda, lo que juzgue conforme á derecho, 

^ 4463 Si dudase el juez acerca del valor litigioso, y el demandante 
entablase la demanda sin hacer mención del orden de sustanciacion 
que debe seguirse, mandará aquel que se proceda á la tasación por 
peritos de mutuo nombramiento, sin dejar de conferir el traslado, por- 
que ningún obstáculo es para hacer la tasación , y porque como e.sle 
es común á ambos juicios, siempre habría de conferirse. 

44^4 Euando el valor de la cosa litigiosa es indeterminado, ó bien 
porque consiste en un derecho intasable , como por egeniplo, en los 
censos en que se litiga sobre el reconocimiento ó derecho de cobrar el 
rédito; ó porque es infinito el valor, como en las herencias, puesto que 
no es posible determinar el número y clase de bienes en que pueden 
consistir, en todos estos casos, como en general en todos aquellos en 
que DO pueda darse un valor líquido y positivo á las cosas litigiosas, 

se seguirán Io$ tramites del juicio de mayor cuantía. í. 

446^ Si ol objeto dir la demanda no fuese la reclamacionj del do- 
minio, siao'la de la posesión, se; guardarán también los trámites de 
la ley de 10 de enero, siempre que el valor de la cosa litigiosa sea cl 
tasado por h» ley. 


TOMO Y. 
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SECCION II. 

De la demanda y su contestación. 

' '44^^ El primer paso de todo juicio en general de menor -euantia 
debe ser la presentación Je !a demanda, acompañando á ella la cer- 
lifieácion de- haber intentado la conciliación. (Art. i de !a ley de lo 
de enero de i838. 

4467 No -obstante, en los casos en que pueda temerse ocultación de 
la cosa 'que se ba de reclamar , fuga del deudor, ú otros de la misma 
especie, podrá antes de formalizarse la demanda pedir el acreedor de 
su cuenta y bajo su responsabilidad la retención de aquella ó de bienes 
suficientes del deudor, la que mandará ejecutar el juez siempre que 
^aparezca- justificada la deuda. 

44^^ También se podrán ecsaminar los testigos que tuviesen que 
ausentarse, cuyas declaraciones fuesen necesarias en el juicio. (Art. g 
de dicha ley.) 

44^9 Podrá pedirse también antes de formalizarse la demanda, 
que el deudor declare bajo juramento aquellos hechos que impedirían 
la continuación del juicio, como los que versan sobre la legitimidad ó 
capacidad para comparecer á litigar; porque este paso es útil á, uno y 
otro litigante, puesto que evita que después de haber hecho gastosenor- 
mes y sufrido mil molestias, se haga ilusorio el juicio por haber deman- 
dado á persona incapaz para contestar á la demanda ; y por tanto las 
leyes i y a, tit. 10, Part. 3 , permiten á los actores que antes de 
formalizar la acción puedan interrogar á los deudores. Pero no po- 
drán hacer preguntas sobre los hechos sobre que gire el pleito, por- 
que entonces seria hacer grave perjuicio al que hubiera de ser deman- 
dado. 

4470 Í-'S demanda debe consistir en un escrito breve y concebido 
icón toda la claridad posible, llenando adenia.s todos los requisitos que 
previenen las leyes. 

44y* Uno de ellos es el de que se encabeze el escrito con el nom- 
bre y apellido de la persona del demandante d aquel que le represen- 
te, en cuyo caso es necesario que acompañe el poder que para ello le 
autoriza , bastanteado por el abogado que suscriba la demanda. En 
los juicios de mayor cuantía se acostumbra «u los tribunales ad- 
iriiliT las demandas con la sola protesta que hace él procurador de 
presentar poder á primeras diligencias ; pero en los de menor cuan- 
tía no deberá proveer en este caso, á la manera que acontece en los 
juicios ejecutivos, 

4472 Tampoco es admisible el libelo si no se acompañan lasescri- 
luras ó documentos que han de justificar la pretensión (Ley i, títu- 
lo 3 , liü. 1 1 ,Novis. IVecop.), y cuando esta se apoye en información 
de testigos, manifestando que en el término de prueba intenta valer- 
se di' ellos. 

44 /3 Presentada la demanda sin efecto alguno de los que ecsigen 
las leyes, se conferirá traslado al demandado por término de nueve dias 
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improro^ahlcs , no conlándose en estos los filiados. (Articulo 3 , y 27 
<lc la ley de 10 < 1 <> enero de i838 ) 

4-474- Son acuuiulablcs en el juicio de menor cuantía todas las ac- 
ciones que gozan de esta cualidad en los demas juicios , y que suma- 
dos los valores de las cosas litigiosas, no escede de dos mil reales el 
producto. 

447 ^ bJ demandado está obligado á evacuar el traslado dentro de 
los nueve dias que se les conceden ; pero sino lo hiciese, pasados estos, 
el escribano tiene que recoger los autos con escrito ó sin él. 

]j A primera vista parece una anomalía que la ley de 10 de enero 
de i838 , cuando se ba propuesto abreviar los términos y fijar unos 
trámites que en pocos dias han de dar terminado el juicio, conceda 
para conte.star á la demanda nueve dias, que .son cabalmente los mis- 
mos que se señalan para conte.star en los pleitos de mayor cuan- 
tía. Pero esta aparente desproporción no es tal en la realidad, 
porque en uno y otro caso el demandado tiene que buscar los ins- 
trumentos (5 cualesquiera otros medios de prueba que apoyen las es- 
cepcionesqae ha de alegar, para cuya diligencia necesita que se le con- 
ceda un plazo ; y como la mayor ó menor cantidad litigiosa nada ia- 
íl«ye en los pasos que han de darse para conseguir la obtención de 
aquellos , no debe por esta causa acortarse el termino, jj 

4476 Recogidos los auto.s sin necesidad de providencia judicial, el 
escribano dará cuenta en la primera audiencia para que el juez dicte 
la providencia. 

44/7 nueve dias para contestar á 1a demanda, Lien sea que 

el reo tome los autos , ó que no lo haga, siempre que estén á su dis- 
posición , se contarán desde el día de la notificación. 

44y^ Cuando el demandado estuviese ausente, sabiéndose su pa- 
radero, se le mandará comparecer por sí ó por medio de procurador 
en UH plazo determinado que fijará el juez , espidiendo eesborto al 
de primera instancia del territorio en donde estuviese ; pero si se ig- 
norase el punto de su residencia , se le llamará por edictos y anuncia- 
rá en los papeles públicos con igual señalamiento para su presentación; 
guardando en estos casos las mismas reglas que se hallan establecidas 
para los juicios de mayor cuantía. 

4479 ía contestación á la demanda pueden alegarse todas las 
escepciones que el derecho recoaoce, y formalizar los ai tícuio.s de in- 
contestacinn ú otro cualquiera de previo y e.special pronunciamiento; 
pero csto.s no serán adinilidos , si al mismo tiempo no se contesta 
subsidiariamente á la demanda. (Art. de dicha ley de 10 de enero.) 

44^^ I-ia regla sentada en el artículo precedente debe cnlendeise 
cuando ia causa en que se funda la interposición del artículo no sea 
de tal índole que impida absolutamente la contestación, como sucede 
si aquel consiste en la oscuridad de la demanda , en la falta de pre- 
sentación lie los (locunientos que tiene obiig.TcIon de acompañar el ac- 
tor , y otras de esta especie; porque en scmej.Tntcs casos el juez no h.a 
debido admitirla ni conferir el traslado. 

44-8i A pesar deque nada dice el artículo 4-* la ley de lo de 
enero de 1 838 sobre si debe ó no ser admisible la reconvención por 
cantidad también de menor cuantía , parece lo mas acertado y con- 
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fonne a los princi|>los g*'neraies de dereclu), que se la admita v se sus- 
tancie en e! mismo juicio. En tal ca.so se debe conferir traslado de la 
demanda de reconvención al primer ador ]>or igual término de nueve 
dias queso coiifuii) de la demancla principal, recogiénd(>.sc también el 
j)roceso con csci ilo ó sin él en la forma que queda espücada. 

44^2 Si se prcsetUa.sen en c! juicio terceros opositor es escluventes 
<!e la demautla que fonnalizen , se conferirá traslado á tos otros dos 
litigantes por el término legal. 

SECCION MI. 

De las pruehus. 

44^3 Dada cuenta por el escr ibano después de recogido el proceso 
con escrito b sin el, en el primer caso si la contestación fuese aOrma- 
tiva, no podrá recibirse el pleito á prueba, sino que c.l juez deberá 
sei).alar al reo el. término que juzgue oportuno para que cumpla su 
obligación; pero si sr; opu.sie.se á la pretensión de! actor, recibir.á el 
]>leito á prueba , scilalandu el dia en que demandanle y rleoraitdado 
Íi.ayan de hacer las que les convenga, debiendo ser aquel pr-ecisamen- 
te posterior al quinto, y anterior al daouccimo si^^ulenles al de la fe- 
cha del auto. ( Art. 5" de dicha ley .) 

1¡ No liace mérito la ley de térmiuo.s ordinarios y eslraordínarlus 
ultramarinos, y no concehimos que pueda haber un motivo para que 
lodos los ph'lio.s de menor cuantía se hayan de nredir por la rrñstua 
regla. Acaso la ley bahrá considerado que por ser corlo, el valor de 
la cosa litigiosa tío puede llegar el caso de hacerse necesaria la con- 
rG.sion de no lérndno cstraordinario ; pero esta razón ni es Síiüda n¡ 
suHcientc. Siendo indudable que lo mismo pueden celebrarse en Es- 
paña que en Ultramar negociaciones por cantidades de poca mon- 
ta, ó bien que celebradas en la Península los le.stigos presenciales 
marchen despuc.s á ÜUramai , claro es que podrá locar.se muy bien 
con el escollo de que el demandanle ó demandado no puedan acredi- 
tar su acción ó csce[)CÍones por la ausencia de lo.s tesligo.s y la bre- 
vedad dol término. Verdad es que en la conce.slou del término ultra- 
marino se pueden locar graves inconveniente.s, porque lá mala lé 
de los litigantes aprovecha todos los recursos po.sihlcs para entorpe- 
cer la marcha de los pleitos. Mas, ¿podrá considerarse mas justa la 
negativa de todo recurso que produzca la indefensión, que la -conce- 
•sion de un término protector de la defensa legítirmi, aunque espuesta 
á algunos lnconvenleníe.s? ¿Son estos ahsülutamenle ii>evitablcs ? Crée- 
nlos que a.si como en los juicios de rnayor cuantía se han establecido 
medios que impiden el uso malicioso del término ultramarino es- 
li aordinario , también podrían adoptarse en los de menor enahtía. ¡] 

44^4 Para cvllar cualquiera Irande, la notificación del auto de 
prueba debe uacerse en el mismo dia que este se dio, ó á lo mas, 
en el próc.simo sieuicMile. 

4485 En lugar de In comunicación de autos que se hace á cada 
Oria de las parles en los pleitos de mayor cuantía, en los de menor 
se pondrán de manifiesto en la escribanía, para que los litigantes d 
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SUS defensores puedan iiislruirse de los escritos y documentos presen- 
tados, desde el diá en que el pleito se fccíIjÍí) á prueba hasta el se- 
ñalado para practicarla. (Art. 6." de dicha ley.) 

44-^6 Ninguno de ios litigantes tiene derecho alguno preferente 
para reconocer el proceso ante.s que el otro. 

44^7 c.scribauo no puede ecsíglr dereclios por la manlíesta- 
cion del proceso. 

44^^8 Coando se presenten olí.sla'culos invencible.s natural d Ic- 
galmente p.ara practicar la prueba en e! tija señalado, el juez debe 
proceder á nuevo .señalamiento luego qoe hayai\ desaparecido aque- 
llos, como sucederá si en el día de.siioado para liacer la.s pruebas hu- 
biese una conmoción [Xipular que obligue al juez á abandonar lodos 
los a.suníos pendientes, y dedicarse esclüsivanieiite .a la instruccioH 
del sumario. 

448 q Antes del dia señalado para la prueba se pueden recibir 
las declaraciones de los testigas que tuviesen que ausentarse. (zVrt. 9 
de dicha ley ) Cu el cesamen de e,sto.s deben seguirse las mismas regla.s 
de presencia de la.s parles y demas que la ley manda observar en cuan- 
to íi la prueba general, porque de otro modo lo.s dichos de los testigos 
no merecerían fe alguna. en juicio; 

4490 lil dís destinado para hacer la prueba coniparccenin dcinan- 
dantc y demandado ante el Juez, y propondrán verbalmcnte la de que 
intenten valerse, bien sea ¡nstruincnt.al, testifical, de juramento deferi- 
do ó posiciones. (.\rt. 7 de dicha ley.) Pero bien podrán piC.seiUar in- 
terrogatorio de las preguntas que quieran so hagan á lo.s testigos de 


su presentación. 

4491 H^l orden de rocibir las pruebas deberá .ser el de principiar 
por las del demandante, y conlituiar con las del demandado; pero ,':i 
se invirtiese este y se praciica.seit al contrario, no por c.so adolecerá el 
juicio de vicio alguno sustancia!. 

449a A jícsar de que no enumera la ley entre las pruebas que pue- 
den proponer la.s partes la de vista ocular ni las llamadas presuiido- 
ne.s jxtris ct de jure ó jurís tantum, deberá entenderse que á la primera 
la considera comprendida en la tc.slifical, porque rcalmenlc no es oirá 
cosa, Y las segundas , aunque 00 se propongan por las partes, conni 
que ccsislen en la mism.i , no pueden menos de .ser lomadas en cuen- 
ta al tiempo de dictar el fallo definitivo. 


4 + 9 ^ acto de practicar.se la prue!>a pueden asislir los litigan- 
tes ó sus defensore.s, si les conviene, y hacer á los Icsiigos de contraria 
pre.sentaeion las preguntas que estimen oportunas, qucdan<‘o á la jiru- 
dencia del juez la decisión de pertinencia ó impertinencia de aquella.s. 

4494 pI dia señalado no pudiesen practirar.se I.a-s prueba.s 

de una v otra parte por cualquiera motivo, se continnaran en lo.s ilo,s 
dias siguientes .suc’e.sivarnenle: v en el caso de que cnaiqu'cra de los 


prueb 


;ante.s señalase v ofreciese presentar antes de la conclusimi de !a 
eba, es decir, dentro de lo.s do.s ó tres días respectivanienle que.se tai - 


de en acabar la comenzada, ajgun testigo ó tcsíigo.s que e.stuMc.scii 
ausentes, se podrá prorogar el terinino [)or otros ocho dias i!..cs. pcio 
sin que este sea comiin ni e.stonsivo á otro eieido mas que <•! de cc— 


sauiinar el testigo ó testigos dc.signadus. 

c5 W 
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4 . 49 ^ I-'í* «loclrina del artículo 9 .®, (jne únicamente trata Úe la 

próroga en el caso de ausencia de íos testigos, por ¡deiilidad de razón 
debe hacerse eslensiva á todos los testigos que no pudiesen presentarse 
en tiempo oportuno por otra cualquiera causa de imposibilidad moral 
b física. 

449^^ Respecto á las pruebas inslramentales, si en el juicio público 
se redarguyese de falso un instrumento de aquellos que en tales cir- 
runstancias necesitan comprobarse para que hagan fe, podrá el pre- 
sentante pedir que se acuerde el cotejo, y el juez habrá de deferir á 
la solicitud, mandando que se desglosen de autos para remitirlos al 
juez del domicilio del escribano en cuyo poder obra el protocolo, li- 
brando al efecto el oportuno ccsborlo, y mandando citará las parles 
para <{ue asistan á la comprobación. 

4497 proregará también el Ic'rmino de prueba toda vez que 
presentado un inslromento en el acto de hacerse esta se ofreciese pro- 
bar su falsedad, y no pudiese hacerse en el momento; pero siempre será 
Decesario que .se manifiesten los nombres de los testigos que han de de- 
clarar sobre la falsedad. 

44.9B Todo lo relativo á la prueba se ha de eslender en una dill- 
gcncl.a redactada *hrevetncnlc , pero con clafidad, en I.a que firm.-i- 
rán el juez, el escribano, las partes y sus defensores ^ y también los 
tesligossi liubiesen asistido. 

4499 Como á los litigantes es permitido hacer prer;unt.a.s á los 
testlgo.s presentados por el contrario, estos y sus contestaciones deberán 
ocupar la última parte de la declaración, porque no es permitido que 
mientras evacúan el interrogatorio de aquel por quien son presenta- 
dos, se les interrumpa con preguntas q\ie pudieran ponerlos en un con- 
flicto. Será por lo mismo necesario espresar en cada pregunta la per- 
sona por quien se hace. 

4500 Ra práctica mas común délos juzgados es la de redactar las 
preguntas y contestaciones de cada uno de los testigos bajo una sola, 
y su contestación, y aun en muchos de ellos .se pregunta á lodos los 
testigos á la vez. Parece que seria mas conveniente ecsamimr á cada 
testigo con separación y sin hallarse presentes los demas, aunque al 
redactar de.spues la diligencia se uniesen todas las dedaraciovies uni- 
formes, e' igualmente las discordes. 

450 1 Cuando la prueba se continuase por los tres dias que la ley 
permite, en cada uno doellos.se estenderá la diligencia de la que en el 
se hubiese practicado , firmándola todas las personas que dehan ha- 
cerlo. 

4502 Las lachas de los testigos deben proponerse y probarse en el 
acto de la prueba; pues aunque la ley no hace mérito de ella.s, y en los 
juicio.s sum.arios no son admisibles, razón por la que pudiera interpre- 
tarse en este sentido el silencio de la ley, no considerando como no de- 
be considerarse sumario el juicio de menor cuantía , es indudable á 
nuestro entender que deben poder alegarse y probarse las tachas que 
inhabiliten los tesiigos para declarar y merecer crédito en juirii^. 
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SECCION IV. 

De la sentencia. 

46o3 Concluido el te'rmino de prueba tiene el juez cuatro días de- 
tc'rmino para reconocer los autos y pronunciar la sentencia dermitiva. 
(Al t. II de la ley de lo de enero de i838.) , 

45o4 Ea sentencia puede resolver la cuestión principal cuando se 
hubiese opuesto una escepcion; ó si se hubiese formalizado artículo de 
previo y especial pronunciamicnlo , podrá decidir ó lo relativo á este 
únicamente, ó t.anlo sobre el artículo, como sobre lo principal. Lo 
primero tendrá lugar siempre que aquel sea de los que impiden el pro- 
greso ad ulteriora ó de los que dirimen la acción, y se declarase que 
habia lugar al artículo, en cuyo caso no se sentenciará en cuanto á lo 
principal; pero si no fuese de esta especie, ó se desestimase la senten- 
cia, resolverá la cuestión propuesta en la demanda. 

4505 Cuando se funde el artículo- en que el valor de la cosa liti- 
giosa no llega ó pasa de la cantidad tasada por la ley, si apareciese lo 
primero, ó la cantidad fuese la legal , el juez debe decidir sobní lo prin- 
cipal de la demanda ; pero si se admite el artículo porque la cantidad 
escede de dos mil reales, el juez dará auto, reponiendo el pleito al esta- 
do de contestación á la demanda, confiriendo traslado al demariílaníe, 
y dexiarando que en la prosecución del litigio se hayan de seguir los 
trámites comunes. (Art 12 de dicha ley.) 

4506 En los casos precedentes , puesto que el demandante es el 
culpable de la práctica de las diligencias ejecutadas sin necesidad, de- 
berá ser condenado en todas cuando lá cantidad litigiosa sea menor 
de quinientos reale.s; y en las causadas desde la contestación en adelante, 
cuando áquella sea mayor de dos mil. En las demas circunstancias la 
condenación en costas se hará conforme á las reglas comunes. 

4507 La sentencia tiene que notificarse precisamente, ó en el 
mi.smo día en que se ha pronunciado, ó á mas tardar en el siguiente. 
(Art. 26 de dicha ley.) 

4508 Las partes pueden apelar in vece en el acto mismo de la 
notificación, sobre lo cual el escribano tiene obligación de estender di- 
ligencia que haga fe; ó bien por escrito dentro del termino de cinco 
dias siguientes al de la notificación. 

4^09 Las apelaciones interpuestas en tiempo y forma en los Jui- 
cios de menor cuantía so deben admitir por el juez lisa y llanamenteen 
ambos efectos, sin conferir traslado á la parte no apelante; ademas man- 
dar á citar á las partes para que dentro del término de quince dias acu- 
dan por sí ó por medio de procurador á la Audiencia territorial com- 
petente, y remitirá los autos desde luego á costa dcl apelante. (Art. i4 
de dicha ley.) 

4IÍ06 Cuando no se hubiese interpuesto apelación en el tiempo 
oportuno, sin necesidad de declaración especial, por solo el transcur.so 
de lo.s cinco dias pasa la senlcnci.'» en autoridad de cosa juzgada, y el 
juez debe proceder á su. ejecución en la torma que se espíicara en su 
lugar oportuno. 
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Crdirla cilatoríá para ¡ttic¡t> Üg 'coiíc¡l¡ac¡on. 


45ii Et Sif. D. T. de N., alcalde constilucional de e*la ciiidad (eí- 
Ua ¿ lo <jue sea.') 

Cita á V. para que por sí <5 por medio de procura- 
dor con poder bastante, asociado de hombre bueno, concurra i su 
juígado, sito en la calle de T., num. tantos, a la hora dé las diez de la 
íriañatia (d ía que se Señále á celebrar juicio de conciliación con 
O. T. de N. , qoe le demanda sobre pago de mil rs. (ó aquello que sea 
objeto del juicio) Madrid j &c. , (aquí la fecha.) 

Firma del alcalde. 

Acta de ¡nido de conciliación. 

Eu la iriíla de Madrid , á dos de enero de mil ocho- 
cientos cuárcnla y dos, por ante el .señor alcalde constitucional 
I). T. M. comparecieron, por una p.arle D. íV., 1\. actor deman- 
dante, acompañado de su htmibre bueno don H. J. , y por la otra 
D, S. G. reo demandado , con el suyo T). S. G., y dijeron ; el pri- 
mero que T). S. (t. le era en deber la cantidad de mil reales, 
procedente de hechura de diferentes radías para el uso de su fa- 
milia , las que- rio lé habia salbfecho á pesar de haber transcurrido 
m as de un aiio (o cualquiera que sea la causa de deber) : á lo que 
contesto el Id. S. G, , que cféclivamenle era cierta la causa por la que 
.se le pedia; pero que no se creía obligado á pagar en razón á que íc había 
estropeado lo,s molcriales , dejándoselas todas mal hechas, de manera 
que no hablan servido para .su uso: y habiendo contestado el deman- 
dante que era falso lo e.spue.slo por el 1>. S. G-, y probado por dostes- 
Jigos que en el acto presentó , que je habían visto llcvarla.s puestas á 
él y denia.s personas de .su fandlia . el señor alcalde los ccshorlo para 
que Se aviniesen , liacicndoles pre.senle.s lo.s perjuicios que Ies ocasiona- 
rla un litigio ; V habiéndose negado á toda avenencia , a.si como tnni - 
bien á poner en decisión de arbitros el objeto en cuestión, oído que 
tue el diclánien de los hombre.s buenos , el señor alcalde que entendía 
en este juicio maiv.ló que el 1). S. G. pagase en termino de tres dias 
los mil rcale.s rjuc era en deber á T). A. 1». por la causa atríba espre— 
sada : y liecba .saber esta providencia á las partes, el demandado 
G. manifestó que no .se conform.iba con la providencia que se le 
bacía saber , con lo cual se dtó por terminado este juicio, y firmaron 
los intere.sados, hombres bueno.s y el señor alcalde que entiende cii 
este juicio, Ma<!rid, &c. 

TOMO- V.. 
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398 

Formularlo del procedimiento en lofi piel toa de me- 
nor cuantía* 

Demanda de menor cuantía. 

45 1 3 T. en nombre dcM., vecino de esta villa, j de quien pre- 
sento poder, ante V. S. como mejor proceda digo : que habiendo mi 
principal construido y entregado á D. M., de esta vecindad, una capa de 
paño azul turquí y un frac que le encargó hará cosa de un mes, le pa- 
só también la cuenta de dichas piezas, importante la cantidad de ocho- 
cientos reales á que asciende el valor de paño y trabajo de su cons- 
trucción ; y aun cuando para su reintegro ha practicado mi parte di- 
ferentes diligencias estrajudicialcs, y hasta le ha citado á juicio de con- 
ciliación ante el alcalde constitucional competente, todo ha sido infruc- 
tuoso, como aparece de la certificación que presento j en cuya atención 

A V. S. suplico, que habiendo por presentados el poder 
y certificación de que -va hecho ine'rito, se sirva mandar que el referi- 
do D, M. pague á mi parte los ochocientos reales que le está debiendo 
por dicho concepto, sin mas trámites que ios señalados por ley para 
los pleitos de menor cuantía, á que pertenece la presente demanda. 
Pido justicia y costas, juro lo necesario &c. 

S. M. T. {^El procurador^) 

Auto. Por presentado el poder y certificación que se espresan : se 
confiere traslado de esta demanda á D. M. por el te'rmino improroga- 
ble de nueve dias^ y pasados,^ recoja el presente escribano los autos con 
escrito ó sin e'l, sin necesidad de nueva providencia , lo cual hecho, 
de'se cuenta. El señor D. T. lo mandó &c. 

Notificación. En tal parte y dicho dia yo el escribano de S. M< 
hice saber, di copia y leí el auto anteriora M. en su persona, quien 
quedó enterado, y firma. Doy fe. 

45 1 4 T. en nombre de D. M. de esta vecindad , cuya representa- 
ción consta por la escritura de poder que en debida forma presento,y 
juro, ante V. S. parezco, y como mejor proceda digo: que a consecuep- 
cia de la demanda puesta por D. M. {sobre tal cosa) st confirió á. mi 
principal traslado por te'rmino de nueve días; en cuya atención, y pa- 
ra evacuarlo con el debido conocimiento y dirección 

A V. S. suplicQ, que habiendo por presentado el poder, 
y á raí por parle en estos autos, se sirva mandar se me entreguen para 
los fines espresados y demas que sean conformes á justicia , que pido, 
jurando lo necesario &c. 

{El procitradorí) 

Auto. Te'ngase á este procurador por parte en los autos- á qpe se 
refiere, y entreguensele. Al señor D. M. &c. 

Contestación. 

45 15 T. de T., en nombre de D. M. de T., de esta vecindad, ev^r 
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cuando el traslado que se le ha conferido de la demanda puesta por M. 
sobre pago de maravedís, y contestándola en forma, digo: que aun 
cuando cfcctivamenle hizo el demandante á mi principal la capa y frac 
que le encargó, e' importasen los ochocientos reales que supone, no es 
cierto que le sea deudor de esta cantidad, en razón de que el referi- 
do M. se convino en admitir en pago cuatro varas de paño que le ha- 
Lia entregado mi parte anteriormente con objeto de que construyese 
otras obras ; en cuya atención 

A V, S. suplico, que habiendo por evacuado el traslado, se 
sirva absolver á mi principal de la demanda y condenar á M. en todas 
las costas, por ser conforme á justicia, que pido, juro &c. 

S. M. (X! procurador^ 

Auto. Se recibe este pleito á prueba , y se señala para practicarla 
el dia ocho del corriente á las diez de su mañana en la casa-posada de 
S. S., á donde concurrirán las parles ó sus defensores; á cuyo fin, y 
para poder enterarse de los autos, estarán de manifiesto en la escriba- 
nía todo el tiempo que media hasta el día del señalamiento. Fd señor 
I). J. Szc. lo mando en tal parle á tantos de tal , etc. 

Foriuulurio del «rliíeulo s»révi«> • y eosiiestaeSon (ümbsl- 

diaria de la deiiia»da« 

45 1 6 F. , en nombre de 1 ). M. deestr. vecindad, evacuando el tras- 
lado que se le ha conferido de la demanda puesta por M. sobre pago 
de ochocientos reales, como mejor proceda digo: Que no niega mi 
jirincipal que el demandante le construyo la capa y frac que espresa, 
á con.secuenría dcl encargo que al efecto le habia hecho; y aunque es 
cierto que se los pidió á mi parte, por reílecsioncs que le hizo mi principal 
sobre lo cscesivo de aquella cantidad, convino después en reducirla á 
la de trescientos reales; y como esta cuantía no es la señalada en la ley 
de 10 de cuero de este ano , y por consiguiente no puede demandarse 
por escrito, me opongo á contestar la demanda por este medio. Mas 
aun suponiendo que esta cantidad fuese malcría de un juicio escrito, 
tampoco tenia M. derecho para dcmanilarla; porque después de haber 
reducido el valor de su obra, como va dicho, á los referidos trescientos 
reales, se convino con mi principal en admitir en pago total de esta 
suma cuatro varas de paño que le habia entregado anlcriormenle con 
objeto de que le construyese otras obras. En cuya atención 

A V. S. suplico se sirva declarar que mi poderdante 
no está obligado á contestar dicha demanda, por no llegar la cantidad 
que comprende á la que cesige la ley , y cuy.a decisión debe resolverse 
en juicio verbal, sobre lo que formo artículo de previo y especial pro- 
nunciamiento; y en todo caso absolver á mi representado de la instan- 
cia, condenando cu todas las costas al demandante, por ser conforme 
á justicia, que nido, juro, &c. 

S. M. procurador.) 
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(.V¿ dá un avio pomo anterior^ y notifica á las par tes. y 
Acta 6 diligencia de pruebas . 

4 ^) 17 , íLn tal parte, á tantos <S:e., (lia scniAlado para qüe las parles 
interesadas en este pleito practiquen las pruebas que creyeren conve- 
nirles, comparecieron ante S. S. con este objeto don Manuel Garría., ac- 
tor, Antonio Martínez, su procurador, y el licenciado don Felipe Rodriguei 
su abogado defensor, y en clase de testigos, Garda, Juan- Sán- 

chez y Benito Gil, de esta vecindad, mayores que dijeron ser de vein- 
te y cinco anos, los cuales, después de haber prestado en manos de S. S. 
juramento- de decir verdad y espresar que no les comprende ninguna 
de las generales de la ley ,. que les fueron espücadas, respondieron á 
las preguntas que Ies hizo la parte presentante del modo siguiente. 

Preguntados si Ies consta que después de haberse entregado don 
Benito Saavedra, demandado, de la capa y frac que le construyo el 
interrogante, le pidió varias veces el importe de ambas piezas en can- 
tidad de ochocientos reales, dijeron: ser cierta la pregunta; iMiguel 
Santos por haber llevado la cuenta escrita á casa del demandado por 
encargo de quien le presenta, y los otros dos restantes por haber pre- 
senciado un (lia que aijncl reiamvrno a\. don Benito- Saaredra sobre el 
pago de dicha cantidad, previniéndole que si no lo verificaba , le de- 
manda ria en justicia. 

Vueltos á preguntar diciiosdos últimos testigos-por el L. don Juan 
Sa uz, defensor del Saavedra, que se hallaba presente á osle acto con 
el procurador de! mismo, si cuando el actor don Manuel hizo á su de- 
fendido la- pregunta que acabando .significar, contestó este que efecti- 
vamente le- debía dicha cantidad, que le espera.se algún tiempo para su 
pago , ó bien otra cosa (diciendo en su ea.so lo que fuere), respondie- 
ron: (pie lo que únicamente conte.stó al actor fue hiciese lo que le pa- 
reciera ,, pues ya estaba pagado de su deuda. 

Acto continuo, v no teniendo que hacer el demandante, según 
dijo , mas preguntas á los testigos de su presentación-, manifestó el 
procurador d.el demandado , que para la prueba de su= parte presenta- 
ba por testigos ,á J, , (r. , 15. , y R. de esta vecindad > (jue jnramenla- 
dos,^y no comprendidos en las generalesdc lá ley, como los anteriores, 
respondieron ii las preg.uaalas que les hizo «1 Ij. Sanz-, en la forma si- 
guiente. 

Preguntados .sobra .si es cierto que al diá siguiente de pa.sar el don 
i5cnilo al Saavedra, !a. cuenta de los ochocíento.s reales que importaban 
la capa y frac que le liabta consiruído, se traslad6-el último á casa 
del primero, y hallándole en su obrador de sastre, le hizo varias re- 
flccsiones acerca de !o cscesivo de la cuenta ,. por la.s que convencido el 
dem.andaiite , convino en reducirla á la cantidad de trescientos reales: 
re-spomlieron los Icstigos J. y G. h quienes particularmente se dirigió 
esta pregunta, que era cierto su contenido, por haberlo presenciado. 

Intel rogados los testigos B. y R. por el mismo defensor si sabian que 
el demandante teni.a en sa poder mas varas de paño propias del dC' 
mandado, y que este le habla entregado anteriormente para otra 
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obra , y cor< las cuales convino el mismo demaniiante en dtirs« por pa- 
irado y saíisfocho de los trescientos reales, á que quedó reducida la 
cuenta de la mesa y cómoda, dijeron: que solo saben este particular 
de oi<Jas á la parle que los presenta. 

Kn cuyo acto, babiendo nianifestado las parles, sus procuradoras 
y def#nsor'es , que no teoian que Itacer respectivamente otras pregan* 
(as que las espresadas, mandó S. S. cerrar este acto y dar por conclu- 
sas las pruebas; lo que pongo por diligencia que briria dicho S. S. v los 
interesados y concurrentes á ell.Ts, á escepcion de los testigos F. y G-. que 
dijeron no saber. De que doy íé. 

Firman todos. 

Petición verbal sobre próvoga del termino probatorio. 

4-5 18 En tai parte, á tantos de &c ante el señor don M. el pro- 
curador de don M., parle adora en estos autos, suplicó ¡1 S. S. se sir- 
viese prorogar el tcrmluo de prueba por odio dias mas, para que 
dentro de ellos sea ecsamínado el testigo M. que no pudo serlo el día 
del señalamiento por hallarse ausente , y cuyo testimonio es de suma 
importancia en la prueba de su principal; á cuya próroga se sirvió 
S. S. acceder, por solicitarse en tiempo hábil, para solo el efecto de 
ecsaininar dicho testigo , á cuyo fin quedaba señalado el día diez y 
nueve del corriente, doce de su mañana y casa de S. S.; lo cual se hi- 
ciese saber á las partes, firmando la que comparece esta diligencia con 
dicho señor. De que doy fe. 

notifica al procurador de la oira parte solamente..') 

9iOT.\. Si se presenta el testigo en el di a señalado, se le ecs aminará 
en los mismos términos y formalidades que los demas de la prueJha. 

Si ha pasado todo el dia diez y nueve señalado sin haberse presen- 
tado el testigo, pondrá el escribano la siguiente 

DILIGENCIA, Hoy día de la fecha doy cuenta al señor Juez de estos 
autos de que ayer diez y nueve del corriente se cumplió la próroga 
de ocho dias, sin que en todo el se preseniase por la parte que la pi- 
dió el testigo M. á efecto de ser ecsamiuado. Lo que pongo por dili- 
gencia que firmo en tal parte, á tantos &c. 

NOTA. Si no ha habido próroga , y las pruebas se han concluido en el 
mhmo dia del señalamiento , el juez, no podrá sentenciar ha.^ta pasados 
los dos siguientes , porque dentro de ellos tienen las partes derecho de 
solicitar la próroga de los ocho dias, y no después, lo cual pondrá el 
escribano por diligencia para evitar niilidades y reclamaciones. La di— 
íigencia será asv. 

Diligencia, Doy fe que en el dia de ayer lo del corriente han 
concluido los tres dias hábiles para practicar ías pruebas, sin que den- 
tro de ellos baya ninguna de las partes solicitado próroga. Lo pon- 
go por diligencia, que firmo en tal parte , &c. 

Dentro de los cuatro días siguientes dará el juez este 

Auto PEFíTiItivo. Se declara haber lugar al artículo propuesto 
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por M. sobre que ta cantidad que se litiga no escede de los reinte y 
cinco duros que sciiala la ley de lo de enero de este áfSo ; y sin em- 
bargo, resultando de autos que D. M. es deudor del demandante por 
la cantidad de trescientos reales, se le condena á su pago, y en el de 
tbdás las costas al demandante. Lo mandó y firmó (ó rubricó) S. S. en 
tal parte, á tantos, etc. Doy fe. 

Se nntijica á las partes , y si no hubiesen apelado dentro de los 
cinco dias de la ley , ejecutará el juez la sentencia , dando el siguiente 

Auto. No habiéndose interpuesto dentro dcl termino legal apela- 
laclon del auto definitivo de veinte y tres del corriente , llévese á puro 
y debido efecto: á cuyo fin, hecha por el presente escribano regula- 
ción de costas, requiérase á D. M., actor, que dentro de segundo día 
pague las en que ha sido condenado, y á D, M., demandado, que den- 
tro dcl mismo término pague á aquel la cantidad de trescientos reales 
que se ha declarado estarle debiendo: con apercibimiento á uno y otro 
que de no verificar en dicho término su respectivo pago , se les em- 
bargarán y venderán en almoneda pública bienes suficientes, procedien- 
do breve y sumariamente. Lo mandó, 

Not.\. Si pasado el término del requerimiento no pagasen^ se embar- 
garán los bienes y venderán en pública almoneda^ previos tres pregones^ 
uno cada día si fuesen muebles^ ó uno cada tres si fuesen raices. 

Apelación in roce. 

Notificación. En tal parte, dicho día &c. yo el escribano de S. M. 
notifiqué el auto definitivo que antecede á D. M. en su persona, leyén- 
doselo, y dándole copia íntegra; y enterado, respondió que apelaba áté\ 
para el tribunal superior correspondiente , y lo firma. De que doy fé. 

Auto. La apelación interpuesta en la anterior diligencia se admi- 
te en ambos efectos: en su consecuencia, previa citación y emplaza- 
miento de las partes, remítanse á costa de la apelante los autos origi- 
nales en la forma de estilo á la Audiencia territorial , para que dentro 
de quince días acudan por sí ó por medio de procurador. Lo man- 
do , (5cc. 

Otro modo de apelar in roce. 

45 i 9 En tal parte, á tantos &c., ante el Sr. D. M.. compareció 
M., procurador de D. M. , y dijo: que eí auto de tal día parecía gra- 
voso á su principal, por lo que apelaba de él para el tribunal cor- 
respondiente. Y en vista de que no habian tran^scurrido los cinco dias 
legales después de notificado dicho definitivo, se sirvió S. S. admitir 
la apelación en ambos efectos , y mandar que se cite y emplace á las 
partes para que dentro de quince dias acudan por sí ó por medio de 
procurador á la Audiencia territorial, á la que se remitan los autos 
á costa del apelante, á cuyo efecto se dio por notificado y requerido 
en el acto, firmándolo con S. S. Doy fé. 

Nota. Se notifica á la otra parte. 
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Fórmula dé da apelación por escrito, 

4.5ao F., en nombre de D. M. en los autos con D. M. sobre pag» 

de ochocientos reales, digo: que en ellos recayó sentencia , por la que 
V. S. se sirvió condenar á mi parte en todas las costas; y siéndole gra- 
vosa y perjudicial, hablando debidamente, apelo de ella para ante los 
señores regente y ministros de la Audiencia territorial; en cuya atención 
A V. S. suplico se sirva admitirme dicha apelación, 
en ambos efectos , y mandar que citadas y emplazadas las partes, se 
remitan á dicha superioridad los autos originales , por ser conforme á 
justicia , que pido , juro, &c. 

Se dá un auto como el anterior , se citan las partes , y se requiere 
al apelante que apronte los gastos de correo para remisión de los autos^ 
si el juzgado está fuera del lugar en que reside la Audiencia. 
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